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a la Fiscalía General de la Nación, relaciona- mía y Finanzas; al Ministerio de Educación y 

do con las personas imputadas y condenadas Cultura; al Ministerio de Vivienda y Ordena- 

entre el 31 de diciembre de 2019 y el 1.* de miento Territorial; al Ministerio de Transpor- 

marzo de 2023. te y Obras Públicas; al Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social y al Ministerio de Indus- 

—Los señores senadores Caggiani, Carrera, tria, Energía y Minería. 
Lazo y Sabini solicitan se cursen los siguien- 
tes pedidos de informes: — El señor senador Lozano solicita se cursen 


los siguientes pedidos de informes: 
- con destino al Ministerio del Interior, relacio- 


nado con los efectivos asignados a la Direc- - con destino al Ministerio del Interior y, por su 
ción Nacional de Bomberos; intermedio, a la Jefatura de Policía del depar- 
tamento de Rivera, relacionado con alteracio- 

- con destino al Ministerio de Economía y Fi- nes al orden en Tranqueras, Minas de Corra- 
nanzas y, por su intermedio, a la Dirección les y Las Flores, departamento de Rivera; 
Nacional de Aduanas, relacionado con el 
control del tráfico de estupefacientes. - con destino al Ministerio de Educación y Cul- 

tura y, por su intermedio, a la Administración 

— El señor senador Sabini solicita se cursen los Nacional de Educación Pública, relacionado 
siguientes pedidos de informes: con la deserción escolar. 

- con destino al Ministerio de Educación y Cul- — La señora senadora Della Ventura solicita 
tura y, por su intermedio, a la Administración se curse un pedido de informes con destino 
Nacional de Educación Pública, Dirección al Ministerio de Educación y Cultura y, por 
General de Educación Secundaria, relacio- su intermedio, a la Comisión del Patrimonio 
nado con episodios de violencia ocurridos en Cultural de la Nación, relacionado con el pre- 
varios centros educativos; dio histórico ubicado en la ciudad de Flori- 

da, donde fue declarada la independencia de 

- con destino al Ministerio de Educación y Cul- nuestro país. 
tura y, por su intermedio, a la Administración 
Nacional de Educación Pública, Dirección — El señor senador Sartori solicita se curse un 
General de Educación Técnico Profesional, pedido de informes con destino al Ministe- 
relacionado con hechos de violencia ocurri- rio de Salud Pública y, por su intermedio, a 
dos en varios centros educativos; la Administración de Servicios de Salud del 

Estado, relacionado con la prestación de ser- 

- con destino al Ministerio de Educación y Cul- vicios de salud en el área de salud mental. 
tura y, por su intermedio, a la Universidad 
Tecnológica del Uruguay, relacionado con la * Oportunamente fueron tramitados. 
elección de directores de los Institutos Técni- 
cos Regionales. 5), 15) y 23) Proyectos presentados............ 80, 127 y 200 

—El señor senador Carrera solicita se curse un —El señor senador Sartori presenta los siguien- 
pedido de informes con destino el Tribunal de tes proyectos de ley: 

Cuentas de la República, relacionado con la 
auditoría realizada al Municipio de Carmelo. - por el que se autoriza el retiro anticipado de 
fondos jubilatorios por aquellos afiliados que 

— La señora senadora Nane solicita se cursen padezcan una enfermedad terminal diagnos- 
varios pedidos de informes relacionados con ticada o con onerosas posibilidades de cura- 
la implementación de políticas de género con ción. 
destino al Ministerio de Ambiente y, por su 
intermedio, al Instituto Uruguayo de Meteo- » Pasa a la Comisión de Asuntos Laborales y 
rología; al Ministerio del Interior; al Minis- Seguridad Social. 
terio de Turismo; al Ministerio de Relacio- 
nes Exteriores; al Ministerio de Desarrollo - por el que se declara de interés general el su- 
Social y, por su intermedio, al Instituto del ministro y reserva de agua con fines de pre- 
Niño y Adolescente del Uruguay (INAU); vención y control de incendios forestales. 
al Ministerio de Ambiente; al Ministerio de 
Salud Pública; al Ministerio de Ganadería, * Pasa a la Comisión de Ganadería, Agricultura 


Agricultura y Pesca; al Ministerio de Econo- y Pesca. 
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- por el que se habilita el uso de sustancias na- 
turales enteógenas con finalidades médicas o 
terapéuticas. 


» Pasa a la Comisión de Salud Pública. 


— La señora senadora Sanguinetti presenta un 
proyecto de ley por el que se proponen mejo- 
ras a la seguridad en las unidades de trans- 
porte colectivo de pasajeros de carácter regu- 
lar que transitan por rutas nacionales. 


» Pasa a la Comisión de Transporte y Obras 
Públicas. 


— La bancada de senadores del Frente Amplio 
presenta un proyecto de ley por el que se in- 
troducen modificaciones a la legislación pe- 
nal relativa a estupefacientes. 


» Pasa a la Comisión de Constitución y Legis- 
lación. 


— La bancada de senadores del Frente Am- 
plio presenta un proyecto de ley por el que 
se modifica la denominación de la represa 
hidroeléctrica Rincón del Bonete por el de 
Baltasar Brum. 


+ Pasa a la Comisión de Industria, Energía, Co- 
mercio, Turismo y Servicios. 


— La bancada de senadores del Frente Amplio 
presenta un proyecto de ley referido al endeu- 
damiento de las personas físicas y en particu- 
lar de personas vulnerables. 


+ Pasa a la Comisión de Constitución y Legis- 
lación. 


— La bancada de senadores del Frente Amplio 
presenta un proyecto de minuta de comuni- 
cación por el que solicita al Poder Ejecutivo 
la remisión de una iniciativa por la cual se 
sugiere que la Agencia Nacional de Vivienda 
congele los remates y desalojos a las unida- 
des del Complejo Jardines de Viale, ubicado 
en La Paz, departamento de Canelones. 


» Pasa a la Comisión de Vivienda y Ordena- 
miento Territorial. 


6) Exposiciones escritaS......oooommmmsmmms**¡9¡9*9ss**”.. 


— La señora senadora Rodríguez solicita se 
curse una exposición escrita con destino a 
Presidencia de la República y, por su inter- 
medio, a la Secretaría de Derechos Humanos, 
al Instituto Nacional de Derechos Humanos 
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y Defensoría del Pueblo; al Ministerio de 
Relaciones Exteriores y, por su intermedio, 
a la Comisión Étnico Racial; al Ministerio 
de Educación y Cultura y, por su intermedio, 
a la Comisión contra el Racismo, la Xeno- 
fobia y toda otra forma de Discriminación; 
al Ministerio de Desarrollo Social y, por su 
intermedio, a Inmujeres y a la División de 
Políticas Públicas para Afrodescendientes; 
al Ministerio de Salud Pública y, por su in- 
termedio, a ASSE; al Ministerio de Vivienda 
y Ordenamiento Territorial; al Ministerio de 
Defensa Nacional; al Ministerio de Econo- 
mía y Finanzas; al Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca; al Ministerio de Am- 
biente; a ONU Mujeres; a todas las inten- 
dencias; a todas las juntas departamentales 
y a todos los medios de prensa del Uruguay, 
relacionada con el Día Internacional contra 
la Discriminación Racial. 


— El señor senador Camy solicita se curse una 
exposición escrita con destino al Ministerio 
del Interior, relacionado con destacamentos 
policiales del departamento de Durazno. 


+ Se procederá de conformidad. 
Inasistencias anteriores.......ooomommmsms 
— Por Secretaría se da cuenta de las inasisten- 


cias registradas a las anteriores convocato- 
rias. 


8) y 24) Solicitudes de licencia e integración del 


9) 
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— El Senado concede las licencias solicitadas 
por los señores senadores Rubio, Camy, 
Sánchez, Carrera, Sartori y Nunes. 


— Quedan convocados los señores senadores 
Brenta, Alvarez, Barrera, Piñeyro y Queijo. 


Ampliación de la ruta 102 y su impacto en 
áreas con relevancia ambiental..........oomoomomooooo 


— Manifestaciones del señor senador Nunes. 


+ Por moción del señor senador, el Senado re- 
suelve enviar la versión taquigráfica de sus 
palabras al Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas; al Ministerio de Ambiente; a la 
Intendencia de Montevideo; al Concejo del 
Municipio A de Montevideo; a las Juntas De- 
partamentales de Montevideo; San José, Ca- 
nelones y Florida; a la Defensoría de Vecinos 
y Vecinas de Montevideo; a la Red Interso- 
cial Oeste de Montevideo; al Frente Amplio 
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120 


y 205 
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10) 


11) 


12) 


13) 


14) 


y al Partido Socialista. 


Represa hidroeléctrica de Rincón del 
BONetC..ocoocnonoonoonocincnnonnccnncnncancnnonnoranonoconoconcnnono nos 


— Manifestaciones del señor senador Bergara. 


+ Por moción del señor senador, el Senado 
resuelve enviar la versión taquigráfica de 
sus palabras al Poder Ejecutivo, a todos los 
partidos políticos y a la familia de Baltasar 
Brum. 


Despido de trabajadores del supergás............ 
— Manifestaciones del señor senador Andrade. 


+ Por moción del señor senador, el Senado re- 
suelve enviar la versión taquigráfica de sus 
palabras al Ministerio de Trabajo y Seguri- 
dad Social, a Acodike, a Riogás, a Fuecys, al 
PIT-CNT y a la Comisión de Asuntos Labo- 
rales y Seguridad Social del Senado. 


Fallecimiento de Dardo Rulo Delgado............ 


—Manifestaciones de la señora senadora 
Kechichian. 


+ Por moción de la señora senadora, el Senado 
resuelve enviar la versión taquigráfica de 
sus palabras al Ministerio de Educación y 
Cultura, al teatro El Galpón, a la Sociedad 
Uruguaya de Actores, a la Federación 
Uruguaya de Teatros Independientes, a su 
compañera Amelia, a sus hijos Amparo, 
Gonzalo y Bruno, y ala Embajada de México. 


Inequidad de género en festivales musicales 
UTUSUIAYOS ocioncausicotcanorsocnisaniosonconcnnncaciónaóscsoiviió 


— Manifestaciones de la señora senadora Lazo. 


+ Por moción de la señora senadora, el Senado 
resuelve enviar la versión taquigráfica de sus 
palabras a las intendencias, al Ministerio de 
Educación y Cultura, al colectivo Mydmus, a 
Agadu, a Agremyarte, a Cooparte, a Coopau- 
dem, a Sudei, a Daecpu y a Inmujeres. 


Fallecimiento de Hugo Manini RÍOS................ 
— Manifestaciones del señor senador Domenech. 
+ Por moción del señor senador, el Senado re- 

suelve enviar la versión taquigráfica de sus 


palabras a Presidencia de la República, al Mi- 
nisterio de Educación y Cultura, a la Asocia- 
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ción de Cultivadores de Arroz, a la Sociedad 
Rodoniana, al semanario La Mañana, a su 
viuda Beatriz Methol Giannattasio y a su hija 
Manuelita Manini Ríos Methol. 


16) y 32) Postergación de los numerales primero y 
undécimo del orden del día...........o.oomomooo. 135 y 473 


+ En virtud de que no se han presentado pro- 
puestas para la integración de la Comisión 
Permanente, el Senado resuelve postergar su 
consideración. 


+ Por moción de la señora senadora Bianchi, el 
Senado resuelve mantener el undécimo punto 
en el orden del día. 

17) Elección de miembros de la Comisión Admi- 
nistrativa del Poder Legislativo........o.oomomoooos 135 
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+ El Senado resuelve designar a los señores se- 
nadores Camy, Penadés y Carrera. 
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Capital Nacional del Cooperativismo............. 135 


— Proyecto de ley por el que así se declara a la 
ciudad de Melo en el 2023. 


+ Sancionado. Se comunicará al Poder Ejecu- 
tivo. 
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Señor Pablo Lanz Adib. Designación como 
vicepresidente de Antel.......ooonoononnononncconnssonooos 147 


— Por moción de los señores senadores Bianchi, 
Della Ventura, Lozano y Coutinho, el Senado 
resuelve declarar urgente y considerar la soli- 
citud de venia del Poder Ejecutivo. 


* Concedida. 
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y 22) Registro de personería jurídica de 
organizaciones de trabajadores y de 
empleadoreS....oomomoomsmsisssmssss9*ss*9.s. 152 y 195 


— Proyecto de ley por el que se lo crea en la 
órbita del Ministerio de Trabajo y Seguridad 


Social. 


+ Sancionado. Se comunicará al Poder Ejecu- 
tivo. 
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Prórroga de la hora de finalización de la 
A TO 195 


— Por moción de la señora senadora Bianchi, el 
Senado resuelve postergar la hora de finaliza- 
ción de la sesión. 
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25) Numeral quinto del orden del día. Vuelta a 
COMISIÓ Mo... coooosnnonnscononnanoncocansnia corsa sario rin oozaeretisses 205 


—Por moción de la señora senadora Della 
Ventura, el Senado resuelve que este asunto 
retorne a la Comisión de Ambiente. 


26) Universidad Tecnológica (UTEC)....ccccocoono.o. 205 


— Proyecto de ley por el que se deroga la Ley 
n.? 20096, de 29 de noviembre de 2022, y se 
modifica la Ley n.” 19043, de 28 de diciembre 
de 2012. 


+ Sancionado. Se comunicará al Poder Ejecu- 
tivo. 


27) Edil suplente Roque Ramón Barla Muñiz. 
Juicio polítiCO.......oocmommsmsm9s**9*ss*”*.. 265 


— Acusación de la Junta Departamental de Sal- 
to, de conformidad con lo dispuesto por el ar- 
tículo 296 de la Constitución de la república. 


+ Aprobado. Se comunicará a la Junta Departa- 
mental de Salto. 


28) Alcalde Alfredo Sánchez. Juicio político........ 299 


— Acusación de la Junta Departamental de Co- 
lonia, al amparo de lo dispuesto por el artí- 


1) TEXTO DE LA CITACIÓN 
«Montevideo, 10 de abril de 2023 


La CÁMARA DE SENADORES se reunirá en sesión 
ordinaria, mañana martes 11 de abril, a las 09:30, a fin 
de informarse de los asuntos entrados y considerar el si- 
guiente 


Orden del día 


1) Elección de miembros de la Comisión Permanente 
del Poder Legislativo. (Artículo 127 de la Constitución de 
la república). 


2) Elección de miembros de la Comisión Administrati- 
va del Poder Legislativo. 


Discusión general y particular de los siguientes pro- 
yectos de ley: 


3) por el que se declara Capital Nacional del Coopera- 
tivismo a la ciudad de Melo en el año 2023. 
Carp. n.* 867/2022 - rep. n.? 617/2023 
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culo 296 de la Constitución de la república y 
por el artículo 18 de la Ley n.* 19272, de 18 
de setiembre de 2014. 


+ Aprobado. 
29) Edil Pablo Sánchez. Juicio político................. 386 


— Acusación de la Junta Departamental de Co- 
lonia, al amparo de lo dispuesto por el artícu- 
lo 296 de la Constitución de la república. 


+ Aprobado. Se comunica a la Junta Departa- 
mental de Colonia. 


30) Solicitud de venia del Poder Ejecutivo para 
destituir de su cargo a un funcionario............ 472 


+ Concedida. 


31) Suspensión de la sesión ordinaria del día 12 
A 473 


+ Por moción de los señores senadores Lozano, 
Coutinho, Bianchi y Della Ventura, el Sena- 
do resuelve suspenderla. 


33) Levantamiento de la sesión........oomommmmmommmmooo 473 


4) por el que se crea un registro de personería jurídica 
de organizaciones de trabajadores y de empleadores que 
funcionará en la órbita del Ministerio de Trabajo y Segu- 
ridad Social. 

Carp. n.* 528/2021 - rep. n* 618/2023 


5) por el que se incorpora en el Libro ll del Código 
Penal Uruguayo el título “Delitos contra el ambiente”. 
Carp. n* 323/2020 - rep. n.* 613/2023 y anexo I 


6) por el que se deroga la Ley n.* 20096, de 29 de no- 
viembre de 2022, y se modifica la Ley n.* 19043, de 28 de 
diciembre de 2012, relativas a la creación de la Universi- 
dad Tecnológica. 

Carp. n.* 902/2023 - rep. n.? 620/2023 y anexo 1 


7) Discusión única de un proyecto de resolución a fin 
de pronunciarse sobre la solicitud de juicio político, remi- 
tida por la Junta Departamental de Salto, al edil suplente 
Roque Barla Muniz. 

Carp. n* 711/2022 - rep. n.? 623/2023 


8) Discusión única de un proyecto de resolución a fin 
de pronunciarse sobre la solicitud de juicio político, re- 
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mitida por la Junta Departamental de Colonia, al alcalde 
Alfredo Sánchez. 
Carp. n* 573/2021 - rep. n.? 622/2023 


9) Discusión única de un proyecto de resolución a fin 
de pronunciarse sobre la solicitud de juicio político, remi- 
tida por la Junta Departamental de Colonia, al edil Pablo 
Sánchez. 

Carp. n 572/2021 - rep. n.? 621/2023 


10) Mensaje del Poder Ejecutivo por el que solicita la 
venia correspondiente a los efectos de destituir de su cargo 
a un funcionario del Instituto Nacional de Rehabilitación. 
(Se incluye en el orden del día por vencimiento del plazo 
reglamentario). (Plazo constitucional vence el 25 de abril 
de 2023). 

Carp. n-* 888/2023 - rep. n. 609/2023 


11) Mensaje del Poder Ejecutivo por el que solicita la 
venia correspondiente a los efectos de destituir de su car- 
go a una funcionaria de la Dirección General de Casinos. 
(Se incluye en el orden del día por vencimiento del plazo 
reglamentario). (Plazo constitucional vence el 7 de mayo 
de 2023). 

Carp. n.-* 891/2023 - rep. n.? 624/2023 


Gustavo Sánchez Piñeiro 
Secretario». 


José Pedro Montero 
Secretario 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Álvarez, Andrade, 
Barrera, Batlle, Bergara, Bianchi, Botana, Brenta, 
Caggiani, Carrera, Coutinho, Da Silva, Della Ventura, 
Domenech, Gandini, Kechichian, Lazo, Lozano, 
Manini Ríos, Nane, Niffouri, Nunes, Peña, Penadés, 
Piñeyro, Rodríguez, Sabini, Sanguinetti y Saravia. 


FALTAN: con licencia, los señores senadores Asiaín, 
Camy, Rubio, Sánchez y Sartori. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Son las 09:46). 


—Como verán, son las 09:46 y recién tenemos cuórum. 
Aprovecho para recordar que el comienzo de la sesión está 
previsto para las 09:30, por lo que, a los efectos de llevar 
adelante la sesión, solicito que hagamos silencio y comen- 
cemos a trabajar. 
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(Se incorpora la nómina de asuntos entrados remitida 
al Cuerpo de Taquigrafos por parte de la Secretaría del 
Senado). 


«La Presidencia de la Asamblea General destina men- 
sajes del Poder Ejecutivo a los que acompañan los siguien- 
tes proyectos de ley: 


* por el que se autoriza al Gobierno a suscribir el au- 
mento general de capital del Banco Internacional de Re- 
construcción y Fomento (BIRF) y el aumento selectivo de 
capital de la Corporación Financiera Internacional (CFI. 
(Carpeta n.* 915/2023). 

A LA COMISIÓN DE HACIENDA. 


* Por el que se faculta al Ministerio de Trabajo y Segu- 
ridad Social a extender, por razones de interés general y 
por el plazo máximo de un año, el subsidio por desempleo 
de los trabajadores dependientes de las empresas Central 
Lanera Uruguaya y Lanera Piedra Alta S. A. (Carpeta 
n.> 914/2023). 

A LA COMISIÓN DE ASUNTOS LABORALES Y 
SEGURIDAD SOCIAL. 


» Por el que se incorpora un nuevo artículo al Decreto 
Ley n.* 14294, del 31 de octubre de 1974, Ley de Estupefa- 
cientes. (Carpeta n.” 921/2023). 

A LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN Y LEGIS- 
LACIÓN. 


El Poder Ejecutivo remite mensajes por los que comu- 
nica la promulgación de los siguientes proyectos de ley: 


» por el que se aprueba la Resolución A/74/L.86 “Me- 
jora de la seguridad vial mundial” y se declara la década 
2021-2030 Segundo Decenio de Acción para la Seguridad 
Vial. (Carpeta n.” 810/2022); 


* por el que se aprueba la Convención sobre el recono- 
cimiento y la ejecución de sentencias extranjeras en ma- 
teria civil o comercial, suscrita en la ciudad de La Haya, 
Reino de los Países Bajos, el 2 de julio de 2019. (Carpeta 
n. 816/2022); 


+ por el que se aprueba el Protocolo de 1988 relativo al 
Convenio Internacional sobre Líneas de Carga 1966 y sus 
Enmiendas 2003 y 2004. (Carpeta n.* 842/2022); 


* por el que se autoriza la salida del país del velero 
escuela ROU 20 Capitán Miranda, su plana mayor, tripu- 
lación y guardiamarinas egresados de la Escuela Naval, 
a efectos de realizar el XXXIII Viaje de Instrucción, en- 
tre el 20 de marzo y el 31 de octubre de 2023. (Carpeta 
n.> 901/2023); 


+ por el que se aprueba el Tratado sobre el traslado 
de personas condenadas entre la República Oriental del 
Uruguay y la República Italiana, suscrito en la ciudad de 
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Montevideo, República Oriental del Uruguay, el 1. de 
marzo de 2019, (Carpeta n.* 815/2022); 


+ por el que se aprueba el Acuerdo entre la Repúbli- 
ca Oriental del Uruguay y la República de Belarús sobre 
cooperación mutua en asuntos aduaneros, suscrito el 28 
de junio de 2019 en Bruselas, Reino de Bélgica; 


* por el que se aprueba el Acuerdo marco de coopera- 
ción entre la República Oriental del Uruguay y la Repú- 
blica de Camerún, firmado en la ciudad de Montevideo, 
República Oriental del Uruguay, el 17 de junio de 2022. 
(Carpeta n.” 839/2022); 


* por el que se modifican el impuesto a las rentas de las 
personas físicas y el impuesto de asistencia a la seguridad 
social. (Carpeta n.* 894/2023). 

AGRÉGUENSE A SUS ANTECEDENTES Y AR- 
CHÍVENSE. 


El Poder Ejecutivo remite los siguientes mensajes por 
los que solicita, de conformidad con lo establecido en el 
numeral 12 del artículo 168 de la Constitución de la repú- 
blica, las venias correspondientes a fin de designar: 


» en calidad de embajador extraordinario y plenipoten- 
ciario de la república ante la República del Paraguay, al 
señor Eduardo Bouzout Vignoli. (Carpeta n.” 920/2023); 


* en calidad de embajador extraordinario y plenipoten- 
ciario de la república ante Canadá, al señor Gustavo Aní- 
bal Álvarez Goyoaga. (Carpeta n.* 919/2023). 

A LA COMISIÓN DE ASUNTOS INTERNACIONA- 
LES. 


La Cámara de Representantes remite aprobado un 
proyecto de ley por el que se designa China María el Li- 
ceo n.” 6 del departamento de Paysandú, dependiente de 
la Dirección General de Educación Secundaria de la Ad- 
ministración Nacional de Educación Pública. (Carpeta 
n. 923/2023). 

A LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN Y CULTURA. 


Asimismo, remite aprobado en nueva forma un pro- 
yecto de ley por el que se exonera a los contribuyentes del 
impuesto a las rentas de las actividades económicas por 
sus actividades agropecuarias y del impuesto al patrimo- 
nio por su patrimonio afectado a explotaciones agropecua- 
rias; de los pagos a cuenta de los referidos impuestos y de 
la sobretasa del impuesto al patrimonio, correspondiente a 
las obligaciones devengadas entre el 1.” de octubre de 2022 
y el 30 de junio de 2023. (Carpeta n.* 896/2023). 

A LA COMISIÓN DE HACIENDA. 


Remite, además, copia de la versión taquigráfica de las 
palabras pronunciadas por el señor representante Nelson 
Larzábal en la sesión del 14 de marzo del corriente año, re- 
lacionadas con el déficit hídrico que afecta a nuestro país. 
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OPORTUNAMENTE FUE REMITIDA A LA COMI- 
SIÓN DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA. 


La Comisión de Educación y Cultura eleva informado 
un proyecto de ley por el que se deroga la Ley n.? 20096, de 
29 de noviembre de 2022, y se modifica la Ley n.? 19043, 
de 28 de diciembre de 2012, relativas a la creación de la 
Universidad Tecnológica. (Carpeta n.* 902/2023). 


La Comisión de Asuntos Administrativos eleva infor- 
madas, por vencimiento de plazo reglamentario, las si- 
guientes solicitudes de venia del Poder Ejecutivo: 


* para destituir de su cargo a un funcionario del Minis- 
terio del Interior. (Carpeta n.* 888/2023); 


* para destituir de su cargo a una funcionaria del Mi- 
nisterio de Economía y Finanzas. (Carpeta n.” 891/2023). 


La Comisión de Constitución y Legislación eleva las 
siguientes solicitudes de juicio político de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 296 de la Constitución de la repú- 
blica: 


» remitida por la Junta Departamental de Colonia, al 
señor alcalde Alfredo Sánchez. (Carpeta n.” 573/2021); 


+ remitida por la Junta Departamental de Colonia, al 
señor edil Pablo Sánchez. (Carpeta n.* 572/2021); 


* remitida por la Junta Departamental de Salto, al señor 
edil suplente Roque Barla Muniz. (Carpeta n.* 711/2022). 

HAN SIDO REPARTIDAS Y ESTÁN INCLUIDAS 
EN EL ORDEN DEL DÍA DE LA SESIÓN DE HOY. 


La Junta Departamental de Tacuarembó remite la ver- 
sión taquigráfica de las palabras pronunciadas por la se- 
ñora edila Leidy Sánchez relacionadas con funcionarios 
administrativos y auxiliares de servicios no docentes per- 
tenecientes a la Dirección General de Educación Secun- 
daria. 

OPORTUNAMENTE FUE REMITIDA A LA COMI- 
SIÓN DE EDUCACIÓN Y CULTURA. 


La Suprema Corte de Justicia remite dos mensajes, 
de conformidad con lo establecido por el numeral 4. del 
artículo 239 de la Constitución de la república, por los que 
solicita las aprobaciones correspondientes a fin de desig- 
nar en el cargo de ministro de Tribunal de Apelaciones: 


* al doctor Gustavo Iribarren Basso. (Carpeta 
n.* 926/2023); 


+ al doctor Guillermo Gutiérrez Herrera. (Carpeta 
n.? 925/2023). 

A LA COMISIÓN DE ASUNTOS ADMINISTRATTI- 
VOS. 
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La Junta Departamental de Maldonado remite la ver- 
sión taquigráfica de las palabras pronunciadas por la se- 
ñora edila Marie Claire Millán, relacionadas con el Día 
Internacional de la Mujer. 


El señor senador Gustavo Penadés remite nota por la 
que solicita que, en atención a las circunstancias de públi- 
co conocimiento, si el Poder Judicial solicitase el levan- 
tamiento de los fueros parlamentarios correspondientes a 
su investidura, se proceda a dar trámite a dicho pedido en 
forma inmediata. 


La Presidencia de la Cámara de Senadores comunica 
que a partir del 10 de abril del año en curso se rotará la 
integración de dos comisiones, quedando el señor senador 
Adrián Peña como integrante de la Comisión de Ambiente 
y el señor senador Germán Coutinho como integrante de 
la Comisión de Asuntos Internacionales. 

TÉNGANSE PRESENTES. 


El Ministerio de Industria, Energía y Minería remi- 
te respuesta de la Administración Nacional de Usinas y 
Trasmisiones Eléctricas (UTE) a un pedido de informes 
del señor senador Alejandro Sánchez, relacionado con la 
solicitud de extender las bonificaciones en la tarifa eléctri- 
ca en el marco del Decreto n.” 264/018, del 27 de agosto. 
(Asunto 156022). 

OPORTUNAMENTE FUE REMITIDA AL SEÑOR 
SENADOR ALEJANDRO SÁNCHEZ. 


El Ministerio de Relaciones Exteriores remite respues- 
ta a un pedido de informes del señor senador Daniel Cag- 
giani relacionado con la designación del capitán de navío 
Marcos Saralegui como agregado militar de la Embajada 
de la República de Alemania. (Asunto 157713). 

OPORTUNAMENTE FUE REMITIDA AL SEÑOR 
SENADOR DANIEL CAGGIANTI. 


La señora senadora Gloria Rodríguez, de conformidad 
con lo establecido en el artículo 181 del Reglamento del 
Senado, solicita se curse una exposición escrita con des- 
tino a Presidencia de la República y, por su intermedio, a 
la Secretaría de Derechos Humanos; al Instituto Nacio- 
nal de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo; al 


11 de abril de 2023 


Ministerio de Relaciones Exteriores y, por su intermedio, 
a la Comisión Étnico Racial; al Ministerio de Educación 
y Cultura y, por su intermedio, a la Comisión Contra el 
Racismo, la Xenofobia y toda otra Forma de Discrimina- 
ción; al Ministerio de Desarrollo Social y, por su interme- 
dio, a Inmujeres y a la División de Políticas Públicas para 
Afrodescendientes; al Ministerio de Salud Pública y, por 
su intermedio, a ASSE; al Ministerio de Vivienda y Orde- 
namiento Territorial; al Ministerio de Defensa Nacional; 
al Ministerio de Economía y Finanzas; al Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca; al Ministerio de Ambien- 
te; a ONU Mujeres; a todas las intendencias; a todas las 
juntas departamentales y a todos los medios de prensa del 
Uruguay, relacionada con el Día Internacional contra la 
Discriminación Racial. (Asunto 158332). 

HA SIDO REPARTIDA. SE VA A VOTAR OPOR- 
TUNAMENTE. 


El señor senador Carlos Camy, de conformidad con 
lo establecido en el artículo 181 del Reglamento del Se- 
nado, solicita se curse una exposición escrita con destino 
al Ministerio del Interior, relacionada con destacamentos 
policiales del departamento de Durazno. (Asunto 158382). 

HA SIDO REPARTIDA. SE VA A VOTAR OPOR- 
TUNAMENTE». 


4) PEDIDOS DE INFORMES 


(Pedidos de informes consignados en la nómina de 
asuntos entrados). 


«Los señores senadores Graciela Barrera, Mario Ber- 
gara, Charles Carrera, Juan Castillo, Amanda Della Ven- 
tura, Liliam Kechichian, Sandra Lazo, José Carlos Mahía, 
Silvia Nane, José Nunes, Enrique Rubio, Sebastián Sa- 
bini y Alejandro Sánchez solicitan, de conformidad con 
lo establecido en el artículo 118 de la Constitución de la 
república, se curse un pedido de informes con destino al 
Ministerio de Defensa Nacional, relacionado con la nó- 
mina de militares en situación de reforma al amparo de 
lo dispuesto en la Ley n.* 19775, de 26 de julio de 2019. 
(Asunto 158287). 

OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO». 
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(Texto del pedido de informes). 


Montevideo, 21 de marzo de 2023 


Señora Presidenta de la 
Cámara de Senadores 
Beatriz Argimón 


De nuestra mayor consideración: 


De acuerdo con lo dispuesto por el artículo 118 de la Constitución de la 
República, solicitamos se curse al Ministerio de Defensa Nacional el siguiente 
pedido de informes. 


Atento a que la Ley N* 19.775 modificó los porcentajes de retiro que deben 
percibir quienes pasan a situación de reforma, es de nuestro interés que esa 
cartera se sirva informar: 


1. Nómina de militares que desde la promulgación de la Ley 19.775 pasaron 
a situación de reforma, incluyendo los siguientes datos: 


+ Nombre 

+ Cargo 

+ Documento de Identidad 
+ Fecha del pase 

e Haber de retiro (Sí/No) 


Para aquellos casos en los que haya correspondido Haber de retiro, 
especificar porcentaje que se le está abonando al funcionario y a su grupo 
familiar. 
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2. Informar si se modificaron los porcentajes del haber de retiro que se les 
estaba abonando a quienes revistaban en situación de reforma al 
momento de promulgación de la citada ley. 


Sin otro particular, saludamos a la señora Presidenta muy atentamente. 


Graciela Barrera, Mario Bergara, Charles Carrera, Juan Castillo, Amanda Della 
Ventura, Liliam Kechichian, Sandra Lazo, José Carlos Mahía, Silvia Nane, José 
Nunes, Enrique Rubio, Sebastián Sabini y Alejandro Sánchez. Senadores 
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«El señor senador Gustavo Penadés solicita, de con- nado con las personas imputadas y condenadas entre el 31 
formidad con lo establecido en el artículo 118 de la Cons- de diciembre de 2019 y el 1. de marzo de 2023. (Asunto 
titución de la república, se curse un pedido de informes 
con destino al Ministerio de Educación y Cultura y, por 158315). 
su intermedio, a la Fiscalía General de la Nación, relacio- OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO». 
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(Texto del pedido de informes). 


Montevideo, 21 de marzo de 2023 


Señora Presidenta de la 
Cámara de Senadores 
Esc. Beatriz Argimón 
Presente 


De mi mayor consideración 


Cúmpleme por la presente solicitar, al amparo del artículo 118 de la 
Constitución de la República, el siguiente pedido de informes con destino al 
Ministerio de Educación y Cultura, y por su intermedio a la Fiscalía General de 
la Nación por el que se requiere: 


Detalle de las personas imputadas y condenadas entre 31/12/2019 — 
01/03/2023 indicando: título de la denuncia, departamento de los hechos, fecha 
del hecho, fecha de la resolución, edad, rango de edad, sexo, delito imputado, 
delitos agrupados, situación procesal, naturaleza y duración de la pena recaída 
si correspondiera. 


Se deja constancia que no se solicita información de tipo alguno que 
pudiera llegar a permitir la individualización de los sujetos. 


No es necesario que la información sea remitida en soporte papel siendo 
preferible que lo sea en formato Excel. 


Sin otro particular, saluda a usted atentamente 


Gustavo G. Penadés 


Senador de la República 
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«Los señores senadores Daniel Caggiani, Charles Ca- 
rrera, Sandra Lazo y Sebastián Sabini solicitan, de con- 
formidad con lo establecido en el artículo 118 de la Cons- 
titución de la república, se cursen los siguientes pedidos 
de informes: 


+ con destino al Ministerio del Interior, relacionado 
con los efectivos asignados a la Dirección Nacional de 
Bomberos. (Asunto 158325); 
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* con destino al Ministerio de Economía y Finanzas y, 
por su intermedio, a la Dirección Nacional de Aduanas, 
relacionado con el control del tráfico de estupefacientes. 
(Asunto 158324). 


OPORTUNAMENTE FUERON TRAMITADOS». 
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(Textos de los pedidos de informes). 


Montevideo, 22 de marzo de 2023. 


SEÑORA PRESIDENTA DE LA CAMARA DE SENADORES 
ESC. BEATRIZ ARGIMÓN 

PRESENTE 

De mi mayor consideración: 


De conformidad con lo que determina el artículo 118 de la Constitución de la República, 
solicitamos se curse a! Ministerio del Interior el siguiente pedido de Informes, relacionado con 
la Dirección Nacional de Bomberos. 


Se solicita se indique: 


1) Cantidad de policías ejecutivos (bomberos ejecutivos) asignados a la Dirección Nacional de 
Bomberos. 


2) Cantidad de ellos que se encuentran en actividad, que están en el proceso de junta médica y 
que están con Subsidio transitorio de incapacidad parcial (STIP). 


3) Monto de las inversiones realizadas por año para el periodo 2020 2022 discriminando los 


principales conceptos de estas. 


4) Si existe un Departamento Forestal y en caso afirmativo informar sus cometidos, la cantidad 


de funcionarios y recursos asignados 


Daniel Caggiani, Charles Carrera, Sandra Lazo y Sebastián Sabini. Senadores 
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Montevideo, 22 de marzo de 2023 


Sra. Presidenta de la Cámara de Senadores 
Sra. Beatriz Argimón 
Presente 


Por este medio solicito a usted que, de acuerdo a lo establecido en 
el artículo 118 de la Constitución de la República, se curse el siguiente Pedido 
de Informe a la Dirección Nacional de Adunas a través del Ministerio de 
Economía y Finanzas a fin de accedera la siguiente información, de acuerdo 
a lo que a continuación se relata: 

1.- Antecedentes 

Hace unos meses el director de la Secretaría de Inteligencia Estratégica 
de Estado, Álvaro Garcé! expresaba lo siguiente "Uruguay debe mejorar sus 
estrategias de prevención, disuasión y represión contra el tráfico de 
estupefacientes y para eso necesita inversión en recursos humanos, 
capacitación y tecnología”. 

En dicha nota se manifiesta que "el gerente de control y gestión del 
riesgo de la dirección nacional de Aduanas, Diego Casella, explicó la 
estrategia de control integral que aplican en el puerto de Montevideo sobre 
los contenedores que transportan mercaderías tanto de exportaciones, como 
de importaciones y cargas en tránsito hacia destino final. 

Especificamente, Casella indicó que, si bien no se chequea el 100 % de 
los contenedores que pasan por la terminal portuaria, la revisión se hace en 
base a una «gestión del riesgo» que analiza los datos de los que dispone esta 
dependencia del Ministerio de Economía y Finanzas y determina qué 
mercadería debe analizarse”. 

Considerando lo antes expuesto, pasaremos a desarrollar el siguiente 
pedido de informe que se pasa a detallar. 


11.- Pedido de Informe 


1 https: //mediospublicos.uy/uruguay-apunta-a-mas-controles- para-detener-el- 


narcotrafico-maritimo/ 
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a) Se nos informe desde cuándo se encuentra operativo el Programa 
de Control de Contenedores, quienes son los funcionarios que 
tienen acceso y desde que fecha ostentan permiso o usuario para 
ingresar y utilizar el mismo. 

b) Se nos informe y detalle las cifras de mercadería incautada por 
infracción marcaria desde marzo de 2020 a febrero de 2023. 

c) Se nos informe con que fecha fue la última incautación derivada y 
como consecuencia de la utilización escáner portuario. 

d) Se nos informe cuales fueron los motivos o fundamentos por los 
cuales se determinó dictar la Resolución R/G N* 13/2021 de fecha 
5 de abril de 2021 que flexibiliza la apertura a nuevas empresas 
para la prestación de servicios de precintos electrónicos y deroga la 
R.G 26/2016 de fecha 26 de abril de 2016. 

e) Se nos informe si existen estudios o dictámenes técnicos vinculados 
a la R/G N* 13/2021 que respalden o sustenten la misma, de ser 
así, solicitamos se nos detalle el o los mismos, quien o quienes los 
realizaron, por quien o quienes fueron solicitados, fecha de los 
mismos y si son de acceso público. 

f) De existir el o los informes referidos anteriormente y si los mismos 
son de acceso público, solicitamos se nos remita copia de cada uno 
de ellos. 

9) Se nos informe cuales son las empresas actuales homologadas que 
brindan el servicio de precinto electrónico. 

h) Se nos informe que procedimientos administrativos se llevaron 
adelante para la homologación de las empresas que actualmente 


brindan el servicio de precintos electrónicos, detallándose como se 
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y) 


j) 
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realizaron los mismos, fecha y periodo de apertura del llamado, 
condiciones, empresas presentadas, etc. 

Se nos otorgue copia de o los expedientes en los cuales se 
homologaron las actuales empresas que brindan el servicio de 
precinto electrónico. 

Se nos informe la integración del Comité de Homologación de 
Precintos Electrónicos a partir del 5 de abril de 2021, si dicha 
integración actualmente es la misma y de existir cambios se nos 
exprese las circunstancias o motivos que ameritaron dichas 
variantes, adjuntándose las resoluciones que dispusieron la 


designación y el cese de los respectivos miembros. 


k) Se nos informe que mejoras en los controles y en los niveles de 


seguridad de las operaciones de tránsito aduanero se han 
implementado a partir de marzo de 2020, detallándose cada una de 
ellas, etapa en la que se encuentra y fecha de culminación o inicio 


de la o las mismas. 


Daniel Caggiani, Charles Carrera, Sandra Lazo y Sebastián Sabini. Senadores 
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«El señor senador Sebastián Sabini solicita, de confor- 
midad con lo establecido en el artículo 118 de la Consti- 
tución de la república, se cursen los siguientes pedidos de 
informes: 


+ con destino al Ministerio de Educación y Cultura y, 
por su intermedio, a la Administración Nacional de Edu- 
cación Pública, Dirección General de Educación Secun- 
daria, relacionado con episodios de violencia ocurridos en 
varios centros educativos. (Asunto 158420); 


11 de abril de 2023 


+ con destino al Ministerio de Educación y Cultura y, 
por su intermedio, a la Administración Nacional de Edu- 
cación Pública, Dirección General de Educación Técnico 
Profesional, relacionado con hechos de violencia ocurri- 
dos en varios centros educativos. (Asunto 158425); 


* con destino al Ministerio de Educación y Cultura y, 
por su intermedio, a la Universidad Tecnológica del Uru- 
guay, relacionado con la elección de directores de los Ins- 
titutos Técnicos Regionales. (Asunto 158424). 

OPORTUNAMENTE FUERON TRAMITADOS». 
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(Textos de los pedidos de informes). 


Montevideo, 29 de marzo de 2023 


Sra. Presidenta del Senado 
Esc. Beatriz Argimón 
Presente 


De nuestra mayor consideración: 


De conformidad con lo que determina el artículo 118 de la Constitución de la 
República, solicito se curse al Ministerio de Educación y Cultura (MEC) con destino al 
Consejo Directivo Central (Codicen) de la Administración Nacional de Educación 
Pública (ANEP) y por su intermedio a la Dirección General de Educación Secundaria 
(DGES) el siguiente pedido de informes, referido a los hechos de violencia ocurridos 
dentro y en los alrededores de varios centros educativos. 


En los últimos días se han sucedido una serie de acontecimientos de violencia 
en varios centros educativos del interior del país y la capital. Una pelea entre 
estudiantes del Liceo N* 1 de la ciudad de Las Piedras; un enfrentamiento entre 
estudiantes y jóvenes externos al centro en el Liceo Zorrilla; agresiones en el Liceo 
N? 5 de la capital; el ingreso de dos mujeres mayores de edad con intención de agredir 
a una estudiante en el Liceo N* 49; hechos similares en los departamentos de 
Mercedes y Lavalleja. 


Frente a esta sucesión de acontecimientos violentos ocurridos en las primeras 
semanas del inicio del año lectivo, solicito se respondan las siguientes interrogantes: 


1. ¿Cuál es el protocolo que se aplica ante situaciones de violencia dentro y en 
el entorno de los centros educativos? Solicito se adjunte el protocolo. 


2. ¿Se harealizado una evaluación del funcionamiento de ese protocolo? En caso 
de existir un documento de análisis del mismo, solicito se adjunte. 


3. Al margen de las acciones tomadas por cada centro ¿qué resoluciones ha 
tomado la Dirección General de Educación Secundaria para atender estos 
hechos de violencia? 


4. Solicito se me informe la conformación de los equipos multidisciplinarios de 
cada uno de los Liceos del país. 
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5. Solicito se me informe sobre la cobertura del servicio de portería, por 
modalidad y turno, en cada una de los Liceos del país. 


Sin otro particular 


Saluda atentamente 


Prof. Sebastián Sabini 
Senador 
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Montevideo, 29 de marzo de 2023 


Sra. Presidenta del Senado 
Esc. Beatriz Argimón 
Presente 


De nuestra mayor consideración: 


De conformidad con lo que determina el artículo 118 de la Constitución de la 
República, solicito se curse al Ministerio de Educación y Cultura (MEC) con destino al 
Consejo Directivo Central (Codicen) de la Administración Nacional de Educación 
Pública (ANEP) y por su intermedio a la Dirección General de Educación Técnico 
Profesional (DGETP) el siguiente pedido de informes, referido a los hechos de 
violencia ocurridos dentro y en los alrededores de varios centros educativos. 


En los últimos días se han sucedido una serie de acontecimientos de violencia 
en varios centros educativos del interior del país y la capital. Una discusión que 
terminó con una herida de arma blanca en la Escuela de Artes y Artesanias Pedro 
Figari y denuncias de agresión entre estudiantes de la Escuela Agraria de Fray 
Bentos. 


Frente a estos acontecimientos violentos ocurridos en las primeras semanas 
del inicio del año lectivo, solicito se respondan las siguientes interrogantes: 


1. ¿Cuál es el protocolo que se aplica ante situaciones de violencia dentro y en 
el entorno de los centros educativos? Solicito se adjunte el protocolo. 


2. ¿Se harealizado una evaluación del funcionamiento de ese protocolo? En caso 
de existir un documento de análisis del mismo, solicito se adjunte. 


3. Al margen de las acciones tomadas por cada centro ¿qué resoluciones ha 
tomado la Dirección General de Educación Técnico Profesional! para atender 
estos hechos de violencia? 


4. Solicito se me informe la conformación de los equipos multidisciplinarios de 
cada una de las Escuelas Técnicas de! país. 
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5. Solicito se me informe sobre la cobertura del servicio de portería, por 
modalidad y turno, en cada una de las Escuelas Técnicas del país. 


Sin otro particular 


Saluda atentamente 


Prof. Sebastián Sabini 
Senador 
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Montevideo, 29 de marzo de 2023 


Sra. Presidenta del Senado 
Esc. Beatriz Argimón 
Presente 


De nuestra mayor consideración: 


De conformidad con lo que determina el artículo 118 de la Constitución de la 
República, solicito se curse al Ministerio de Educación y Cultura (MEC) con destino al 
Consejo Directivo Central de la Universidad Tecnológica del Uruguay (UTEC) el 
siguiente pedido de informes referido a la elección de directores de los Institutos 
Técnicos Regionales. 


Teniendo en cuenta los establecido en el artículo 16 literal K de la Ley 19.043 
sobre la selección de los Directores por parte del Consejo Directivo Central, solicito la 
siguiente información: 


- Se me haga llegar los expedientes en donde conste todo el proceso de 
selección y designación de cada uno de los Directores de los ITRs. 


Sin otro particular 


Saluda atentamente 


Prof. Sebastián Sabini 
Senador 
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«El señor senador Charles Carrera solicita, de confor- 
midad con lo establecido en el artículo 118 de la Constitu- 
ción de la república, se curse un pedido de informes con 
destino el Tribunal de Cuentas de la República, relacio- 


nado con la auditoría realizada al Municipio de Carmelo. 
(Asunto 158442). 
OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO». 
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(Texto del pedido de informes). 


Montevideo, 30 de marzo de 2023. 


SEÑORA PRESIDENTA DE LA CAMARA DE SENADORES 
ESC, BEATRIZ ARGIMÓN 
PRESENTE 


De mi mayor consideración: 


De conformidad con lo que determina el artículo 118 de la Constitución de la República, 
solicitamos se curse al Tribunal de Cuentas de la República (TCR) el siguiente pedido de Informes, 
relacionado con la auditoría realizada al Municipio de Carmelo que dio lugar a la resolución del 
18 de enero de 2023, que fuera informada a la Asamblea General. 


Se solicita remitir los expedientes completos relacionados con dicha auditoría, así como los 
papeles de trabajo que hacen a la actuación del Tribunal de Cuentas de la República. 


Senador Charles Carrera 
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«La señora senadora Silvia Nane solicita, de conformi- 
dad con lo establecido en el artículo 118 de la Constitución 
de la república, se cursen varios pedidos de informes: 


* con destino al Ministerio de Ambiente y, por su inter- 
medio, al Instituto Uruguayo de Meteorología, relaciona- 
do con la implementación de políticas de género. (Asunto 
158443); 


» con destino al Ministerio del Interior, relacionado 
con la implementación de políticas de género. (Asunto 
158445); 


+ con destino al Ministerio de Turismo, relacionado 
con la implementación de políticas de género. (Asunto 
158444); 


+ con destino al Ministerio de Relaciones Exteriores, 
relacionado con la implementación de políticas de género. 
(Asunto 158446); 


* con destino al Ministerio de Desarrollo Social y, por 
su intermedio, al Instituto del Niño y Adolescente del Uru- 
guay (INAU), relacionado con la implementación de polí- 
ticas de género. (Asunto 158451); 


+ con destino al Ministerio de Ambiente, relacionado 
con la implementación de políticas de género. (Asunto 
158452); 
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+ con destino al Ministerio de Salud Pública, relaciona- 
do con la implementación de políticas de género. (Asunto 
158453); 


* con destino al Ministerio de Ganadería, Agricultura 
y Pesca, relacionado con la implementación de políticas de 
género. (Asunto 158454); 


+ con destino al Ministerio de Economía y Finanzas, 
relacionado con la implementación de políticas de género. 
(Asunto 158455); 


+ con destino al Ministerio de Educación y Cultura, 
relacionado con la implementación de políticas de género. 
(Asunto 158456); 


* con destino al Ministerio de Vivienda y Ordenamien- 
to Territorial, relacionado con la implementación de polí- 
ticas de género. (Asunto 158457); 


+ con destino al Ministerio de Transporte y Obras Pú- 
blicas, relacionado con la implementación de políticas de 
género. (Asunto 158458); 


+ con destino al Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, relacionado con la implementación de políticas de 
género. (Asunto 158459); 


* con destino al Ministerio de Industria, Energía y Mi- 
nería, relacionado con la implementación de políticas de 
género. (Asunto 158460). 

OPORTUNAMENTE FUERON TRAMITADOS». 
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(Textos de los pedidos de informes). 


Montevideo, 30 de marzo de 2023 


Señora Presidenta de la 
Cámara de Senadores 

Esc. Beatriz Argimón 

De mi mayor consideración: 


De acuerdo con lo dispuesto por el artículo 118 de la Constitución de la República, 
solicito se curse al Ministerio de Ambiente y por su intermedio al Instituto 
Uruguayo de Meteorología (INUMET) el siguiente pedido de informes sobre la 
implementación de Políticas de Género. 


ANTECEDENTES 


La Unidad Especializada en Género, fue creada por el art. 607 de la ley 19.924 el 
18/12/2020 y es de mi interés conocer el estado actual de las políticas impulsadas 
por la misma. 


INFORMACIÓN SOLICITADA 
1. Sobre las autoridades competentes y sus tareas 


En el referido artículo se hace referencia a que se crea dentro de la Unidad 
Ejecutora 001 “Instituto Uruguayo de Meteorología” una "Unidad 
Especializada en Género”, la que tendrá los cometidos y atribuciones que 


28-C.S. 
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establezca la reglamentación. Respecto a este tema, solicitamos se nos 
indique: 


1.1.  Sise han reglamentado los cometidos y atribuciones a los que refiere 
el artículo 607 de la ley 19.924. 


1.2. Qué autoridad fue designada como responsable de dicha unidad, cuál 
es la fecha de la resolución que lo designa, y cuál es la carga horaria 
asignada. 


1.3. Cuáles son las tareas que desarrolla la Unidad Especializada en 
Género. 


1.4. Qué equipo asignado tiene la unidad, indicando carga horaria de cada 
integrante y responsabilidades asignadas. 


Sobre las políticas llevadas adelante por la Unidad Especializada en 

Género 

2.1. Cuáles son los objetivos estratégicos para el periodo 2020-2025, 
indicando responsable de cada objetivo, estado actual de 
cumplimiento, hitos de planificación, y esfuerzo insumido. 

2.2. Cuáles han sido las acciones realizadas que tienen costo asociado. 


2.3. Cuáles han sido las acciones realizadas que no tienen costo asociado. 


11 de abril de 2023 
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Indicar: 


Silvia Nane 
Senadora Frente Amplio 


30-C.S. 


CÁMARA DE SENADORES 


Montevideo, 30 de marzo de 2023 


Señora Presidenta de la 
Cámara de Senadores 

Esc. Beatriz Argimón 

De mi mayor consideración: 


De acuerdo con lo dispuesto por el articulo 118 de la Constitución de la República, 
solicito se curse al Ministerio del Interior (MINTERIOR) el siguiente pedido de 
informes sobre la implementación de Políticas de Género. 


ANTECEDENTES 


La Dirección Nacional de Políticas de Género, fue creada por el art. 56 de la ley 
19,889 el 9/07/2020 y es de mi interés conocer el estado actual de las políticas 
impulsadas por la misma. 


INFORMACIÓN SOLICITADA 


1. Sobre las autoridades competentes y sus tareas 


En el referido artículo se hace referencia a que el Poder Ejecutivo designará 
a un director como cargo de particular confianza a cargo de la Dirección 
Nacional de Políticas de Género del Ministerio del Interior. Respecto a este 
tema, solicitamos se nos indique: 
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1.1. Qué autoridad fue designada como responsable de dicha unidad, cuál 
es la fecha de la resolución que lo designa, y cuál es la carga horaria 
asignada. 

1.2. Cuáles son las tareas que desarrolla el Director Nacional de Políticas 
de Género. 

1.3. Qué equipo asignado tiene la unidad, indicando carga horaria de cada 
integrante y responsabilidades asignadas. 


Sobre las políticas llevadas adelante por la Dirección Nacional de 

Políticas de Género 

2.1. Cuáles son los objetivos estratégicos para el periodo 2020-2025, 
indicando responsable de cada objetivo, estado actual de 
cumplimiento, hitos de planificación, y esfuerzo insumido, 


2.2. Cuáles han sido las acciones realizadas que tienen costo asociado. 
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2.3. — Cuáles han sido las acciones realizadas que no tienen costo asociado. 


Responsable Fecha de ejecución Estado actual 


Silvia Nane 
Senadora Frente Amplio 
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Montevideo, 30 de marzo de 2023 


Señora Presidenta de la 
Cámara de Senadores 

Esc. Beatriz Argimón 

De mi mayor consideración: 


De acuerdo con lo dispuesto por el artículo 118 de la Constitución de la República, 
solicito se curse al Ministerio de Turismo (MINTUR) el siguiente pedido de 
informes sobre la implementación de Políticas de Género. 


ANTECEDENTES 


La Unidad Especializada en Género, fue creada por el art. 326 de la ley 19.924 el 
18/12/2020 y es de mi interés conocer el estado actual de las políticas impulsadas 
por la misma. 


INFORMACIÓN SOLICITADA 


1. Sobre las autoridades competentes y sus tareas 


En el referido artículo se hace referencia a que se crea dentro de la Unidad 
Ejecutora 001 "Dirección General de Secretaría” una “Unidad Especializada 
en Género”, la que tendrá los cometidos y atribuciones que establezca la 
reglamentación. Respecto a este tema, solicitamos se nos indique: 


1.1. — Sise han reglamentado los cometidos y atribuciones a los que refiere 
el artículo 326 de la ley 19.924. 
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1.2. Qué autoridad fue designada como responsable de dicha unidad, cuál 
es la fecha de la resolución que lo designa, y cuál es la carga horaria 
asignada. 


1.3. Cuáles son las tareas que desarrolla la Unidad Especializada en 
Género. 


1.4. Qué equipo asignado tiene la unidad, indicando carga horaria de cada 
integrante y responsabilidades asignadas. 


2. Sobre las políticas llevadas adelante por la Unidad Especializada en 
Género 
2.1. Cuáles son los objetivos estratégicos para el periodo 2020-2025, 
indicando responsable de cada objetivo, estado actual de 
cumplimiento, hitos de planificación, y esfuerzo insumido, 
2.2. Cuáles han sido las acciones realizadas que tienen costo asociado. 
Indicar: 


Actividad Costo | Responsable | Fecha de ejecución Estado actual 
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2.3. Cuáles han sido las acciones realizadas que no tienen costo asociado. 
Indicar: 


Responsable Fecha de ejecución Estado actual 


Silvia Nane 
Senadora Frente Amplio 
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Montevideo, 30 de marzo de 2023 


Señora Presidenta de la 
Cámara de Senadores 

Esc. Beatriz Argimón 

De mi mayor consideración: 


De acuerdo con lo dispuesto por el artículo 118 de la Constitución de la República, 
solicito se curse al Ministerio de Relaciones Exteriores (MRREE) el siguiente 
pedido de informes sobre la implementación de Políticas de Género. 


ANTECEDENTES 


La Unidad Especializada en Género, fue creada por el art. 255 de la ley 19.924 el 
18/12/2020 y es de mi interés conocer el estado actual de las políticas impulsadas 
por la misma. 


INFORMACIÓN SOLICITADA 


1. Sobre las autoridades competentes y sus tareas 


En el referido artículo se hace referencia a que se crea dentro de la Unidad 
Ejecutora 001 "Ministerio de Relaciones Exteriores” una "Unidad 
Especializada en Género", la que tendrá los cometidos y atribuciones que 
establezca la reglamentación. Respecto a este tema, solicitamos se nos 
indique: 


11 de abril de 2023 
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1.1. 


1.2. 


1.3, 


1.4. 
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Si se han reglamentado los cometidos y atribuciones a los que refiere 
el artículo 255 de la ley 19.924. 


Qué autoridad fue designada como responsable de dicha unidad, cuál 
es la fecha de la resolución que lo designa, y cuál es la carga horaria 
asignada. 


Cuáles son las tareas que desarrolla la Unidad Especializada en 
Género. 


Qué equipo asignado tiene la unidad, indicando carga horaria de cada 
integrante y responsabilidades asignadas. 


2. Sobre las políticas llevadas adelante por la Unidad Especializada en 
Género 


2.1. 


Cuáles son los objetivos estratégicos para el período 2020-2025, 
indicando responsable de cada objetivo, estado actual de 
cumplimiento, hitos de planificación, y esfuerzo insumido. 

Cuáles han sido las acciones realizadas que tienen costo asociado. 


Responsable | Fecha de ejecución Estado actual 
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2.3. Cuáles han sido las acciones realizadas que no tienen costo asociado. 
Indicar: 


Responsable Fecha de ejecución Estado actual 


Silvia Nane 
Senadora Frente Amplio 


11 de abril de 2023 
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Montevideo, 30 de marzo de 2023 


Señora Presidenta de la 
Cámara de Senadores 

Esc. Beatriz Argimón 

De mi mayor consideración: 


De acuerdo con lo dispuesto por el artículo 118 de la Constitución de la República, 
solicito se curse al Ministerio de Desarrollo Social y por este al Instituto del Niño 
y Adolescente del Uruguay (INAU) el siguiente pedido de informes sobre la 
implementación de Políticas de Género. 


ANTECEDENTES 


La Unidad Especializada en Género, fue creada por el art. 585 de la ley 19 924 el 
18/12/2020 y es de mi interés conocer el estado actual de las políticas impulsadas 
por la misma. 


INFORMACIÓN SOLICITADA 
41. Sobre las autoridades competentes y sus tareas 


En el referido artículo se hace referencia a que se crea dentro de la Unidad 
Ejecutora 001 “Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay” una "Unidad 
Especializada en Género", la que tendrá los cometidos y atribuciones que 
establezca la reglamentación. Respecto a este tema, solicitamos se nos 
indique: 
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1,1. 


1.2. 


1.3, 


1.4. 
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Si se han reglamentado los cometidos y atribuciones a los que refiere 
el artículo 585 de la ley 19,924. 


Qué autoridad fue designada como responsable de dicha unidad, cuál 
es la fecha de la resolución que lo designa, y cuál es la carga horaria 
asignada. 


Cuáles son las tareas que desarrolla la Unidad Especializada en 
Género. 


Qué equipo asignado tiene la unidad, indicando carga horaria de cada 
integrante y responsabilidades asignadas. 


2. Sobre las políticas llevadas adelante por la Unidad Especializada en 
Género 


2.1. 


2.2. 
Indicar: 


Actividad Responsable | Fecha de ejecución Estado actual 


Cuáles son los objetivos estratégicos para el período 2020-2025, 
indicando responsable de cada objetivo, estado actual de 
cumplimiento, hitos de planificación, y esfuerzo insumido. 

Cuáles han sido las acciones realizadas que tienen costo asociado. 
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2.3. Cuáles han sido las acciones realizadas que no tienen costo asociado. 
Indicar: 


Actividad Responsable Fecha de ejecución Estado actual 


Silvia Nane 
Senadora Frente Amplio 
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Montevideo, 30 de marzo de 2023 


Señora Presidenta de la 
Cámara de Senadores 

Esc. Beatriz Argimón 

De mi mayor consideración: 


De acuerdo con lo dispuesto por el artículo 118 de la Constitución de la República, 
solicito se curse al Ministerio de Ambiente el siguiente pedido de informes sobre 
la implementación de Políticas de Género. 


ANTECEDENTES 


La Unidad Especializada en Género, fue creada por el art. 513 de la ley 19.924 el 
18/12/2020 y es de mi interés conocer el estado actual de las políticas impulsadas 
por la misma. 


INFORMACIÓN SOLICITADA 
1. Sobre las autoridades competentes y sus tareas 


En el referido artículo se hace referencia a que se crea dentro de la Unidad 
Ejecutora 001 "Dirección General de Secretaría” una "Unidad Especializada 
en Género”, la que tendrá los cometidos y atribuciones que establezca la 
reglamentación. Respecto a este tema, solicitamos se nos indique: 


1.1. —Sise han reglamentado los cometidos y atribuciones a los que refiere 
el artículo 513 de la ley 19.924, 
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1.2. Qué autoridad fue designada como responsable de dicha unidad, cuál 
es la fecha de la resolución que lo designa, y cuál es la carga horaria 
asignada. 


1.3. Cuáles son las tareas que desarrolla la Unidad Especializada en 
Género. 


1.4. Qué equipo asignado tiene la unidad, indicando carga horaria de cada 
integrante y responsabilidades asignadas. 


Sobre las políticas llevadas adelante por la Unidad Especializada en 

Género 

2.1. Cuáles son los objetivos estratégicos para el periodo 2020-2025, 
indicando responsable de cada objetivo, estado actual de 
cumplimiento, hitos de planificación, y esfuerzo insumido, 


2.2. Cuáles han sido las acciones realizadas que tienen costo asociado. 
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2.3. Cuáles han sido las acciones realizadas que no tienen costo asociado. 
Indicar: 


Gespoe — [ Fea den 


Silvia Nane 
Senadora Frente Amplio 
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Montevideo, 30 de marzo de 2023 


Señora Presidenta de la 


Cámara de Senadores 


Esc. Beatriz Argimón 


De mi mayor consideración: 


De acuerdo con lo dispuesto por el artículo 118 de la Constitución de la República, 
solicito se curse al Ministerio de Salud Pública (MSP) el siguiente pedido de 
informes sobre la implementación de Políticas de Género. 


INFORMACIÓN SOLICITADA 


1. Sobre las autoridades competentes y sus tareas 


Respecto a este tema, solicitamos se nos indique si existe una unidad 


especializada para la implementación de políticas de Género en el Ministerio 


de Salud Pública. En caso de existir, indique: 


1.1. 
1.2. 
1.3. 
1.4. 


Fecha y resolución de creación de la misma. 

En qué dirección se encuentra ubicada. 

A qué jerarquía está sometida. 

Si se han reglamentado los cometidos y atribuciones de la Unidad. 
Indicar cuales son. 
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1.5. Qué autoridad fue designada como responsable de dicha unidad, cuál 
es la fecha de la resolución que lo designa, y cuál es la carga horaria 
asignada. 

1.6. Qué equipo asignado tiene la unidad, indicando carga horaria de cada 
integrante y responsabilidades asignadas. 


2. Sobre las políticas de género llevadas adelante por el Ministerio de 
Salud Pública 
2.1. Cuáles son los objetivos estratégicos para el periodo 2020-2025, 
indicando responsable de cada objetivo, estado actual de 
cumplimiento, hitos de planificación, y esfuerzo insumido. 
2.2. Cuáles han sido las acciones realizadas que tienen costo asociado. 
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2.3. Cuáles han sido las acciones realizadas que no tienen costo asociado. 
Indicar: 


Responsable Fecha de ejecución Estado actual 


Silvia Nane 
Senadora Frente Amplio 
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Montevideo, 30 de marzo de 2023 


Señora Presidenta de la 
Cámara de Senadores 

Esc. Beatriz Argimón 

De mi mayor consideración: 


De acuerdo con lo dispuesto por el artículo 118 de la Constitución de la República, 
solicito se curse al Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca (MGAP) el 
siguiente pedido de informes sobre la implementación de Políticas de Género. 


ANTECEDENTES 


La Unidad Especializada en Género, fue creada por el art. 259 de la ley 19.924 el 
18/12/2020 y es de mi interés conocer el estado actual de las políticas impulsadas 
por la misma. 


INFORMACIÓN SOLICITADA 


1. Sobre las autoridades competentes y sus tareas 


En el referido artículo se hace referencia a que se crea dentro de la Unidad 
Ejecutora 001 “Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca” una “Unidad 
Especializada en Género”, la que tendrá los cometidos y atribuciones que 
establezca la reglamentación, Respecto a este tema, solicitamos se nos 
indique: 


11 de abril de 2023 
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1.1. 


1.2. 


1.3. 


1.4. 
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Si se han reglamentado los cometidos y atribuciones a los que refiere 
el artículo 259 de la ley 19.924. 


Qué autoridad fue designada como responsable de dicha unidad, cuál 
es la fecha de la resolución que lo designa, y cuál es la carga horaria 
asignada. 


Cuáles son las tareas que desarrolla la Unidad Especializada en 
Género. 


Qué equipo asignado tiene la unidad, indicando carga horaria de cada 
integrante y responsabilidades asignadas. 


Sobre las políticas llevadas adelante por la Unidad Especializada en 
Género 


2.1. 


Cuáles son los objetivos estratégicos para el período 2020-2025, 
indicando responsable de cada objetivo, estado actual de 


cumplimiento, hitos de planificación, y esfuerzo insumido. 
Cuáles han sido las acciones realizadas que tienen costo asociado. 
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2.3. Cuáles han sido las acciones realizadas que no tienen costo asociado. 
Indicar: 


Actividad Responsable Fecha de ejecución Estado actual 


Silvia Nane 
Senadora Frente Amplio 
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Montevideo, 30 de marzo de 2023 


Señora Presidenta de la 
Cámara de Senadores 

Esc. Beatriz Argimón 

De mi mayor consideración: 


De acuerdo con lo dispuesto por el artículo 118 de la Constitución de la República, 
solicito se curse al Ministerio de Economía y Finanzas (MEF) el siguiente pedido 
de informes sobre la implementación de Políticas de Género. 


ANTECEDENTES 


La Unidad Especializada en Género, fue creada por el art. 209 de la ley 19.924 el 
18/12/2020 y es de mi interés conocer el estado actual de las políticas impulsadas 
por la misma. 


INFORMACIÓN SOLICITADA 


1. Sobre las autoridades competentes y sus tareas 


En el referido artículo se hace referencia a que se crea dentro de la Dirección 
General de Secretaría del Ministerio de Economía y Finanzas a la "Unidad 
Especializada en Género”, como órgano asesor en materia de igualdad y 
género. Respecto a este tema, solicitamos se nos indique: 
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1.1. Qué autoridad fue designada como responsable de dicha unidad, cuál 
es la fecha de la resolución que lo designa, y cuál es la carga horaria 
asignada. 


1.1. Cuáles son las tareas que desarrolla la Unidad Especializada en 
Género. 


1,2, Qué equipo asignado tiene la unidad, indicando carga horaria de cada 
integrante y responsabilidades asignadas. 


2. Sobre las políticas llevadas adelante por la Unidad Especializada en 
Género 
2.1. Cuáles son los objetivos estratégicos para el periodo 2020-2025, 
indicando responsable de cada objetivo, estado actual de 
cumplimiento, hitos de planificación, y esfuerzo insumido. 
2.2. Cuáles han sido las acciones realizadas que tienen costo asociado. 


Actividad Responsable | Fecha de ejecución Estado actual 


11 de abril de 2023 
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2.3. — Cuáles han sido las acciones realizadas que no tienen costo asociado. 


Indicar: 


Responsable | Fecha de ejecución Estado actual 


Silvia Nane 
Senadora Frente Amplio 
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Montevideo, 30 de marzo de 2023 


Señora Presidenta de la 
Cámara de Senadores 

Esc. Beatriz Argimón 

De mi mayor consideración: 


De acuerdo con lo dispuesto por el artículo 118 de la Constitución de la República, 
solicito se curse al Ministerio de Educación y Cultura (MEC) el siguiente pedido 
de informes sobre la implementación de Políticas de Género. 


ANTECEDENTES 


La Unidad Especializada en Género, fue creada por el art. 356 de la ley 19.924 el 
18/12/2020 y es de mi interés conocer el estado actual de las políticas impulsadas 
por la misma. 


INFORMACIÓN SOLICITADA 
1. Sobre las autoridades competentes y sus tareas 


En el referido artículo se hace referencia a que se crea dentro de la Unidad 
Ejecutora 001 "Dirección General de Secretaría” una "Unidad Especializada 
en Género”, la que tendrá los cometidos y atribuciones que establezca la 
reglamentación. Respecto a este tema, solicitamos se nos indique: 


1.1. Si se han reglamentado los cometidos y atribuciones a los que refiere 
el artículo 356 de la ley 19.924. 


11 de abril de 2023 


11 de abril de 2023 


1.2. 


1,3. 


1.4. 


CÁMARA DE SENADORES 


Qué autoridad fue designada como responsable de dicha unidad, cuál 
es la fecha de la resolución que lo designa, y cuál es la carga horaria 
asignada. 


Cuáles son las tareas que desarrolla la Unidad Especializada en 
Género. 


Qué equipo asignado tiene la unidad, indicando carga horaria de cada 
integrante y responsabilidades asignadas. 


2. Sobre las políticas llevadas adelante por la Unidad Especializada en 
Género 


2.1. 


Cuáles son los objetivos estratégicos para el periodo 2020-2025, 
indicando responsable de cada objetivo, estado actual de 
cumplimiento, hitos de planificación, y esfuerzo insumido. 

Cuáles han sido las acciones realizadas que tienen costo asociado. 


Responsable | Fecha de ejecución Estado actual 
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2.3. Cuáles han sido las acciones realizadas que no tienen costo asociado. 
Indicar: 


Responsable Fecha de ejecución Estado actual 


Silvia Nane 
Senadora Frente Amplio 
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Montevideo, 30 de marzo de 2023 


Señora Presidenta de la 
Cámara de Senadores 

Esc. Beatriz Argimón 

De mi mayor consideración: 


De acuerdo con lo dispuesto por el artículo 118 de la Constitución de la República, 
solicito se curse al Ministerio de Vivienda y Ordenamiento Territorial (MVOT) el 
siguiente pedido de informes sobre la implementación de Políticas de Género. 


ANTECEDENTES 


La Unidad Especializada en Género, fue creada por el art. 423 de la ley 19.924 el 
18/12/2020 y es de mi interés conocer el estado actual de las políticas impulsadas 
por la misma. 


INFORMACIÓN SOLICITADA 
1. Sobre las autoridades competentes y sus tareas 


En el referido artículo se hace referencia a que se crea dentro de la Unidad 
Ejecutora 001 "Dirección General de Secretaría” una "Unidad Especializada 
en Género”, la que tendrá los cometidos y atribuciones que establezca la 
reglamentación. Respecto a este tema, solicitamos se nos indique: 


1.1. — Sise han reglamentado los cometidos y atribuciones a los que refiere 
el artículo 423 de la ley 19.924. 
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1.2. Qué autoridad fue designada como responsable de dicha unidad, cuál 
es la fecha de la resolución que lo designa, y cuál es la carga horaria 
asignada. 


1.3. Cuáles son las tareas que desarrolla la Unidad Especializada en 
Género. 


1.4. Qué equipo asignado tiene la unidad, indicando carga horaria de cada 
integrante y responsabilidades asignadas. 


2. Sobre las políticas llevadas adelante por la Unidad Especializada en 
Género 
2.1. Cuáles son los objetivos estratégicos para el periodo 2020-2025, 
indicando responsable de cada objetivo, estado actual de 
cumplimiento, hitos de planificación, y esfuerzo insumido, 
2.2. Cuáles han sido las acciones realizadas que tienen costo asociado. 


Actividad Responsable | Fecha de ejecución Estado actual 


11 de abril de 2023 
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2.3. Cuáles han sido las acciones realizadas que no tienen costo asociado. 
Indicar: 


Responsable Fecha de ejecución Estado actual 


Silvia Nane 
Senadora Frente Amplio 
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Montevideo, 30 de marzo de 2023 


Señora Presidenta de la 
Cámara de Senadores 

Esc. Beatriz Argimón 

De mi mayor consideración: 


De acuerdo con lo dispuesto por el artículo 118 de la Constitución de la República, 
solicito se curse al Ministerio de Transporte y Obras Públicas (MTOP) el 
siguiente pedido de informes sobre la implementación de Políticas de Género. 


ANTECEDENTES 


La Unidad Especializada en Género, fue creada por el art. 327 de la ley 19.924 el 
18/12/2020 y es de mi interés conocer el estado actual de las políticas impulsadas 
por la misma. 


INFORMACIÓN SOLICITADA 
1. Sobre las autoridades competentes y sus tareas 


En el referido artículo se hace referencia a que se crea dentro de la Unidad 
Ejecutora 001 "Despacho de la Secretaría de Estado y Oficinas 
Dependientes” una “Unidad Especializada en Género”, la que tendrá los 
cometidos y atribuciones que establezca la reglamentación. Respecto a este 
tema, solicitamos se nos indique: 


11 de abril de 2023 


11 de abril de 2023 


1.1. 


1.2. 


1.3. 


1.4. 
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Si se han reglamentado los cometidos y atribuciones a los que refiere 
el artículo 327 de la ley 19.924. 


Qué autoridad fue designada como responsable de dicha unidad, cuál 
es la fecha de la resolución que lo designa, y cuál es la carga horaria 
asignada. 


Cuáles son las tareas que desarrolla la Unidad Especializada en 
Género. 


Qué equipo asignado tiene la unidad, indicando carga horaria de cada 
integrante y responsabilidades asignadas. 


2. Sobre las políticas llevadas adelante por la Unidad Especializada en 
Género 


2.1. 


Cuáles son los objetivos estratégicos para el período 2020-2025, 
indicando responsable de cada objetivo, estado actual de 
cumplimiento, hitos de planificación, y esfuerzo insumido. 

Cuáles han sido las acciones realizadas que tienen costo asociado. 


Responsable | Fecha de ejecución Estado actual 
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2.3. Cuáles han sido las acciones realizadas que no tienen costo asociado. 
Indicar: 


Actividad Responsable Fecha de ejecución Estado actual 


Silvia Nane 
Senadora Frente Amplio 
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Montevideo, 30 de marzo de 2023 


Señora Presidenta de ¡a 
Cámara de Senadores 

Esc. Beatriz Argimón 

De mi mayor consideración: 


De acuerdo con lo dispuesto por el artículo 118 de la Constitución de la República, 
solicito se curse al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social (MTSS) el siguiente 
pedido de informes sobre la implementación de Políticas de Género. 


ANTECEDENTES 


La Unidad Especializada en Género, fue creada por el art. 423 de la ley 19,924 el 
18/12/2020 y es de mi interés conocer el estado actual de las políticas impulsadas 
por la misma. 


INFORMACIÓN SOLICITADA 
1. Sobre las autoridades competentes y sus tareas 


En el referido artículo se hace referencia a que se crea dentro de la Unidad 
Ejecutora 001 “Dirección General de Secretaría" una “Unidad Especializada 
en Género”. Respecto a este tema, solicitamos se nos indique: 
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1.1. 


1.2. 


1.3, 
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Qué autoridad fue designada como responsable de dicha unidad, cuál 
es la fecha de la resolución que lo designa, y cuál es la carga horaria 
asignada. 


Cuáles son las tareas que desarrolla la Unidad Especializada en 
Género. 


Qué equipo asignado tiene la unidad, indicando carga horaria de cada 
integrante y responsabilidades asignadas. 


2. Sobre las políticas llevadas adelante por la Unidad Especializada en 
Género 


2.1. 


Cuáles son los objetivos estratégicos para el periodo 2020-2025, 
indicando responsable de cada objetivo, estado actual de 
cumplimiento, hitos de planificación, y esfuerzo insumido. 

Cuáles han sido las acciones realizadas que tienen costo asociado. 


11 de abril de 2023 


Actividad Responsable | Fecha de ejecución 
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2.3. — Cuáles han sido las acciones realizadas que no tienen costo asociado. 
Indicar: 


Gespoe — [ Fa de cn 


Silvia Nane 
Senadora Frente Amplio 
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Montevideo, 30 de marzo de 2023 


Señora Presidenta de la 
Cámara de Senadores 

Esc. Beatriz Argimón 

De mi mayor consideración: 


De acuerdo con lo dispuesto por el artículo 118 de la Constitución de la República, 
solicito se curse al Ministerio de Industria, Energía y Minería (MIEM) el siguiente 
pedido de informes sobre la implementación de Políticas de Género. 


ANTECEDENTES 


La Unidad Especializada en Género, fue creada por resolución ministerial el 17 de 
marzo de 2021 y es de mi interés conocer el estado actual de las políticas 
impulsadas por la misma. 


INFORMACIÓN SOLICITADA 


1. Sobre las autoridades competentes y sus tareas 
Respecto a este tema, solicitamos se nos indique: 
1.1.  Sise han reglamentado los cometidos y atribuciones de la Unidad. 


1.2. Qué autoridad fue designada como responsable de dicha unidad, cuál 
es la fecha de la resolución que lo designa, y cuál es la carga horaria 
asignada. 


11 de abril de 2023 
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1.3. Cuáles son los cometidos y las tareas que desarrolla la Unidad 
Especializada en Género. 


1,4. Qué equipo asignado tiene la unidad, indicando carga horaria de cada 
integrante y responsabilidades asignadas. 


Sobre las políticas llevadas adelante por la Unidad Especializada en 

Género 

2.1. Cuáles son los objetivos estratégicos para el período 2020-2025, 
indicando responsable de cada objetivo, estado actual de 


cumplimiento, hitos de planificación, y esfuerzo insumido. 
2.2. Cuáles han sido las acciones realizadas que tienen costo asociado. 
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2.3. Cuáles han sido las acciones realizadas que no tienen costo asociado. 
Indicar: 


Actividad Responsable Fecha de ejecución Estado actual 


Silvia Nane 
Senadora Frente Amplio 
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«El señor senador Raúl Lozano solicita, de conformi- 
dad con lo establecido en el artículo 118 de la Constitu- 
ción de la república, se cursen los siguientes pedidos de 
informes: 


* con destino al Ministerio del Interior y, por su inter- 
medio, a la Jefatura de Policía del departamento de Rive- 
ra, relacionado con alteraciones al orden en Tranqueras, 


Minas de Corrales y Las Flores, departamento de Rivera. 
(Asunto 158448); 


+ con destino al Ministerio de Educación y Cultura 
y, por su intermedio, a la Administración Nacional de 
Educación Pública, relacionado con la deserción escolar. 
(Asunto 158449). 

OPORTUNAMENTE FUERON TRAMITADOS». 


70-C.S. CÁMARA DE SENADORES 11 de abril de 2023 


(Textos de los pedidos de informes). 


Montevideo, 30 de Marzo de 2023. 


Señora 
Presidente de Cámara de Senadores 
Esc. Beatriz Argimón 


Presente. 


De mi mayor consideración: 


De acuerdo con lo dispuesto por el Art. 118 de la Constitución de la República y 
dentro de los plazos establecidos por la ley 17.673 solicito a Ud. se curse al 
Ministerio del Interior y por su intermedio a la Jefatura de Policía del 
departamento de Rivera ,el siguiente pedido de informe: 


I - Tranqueras: 


1.- Según aportan los vecinos hay aglomeraciones de jóvenes que se drogan 
y generan fuertes alteraciones al orden, generando entre otros daños a la 
propiedad privada. 


+ ¿Qué información pueden brindar al respecto? 

+ ¿Se cuenta con la cantidad de efectivos suficientes? 

+ Cantidad de denuncias realizadas desde enero 2020 al presente, 
discriminado por año 

+ ¿Cuáles han sido las resoluciones judiciales sobre estas denuncias? 


2.- ¿Cuál es la acción policial tomada con referencia a las "Bocas de Drogas”? 
Específicamente las del Barrio Artigas.- 


3.- ¿Se han identificado bandas? ¿Cuáles? ¿Qué acciones se han tomado al 
respecto? 
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4.- ¿Se envían delegados de la Dirección Nacional de Identificación Civil para 
tramitar la Cédula de identidad en dicha localidad? De ser afirmativa la respuesta 
indicar periodicidad. - 


L Minas de Corrales 


¿Se cuenta con suficientes funcionarios en el horario nocturno especialmente 
para disuadir eventuales actividades delictivas? 


Cantidad de denuncias por ilícitos vinculados hurtos nocturnos desde enero de 
2020 al presente. 


11l- Las Flores 


1.- ¿Se han recepcionado denuncias por envenenamiento de canes dentro de 
propiedad privada? ¿Cuántas? ¿Qué resolución han tenido? 


2.- ¿Cantidad de denuncias que se han registrado por abigeato desde enero 
2020 discriminadas por año. ¿Qué resolución han tenido? 


3.- ¿Se cuenta con representantes suficientes para la firma de la guía en el lugar 
para el movimiento de ganado? En caso negativo explicitar la razón.- 


Sin otro particular, saluda Ud. muy atentamente, 


Raúl Lozano Bonet 


Senador de la República 
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Montevideo, 30 de Agosto de 2022. 
Señora 
Presidente de Cámara de Senadores 
Esc. Beatriz Argimón 


Presente. 


De mi mayor consideración: 


De acuerdo con lo dispuesto por el Art. 118 de la Constitución de la República y 
dentro de los plazos establecidos por la ley 17.673 solicito a Ud. se curse al 
Ministerio de Educación y Cultura y por su intermedio a la Administración 


Nacional de Educación Pública (ANEP), el siguiente pedido de informes: 


Con fecha 30 de Agosto de 2022 hicimos un pedido de informe que fue 
respondido el 8 de febrero de 2023, sin embargo quedaron algunos puntos sin 


responder, a saber: 


1.- Con referencia a Enseñanza Primaria (Período 2018-2022) 


1. a.- ¿Se han detectado casos de deserción escolar? ¿Están 
cuantificados? En tal caso remitir número de deserciones, porcentaje por edad 


y discriminado por sexo. 


1.b.- ¿Qué medida se adoptó para recuperar esos alumnos? ¿Qué efecto 


ha tenido? 


11 de abril de 2023 
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2.- Con referencia al Ciclo Básico (Secundaria y UTU) - (Período 2018- 2022) 


2. a.- ¿Cuántos jóvenes se inscriben al año? ¿Cuántos culminan el Ciclo 


Básico, cuántos reprobaron y en qué año? 


2. b.- ¿A qué nivel se produce la deserción? ¿Cómo se discriminan por 


sexo dichas cantidades? 


2. c.-En caso de deserción al Ciclo Básico y en virtud de las previsiones 
legales (art 70 de la Constitución) ¿se han tomado medidas? ¿Cuáles? ¿Qué 


efecto han tenido? 


Sin otro particular, saluda Ud. muy atentamente, 


Raúl Lozano Bonet 


Senador de la República 
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«La señora senadora Amanda Della Ventura solicita, de la Nación, relacionado con el predio histórico ubicado 
de conformidad con lo establecido en el artículo 118 de la en la ciudad de Florida, donde fue declarada la indepen- 
Constitución de la república, se curse un pedido de infor- 


mes con destino al Ministerio de Educación y Cultura y, 
por su intermedio, a la Comisión del Patrimonio Cultural OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO». 


dencia de nuestro país. (Asunto 158467). 


11 de abril de 2023 
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(Texto del pedido de informes). 


Montevideo, 10 de abril de 2023.- 


Sra. Presidente 
Cámara de Senadores 
Beatriz Argimóm 
Presente.- 


De acuerdo a lo dispuesto por el artículo 118 de la Constitución de la República, solicito 
se curse al Ministerio de Educación y Cultura, y por su intermedio a la Comisión del 
Patrimonio Cultural de la Nación el siguiente pedido de informes: 


En el Predio histórico ubicado en la ciudad de Florida donde estuvo radicado el humilde 
rancho en que la Sala de Representantes de la Provincia Oriental declaró la Independencia 
de nuestra Patria de todo poder extranjero, la Dictadura colocó el 25 de agosto de 1975 
un gran cubo de mármol. Sin difusión previa, sin que se tuviera, en ese entonces ni ahora, 
claro para qué fue colocado, se erige como único mojón en ese importante predio. El Dr. 
Nelson Sica hace tiempo que viene manifestando su preocupación por este tema ante las 
autoridades departamentales y nacionales. 


Preocupación a dos puntas: por un lado porque no se sabe bien si ese cubo de mármol es 
una cápsula de tiempo, y por ello pudiera tener un contenido que no condiga con los 
valores democráticos que nuestro país enarbola dado que las autoridades dictatoriales de 
la época evidentemente no los compartían, o pudiera tratarse de la piedra fundamental de 
una futura construcción que nunca se construyó, 


Por otra parte su preocupación pasa también porque debería erigirse allí alguna obra que 
jerarquizara el importante jalón histórico que tuvo lugar en ese predio en agosto de 1825. 


El Dr. Sica ha enviado sus planteos a la Intendencia de Florida (Exp. 03584 de 2018) y a 
la Comisión Nacional de Patrimonio (Tres trámites: Exp. 2019-1 1-0008-0192, Exp 2021 
-11-0008- 0222, Bru. 322/2021 de 3 de diciembre de 2021), además de hacer notas 
periodísticas en diferentes medios de prensa. Hasta la fecha no han sido evacuadas 
satisfactoriamente las dudas y preocupaciones que plantea, 
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En base a esas consideraciones, realizamos las siguientes preguntas: 


1) Dado que se aproxima el bicentenario de la Declaratoria de la Independencia ¿esa 
Comisión tiene planteado alguna acción concreta hacia este predio? 


2) En el período de Gobierno departamental del Intendente Juan Francisco Giachetto y en 
el período del Intendente Carlos Enciso se hicieron llamados a propuestas pero las mismas 
no llegaron a concretarse. 


¿Ha considerado la Comisión Nacional de Patrimonio buscar los caminos institucionales 
correspondientes a los efectos de que se haga algún llamado para la confección de 
propuestas que pudieran ir orientadas a algunas obras tales como monumento u otro 
recordatorio y homenaje a quien fuera el Presidente de la Sala de Representantes de la 
Provincia Oriental, el Presbítero Juan Francisco Larrobla? ¿O una maqueta u obra 
pictórica alusiva al rancho en cuestión? ¿O la colocación en exposición del acta de 
Independencia (hoy en el Palacio Legislativo) o una copia de la misma, en una vitrina 
acorde con la importancia del documento? ¿U otras propuestas para ese espacio? 


3) En relación al cubo de mármol en el predio histórico ¿considera la Comisión Nacional 
de Patrimonio su apertura a la brevedad para que no suceda que cuando se abra, si hay 
documentos en su interior, quede para futuras generaciones la visión de la Dictadura como 
la válida de ese momento histórico tan doloroso para nuestro país? 


Sin otro particular, le saluda atentamente 


Amanda Della Ventura 
Senadora 


11 de abril de 2023 
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«El señor senador Juan Sartori solicita, de conformi- 
dad con lo establecido en el artículo 118 de la Constitución 
de la república, se curse un pedido de informes con desti- 
no al Ministerio de Salud Pública y, por su intermedio, a la 


Administración de Servicios de Salud del Estado, relacio- 
nado con la prestación de servicios de salud en el área de 
salud mental. (Asunto 158470). 

OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO». 
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(Texto del pedido de informes). 


PEDIDO DE INFORME..- 
Montevideo, 10 de abril de 2023 


Sra. Presidente de la Cámara de Senadores. 
Esc. Beatriz Argimón. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


El Senador que suscribe, al amparo de lo dispuesto por el artículo 118 de la 
Constitución de la República, solicita se curse el siguiente pedido de informes al 
Ministerio de Salud Pública y a la Administración de Servicios de Salud del Estado. 
En concreto, se agradece que dichos organismos se sirvan informar respecto a la 
prestación de servicios de salud en el área de salud mental, específicamente en 
cuanto a: 


- Régimen de solicitud de consultas con psicólogo y psiquiatra (si puede 
el paciente obtener cita con el especialista directamente o si sólo se accede a través 
de la derivación por otro médico). 

> Si, en cuanto a lo anterior, existen diferencias para pacientes mayores 
y menores de edad. 

- Cuál es la disponibilidad de especialistas en función del universo total 
de usuarios de los sistemas de salud. En el caso de ASSE, la respuesta se acotará 
a los usuarios de ASSE concretamente y a la cantidad de profesionales psicólogos y 
psiquiatras que tenga contratados en régimen efectivo (presupuestado). 

- Cuál es la disponibilidad de especialistas en función del universo total 
de usuarios, en los mismos términos antes solicitados, pero por departamento. 

- Si existe alguna limitación en la cantidad de consultas que pueden 
solicitarse con profesionales psicólogos y psiquiatras, ya sea mensual u anualmente, 

- Si existe regulación en cuanto a la cantidad de médicos psicólogos o 
psiquiatras que debe haber por cada centro de salud, por cantidad de pacientes u 
otros parámetros. 


11 de abril de 2023 CÁMARA DE SENADORES 79-C.S. 


- Cuál es la demora máxima reglamentaria entre que se solicita la 
consulta con especialista y que finalmente se realiza, y su contraste con la demora 
habitual en la práctica. 

- Información estadística sobre: (i) porcentaje de pacientes que tienen 
diagnósticos de enfermedad mental, (ii) porcentaje de pacientes en tratamiento 
farmacológico por razones de salud mental, (ii) porcentaje de pacientes 
diagnosticados que requieren internación en centros especializados en salud 
mental, (iv) porcentaje de pacientes que se recuperan frente a diagnósticos de 
enfermedad mental, (v) especificación de —-en el universo de pacientes con 
diagnóstico de enfermedad mental- porcentaje de menores y mayores de edad, así 
como de hombres y mujeres. 


Asimismo se agradece la remisión de la normativa ministerial que exista respecto a 
los extremos consultados, así como la referencia a la regulación aplicable en la materia. 
Es cuanto se solicita. Sin otro particular, saluda atte.; 


Montevideo, 10 de abril de 2023. 


Juan Sartori 
Senador 
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5) PROYECTOS PRESENTADOS el retiro anticipado de fondos jubilatorios por aquellos afi- 


liados que padezcan una enfermedad terminal diagnosti- 
(Proyectos consignados en la nómina de asuntos en- 


cada o con onerosas posibilidades de curación. (Carpeta 
trados). 


n.> 918/2023). 
«El señor senador Juan Sartori presenta con exposi- A LA COMISIÓN DE ASUNTOS LABORALES Y 
ción de motivos un proyecto de ley por el que se autoriza SEGURIDAD SOCIAL». 
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(Texto del proyecto de ley presentado). 


Montevideo, 27 de marzo de 2023.- 


Señora Presidenta de la Cámara de Senadores. 
Esc. Beatriz Argimón. 


De nuestra mayor consideración: 


El suscrito Senador presenta ante Ud., Proyecto de Ley y su exposición de motivos al amparo del art. 
133 de la Constitución Nacional, que se expone y desarrolla de manera subsiguiente, el cual tiene por 
finalidad permitir el retiro anticipado de fondos jubilatorios por aquellos afiliados que padezcan una 
enfermedad terminal diagnosticada o una enfermedad grave con onerosas posibilidades de curación, 
solicitando se sirva realizar las formalidades correspondientes para el seguimiento de proposición de las 


leyes acorde a nuestra Constitución Nacional.- 


Sin otro particular, le saluda muy especialmente.- 


JUAN SARTO: 
Senador 
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


En el contexto de debate en relación con la reforma al sistema previsional, un punto de especial 
importancia para nuestro sistema social y económico, y mientras se analiza la regulación de la eutanasia, se 
proyecta una norma que concede un beneficio para quienes siendo cotizantes a los sistemas de seguridad 
social, necesiten acceder a financiamiento para mejorar su calidad de vida. 

El proyecto tiene como objetivo permitir que los fondos vertidos a la cuentas previsionales, sean 
utilizados anticipadamente por sus beneficiarios, cuando éstos tuvieran diagnosticada una enfermedad 
terminal o bien, una enfermedad grave con posibilidades cientificas ciertas de curación que implique altos 
costos para su acceso. 

En el régimen actual, quien fallece antes de alcanzar la edad jubilatoria, nunca habrá de recibir 
beneficio alguno, pese a los aportes que pudo haber realizado. El sistema previsional solamente habrá de 
servir las pensiones que correspondieren si hubiere personas a cargo del afiliado fallecido, y por un plazo 
determinado (como ser, la mayoría de edad de los hijos). Por tanto, el afiliado que aportó durante toda su 
vida laboral pero fallece antes de jubilarse, no sólo no obtiene prestación alguna; sino que no puede acceder 
en vida a los fondos que le permitan sobrellevar su enfermedad con la mejor calidad de vida posible; algo 
que, actualmente no es posible, 

Por ello, se propone que los afiliados al sistema que tengan diagnosticada una enfermedad terminal, 
se beneficien del retiro anticipado de fondos previsionales a los efectos de acceder a cuidados paliativos, o 
de realizar cualquier otra acción que implique una satisfacción personal para el paciente. En este sentido, se 
toma en consideración que el acceso a cuidados paliativos adecuados a la enfermedad que se padece, puede 
implicar altos costos. A su vez, esto conlleva que muchos pacientes padezcan duramente su enfermedad, 
durante meses. Ante tal situación, se debe contemplar la dignidad de la persona, y el derecho a una vida 
digna hasta el último momento de ésta. Asimismo, el poder cumplir con un anhelo antes del fallecimiento, 
puede dar una satisfacción personal que —en cierta medida- distraiga de la situación que se vive, 

Asimismo, es de público conocimiento que ante enfermedades graves que requieren medicamentos o 
tratamientos costos, la ciudadanía debe apelar a la solidaridad social o bien, buscar el financiamiento estatal 
a través de procesos judiciales. En cambio, no es actualmente posible acceder a fondos que le corresponden 
bajo el sistema previsional y que pueden representar una vía ágil para obtener los montos que representen la 
posibilidad de curarse. 

La posibilidad de acceder a estos fondos tiene, por tanto, una finalidad puramente humanitaria. Es 
permitir que quien ha aportado a sistemas de los que es previsible que no reciba la contrapartida 
correspondiente, pueda acceder —aunque parcialmente- a los fondos que ha vertido, para mejorar su calidad 
de vida o curarse de una enfermedad grave. 

Para el cumplimiento de tal fin, sin afectar al sistema previsional, se establecen limitaciones tanto en 
cuanto a quienes pueden resultar beneficiarios, como al propio alcance del beneficio. 
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Respecto al fin, la limitación se encuentra en los sujetos a considerar como “beneficiarios”, 
procurando que se alcance solamente a los pacientes que cuentan con un diagnóstico y un pronóstico 
médicamente avalado de su enfermedad terminal. O bien, sujetos a los que se les haya indicado un 
procedimiento o tratamiento con resultados científicamente comprobados, médicamente avalados, para curar 
la enfermedad diagnosticada. En consideración del fin propuesto, la norma no requiere un mínimo de años 
de aportes, ni restringe la edad para el acceso, excepto en cuanto a que debe tratarse de población 
laboralmente activa. 

En cuanto a su monto, el beneficio puede alcanzar hasta un 35% de los aportes que hubiere vertido el 
cotizante con un máximo de 250 BPC, en caso de que ese 35% superare dicho monto. Además, se contempla 
la situación de aquellos beneficiarios que tuvieran personas a cargo, reservando montos suficientes para las 
pensiones que hubieren de ser servidas por el sistema al que se solicitan los fondos. Esto es a los efectos de 
limitar el impacto financiero en las instituciones de seguridad social, sin generar egresos superiores a los 
previsibles por cada uno de los afiliados al sistema. 

En la legislación comparada se han implementado soluciones de esta índole para atender situaciones 
de emergencia. Esto sucedió en Chile (con la sanción de la Ley N* 21,309), país que habilitó el retiro de 
hasta el 15% de los fondos jubilatorios. Igual finalidad siguió la legislación peruana (Ley N* 30.425), en 
donde se habilitó el retiro de hasta un 50% de los fondos para aquellos pacientes que no contaren con 
personas a cargo. También Nueva Zelanda y España han previsto esta posibilidad para pacientes terminales. 

En forma complementaria, se prevé que el beneficio sólo pueda solicitarse una única vez y ante un 
único sistema previsional, la obligatoriedad de que todos ellos concedan el beneficio en iguales términos, la 
posibilidad de renunciar al trámite iniciado, la intangibilidad de los fondos que se retiren, la compatibilidad 
de éste con otros beneficios y ayudas, y se deja margen para que por vía reglamentaria se establezcan los 
detalles de procedimiento para acceder al beneficio. 

En definitiva, la ley que se propone busca atender a la calidad de vida de los trabajadores que 
padecen enfermedades que les impiden el normal goce de su vida, permitiéndoles acceder anticipadamente a 
fondos que les pertenecerán y se encuentran bajo la administración de los sistemas previsionales, 


Montevideo, 27 de marzo de 2023 


Juan Sartori 
Senador 
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PROYECTO DE LEY 

Artículo 1% - (Beneficio). Autorizase a quienes coticen como afiliados a la seguridad social, en 
cualquiera de los sistemas previsionales nacionales, públicos o privados, obligatorios o voluntarios, a retirar, 
por una única vez, parte de los fondos acumulados en su cuenta individual en función de aportes obligatorios 
o voluntarios, de acuerdo con los máximos establecidos en el artículo 2? y siempre que cumplan con los 
requisitos del artículo 3? de esta Ley. 

Artículo 2? - (Monto del beneficio). El retiro de fondos podrá hacerse por hasta el 35% de los fondos 

acumulados en su cuenta personal de aportes a la seguridad social (bajo el sistema público o privado), con 
un tope máximo de hasta 250 BPC. 
El monto remanente en la cuenta personal del beneficiario deberá ser siempre suficiente para cubrir las 
pensiones que correspondieren por personas a cargo del solicitante. Si así no lo fuere, se reducirá la 
proporción de los fondos a los que pueda acceder anticipadamente, reservándose primariamente el capital 
necesario para las pensiones a servir. 

A los efectos del cálculo de las pensiones a servir por personas a cargo del beneficiario, se tomará en 
consideración la legislación vigente al momento de presentación de la solicitud, la situación de salud de 
quienes pudieren tener la calidad de pensionistas, su edad, expectativa de vida y demás extremos 
considerados para la concesión de la pensión. 

Artículo 39 - (Beneficiarios). Podrán acceder al beneficio del artículo anterior, aquellos afiliados a la 
seguridad social, nacionales o extranjeros, que se encuentren aportando en cualquiera de los sistemas 
previsionales nacionales, públicos o privados, obligatorios o voluntarios, siempre que: 

(1) Se encuentren en calidad de “activos” en el sistema previsional. 

(ii)  Acrediten tener diagnosticada una enfermedad terminal, con carácter progresivo e irreversible, 

con un pronóstico de expectativa de vida inferior a los veinticuatro meses. 

(ii) Acrediten padecer una enfermedad grave, con posibilidad científica cierta de curación e 

indicación médica de tratamiento o procedimiento, pero que resulte inaccesible para el paciente 
debido al elevado costo y siempre que éste no sea cubierto por otras instituciones públicas o 
privadas. 

Artículo 4% - (Destino) En el caso de los beneficiarios bajo el literal (11) del artículo anterior, no se 

solicitará declarar el destino a dar a dichos fondos. 
En el caso de los beneficiarios bajo el literal (iii) del artículo anterior, deberá acreditarse no sólo el 
diagnóstico e indicación médica del tratamiento o procedimiento, con expresión del grado de certeza 
científica en cuanto a las posibilidades de curación, sino también, como minimo, la Institución médica 
nacional o extranjera en el que éste haya de realizarse y la aprobación de ésta para la realización del 
tratamiento o procedimiento al paciente que solicita el beneficio, su costo, los ingresos por cualquier 
concepto del beneficiario y su núcleo familiar, el patrimonio del beneficiario y su núcleo familiar. 
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La reglamentación establecerá los requisitos en cuanto a documentación, plazos y demás extremos 
necesarios para el cumplimiento de lo dispuesto, y las enfermedades que habrán de considerarse “graves” 
para el otorgamiento del beneficio. 

Artículo 5* - (Opción) Si el sujeto beneficiario fuese aportante a más de un sistema previsional, 
podrá acceder al beneficio en cualquiera de ellos, pero únicamente en uno de éstos y por única vez. No 
podrá solicitarse el retiro de más de un sistema previsional. 

Artículo 6? - (Obligados) Todos los sistemas previsionales, de cualquier naturaleza, están obligados 
a otorgar el beneficio que aquí se establece a los afiliados que asi lo soliciten. 

Artículo 7% - (Trámite) La reglamentación establecerá, con carácter general, los requerimientos para 
tramitar la solicitud. En todos los casos, será obligatorio aportar declaración jurada del médico tratante 
donde conste la condición patológica del paciente, su pronóstico, estableciendo expresamente la expectativa 
de vida del paciente terminal o la reducción de la expectativa de vida o calidad de la misma, cuando se 
tratare de pacientes con enfermedades graves. Además, se deberá suministrar copia fiel de la Historia 
Clínica del beneficiario y autorización de éste para que el organismo ante el que hace la solicitud acceda a la 
información médica necesaria de las Instituciones correspondientes. 

La solicitud será siempre evaluada por Junta Médica de la Institución ante la que se solicita el 
beneficio. La solicitud sólo podrá hacerse en forma personal por el paciente beneficiario y podrá realizarse 
electrónicamente, 

El trámite no podrá insumir más de 45 dias entre la solicitud y la decisión del organismo correspondiente, la 
que deberá constar por escrito y ser notificada al domicilio que se constituya por el beneficiario a esos 
efectos. 

Artículo 8* - (Entrega de fondos) Cuando la solicitud fuera aprobada, la entrega de los fondos deberá 
efectuarse integramente dentro de los 15 dias siguientes a la comunicación de la aprobación, los que no 
podrán exceder los 90 días desde la presentación de la solicitud en forma. 

Artículo 9 - (Renuncia) Desde el momento de presentación de la solicitud de acceso al retiro 
anticipado de fondos y hasta el momento en que se disponga la entrega de los mismos, el beneficiario podrá 
desistir de la solicitud o renunciar al beneficio concedido. 

Para ello, deberá comunicarlo en forma fehaciente y por escrito, con fecha cierta. Esta decisión no podrá 
acarrear multas, descuentos, pérdida de otros beneficios, responsabilidades, ni podrá poner de su cargo gasto 
alguno. 

Artículo 10? (Intangibilidad e inembargabilidad) Los fondos que se retiren bajo el régimen aquí 
previsto, no podrán ser considerados como ingreso, remuneración ni renta a efectos tributarios. Tampoco 
podrán realizarse retenciones, descuentos, comisiones, compensaciones, ni cualquier otra operación que 
implique un detrimento del monto a percibir, excepto por deudas de naturaleza alimentaria que pesen sobre 
el beneficiario al momento de solicitar el retiro de fondos y por hasta la tercera parte del monto retirado. 
Asimismo, dichos fondos se considerarán intangibles e inembargables en los términos del articulo 381 del 
Codigo General del Proceso. 
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Artículo 11? - (Compatibilidad) El beneficio que se reconoce será compatible con cualquier otro 
plan, subvención, estímulo, o ayuda económica de cualquier índole, proveniente de instituciones públicas o 
privadas, aunque persigan el mismo fin de financiamiento. 

Artículo 12? - (Detrimento jubilatorio) Los fondos que se retiren anticipadamente haciendo uso del 
régimen aquí previsto, implicarán un descuento en los fondos a considerar al momento del cálculo de 
haberes jubilatorios para quien hubiese sido beneficiario. 

Artículo 13* - (Sobrevida) Si el beneficiario del anticipo tuviere una sobrevida superior a la estimada 
al realizarse la solicitud, el saldo restante de su cuenta de aportes, será volcado para el pago de la jubilación 
o pensión que le correspondiere, si fuera el caso. 

Artículo 14? - (Reglamentación) La reglamentación determinará los procedimientos, trámites, 
documentos, plazos y modalidades para solicitar el acceso al retiro de los fondos, su evaluación, rechazo o 
aprobación, y entrega de los montos, cuando correspondiere, considerando fundamentalmente los principios 
de celeridad, flexibilidad, evitando cualquier exigencia formal que no fuere absolutamente necesaria para 
cumplir con la finalidad de la norma. 

En la reglamentación participarán, sin perjuicio de otros, el Ministerio de Salud Pública, y el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social. 


Montevideo, 27 de marzo de 2023, 


Juan Sartori 


Senador 
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«El señor senador Juan Sartori presenta con exposi- de prevención y control de incendios forestales. (Carpeta 
n.> 916/2023). 

A LA COMISIÓN DE GANADERÍA, AGRICULTU- 
interés general el suministro y reserva de agua con fines RA Y PESCA». 


ción de motivos un proyecto de ley por el que se declara de 
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(Texto del proyecto de ley presentado). 


Montevideo, 27 de marzo de 2023, 


Señora Presidente de la Cámara de Senadores. 
Esc. Beatriz Argimón. 


De nuestra mayor consideración. 


El suscrito Senador presenta ante UD., Proyecto de Ley y su exposición de motivos al amparo del art. 
133 de la Constitución Nacional, que se expone y desarrolla de manera subsiguiente, referente la obligación 
de determinados sujetos vinculados directamente al sector forestal de contar con suministros de agua 
suficientes para poder hacer frente a incendios forestales, solicitando se sirva realizar las formalidades 
correspondientes para el seguimiento de proposición de las leyes acorde a nuestra Constitución Nacional.- 


Sin otro particular le saluda muy especialmente. - 


Juan Sartori 
Senador 
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


1.- En mérito a los dispuesto por las leyes número 13.723 y 15.939 nuestro país declaro de interés 
nacional la defensa, el mejoramiento, la ampliación y la creación de recursos forestales, así como el impuso 
de dicho sector en general, estableciendo mediante ellas y su posterior reglamentación un marco normativo 
que propició e impulsó de manera significativa el sector forestal en nuestro país. 

2- Que como consecuencia de dicho marco normativo, de los importantes beneficios de diversa y 
variada índole que favorecieron la cadena forestal, la misma se ha convertido en una de los sectores 
productivos más importantes de nuestro país, cubriendo de esta manera cada vez mayor extensión del territorio 
nacional con bosques de producción, los cuales según estudios cartográficos de OPYPA del año 2021 los 
mismos alcanzaban, ya en ese momento, el 6.21% del territorio nacional. 

3- Como consecuencia de la extensión cada vez mayor de los bosques forestales de rendimiento, y que 
los mismos se encuentran generalmente próximos entre sí, ocupando en muchos casos vastas extensiones de 
territorio, el país enfrenta desde hace años, y aumentado por los constantes episodios de déficit hídrico, una 
creciente y notoria dificultad de hacer frente a los incendios forestales que azotan nuestro país, Sin desmerecer 
el gran esfuerzo que nuestras instituciones empeñan en la prevención y combate de incendios, en especial la 
admirable labor de los cuerpos de bomberos y la constante actualización de los planes de protección integral 
contra incendios, se entiende que el crecimiento constante del área forestada y la falta de obligaciones claras 
respecto del suministro y reserva de agua representan un peligro inminente y constante, que conlleva muchas 
veces consecuencias nefastas tanto para el medioambiente como para la seguridad y la integridad fisica de los 
habitantes de la república, así como sus bienes. 

4- Siendo que en muchos casos el éxito o fracaso en el control y prevención de incendios forestales se 
encuentra directamente vinculado a la existencia de fuentes de agua cercanas y en cantidad suficiente para 
hacer frente a los mismos, y dado que en muchos casos las fuentes de agua no se encuentran disponibles en 
sitios próximos, afectando significativamente la labor de la Dirección Nacional de Bomberos y de todos 
aquellos involucrados voluntaria o necesariamente en el control de estos, siendo además que la normativa 
legal y reglamentaria resulta dispersa y poco clara al respecto, se hace urgente y necesario establecer 
disposiciones legales que aseguren el suministro de agua con fines de prevención y control de incendios en 
predios forestales. 

5-Asimismo se entiende que el carácter de la Dirección Nacional de Bomberos como organismo con 
competencia especializada a nivel nacional en combate y prevención de incendios, se encuentra mejor 
preparada, tanto técnica como logísticamente, para encargarse de establecer criterios técnicos, analizar y 
controlar los planes de prevención contra incendios. 

6- En mérito a los motivos sucintamente expuestos, atendiendo a razones de interés general que hacen 
a la protección del medioambiente y de los ciudadanos de este país en relación a su integridad fisica y de sus 
bienes, y conforme al derecho de los mismos a ser protegidos en esos derechos fundamentales según lo 


dispuesto en el artículo 7 de la Constitución de la República, se entienden necesarias las disposiciones de esta 
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norma. Por dicho motivo la presente ley busca determinar con claridad y rango legal, la obligación de contar 
con suministros de agua en cantidad suficiente con la finalidad de poder hacer frente de manera efectiva a los 
incendios forestales que se puedan producir en el futuro, teniendo en cuenta la escasez de dicho recurso sobre 
todo en los periodos de sequias extremas, y por ende la necesidad de asegurar la disposición y suministro de 


agua. 


Montevideo, 27 de marzo de 2023. 


Juan Sartori 
Senador 
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Proyecto de Ley 


Artículo 1- Declárese de interés general el suministro y reserva de agua con fines de prevención y 
control de incendios forestales en bosques de rendimiento. 


Artículo 2- Entiéndase por bosques de rendimientos a todos aquellos alcanzados por el articulo 8 lit. 
B de la ley 15,939. 


Artículo 3- A partir de la presente se establece la obligación de todos aquellos que sean propietarios 
de bosques forestales de rendimiento a contar con fuentes y/o reservas de agua en cantidad y calidad 
suficientes para poder hacer frente a incendios de forma eficiente y eficaz. 


Con el fin de cumplir con las disposiciones de la presente norma, los obligados podrán recurrir a la elaboración 
de pozos subterráneos, embalses de aguas superficiales, tanques de reserva y toda otra medida que tenga 
aptitud de dar cumplimiento a los previsto en la presente ley siempre que resulte acorde a lo previsto por la 
Dirección Nacional de Bomberos y cumpla con las disposiciones legales y reglamentarias que se encuentren 
particularmente previstas para cada caso. 


Encomiéndese a la Dirección Nacional de Bomberos a que un plazo no mayor a 180 dias a partir de la entrada 
en vigencia de la presente ley, reglamente las características que deberán tener las fuentes y reservorios de 
agua, previendo que las mismas sean suficientes para enfrentar episodios de incendios forestales aún en 
periodos prolongados de sequía extrema. Dicha reglamentación deberá determinar la cantidad y calidad del 
agua a disponerse, la relación entre cantidad de agua y hectáreas forestadas, las distancias mínimas y máximas 
entre las fuentes y reservorios y los límites de los bosques, las características de los embalses, los aforos 
mínimos de los pozos, la accesibilidad a dichas fuentes y reservorios, el mantenimiento de las obras en el 


tiempo, así como toda otra medida que en base a criterios técnicos sea necearía y pertinente a tales afectos. 


Artículo 4- La obligación establecida en el artículo precedente abarca a todo aquel que sea propietario 
de bosques de rendimiento tanto en terrenos propios como ajenos a cualquier título, pasando a integrar el 
elenco de disposiciones necesarias que deberán ser incluidas en los planes de protección contra incendios 
forestales, sin perjuicio de las restantes exigencias legales y reglamentarias vigentes. 


Sin embargo, la obligación prevista en el artículo 3 solo será exigible a quienes sean propietarios de bosques 
de rendimiento forestal que formen parte de un mismo proyecto de forestación al amparo de lo dispuesto en 
la ley 15.939, siempre que la extensión de los mismos, abarque más de 100 hectáreas de plantíio. 


Artículo 5- Los cursos de agua fluviales, asi como cualquier otra fuente o reservorio de agua que exista 
previamente en el predio, podrán ser incluidos con el fin de cumplir las obligaciones previstas, siempre que la 


Dirección Nacional de Bomberos determine que la misma resulta apta a tales efectos. 


Asimismo, los cursos de agua fluviales, fuentes y reservorios de agua que se encuentren en predios cercanos 
a los afectados, podrán ser tenidos en cuenta por la Dirección Nacional de Bomberos al momento de aprobar 
los planes de prevención contra incendios. El acceso y utilización efectivo de las aguas situadas en predios 
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ajenos será exclusivamente a los efectos de esta ley cuando ello fuere estrictamente necesario, teniendo en 
cuenta las disposiciones contempladas en la ley 15.896 y su reglamentación correspondiente. 


Lo previsto en los incisos anteriores en ningún caso modifica la normativa existente respecto del acceso y 
utilización de fuentes de agua con otros fines que los expresamente previstos en esta norma, así como tampoco 
modifica los permisos y controles que puedan ser exigibles en bases a otras disposiciones que resultaren 
aplicables. 


Artículo 6- Los sujetos obligados contarán con un plazo de 2 años a partir de la entrada en vigencia 
de la reglamentación que apruebe la Dirección Nacional de Bomberos según lo dispuesto en el artículo 3, para 
dar cumplimiento a las disposiciones a establecidas en esta ley. 


A dicho plazo no será imputable el período que pueda insumir respecto de cada solicitante la aprobación del 
plan de protección contra incendios por parte de la Dirección Nacional de Bomberos. 


Artículo 7- A partir de la presente, corresponderá a la Dirección Nacional de Bomberos como órgano 
con competencia nacional especializada en la prevención y combate de incendios, controlar que todas las obras 
que se realicen como consecuencia de lo dispuesto en la presente ley y su normativa reglamentaria, cumplan 
efectivamente con las mimas, aprobando cuando así se acredite, los planes de protección contra incendios y/o 
las modificaciones de los planes aprobados con anterioridad a la misma. Con tal fin podrá requerir tanto a los 
particulares como a la Dirección Nacional Forestal, toda la documentación e información que sea necesaria, 
así como realizar las inspecciones correspondientes cuantas veces entienda pertinente. 


Lo expuesto en el inciso anterior es sin perjuicio de la obligación de los sujetos abarcados de la realización de 
un estudio de impacto ambiental según lo previsto en la ley 16.466 y de todos los demás requisitos legales y 
reglamentarios que pudieren ser exigibles en función del tipo de obra que se realice. 


Artículo 8- A efectos de la construcción, aprovechamiento y mantenimiento de fuentes y reservorios 
de agua con la finalidad de cumplir las disposiciones de la presente ley y su reglamentación correspondiente, 
los privados estarán facultados a colaborar entre sí y/o asociarse libremente de la forma que entiendan más 
conveniente. Esto último es sin perjuicio de lo establecido en el artículo 32 de la ley 15.939. 


Artículo 9- La obligación de disponer de fuentes y reservorios de agua previstos en esta norma no 
resulta incompatible con la utilización de las mismas con otros fines, siempre que dichos usos no afecten la 
disponibilidad y la calidad el agua aún en períodos prolongados de sequía extrema. 


Artículo 10- Comprende a la Dirección General Forestal, una vez cumplido el plazo otorgado a los 
particulares para su implementación, la obligación de controlar que todos aquellos que cuenten con bosques 
de rendimiento registrados, y que asimismo se encuentren comprendidos en las obligaciones que emanan de 
la presente normativa, cumplan con presentar ante la misma los planes de protección contra incendios. Cuando 
ello no ocurriese deberán aplicarse las sanciones correspondientes. 


Artículo 11- A fin de dar cumplimiento a las disposiciones de la presente ley y su normativa 
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reglamentaria, La Dirección General Forestal y la Dirección Nacional de Bomberos establecerán entre sí y 
con los órganos e instituciones estatales, paraestatales y privadas, todas las coordinaciones y colaboraciones 


que sean necesarias. 


Artículo 12- Los incumplimientos a las disposiciones de la presente ley y su normativa reglamentaria 
serán sancionados de acuerdo a lo establecido en el artículo 285 de la Ley No 16.736, de 5 de enero de 1996, 
y sus modificativas, siendo en todo caso consideradas como infracciones graves. 


Montevideo, 27 de marzo de 2023. 


LAT 


Juan Sartori 


Senador 
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«El señor senador Juan Sartori presenta con exposi- el uso de sustancias naturales enteógenas con finalidades 
médicas o terapéuticas. (Carpeta n.” 917/2023). 
ción de motivos un proyecto de ley por el que se habilita A LA COMISION DE SALUD PUBLICA». 
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(Texto del proyecto de ley presentado). 


Montevideo, 27 de marzo de 2023.- 


Señora Presidenta de la Cámara de Senadores. 
Esc. Beatriz Argimón. 


De nuestra mayor consideración: 


El suscrito Senador presenta ante Ud., Proyecto de Ley y su exposición de motivos al amparo del art. 
133 de la Constitución Nacional, que se expone y desarrolla de manera subsiguiente, el cual tiene por 
finalidad habilitar el uso de sustancias naturales psicoactivas con finalidades exclusivamente médicas o 
terapéuticas, solicitando se sirva realizar las formalidades correspondientes para el seguimiento de 
proposición de las leyes acorde a nuestra Constitución Nacional.- 


Sin otro particular, le saluda muy especialmente. - 


Juan Sartori 
Senador 
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


La salud mental es un problema instalado no sólo en la sociedad uruguaya, sino a nivel mundial. Si 
bien en nuestro país los especialistas han manifestado su preocupación por la carencia de información 
epidemiológica concreta en cuanto a las patologías psiquiátricas que aquejan a la población, es sabido que se 
trata de un flagelo en aumento. Por ello, los distintos trastornos psíquicos que, con mayor o menor nivel de 
gravedad, afectan a la población, son una problemática que tiene que ser afrontada como política de Estado. 
Más aún, considerando que estas patologías se presentan cada vez más en adolescentes y jóvenes; lo que 
hace urgente el deber estatal de velar por su salud y bienestar, 

En 2017 se aprobó la Ley N? 19,529 con el objetivo de garantizar el acceso a la salud mental en toda 
la población, dejando el Plan Nacional de Salud Mental a cargo del Ministerio de Salud Pública. En ese 
marco se han llevado adelante distintas iniciativas y se han instrumentado distintas estrategias para atender a 
la población objetivo. No obstante, la altísima tasa de suicidios no muestra variaciones (Uruguay tiene una 
tasa de suicidio de 20,6 cada 100.000 habitantes, una cifra en aumento desde hace 20 años que suma cada 
vez más jóvenes), tasa que se vincula directamente a la depresión. Asimismo, se registra una prevalencia de 
la esquizofrenia del 1% de la población y del 1,6% en relación con el trastorno bipolar, lo que implica que al 
menos 70,000 personas sufren graves patologías psiquiátricas. 

La gravedad de la situación no permite que con un único planteo pueda resolverse el problema, por 
eso es necesario acudir a distintas altemativas terapéuticas y procedimentales, para lograr los mejores 
resultados. De hecho, de acuerdo a cifras de la OMS, considerando únicamente la depresión, son más de 300 
millones de personas en el mundo que sufren la patología y apenas un 30% de ellas responde a los fármacos 
convencionales. 

Por esa razón, se entiende conveniente — en el marco del Plan Nacional de Salud Mental 2020-2027 
- no sólo mejorar el acceso a los especialistas en materia de salud mental, fomentar la universalidad en el 
acceso a los tratamientos adecuados, sino también el permitir el recurso a sustancias que han demostrado ser 
eficaces para tratar ciertas patologías en determinados pacientes. En efecto, patologías como la depresión, el 
estrés postraumático y la ansiedad, pueden tratarse en forma exitosa con el recurso a sustancias diferentes a 
las medicinas convencionales que hoy se encuentran en el mercado. 

Este proyecto busca favorecer el acceso a sustancias psicotrópicas naturales que, bajo indicación y 
prescripción de médicos especialmente formados, han sido utilizadas a nivel internacional para el 
tratamiento de afecciones como la depresión, la ansiedad, adicción a opioides, y otros trastornos que aquejan 
a la población, incluso en pacientes terminales morigerando su sufrimiento. A través de esta norma se 
permitirá el acceso a sustancias enteógenas, dando un marco de legalidad a su cultivo, distribución, posesión 
y uso, siempre que no tenga fines comerciales. 

Es decir, la finalidad deberá ser exclusivamente científica y médico-terapéutica y el uso será bajo 
estricta prescripción y supervisión de médicos psiquiatras, garantizando el consumo seguro. De tal forma, se 
evitará el uso incontrolado y la venta lucrativa de sustancias que, sin seguimiento médico, pueden también 
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implicar riesgos sanitarios. A la vez, se mantendrán los ilícitos relacionados al cultivo, distribución y venta 
de estas sustancias con finalidades distintas a las que aquí se contemplan. 

A nivel internacional, pueden encontrarse los casos de Australia, Oregon (medida 109), Washington 
D.C. (medida 81), Michigan, Colorado y algunas ciudades de California, como ejemplos de Estados que han 
legalizado el uso de estas sustancias, logrando adhesión en la población y buenos resultados en la 
instrumentación. 

Se propone entonces, la habilitación del consumo de estas sustancias, despenalizando su producción, 
distribución y comercialización, siempre que se haga con finalidades científicas y médico-terapéuticas, 
condicionando el acceso a la prescripción de médico especialista calificado. 


Montevideo, 27 de marzo de 2023. 


Juán Sartori 
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PROYECTO DE LEY 


I) Disposiciones generales 


, 


Artículo 1% - Habilítase la plantación, cultivo, cosecha, comercialización, transporte, distribución, 
prescripción y consumo de sustancias naturales enteógenas, así como la elaboración de productos a partir de 
aquellas, siempre que sea con finalidades médicas o terapéuticas, de acuerdo con las disposiciones de la 
presente ley. 


Artículo 2? - A los efectos de la presente Ley, se entienden como “sustancias naturales enteógenas” aquellas 
que provengan directamente de plantas u hongos y contengan psilocibilina, metilendioximetanfetamina, 
ibogaina, dimetiltriptamina, mescalina o psilocina. 


Artículo 3? - A los efectos de la habilitación, el consumo deberá ser bajo estricta prescripción médica, 
otorgada por médico psiquiatra (especialmente habilitado para el uso de estas sustancias) bajo receta 
anaranjada que establezca la dosis concreta y el plazo por el cual se hará uso de la sustancia. 

La indicación médica sólo podrá hacerse respecto a pacientes mayores de edad y que ya cuenten con 
un diagnóstico de la patología que sufren. 

Todos los centros de atención médica, públicos o privados, deberán contar con médicos psiquiatras, 
especificamente capacitados en el área, que asesoren y orienten a los pacientes en cuanto a su afección y la 
posibilidad de su tratamiento mediante el uso de sustancias naturales enteógenas. En todos los casos, deberá 
haber al menos un médico psiquiatra habilitado para prescribir las sustancias por cada centro de atención en 
el que se brinde atención psiquiátrica. 


Artículo 4? - La plantación, el cultivo, la cosecha y la comercialización de cualquier planta de la que puedan 
extraerse sustancias naturales enteógenas, cuando se realicen con exclusivos fines de investigación científica 
o para la elaboración de productos terapéuticos de utilización médica, deberán ser autorizados previamente 
por el Ministerio de Salud Pública y quedarán bajo su control directo. 

Los laboratorios sólo podrán producir medicamentos que contengan estas sustancias cuando el 
Ministerio de Salud Pública lo habilite. El Ministerio de Salud Pública sólo podrá habilitar la producción, 
fabricación y distribución de medicamentos que contengan estas sustancias, con previo informe favorable de 
la Comisión de Ética especialmente conformada a estos efectos. 

Las farmacias y herboristerías solamente podrán comercializar estos productos cuando el paciente 
cuente con receta anaranjada y siguiendo estrictamente la prescripción médica, bajo su más estricta 
responsabilidad, so pena de suspensión de su habilitación para el funcionamiento. 

Para el control de la actividad de los laboratorios, farmacias y herboristerías, el Ministerio de Salud 
Pública contará con los más amplios poderes de inspección y podrá aplicar las sanciones previstas en el 
artículo 394 de la Ley N* 19.924 de 17 de diciembre de 2020. 
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Artículo 5*- Sustitúyese el artículo 30 del Decreto-Ley N” 14.294, de 31 de octubre de 1974, en la redacción 

dada por cl artículo 12 de la Ley N* 19.513, de 14 de julio de 2017, por el siguiente: 
"ARTÍCULO 30.- El que, sin autorización legal, produjere de cualquier manera las materias primas o 
las sustancias, según los casos, capaces de producir dependencia psíquica o fisica, contenidas en las 
listas a que refiere el artículo 1? de la presente ley, precursores químicos y otros productos químicos, 
contenidos en las Tablas 1 y 2 de la presente ley, así como los que determine el Poder Ejecutivo 
según la facultad contenida en el artículo 15 de la presente ley, será castigado con pena de dos a diez 
años de penitenciaría. 

Si la sustancia referida en el inciso anterior fuera cannabis de efecto psicoactivo, la pena será 
de veinte meses de prisión a diez años de penitenciaria, en los términos establecidos por la Ley N? 
19.172, de 20 de diciembre de 2013, 

Quedará exento de responsabilidad el que produjere marihuana mediante la plantación, el 
cultivo y la cosecha de plantas de cannabis de efecto psicoactivo en los términos de lo dispuesto en el 
artículo 3 de la presente ley, así como el que extrajere sustancias naturales enteógenas de 
hongos u otras plantas con finalidades que no sean médicas o terapéuticas autorizadas por el 
MSP. El destino a que refiere el literal E) del artículo 3? de la presente ley será valorado, en su caso, 
por el juez competente y con arreglo a las reglas de la sana crítica, en caso de que se superaren las 
cantidades alli referidas.” 


Artículo 6*- Sustitúyese el artículo 31 del Decreto-Ley N* 14.294, de 31 de octubre de 1974, en la redacción 
dada por el artículo 68 de la Ley N* 19,889, de 9 de julio de 2020, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 31.- El que, sin autorización legal, importare, exportare, introdujere en tránsito, 
distribuyere, transportare, tuviere en su poder no para su consumo, fuere depositario, almacenare, 
poseyere, ofreciere en venta o negociare de cualquier modo alguna de las materias primas, 
sustancias, precursores y otros productos químicos o naturales mencionados en el artículo 30 de la 
presente ley y de acuerdo con lo dispuesto en éste, será castigado con pena de dos a doce años de 
penitenciaria. 

Quedará exento de responsabilidad el que transportare, tuviere en su poder, fuere depositario, 
almacenare o poseyere una cantidad destinada a su consumo personal, lo que será valorado por el 
juez conforme a las reglas de la sana crítica. En caso de que se trate de sustancias naturales 
enteógenas, deberá demostrarse la prescripción médica y la dosis correspondiente, 

Sin perjuicio de cello, en cuanto a la marihuana, se entenderá como cantidad destinada al 
consumo personal hasta cuarenta gramos. Asimismo, tampoco se verá alcanzado por lo dispuesto en 
el primer inciso del presente artículo el que en su hogar tuviere en su poder, fuere depositario, 
almacenare o poseyere la cosecha de hasta seis plantas de cannabis de efecto psicoactivo obtenidas 
de acuerdo con lo dispuesto en el literal E) del artículo 3? de la presente ley, o se tratare de la 
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cosecha correspondiente a los integrantes de un club de membresia conforme a lo previsto por el 
literal F) del artículo 3? de la presente ley y la reglamentación respectiva. 

La pena será de tres a doce años de penitenciaria cuando las acciones descriptas en el inciso 
primero sean cometidas por un grupo delictivo organizado. 

Se entiende por grupo delictivo organizado un conjunto estructurado de 
tres o más personas que exista durante cierto tiempo y que actúe concertadamente con el propósito de 
cometer dichos delitos, con miras a obtener, directa o indirectamente, un beneficio económico u otro 
beneficio de orden material (artículo 414 de la Ley N? 18.362, de 6 deoctubre de 2008) 


11) Prohibiciones 


Artículo 7” - La plantación, cultivo, cosecha, comercialización, transporte, distribución o consumo de estas 
sustancias, sin indicación médica o con finalidades distintas a las que aquí se regulan, se regirá por las 
disposiciones del Decreto Ley N* 14.294 de 31 de octubre de 1974 y sus modificativas y demás normas 


sancionatorias aplicables. 


Artículo 8? - El consumo de estas sustancias operará como causal de inhabilitación para conducir de acuerdo 
con la Ley N? 18 191, por el lapso que dure el tratamiento y si el médico tratante no indicara lo contrario. 


Artículo 9? - Prohibese toda forma de publicidad, directa o indirecta, promoción, auspicio o patrocinio de los 
productos que contengan sustancias naturales enteógenas, cualquiera sea el medio de comunicación. 
11) Aplicación 


Artículo 10% - El Poder Ejecutivo reglamentará la presente Ley en el plazo máximo de sesenta dias desde su 
promulgación. En la reglamentación deberá participar necesariamente el Ministerio de Salud Pública y se 
identificarán las patologías bajo cuyo diagnóstico se podrá acceder a las sustancias aquí habilitadas. 


Montevideo, 27 de marzo de 2023, 


Juan Sartori 


Senador 
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«La señora senadora Carmen Sanguinetti presenta con porte colectivo de pasajeros de carácter regular que transi- 
tan por rutas nacionales. (Carpeta n.” 922/2023). 

ALA COMISIÓN DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚ- 
proponen mejoras a la seguridad en las unidades de trans- BLICA S». 


exposición de motivos un proyecto de ley por el que se 
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(Texto del proyecto de ley presentado). 


Montevideo, 28 de marzo de 2023 


Señora Presidenta 
De la Cámara de Senadores 
Esc. Beatriz Argimón 


Presente.- 


De mi mayor consideración: 


Mediante la presente me dirijo a usted a fin de presentar al Senado de la República el 
adjunto Proyecto de Ley por el que se propone mejoras a la seguridad en las unidades de 
transporte colectivo de pasajeros de carácter regular que transitan por rutas nacionales. 


Sin otro particular, saluda a usted muy atentamente. 


Carmen Sanguinetti 
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PROYECTO DE LEY DE SEGURIDAD VIAL EN EL TRANSPORTE COLECTIVO 
DE PASAJEROS POR RUTAS NACIONALES 


Exposición de motivos 


Este proyecto de ley propone mejoras a la seguridad en las unidades de 
transporte colectivo de pasajeros de carácter regular que transitan por rutas 
nacionales. 


Por un lado, el proyecto propone que todas las unidades cuenten con un 
Sistema de Posicionamiento Global (“GPS”), que incluya al menos la velocidad 
actual, ubicación y velocidad promedio del vehículo, y a su vez, que esta información 
esté disponible al público. Un proyecto de ley al respecto fue presentado por el 
exsenador Pedro Bordaberry en el año 2016, y el artículo 2 de este proyecto 
básicamente incorpora su propuesta.? El GPS es un sistema donde se puede 
determinar en el momento la velocidad y ubicación de un ómnibus, y que arroja 
datos que seguramente redunden en mejoras en los tiempos de transporte y en el 
servicio al usuario. 


Otro elemento que puede contribuir, no sólo a investigar las causas de los 
siniestros, sino también a las tareas de fiscalización y mantenimiento de las 
unidades es el Libro de Registro que se crea por el artículo 3. Hoy en día, existe la 
Inspección Técnico Vehicular que se lleva a cabo anualmente por parte de 
empresas autorizadas por el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, pero no 
existe un documento donde se asienten todas las reparaciones y mantenimientos 
que se realizan en la unidad, ni quiénes fueron los que las llevaron a cabo, como se 
propone en el proyecto. Asimismo, en este documento se asentarían otros 
elementos relevantes en la vida de la unidad tales como siniestros, quejas y multas, 
lo que también permitirá una mejor fiscalización y la adopción de prácticas 
preventivas. 


Nos parece también necesario que se ponga a servicio de los usuarios y de 
terceros un sistema de fácil acceso para realizar quejas y reclamos. La 
retroalimentación de quienes utilizan u observan las unidades de transporte 
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colectivo puede mejorar el servicio y prevenir siniestros. Hoy en día existe un libro 
de quejas que es controlado por el Ministerio de Transporte y Obras Públicas; 
nuestra propuesta procura abrir canales más efectivos de comunicación con los 
usuarios y terceros. 


Por otro lado, consideramos necesario dejar expresamente establecido que 
en caso de que un chofer tenga indicios de que una unidad se encuentra dañada y 
por ello se niegue a conducir, no va a tener sanciones de ningún tipo. Finalmente, 
proponemos la obligatoriedad del cinturón de seguridad para aquellos pasajeros 
que viajen sentados. 


En definitiva, consideramos que las disposiciones propuestas van a contribuir 
a mejorar el servicio de transporte colectivo de pasajeros, a la seguridad de los 
usuarios y de terceros, y a la prevención e investigación de los eventuales siniestros. 


Montevideo, 28 de marzo de 2023 


Carmen Sanguinetti 
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Proyecto de ley 


Artículo 1%.- Las disposiciones de esta ley aplicarán a todas las unidades de 
autobuses de la flota de transporte público colectivo de pasajeros de carácter 
regular, departamental e interdepartamental, que transiten, total o parcialmente, por 
rutas nacionales. 


La presente ley no será aplicable a aquellas unidades cuyo recorrido sea 
exclusivamente por zonas urbanas y suburbanas, pudiendo el Poder Ejecutivo 
delimitar áreas específicas de exclusión. 


Artículo 2”.- Cada unidad deberá contar con un localizador de “Sistema de 
Posicionamiento Global" (GPS) georeferencial, accesible, que permita ubicar en 
tiempo real y en todo el momento la ubicación del vehículo, incluyendo velocidad 
actual y velocidad promedio. El Poder Ejecutivo, mediante la reglamentación 
respectiva, establecerá las condiciones de la información a brindar y los plazos en 
que deberá verificarse la instalación y puesta en funcionamiento de los respectivos 
equipamientos tecnológicos. 


La información que recoja el localizador de GPS georeferencial, así como el 
recorrido al que está afectado el vehículo, deberá ser pública, en tiempo real y de 
acceso gratuito, de forma tal que los usuarios que lo deseen puedan consultar 
libremente la referida información. Las empresas deberán mantener resguardo de 
esta información por un plazo mínimo de 5 años. 


Artículo 3”- Las empresas deberán llevar un Libro de Registro respecto de cada 
unidad de la flota, donde se registrarán: 


a) Siniestros y denuncias de siniestros. 
b) Quejas, reclamos y denuncias. 


c) Los eventos establecidos en el artículo 5. 
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d) Información detallada de los servicios de reparación y mantenimiento de la 
unidad, con firma del mecánico y jefe de taller. 


e) Multas, especificando el tipo, lugar y nombre y cédula de identidad del conductor. 


Artículo 4*.- Las empresas deberán poner a disposición del público un sistema de 
fácil acceso para la formulación de denuncias, quejas y reclamos por parte de los 
pasajeros y terceros. Asimismo, las empresas deberán dar difusión a las vías a 
través de las cuales se pueden formular las denuncias, quejas y reclamos, a través 
de carteles en las unidades, y en su sitio de internet, Las empresas deberán 
comunicar las denuncias, quejas y reclamos a la autoridad competente mediante el 
procedimiento que establecieran al respecto. 


Artículo 5*.- Artículo 5*.- El chófer de una unidad que tenga elementos objetivos que 
indiquen la presencia de una falla en el vehículo que pueda poner en riesgo la 
integridad de los pasajeros o terceros puede negarse a conducir sin ningún tipo de 
responsabilidad laboral. 


Artículo 6*.- Los pasajeros de las unidades que viajen sentados deberán usar 
durante el trayecto el cinturón de seguridad de tres puntas correctamente 
abrochado, salvo movimientos ocasionales. 


Artículo 7”- Las eventuales sanciones por incumplimiento a las disposiciones de la 
presente ley, serán fijadas por el Poder Ejecutivo a propuesta de la Unidad Nacional 
de Seguridad Vial y en consulta con el Congreso de Intendentes y se regularán 
conforme a lo dispuesto en los artículos 54 a 56 de la Ley N* 18.191 de Tránsito y 
Seguridad Vial en el Territorio Nacional, del 14 de noviembre de 2007, sin perjuicio 
de las responsabilidades civiles y penales. 


Artículo 8*.- La presente ley se reglamentará en un plazo máximo de 180 días. 


Montevideo, 28 de marzo de 2023 


Carmen Sanguinetti 
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«Los señores senadores Oscar Andrade, Mario Berga- ley por el que se introducen modificaciones a la legislación 
ra, Daniel Caggiani, Charles Carrera, Amanda Della Ven- penal relativa a estupefacientes. (Carpeta n.” 924/2023). 


tura, Liliam Kechichian, Sandra Lazo, Silvia Nane, José : , 
Nunes, José Carlos Mahía, Enrique Rubio y Sebastián Sa- A LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN Y LEGIS- 


bini presentan, con exposición de motivos, un proyecto de LACIÓN». 
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(Texto del proyecto de ley presentado). 


PROYECTO DE LEY 


Modificaciones a la legislación penal y procesal penal relativa a estupefacientes 


Artículo 1*.- Sustitúyese el artículo 60 del Decreto-ley N* 14,294, de 31 de octubre de 
1974, en la redacción dada por el artículo 5* de la Ley N” 17.016, de 22 de octubre de 
1998, por el siguiente texto: 


“ARTICULO 60.- Son circunstancias agravantes especiales de los delitos previstos en 
la presente ley: 


1%) Cuando la entrega, la venta, la facilitación o el suministro de las sustancias a que 
refiere la presente ley, se efectuaren a una persona menor de dieciocho años o privada 
de discernimiento o voluntad. 


2%) Cuando la sustancia fuese suministrada o aplicada sin el consentimiento de la 
víctima. 


3%) Cuando el delito se cometiere mediante el ejercicio abusivo, fraudulento o ilegal de 
una profesión sanitaria. 


4%) Cuando el delito se comctiere en las inmediaciones o en el interior de un 
establecimiento de enseñanza o sanitario, de hospitales, cárceles, sedes de asociaciones 
deportivas, culturales o sociales o de un recinto o lugar donde se realicen espectáculos 
o reuniones de carácter público, con el fin de traficar dentro o para quienes ingresan a 
aquellos lugares con idéntico propósito. 


5%) Cuando del hecho resultaren lesiones graves, lesiones gravísimas o la muerte de la 
víctima. 


6%) Cuando se utilice un hogar durante la noche, como lugar de venta, depósito o 
distribución de las sustancias referidas en el artículo 1* de esta ley.” 


Artículo 2”.- Incorpórase al Decreto-ley N* 14,294, de 31 de octubre de 1974, en la 
redacción dada por las leyes N* 16.736, de 5 de enero de 1996, N” 17.016, de 22 de 
octubre de 1998, N* 17,930, de 19 de diciembre de 2005, N* 18.588, de 18 de 
setiembre de 2009, N* 18.719, de 27 de diciembre de 2010, N* 19.007, de 16 de 
noviembre de 2012, N” 19.149, de 24 de octubre de 2013, N*” 19.172, de 20 de 
diciembre de 2013, N” 19.513, de 14 de julio de 2017, N” 19.529, de 24 de agosto de 
2017, N* 19.847, de 20 de diciembre de 2019 y N” 19,889, de 9 de julio de 2020, el 
siguiente artículo: 


“ARTÍCULO 60 BIS. Quedará exento de pena quien ingrese cannabis psicoactivo en 
los términos previstos por el segundo inciso del literal B) del artículo 3”, al interior de 
un establecimiento carcelario u otros donde se encontrare alguna persona privada de su 
libertad ambulatoria, para el consumo personal de ésta. 
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u otras personas privadas de libertad, para su consumo personal.” 


Artículo 3”.- Sustitúyese el artículo 36 del Decreto-ley N* 14.294, de 31 de octubre de 
1974, en la redacción dada por el artículo 74 de la Ley N* 19,889, de 9 de julio de 
2020, por el siguiente texto: 


“ARTÍCULO 36.- Son circunstancias atenuantes especiales de los delitos previstos en 
la presente ley y la pena será disminuida de un tercio a la mitad, siempre que no se 
hubiere empleado violencia o amenazas: 


1%) Cuando la conducta fuere efectuada por quien se encuentre a cargo de un hogar 
monoparental en estado de vulnerabilidad social, para satisfacer las necesidades 
económicas de su núcleo familiar, 


2%) Cuando en un contexto de microtráfico, la conducta fuere efectuada con la 
finalidad ulterior de proveerse el propio consumo.” 


Artículo 4%.- Sustitúyese el literal K) del numeral 2 del artículo 224 de la Ley N* 
19,293, de 19 de diciembre de 2014, en la redacción dada por el artículo 34 de la Ley 
N* 19,889, de 9 de julio de 2020, por el siguiente texto: 


“K) Los delitos previstos en los artículos 31 cuarto inciso, 32 y 33 del Decreto-ley N* 
14,294, en la redacción dada por los artículos 69 y 70 de la Ley N* 19,889, de 9 de 
julio de 2020, respectivamente.” 


Artículo $”.- Sustitúyese el literal B) del tercer inciso del artículo 295 BIS de la Ley 
N” 19,293, de 19 de diciembre de 2014, en la redacción dada por el artículo 31 de la 
Ley N* 19.889, de 9 de julio de 2020, por el siguiente texto: 


“B) Delitos dolosos o ultraintencionales de acuerdo al régimen previsto en el artículo 
18 del Código Penal, en cuanto la misma no supere los dos años de penitenciaria.” 


Artículo 6”.- Sustitúyese el numeral VI del quinto inciso del artículo 295 BIS de la 
Ley N* 19,293, de 19 de diciembre de 2014, en la redacción dada por el artículo 31 de 
la Ley N* 19,889, de 9 de julio de 2020, por el siguiente texto: 


“VI. Delitos previstos por los artículos 31 cuarto inciso, 32 y 33 del Decreto-ley N* 
14.294, de 31 de octubre de 1974, y sus modificativas.” 


Artículo 7”.- Sustitúyesc el articulo 63 BIS del Decreto-ley N* 14.470, de 2 de 
diciembre de 1975, incorporado por el artículo 85 de la Ley N* 19.889, de 9 de julio de 
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2020, por el siguiente texto: 


“Artículo 63 BIS. El régimen de salidas transitorias no será aplicable a los autores de 
los siguientes delitos, mientras no hayan cumplido los dos tercios de la pena impuesta: 
narcotráfico (artículos 31 cuarto inciso, 32 y 33 del Decreto-Ley N* 14,294), violación 
(artículo 272 del Código Penal), abuso sexual (artículo 272 BIS del Código Penal), 
abuso sexual especialmente agravado (artículo 272 TER del Código Penal), homicidio 
simple (artículo 310 del Código Penal), homicidio agravado (artículo 311 del Código 
Penal), homicidio muy especialmente agravado (artículo 312 del Código Penal), 
lesiones graves (artículo 317 del Código Penal), lesiones gravísimas (artículo 318 del 
Código Penal), rapiña (artículo 344 del Código Penal), copamiento (artículo 344 BIS 
del Código Penal), extorsión (artículo 345 del Código Penal), atentado violento al 
pudor (artículo 273 del Código Penal) y secuestro (artículo 346 del Código Penal).” 


Artículo 8”.- Sustitúyese el artículo 13 de la Ley N* 17,897, de 14 de setiembre de 
2005, en la redacción dada por el artículo 86 de la Ley N* 19,889, de 9 de julio de 
2020, por el siguiente texto: 


“Artículo 13. (Redención de pena por trabajo o estudio).- El Juez concederá la 
redención de pena por trabajo a los condenados a pena privativa de libertad. A los 
procesados y condenados se les conmutará un día de reclusión por dos días de trabajo 
sin perjuicio de lo previsto en este artículo para determinados delitos. Para estos 
efectos no se podrán computar más de ocho horas diarias de trabajo. La autoridad 
carcelaria determinará los trabajos que deban organizarse en cada centro penitenciario, 
los que, junto con los trabajos realizados durante las salidas transitorias autorizadas por 
el Juez competente, serán los únicos válidos para redimir pena. 


También procurará los medios necesarios para crear fuentes de trabajo, industriales, 
agropecuarias o artesanales según las circunstancias y las posibilidades presupuestales. 


Para los efectos de la evaluación del trabajo en cada centro de reclusión habrá una 
Junta Asesora formada por personal designado por la autoridad carcelaria. 


El Juez concederá la redención de pena por estudio a los condenados a pena privativa 
de libertad, A los procesados y condenados se les abonará un día de reclusión por dos 
días de estudio sin perjuicio de lo previsto en este artículo para determinados delitos. 


Se computará como un día de estudio la dedicación a dicha actividad durante seis 
horas semanales, así sea en días diferentes. Para esos efectos, no se podrán computar 
más de seis horas diarias de estudio. 


Las disposiciones de este artículo también serán aplicables a las personas que se 
encuentren en régimen de salidas transitorias. 


Para el caso de los siguientes delitos: artículo 60 del Decreto-Ley N* 14.294, de 31 de 
octubre de 1974 y sus modificativas (estupefacientes), rapiña (artículo 344 del Código 
Penal), privación de libertad (artículo 281 del Código Penal), lesiones graves y 
gravísimas (artículos 317 y 318 del Código Penal), extorsión (articulo 345 del Código 
Penal) y homicidio intencional (artículo 310 del Código Penal), la exigencia de trabajo 
o estudio para redimir pena se les conmutará a razón de un día de reclusión por tres 
días de trabajo y de un día de reclusión por tres días de estudio. 


Quedan excluidos del presente régimen de redención de pena por trabajo o estudio, los 
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condenados por los delitos previstos en los artículos 32 y 33 del Decreto-Ley N* 
14,294, de 31 de octubre de 1974 y sus modificativas (estupefacientes), el delito de 
violación (artículo 272 del Código Penal), de abuso sexual y de abuso sexual 
especialmente agravado (artículos 272 BIS y 272 TER del Código Penal), de 
homicidio especialmente agravado y muy especialmente agravado (artículos 311 y 312 
del Código Penal), de copamiento (artículo 344 BIS del Código Penal) y de secuestro 
(artículo 346 del Código Penal).” 


Oscar Andrade, Mario Bergara, Daniel Caggiani, Charles Carrera, Amanda Della 
Ventura, Liliam Kechichian, Sandra Lazo, Silvia Nane, José Nunes, José Carlos Mahía, 
Enrique Rubio y Sebastián Sabini. Senadores 
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


Refiere este proyecto de ley, a la situación que actualmente atraviesan personas 
pertenecientes a los estratos más vulnerables de nuestra sociedad, privadas de libertad 
por la comisión de delitos de drogas leves, particularmente, mujeres con familiares a 
cargo. 

Sobre el tema, el Informe 2020 del Comisionado Parlamentario para el Sistema 
Carcelario, expresa lo siguiente: 


“Según los datos del informe presentado en noviembre de 2020 por WOLA (The 
Washington Office on Latin America), el encarcelamiento de mujeres en América 
Latina se ha incrementado dramáticamente en el curso de las últimas dos décadas. Este 
aumento está creciendo en forma sostenida pero además en forma mucho más rápida 
que el número de hombres en igual situación. En Uruguay, la población de mujeres 
privadas de libertad está en el entorno de las 900 personas. La principal causa para 
explicar esta tendencia, que es compartida por la mayoría de los países de América 
Latina, incluyendo a Uruguay, apunta al incremento del número de delitos 
relacionados con drogas cometidos por mujeres como estrategia de supervivencia, 
muchas veces en formas de micro narcomenudeo y con situaciones sociales 
apremiantes como contexto. En los últimos tiempos se han adoptado leyes que han 
expandido los tipos penales, captando en la figura penal más conductas y agregando 
mayores penas y quitando beneficios o posibilidades excarcelatorias o de medidas 
alternativas por la sola vinculación del delito a la droga, aunque el mismo fuera en una 
modalidad de muy baja intensidad o peligrosidad. Este mayor punitivismo, que 
sobrecarga la función del sistema penal como herramienta de guerra contra las drogas 
perdiendo por momentos de vista otras herramientas sociocomunitarias posibles, 
implica la captación penal de más mujeres, al ser los vinculados a las drogas los de 
mayor incidencia en la población femenina. Estos números deben evaluarse, no en 
cifras totales sino en cifras porcentuales, es decir que proporcionalmente, el porcentaje 
de mujeres encarceladas por estos delitos es mayor que el de varones. Paradojalmente, 
esto no ha incidido en un daño severo a las cadenas de tráfico de estupefacientes ya 
que las mujeres habitualmente ocupan los eslabones más bajos por lo que son 
fácilmente sustituidas por otras mujeres sin alterar en mayor medida el negocio. 
Mientras tanto, como daños colaterales, la afectación de las muy vulnerables familias y 
núcleos de crianza de muchas de esas mujeres, se profundiza. " 


Esta situación se da en un contexto de superpoblación carcelaria desbordada, que ha 
llevado a que nuestro país sea el que en América del Sur tenga más personas privadas de 
libertad por habitante (véase  https://www.gub uy/fiscalia-general-nacion/datos-y: 


7 Icatid-Q 


Se ha llegado así a una cifra de más de 13,400 personas recluidas en establecimientos 
carcelarios, lo que ha implicado que se haya rebasado el límite de lo que 
internacionalmente se considera “hacinamiento crítico”, con una densidad poblacional 
en promedio de tales establecimientos, del 134%. 
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Paralelamente y conforme el endurecimiento punitivo que han experimentado en los 
últimos años, los delitos de drogas constituyen la segunda causa de prisionización de los 
varones después del delito de hurto, y la primera causa de prisionización en las 
mujeres (véase https: //veww.poderjudicial.gub.uy/penal.htm!) . 


La legislación de la última década en relación con estos delitos, no ha diferenciado 
sustantivamente en cuanto a los guarismos punitivos mínimos, lo que son agresiones 
leves al bien jurídico Salud Pública (como el narcomenudeo o el microtráfico de 
supervivencia), de los delitos más graves, constitutivos de tráfico a nivel de crimen 
organizado. 


Se hace necesaria entonces una modificación legislativa, que permita que la comisión de 
delitos leves en materia de estupefacientes, tenga un tratamiento acorde con dicha 
menor gravedad desde el punto de vista del gravamen punitivo, a efectos de dotar de 
mayor racionalidad a la dosimetría de las penas para estos delitos. 


Ello posibilitará la adopción de medidas diversas de la privación de libertad, la que 
necesariamente debe reservarse para las conductas más graves, contribuyendo con ello a 
la descompresión de la clevadísima población carcelaria en nuestro país. 


Dichas modificaciones legislativas deben abarcar supuestos penales, asi como normas 
procesal penales y de ejecución de las penas, cono se explicará a continuación. 


El artículo 1? del proyecto viene a dar nueva redacción a las circunstancias agravantes 
especiales de los delitos de drogas, introducidas por la Ley N* 17.016, de 22.10.1998, 
como artículo 60 del Decreto-ley N* 14,294, de 31.10.1974. Desde ese momento, fue 
opinión pacifica cn la Academia y los Tribunales, que este artículo había derogado 
tácitamente al art. 36 del Decreto-ley N” 14,294, disposición que originariamente 
establecía las agravantes de los delitos de drogas. 


Sin embargo, el art. 74 de la Ley N* 19.889, de 09.07.2020, daría nueva redacción al 
antiguo art. 36 del Decreto-ley N” 14,294, que -como se vio- había dejado de aplicarse 
hacía décadas, con lo cual se generó una situación de grave confusión para los 
operadores jurídicos. Véase que inclusive, la redacción actual del mentado ant. 36, 
refiere a la obtención de la mayoría de edad a los vcintiun años, guarismo que fuera 
modificado por la legislación civil también hace décadas. 


Para superar incongruencias y el exceso punitivo de establecer el mínimo de pena para 
estos delitos agravados en cuatro años de penitenciaría (cifra que duplica el mínimo de 
pena prevista para el homicidio intencional) y permitir que los operadores judiciales 
puedan distinguir la mayor o menor gravedad de cada situación, se propone a través del 
artículo 1? del proyecto retornar a la sistemática del artículo 60, que no establece penas 
tasadas, sino que, rigiéndose por los principios generales, permite determinar la 
gravedad de la conducta dentro de los márgenes punitivos previstos para el delito de que 
se trate, ponderando la concurrencia de circunstancias atenuantes y agravantes, según el 
caso. 


Se mantiene en la nueva redacción propuesta para el art. 60, la nueva circunstancia 
agravante especial incorporada a los delitos de drogas por la Ley N* 19.889 (num. 6"), 
pero permitiendo una razonable ponderación de la gravedad de la conducta, al suprimir 
el guarismo mínimo excesivo que se estableciera a través de la última redacción del art. 
36, para todas las circunstancias agravantes especiales de estos delitos, 


El artículo 2? proyectado incorpora un nuevo artículo 60 BIS al Decreto-ley N* 14.294 y 
modificativas, por el cual, en su primer inciso, se prevé una causa de impunidad para 
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quien ingrese cannabis psicoactivo a un establecimiento penitenciario o similares, 
siempre que fuere con destino al consumo personal del recluso. Ello se ha coordinado 
con la redacción dada al numeral 5? del artículo 60 proyectado, donde continúa siendo 
circunstancia agravante especial de estos delitos el ingreso de drogas ilegales a estos 
establecimientos y otros, con el propósito de traficar con tales sustancias, Es lógico y 
necesario diferenciar claramente ambas situaciones. 


El segundo inciso del artículo 2? proyectado, encomienda al IRCCA la reglamentación 
del acceso de cannabis psicoactivo a la población carcelaria, exclusivamente para su 
consumo personal, en concordancia con el régimen de regulación y control de esta 
sustancia, establecido con carácter general por la Ley N* 19.172, de 20.12.2013. 


El artículo 3% proyectado se funda en la necesidad ya constatada de establecer 
circunstancias atenuantes especiales para los delitos de drogas, a efectos de revertir los 
gravísimos guarismos punitivos que se aplican actualmente a las hipótesis de 
narcomenudeo -que impacta particularmente en las mujeres más vulnerables- así como 
el llamado microtráfico de supervivencia, Con ello se atiende al reclamo del 
Comisionado Parlamentario para el Sistema Carcelario, que destacara las gravísimas 
consecuencias punitivas que pueden tener en la redacción actual de la norma estas 
conductas, aún cuando sean llevadas a cabo como estrategia de supervivencia o en 
situaciones familiares de contexto crítico, lo que determina la necesidad de disminuir el 
reproche penal en estos casos. 


Los artículos 4%, 5* y 6% proyectados, modifican diferentes disposiciones del Código del 
Proceso Penal vigente. El artículo 4% proyectado, atiende a las hipótesis de prisión 
preventiva preceptiva que dispone el CPP en su art, 224,2, acotando en materia de 
delitos de drogas la aplicación de esta medida excepcional para los supuestos de 
narcotráfico y criminalidad organizada. 


Los artículos 5 y 6” proyectados, permitirán que quienes hayan cometido hipótesis 
menos graves de los delitos de drogas, puedan acceder al régimen de libertad a prueba, 
consagrado por el artículo 295 BIS del CPP, Se ha optado por redactar estas dos 
modificaciones al artículo 295 BIS del CPP por separado, a efectos de lograr una mayor 
claridad en la redacción, sin perjuicio de que eventualmente puedan fusionarse en un 
artículo proyectado único. 


El artículo 7? proyectado busca que el régimen más restrictivo para las salidas 
transitorias, disciplinado por el artículo 63 BIS del Decreto-ley N* 14,470 y 
modificativas, se reserve para los delitos de drogas graves (narcotráfico y crimen 
organizado), de manera tal que puedan acceder a las salidas transitorias por el régimen 
general, quienes hubieren cometido delitos de drogas no graves. 


Finalmente, el artículo $* proyectado, modifica la redacción actual del artículo 13 de la 
Ley N* 17.897 y modificativas, reguladora del instituto de redención de pena por trabajo 
y estudio, incluyendo en sus restricciones en materia de delitos de drogas solamente sus 
hipótesis más graves, en el entendido de que la restricción o exclusión de una medida 
que promueve la reinserción social en el marco de lo dispuesto por el artículo 26 de la 
Carta, solamente puede encontrar fundamento tratándose de delitos particularmente 
graves. 


Oscar Andrade, Mario Bergara, Daniel Caggiani, Charles Carrera, Amanda Della 
Ventura, Liliam Kechichian, Sandra Lazo, Silvia Nane, José Nunes, José Carlos Mahía, 
Enrique Rubio y Sebastián Sabini. Senadores 
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6) EXPOSICIONES ESCRITAS 


SEÑORA PRESIDENTA.- Corresponde poner a vota- 
ción la remisión de la exposición escrita presentada por la 
señora senadora Rodríguez, relacionada con el Día Inter- 
nacional contra la Discriminación Racial, de la que se dio 
cuenta en los asuntos entrados. 


Se va a votar si se envía a Presidencia de la República 
y, por su intermedio, a la Secretaría de Derechos Huma- 
nos; al Instituto Nacional de Derechos Humanos y Defen- 
soría del Pueblo; al Ministerio de Relaciones Exteriores y, 
por su intermedio, a la Comisión Étnico Racial; al Minis- 
terio de Educación y Cultura y, por su intermedio, a la Co- 
misión contra el Racismo, la Xenofobia y toda otra forma 
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de Discriminación; al Ministerio de Desarrollo Social y, 
por su intermedio, a Inmujeres y a la División de Políticas 
Públicas para Afrodescendientes; al Ministerio de Salud 
Pública y, por su intermedio, a ASSE; al Ministerio de Vi- 
vienda y Ordenamiento Territorial; al Ministerio de De- 
fensa Nacional; al Ministerio de Economía y Finanzas; al 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca; al Ministe- 
rio de Ambiente; a ONU Mujeres; a todas las intendencias, 
a todas las juntas departamentales y a todos los medios de 
prensa del Uruguay. 


(Se vota). 


—14 en 14. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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(Texto de la exposición escrita). 


Montevideo, 21 de marzo de 2023. 


Señora Presidenta de la 
Cámara de Senadores 
Esc. Beatriz Argimón 


De mi mayor consideración: 


De acuerdo con lo dispuesto por el Artículo 181 del Reglamento de la Cámara 
de Senadores, solicito que se remita la siguiente exposición escrita a: 


Presidencia de la República y su por intermedio a la Secretaría de Derechos 
Humanos, Instituto Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo, 
Ministerio de Relaciones Exteriores y por su intermedio a la comisión Étnico 
Racial, Ministerio de Educación y Cultura y por su intermedio a la Comisión 
Contra El Racismo, la Xenofobia Y Toda Otra Forma De Discriminación, 
Ministerio de Desarrollo Social y por su intermedio a Inmujeres y la División de 
Políticas Públicas para Afrodescendientes, Salud Pública y por su intermedio 
ASSE, Ministerio de Vivienda y Ordenamiento Territorial, Ministerio de Defensa, 
Ministerio de Economía y Finanzas, Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca, Ministerio de Ambiente, a ONU Mujeres, a todas las Intendencias, a 
todas las Juntas Departamentales, y a todos los medios de prensa de Uruguay. 


Exposición Escrita 
Dia Internacional contra la Discriminación Racial 


Siempre debemos recordar la Declaración Universal de Derechos Humanos, 
cuyo 75 aniversario conmemoramos este año, la cual dispone en su artículo 1: 
“todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos”. 


Este principio quedó subrayado en la Convención Internacional Sobre La 
Eliminación De Todas Las Formas De Discriminación Racial: “toda doctrina de 
superioridad basada en la diferenciación racial es científicamente falsa, 
moralmente condenable y socialmente injusta y peligrosa, y.... nada en la teoría 
o en la práctica permite justificar, en ninguna parte, la discriminación racial”, 


Es un texto fundamental que nos ha guiado a los seres humanos, en la 
construcción de sociedades sin violencia, dejando atrás los paradigmas que 
pregonaban el desprecio y la existencia de razas inferiores. 
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El racismo desgarra el tejido social, no solo las victimas del racismo son 
perjudicadas, sino también la sociedad en su conjunto. 


Las victimas de racismo pueden ver vulneradas sus derechos, tales como una 
mejor vida, salud, empleo, educación y desarrollo personal, solo por prejuicio de 
quienes carecen de educación, cultura y las juzgan por su color de piel, por su 
aspecto y vestimenta, o la lengua que hablan. 


Debemos descontaminar a nuestra democracia de este fenómeno cotidiano que 
impide el progreso como país. El racismo es una expresión que lastima la 
dignidad de las personas. Uruguay ha ratificado e incorporado a su orden jurídico 
instrumentos internacionales básicos de derecho internacional que promueven | 
a lucha contra el racismo. En este sentido, la declaración y el programa de acción 
de Durban son el resultado de estudios y debates presentados antes y durante 
la tercera conferencia mundial contra el racismo, la discriminación racial, la 
xenofobia y las formas conexas de intolerancia, llevada a cabo en la ciudad de 
Durban, Sudáfrica entre el 31 de agosto y el 8 de setiembre de 2001, El 26 de 
octubre de 1966 la Asamblea General de las Naciones Unidas declaró al 21 de 
marzo como Dia Internacional de la Discriminación Racial con la finalidad de 
promover la tolerancia, la inclusión, la unidad y el respeto por la diversidad racial 
y combatir la discriminación. 


El racismo ha sido y sigue siendo una de las formas más atroces de 
discriminación y violación a los derechos humanos. No sobra recordar que 
históricamente las mujeres pertenecientes a grupos afrodescendientes o de 
comunidades indígenas han sufrido desigualdad por género y por el color de su 
piel, de ahí la relevancia de este día para la aspiración de la igualdad sustantiva 
entre mujeres y hombres. En 2020 y a nuestra iniciativa se crea por ley 19.924 
Art 510 la División de Promoción de Políticas Publicas para afrodescendientes 
en la órbita del MIDES, con el cometido de solventar las políticas y acciones 
afirmativas dirigidas al colectivo afrodescendiente en Uruguay para el desarrollo 
y la mejora de la calidad de vida. 

El compromiso del Estado en los tres poderes no se limita a un día al año: es un 
compromiso para los 365 días. Queremos ser parte de la solución a los 
problemas cotidianos del racismo y xenofobia contra toda la expresión detectada 
de los mismos; y queremos construir un Uruguay que sea tierra de acogida y de 
convivencia. Un compromiso que se debe renovar cada día en la lucha contra 
los diversos racismos institucionales, cotidianos y estructurales. 


Gloria Rodríguez Santo 


Senadora de la República 


117-C.S. 


118-C.S. CÁMARA DE SENADORES 11 de abril de 2023 


SEÑORA PRESIDENTA.- Corresponde poner a vota- Se va a votar si se envía al Ministerio del Interior. 
ción la remisión de la exposición escrita presentada por el 
señor senador Camy, relacionada con los destacamentos (Se vota). 


policiales del departamento de Durazno, de la que se dio 
cuenta en los asuntos entrados. —14 en 14. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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(Texto de la exposición escrita). 


Montevideo, 27 de marzo de 2023 


Sra. Presidenta de la Cámara de Senadores 
Esc. Beatriz Argimón 
Presente.- 


De mi mayor consideración: 


Al amparo del artículo 181 del Reglamento de la Cámara de Senadores, 
solicito se curse la siguiente Exposición: 


Queremos dar traslado desde la Cámara de Senadores, a las autoridades del Ministerio del 
Interior, de la situación de la que se ha hecho saber por parte de vecinos del interior del 
departamento de Durazno. 


Se trata de tres situaciones referidas a la seguridad pública en el medio rural. Corresponde 
señalar que en éste sentido ha sido notoria y reconocida la mejoría lograda desde que 
asumió el actual Gobierno, a partir de determinarse, apenas asumido en el cargo el ex. 
Ministro Dr. Jorge Larrañaga-, la creación de la Dirección Nacional de Seguridad Rural con 
sede en el interior del país, en el departamento de Florida, y la apertura y reapertura de 
más de 100 destacamentos, sub-comisarias y dependencias policiales en las zonas más 
desprotegidas. 


En éste sentido, queremos solicitar al Ministerio del Interior, se proceda a dotar del servicio 
a los destacamentos policiales del departamento de Durazno ubicados en la 8va. Sección, 
a 15 km. aproximadamente de la localidad de Cerro Chato, en Capilla Farruco en la 6ta. 
Sección, "ambos reabiertos en el actual gobierno, y considerar la apertura del destacamento 
en paraje “Chileno” en la sub-sexta sección.- 


Sin otro particular, saluda a usted con mi mayor consideración, 


Carlos Camy 
Senador de la República 
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7)  INASISTENCIAS ANTERIORES 


SEÑORA PRESIDENTA.- Dando cumplimiento a lo 
que establece el artículo 49 del Reglamento de la Cámara 
de Senadores, dese cuenta de las inasistencias a las ante- 
riores convocatorias. 


(Se da de las siguientes). 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
En la sesión extraordinaria del 21 de marzo no se registra- 
ron inasistencias. 


A la sesión de la Comisión Especial de Seguridad Pú- 
blica y Convivencia del 28 de marzo faltaron con aviso los 
señores senadores Carrera, Peña y Penadés. 


A la sesión de la Comisión Especial para la Modifica- 
ción de la Ley n.? 16060 del 22 de marzo faltaron con aviso 
los señores senadores Batlle, Bianchi, Carrera, Domenech 
y Nane. A la sesión del 29 de marzo faltaron con aviso las 
señoras senadoras Bianchi y Nane. 


A la sesión de la Comisión de Educación y Cultura del 
27 de marzo faltaron con aviso los señores senadores Cas- 
taingdebat y Nane. A la sesión del 10 de abril faltó con 
aviso la señora senadora Kechichian. 


A la sesión de la Comisión de Hacienda del 30 de mar- 
zo faltaron con aviso los señores senadores Bergara y Bo- 
tana. 


A la sesión de la Comisión Investigadora sobre Presun- 
tas Irregularidades Ocurridas en la Dirección General de 
Secretaría del Ministerio del Interior entre los años 2010 a 
2017 del 27 de marzo faltaron con aviso los señores sena- 
dores Castaingdebat y Peña. 


8) SOLICITUDES DE LICENCIA E 
INTEGRACIÓN DEL CUERPO 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase una solicitud de li- 
cencia. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
«Montevideo, 10 de abril de 2023 


Señora presidenta de la Cámara de Senadores 
Beatriz Argimón 


De mi mayor consideración: 
A través de la presente solicito al Cuerpo me conceda 


licencia, por motivos personales, por el día 11 de abril del 
corriente año. 
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Sin otro particular, la saludo muy atentamente. 
Enrique Rubio. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 
—14 en 15. Afirmativa. 


Se comunica que la señora Adriana Barros ha presen- 
tado nota de desistimiento informando que por esta vez 
no acepta la convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que 
queda convocado el señor Eduardo Brenta, quien ya ha 
prestado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
«Montevideo, 10 de abril de 2023 


Señora presidenta de la Cámara de Senadores 
Beatriz Argimón 


De mi mayor consideración: 

A través de la presente solicito al Cuerpo me conceda 
licencia, al amparo del artículo 1.? de la Ley n.* 17827, de 
14 de setiembre de 2004, por motivos personales, desde el 
11 hasta el 12 de abril inclusive. 

Sin otro particular, la saludo muy atentamente. 


Carlos Camy. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTA.-- Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 
—14 en 16. Afirmativa. 


Se comunica que el señor Dardo Sánchez ha presen- 
tado nota de desistimiento informando que por esta vez 
no acepta la convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que 
queda convocada la señora María Dolores Álvarez, quien 
ya ha prestado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
«Montevideo, 29 de marzo de 2023 
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Señora presidenta de la Cámara de Senadores 
Beatriz Argimón 
De mi mayor consideración: 


A través de la presente solicito al Cuerpo me conceda 
licencia al amparo del artículo 1.* de la Ley n.* 17827, de 14 
de setiembre de 2004, por motivos personales, por el día 
11 de abril del corriente año. 


Sin otro particular, la saludo muy atentamente. 
Alejandro Sánchez. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 
—17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se comunica que los señores Eneida de León, Yaman- 
dú Orsi, Marcos Otheguy y Lucía Echeverry han presen- 
tado nota de desistimiento informando que por esta vez no 
aceptan la convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que 
queda convocada la señora Graciela Barrera, quien ya ha 
prestado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
«Montevideo, 10 de abril de 2023 


Señora presidenta de la Cámara de Senadores 
Beatriz Argimón 


De mi mayor consideración: 

A través de la presente solicito al Cuerpo me conceda 
licencia al amparo del artículo 1.* de la Ley n.* 17827, de 14 
de setiembre de 2004, por motivos personales, para el día 
jueves 13 de abril a partir de las 17:00. 

Sin otro particular, saludo a la señora presidenta. 


Charles Carrera. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 
—18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se comunica que los señores Daniel Garín, Graciela 
García, Teresa de los Santos, Eneida de León, Yamandú 
Orsi, Marcos Otheguy y Lucía Echeverry han presenta- 
do nota de desistimiento informando que por esta vez no 
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aceptan la convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que 
queda convocada la señora Graciela Barrera, quien ya ha 
prestado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
«Montevideo, 11 de abril de 2023 


Señora presidenta de la Cámara de Senadores 
Beatriz Argimón 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente solicito al Cuerpo me conceda 
licencia por motivos personales por los días 11 y 12 de 
abril de 2023, al amparo del artículo 1.* de la Ley n.* 17827, 
de 14 de setiembre de 2004. 


Sin otro particular, la saludo muy atentamente. 
Juan Sartori. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 
—17 en 19. Afirmativa. 


Se comunica que el señor Alem García ha presenta- 
do nota de desistimiento informando que por esta vez no 
acepta la convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que 
queda convocada la señora Rosina Piñeyro, quien ya ha 
prestado la promesa de estilo. 


9) AMPLIACIÓN DE LA RUTA 102 
Y SU IMPACTO EN ÁREAS CON 
RELEVANCIA AMBIENTAL 


SEÑORA PRESIDENTA.- El Senado ingresa a la me- 
dia hora previa. 


Tiene la palabra el señor senador Nunes. 


SEÑOR NUNES.- Señora presidenta: los ríos y los la- 
gos son los ecosistemas más degradados del mundo. Se 
estima que en los últimos cincuenta años se han perdido 
un tercio de los humedales y el 83 % de la población de 
peces de agua dulce. Nuestro país no es ajeno a estos pro- 
blemas, por lo que es necesario tener una actitud a la vez 
proactiva y vigilante. En función de eso quiero manifestar 
mi preocupación —que no es solo mía porque se han alzado 
múltiples voces en ese sentido— con relación al llamado 
público cuyo objeto es el diseño, construcción, rehabilita- 
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ción, mantenimiento y financiamiento de la continuación 
de la ruta 102 —anillo perimetral- entre las rutas 5 y 1. 


El referido llamado plantea un trazado para la conti- 
nuación de la ruta que, por su impacto en los humedales 
del río Santa Lucía y su entorno, por su interferencia en 
la vinculación entre las ciudades de Santiago Vázquez 
y Montevideo, y por su intervención en la zona rural de 
Montevideo, ha tenido múltiples y calificados cuestiona- 
mientos. 


A continuación, voy a referirme a cuatro notas que se 
han conocido públicamente. 


La primera data del 6 de febrero de 2023, dirigida al 
ministro de Ambiente y firmada por destacados profesio- 
nales y docentes universitarios que dicen que el proyecto 
afectaría negativamente una zona ecológica clave del cin- 
turón verde del área metropolitana de Montevideo que ha 
sufrido afectaciones históricas recientes; a su vez señala 
que se verían afectadas actividades productivas de la zona 
y la calidad de vida de sus habitantes. 


La segunda nota es del 8 de febrero y fue remitida por 
la señora intendenta de Montevideo al señor ministro de 
Transporte y Obras Públicas. En ella se solicita suspender 
la licitación y se recuerda que está pendiente la instan- 
cia formal de coordinación institucional y también que 
en noviembre de 2022 fue remitida una nota donde ya se 
señalaba que el trazado propuesto atravesaba áreas con re- 
levancia ambiental que Montevideo considera de especial 
cuidado. 


La tercera nota es del 25 de febrero, proviene de la 
Red Intersocial Oeste de Montevideo y está dirigida al 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas, al Ministerio 
de Ambiente y a la Intendencia de Montevideo. En ella 
exponen sus motivos para solicitar que no se concrete el 
trazado de ampliación de la ruta 102, desde su intersección 
actual con la ruta 5 hasta la ruta 1, en las inmediaciones 
del pueblo Santiago Vázquez y atravesando zonas protegi- 
das por el Sistema Nacional de Áreas Protegidas. 


La cuarta nota es del 25 de marzo. Proviene del Ple- 
nario Interjuntas del Área Metropolitana —integrado por 
las juntas departamentales de Montevideo, Canelones, 
San José y Florida—, que emitió un comunicado público 
en el cual expresa su profunda preocupación por el nuevo 
trazado de la ruta 102 que se plantea desde el Gobierno 
nacional. 


Un hecho que contrasta con estas preocupaciones es la 
ficha ambiental elaborada por el Ministerio de Ambiente, 
en la cual se sugiere calificar al proyecto con la categoría 
B que establece la Ley de Evaluación del Impacto Am- 
biental. ¿Qué implica la categoría B? Implica que el estu- 
dio de impacto ambiental debe ser solo sectorial y no un 
estudio completo, así como también que no será obligato- 
rio realizar una audiencia pública para presentar y discutir 
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el proyecto con los vecinos. Evidentemente, esta categori- 
zación es muy conveniente a los efectos de que la obra se 
realice rápidamente, pero nos pone en peligro y no nos da 
garantías de que no se cometan errores irreparables o que 
implicarían una reparación sumamente costosa. 


Otro hecho que llama la atención con relación a este 
llamado es que, si bien no se ha cumplido lo establecido 
por el artículo 77 de la Ley de Ordenamiento Territorial 
y Desarrollo Sostenible, ya se ha decretado por parte del 
Poder Ejecutivo la expropiación de los predios; Decreto 
n? 1149, del 26 de enero del 2023. 


El motivo de la intervención es plantear la necesidad de 
encontrar una solución al trazado de interconexión entre 
las rutas 102, 5 y 1 que sea compatible con la preservación 
del ambiente, la zona rural y la integración de las distin- 
tas áreas urbanas; también que integre los puntos de vista 
de las distintas autoridades nacionales y departamentales, 
como dispone la ley, y que contemple a las autoridades 
municipales, a los vecinos y vecinas de la zona. 


(Suena el timbre indicador de tiempo). 
—Termino, señora presidenta. 


Distintos partidos políticos hemos reivindicado nues- 
tra adhesión y defensa de los conceptos de descentraliza- 
ción y autogobierno. Consideramos necesario que esa ad- 
hesión y defensa se materialice a la hora de llevar adelante 
las políticas públicas. 


Solicito que la versión taquigráfica de estas palabras se 
haga llegar al Ministerio de Transporte y Obras Públicas; 
al Ministerio de Ambiente; a la Intendencia de Montevi- 
deo; al Concejo del Municipio A de Montevideo; a las Jun- 
tas Departamentales de Montevideo, San José, Canelones 
y Florida; a la Defensoría de Vecinos y Vecinas de Monte- 
video; a la Red Intersocial Oeste de Montevideo; al Frente 
Amplio y al Partido Socialista. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar el trámite so- 
licitado por el señor senador. 


(Se vota). 
20 en 22. Afirmativa. 
10) REPRESA HIDROELÉCTRICA 
DE RINCÓN DEL BONETE 


SEÑORA PRESIDENTA.- Continuando con la media 
hora previa, tiene la palabra el señor senador Bergara. 


SEÑOR BERGARA.- Señora presidenta: quiero apro- 
vechar esta intervención para saldar una deuda pendiente. 
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Normalmente, cuando hablamos de los años oscuros vi- 
vidos por la nación nos estamos refiriendo a los deveni- 
dos por el último quiebre institucional, del cual se están 
cumpliendo cincuenta años, pero, claro está, no han sido 
los únicos. 


El 31 de marzo pasado se cumplieron también noven- 
ta años del golpe de Estado promovido por Gabriel Te- 
rra. Ese hecho dejó, además, presos políticos de todos los 
partidos y profundas secuelas en las distintas corrientes 
políticas del país. 


Buena cosa es que cuando se cumplan fechas como es- 
tas todos los partidos políticos nos hermanemos en gestos 
que reafirmen el compromiso en la defensa de la demo- 
cracia, situándonos por encima de nuestras diferencias 
políticas. 


Entiendo que las señales de reafirmación democráti- 
ca no solo se dan a través del destaque de las conquistas 
pasadas, sino también reparando aquellas acciones que 
pretenden enturbiar la memoria colectiva, aquellas que 
mancillan la sensibilidad de los hechos maquillando las 
responsabilidades de quienes deshonraron nuestras mejo- 
res tradiciones institucionales. 


Siguiendo este mismo espíritu, en el 2019 llegó a este 
pleno, desde la Comisión de Industria, Energía, Comer- 
cio, Turismo y Servicios, un proyecto de ley que proponía 
volver a su denominación original de Rincón del Bonete 
a la represa hidroeléctrica que, en ese entonces, se deno- 
minaba doctor Gabriel Terra. Ese nombre había sido dado 
por decreto de Juan María Bordaberry en 1973, a un mes 
de la disolución del Parlamento. En 2019 ese proyecto fue 
aprobado en ambas cámaras con el apoyo de todos los par- 
tidos. Ya en aquel momento, en la presentación del tema 
en este Cuerpo, se sostuvo que devolver su nombre ori- 
ginal a la represa con el acuerdo de todos era un primer 
acto de reparación; el siguiente paso nos debe conducir 
a una denominación que enuncie, en un nombre, todo lo 
contrario de lo que Terra consumó. A iniciativa de nuestra 
edila Patricia Sosa en la Junta Departamental de Monte- 
video, no se nos ocurre mejor nombre que el de Baltasar 
Brum. Desde sus primeras responsabilidades políticas en 
Salto, a temprana edad, Brum fue ejemplo de energía y 
de compromiso como servidor público; su talento político 
y su probada lealtad republicana fueron de tal brillo que, 
habiendo apenas alcanzado la edad mínima de treinta años 
requerida por la Constitución, fue convocado como minis- 
tro de Instrucción Pública por el mismísimo José Batlle y 
Ordóñez. 


En 1919 alcanzó la presidencia de la república con tan 
solo treinta y cinco años. En dicha responsabilidad hizo 
gala de su apego a la institucionalidad de la misma ma- 
nera que lo hiciera cuando fue canciller o presidente del 
Consejo Nacional de Administración, cargo en el que lo 
sorprendería el golpe de Estado de Gabriel Terra. Para un 
hombre como él, entregar su sangre en un acto de abnega- 
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ción total fue su forma de exhibir la máxima resistencia 
que su espíritu democrático podía oponer al oprobio del 
despotismo, un símbolo de que la vida sin libertad pierde 
sentido. La república se construye sobre la memoria his- 
tórica de sus hitos más sentidos. El recuerdo imborrable 
de este mártir de la democracia fortalece la identidad de 
nuestros compromisos. 


Por estas razones pretendemos que a la brevedad y con 
el concurso, ojalá, de todos los partidos políticos se cul- 
mine aquel inicio de reparación y se nombre a la represa 
hidroeléctrica Rincón del Bonete como represa hidroeléc- 
trica Baltasar Brum para la definitiva satisfacción de nues- 
tra mejor historia. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras se 
envíe al Poder Ejecutivo, a todos los partidos políticos y a 
la familia de Baltasar Brum. 


Gracias, señora presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTA.-- Se va a votar el trámite so- 
licitado por el señor senador. 


(Se vota). 


—21 en 23. Afirmativa. 


11) DESPIDO DE TRABAJADORES 
DEL SUPERGÁS 


SEÑORA PRESIDENTA.-- Continuando con la media 
hora previa, tiene la palabra el señor senador Andrade. 


SEÑOR ANDRADE. Señora presidenta: el viernes 
previo a turismo, cerca de cincuenta trabajadores del su- 
pergás fueron despedidos de manera feroz, con tres crite- 
rios diferentes que aplicó la empresa. El primero fue pasar 
por encima de todo proceso de negociación colectiva y de 
diálogo social para aplicar la reestructura; el segundo con- 
sistió en incorporar en el despido a los tres trabajadores en 
situación de discapacidad, personas sordas que, después 
de un largo proceso de negociación, fueron incorporados 
al trabajo, en algunos casos hace más de diez años, y el 
tercer criterio de la reestructura fue modificar con an- 
terioridad el turno de la tarde para ubicar en él a todos 
los trabajadores que tenían lesiones profesionales. Puedo 
nombrar a Cristian, con trece años de antigiedad en la 
empresa y una lesión en el hombro izquierdo; a Martín, 
con doce años de antigiiedad en la empresa y una hernia 
de disco por sobresfuerzo; a Pablo, con diez años de anti- 
gúedad y con epicondilitis crónica en el miembro derecho, 
lesión de hombro, colocación de tornillo y cortado de ten- 
dones; a Sebastián, con dieciocho años de antigúedad en 
la empresa, quien tiene una lesión lumbar con limitación; 
a Wilson, con veintisiete años de antigúedad en la empre- 
sa, con tres hernias de disco y a la espera de una prótesis 
de codo; a Jimmy, con catorce años en la empresa y con 
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rotura masiva de tendones; a Carlos, con trece años de an- 
tigúedad en la empresa, quien tiene cinco hernias de disco 
y lesión permanente del hombro; a Andrés Curbelo, con 
diecinueve años de antigiedad en la empresa, con lesión 
lumbar con limitaciones. Y podría seguir. 


El primer criterio —como ya dije— es pulverizar la po- 
sibilidad de negociación colectiva; el segundo, incorpo- 
rar en el despido a todos los trabajadores en situación de 
discapacidad; el tercero, incluir a todos los trabajadores 
con lesiones y, agrego, el cuarto, a todos los afiliados al 
sindicato. El secretario general del gremio, responsable de 
salud y seguridad de ambas empresas, está incorporado en 
el despido. El quinto componente es violentar un compro- 
miso público que asumió el presidente de Ancap cuando 
se inició el proceso de subasta del gas, en cuanto a que 
en ningún caso esto iba a implicar pérdida de puestos de 
trabajo. 


La reestructura aplicada por la empresa —y que no pudo 
fundamentar en instancias ante el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social—, en términos económicos, pulveriza la 
mitad de los puestos de trabajo. Se podría decir que ha- 
bía razones de organización. Ahora bien, estos puestos de 
trabajo han sido sustituidos por trabajadores contratados 
de empresas tercerizadas, de personal no sindicalizado, 
además. Todo esto era lo que no iba a pasar cuando se 
aprobaron en esta casa reformas laborales. 


Esta situación violenta de manera grosera las liberta- 
des sindicales, violenta de manera grosera las instancias 
de negociación colectiva y violenta el derecho al trabajo 
de las personas en situación de discapacidad. Una vez más 
muestra —sin que lamentablemente un tema de estas carac- 
terísticas se transforme en un debate nacional— hasta qué 
punto la discrecionalidad arbitraria se da, en un contexto, 
además. 


Los trabajadores del supergás deberían haber empeza- 
do la negociación de un nuevo convenio colectivo en el 
mes de febrero; están sin negociación colectiva. El arran- 
que del proceso de discusión de la negociación colectiva 
es enfrentar esta reestructura que genera despidos y que, 
además, tiene antecedentes groseros, como haber incor- 
porado en convenios anteriores que las multas que la Ur- 
sea imponga a la empresa terminarán siendo pagadas por 
los trabajadores o que estos tengan que renunciar a juicios 
ganados ante la justicia para poder mantener el trabajo. 
A efectos de que estas prácticas empresariales no queden 
impunes, es necesario levantar bien alta la voz. 


Solicito, señora presidenta, que la versión taquigráfi- 
ca de mis palabras sea enviada al Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social, a Acodike, a Riogás, a Fuecys y al 
PIT-CNT. 


SEÑORA BIANCHI- ¿Y a la Comisión de Asuntos 
Laborales y Seguridad Social del Senado? 
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SEÑOR ANDRADE.- Los compañeros del supergás 
ya pidieron audiencia con la comisión. 


SEÑORA BIANCHI.- Pero lo que estoy pidiendo es 
que la versión taquigráfica de las palabras del senador An- 
drade pase a la comisión. 


SEÑOR ANDRADE. No tengo inconveniente en que 
se agregue como destino. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar el trámite so- 
licitado por el señor senador. 


(Se vota). 
—23 en 24. Afirmativa. 


La presidencia del Senado tiene el agrado de saludar 
a los alumnos de 5.” y 6.* año del Colegio Santa Clara del 
departamento de Montevideo, a quienes les agradecemos 
su visita en la mañana de hoy. Nos gusta mucho que niños 
y niñas vengan a esta casa y nos vean trabajar. Sean, en- 
tonces, bienvenidos al Palacio Legislativo, que es la casa 
de la democracia uruguaya. 


12) FALLECIMIENTO DE DARDO 
RULO DELGADO 


SEÑORA PRESIDENTA.- Continuando con la media 
hora previa, tiene la palabra la señora senadora Kechi- 
chian. 


SEÑORA KECHICHIAN.- Señora presidenta: hoy 
quiero referirme a que el pasado 3 de abril falleció en Uru- 
guay, luego de unos cuantos años de lucha por su salud, 
Dardo Rulo Delgado —para los que lo queríamos—, un en- 
trañable ser humano y un talentosísimo actor, director y 
dramaturgo. 


Dardo Delgado ingresó a la Escuela de Arte Escénico 
del teatro El Galpón en 1959. Desde ese momento perma- 
neció en esa institución en forma ininterrumpida. Cuando 
egresa de la escuela, pasa a ser integrante de El Galpón 
hasta el día de su muerte. 


Actuó en decenas de obras y en los últimos años tam- 
bién realizó varias direcciones. 


Intervino en forma militante en todas las campañas 
para la compra del excine Grand Palace y luego para con- 
vertir esa sala en un teatro. Ahí no solo participó en la 
campaña financiera, sino que trabajó directamente en la 
construcción y se recuerda especialmente la colocación 
del techo acústico, a catorce metros de altura, en una tarea 
riesgosa y titánica. Trabajaba toda la noche, al amanecer 
se daba una ducha, descansaba un rato y se iba a trabajar 
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al Banco República, donde fue funcionario durante mu- 
chísimos años. 


En 1968, ya en un momento difícil de nuestro país, for- 
ma parte del elenco de Libertad, Libertad, con Myriam 
Gleijer, Stella Texeira, Carlos Banchero, Olga Cerviño, 
bajo la dirección del entrañable César Campodónico, y 
hasta 1973, con diferentes versiones que se fueron actua- 
lizando, recorrieron gran parte del Uruguay, además de 
todas las temporadas en Montevideo. 


A Rulo Delgado lo podemos pensar en Fuente Ovejuna, 
en Uno, dos, tres, Montevideo, en Sopa de pollo, en Pluto, 
en Las brujas de Salem, en Heredarás el viento, hasta el 
momento en que la dictadura militar de 1973 empezó a per- 
seguir al teatro El Galpón y a sus integrantes. Pasó por la 
persecución, por la prisión, por la tortura, hasta su exilio en 
México precedido por su pasaje por la Embajada de México 
en Uruguay —que recibió a tantos y tantos compatriotas que 
huían de la represión— y regresó a Uruguay en octubre de 
1984 junto con todo el grupo galponero. 


Al regreso, con la reconstrucción de El Galpón y de su 
sala, desarrolla una actividad artística permanente hasta el 
2020, en el que la pandemia y luego su enfermedad no le 
permitieron subir más a un escenario ni dirigir. 


Dos hechos destacables son su puesta de Don Juan 
en el Cementerio Central para el Día de los Muertos y su 
incorporación al elenco de la puesta argentina de Gotán, 
junto a Susana Rinaldi, sustituyendo a Rodolfo Lavié. Él 
había hecho el protagónico de Gotán en Uruguay, bajo la 
dirección del argentino Manuel González Gil, que luego 
puso una versión en el teatro San Martín. A raíz de un 
problema de salud de Lavié, tuvo que sustituirlo y tuvo al 
teatro San Martín a tope, aplaudiéndolo de pie, no solo por 
su actuación, sino por su gesto solidario de en pocos días 
preparar la sustitución y permitir que no se suspendieran 
las funciones. 


Fue dueño de una vida artística multifacética: cantante 
solista, integrante del grupo La Brigada para la puesta y 
grabación de la Cantata del pueblo, actor en la película 
Patrón y en la serie del Curro Giménez. Todo esto lo hizo 
paralelamente a su militancia permanente para lograr un 
mundo y un Uruguay más justos en la defensa de los dere- 
chos humanos, en la solidaridad con los más vulnerables y 
desprotegidos. Fue militante cultural y político pensando 
siempre primero en el otro. 


(Suena el timbre indicador de tiempo). 
—Ya termino, señora presidenta. 


En esa militancia también está su participación en El 
Galpón, donde ocupó todos los cargos de responsabilidad, 
y como dirigente en el Sindicato de Actores, donde en mu- 
chas oportunidades integró su consejo directivo. Actor, 
director, docente, tuvo una vida plena: recordémoslo en 
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las icónicas obras Libertad, Libertad, en el Enfermo ima- 
ginario, en Pluto, en Gotán, en Fuente Ovejuna, en el Día 
de los cuchillos largos. 


Creo que es de estricta justicia recordar hoy a un ser 
entrañable, a un magnífico actor, dramaturgo y galponero 
de ley. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras sea 
enviada al Ministerio de Educación y Cultura, al teatro El 
Galpón, a la Sociedad Uruguaya de Actores, a la FUTI — 
Federación Uruguaya de Teatros Independientes—, a Ame- 
lia, su compañera, a Amparo, Gonzalo y Bruno, que son 
sus hijos y a la Embajada de México. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar el trámite so- 
licitado por la señora senadora. 


(Se vota). 


—23 en 24. Afirmativa. 


13) INEQUIDAD DE GÉNERO EN FESTIVALES 
MUSICALES URUGUAYOS 


SEÑORA PRESIDENTA.- Continuando con la media 
hora previa, tiene la palabra la señora senadora Lazo. 


SEÑORA LAZO.- Señora presidenta: acabamos de 
finalizar una semana de asueto que, de acuerdo con las 
diferentes creencias filosóficas, religiosas, etcétera, cuenta 
con varias denominaciones. Así como para los cristianos 
es la última semana de la Cuaresma, desde el Domingo 
de Ramos hasta el Domingo de Resurrección, donde se 
recuerda la pasión, muerte y resurrección de Jesús, para 
quienes se sienten parte de las tradiciones camperas es la 
Semana Criolla; se sienten en Semana de Turismo quienes 
pueden hacer uso de ese derecho humano; es la semana de 
la vuelta para quienes son amantes del deporte, ya que en 
esos días se desarrolla la Vuelta Ciclista del Uruguay. Por 
su parte, los sanduceros celebran la ya tradicional Semana 
de la Cerveza. Por lo tanto, estamos frente a un fenómeno 
multicultural que no sé si tiene una expresión equivalente 
en otra parte del mundo. También podría denominarse la 
semana de los festivales musicales por excelencia, ya que 
se celebran en diferentes puntos del país eventos de dife- 
rente índole, algunos en la semana previa o en la posterior, 
pero podemos decir que se dan en ese marco de la semana 
citada. 


Hoy me quiero referir a esos festivales que congregan a 
miles de personas conformando un público diverso gene- 
racionalmente, con gusto por estilos musicales variados, 
que van desde el folklore, el canto popular, el rock o la 
música popular. Estos recitales cuentan con variados ar- 
tistas y sus fanes respectivos que los alientan con aplausos 
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u otras expresiones más efusivas, en el caso de los más 
jóvenes. Nacionales, extranjeros, los artistas deleitan al 
público y mueven un importante círculo de economía me- 
dible. Hay registros que testifican y cuantifican lo que sig- 
nifica para las poblaciones locales la realización de estos 
eventos. 


Una sociedad se define, entre otras cosas, por su cul- 
tura y esta se crea a partir de acciones y subjetividades de 
todos sus integrantes. Hoy, contando con la grilla artística 
de casi la totalidad de los festivales y habiendo concurrido 
a alguno de ellos, comprobamos una vez más la existen- 
cia de una inequidad tan notoria como alarmante que una 
vez más, reitero, confirma que las mujeres, las disidencias, 
continúan siendo excluidas de los escenarios. Uruguay es 
el país de Latinoamérica con el porcentaje más alto de 
artistas con respecto a la población. Un estudio serio, de 
largo trabajo, por parte del colectivo Mydmus, expresa 
que la participación de mujeres y disidencias en festivales 
musicales que cuentan con financiación pública en todo 
el territorio nacional es inferior al 8 %. Hay quienes —ya 
sea a través de un proyecto de ley que se tratará en la Co- 
misión de Derechos Humanos y Equidad de Género, pero 
más aún en el debate público- queremos discutir sobre 
esta inequidad con el fin de revertirla, obviamente, porque 
creemos que la cultura debe ser abarcativa, inclusiva, am- 
plia, porque no puede ni debe ser el mercado o la taquilla 
el que la regule pero, por sobre todo, porque la democracia 
plena también debe incluir a la cultura representativa de 
toda la sociedad, sin exclusiones. Hablamos de un derecho 
humano, como es la cultura, pero también de trabajo; fun- 
damentalmente, estamos hablando de trabajo. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras sea 
enviada a las intendencias, al Ministerio de Educación y 
Cultura, al colectivo Mydmus, a Agadu, a Agremyarte, a 
Cooparte, a Coopaudem, a Sudei, a Daecpu y también a 
Inmujeres. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA. - Se va a votar el trámite so- 
licitado. 


(Se vota). 


25 en 26. Afirmativa. 


14) FALLECIMIENTO DE HUGO MANINI RÍOS 


SEÑORA PRESIDENTA.- Continuando con la media 
hora previa, tiene la palabra el señor senador Domenech. 


SEÑOR DOMENECH.- Esta Semana Santa —cuando, 
como dice la canción, los cristianos buscamos una esca- 
lera para subir al madero y quitarle los clavos a Jesús el 
Nazareno, cuya prédica no solo en lo religioso, sino princi- 
palmente en lo moral, estableció los fundamentos de la so- 
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ciedad occidental y cristiana a la que nos enorgullecemos 
en pertenecer— finalizó conmemorando el milagro de la 
resurrección, que nos obliga en este recinto a recordar, en- 
tre muchos, a una personalidad muy querida por el suscri- 
to, que resucitará permanentemente en nuestro recuerdo. 


Hugo Alberto Manini Ríos fue nuestro amigo, nuestro 
maestro y, por sobre todo, nuestro hermano en el espíritu y 
en la vida. Al margen de cualquier partidismo, sin perjui- 
cio de su profunda adhesión al Partido Colorado Fructuo- 
so Rivera, inspiró siempre ideales de un nacionalismo de 
raíz cristiana a miles de jóvenes a fines de la década de los 
sesenta y comienzo de los setenta. Cuando lo conocimos 
personalmente, no ya desde la lejanía de su actuación pú- 
blica, a fines de la última década citada, se había retirado a 
la actividad agropecuaria por imposición de las condicio- 
nes establecidas por el Gobierno de la época, y es así que 
a la siembra de ideas sumó la siembra de arroz y durante 
años se convirtió en adalid del cultivo de este cereal, sien- 
do repetidas veces presidente de la Asociación de Culti- 
vadores de Arroz, defendiendo los intereses del Uruguay 
productivo en la esfera nacional y en foros internacionales 
con total éxito, incluso frente a potencias cerealeras del 
momento. 


Como intelectual sembró ideas para alimento del alma; 
como agricultor sembró alimentos para el cuerpo, sostén 
de las almas. En oportunidad de restaurarse el orden cons- 
titucional, entendió del caso aportar a la conciliación de 
todos los intereses en pugna porque siempre creyó en el 
trabajo constructivo de concertar a los opuestos, así como 
creyó en la necesidad de evitar o superar enfrentamien- 
tos dialécticos que entendía esterilizaban a las fuerzas 
productivas del país. En tal sentido fue notorio su traba- 
jo en favor de la concertación programática impulsada en 
la época. 


En varias oportunidades votó fuera de su partido, con- 
vencido de que también era una forma de contribuir a la 
conciliación de los intereses políticos predominantes en 
el país y que era necesario un cambio en los paradigmas 
que hasta ese momento se transitaban de manera rutinaria. 
Cuando en nuestras conversaciones casi diarias controver- 
tíamos opiniones y él se alejaba de lo que era de esperar 
sostuviera, solía señalar que entendía que no debía ubi- 
carse en el casillero que le asignaran terceros, sino que 
debía hacerlo donde él entendía que era útil y necesario. 
Sus opiniones eran siempre removedoras y solía adoptar 
posturas que a veces desorientaban a quienes pretendían 
conducirse por caminos rutinarios. En tal sentido fue 
siempre un audaz innovador, capaz de recorrer caminos 
no transitados previamente. 


Fue presidente de la Sociedad Rodoniana y no solo 
escribió un libro sobre esta notable y en el fondo desco- 
nocida personalidad, a la que generalmente se recuerda 
soslayando su vigorosa defensa de la cultura hispanolati- 
na, frente a lo que Rodó llamaba la nordomanía, que hasta 
hoy campea prepotente, sino que además llevó a cabo el 
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primer Congreso Internacional sobre Rodó, con la repre- 
sentación de intelectuales rodonianos de varios países de 
Europa y América. 


Digamos que hace tres años cumplió con su gran sue- 
ño de volver a editar La Mañana, empresa periodística de 
la que, sostenía, había sido ilegítimamente despojada su 
familia, fundadora de ese órgano de prensa en 1917. Des- 
de la página editorial de esta publicación, Hugo Manini 
marcó una línea original con su pensamiento, resistente 
a cualquier esquema simplista, siempre con un profundo 
sentir nacional, controvirtiendo planteamientos alineados 
con fuertes intereses ajenos al Uruguay. 


Por último, señalemos que sin duda fue uno de los 
grandes inspiradores de Cabildo Abierto, ya que a muchos 
de sus fundadores nos preparó intelectualmente y nos ad- 
virtió de la necesidad de que en el Uruguay se abriera un 
nuevo trillo político que conciliara la acción de quienes, 
pensando de manera similar, proveníamos de corrientes 
partidarias diferentes. Por fin, por primera vez en cincuen- 
ta años, sus amigos votamos al mismo partido. Aun en 
su ausencia física, Hugo Manini Ríos sigue conversando 
diariamente con nosotros con su misma vehemencia y su 
mismo espíritu innovador, nacional y cristiano. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras 
sea enviada a Presidencia de la República, al Ministerio 
de Educación y Cultura, a la Asociación de Cultivadores 
de Arroz, a la Sociedad Rodoniana, al semanario La Ma- 
ñana, a su viuda Beatriz Methol Giannattasio y a su hija 
Manuelita Manini Ríos Methol. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA. Se va a votar el trámite so- 
licitado por el señor senador. 


(Se vota). 
—25 en 26. Afirmativa. 


Antes de ingresar a la consideración del orden del día, 
recordamos a todos los senadores que deben tener en sus 
bancas un informe sobre la intervención integral de la sala 
de sesiones del Senado. 


Los trabajos se llevaron adelante en dos etapas. En 
el informe está especificado lo que se hizo, así como la 
modalidad que se utilizó para llevar adelante todos estos 
procesos que, como saben, deben lograr el justo equilibrio 
entre el cuidado del aspecto patrimonial del edificio y la 
necesidad de incorporar la modernidad. Por este motivo 
verán que tienen cables que corresponden a la marca del 
aparato telefónico que utilizan. Los cables deben perma- 
necer, según se me informa, en las bancas. Por lo tanto, 
agradecemos la colaboración para que podamos seguir 
mejorando todo lo que implica el mandato de la ley, que 
nos obliga a preparar esta casa rumbo al aniversario de los 
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100 años del Palacio Legislativo. Nótese que se mantuvie- 
ron los colores originales, incluido el de la alfombra. Creo 
que se debe agradecer este gesto de la presidencia que, 
repito, mantuvo el color de la alfombra. 


(Hilaridad). 


—Bromas aparte, creo que debemos resaltar el traba- 
jo de los funcionarios de mantenimiento y del equipo de 
Arquitectura y Conservación Patrimonial. Como verán, 
también está referido el Inacoop porque, a raíz de un con- 
venio que hemos llevado adelante con esa organización, 
gran parte del trabajo que estamos realizando, además de 
ser nacional, está en manos de cooperativas. Recomiendo 
muy especialmente que conozcan el trabajo de la azotea de 
esta casa, donde se está realizando una mejora del lugar en 
que está situada la maqueta original del palacio. Esa tarea 
la está haciendo un grupo de mujeres de una cooperativa, 
quienes, con muchísima paciencia, pedacito por pedacito, 
están adaptando y limpiando, con el secado correspon- 
diente, todo lo que se ha conservado del Palacio Legislati- 
vo. Además, vamos a poder tener ordenado todo lo que se 
observa de mampostería original. Así que quienes tengan 
tiempo y ganas pueden subir a la azotea para estar con ese 
grupo de trabajadoras de la cooperativa. 


Entendemos importante mencionar todo lo relativo 
a esos trabajos puesto que, sin dudas, forma parte de la 
transparencia con la que corresponde proceder y, por lo 


tanto, debe constar en la versión taquigráfica. 


15) PROYECTOS PRESENTADOS 


SEÑORA PRESIDENTA.- Dese cuenta de un asunto 
entrado fuera de hora. 


(Se da del siguiente). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Los 
señores senadores Oscar Andrade, Graciela Barrera, 
Mario Bergara, Eduardo Brenta, Daniel Caggiani, Char- 
les Carrera, Amanda Della Ventura, Liliam Kechichian, 
Sandra Lazo, José Nunes, José Carlos Mahía y Sebastián 
Sabini presentan, con exposición de motivos, un proyecto 
de ley por el que se modifica la denominación de la re- 
presa hidroeléctrica Rincón del Bonete por la de Balta- 


sar Brum». 


SEÑORA PRESIDENTA .- Pasa a la Comisión de In- 


dustria, Energía, Comercio, Turismo y Servicios. 
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(Texto del proyecto de ley presentado). 


Montevideo, 10 de abril de 2023.- 


Señora Presidenta de la Cámara de Senadores 
Esc. Beatriz Argimón 
Presente 


De nuestra mayor consideración: 


Por la presente, tenemos el honor de remitir al Cuerpo, a través de Usted, el texto del 
presente Proyecto de Ley de modificación de la denominación de la represa hidroeléctrica 
Rincón del Bonete que pasará a llamarse Dr. Baltasar Brum. 

Le saludamos con nuestra mayor consideración, 


Oscar Andrade, Graciela Barrera, Mario Bergara, Eduardo Brenta, Daniel Caagiani, Charles 
Carrera, Amanda Della Ventura, Liliam Kechichian, Sandra Lazo, José Nunes, José Carlos 
Mahía y Sebastián Sabini. Senadores 
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


Durante la legislatura anterior se presentó ante el cuerpo un proyecto de ley que modificaba 
la denominación de la actual represa de Rincón del Bonete, que por entonces se llamaba 
“Gabriel Terra” tras ser designada bajo ese nombre por la dictadura de Bordaberry. Luego de 
intercambios en comisión para que fuera una propuesta apoyada de manera unánime por 
todos los partidos políticos con representación parlamentaria, se decidió que el proceso fuera 
dividido en dos instancias; una primera donde se le devolviera a la represa su denominación 
original “Rincón del Bonete" y otra para debatir y acordar sobre un nombre definitivo. 


Este año se conmemoran los 90 años del golpe de Estado que perpetró el entonces 
Presidente electo Gabriel Terra y se hace imprescindible concretar acciones que homenajeen 
y reparen a figuras trascendentes en la historia de la libertad y la democracia de nuestro pais 
que fueron víctimas del proceso golpista. Es por eso que la figura elegida para denominar a 
la central hidroeléctrica "Rincón del Bonete” es la de "Dr. Baltasar Brum”. 


Brum, nacido en Artigas en el año 1883, fue un destacado militante político desde muy 
temprana edad y ocupó los más altos cargos de responsabilidad política de nuestro país. Fue 
designado por el Batllismo como Ministro de Instrucción Pública, Ministro de Interior, Canciller 
de la República y ocupó la primera Magistratura de nuestro país desde el año 1919 hasta el 
1? de marzo de 1923, 


El día 31 de marzo de 1933, con el golpe de Estado ya perpetrado, con la amenaza de su 
encarcelamiento y el posterior ofrecimiento de un salvoconducto al exilio, Brum decide dar un 
mensaje de resistencia, rebeldía y amor al pueblo uruguayo y a su tradición democrática, El 
carácter heroico de la acción de Brum reside en el hecho de que ante el ofrecimiento por parte 
del gobierno de salvar su vida yendo al exilio, elige salvar el destino de la República dando 
un mensaje claro de resistencia al pueblo uruguayo al sacrificar su propia vida en defensa de 
las instituciones. 


De la misma manera que ante el golpe los hombres y mujeres Batllistas de la época 
homenajearon a Brum ahogando el dolor y asumiendo la responsabilidad de la resistencia, 
hoy debemos homenajeario con esta denominación. Existen otras figuras de trascendencia 
histórica contemporáneas, como el mártir Julio Cesar Grauert, pero en esta oportunidad 
proponemos al cuerpo denominar a la represa con el nombre de Baltasar Brum ya que es un 
justo homenaje que un bien público de la trascendencia de la central hidroeléctrica, que en 
sus orígenes fue denominada por el dictador Juan María Bordaberry con el nombre de otro 
dictador como lo fue Gabriel Terra, hoy pase a llamarse con el nombre de este héroe y mártir 
de la República. 
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PROYECTO DE LEY 


Artículo único- Modifiquese el nombre de la represa hidroeléctrica actualmente denominada 
“Rincón del Bonete” por el de “Baltasar Brum”. 


Oscar Andrade, Graciela Barrera, Mario Bergara, Eduardo Brenta, Daniel Caggiani, Charles 
Carrera, Amanda Della Ventura, Liliam Kechichian, Sandra Lazo, José Nunes, José Carlos 
Mahía y Sebastián Sabini. Senadores 
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SEÑORA PRESIDENTA.- Dese cuenta de otro asunto 
entrado fuera de hora. 


(Se da del siguiente). 
SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Los 


señores senadores Oscar Andrade, Graciela Barrera, Ma- 
rio Bergara, Eduardo Brenta, Daniel Caggiani, Charles 
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Carrera, Amanda Della Ventura, Liliam Kechichian, San- 
dra Lazo, Silvia Nane, José Nunes, José Carlos Mahía y 
Sebastián Sabini presentan, con exposición de motivos, un 
proyecto de ley referido al endeudamiento de las personas 
físicas y en particular de personas vulnerables». 


SEÑORA PRESIDENTA.- Pasa a la Comisión de 
Constitución y Legislación. 
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(Texto del proyecto de ley presentado). 


Montevideo, 10 de abril de 2023.- 


SEÑORA PRESIDENTA DE LA CÁMARA DE SENADORES 
ESC. BEATRIZ ARGIMÓN 
PRESENTE 


De nuestra mayor consideración: 


Por la presente y por su intermedio, remitimos al Cuerpo el texto del presente Proyecto 
de Ley referido al endeudamiento de las personas físicas y en particular de personas más 
vulnerables. 


Le saludamos con nuestra mayor consideración, 


Oscar Andrade, Graciela Barrera, Charles Carrera, Mario Bergara, Eduardo Brenta, Daniel 
Caggiani, Charles Carrera, Amanda Della Ventura, Liliam Kechichian, Sandra Lazo, Silvia Nane, 
José Nunes, José Carlos Mahía y Sebastián Sabini. Senadores 
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


El endeudamiento de las personas físicas y en particular de las personas más vulnerables genera 
dificultades reales en el acceso a servicios básicos, incluso cuando estos servicios son ofrecidos 
desde el Estado. 


Muchas veces esa dificultad viene dada por el tratamiento de datos personales que se incluyen 
en bases de datos crediticias, registro de morosos o similares (art. 22 de la Ley N* 18.331 de 
11/08/2008, en redacción dada por el art. 152 de la Ley N* 18.719 de 27/12/2010). Actualmente, 
según surge de la presentación de un informe reciente sobre “Endeudamiento y pobreza” de 
Graciela Sanroman (|PRU, 23 de marzo de 2023), en Uruguay unas 900.000 personas están en el 
“clearing” y más de 600,000 en situación de default (más de 180 días de atraso) frente al sistema 
financiero. 


A modo de ejemplo, este tipo de base de datos o sistema de registro de morosos es utilizado por 
empresas públicas que informan a esos registros los atrasos de sus usuarios. También es 
considerado, entre otros, por el Fondo de garantía de alquileres de la Dirección Nacional de 
Vivienda del Ministerio de Vivienda y Ordenamiento Territorial, para el acceso al beneficio de la 
garantía, 


En definitiva, resulta pertinente incluir a nivel legislativo una solución general que sea aplicable 
atodas estas personas más allá de lo que puedan ser luego las políticas puntuales que se realicen 
con carácter focalizado desde las empresas y organismos públicos. Se trata, pues, de canalizar la 
preocupación que sin duda genera este tema particularmente en la tutela de las personas más 
vulnerables, que ven cómo se les dificulta el acceso a servicios básicos, lo que por supuesto se 
tendría que acompañar de otras políticas públicas que atiendan a estos sectores de la población. 
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PROYECTO DE LEY 


Artículo único- Los organismos públicos que presten servicios básicos a la población tales como 
agua, luz eléctrica, telefonía y conectividad, acceso a soluciones habitacionales o garantía de 
alquiler, no podrán limitar el acceso a los mismos por el hecho de que la persona que solicite el 
servicio se encuentre incluida en una base de datos relativa a la actividad comercial, crediticia o 
registro de deudores morosos. 


El historial de impagos de una persona, así como la realización o no de refinanciaciones de 
adeudos, no obstará el acceso o la contratación de dichos servicios públicos. En el caso del 
alquiler de vivienda, tampoco se considerará como un obstáculo o impedimento para la 
contratación por parte de agentes inmobiliarios inscriptos en el Registro de inmobiliarias del 
Servicio de Garantía de Alquileres de la Contaduría General de la Nación, del Ministerio de 
Economía y Finanzas. 


Oscar Andrade, Graciela Barrera, Charles Carrera, Mario Bergara, Eduardo Brenta, Daniel 
Caggiani, Charles Carrera, Amanda Della Ventura, Liliam Kechichian, Sandra Lazo, Silvia Nane, 
José Nunes, José Carlos Mahía y Sebastián Sabini, Senadores 
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16) POSTERGACIÓN DE LOS 
NUMERALES PRIMERO Y UNDÉCIMO 
DEL ORDEN DEL DÍA 


SEÑORA PRESIDENTA .- El Senado ingresa al orden 
del día. 


Corresponde considerar el asunto que figura en primer 
término, es decir, la elección de miembros de la Comisión 
Permanente del Poder Legislativo. 


SEÑORA BIANCHI. Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA BIANCHI.- Señora presidente: solicitamos 
que el tema se mantenga en el orden del día para una 
próxima sesión porque todavía no han llegado todos los 
nombres requeridos por la Constitución de la república. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar lo solicitado. 
(Se vota). 


—25 en 26. Afirmativa. 


17) ELECCIÓN DE MIEMBROS DE LA 
COMISIÓN ADMINISTRATIVA 
DEL PODER LEGISLATIVO 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en segundo término del orden del día: 
«Elección de miembros de la Comisión Administrativa del 
Poder Legislativo». 
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SEÑORA BIANCHI.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA BIANCHI.- Tengo entendido que secretaría 
tiene todos los nombres necesarios para que se constituya 
esta comisión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, vamos a dar los 
nombres a efectos de llevar adelante la votación. 


SEÑORA BIANCHI- Para el cuarto período de esta 
legislatura se ha propuesto a los señores senadores Camy, 
Penadés y Carrera. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar la propuesta para la conformación de la 
Comisión Administrativa. 


(Se vota). 


26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


18) CAPITAL NACIONAL DEL 
COOPERATIVISMO 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en tercer término del orden del día: 
«Proyecto de ley por el que se declara Capital Nacional 
del Cooperativismo a la ciudad de Melo en el 2023. (Carp. 
n.> 867/2022 - rep. n.* 617/2023)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.* 867/2022 - rep. n.? 617/2023 
PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DEL INTERIOR 

MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS 

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y CULTURA 

MINISTERIO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS 
MINISTERIO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA 
MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 
MINISTERIO DE SALUD PÚBLICA 

MINISTERIO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA 
MINISTERIO DE TURISMO 

MINISTERIO DE VIVIENDA Y ORDENAMIENTO TERRITORIAL 
MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL 

MINISTERIO DE AMBIENTE 


Montevideo, 12 DIC 2022 


Señora Presidente de la Asamblea General. 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de remitir a la Asamblea General el proyecto 
de Ley adjunto, referido a la designación de la Capital Nacional del 
Cooperativismo (INACOOP) para el año 2023. 

De acuerdo con el Artículo 1? de la Ley N” 19.279, de 19 de setiembre de 2014, 
el Poder Ejecutivo, a propuesta del Instituto Nacional del Cooperativismo, debe 
remitir anualmente a la Asamblea General, un proyecto de Ley por el que se 
designa la Capital Nacional del Cooperativismo para el siguiente año. 

El Instituto Nacional del Cooperativismo ha presentado al Poder Ejecutivo la 
iniciativa de la designación de la ciudad de Melo para el año civil 2023, 
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Presencia del Cooperativismo en el Departamento de Cerro Largo. 


La ciudad de Melo y las demás localidades del Departamento de Cerro Largo 
cuentan con un movimiento cooperativo que se viene desarrollando, con 
instituciones representativas de las diferentes clases cooperativas. 

De acuerdo con el Censo Cooperativo de 2008, año que coincidió con el de la 
sanción de la Ley General de Cooperativas, en el Departamento de Cerro Largo 
estaban registradas 18, de las cuales 4 eran agrarias, 6 de trabajo, 3 de ahorro 
y crédito y 5 de vivienda, existiendo además una sociedad de fomento rural. 
Como en todo el país, este número ha evolucionado fuertemente, destacándose 
el impulso de la constitución de cooperativas de vivienda y la aparición de las 
cooperativas sociales. Existe un total de 72 cooperativas locales activas: 8 
cooperativas sociales, 12 de trabajo, 8 agrarias, 3 de ahorro y crédito y 48 de 
vivienda. A ese número debemos sumarle la presencia de cooperativas de 
carácter nacional o regional con filiales en el Departamento, especialmente de 
las ramas de consumo y ahorro y crédito. De todas ellas, 55 se concentran en la 
Capital, 19 tienen su sede en Río Branco y las restantes se ubican en Fraile 
Muerto, Aceguá e Isidoro Noblía. 

Según información recientemente obtenida del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, las cooperativas del departamento efectúan aportes por 198 trabajadores 
activos. Las cooperativas agrarias ocupan a 88 personas como dependientes, 
sin contar a los titulares de explotaciones agropecuarias asociados a las mismas. 
Las cooperativas sociales suman 53 trabajadores en actividad y las de trabajo 
48. Las cooperativas de vivienda tienen contratados 9 dependientes. No se 
toman en cuenta al efecto los puestos de trabajo de las empresas que participan 
en el proceso de construcción de las cooperativas en obra. 


Existen algunas que llevan consigo una larga historia, como la Cooperativa 
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Lechera de Melo (COLEME), fundada hace más de 90 años y primera del sector 
lácteo en todo el país. 

En el plano gremial, además de vincularse verticalmente dentro de sus 
respectivas federaciones, las cooperativas del Departamento están vertebradas 
horizontalmente en la Mesa Intercooperativa de Cerro Largo, en coordinación 
con Confederación Uruguaya de Entidades Cooperativas (CUDECOOP) y con el 
apoyo de INACOOP, 

Se ha velado por una profundización del desarrollo cooperativo en el 
Departamento, con la aplicación de diversas herramientas de política pública. 
INACOOP ha colaborado con Administración Nacional de Educación Pública 
(ANEP) en la incorporación del cooperativismo en la educación formal, 
especialmente con Escuelas Técnicas y Liceos. A su vez, 8 cooperativas han 
recibido capacitaciones y asistencias técnicas del programa denominado 
Programa de Formación Cooperativa (PROCOOP), que se gestiona por 
convenio entre Instituto Nacional de Empleo y Formación Profesional (INEFOP) 
e INACOOP. 118 socios y funcionarios recibieron hasta el presente un total de 
1.089 horas de formación. También se ha asistido con asesoramiento jurídico- 
notarial, contable y administrativo a grupos rurales que se han constituido como 
cooperativas y otras organizaciones de la economía social para la explotación 
de campos del Instituto Nacional de Colonización. 


Saludamos a la Sra. Presidente con la mayor consideración y estima. 


LUIS LACALLE POU 
(president de la Ropública 
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PROYECTO DE LEY 


Artículo único. Declárase a la Ciudad de Melo “Capital Nacional del 
Cooperativismo” en el año 2023. 


AS 
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Disposición citada 


Ley N* 19.279 
de 19 de setiembre de 2014 


CAPITAL NACIONAL DEL COOPERATIVISMO 
DESIGNACIÓN ANUAL 


Artículo 1?.- El Poder Ejecutivo, a propuesta del Instituto Nacional del 
Cooperativismo, remitirá a la Asamblea General, antes del 15 de noviembre de 
caca año, un proyecto de ley por el que se designa la Capital Nacional del 
Cooperativismo para el año siguiente. 


Artículo _2%- Cométese al Instituto Nacional del Cooperativismo la 
organización, promoción y difusión del programa de actividades previsto para la 
celebración del evento, en coordinación con la Confederación Uruguaya de 
Entidades Cooperativas y el Gobierno Departamental respectivo. 
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SEÑORA PRESIDENTA.- En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador 
Lozano. 


SEÑOR LOZANO.- Señora presidenta: la ciudad de 
Melo y demás localidades del departamento de Cerro Lar- 
go cuentan con un movimiento cooperativo que se viene 
desarrollando con instituciones representativas de las di- 
ferentes clases cooperativas. 


De acuerdo con el artículo 1. de la Ley n.* 19279, del 
19 de setiembre del 2014, el Poder Ejecutivo, a propues- 
ta del Instituto Nacional del Cooperativismo, remite a la 
Asamblea General un proyecto de ley por el que se designa 
a la ciudad de Melo Capital Nacional del Cooperativismo 
para el año 2023. 


En el censo cooperativo del 2008 —año que coincidió 
con el de la sanción de la Ley de Cooperativas—, en el de- 
partamento de Cerro Largo estaban registradas 18 coope- 
rativas, de las cuales 4 eran agrarias, 6 de trabajo, 3 de 
ahorro y crédito y 5 de vivienda, existiendo, además, una 
sociedad de fomento rural. 


Como en todo el país, este número ha evolucionado 
fuertemente, destacándose el impulso de la constitución 
de cooperativas de vivienda y la aparición de cooperativas 
sociales. Existe un total de 79 cooperativas locales acti- 
vas: 8 cooperativas sociales, 12 de trabajo, 8 agrarias, 3 de 
ahorro y crédito y 48 de vivienda. A este número debemos 
sumarle la presencia de cooperativas de carácter nacional 
o regional con filiales en el departamento, especialmente 
de la rama de consumo y ahorro y crédito. De todas ellas, 
55 se concentran en la capital, 19 tienen su sede en Río 
Branco y las restantes se ubican en Fraile Muerto, Aceguá 
e Isidoro Noblía. 


Según información recientemente obtenida del Minis- 
terio de Trabajo y Seguridad Social, las cooperativas del 
departamento efectúan aportes por 198 trabajadores acti- 
vos; las cooperativas agrarias ocupan a 88 personas como 
dependientes, sin contar a los titulares de explotaciones 
agropecuarias asociadas a ellas. Estas cooperativas agra- 
rias cobran relevancia en este departamento que tiene una 
muy baja densidad de población con relación a lo extenso 
de su territorio, con una tendencia creciente. 


Datos del Instituto Nacional de Estadística —que serán 
pronto actualizados por el censo nacional- indican una 
concentración del 60 % en la capital, de 16 % en la se- 
gunda localidad: Río Branco. Luego, cuatro localidades 
le siguen en importancia: Fraile Muerto, Isidoro Noblía, 
Aceguá y Tupambaé, con cerca del 10 % del total de la 
población. Hay un 12 % en el medio rural y 4 % en el resto 
de las localidades y poblados. 


Datos del Instituto Nacional de Estadística muestran, 
además, una estructura más joven respecto a la del interior 
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y a la del total del país, especialmente en el tramo de cero 
a catorce años. En términos demográficos, esta situación 
vislumbra para las próximas décadas una ventana abierta 
de oportunidades debido a que un importante contingente 
de la población se situará en los tramos de edad potencial- 
mente activos desde el punto de vista laboral, permitiendo 
la expansión productiva y económica. 


Es importante fomentar las acciones de las coopera- 
tivas agrarias en un marco de expulsión de la población 
del medio rural por la baja demanda de personal y con 
extensiones de tierra cada vez de mayor tamaño con des- 
tinos a cultivos y a la generalización del fenómeno de la 
forestación en el departamento. 


Las cooperativas agrarias juegan un papel clave tanto 
en el aseguramiento de la cantidad y calidad de los ali- 
mentos como en la soberanía alimentaria, es decir, en el 
control sobre el origen y el destino de los alimentos pro- 
ducidos. 


Las cooperativas de vivienda acompañan el crecien- 
te impulso de la concreción de proyectos para obtener la 
casa propia. Tres cooperativas de viviendas, dos en Melo 
con 47 soluciones habitacionales y una en Fraile Muerto 
con 30 viviendas, son incluidas en el sorteo de la Agen- 
cia Nacional de Vivienda. A las cooperativas que están en 
proceso de otorgamiento se suman algunas inauguradas y 
otras en obras. 


Todas las cooperativas del departamento de Cerro Lar- 
go, que están en diferentes etapas de construcción, tienen 
el propósito de cubrir el déficit habitacional de entre 800 y 
850 familias arachanas. 


Se ha visto al sistema cooperativo como una de las 
opciones más valederas para tener acceso a la vivienda, 
así como también al trabajo. Existen algunas cooperativas 
que llevan consigo una larga historia, como la Cooperativa 
de Lechería de Melo, Coleme, fundada hace más de no- 
venta años y pionera en el país en el sector lácteo. 


A fines de este mes de abril se celebra una historia de 
progreso y desarrollo sustentada en la gran visión de em- 
prendedores que priorizaron la importancia del trabajo en 
equipo y la cooperación para obtener objetivos comunes. 
En el plano gremial, además de vincularse verticalmente 
dentro de sus respectivas federaciones, las cooperativas 
del departamento están vertebradas horizontalmente en 
las Mesas Intercooperativas de Cerro Largo, en la coordi- 
nación de la Confederación Uruguaya de Entidades Coo- 
perativas, Cudecoop, con el apoyo del Inacoop. 


Se ha velado por una profundización del desarrollo 
cooperativo en el departamento con la aplicación de di- 
versas herramientas de políticas públicas. El Inacoop ha 
colaborado con la Administración Nacional de Educación 
Pública en la incorporación de cooperativismo en la edu- 
cación formal, especialmente en escuelas técnicas y liceos. 
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A su vez, ocho cooperativas han recibido capacitacio- 
nes y asistencia técnica del Procoop —Programa de Forma- 
ción Cooperativa—, que se gestiona con el convenio entre 
el Instituto Nacional de Empleo y Formación Profesional y 
el Inacoop. Hasta el presente, 118 socios y funcionarios re- 
cibieron un total de 1089 horas de formación. También se 
ha asistido con asesoramiento jurídico, notarial, contable 
y administrativo a grupos rurales que se han constituido 
como cooperativas y otras organizaciones de economía 
social para la explotación del campo del Instituto Nacional 
de Colonización. 


Señora presidenta: por lo expuesto, es de justicia nom- 
brar Capital Nacional de Cooperativismo a Melo, departa- 
mento de Cerro Largo, en el 2023. Esta designación per- 
mitirá importantes eventos que pondrán en el centro a esta 
capital departamental. 


Muchas gracias. 
SEÑORA RODRÍGUEZ.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Muchas gracias, señora pre- 
sidenta y señor senador Lozano, por permitirme ampliar lo 
resuelto por la Comisión de Población, Desarrollo e Inclu- 
sión del Senado. 


Teniendo muy presente que el cooperativismo cuenta 
con una existencia de más de cien años en nuestro país y 
que su principal objetivo es impulsar la economía social, 
la exposición de motivos presentada por el Poder Ejecutivo 
señala que la ciudad de Melo y las demás localidades del 
departamento de Cerro Largo cuentan con un movimiento 
cooperativo que se viene desarrollando con instituciones 
representativas en las diferentes clases cooperativas. 


En la actualidad, según informa el Directorio del Insti- 
tuto Nacional del Cooperativismo, el departamento de Ce- 
rro Largo cuenta con 75 cooperativas activas, la mayoría 
de ellas radicadas en la ciudad de Melo: cooperativas de 
ahorro y crédito, de trabajo, de vivienda y sociales. 


Qué casualidad que hoy usted, señora presidenta, men- 
cionaba el trabajo que se viene realizando en este Parla- 
mento con las cooperativas y la importancia que ello tiene. 


Se destaca que las cooperativas sociales generan mano 
de obra genuina y directa a más de cincuenta personas en 
la ciudad de Melo y hace muchos años que se han fun- 
dado. A través de ellas se visualiza la inclusión social de 
sus integrantes, permitiendo así la creación de puestos de 
trabajo genuinos. 


Podemos destacar, entre las cooperativas de Melo, de- 
partamento de Cerro Largo: la Cooperativa Social Nuevo 
Horizonte, con vasta experiencia en el rubro de la cons- 
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trucción; la Cooperativa Social Familias Unidas Melo, 
que desempeña tareas de vialidad desde hace diez años 
y presta servicio de mantenimiento de espacios verdes, 
banderilleros y otras actividades; la Cooperativa Social 
Obreros Unidos, con muchos años de experiencia, cuyos 
trabajadores se desempeñan como auxiliares de servicio 
en el refugio del Mides de la ciudad de Melo; la Coope- 
rativa Social de Limpieza y Mantenimiento de Melo, que 
tiene un contrato con ASSE por el que sus trabajadores 
se desempeñan como auxiliares de servicio —de manera 
independiente— en el Centro de Salud de Melo y, además, 
brinda servicios de limpieza a instituciones privadas, y la 
Cooperativa Social Basqueade, que desempeña tareas en 
la ANEP a través de auxiliares de servicio, contando con 
socios de diferentes localidades del departamento de Ce- 
rro Largo. 


Como mencionó el señor senador Lozano, el Inacoop, 
mediante el trabajo de sus técnicos, ha logrado fortalecer 
de manera importante la organización y el funcionamien- 
to administrativo, así como también la capacitación en 
cooperativismo para sus socios. Sumado a lo anterior, se 
destaca el trabajo realizado por la Alcaldía de Arévalo con 
grupos precooperativos vinculados a la cadena productiva 
forestal. Se brindó asesoramiento a dichos grupos a soli- 
citud de la alcaldía, así como también a los integrantes de 
Cofoar. 


El Inacoop mantiene vínculos con las cooperativas de 
Cerro Largo en el marco del Programa de Presencia Te- 
rritorial y del Programa de Asesoramiento Técnico, Ca- 
pacitación y Seguimiento de las Cooperativas Sociales 
del Mides. 


En el sistema cooperativo se promueve la inserción la- 
boral y el fortalecimiento de la comunidad y mediante ello 
podemos lograr la economía. 


Según informa el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, las cooperativas del departamento de Cerro Largo 
realizan aportes sociales por 198 trabajadores dependien- 
tes activos: 88 en las cooperativas agrarias —no contamos a 
los titulares de las explotaciones agropecuarias asociadas 
a estas—; 53 en las cooperativas sociales; 48 en las de tra- 
bajo y 9 en las planillas de vivienda. 


Cabe destacar que en la ciudad de Melo existen coo- 
perativas con larga trayectoria, destacándose entre ellas 
la Cooperativa Lechera de Melo —Coleme-, que este mes 
está cumpliendo noventa y un años y sabemos de la lucha 
de sus integrantes, de las autoridades locales y de la propia 
comunidad para mantenerla. 


Por todo lo expuesto y con el objetivo de impulsar al 
cooperativismo en el departamento de Cerro Largo, con 
muchísimo orgullo vamos a apoyar la iniciativa presenta- 
da de declarar a nuestra ciudad natal, Melo, como Capital 
Nacional del Cooperativismo en el 2023, por lo que signi- 
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fica para nuestra sociedad y para los sectores productivos 
la profundización del desarrollo del cooperativismo. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La presidencia quiere salu- 
dar la presencia de alumnos de tercer año del Colegio Ma- 
rista. Les agradecemos por venir a visitarnos y les damos 
la bienvenida a la casa de la democracia uruguaya. 


Nos gusta mucho que vengan y que, como en esta 
oportunidad, nos vean trabajar en el plenario de la Cáma- 
ra de Senadores. 


SEÑOR BRENTA.-- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BRENTA.- También celebro que justo haya 
coincidido su referencia a las reparaciones que se están 
haciendo en esta casa, básicamente con cooperativas. Creo 
que, cada vez que se denomina —año a año— a una capi- 
tal departamental como Capital Nacional del Cooperati- 
vismo, es una buena oportunidad para recordar el enor- 
me impulso que ha tenido el movimiento cooperativo en 
los últimos quince o dieciocho años, fundamentalmente 
a partir de la aprobación de la Ley de Cooperativas que 
llevó un largo proceso. Implicó la instalación de una co- 
misión especial que actuó desde 2005 a 2008 y que por 
suerte arribó a la aprobación de una ley que, si bien fue 
extremadamente trabajosa y compleja, fue aprobada por 
unanimidad en ambas cámaras de este Parlamento. 


A partir de allí la creación del Inacoop le dio un im- 
pulso muy importante. Creo que hay que destacar siem- 
pre que este instituto ha sido una herramienta que se ha 
financiado con aportes del Estado y de las cooperativas, 
por lo que tiene también un valor adicional y es que las 
propias cooperativas hacen el esfuerzo de aportar recur- 
sos que luego financian programas como los que se han 
mencionado, el Procoop, entre otros, que han permitido la 
formación y la capacitación. 


También quiero decir que en el marco del Programa 
Construyendo Rutas de Salida del Plan de Emergencia, en 
el 2007, cuando todavía la Comisión Especial de Coopera- 
tivismo no había aprobado la ley, por acuerdo de todos los 
partidos políticos se excluyó el artículo que creaba las coo- 
perativas sociales y se aprobó por separado. Luego se in- 
cluyó nuevamente porque se entendió que las cooperativas 
sociales eran una herramienta para abatir los altos niveles 
de pobreza y de desempleo que el país tenía. Por tanto, hoy 
nos alegra muchísimo ver que unánimemente se destaca el 
rol que las cooperativas sociales han desarrollado en estos 
años, que permiten una inserción laboral genuina de mu- 
chos uruguayos que carecían de la formación, experiencia 
o capacidades necesarias, debido a la demanda cada vez 
más exigente. 
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Por suerte, en el Uruguay las diecinueve capitales po- 
drían ser designadas como la Capital Nacional del Coope- 
rativismo y de hecho lo han sido a lo largo de estos años. 
Efectivamente, el movimiento cooperativo se ha ido im- 
plantando en cada uno de los departamentos del país, a 
veces a través de cooperativas propias del departamento, 
como es el caso de Cerro Largo. Se mencionó a Coleme, 
pero también hay otras cooperativas muy antiguas, como 
la Cooperativa Lechera de Melo o la que fue en su mo- 
mento la Cooperativa de Trabajo Obrera del Transporte, 
que funcionó en la ciudad. En ese sentido nos parece que 
corresponde apoyar y destacar a esta ciudad, porque me- 
rece ser designada en este año 2023 como Capital Nacio- 
nal del Cooperativismo, porque también ha jugado un rol 
importante en la articulación el movimiento cooperativo 
en todo el este del país, que sabemos es una de las zonas 
más débiles en ese sentido y en el desarrollo industrial en 
términos generales. 


Por lo tanto, saludamos esta iniciativa del Inacoop y 
de la Cudecoop, que definen en conjunto y por acuerdo 
cuál va a ser la capital del año siguiente. Adelantamos que 
obviamente va a contar con nuestro apoyo y con nuestro 
voto. Eventualmente participaremos de alguna actividad 
que se desarrolle en el departamento. 


Muchas gracias. 
SEÑOR BOTANA.-- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BOTANA. La situación no ha sido fácil para 
el cooperativismo de Cerro Largo. Creo que se juntan dos 
intemperies, la de las economías de frontera y la de las po- 
líticas económicas de neutralidad que desfavorecen a los 
que poco tienen para invertir, por más que la herramienta 
del cooperativismo justamente esté dirigida a la supera- 
ción de esta limitante. Se supone que el cooperativismo 
permite aunar esfuerzos para el trabajo y la producción, 
a fin de contar con el mínimo imprescindible de inversio- 
nes en equipamientos y con el capital necesario para poder 
funcionar. 


La verdad es que ha sido difícil la suerte para la Co- 
leme, que es la cooperativa de producción más antigua 
de este país y que por sí sola merece el homenaje de esta 
designación, pero que ciertamente ha vivido tiempos de 
tempestades durísimas. Una, dos, tres y cuatro veces el 
pueblo entero ha acompañado a la Coleme, la cooperativa 
se ha autoacompañado y tanto los productores como los 
trabajadores de la planta han hecho enormes sacrificios. 
El Estado es el que ha estado ausente, ¡muy ausente! Ha 
apoyado emprendimientos privados, ha apoyado el fun- 
cionamiento de plantas, ha dado seguros de desempleo, 
etcétera, pero a la Coleme esa suerte, no sé por qué razón 
del destino, nunca le ha llegado. 
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El señor senador Brenta recién hacía mención —junto a 
la Coleme— a la Cooperativa Obreros del Transporte Ara- 
chana, al PUL, hoy Minerva, que fue una cooperativa de 
productores en su nacimiento, y también a Industrias Fri- 
goríficas del Noroeste S. A., Infrinsa. 


Cerro Largo es uno de los lugares de nuestro país don- 
de nace y se multiplica Manos del Uruguay; las zonas ru- 
rales de este departamento son las que más florecen, junto 
con el departamento de Paysandú y algún otro que en este 
momento no recuerdo, pero lo cierto es que queda muy 
poco en el campo de Cerro Largo. Salvo en algunas dos 
o tres poblaciones, como Plácido Rosas o Fraile Muerto, 
Manos del Uruguay ha desaparecido para ir al mundo, 
pero no sería nada malo que, aprovechando este año, pu- 
diera retomar un poco sus raíces. 


El funcionamiento de las sociedades de fomento ru- 
ral de Cerro Largo viene de una vieja cooperativa de pro- 
ductores paperos que desapareció como tal. Es cierto que 
tuvo esa transformación que la hace una sociedad más co- 
mercial, más de abastecimiento y siempre preocupada por 
dar apoyo al productor, pero, lamentablemente, esa fase 
de cooperativa de producción ha tenido que desaparecer 
a pesar del éxito que tiene en el otro campo y a pesar de 
los apoyos que brinda de manera permanente al trabajo y 
a la producción, sobre todo en lo que respecta a aquellos 
productores pequeños y con más vocación de trabajo y de 
superación para salir adelante. 


La Celaco, que era una cooperativa comercial, ya es 
historia —la senadora Rodríguez se acordará porque fui- 
mos mil veces—, así como la Cooperativa Agropecuaria 
Limitada de Fraile Muerto, Calframu. Hay un sinnúmero 
de preciosas experiencias productivas nacidas en el depar- 
tamento que no pudieron aguantar los vendavales que trae 
la economía de un mercado tan neutral, pero tan dura para 
los chicos. La verdad es que el sistema cooperativo está 
poco protegido en el Uruguay. 


Recién la señora senadora Rodríguez nos hacía un ra- 
conto de las cooperativas que están siendo exitosas en los 
rubros de vivienda y servicios. De igual forma lo hacía el 
señor senador Brenta, pero, en definitiva, muchas de esas 
cooperativas casi que fueron creadas por el Estado para 
brindar servicios al propio Estado o fueron altamente pro- 
movidas por él. Sin embargo, aquellas que se formaron a 
iniciativa de la gente, aquellas que juntaron a productores, 
trabajadores y mujeres para salir adelante, lamentable- 
mente, están desapareciendo. 


Traigo esta reflexión no porque desee mostrar una cara 
negativa —que lo estoy haciendo, sino porque quiero que 
asumamos lo poco que le hemos dado al cooperativismo 
en este país y lo hagamos como responsabilidad de toda la 
sociedad. Me refiero al cooperativismo genuino, al de los 
que por su iniciativa se unen para cooperar, no a los que el 
Estado les pone la etiqueta de «cooperativa», les crea ca- 
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nales, les da apoyo y les brinda trabajo, porque dejarán de 
existir el día en que el Estado desaparezca de esa función. 


Debemos saludar y promover la iniciativa de las otras 
semillas. Son esas otras las que tienen que poder germinar 
también en este país. Una estructura cooperativa no tie- 
ne que estar al vaivén del mercado y abrir o cerrar como 
cualquier otra empresa; es una estructura que tiene otro 
tipo de sustancia que nuestra sociedad debería preservar. 
Deberíamos darle respaldo y apoyo. 


Por tanto, me parece que la mejor utilización que po- 
demos darle a este año del cooperativismo es reflexionar 
acerca de estos aspectos y crear los mecanismos de pro- 
tección para este instrumento de salvación del trabajo na- 
cional, 


Simplemente, quiero que esto quede como reflexión 
para que el año sea bien aprovechado y, si Dios quiere, para 
que las cooperativas que están puedan mantenerse vivas, 
activas, trabajando y creciendo. Aspiro a que puedan recu- 
perarse las que hemos perdido y que puedan crearse coope- 
rativas de esas, las de las mujeres y de los hombres que unen 
sus trabajos y sus pobrezas para edificar su destino. 


Muchas gracias, señora presidenta. 
SEÑOR DA SILVA.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR DA SILVA.- Señora presidenta: la verdad es 
que todo lo referido a Melo ha sido por demás expuesto, 
sobre todo por los senadores provenientes de ese departa- 
mento. 


De todas maneras, en este contexto es bueno poner so- 
bre la mesa algunos elementos que van un poquito más 
allá de lo que indican la ley y la voluntad del Poder Ejecu- 
tivo al elegir una localidad para declararla Capital Nacio- 
nal del Cooperativismo. 


En Uruguay, más del sesenta por ciento de la produc- 
ción agrícola —no recuerdo la cifra exacta— está aglutinada 
en cooperativas agropecuarias. Esas Cooperativas Agro- 
pecuarias Federadas, que están asociadas en la CAF —otro 
de los integrantes de ese precioso macramé de producto- 
res rurales que es Campo Unido-, van a estar sometidas a 
una tensión financiera importante. ¿Por qué? Porque cada 
cooperativa, cada Sociedad de Fomento Rural —muchas 
de ellas centenarias— va a estar absorbiendo la peor ca- 
lamidad de la sequía de los últimos cincuenta años. Los 
cooperativistas —ya no las cooperativas— no van a tener 
nada para cosechar y a partir de ahí va a empezar una ten- 
sión financiera que en este contexto es bueno alertar en el 
Senado de la república. Digo «alertar», señora presidenta, 
porque en este país sigue habiendo situaciones que son 
inentendibles. Si vamos a hablar de cooperativas, tenemos 
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que decir en el Senado que Copagran es una asociación, 
una creación maravillosa —siempre recuerdo a José María 
Nin, recientemente fallecido—, es una conjunción de coo- 
perativas que salieron de la última crisis del 2002 y hoy 
es un fragor importante en el mundo agrícola, a la par de 
Conaprole. Es una empresa que compite con las operado- 
ras multinacionales más grandes del planeta Tierra —como 
Dreyfus, Cargill, etcétera—, pero en el Uruguay hoy no 
puede obtener crédito del Banco República, por un ves- 
tigio insólito proveniente de aquella crisis de 2002. Por 
Afisa y por las regulaciones sobrerreguladas, hoy coope- 
rativas que son exitosas, que dan créditos, que financian 
la expansión agrícola en muchos rincones del país están 
tizadas para consumo y no pueden tener asistencia crediti- 
cia del Banco República. 


Estamos frente a un momento de tensión. La cose- 
cha de soja va a empezar en los próximos diez días y ahí 
se va a ver la dura cara de la realidad, cuando desapa- 
rezcan de la faz del planeta Tierra USD 1.500:000.000, 
USD 1.200:000.000 en soja y veamos la tensión financiera 
que van a tener las cooperativas, sobre todo aglutinadas en 
las Cooperativas Agrarias Federadas. Por ello quiero ade- 
lantar nuestra preocupación porque no van a tener asisten- 
cia del Banco República. Ese es un tema en el que hemos 
trabajado insistentemente desde el Gobierno pasado y, sin 
embargo, pasan los gobiernos, la burocracia o tecnocra- 
cia sigue y por regulaciones del Banco Central o de Afisa, 
Copagran sigue sin esa asistencia, cuando todos sabemos 
que la va a necesitar. 


Era cuanto quería decir. Muchas gracias. 
SEÑORA DELLA VENTURA. Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA DELLA VENTURA.- Señora presidenta: 
voy a decir tres palabras porque el tema ha dado para mu- 
cho con relación a las cooperativas. 


Simplemente quiero dejar constancia de la importancia 
de las cooperativas de vivienda, que venían en declive has- 
ta que nuestra fuerza política asumió el Gobierno y real- 
mente las revitalizó. Podemos dar cuenta como testigos de 
la cantidad de cooperativas de vivienda que se hicieron, 
por lo menos en mi departamento, en los quince años en 
los que el Frente Amplio fue el Gobierno. De alguna forma 
manifestamos nuestra preocupación a la señora ministra 
Moreira, quien nos dijo que no iban a estar en menos y, 
efectivamente, sabemos que ha habido sorteos, no tantos 
como durante el Gobierno del Frente Amplio —se hacían 
dos en el año—, pero han venido haciéndose. Nos parece 
muy importante este sistema y queríamos dejar constancia 
de ello. 


Gracias. 
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SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota). 

24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo único del proyecto de ley. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
«Artículo único. Declárase a la Ciudad de Melo “Capital 
Nacional del Cooperativismo” en el año 2023». 


SEÑORA PRESIDENTA.- En consideración. 
Sí no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunica- 
rá al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado 
por ser igual al considerado). 


19) SEÑOR PABLO LANZ ADIB. DESIGNACIÓN 
COMO VICEPRESIDENTE DE ANTEL 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase una moción de or- 
den llegada a la Mesa. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
«Mocionamos para que se declare urgente y se considere 
de inmediato la carpeta n.” 906/2023: mensaje del Poder 
Ejecutivo por el que se solicita la venia correspondiente, 
de conformidad con lo establecido en el artículo 187 de la 
Constitución de la república y en el artículo 28 de la Ley 
n.? 17243, de 29 de junio de 2000, a los efectos de designar 
en calidad de vicepresidente en el Directorio de la Admi- 
nistración Nacional de Telecomunicaciones al señor Pablo 
Lanz Adib». (Firman los señores senadores Bianchi, De- 
lla Ventura, Lozano y Coutinho). 


SEÑORA PRESIDENTA. Se va a votar. 
(Se vota). 


25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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Se pasa a considerar, pues, el asunto cuya urgencia 
acaba de ser votada: «Mensaje del Poder Ejecutivo por el 
que se solicita la venia correspondiente, de conformidad 
con lo establecido en el artículo 187 de la Constitución de 
la república y en el artículo 28 de la Ley n.? 17243, de 29 de 


junio de 2000, a los efectos de designar en calidad de vice- 
presidente en el Directorio de la Administración Nacional 
de Telecomunicaciones al señor Pablo Lanz Adib. (Carp. 
n.> 906/2023 - rep. n.* 615/2023)». 
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Carp. n.* 906/2023 - rep. n.?615/2023 
PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DEL INTERIOR 
MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS 
MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y CULTURA 
MINISTERIO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS 
MINISTERIO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA 
MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 
MINISTERIO DE SALUD PÚBLICA 
MINISTERIO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA 
MINISTERIO DE TURISMO 
MINISTERIO DE VIVIENDA Y ORDENAMIENTO TERRITORIAL 
MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL 
MINISTERIO DE AMBIENTE 

Montevideo, 15 MAR. 2023 


Señora Presidente de la 
Cámara de Senadores 

El Poder Ejecutivo, actuando en Consejo de Ministros 
tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo, de conformidad con lo establecido en 
el artículo 187 de la Constitución de la República y el artículo 28 de la Ley N* 
17.243, de 29 de junio de 2000, a los efectos de solicitar la venia para designar 
en el Directorio de la Administración Nacional de Telecomunicaciones en 
calidad de Vicepresidente, al señor Pablo Lanz Adib. 

Los antecedentes con las condiciones personales, 
funcionales y técnicas de la precitada persona se adjuntan al presente 


Mensaje. 


El Poder Ejecutivo saluda a ese Cuerpo con su mayor 


LUIS LACALLE POU 
Prosicdionto de la Ropública 
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SEÑORA PRESIDENTA.- En discusión. 
SEÑORA SANGUINETTI. Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SENORA SANGUINETTI.- Señora presidenta: es un 
gusto y una gran alegría para mí informar hoy la venia 
para designar al señor Pablo Lanz Adib como vicepresi- 
dente en el Directorio de la Administración Nacional de 
Telecomunicaciones. 


Es un hombre oriundo de Florida, productor rural, 
que cursó todos sus estudios en el sistema de educación 
pública y que ha tenido una vastísima actividad política. 
Fue durante veinticuatro años de manera ininterrumpida 
y hasta el día de hoy convencional nacional del Partido 
Colorado por el departamento de Florida. Fue candidato 
a intendente de ese departamento por el lema Partido Co- 
lorado en tres oportunidades: en 2010, en 2015 y en 2020. 
Fue durante diecisiete años, también de manera ininte- 
rrumpida, secretario general del Comité Ejecutivo Depar- 
tamental de Florida. También fue integrante del Comité 
Ejecutivo Nacional del Partido Colorado. Durante treinta 
años fue edil en el departamento de Florida —junto con 
la actual senadora Amanda Della Ventura— y participó en 
una lista siendo menor de edad; tuvo que esperar a cumplir 
dieciocho años para asumir el cargo de edil, el que com- 
partió con su madre. 


Ha tenido una vastísima trayectoria dentro del sector 
público. De 1993 a 1995 integró la secretaría del director 
de la Administración Nacional de Combustibles, Alcohol 
y Pórtland. Fue jefe de la secretaría del director de la Ad- 
ministración Nacional de Obras Sanitarias del Estado. De 
1998 al 2000 fue coordinador de proyectos productivos fa- 
miliares y cooperativos en la Intendencia de Florida. Del 
2010 al 2015 fue asesor de la Administración Nacional de 
Combustibles, Alcohol y Pórtland. Luego, antes de asumir 
su banca en el Senado, fue director general de Desarrollo 
Rural en el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, 
donde llevó adelante una tarea reconocida por todos. 


Por lo tanto, hoy recomiendo al Cuerpo votar esta ve- 
nia para la designación del señor Pablo Lanz Adib, como 
él siempre se presenta, en homenaje a su madre que que- 
dó viuda cuando él tenía tan solo once años; una mujer 
comprometida, una mujer política en una época en la que 
no las había tanto; una mujer emprendedora, trabajadora y 
luchadora. Sobre todo —más allá de su gran trayectoria— es 
un placer para mí informar y votar esta venia porque sa- 
bemos que Pablo Lanz es una persona capaz, seria, com- 
prometida, trabajadora, con un temple admirable que no 
ha perdido, incluso, en los momentos más difíciles y que 
siempre es fiel a su esencia, a ser una buena persona, con 
esa sonrisa tan propia de la gente del interior que a los que 
vivimos más acelerados nos hace tan bien. 
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Gracias, señora presidenta. 
SEÑORA BIANCHI.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA BIANCHI.- Señora presidente: que nadie se 
ofenda, pero el Senado va a extrañar a Lanz, porque tiene 
las características que son necesarias tanto para ser legis- 
lador como para ocupar cargos, en este caso en el direc- 
torio de una empresa pública. Digo esto porque después 
—como dice Umberto Eco, las redes convirtieron en pre- 
mios Nobel a los tontos del pueblo— aparecen comentarios 
relativos a que los políticos podemos estar en un cargo o 
en otro. No, no todos; Lanz sí. 


Él va a estar al frente de una empresa con un equipo 
técnico, con una tradición larguísima de ser empresa pú- 
blica, con altibajos en su administración, que siempre se 
trata de ordenar. Tiene las características de un ser polí- 
tico, en el sentido de la alta política, de buscar los acuer- 
dos, de buscar los consensos y de buscar —con una sonri- 
sa, como dijo la señora senadora Sanguinetti— suavizar las 
rispideces; lo digo sin ningún tipo de problema, porque 
es lógico que surjan dentro de los partidos, dentro de las 
coaliciones, con la oposición, porque la vida política es 
confrontación cuando la entendemos como corresponde. 


Así que, por un lado, lamentamos el alejamiento y, por 
otro, le damos la bienvenida a quien ahora está ocupando 
la banca, pero sabemos que el Estado sigue manteniendo 
entre sus filas a una persona que tiene todas las caracterís- 
ticas que son necesarias para una empresa de una repúbli- 
ca, como es el Uruguay. 


Gracias, señora presidente. 
SEÑORA DELLA VENTURA. Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA DELLA VENTURA.- Señora presidenta: 
con Pablo —a quien conozco de toda la vida porque, como 
mayor que él, traté a su madre, con quien nos apreciábamos 
mucho-— tuvimos y tenemos discrepancias ideológicas. Es 
más, en algún momento hasta tuvimos algún intercambio 
en razón de que yo no podía entender cómo iba a aprobar 
cierto proyecto de ley y su respuesta fue que siempre me 
tenía en la misma consideración pero que las diferencias 
eran ideológicas. Así que las tuvimos. 


Públicamente le deseo que pueda desempeñarse como 
esperamos todos los uruguayos de alguien que va a estar 
en un lugar tan importante, como es la dirección de una 
empresa pública, porque realmente tiene condiciones para, 
desde ese puesto, tratar de que lo que se resuelva allí sea 
lo mejor posible. 
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Gracias, señora presidenta. 
SEÑOR DOMENECH- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR DOMENECH.- En nombre de Cabildo Abier- 
to, voy a votar esta venia de designación con la más abso- 
luta tranquilidad de que estamos ante un hombre compro- 
metido con el país, con su partido, y con el interior de la 
república, que para quienes tenemos alma campesina es 
tan importante. 


Ha sido realmente un gusto conocer a Pablo Lanz, tra- 
tar con él e integrar comisiones porque es una persona de 
diálogo, de ideas claras, siempre respetuoso y dispuesto a 
tener una palabra cordial aun en la discrepancia. En ese 
sentido, creo que compartimos un estilo de hacer política, 
a pesar de nuestros diferentes enfoques partidarios, que 
me llevan a votar con mucho agrado esta venia de desig- 
nación. 


Muchas gracias. 
SEÑOR COUTINHO.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR COUTINHO.- Es importante dejar constancia 
de que hoy se trata este asunto de manera urgente por me- 
dio de una cuestión puntual de ingeniería legislativa para 
intentar que se diera de esta manera, porque en realidad 
estaba previsto que el asunto cumpliera los procesos co- 
rrespondientes, se tratara en las comisiones y, finalmente, 
se votara tal como debe hacerse en el caso de una venia de 
designación. No quería dejar de decir que el carácter de 
urgencia ha sido solamente por esa ingeniería legislativa, 
más allá de que todo se ha generado en tiempo y forma 
como para que el exsenador Lanz sea ahora el vicepresi- 
dente de Antel por el voto unánime del plenario. 


Es importante destacar que a veces votamos venias de 
designación de determinados protagonistas basándonos 
en los currículos, en la iniciativa del presidente o en otros 
mecanismos, pero en general no los conocemos. Esta vez 
es distinto votar la venia de alguien que estuvo acá, con 
quien compartimos tanto tiempo y que tiene la opinión 
de todos, con mejores y peores momentos. Por eso quie- 
ro argumentar y fundamentar expresando que voy a votar 
esta venia para que el exsenador Lanz ocupe un lugar tan 
importante, sabiendo cómo ha sido como compañero del 
Senado en todos esos aspectos. 


Así que acompaño esta designación con mucho entu- 
siasmo, contento por la persona y por el paso que va a dar. 
Por eso voy a votar con mucho gusto la venia de designa- 
ción de Pablo Lanz como vicepresidente de Antel. 
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Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase el proyecto de reso- 
lución. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
«Artículo único.- Concédese al Poder Ejecutivo la venia 
solicitada para designar en calidad de Vicepresidente en el 
Directorio de la Administración Nacional de Telecomuni- 
caciones al señor Pablo Lanz Adib». 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar. 


(Se vota). 
—28 en 28. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Se comunicará al Poder Ejecutivo. 


SEÑOR BOTANA.- Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BOTANA.- Señora presidenta: hemos votado 
todos los presentes en sala; en este caso me animo a re- 
presentar la opinión unánime del Senado por alguien que, 
justamente, recoge ese aprecio general, que sabe ser res- 
petuoso en la discrepancia, afectuoso en todo momento y 
que se preocupa por dar solución, con espíritu patriótico, a 
las cuestiones sustantivas del país. 


En este sentido, Pablo Lanz reúne esas condiciones, 
además de una enorme inteligencia y un buen manejo de 
las cuestiones políticas. 


Gracias, señora presidenta. 


20) REGISTRO DE PERSONERÍA 
JURÍDICA DE ORGANIZACIONES DE 
TRABAJADORES Y DE EMPLEADORES 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en cuarto término del orden del día: 
«Proyecto de ley por el que se crea un registro de per- 
sonería jurídica de organizaciones de trabajadores y de 
empleadores que funcionará en la órbita del Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social. (Carp. n.* 528/2021 - rep. 
n.> 618/2023)». 


11 de abril de 2023 CÁMARA DE SENADORES 153-C.S. 


(Antecedentes). 


Carp. n.* 528/2021 - rep. n.*? 618/2023 
CÁMARA DE REPRESENTANTES 


-L na de 
Ccntnta 4 E Derpettilza 
rierdal del” Presguaz. en sión de 
hoy, [ra sancionado el guiente 
Begicoto dle Logs 


Artículo 1%. (Registro de organizaciones de trabajadores y de empleadores).- Créase 
en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social el Registro de Organizaciones de 
Trabajadores y de Empleadores. 


Artículo 2*. (Inscripción y efectos).- La inscripción en el referido Registro será de 
carácter facultativo y tendrá efectos de reconocimiento de la personería jurídica, el que 
procederá sin otro requisito que la presentación de estatutos de la organización que 
respeten la legalidad y hayan sido adoptados por asamblea de los integrantes de la 
respectiva organización, 


La inscripción de las organizaciones de trabajadores y empleadores que ya tuviesen 
personería jurídica reconocida por el Ministerio de Educación y Cultura o cualquier 
Registro Público con competencia para ello se verificará con la presentación de sus 
estatutos y la información prevista en el artículo 3? de esta ley. 


Artículo 3%. (Información y documentación).- La solicitud presentada ante el Registro 
para el reconocimiento de personería jurídica deberá contener la siguiente información y 
documentación: 


A) La denominación de la organización y sigla, si la tuviere. 


B) Lugar de su sede principal, con indicación de calle y número, ciudad y 
departamento. 
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C) Domicilio fisico y domicilio electrónico constituidos a todos los efectos legales 
que pudieren corresponder. 


D) Número de teléfono y dirección de correo electrónico. 
E) Nivel de actuación y alcance territorial de la organización. 
F) Objeto de la organización según estatutos. 


G) Forma de afiliarse o desafiliarse de la organización y condiciones para ser 
elector o elegible. 


H) Información de quiénes son sus representantes, indicando nombre, cédula de 
identidad y domicilio. 


1) Original y copia de los estatutos con firma de los representantes de la 
organización autenticada por escribano público. 


Artículo 4%. (Procedimiento de inscripción).- El Registro verificará si la presentación 
se conforma a los requisitos de esta ley dentro del plazo de quince días hábiles contados 
a partir del siguiente a la misma. Si no mereciere observaciones se procederá con el 
reconocimiento de la personería jurídica de la organización y la inscripción de sus 


estatutos, 


En reconocimiento de la autonomía y libertad sindical, las eventuales observaciones 
a los estatutos solo podrán tener por objeto requerir la información o documentación 
prevista en el artículo 3? de esta ley, y señalar las disposiciones estatutarias que vulneren 
la legalidad o resulten incompatibles con las normas y principios que resultan de la 
Constitución de la República, y los tratados y convenios internacionales ratificados por la 
República, solicitando las adecuaciones correspondientes. 


De las observaciones se dará vista a los representantes de la organización 
profesional, quienes dispondrán de un plazo de diez días hábiles para evacuarla. 


Evacuada la vista, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social dispondrá de un plazo 
de diez días hábiles para dictar resolución reconociendo o no personería jurídica a la 


organización profesional, 
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Cualquiera sea el contenido de la resolución del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social en respuesta a la presentación, en ningún caso significará el otorgamiento de 
autorización previa o un permiso para el funcionamiento de las organizaciones, 


En caso de que transcurriera cualquiera de los plazos previstos en los incisos 
primero y cuarto del presente articulo sin que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
se pronuncie, se tendrá por reconocida la personería jurídica de la organización, 
procediéndose en la forma prevista en el inciso primero. 


Artículo 5%. (Modificación de los estatutos o de información registrada).- Cualquier 
modificación de los estatutos de las organizaciones con personería jurídica ya 
reconocidas, así como todo acto de nombramiento, cese o revocación de sus 
representantes, deberá ajustarse a los requisitos de inscripción y publicidad que establece 
esta ley. 


Artículo 6%. (Registro y publicidad).- Con el reconocimiento de la personería jurídica 
de la organización y la inscripción en el Registro de los estatutos presentados, se 
dispondrá su publicación en el Diario Oficial. 


La información del Registro de Organizaciones de Trabajadores y de Empleadores 
será de acceso público. 


Artículo 7%. (Efectos del reconocimiento de la personería jurídica).- Las 
organizaciones de trabajadores y de empleadores que tengan personería jurídica 
reconocida serán capaces de derechos y obligaciones civiles en los términos del 
artículo 21 del Código Civil, pudiendo comparecer en juicio y celebrar cualquier tipo de 
actos y contratos, a excepción de aquellos personalísimos, propios de las personas 
físicas, o los que suponen el ejercicio de actividades que la ley sujeta a autorizaciones 
especiales. 


Las organizaciones de trabajadores que no hayan completado el procedimiento de 
reconocimiento de personería jurídica o que no cumplan con las obligaciones que impone 
el artículo 5” de esta ley, no tendrán derecho a que se retenga a su favor la cuota sindical 
para su depósito en la cuenta bancaria de la organización (artículo 6* de la Ley N* 17,940, 
de 2 de enero de 2006). 
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Los requisitos exigidos en el inciso anterior también serán de aplicación a los efectos 
de lo dispuesto por el inciso segundo del artículo 4* de la Ley N* 18.565, de 11 de 
setiembre de 2009. 


Artículo 8%. (Transitoriedad y vigencia).- Se prevé un plazo de ciento ochenta días 
desde la promulgación de la presente ley, para que las organizaciones profesionales 
puedan obtener la personería jurídica aquí regulada a los efectos correspondientes. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Montevideo, a 21 de 
diciembre de 2021. 


ED TTI 
Presidente 


Secretario 
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PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 


Montevideo, () 2 AGO 2021 


Señora Presidente de la Asamblea General 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a esa Asamblea General a fin 
de remitir, para su consideración, un Proyecto de Ley referente a la 
personería jurídica de organizaciones de trabajadores y empleadores, 
estableciendo un registro que funcionará en la órbita del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social. 


EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


El inciso primero del artículo 57 de la Constitución de la República establece 
que "La ley promoverá la organización de sindicatos gremiales, acordándoles 
franquicias y dictando normas para reconocerles personería jurídica". 

Hasta la fecha no se ha legislado sobre la parte final del citado inciso y por 
ello no existe Ley que regule cómo y cuándo cabe reconocerles personería 
jurídica a los sindicatos. 

Por otra parte, el Convenio Internacional de Trabajo N* 87 de 1948 de la 
Organización Internacional de Trabajo sobre la libertad sindical y la 
protección del derecho de sindicación (ratificado por la Ley N* 12.030, de 
fecha 27 de noviembre de 1953) establece ciertas pautas a las que deben 
atenerse los Estados al momento de regular sobre las organizaciones de 
trabajadores y empleadores. 

A partir del Convenio N* 87, el Comité de Libertad Sindical de la 
Organización Internacional de Trabajo se ha expresado en repetidas 
ocasiones sobre las condiciones que establecen los Estados miembros para 
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la obtención de la personería jurídica por parte de las organizaciones 
profesionales, ya que según el artículo 7 del referido Convenio, esas 
condiciones no pueden ser de una naturaleza tal que limiten la aplicación de 
las disposiciones de los artículos 2, 3 y 4 de la misma. 

El Comité de Libertad Sindical, sin perjuicio de señalar que “Los Estados 
quedan libres para fijar en su legislación las formalidades que les parezcan 
propias para asegurar el funcionamiento normal de las organizaciones 
profesionales”,' procura, en todas sus decisiones, que se hagan efectivos 
los límites que pone el artículo 7 del Convenio N” 87 a las condiciones 
exigibles para la adquisición de la personería jurídica. Esos limites resultan 
de los artículos 2, 3 y 4 del Convenio N” 87, que protegen la libertad sindical 
como derecho en varios aspectos. El primer aspecto se relaciona con el 
derecho de trabajadores y empleadores a constituir, sin ninguna distinción y 
sin autorización previa, las organizaciones que estimen convenientes. En 
segundo lugar, se establece el derecho de trabajadores y empleadores a 
afiliarse a esas organizaciones, con la sola condición de observar sus 
estatutos. En tercer término, trata del derecho de las organizaciones de 
trabajadores y de empleadores a redactar sus estatutos y reglamentos 
administrativos, a elegir libremente sus representantes, organizar su 
administración y sus actividades, y formular su programa de acción. Por 
último, se destaca la no disolución o suspensión de las organizaciones por 
vía administrativa. 

Es en el marco de las normas internacionales del trabajo referidas, que el 
presente proyecto de Ley procura regular la personería jurídica de las 
organizaciones profesionales de trabajadores y empleadores, lo que supone 
reglamentar, en ese aspecto, el Convenio N* 87. Al mismo tiempo, se cumple 


Y «La Libertad Sindcal Recopilación de decisiones del Comité de Libertad Sindical”, Gnebra. OIT. Sexta edición 
(2018). Párrafo 423. 
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con el postergado mandato constitucional del artículo 57 de la Carta en su 
inciso primero. 
La personería juridica ayuda a transparentar el actuar de las organizaciones 
profesionales, favoreciendo su actuación conforme a Derecho, aspecto que 
tampoco resulta ajeno a la libertad sindical que el Convenio N* 87 quiere 
hacer efectiva”. 


Debiéndose considerar, por ejemplo, que, al promoverse la obtención de la 
personería jurídica por parte de una organización profesional, se hace 
posible que la misma realice ciertos negocios a nombre propio, celebrando 
actos o contratos propios del derecho civil: adquirir bienes, arrendar, solicitar 
préstamos, etc. 

Cabe esperar también, como resultado de las normas proyectadas, una 
mayor cooperación entre los actores sociales, sobre todo en el marco de una 
negociación colectiva de buena fe, en tanto se robustecerá la seguridad de 
que el sujeto colectivo con quien se comparta información en el proceso de 
negociación estará en condiciones de responder por la obligación que la Ley 
le impone3. 

En el pasado, diversas normas han condicionado la existencia de personería 
jurídica a la actuación de las organizaciones profesionales en ciertos 
asuntos, o la obtención de beneficios. Así ocurrió, por ejemplo, con el 
Decreto-Ley N” 9.347, de 13 de abril de 1934, sobre cierre uniforme del 
comercio, que reservaba la facultad de participar en el contralor de sus 
disposiciones a "las asociaciones patronales y obreras con personería 
jurídica...”. En similar sentido, el artículo 134 de la Ley N” 12.802, de 30 de 
noviembre de 1960 condicionó el otorgamiento de exoneraciones impositivas 


* Convenio N* 87, art. 8, numeral 1: "Al ejercer los derechos que se les reconocen en el presente Convenio, los 
trabajadores, los empleadores y sus organizaciones respectivas están obligados, lo mismo que las demás 
personas o las colectividades organizadas, a respetar la legalidad " 

A a "Las partos doborán 
asimismo intercambiar informaciones necesaras a fin de facilitar un desarollo normal del proceso de negociación 
colectiva. Tratándose de información conádencial, la comunicación lleva implicita la obligación de reserve, cuyo 
desconocimiento hare incurrir en responsabilidad a quienes incumplan.” 
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a ”...los sindicatos obreros y las entidades gremiales de empleadores" a que 
se hallaren ”...en goce de personería jurídica". 

De acuerdo con las consideraciones precedentes, se propone para su 
aprobación un texto que sería de aplicación tanto para las organizaciones de 
empleadores, como para las de los trabajadores, conforme al Convenio N* 
87. 

A esos efectos, el articulo 1” dispone la creación de un "Registro de 
Organizaciones de Trabajadores y de Empleadores" en el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social. 

En el artículo 2 se propone que la obtención de la personería jurídica sea 
facultativa; no porque se considere que para el Convenio N” 87 resulte 
inadmisible un régimen preceptivo de tramitación de personería jurídica, sino 
porque es menos probable que un régimen facultativo colida con las 
disposiciones del Convenio N* 87 (artículos 2, 7 y 8 num. 2). Se prevé que la 
inscripción en el registro tendrá efectos de reconocimiento de la personería 
jurídica, y ese reconocimiento procederá ante la presentación de estatutos 
de la organización, exigiéndose como únicos requisitos que los mismos 
respeten la legalidad y hayan sido adoptados por asamblea de los 
integrantes de la respectiva organización”. 

En el artículo 3 se proyectan los requisitos de información y documentación 
necesarios para realizar la solicitud de la personería jurídica, limitándolos a 
información básica sobre la constitución y funcionamiento de la organización, 
su domicilio y representantes. 


“Algunos de los argumentos de decisiones del Comité de Libertad Sináical que se recogen en el párrafo 419 de "La 
Libertad Sindical...” ya citada, señalan: “El principio de la libertad sindical podría lagar a ser muchas veces letra 


que de la inscri 
derecho discrecional de denegarla conduce a una stuación que apenas diferirá de aquellas en que se exja 
autorización previa.” 
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En el artículo 4 se prevé un procedimiento breve y sumario para tramitar la 
personería, asegurando que el trámite no implique una autorización previa ni 
una restricción a la actividad gremial. 

El artículo 5 procura mantener actualizada la información de las 
organizaciones, disponiendo como debe comunicarse al Registro la 
modificación de los estatutos o cambios en la demás información ya 
registrada. 

El artículo 6 regula el registro y publicidad. 

El artículo 7, establece los efectos del reconocimiento de la personería 
jurídica sobre aspectos civiles, procesales, y relacionados con la obligación 
del empleador de retener la cuota sindical, modificando el artículo 6 de la Ley 
N” 17.240, de 2 de enero de 2006, y el derecho a recibir información en los 
procesos de negociación colectiva. 

Por último, el artículo 8 prevé un plazo para la adaptación de las 
organizaciones de trabajadores y empleadores a las disposiciones de la 
presente Ley. 

Corresponde destacar que para la elaboración del presente proyecto de Ley 
se formó una comisión dispuesta en el marco del Consejo Superior Tripartita, 
en la cual se recabe la opinión y los aportes de los representantes de las 
organizaciones gremiales, dando cumplimiento a lo establecido en el 
Convenio Internacional del Trabajo N” 144 de la Organización Internacional 
de Trabajo. 


Saludamos a la señora Presidente con la mayor consideración y estima, 


LUIS LACALLE POU 
ento de la República 


Prosid: 
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Artículo 1? (Registro de organizaciones de trabajadores y de empleadores). 
Créase en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social el Registro de 
Organizaciones de Trabajadores y de Empleadores. 


Artículo 2” (Inscripción y efectos). La inscripción en el referido Registro será 
de carácter facultativo y tendrá efectos de reconocimiento de la personería 
jurídica, el que procederá sin otro requisito que la presentación de estatutos 
de la organización que respeten la legalidad y hayan sido adoptados por 
asamblea de los integrantes de la respectiva organización. 

La inscripción de las organizaciones de trabajadores y empleadores que ya 
tuviesen personería jurídica reconocida por el Ministerio de Educación y 
Cuítura o cualquier Registro Público con competencia para ello se verificará 
con la presentación de sus estatutos y la información prevista en el artículo 
3", 


Artículo 3* (Información y documentación). La solicitud presentada ante el 
Registro para el reconocimiento de personería jurídica deberá contener la 
siguiente información y documentación: 

A) La denominación de la organización y sigla, si la tuviere. 

B) Lugar de su sede principal, con indicación de calle y número, ciudad y 
departamento. 

C) Domicilio fisico y domicilio electrónico constituidos a todos los efectos 
legales que pudieren corresponder. 

D) Número de teléfono y dirección de correo electrónico. 

E) Nivel de actuación y alcance territorial de la organización. 

F) Objeto de la organización según estatutos. 

G) Forma de afiliarse o desafiliarse de la organización y condiciones para ser 
elector o elegible. 

H) Información de quienes son sus representantes, indicando nombre, 
cédula de identidad y domicilio. 
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l) Original y copia de los estatutos con firma de los representantes de la 
organización autenticada por Escribano público. 


Artículo 4” (Procedimiento de inscripción). El Registro verificará si la 
presentación se conforma a los requisitos de esta Ley dentro del plazo de 15 
(quince) días hábiles contados a partir del siguiente a la misma. Si no 
mereciere observaciones se procederá con el reconocimiento de la 
personería jurídica de la organización y la inscripción de sus estatutos. 

En reconocimiento de la autonomía y libertad sindical, las eventuales 
observaciones a los estatutos solo podrán tener por objeto requerir la 
información o documentación prevista en el artículo 3” de esta Ley, y señalar 
las disposiciones estatutarias que vulneren la legalidad o resulten 
incompatibles con las normas y principios que resultan de la Constitución y 
los tratados y convenios internacionales ratificados por la República, 
solicitando las adecuaciones correspondientes. 

De las observaciones se dará vista a los representantes de la organización 
profesional, quienes dispondrán de un plazo de 10 (diez) días hábiles para 
evacuarla. 

Evacuada la vista, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social dispondrá de 
un plazo de 10 (diez) dias hábiles para dictar resolución reconociendo o no 
personería jurídica a la organización profesional. 

Cualquiera sea el contenido de la resolución del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social en respuesta a la presentación, en ningún caso significará 
el otorgamiento de autorización previa o un permiso para el funcionamiento 
de las organizaciones. 

En caso de que transcurriera cualquiera de los plazos previstos en los 
incisos primero y cuarto del presente artículo sin que el Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social se pronuncie, se tendrá por reconocida la personería 
jurídica de la organización, procediéndose en la forma prevista en el inciso 
primero. 


163-C.S. 


164-C.S. 


CÁMARA DE SENADORES 


Artículo 5” (Modificación de los estatutos o de información registrada). 
Cualquier modificación de los estatutos de las organizaciones con personería 
jurídica ya reconocidas, así como todo acto de nombramiento, cese o 
revocación de sus representantes, deberá ajustarse a los requisitos de 
inscripción y publicidad que establece esta Ley. 


Artículo 6” (Registro y publicidad). Con el reconocimiento de la personería 
jurídica de la organización y la inscripción en el Registro de los estatutos 
presentados, se dispondrá su publicación en el Diario Oficial. 

La información del Registro de Organizaciones de Trabajadores y de 
Empleadores será de acceso público. 


Artículo 7” (Efectos del reconocimiento de,la personería jurídica). Las 
organizaciones de trabajadores y de empleadores que tengan personería 
jurídica reconocida serán capaces de derechos y obligaciones civiles en los 
términos del artículo 21 del Código Civil, pudiendo comparecer en juicio y 
celebrar cualquier tipo de actos y contratos, a excepción de aquellos 
personalísimos, propios de las personas físicas, o los que suponen el 
ejercicio de actividades que la Ley sujeta a autorizaciones especiales. 

Las organizaciones de trabajadores que no hayan completado el 
procedimiento de reconocimiento de personería jurídica o que no cumplan 
con las obligaciones que impone el artículo 5 de esta Ley, no tendrán 
derecho a que se retenga a su favor la cuota sindical para su depósito en la 
cuenta bancaria de la organización (artículo 6 de la Ley N* 17.940, de 2 de 
enero de 2006). 

Los requisitos exigidos en el inciso anterior también serán de aplicación a los 
efectos de lo dispuesto por el artículo 4 inciso 2 de la Ley N” 18.566, de 11 
de setiembre de 2009. 
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Artículo 8* (Transitoriedad y vigencia). Se prevé una plaza de 180 (ciento 
ochenta) días desde la promulgación de la presente Ley, para que las 
organizaciones profesionales puedan obtener la personería jurídica aquí 
regulada a los efectos correspondientes. 


db 
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Disposciciones citadas 


CONVENIO N* 87 DE LA OIT 


SOBRE LA LIBERTAD SINDICAL Y LA PROTECCIÓN 
DEL DERECHO DE SINDICACIÓN 


PARTE | 
Libertad Sindical 
Artículo 1 


Todo Miembro de la Organización Internacional del Trabajo para el cual esté 
en vigor el presente Convenio se obliga a poner en práctica las disposiciones 
siguientes. 


Artículo 2 


Los trabajadores y los empleadores, sin ninguna distinción y sin autorización 
previa, tienen el derecho de constituir las organizaciones que estimen 
convenientes, así como el de afiliarse a estas organizaciones, con la sola 
condición de observar los estatutos de las mismas. 


Artículo 3 


1. Las organizaciones de trabajadores y de empleadores tienen el derecho de 
redactar sus estatutos y reglamentos administrativos, el de elegir libremente sus 
representantes, el de organizar su administración y sus actividades y el de 
formular su programa de acción. 


2. Las autoridades públicas deberán abstenerse de toda intervención que 
tienda a limitar este derecho o a entorpecer su ejercicio legal. 


Artículo 4 


Las organizaciones de trabajadores y de empleadores no están sujetas a 
disolución o suspensión por vía administrativa. 


Artículo 5 


Las organizaciones de trabajadores y de empleadores tienen el derecho de 
constituir federaciones y confederaciones, así como el de afiliarse a las mismas, 
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y toda organización, federación o confederación tiene el derecho de afiliarse a 
organizaciones internacionales de trabajadores y de empleadores. 


Artículo 6 


Las disposiciones de los artículos 2, 3 y 4 de este Convenio se aplican a las 
federaciones y confederaciones de organizaciones de trabajadores y de 
empleadores. 


Artículo 7 


La adquisición de la personalidad jurídica por las organizaciones de 
trabajadores y de empleadores, sus federaciones y confederaciones no puede 
estar sujeta a condiciones cuya naturaleza limite la aplicación de las 
disposiciones de los artículos 2, 3 y 4 de este Convenio. 


Artículo 8 


1. Al ejercer los derechos que se les reconocen en el presente Convenio, los 
trabajadores, los empleadores y sus organizaciones respectivas están obligados, 
lo mismo que las demás personas o las colectividades organizadas, a respetar 
la legalidad. 


2. La legislación nacional no menoscabará ni será aplicada de suerte que 
menoscabe las garantías previstas por el presente Convenio, 


Artículo 9 


1. La legislación nacional deberá determinar hasta qué punto se aplicarán a 
las fuerzas armadas y a la policía las garantías previstas por el presente 
Convenio. 


2. De conformidad con los principios establecidos en el párrafo 8 del artículo 
19 de la Constitución de la Organización Intemacional del Trabajo, no deberá 
considerarse que la ratificación de este Convenio por un Miembro menoscaba 
en modo alguno las leyes, sentencias, costumbres o acuerdos ya existentes que 
concedan a los miembros de las fuerzas armadas y de la policía garantías 
prescritas por el presente Convenio. 
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Artículo 10 


En el presente Convenio, el término organización significa toda organización 
de trabajadores o de empleadores que tenga por objeto fomentar y defender los 
intereses de los trabajadores o de los empleadores. 


PARTE Il 
Protección del Derecho de Sindicación 
Artículo 11 


Todo Miembro de la Organización Internacional del Trabajo para el cual esté 
en vigor el presente Convenio se obliga a adoptar todas las medidas necesarias 
y apropiadas para garantizar a los trabajadores y a los empleadores el libre 
ejercicio del derecho de sindicación. 


PARTE Ill 
Disposiciones Diversas 
Artículo 12 


1. Respecto de los territorios mencionados en el , enmendada por el 
Instrumento de enmienda a la Constitución de la Organización Internacional del 
Trabajo, 1946, excepción hecha de los territorios a que se refieren los párrafos 
4 y 5 de dicho artículo, tal como quedó enmendado, todo Miembro de la 
Organización que ratifique el presente Convenio deberá comunicar al Director 
General de la Oficina Internacional del Trabajo, en el plazo más breve posible 
después de su ratificación, una declaración en la que manifieste: 


a) los territorios respecto de los cuales se obliga a que las disposiciones del 
Convenio sean aplicadas sin modificaciones; 


b) los territorios respecto de los cuales se obliga a que las disposiciones del 
Convenio sean aplicadas con modificaciones, junto con los detalles de dichas 
modificaciones; 


c) los territorios respecto de los cuales es inaplicable el Convenio y los motivos 
por los que es inaplicable; 


d) los territorios respecto de los cuales reserva su decisión. 
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2. Las obligaciones a que se refieren los apartados a) y b) del párrafo 1 de 
este artículo se considerarán parte integrante de la ratificación y producirán sus 
mismos efectos. 


3. Todo Miembro podrá renunciar, total o parcialmente, por medio de una 
nueva declaración, a cualquier reserva formulada en su primera declaración en 
virtud de los apartados b), c) o d) del párrafo 1 de este artículo. 


4. Durante los periodos en que este Convenio pueda ser denunciado, de 
conformidad con las disposiciones del artículo 16, todo Miembro podrá 
comunicar al Director General una declaración por la que modifique, en cualquier 
otro aspecto, los términos de cualquier declaración anterior y en la que indique 
la situación en territorios determinados. 


Artículo 13 


1. Cuando las cuestiones tratadas en el presente Convenio sean de la 
competencia de las autoridades de un territorio no metropolitano, el Miembro 
responsable de las relaciones internacionales de ese territorio, de acuerdo con 
el gobierno del territorio, podrá comunicar al Director General de la Oficina 
Internacional del Trabajo una declaración por la que acepte, en nombre del 
territorio, las obligaciones del presente Convenio. 


2. Podrán comunicar al Director General de la Oficina Internacional del 
Trabajo una declaración por la que se acepten las obligaciones de este 
Convenio: 


a) dos o más Miembros de la Organización, respecto de cualquier territorio 
que esté bajo su autoridad común; o 


b) toda autoridad internacional responsable de la administración de cualquier 
territorio, en virtud de las disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas o de 
cualquier otra disposición en vigor, respecto de dicho territorio. 


3. Las declaraciones comunicadas al Director General de la Oficina 
Internacional del Trabajo, de conformidad con los párrafos precedentes de este 
artículo, deberán indicar si las disposiciones del Convenio serán aplicadas en el 
territorio interesado con modificaciones o sin ellas; cuando la declaración indique 
que las disposiciones del Convenio serán aplicadas con modificaciones, deberá 
especificar en qué consisten dichas modificaciones. 
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4. El Miembro, los Miembros o la autoridad internacional interesados podrán 
renunciar, total o parcialmente, por medio de una declaración ulterior, al derecho 
a invocar una modificación indicada en cualquier otra declaración anterior. 


5. Durante los períodos en que este Convenio pueda ser denunciado de 
conformidad con las disposiciones del articulo 16, el Miembro, los Miembros o la 
autoridad internacional interesados podrán comunicar al Director General una 
declaración por la que modifiquen, en cualquier otro respecto, los términos de 
cualquier declaración anterior y en la que indiquen la situación en lo que se 
refiere a la aplicación del Convenio. 


PARTE IV 
Disposiciones Finales 
Artículo 14 


Las ratificaciones formales del presente Convenio serán comunicadas, para 
su registro, al Director General de la Oficina Internacional del Trabajo. 


Artículo 15 


1. Este Convenio obligará únicamente a aquellos Miembros de la 
Organización Internacional del Trabajo cuyas ratificaciones haya registrado el 
Director General. 


2, Entrará en vigor doce meses después de la fecha en que las ratificaciones 
de dos Miembros hayan sido registradas por el Director General. 


3. Desde dicho momento, este Convenio entrará en vigor, para cada Miembro, 
doce meses después de la fecha en que haya sido registrada su ratificación. 


Artículo 16 


1. Todo Miembro que haya ratificado este Convenio podrá denunciarlo a la 
expiración de un período de diez años, a partir de la fecha en que se haya puesto 
inicialmente en vigor, mediante un acta comunicada, para su registro, al Director 
General de la Oficina Internacional del Trabajo. La denuncia no surtirá efecto 
hasta un año después de la fecha en que se haya registrado. 


2. Todo Miembro que haya ratificado este Convenio y que, en el plazo de un 
año después de la expiración del periodo de diez años mencionado en el párrafo 
precedente, no haga uso del derecho de denuncia previsto en este artículo 
quedará obligado durante un nuevo periodo de diez años, y en lo sucesivo podrá 
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denunciar este Convenio a la expiración de cada período de diez años en las 
condiciones previstas en este artículo. 


Artículo 17 


1. El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo notificará a todos 
los Miembros de la Organización Internacional del Trabajo el registro de cuantas 
ratificaciones, declaraciones y denuncias le comuniquen los Miembros de la 
Organización. 


2. Al notificar a los Miembros de la Organización el registro de la segunda 
ratificación que le haya sido comunicada, el Director General llamará la atención 
de los Miembros de la Organización sobre la fecha en que entrará en vigor el 
presente Convenio. 


Artículo 18 


El Director General de la Oficina Intemacional del Trabajo comunicará al 
Secretario General de las Naciones Unidas, a los efectos del registro y de 
conformidad con el artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas, una 
información completa sobre todas las ratificaciones, declaraciones y actas de 
denuncia que haya registrado de acuerdo con los artículos precedentes. 


Artículo 19 


A la expiración de cada periodo de diez años, a partir de la fecha en que este 
Convenio entre en vigor, el Consejo de Administración de la Oficina Internacional 
del Trabajo deberá presentar a la Conferencia General una memoria sobre la 
aplicación de este Convenio, y deberá considerar la conveniencia de incluir en el 
orden del día de la Conferencia la cuestión de la revisión total o parcial del 
mismo. 


Artículo 20 


1. En caso de que la Conferencia adopte un nuevo convenio que implique una 
revisión total o parcial del presente, y a menos que el nuevo convenio contenga 
disposiciones en contrario: 


a) la ratificación, por un Miembro, del nuevo convenio revisor implicará, ipso 
jure, la denuncia inmediata de este Convenio, no obstante las disposiciones 
contenidas en el artículo 16, siempre que el nuevo convenio revisor haya entrado 
en vigor; 
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b) a partir de la fecha en que entre en vigor el nuevo convenio revisor, el 
presente Convenio cesará de estar abierto a la ratificación por los Miembros. 


2. Este Convenio continuará en vigor en todo caso, en su forma y contenido 
actuales, para los Miembros que lo hayan ratificado y no ratifiquen el convenio 
revisor. 


Artículo 21 


Las versiones inglesa y francesa del texto de este Convenio son igualmente 
auténticas. 


Hecho en San Francisco, Estados Unidos de América, el 17 junio 1948. 
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CÓDIGO CIVIL 


TÍTULO | - DE LAS DIFERENTES PERSONAS CIVILES 


Artículo 21. Son personas todos los individuos de la especie humana. Se 
consideran personas jurídicas y por consiguiente capaces de derechos y 
obligaciones civiles, el Estado, el Fisco, el Municipio, la Iglesia y las 
corporaciones, establecimientos y asociaciones reconocidas por la autoridad 
pública. 
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Ley N* 17.940, de 2 de enero de 2006 


LIBERTAD SINDICAL 


Artículo 6”. - (Retención de la cuota sindical).- Los trabajadores afiliados a 
una organización sindical tendrán derecho a que se retenga su cuota sindical 
sobre los salarios que el empleador abone, debiendo manifestar su 
consentimiento por escrito en forma previa. 


El monto a descontar será fijado por el sindicato y comunicado, 
fehacientemente, a la empresa o institución, la que verterá a la organización los 
montos resultantes en un plazo perentorio a partir del efectivo pago del mes en 
curso. 
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Ley N* 18.566, de 11 de setiembre de 2009 


NEGOCIACIÓN COLECTIVA 


Artículo 4*. - (Deber de negociar de buena fe).- En toda negociación colectiva 
las partes conferirán a sus negociadores respectivos el mandato necesario para 
conducir y concluir las negociaciones a reserva de cualquier disposición relativa 
a consultas en el seno de sus respectivas organizaciones. En cualquier caso, 
deberán fundar suficientemente las posiciones que asuman en la negociación. 


Las partes deberán asimismo intercambiar informaciones necesarias a fin de 
facilitar un desarrollo normal del proceso de negociación colectiva. Tratándose 
de información confidencial, la comunicación lleva implicita la obligación de 
reserva, cuyo desconocimiento hará incurrir en responsabilidad a quienes 
incumplan. 
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SEÑORA PRESIDENTA.- En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador 
Lozano. 


SEÑOR LOZANO.- Señora presidenta: el Poder Eje- 
cutivo ha enviado un proyecto de ley para la considera- 
ción de este Cuerpo que viene con media sanción de la 
Cámara de Representantes y que recoge las iniciativas de 
los proyectos presentados en su oportunidad por el señor 
representante de Cabildo Abierto Sebastián Cal y por el 
señor representante del Partido Nacional Javier Radiccio- 
ni, referidos al registro de personería jurídica de organi- 
zaciones de trabajadores y empleadores, que fue tratado 
en la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social 
de esta cámara, resultando aprobado por mayoría. Ante 
esa comisión comparecieron varias delegaciones, entre las 
cuales se incluyen el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, encabezada por el señor ministro, Pablo Mieres; el 
PIE CNT, encabezada por su presidente, Marcelo Abdala; 
y la Cámara de Comercio y Servicios del Uruguay, enca- 
bezada por el gerente general, ingeniero Felipe Puig. 


La preparación del presente proyecto surgió del diálo- 
go y la negociación, con la participación de los diferentes 
actores sociales involucrados, cuyas opiniones fueron re- 
cibidas con la finalidad de obtener la mayor cantidad de 
acuerdos y consensos posibles, tanto del sector de los tra- 
bajadores como del sector empleador. 


En efecto, la voluntad del Gobierno de formular el pro- 
yecto de ley fue planteada en el marco del Consejo Su- 
perior Tripartito, como órgano superior de gobernanza de 
las relaciones laborales. Dicho órgano decidió crear una 
comisión especial tripartita para abordar el tema sobre la 
base de dos tópicos: el tratamiento de la personería jurí- 
dica para las organizaciones gremiales de empleadores y 
trabajadores, y la redacción de un anteproyecto de ley para 
cumplir con las observaciones de la OIT a la negociación 
colectiva, de acuerdo con su Convenio 98, de la manera 
más consensuada posible entre los distintos actores so- 
ciales, el PIT-CNT y las cámaras empresariales, que for- 
mularon observaciones e hicieron modificaciones al texto 
presentado. 


No es un proyecto de ley consensuado en su totalidad, 
pero las partes tampoco se opusieron firmemente. Algu- 
nos artículos contemplan aspiraciones del movimiento 
sindical y otros, las del sector empleador. 


Para la confección de este proyecto de ley se tomaron 
como insumos principales, en primer lugar, el artículo 57 
de la Constitución de la república; en segundo lugar, el 
Convenio 87 de la OIT, ratificado por nuestro país a través 
de la Ley n.? 12030, de fecha 30 de noviembre de 1953, 
y, en tercer lugar, los diferentes pronunciamientos de los 
comités de libertad sindical sobre esta temática. 
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El artículo 57 de la Constitución de la república, en su 
inciso primero, establece: «La ley promoverá la organiza- 
ción de sindicatos gremiales, acordándoles franquicias y 
dictando normas para reconocerles personería jurídica. ..». 
Se está omiso a lo establecido por este artículo en la apro- 
bación de un proyecto de ley específico para las organiza- 
ciones gremiales y este que hoy se somete a consideración 
no hace más que cumplir con ese mandato constitucional. 


Por su parte, el Convenio 87 de la Organización In- 
ternacional del Trabajo, ratificado por la Ley n. 12030, 
establece ciertas pautas para los Estados miembros al mo- 
mento de legislar sobre las formalidades y requerimientos 
que deben cumplir tanto las organizaciones de trabajado- 
res como las de empleadores. 


Este proyecto se aplica a las organizaciones a que ha- 
cíamos mención, que, si cumplen con los requisitos que 
impone la ley, pasarían a adquirir la calidad de sujetos de 
derecho. Quiere decir que pasarán a ser entidades capaces 
de contraer derechos y obligaciones civiles de conformi- 
dad con lo dispuesto por el artículo 21 del Código Civil, 
independientemente de los derechos y obligaciones que 
tienen las personas físicas que las componen, en este caso, 
sus afiliados. En tal sentido, esas organizaciones podrán 
realizar negocios, celebrar contratos de distinta índole y 
comparecer con diversos organismos e instituciones, tanto 
públicas como privadas. De esta forma, la personería ju- 
rídica confiere a la entidad gremial un marco legal claro y 
objetivo, favoreciendo la actuación de las organizaciones 
conforme a derecho, en favor de sus integrantes y facili- 
tando su propia operativa, la cual resulta compatible con 
el principio máximo de libertad sindical consagrado en el 
Convenio 87. 


Para constituir una organización de trabajadores, nues- 
tra legislación interna no prevé exigencia alguna; basta 
que un conjunto de trabajadores resuelva constituir un sin- 
dicato y así se lo comunique a su empleador, sin ningún 
tipo de formalidad ni procedimiento especial alguno. Es a 
partir de su constitución que el sindicato representa al co- 
lectivo de trabajadores en la negociación colectiva y ejerce 
libremente la actividad sindical. 


Muchos gremios cuentan con personería jurídica y 
otros no la tienen. Para realizar ciertos actos de naturaleza 
económica y mercantil -como puede ser la compra de bie- 
nes, contratación de servicios, alquiler de locales, apertura 
de cuentas bancarias, solicitud de préstamos, comparecen- 
cia de procedimientos jurisdiccionales, etcétera—, nuestro 
ordenamiento exige que la entidad de que se trate cuente 
con una personería jurídica civil. Por esa razón, aquellos 
organismos que no tienen personería jurídica para reali- 
zar cualquier tipo de transacciones como arrendamientos, 
compra de inmuebles y solicitud de préstamos, entre otras, 
actualmente lo hacen a título personal. Otros, por ejemplo, 
según consultas realizadas a las autoridades del PIT-CNT, 
las hacen a través del Instituto Cuesta Duarte, que sí tiene 
personería jurídica. 


11 de abril de 2023 


Asimismo, la delegación del PIT-CNT fue consultada 
sobre la elección de sus autoridades por voto secreto y no 
mostró una firme oposición al respecto, puesto que la ma- 
yoría de los gremios —según manifestaron— ya elige a sus 
autoridades por medio del voto secreto. Tanto es así que 
nosotros propusimos en el debate de la comisión que, para 
transparentar y dar mayor calidad democrática a la elec- 
ción de las autoridades de los distintos gremios de base, se 
empleara el voto secreto. 


Existen otros antecedentes en esta dirección de regis- 
tro de personería jurídica de organizaciones de trabajado- 
res y empleadores en nuestro derecho. A manera de rese- 
ña, podemos mencionar el Decreto Ley n.? 9347, de 1934, 
sobre el cierre uniforme del comercio, la Ley n.” 12802, de 
1960, que es una ley de rendición de cuentas que establece 
ciertas exoneraciones impositivas para sindicatos obreros 
y gremiales de empleadores, y la ley, también de rendición 
de cuentas, que exigía personería jurídica a las organiza- 
ciones sindicales para la retención de la cuota sindical. 
También podemos mencionar las recientes iniciativas de 
2013 y 2019, a los efectos de subsanar las observaciones 
de la OIT. 


Quiere decir que el planteamiento no es nuevo; tiene 
muchos antecedentes en nuestro derecho a lo largo de la 
historia. Hoy es posible obtener la personería jurídica a 
través de un procedimiento ante los ministerios de Eco- 
nomía y Finanzas y de Educación y Cultura, que muchas 
veces resulta demasiado restrictivo. Esta dificultad es la 
que pretende ser salvada a través de este proyecto de ley, 
tal como analizaremos a continuación. 


El proyecto consta de ocho artículos. 


El artículo 1. crea el registro de organizaciones de 
trabajadores y de empleadores, que estará a cargo del Mi- 
nisterio de Trabajo y Seguridad Social. Esta es la misma 
solución que han adoptado legislaciones como las de Ar- 
gentina, Chile, Perú y otros países, que dejan el registro en 
manos de la administración encargada del trabajo. 


El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, a través 
de la Inspección General de Trabajo y de la Seguridad So- 
cial y de la Dirección Nacional de Trabajo, es el órgano 
especializado para estudiar y responder sobre las inscrip- 
ciones de los distintos estatutos para establecer registros, 
así como el control en el cumplimiento de la normativa 
aplicable, tanto nacional como internacional. 


En el artículo 2.” se establece que la inscripción del re- 
ferido registro es de carácter facultativo o voluntario y que 
la organización tendrá el reconocimiento de la personería 
jurídica con la presentación de los estatutos que respeten 
las disposiciones vigentes que resulten aplicables y hayan 
sido adoptadas por asamblea de los integrantes de la res- 
pectiva organización. En este artículo también se encuen- 
tra regulada la situación de aquellas organizaciones que a 
la fecha de su promulgación ya hubieran tramitado y obte- 
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nido la personería jurídica ante el Ministerio de Educación 
y Cultura, las cuales únicamente deberán cumplir con el 
requisito de presentación de sus estatutos y la información 
prevista en el artículo siguiente. 


El artículo 3.* proyecta los requisitos de información 
y documentación necesarios para realizar la solicitud de 
personería jurídica, limitándolos a la información básica 
sobre la constitución y el funcionamiento de la organiza- 
ción, su domicilio y representantes. 


Toda asociación civil —y estas también lo son— deben 
registrarse y obtener personería jurídica en el Ministerio 
de Educación y Cultura. En este caso se pensó en que el 
propio Ministerio de Trabajo y Seguridad Social tuviera a 
cargo un registro específico para estas organizaciones de 
naturaleza gremial, a efectos de facilitar el procedimiento 
de las organizaciones que componen el vínculo laboral, 
ya que el registro de asociaciones civiles del Ministerio 
de Educación y Cultura posee mayores exigencias y re- 
quisitos. 


Queremos enfatizar que no estamos aludiendo a la 
personería gremial, que tanto las organizaciones empresa- 
riales como sindicales tienen reconocida y garantizada en 
nuestro ordenamiento jurídico vigente, sino a la persone- 
ría jurídica, por lo que de ninguna manera se puede decir 
que se están limitando los derechos que tienen relación 
con el ejercicio de la actividad gremial propiamente dicha. 
Tampoco estamos legislando sobre el contenido de los res- 
pectivos estatutos, ya que sus propias organizaciones de- 
berán determinar en forma interna y de manera libre y vo- 
luntaria su estructura y composición, así como mantener 
la mayor autonomía posible en cuanto al funcionamiento 
de la administración, en perfecta concordancia con lo dis- 
puesto en el Convenio 87. 


El artículo 4.” prevé un procedimiento abreviado para 
la tramitación de personería jurídica, asegurando que ese 
trámite no implique una restricción en la actividad gre- 
mial, de conformidad con las recomendaciones de la OIT. 


El artículo 5.? refiere a la posibilidad de modificar los es- 
tatutos en procura de mantener actualizada la información. 


El artículo 6.” regula el registro y la publicidad, la in- 
formación del registro de organizaciones de trabajadores 
y empleadores, así como el acceso público. 


El artículo 7.* establece los efectos del reconocimiento 
de la personería jurídica sobre aspectos civiles, procesales 
y otros relacionados con el proceso de negociación colec- 
tiva. En su inciso segundo establece: «Las organizacio- 
nes de trabajadores que no hayan completado el procedi- 
miento de reconocimiento de personería jurídica o que no 
cumplan con las obligaciones que impone el artículo 5 de 
esta Ley, no tendrán derecho a que se retenga a su favor la 
cuota sindical para su depósito en la cuenta bancaria de la 
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organización (artículo 6 de la Ley N* 17.940, de 2 de enero 
de 2006)». 


Sin perjuicio de este derecho otorgado a las organiza- 
ciones, será preceptivo de estas contar con la aprobación 
por parte del trabajador para que se efectúe dicha reten- 
ción, a efectos de que sea este quien tenga total libertad 
del manejo de sus finanzas. Aquí es donde las autorida- 
des de las organizaciones sindicales manifestaron algunas 
diferencias. Me refiero a la no obligación del descuento 
de la cuota sindical por parte de las empresas en aquellos 
casos en los que las organizaciones gremiales no hayan 
completado el procedimiento de registro de personería ju- 
rídica. Manifiestan que estas diferencias se fundamentan 
en que las organizaciones empresariales no cuentan con 
una medida de espejo similar, pero no tienen claro la exis- 
tencia o no de organizaciones empresariales sin personería 
jurídica. 


En realidad, la imposibilidad de que se realicen reten- 
ciones de cuotas sindicales para su posterior depósito en 
la cuenta bancaria en favor de las organizaciones que no 
cuentan con personería jurídica reconocida puede con- 
siderarse una garantía para todos los afiliados a la orga- 
nización de que se trate. En efecto, no solo constituye la 
defensa de la autonomía financiera de la propia organiza- 
ción, sino que se trata de una garantía para el trabajador 
afiliado. 


Por lo tanto, se modifica lo dispuesto en el artículo 6 
de la Ley n.” 17940, estableciéndose que a los efectos de 
poder solicitar al empleador los correspondientes importes 
retenidos por concepto de cuota sindical la organización, 
en todos los casos, deberá contar con personería jurídi- 
ca. De esta forma, se apela a una mayor transparencia en 
cuanto al destino de los dineros de los trabajadores. 


Lo que ocurre actualmente es que la organización que 
no cuenta con personería jurídica no tiene la capacidad ju- 
rídica para poseer ni administrar libremente a su nombre 
esos recursos. Por tal razón, los vierte en una cuenta de un 
tercero, porque no puede tenerlo a su nombre, debido a que 
no es sujeto de derecho ni de obligaciones, lo que resulta 
una desprotección para la propia organización. 


En el inciso final del artículo 7. del proyecto también 
se establece la exigencia de contar con personería jurídi- 
ca, a los efectos de lo dispuesto en el artículo 4.” de la 
Ley n” 18566, Ley de Negociación Colectiva, del 11 de 
setiembre de 2009, que refiere al deber de negociar de 
buena fe. Además, en su inciso segundo establece que las 
partes deberán intercambiar información necesaria a fin 
de facilitar un desarrollo normal del proceso de negocia- 
ción colectiva. Tratándose de información confidencial, la 
comunicación lleva implicita la obligación de reserva cuyo 
desconocimiento hará incurrir en responsabilidad a quie- 
nes la incumplan. A partir de esta modificación se consa- 
gra la exigencia de contar con personería jurídica para que 
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la organización tenga el derecho a recibir información de 
los procesos de negociación colectiva. 


Finalmente, el artículo 8.” prevé un plazo de 180 días 
para que las organizaciones de trabajadores y empleadores 
realicen las adaptaciones necesarias para el cumplimiento 
de la ley. 


Podemos afirmar que el texto sigue la misma direc- 
ción que el proyecto presentado en el Parlamento en la 
Administración anterior con fecha 29 de octubre de 2019 
y atiende las observaciones realizadas por la OIT a nuestra 
Ley de Negociación Colectiva, que establece la posibili- 
dad de intercambio de información para los consejos de 
salarios. 


En varias oportunidades las partes se han negado a 
brindar determinada información que le ha sido requerida 
en el contexto de la negociación colectiva, sobre la base de 
que no cuentan con personería jurídica. En realidad, si no 
se tiene personería jurídica no se cuenta con responsabili- 
dad necesaria para hacer frente a las consecuencias legales 
y jurídicas que un manejo incorrecto de dicha informa- 
ción pudiera ocasionar. Ello obedece a las características 
de confidencialidad y sensibilidad que, en general, tiene 
la información que se maneja, por lo que de esta forma se 
estaría salvando este inconveniente. 


En conclusión, la norma que se proyecta aprobar no 
coarta ni restringe la constitución o el funcionamiento de 
las organizaciones de trabajadores ni empleadores; por el 
contrario, tiene la finalidad de sostener y apoyar la acti- 
vidad gremial. Se cumple con los dispuesto en nuestra 
Constitución de la república ya que este proyecto facilita 
el registro y el reconocimiento de la personería jurídica 
de organizaciones de trabajadores y empleadores, no im- 
poniendo formalidades o exigencias que signifiquen de 
hecho o de derecho obstáculos para que las organizacio- 
nes obtengan el reconocimiento por parte del Estado en el 
ejercicio de la actividad sindical en sus diversos aspectos 
O expresiones. 


Como mencionamos, el proyecto de ley puesto a con- 
sideración de este Cuerpo fue elaborado por una comisión 
especial dispuesta por el Consejo Superior Tripartito, con 
el aporte de los gremios involucrados que llegaron a esta 
redacción consensuada que subsana las observaciones 
realizadas por la Organización Internacional del Trabajo. 


Por todas estas razones expuestas, señora presidenta, 
solicito a este Cuerpo que apruebe este proyecto de ley 
proveniente del Poder Ejecutivo. 

Muchas gracias. 


SEÑORA SANGUINETTI. Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 
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SEÑORA SANGUINETTI.- Señora presidenta: hoy 
tenemos a consideración el proyecto remitido por el Mi- 
nisterio de Trabajo y Seguridad Social referente al registro 
de personería jurídica de organizaciones de trabajadores y 
empleadores. Esto es lo primero que quiero resaltar, que 
está afectando a ambas partes; me parece que este no es 
un detalle menor y que es positivo porque, en definitiva, lo 
que busca es mejorar la institucionalidad asociada al mun- 
do de las relaciones laborales en su conjunto, aportando 
mayor transparencia y garantías, tanto a los propios ac- 
tores que participan de estos vínculos como a la sociedad 
toda. Entendemos que este es un enfoque acertado y por 
eso como Partido Colorado lo vamos a votar y lo haremos 
con convicción. 


Las organizaciones sindicales han crecido. En el 2003 
el PIT-CNT tenía 110.000 afiliados y según declaraciones 
del entonces presidente Fernando Pereira, en el 2018 tenía 
420.000. Este aumento de afiliados implica, por supuesto, 
un aumento de responsabilidades y también de recursos 
económicos y por eso no nos parece nada descabellado 
que la ley busque que estas organizaciones tengan cierto 
marco que dé garantías a sus afiliados y mayor transparen- 
cia y garantías al uso de esos recursos a la sociedad toda. 


Entendemos que aporta algunas bases para considerar 
y mejorar las relaciones laborales y los procesos de nego- 
ciación que, justamente, conllevan intercambio de infor- 
mación. Para que exista este intercambio, las partes que 
negocian necesitan garantías y esto es justamente lo que 
impulsa este proyecto de ley. Como decía el miembro in- 
formante, esto no surge desde el actual Gobierno, sino que 
parte de las observaciones que ha hecho la OIT al Uruguay 
y que el propio Frente Amplio recogió en un proyecto que 
se presentó en el 2019, 


Señora presidenta: nuestro país tiene enormes forta- 
lezas y grandísimos desafíos. Desde mi perspectiva, uno 
de los principales desafíos tiene que ver con aumentar la 
productividad. Entiendo que este proyecto de ley avanza 
en generar las condiciones para que este tema tenga una 
mayor presencia en las relaciones laborales. Voy a citar 
una frase de Richard Read en una entrevista reciente en la 
que dice: «Muchos empresarios me decían que no discu- 
tirían productividad, porque si no hay personería jurídica 
del otro lado, no tengo las garantías de confidencialidad». 
Creo que es evidente que nuestro país está muy atrasado 
en temas vinculados a las relaciones laborales y que este 
es un paso en la dirección correcta. Por eso lo vamos a 
apoyar y lo haremos con mucha convicción. 


Muchas gracias. 
SEÑOR ANDRADE.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 
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SEÑOR ANDRADE.- Señora presidenta: por razones 
de contenido y de oportunidad no vamos a acompañar esta 
iniciativa. 


En primer lugar, como bien dice el Instituto de Dere- 
cho del Trabajo y de la Seguridad Social, de la Univer- 
sidad de la República, el sistema de relaciones laborales 
en el Uruguay tiene como característica una altísima au- 
tonomía y de no intervención por parte del Estado. Hay 
un informe realizado por el Programa Relasur, de la OIT, 
que sostiene que las relaciones laborales en el Uruguay se 
caracterizaban por la existencia de un marco normativo 
exiguo de relaciones colectivas del trabajo, constituido por 
algunas pocas normas constitucionales y convenios ratifi- 
cados de la OIT. A pesar de esta larguísima tradición, la 
valoración de cómo funcionan las relaciones laborales en 
el Uruguay para el asesor principal de la OIT en Políticas 
de Legislación del Trabajo, Arturo Bronstein, que aparece 
en una publicación del 2017, es la siguiente: «Uruguay es, 
sin duda, aquel que se ha mantenido más fiel al mandato 
del Convenio 87. Uruguay, en efecto, es el único de estos 
países en donde las organizaciones sindicales se han auto- 
rregulado pues aparte del Convenio 87, que es considerado 
fuente de derecho interno, no existe ninguna otra norma 
legal que regule la constitución de sindicatos, aun cuando 
desde fechas relativamente recientes sí las hay, que prote- 
gen la actividad sindical, en consonancia con el Convenio 
98 y que organiza un sistema de negociación colectiva que 
tiene la particularidad de ofrecer a sus actores la posibili- 
dad de escoger entre una negociación bilateral autónoma 
y otra que es tripartita porque se organiza a través de la 
convocatoria de consejo de salarios de composición tri- 
partita». 


Hay una larga tradición de autonomía que tiene que ver 
con los orígenes del movimiento sindical y la influencia de 
las orientaciones anarquistas en la forja de los primeros 
sindicatos. 


Un segundo lugar donde concentramos la tensión en 
las relaciones laborales es que el proyecto no atiende el 
principal problema. Un estudio profundo de la conflictivi- 
dad laboral muestra que los conflictos en Uruguay no se 
dan porque una organización sindical lleva a una empresa 
al ministerio para reclamar más aportes de lo que corres- 
ponde. ¡No! Los conflictos se dan porque hay evasión de 
aportes; no se dan porque se reclame que se pague antes 
de fecha. ¡No; no! Los conflictos en Uruguay se dan cuan- 
do hay retraso en los pagos. No se da porque se reclamen 
normativas de salud laboral que no sean las que corres- 
ponden. El origen de la conflictividad laboral en Uruguay 
tiene que ver con incumplimientos patronales, por no res- 
peto a las categorías o a la Ley de Negociación Colectiva. 


El miembro informante comete un error respecto a 
la confesión que hace el doctor Juan Mailhos, de la Cá- 
mara de Comercio y Servicios. Cuando se le consulta si 
comparten información como mandata la ley, de buena fe, 
responde que no, porque no tienen cultura de compartir. 
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Mailhos no negocia con sindicatos que no tienen persone- 
ría jurídica, sino con los que la tienen, como en el caso de 
Fuecys. Los empresarios sostienen que violentan la Ley de 
Negociación Colectiva, no por la personería jurídica, sino 
porque lo tienen incorporado en su cultura y ante esto el 
proyecto de ley no establece nada, no incorpora sanciones 
o mayores obligaciones. Ante la confesión que recibimos 
en la Comisión de Constitución y Legislación —y consta 
en la versión taquigráfica— el empresario sostiene que el 
hecho de violentar y procesar negociaciones de buena fe 
es independiente de la personería jurídica. 


En principio nos negamos porque nos pesa mucho la 
autonomía del movimiento sindical. Acá se piensa que el 
trabajador afiliado a su sindicato es tonto y que no puede 
decidir gestionar la personería jurídica. Pertenecí vein- 
ticinco años a un sindicato que tiene personería jurídica 
desde los cincuenta, la inmensa mayoría la tiene y los tra- 
bajadores tienen la libertad de establecer si quieren o no 
tenerla. Esa ha sido la historia en el Uruguay. Acá creemos 
que nosotros tenemos que pensar por el trabajador afiliado 
y definir el carácter de su organización, siendo que la ma- 
yoría de los sindicatos, el 90 %, tienen personería jurídica; 
estamos hablando de arriba del 95 % o el 96 % de los afi- 
liados a los sindicatos, porque los más grandes la tienen. 
Defiendo el derecho y la libertad del trabajador que tiene 
un sindicato que no quiere tener personería jurídica, y se- 
guramente, no responda a mi orientación de pensamiento, 
pero no creo que tenga que ser sancionado porque no es 
cierto que esta ley sea igual para empresarios y trabaja- 
dores, porque el trabajador recibe una sanción y no va a 
poder tener descuento por planilla ni derecho a la infor- 
mación. ¿Cuál es la sanción que tiene la empresa si no saca 
personería jurídica? ¿Cuál es? Ninguna. Alcanza con ver 
la fundamentación y el debate parlamentario, en algunos 
casos con opiniones vergonzosas y muchas ofensivas —a 
las que después voy a referir— que se dieron en la discusión 
en la Cámara de Representantes. 


En fin, vamos a pasar a considerar el proyecto de ley 
que en su artículo 5.” habla de la modificación de estatutos 
o de información registrada. Esto es lo que se votó en co- 
misión. Esta disposición establece: «Cualquier modifica- 
ción de los estatutos de las organizaciones con personería 
jurídica ya reconocidas, así como todo acto de nombra- 
miento, cese o revocación de sus representantes, deberá 
ajustarse a los requisitos de inscripción y publicidad que 
establece esta ley». 


El artículo 7.* establece que no va a tener derecho al 
descuento de la cuota sindical el sindicato que no tenga 
personería jurídica o que no cumpla con las obligaciones 
del artículo 5.” Esto es un sindicato con personería ju- 
rídica. Si renunció un integrante de su dirección y no lo 
comunicó se puede habilitar el no descuento de la cuota 
por planilla. ¿Alguien piensa que esto favorece la acción 
sindical? Es una salvajada, como bien dice el doctor Raso 
Delgue, catedrático grado 5 de Derecho Laboral. ¿Cómo 
no vieron esto? Si se decide cualquier cambio, cualquier 
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integrante —ni siquiera sabemos si es de una departamen- 
tal nacional o departamental o una dirección nacional-, 
y no se comunica, ese sindicato perdió el derecho al des- 
cuento de la cuota por planilla y también perdió el dere- 
cho, en la negociación colectiva, a acceder a información. 
¡Qué bárbaro! 


Por otro lado, según el artículo 4.”, «Procedimiento de 
inscripción», en el mejor de los mundos, el sindicato se 
presenta para inscribirse en el registro y obtener perso- 
nería jurídica y, si no hay observaciones, la obtiene. ¿Qué 
pasa si el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social la ob- 
serva? ¡La observa! Esta es una ley general y abstracta; 
no estamos adjudicándole nada a este ni a cualquier otro 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Si mañana se 
funda un sindicato citrícola que no tiene personería jurídi- 
ca hoy tiene derecho al descuento de la cuota por planilla, 
pero por esta ley dejará de tenerlo; por lo tanto, va a tener 
enormes dificultades y más trabajadores zafrales con altí- 
sima rotación. 


Si el Poder Ejecutivo decide observar la inscripción, 
empieza un proceso contencioso administrativo que puede 
durar dos o tres años —según informa también el doctor 
Raso Delgue—, pero no se acepta de manera provisoria la 
personería jurídica, por más que se haya inscrito el colec- 
tivo de trabajadores. No es que mientras dure el diferendo 
de un hecho administrativo el sindicato va a tener derecho 
al descuento de la cuota sindical o que el sindicato va a 
tener ese derecho mientras dura el proceso contencioso, 
o sea, se le otorga a este o a cualquier Poder Ejecutivo la 
facultad, vía administrativa, de establecer sindicato sí o 
sindicato no. 


Me parece que sería innecesario explicar la importan- 
cia de esto porque acá no existe la afiliación obligatoria a 
los sindicatos; acá el trabajador se afilia voluntariamente. 


No sé, no entiendo la sonrisa de la señora senadora 
Bianchi; se ve que ella entiende que sí hay afiliación obli- 
gatoria. Yo voy a defender... 


SEÑORA PRESIDENTA.- Diríjase a la Mesa. 


SEÑOR ANDRADE.- Yo voy a defender que acá la 
afiliación al sindicato es voluntaria, porque también eso 
se dijo en la Cámara de Representantes. Allí se dijo que 
la gente en la asamblea vota sin saber, que la gente en las 
asambleas vota sin decisión propia... O sea que hay un 
gran prejuicio atrás de este proyecto de ley, ¡un gran pre- 
juicio, un gran preconcepto! ¡Un doloroso prejuicio! 


Es más, se habló —y me gustaría que después esto se 
aclarara— de la gente que se enriquece en las huelgas; se 
dijo que hay que hablar con los laboralistas, que hay que 
ir al palacio y los tribunales y ver qué pasa en los pasillos 
cuando se arreglan huelgas con sindicatos de pocos inte- 
grantes, acordando enriquecer a unos pocos. Eso se dijo 
—y lo cito sin cambiar un punto ni una coma— atrás de por 
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qué se votan este tipo de normas que ahora nos enteramos 
de que parecen ser para mejorar las relaciones, la madurez 
en las relaciones laborales y un desarrollo del concepto 
de competitividad sistémico, pero, bueno, no terminan acá 
los problemas que vemos con el proyecto de ley. Establece 
un conjunto de dificultades que no lo son para los sindi- 
catos grandes. Ahora bien, organícese un sindicato rural 
y piensen que va a presentar original y copia con firma 
autenticada por escribano público, o que va a cumplir to- 
das esas condiciones una cuadrilla que se organiza en el 
interior de trabajadores de lo más precarios, que es a quie- 
nes, en particular, afectan algunas de las exigencias que 
acá se colocan. 


Después, además, tiene un componente que en nuestra 
opinión colide porque no solamente hay que presentar las 
autoridades, los dirigentes sindicales, sino que estos van 
a tener que poner cédula y domicilio en un registro que, 
además, es público. Yo pregunto: ¿los legisladores tene- 
mos esa obligación de presentar nuestros domicilios y que 
sean de acceso público? Esto les estamos exigiendo ahora 
a los militantes sindicales. El militante sindical —según 
dice acá—, cada uno de los dirigentes, va a tener, además, 
que presentar nombre, teléfono y domicilio y estos regis- 
tros van a ser públicos, cada cambio va a ser público. Las 
normas que tienen que ver con la protección de datos per- 
sonales, ¿no coliden con esto que estamos estableciendo 
acá? ¿Cuál es el objetivo? 


Repito: si se quiere hablar de transparencia, sería bue- 
no que se empezara con la del derecho a la información en 
la negociación colectiva, que hasta ahora ha sido negada 
de manera sostenida, dato que, además, es reconocido por 
parte de las propias empresas. 


Entonces, ¿qué dice la Comisión de Libertad Sindical? 
En ningún caso, el registro o la personería jurídica puede 
transformarse en una traba para la formación de sindica- 
tos. La norma que tenemos acá, claramente, coloca trabas 
y retrocede en cuestiones como, por ejemplo, el derecho al 
descuento por planilla o al de la actividad sindical, entre 
otras cosas. 


Por otro lado, la norma establece: «... es importante 
a la hora de la huelga para determinar la creación de nue- 
vos sindicatos». O sea, es una norma que se fundamenta 
por uno de los que elaboró el proyecto de ley diciendo: 
«Esta norma es importante a la hora de la huelga para de- 
terminar la creación de nuevos sindicatos». A confesión 
de parte, relevo de prueba, en el sentido de cuáles son los 
objetivos que lejos están de promover el mejoramiento de 
las relaciones laborales. Estamos hablando de uno de los 
autores del proyecto de ley, que, hasta ahora, no he escu- 
chado que se lo critique en el debate parlamentario. 


Con el artículo 6. que, como decíamos, establece el 
acceso público a la información, se corre el riesgo de que 
se constituyan listas negras. El riesgo de que se puedan 
constituir listas negras o de que se tomen otras medidas 
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de discriminación sindical contra los representantes por 
los trabajadores cuyos datos identificados estén en el re- 
gistro lo sostiene el Instituto de Derecho del Trabajo y de 
la Seguridad Social, no el PIT-CNT. También sostiene el 
riesgo de perder derechos por todo acto de nombramiento, 
cese, revocación de sus representantes —Imagino, además, 
las dificultades y lo engorroso que debe resultar esto en 
organizaciones grandes— y el riesgo, reitero, de perder el 
derecho al descuento por planilla. 


Entonces, ¿qué es lo que criticamos? Hay artículos que 
no complican, como aquellos que establecen la brevedad 
en el plazo para obtener la personería jurídica; sí critica- 
mos que se genere un conjunto de mecanismos de sancio- 
nes y puertas abiertas para la intervención del Estado, de 
este Gobierno o de cualquier otro, en la posibilidad de que 
pueda impedir vía administrativa la formación de sindica- 
tos que, hasta hoy, tenían derecho al descuento por planilla 
y el derecho —teórico— al acceso a la información, algo que 
en la negociación colectiva ha sido más de una vez nega- 
do. En realidad, cuestionamos los fundamentos, el porqué. 
Es cierto que el PIT-CNT no tiene personería jurídica por 
una razón histórica: para poder formarse, la central tuvo 
que hacerlo con una flexibilidad inédita. Por lo tanto, no 
sabemos cuál es la dirección de la central. Cada congreso 
cambia: a veces, son veintisiete gremios, otras veces son 
cuarenta y tres y otras tantas todos los gremios están en la 
Mesa. Esta es la forma que encontraron los sindicatos en 
el Uruguay para construir su unidad. ¿Es la que a mí me 
gusta exactamente? No, es la que se pudo con ese alto ni- 
vel de autonomía, reitero, con ese alto nivel de autonomía, 
tratando de construir acuerdos entre sindicatos públicos 
y privados, entre las distintas corrientes del movimiento 
sindical. Ahora, cuando la dictadura disolvió la central, lo 
primero que dijo fue: «Organización carente de persone- 
ría jurídica», por más que, claramente, la disolvió porque 
enfrentó a la dictadura con una huelga general heroica de 
la que estamos al borde de cumplir cincuenta años y que 
llenó de honor a los trabajadores de este país. 


Se ha mencionado que ha habido proyectos anteriores 
que tenían aspectos que están en este. ¿Por qué no se vota- 
ron? Porque algunos mantenemos archivo y le hicimos la 
misma crítica que ahora. Resistimos archivo. 


Se quiere hablar de que hay una subordinación de la 
respuesta sindical con respecto a tal o cual cuestión, algo 
que está negado por la historia. 


Entonces, creemos que la norma es mala como así lo 
entiende la unanimidad de la cátedra de Derecho Labo- 
ral del Instituto de Derecho del Trabajo y de la Seguridad 
Social. Hay distintas visiones en la cátedra de Derecho 
Laboral sobre si personería sí o no; ahora, sobre la nor- 
ma, hay unanimidad en cuanto a que es mala, regresiva 
y colide con el artículo 57 de la Constitución de la repú- 
blica porque dice que tiene que favorecer la personería y 
acá hay elementos que la traban. Repito: alcanza con que 
el ministerio, vía administrativa, resuelva observar un 
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procedimiento para trabar durante tres años la creación 
de un sindicato; y alcanza con una argucia jurídica que 
argumente la no comunicación de cualquier cambio en 
la dirección de un gremio, en cualquiera de sus niveles, 
para eliminar el descuento por planilla. Imaginemos esto 
en medio de un conflicto. Bueno, estos riesgos que están 
abiertos no fueron atendidos, como tampoco es atendida la 
autonomía sindical. 


Reitero: milité años en sindicatos y defendí siempre el 
tener personería jurídica, pero defiendo a los trabajado- 
res que deciden no tenerla, así sean pocos. Los defiendo 
porque es su libertad; ellos tienen que definirlo, no puedo 
imponérselos yo. Sin embargo, cuando se les pone una es- 
pada sobre la cabeza diciéndoles que no tendrán descuento 
en la cuota sindical, se les está obligando a desaparecer si 
no optan por la personería jurídica. Este proyecto de ley 
tiene, además, un componente intervencionista, ya que, a 
partir de ahora, cualquier cambio deberá ser comunicado; 
la circunstancia de hacer públicos los datos de los inte- 
grantes y de los dirigentes, y desoye recomendaciones que 
son de abrumador sentido común. 


Por estas razones, señora presidenta, el Frente Amplio 
no acompañará esta normativa. Además, se presenta en el 
contexto del tratamiento, en la Cámara de Representantes, 
de otro proyecto de ley que, entre otras cosas, violenta se- 
tenta años de cultura sindical; violenta la ultraactividad 
de los convenios colectivos, aceptada pacíficamente por 
empresarios y trabajadores durante setenta años —no se 
creó en los quince años de gobierno del Frente Amplio—, 
lo que claramente genera un profundo desbalance en las 
relaciones laborales. 


En definitiva —me soplan por la cucaracha—, creemos 
que con estos postulados estamos en línea con las reco- 
mendaciones de la Organización Internacional de Trabajo. 


Se ha argumentado que este proyecto de ley tendrá 
como resultado el levantamiento de la queja de la OIT. 
Sin embargo, quienes la propiciaron dijeron con absoluta 
claridad que, votado este proyecto de ley, la queja se man- 
tendría en todos sus términos, ya que su objetivo no es la 
personería jurídica de los sindicatos, sino que el Estado no 
participe de la negociación colectiva. Lo dijeron con ab- 
soluta claridad. Entonces, cuando me encuentro con argu- 
mentaciones que dicen que esto permitirá levantar la queja 
de la OIT, digo que quedó clarísimo que no es así. Esto va 
a generar una enorme dificultad para la formación de sin- 
dicatos nuevos. Son los sindicatos más débiles, los trabaja- 
dores de las actividades más precarias, quienes van a tener 
mayores dificultades para cumplir estos procedimientos, 
no los sindicatos más fuertes. ¿Qué terminamos haciendo 
indirectamente? Profundizando las desigualdades. Todos 
sabemos que los sectores de actividad que cuentan con or- 
ganizaciones sindicales más débiles son los que sufren las 
peores formas de precarización del trabajo. 
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Por lo tanto, nos parece que es un paso atrás; se pierden 
derechos. Uno deberá explicar a los trabajadores citrícolas 
de Paysandú por qué no tienen más descuento en la cuota 
con planilla: porque no tuvieron la posibilidad de contratar 
un escribano para que les armara el estatuto, un procedi- 
miento obligado. 


(Dialogados). 


SEÑORA PRESIDENTA.- Diríjanse a la Mesa, por 
favor, y no dialoguen. 


¡Silencio! 


SEÑOR ANDRADE.- Son fundamentalmente los tra- 
bajadores de actividades económicas más débiles los que 
tienen mayores dificultades, y esto lo sabemos todos antes 
de votar. Estamos generando una lápida de mayores difi- 
cultades para la organización y —reitero— abriendo puertas 
a la discrecionalidad, ya que alcanzan aspectos secunda- 
rios del proyecto para establecer prácticas antisindicales, 
y eso es muy claro. En todo caso, el derecho laboral es un 
derecho por esencia protector, que tiende a ser benévolo 
con el más débil en la relación laboral; sin embargo, este 
proyecto va en un sentido opuesto. 


Gracias, señora presidenta. 
SEÑOR DOMENECH- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR DOMENECH-- La verdad, considero que este 
proyecto de ley va en el sentido correcto —si bien tengo 
observaciones que hacerle— de facilitar a las organizacio- 
nes gremiales de trabajadores y de patrones la obtención 
de la personería jurídica. De esta manera, podrán transitar 
por el mundo con la posibilidad de ser reconocidos como 
sujetos de derecho y, por tanto, de contratar y de relacio- 
narse con otros sujetos de derecho. En la realidad actual, 
hay algunos casos en los que eso no es posible, y se tiene 
que recurrir a subterfugios que le quitan cristalinidad y 
transparencia a las relaciones que deben existir entre los 
propios agremiados. En ese sentido, nosotros vemos con 
satisfacción que se instrumente un procedimiento para 
que las organizaciones profesionales de trabajadores y 
de patrones puedan obtener este reconocimiento que es 
la personería jurídica, que es una ficción del derecho que 
antiguamente solo reconocía la calidad de sujeto a las per- 
sonas físicas. No queremos abundar en la consideración 
del articulado porque el miembro informante ha sido muy 
detallista. No obstante, quiero señalar que desde Cabido 
Abierto tenemos un par de discrepancias con este proyecto 
de ley. La primera es que no consagra clara y rotundamen- 
te el voto secreto para la elección de las autoridades de las 
entidades profesionales. El voto secreto en el Uruguay es 
una institución largamente extendida y tengo que recono- 
cer que durante un Gobierno del Partido Nacional, al cual 
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pertenecí y en el cual milité durante tantos años —no renie- 
go de esa militancia y guardo por todos los principios que 
en su momento histórico sostuvo el Partido Nacional gran 
reverencia y adhesión—, durante el siglo XIX y comienzos 
del siglo XX, en el campo de lo político se luchó denoda- 
damente por ello. Además, creo que hay una figura icóni- 
ca como la de Aparicio Saravia que, entre otras cosas, se 
sacrificó por la consagración en el campo político del voto 
secreto. Esto se logró en la constituyente de 1918, figuran- 
do en el artículo 9. de la Constitución. Sintomáticamente, 
por primera vez en la historia del Uruguay, el oficialismo 
resultó derrotado por elecciones que se produjeron con 
voto secreto. De esta constitución pasó a la de 1934. Acá 
me voy a permitir un pequeño desglose porque creo que 
hay que tener un poco de memoria histórica y no todo el 
mundo tiene legitimidad para criticar al Gobierno del doc- 
tor Gabriel Terra. El golpe de Estado de 1934 se produce 
en un mes de marzo —el 31 de marzo— y a los cuatro o 
cinco meses se llama a una convención constituyente, de 
la que participaron amplios sectores del Partido Nacional 
y del Partido Colorado. De estos partidos solo estuvieron 
ausentes algunos sectores del batllismo y algunos sectores 
blancos independientes, pero estuvo presente la Unión Cí- 
vica y el Partido Socialista, convalidando la legitimidad 
de esa constituyente. Y no solo eso, al año del golpe de 
Estado y por esa constitución producto de un quebranta- 
miento del orden institucional, se produjeron elecciones. 
Tanto a la constituyente como a esas elecciones concurrió 
la mayor parte de la población del país y quiero decir que 
a las elecciones compareció el Partido Socialista, el Parti- 
do Comunista y los cívicos, legitimando el procedimiento 
electoral. Me parece que hay que hacerle un poco de honor 
a la historia y saber quiénes son los que tienen legitimidad 
para condenar ese golpe de Estado. Desde la Constitución 
de 1934 pasó a la de 1942; de la de 1942 a la de 1951 y de 
la de 1951 a la de 1967. Entonces, en el artículo 77 de la 
Constitución está la consagración del voto secreto. 


En el Uruguay el voto secreto no solo tiene prestigio 
en el campo político, sino también en el social. Quienes 
somos aficionados al deporte y hemos sido dirigentes de 
clubes deportivos sabemos que en la totalidad de los clu- 
bes deportivos se practica el voto secreto. Incluso, hasta 
en el campo del derecho laboral, el voto secreto fue consa- 
grado por el artículo 5. de la Ley n.* 13720, en 1968, para 
resolver en algunos casos la declaración de huelga. Es en 
ese sentido que nosotros vamos a proponer un aditivo, el 
que ya le hemos hecho llegar a la Mesa, agregándole a este 
proyecto de ley normas que consagren el voto secreto, el 
que creo tiene legitimidad política, social y laboral. 


Por último, también debemos decir que nosotros en- 
tendemos del caso que se derogue el artículo 6.” de la Ley 
n. 17940, en aras de la misma cristalinidad y respeto a la 
libertad de las personas, que creemos que a través de esta 
disposición se viola, generando mecanismos que compul- 
sivamente obligan a efectuar aportes económicos a los tra- 
bajadores. 
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Es cuanto quería decir, señora presidenta. 
SEÑOR CAGGIANI.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA. Tiene la palabra el señor 
senador. 


SENOR ANDRADE.- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SENOR CAGGIANTI.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede interrumpir el señor 
senador Andrade. 


SEÑOR ANDRADE.- Hay muchas cosas que no en- 
tiendo. 


En la industria de la construcción, el sindicato elige por 
voto secreto, pero las cámaras no porque eligen por asam- 
blea y son bien legítimas las elecciones. Tanto la Cámara 
de la Construcción, la APU, la Liga de la Construcción, 
como la Coordinadora de la Industria de la Construcción 
del Este eligen por asamblea a sus autoridades y no creo 
que sean ilegítimas, ni me siento yo con la obligación de 
imponer a las gremiales empresariales que copien al sin- 
dicato de la construcción que hace treinta años elige por 
voto secreto. Tienen su forma de elección. 


Otra cosa: no hay descuento compulsivo para el traba- 
jador; no es cierto. Eso no es lo que dice el artículo 6.*. La 
afiliación al sindicato es voluntaria y el trabajador que no 
está afiliado, no lo está. No hay descuentos compulsivos. 
Lo que había antes de la ley eran convenios colectivos de 
las partes que acordaron el descuento por planilla; estoy 
hablando de hace décadas, en algún caso estoy refiriéndo- 
me a la década de los cincuenta. Reitero: no hay descuento 
compulsivo para el trabajador; no es cierto que pase eso. Sí 
pasa en Brasil, donde hay descuento obligatorio y también 
pasa en la Argentina, pero acá no, acá hay que agarrar una 
planilla, firmarla y afiliarse al sindicato. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede continuar el señor 
senador Caggianl. 


SEÑOR CAGGIANI.- Señora presidenta: como ban- 
cada del Frente Amplio, y como bien lo estableció el señor 
senador Andrade, no vamos a acompañar este proyecto de 
ley en términos generales, así como tampoco ninguno de 
sus artículos, en virtud de que consideramos que es una 
iniciativa que atenta contra uno de los principios funda- 
mentales de un sistema democrático como es la libertad 
sindical. 


Entendemos que, lamentablemente, este proyecto de 
ley se termina implementando por acuerdo de la banca- 
da oficialista, sin tener en cuenta la realidad del funcio- 
namiento de las organizaciones gremiales y sindicales de 
nuestro país, y sobre todo sin tener claro principios básicos 
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de funcionamiento del Uruguay, como lo es el principio 
de la autorregulación, que también nos compete a muchas 
de las organizaciones políticas que estamos aquí presen- 
tes. Es el que nos ha permitido tener niveles de desarrollo 
democrático mucho más importantes que otros países del 
continente, como así también que las acciones de algunos 
organismos reguladores no contemplen o terminen limi- 
tando algún tipo de actividad, en este caso, la actividad 
sindical. 


Además, creo que este proyecto de ley es contrario a 
la propia definición que establece la norma constitucional 
en el artículo 57, en el que, entre otras cosas, se establece 
que la actividad sindical debe ser promocionada por las 
normas del Estado. En todo caso, más que promocionar 
la actividad sindical, esta norma la restringe porque trata 
de incluirle una personería jurídica a una acción —en este 
caso gremial— que nada tiene que ver con ella. 


También entendemos que esta norma es contraria no 
solamente a la promoción de las organizaciones interme- 
dias, como establece la Constitución de la república en sus 
artículos 57 y 1.*, sino también a algunas normas de carác- 
ter internacional, que al ser aprobadas por el Parlamento 
de nuestro país también tienen carácter de ley; entre ellas, 
el Convenio 87, establecido en 1948. 


Entre otras cosas, en su artículo 2. se dispone: «Los 
trabajadores y los empleadores, sin ninguna distinción y 
sin autorización previa, tienen el derecho de constituir las 
organizaciones que estimen convenientes, así como el de 
afiliarse a estas organizaciones, con la sola condición de 
observar los estatutos de las mismas». 


Por tanto, los trabajadores, al igual que los emplea- 
dores, tienen un derecho preexistente a este convenio de 
crear organizaciones, adherirse a ellas y participar de sus 
actividades, sin necesidad de ninguna autorización pre- 
via por parte de sus empleadores ni de sus gobiernos. Ese 
derecho es parte de la libertad sindical, como decíamos 
anteriormente. 


Creemos que la libertad sindical, tal como lo estable- 
cen muchos juristas en nuestro país, es un haz de derechos 
que les permite individualmente a los trabajadores no solo 
construir o adherir a una organización, sino también ejer- 
cer los denominados derechos de acción. Esto es: militar 
en un sindicato, adoptar medidas gremiales y ejercer el 
derecho de huelga. Por lo tanto, es la que permite adherir 
sin previa autorización de clase alguna a la organización 
que estime pertinente. 


También entendemos que esa libertad no es aplicable 
exclusivamente a los trabajadores, sino que también al- 
canza a los empleadores. Estos últimos gozan de idénticos 
derechos que los primeros. Así, pues, podrán constituir or- 
ganizaciones gremiales, adherir a ellas, participar y llevar 
adelante cualquier tipo de acción gremial. 
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Hasta nuestros días, tanto trabajadores como emplea- 
dores no necesitaban poseer personería jurídica para cons- 
tituir un sindicato o una cámara empresarial. Ello se debía 
a una sola razón: la personería en términos jurídicos y en 
términos generales no tiene nada que ver con la personería 
gremial. 


En este sentido, señora presidenta, existen innumera- 
bles pronunciamientos por parte del Comité de Libertad 
Sindical de la propia Organización Internacional del Tra- 
bajo, que sancionan a los Gobiernos que desconocen estas 
reglas y que acuden a obstaculizar la abstención de la per- 
sonería jurídica mediante cortapisas de todo tipo y color. 


En el punto 2 del artículo 3. del Convenio 87 de la 
Organización Internacional del Trabajo se establece: «Las 
autoridades públicas deberán abstenerse de toda interven- 
ción que tienda a limitar este derecho o a entorpecer su 
ejercicio legal». Ese es un aspecto muy importante para 
este proyecto de ley. 


Por su parte, el artículo 7. dispone: «La adquisición de 
la personalidad jurídica por las organizaciones de trabaja- 
dores y de empleadores, sus federaciones y confederacio- 
nes no puede estar sujeta a condiciones cuya naturaleza 
limite la aplicación de las disposiciones de los artículos 
2,3 y 4 de este Convenio». Por tanto, este proyecto de ley 
contraviene parte de este artículo. 


Además, como decíamos recientemente, lo hace du- 
rante el proceso de formación de la organización. Esto es 
más complejo aún porque es cuando se presentan mayores 
debilidades, cuando se conforman las organizaciones en 
este sentido y, además, va en contra de lo establecido en el 
artículo 57 de la Constitución. 


Si vamos un poco más a la propia descripción de algu- 
nos aspectos del proyecto de ley, en el artículo 1.” —refe- 
rido a la creación del registro de organizaciones de traba- 
jadores y de empleadores— creemos necesario hacer una 
serie de comentarios. 


El primero de ellos es que se crea un registro en el 
ámbito del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en 
el que deberán inscribirse tanto las organizaciones de em- 
pleadores como la de trabajadores. 


Actualmente, para que se reconozca la personería jurí- 
dica de una organización deben aprobarse sus estatutos y 
luego inscribirlos en un registro que funciona en la órbita 
del Ministerio de Educación y Cultura donde se inscriben 
todas las personas jurídicas, ya sean sindicatos, escuelas e 
instituciones deportivas, entre otros. 


Para esta inscripción el Ministerio de Educación y 
Cultura exige solamente que los estatutos tengan fines le- 
gítimos, que la asociación tenga un patrimonio inicial y 
que se acredite su probidad. 
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El efecto de esta registración es que una asociación sea 
de conocimiento público, que mañana cualquier persona 
pueda presentarse ante el registro y preguntar si la aso- 
ciación civil denominada tanto cuenta con la personería 
jurídica. En ese caso, advertir quién es el titular de los 
derechos y obligaciones si es necesario establecer algún 
tipo de acción jurídica. 


El origen de muchos de nuestros principios de derecho 
colectivo del trabajo y derecho sindical en nuestro país es- 
tablece que lo mejor es no tener mucha intervención del 
Estado en este sentido porque muchas veces puede tener 
una intervención bastante compleja. 


Recordemos lo que sucedió durante la última dictadu- 
ra —ocurrida desde 1973 hasta 1985— en la que algunos 
institutos que se han regulado últimamente también lo 
fueron por la propia dictadura, entre ellos el de huelga, los 
convenios colectivos y las organizaciones profesionales. 
Hay algún catedrático importante, como el doctor Oscar 
Ermida Uriarte, que refiere a la libertad sindical. Dice que 
se debe tener la más absoluta libertad sindical ante toda 
forma de regulación, porque regular sin duda es una tenta- 
ción para la restricción. 


Por tanto, para nosotros la libertad sindical como dere- 
cho humano, comprometido en este proyecto de ley, puede 
ser definida como un conjunto de derechos y garantías que 
permiten el accionar de los sindicatos, de los dirigentes 
sindicales y de los militantes. En este sentido, dentro de la 
libertad sindical deben garantizarse derechos tales como 
la libre circulación, la libre expresión, la libertad de pensa- 
miento, de reunión, de protesta, de huelga, de negociación 
colectiva; derecho de asociación, de federación y confede- 
ración; derecho de ser dirigente de las organizaciones sin- 
dicales y acceso a los tribunales, entre otros. Se trata de un 
conjunto de derechos, garantías y libertades que permitan 
la acción sindical tanto a nivel individual como colectivo. 
Dentro de este grupo de derechos comprendidos en la li- 
bertad sindical se encuentra el poder crear organizaciones, 
ser candidato a las mismas, ser elector, ser elegible. Inclu- 
so, una de las garantías máximas exigidas por la propia 
Organización Internacional del Trabajo es que la acción 
del Estado sobre las organizaciones no se convierta en un 
obstáculo que restrinja su creación y desarrollo. Por tanto, 
desde nuestro punto de vista, la creación de este registro 
en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social dificultaría 
aún más el propio funcionamiento de la actividad sindical, 
más allá de que sea facultativa en términos declarativos y 
obligatoria en otros términos, porque en el artículo 7.” se 
establece una serie de obligaciones. 


En el artículo 2.* hay aspectos que a nosotros nos pare- 
cen importantes con respecto a la inscripción y los efectos. 
La primera característica de este registro que se establece 
es que la inscripción por parte de las organizaciones obre- 
ras y patronales es facultativa. En otras palabras: no es 
una obligación inscribirse allí sino una posibilidad, pero 
quienes se inscriban gozarán de reconocimiento de su per- 
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sonería jurídica y, al mismo tiempo, de algunas potestades 
que se establecen como los efectos que vimos al analizar 
el artículo 21 del Código Civil. 


Además, para inscribirse en el registro deberán pre- 
sentar el estatuto, que deberá guardar dos características. 
Una es haber sido aprobado por la asamblea. En la ley no 
se indica si se requiere una mayoría especial para esto, 
por lo cual hablamos de mayoría simple. Por otra parte, se 
indica cuál es el mínimo de afiliados que debe poseer la 
organización y que los estatutos a presentar deben respe- 
tar la legalidad. 


La pregunta es: ¿qué debe entenderse por legalidad? 
¿A qué leyes debe abstenerse una organización sindical 
al momento de crear sus estatutos? Obviamente, nadie 
va a aceptar la creación de un sindicato que encubra la 
realización de una finalidad ilícita. Por tanto, esto es una 
redundancia. 


Por otra parte, por lo menos hay problemas en térmi- 
nos del control de legalidad. ¿Quién va a realizarlo? En el 
proyecto no se establece claramente y para nosotros esto 
puede ser también otro tipo de restricción. Incluso, en caso 
de que se practique por parte de la Administración, puede 
ser susceptible al control jurisdiccional del Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo y, por tanto, enlentecer los 
procesos para el reconocimiento de la personería jurídica 
de un sindicato y, también, su reconocimiento para ejercer, 
entre otras cosas, el derecho a participar en la negociación 
colectiva, el derecho a poder cobrar la cuota sindical por 
nómina y una serie de restricciones importantes. 


La propia ley establece impedimentos para las orga- 
nizaciones que ya están reconocidas. Si el 90 % de las or- 
ganizaciones sindicales hoy ya tienen por lo menos perso- 
nería jurídica reconocida ante el Ministerio de Educación 
y Cultura y ya existió su reconocimiento por parte de la 
administración del Estado, no se entiende por qué tienen 
que hacer todo un trámite para poder ser habilitadas nue- 
vamente, salvo para tratar de no fomentar la misma acción 
sindical. Ni que hablar de aspectos que tienen que ver con 
el artículo 3.%, relacionados con la información y la docu- 
mentación. En él se establece que la solicitud presentada 
ante el registro para el reconocimiento de la personería 
jurídica deberá contener la siguiente documentación, y se 
establece en la propia ley: «A) La denominación de la or- 
ganización y sigla, si la tuviere. 


B) Lugar de su sede principal, con indicación de calle 
y número, ciudad y departamento. 


C) Domicilio físico y domicilio electrónico constitui- 
dos a todos los efectos legales que pudieren corresponder. 


D) Número de teléfono y dirección de correo elec- 
trónico. 
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E) Nivel de actuación y alcance territorial de la orga- 
nización. 


F) Objeto de la organización según estatutos. 


G) Forma de afiliarse o desafiliarse de la organización 
y condiciones para ser elector o elegible. 


H) Información de quienes son sus representantes, in- 
dicando nombre, cédula de identidad y domicilio». Es un 
registro que va a ser público; por tanto, con esto estaría- 
mos hasta violando la ley relativa a datos personales. 


Continúa: «I) Original y copia de los estatutos con fir- 
ma de los representantes de la organización autenticada 
por escribano público». 


Entonces, además de que en una norma se establecen 
requisitos que son de carácter reglamentario y, por lo tan- 
to, el día que haya que modificar el formulario para re- 
gistrar un sindicato va a haber que cambiar la propia ley, 
se establecen otros que, por lo menos, no tienen ningún 
fundamento para validar el funcionamiento de una organi- 
zación que tiene este tipo de objetivos. Creo que eso tam- 
bién podría ser utilizado como una forma de restringir la 
propia actividad sindical, pero uno de los elementos más 
importantes es el requerimiento de los datos personales 
de los representantes de las organizaciones, porque si este 
registro va a ser público, cualquiera podrá acceder a él y 
utilizarlo, entre otras cosas, para entorpecer la actividad 
sindical, quizás no tanto en Montevideo, donde es mejor 
vista, sino sobre todo en algunos lugares del interior del 
país, en donde sabemos que todavía hoy existen listas ne- 
gras y personas que son expulsadas de la actividad sindi- 
cal. Tenemos un conflicto en el gas instalado aquí, a muy 
pocas cuadras del Palacio Legislativo porque, entre otras 
cosas, echaron a trabajadores por ser dirigentes sindicales. 
Por lo tanto, más que promocionar la actividad sindical, 
esta ley podría ser utilizada para seguir coartando la liber- 
tad de los trabajadores. Sin duda, este es un riesgo. 


Lamentablemente, este riesgo que planteábamos no- 
sotros y también el movimiento sindical e incluso la cá- 
tedra de Derecho Laboral de la Universidad de la Repú- 
blica no fue contemplado, ni siquiera se tuvo en cuenta. 
Ese también es un elemento que nos lleva a no apoyar este 
proyecto, pero además a entender que tiene otro tipo de 
finalidades, que no son solamente registrar la activad de 
asociaciones sindicales y empresariales, sino dificultar su 
acción. De hecho, ni siquiera en la comisión fue consulta- 
da la propia Unidad de Acceso a la Información Pública 
que, de acuerdo con la Ley n.* 18331, algo tiene que decir, 
pero eso no importó. 


Sobre el procedimiento de inscripción, establecido en 
el artículo 4.” también hay cosas para decir. Entre ellas, 
que se establece una serie de plazos para la presentación 
de los requisitos que son de difícil cumplimiento para una 
organización de carácter colectivo que debe hacer reunio- 
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nes y asambleas específicas para cambiar. Además, se exi- 
gen datos que, por lo menos, son llamativos. 


En definitiva, reitero, más que promover la asociación 
gremial y sindical, justamente se termina restringiéndola 
una vez más. Todo este tipo de normativa va en contra de 
lo establecido por la OIT, incluso en variados actos que se 
han tenido y que son de público conocimiento. 


El artículo 4.” establece: «El Registro verificará si la 
presentación se conforma a los requisitos de esta ley den- 
tro del plazo de quince días hábiles contados a partir del 
siguiente a la misma. Si no mereciere observaciones se 
procederá con el reconocimiento de la personería jurídica 
de la organización y la inscripción de sus estatutos. 


En reconocimiento de la autonomía y libertad sindical, 
las eventuales observaciones a los estatutos solo podrán 
tener por objeto requerir la información o documentación 
prevista en el artículo 3. de esta ley,» —la que leí hace 
un momento— «y señalar las disposiciones estatutarias 
que vulneren la legalidad o resulten incompatibles con 
las normas y principios que resultan de la Constitución de 
la República, y los tratados y convenios internacionales 
ratificados por la República, solicitando las adecuaciones 
correspondientes. 


De las observaciones se dará vista a los representantes 
de la organización profesional, quienes dispondrán de un 
plazo de diez días hábiles para evacuarla. 


Evacuada la vista, el Ministerio de Trabajo y Seguri- 
dad Social dispondrá de un plazo de diez días hábiles [...] 


Cualquiera sea el contenido de la resolución del Mi- 
nisterio de Trabajo y Seguridad Social en respuesta a la 
presentación, en ningún caso significará el otorgamiento 
de autorización previa...». 


Por lo tanto, el ministerio se amputa la posibilidad de 
tener una autorización previa mientras que toda esta situa- 
ción se va corroborando, por lo que la propia organización 
sindical no tendría posibilidad de ingresar al registro y 
tampoco podría ejercer su acción. Creemos que todo esto 
es un poco llamativo y no es muy pro, o mejor dicho, no 
promociona la actividad de los sindicatos; en realidad, su- 
cede lo contrario. 


Realmente, son elementos preocupantes y para noso- 
tros no es sencillo acompañar este tipo de normativa tal 
como ha sido establecido. Considero que hay elementos 
que nos dejan mucha preocupación. 


Aquí tengo otros artículos que también serían motivo 
de comentarios. Un ejemplo es, sin duda, el artículo 7.*, 
que es la frutilla de la torta de este proyecto de ley. Entre 
otras cosas, allí se establece que en caso de no ejercer la 
facultad establecida en los primeros artículos y no inscri- 
birse en el registro no se va a conceder la personería jurí- 
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dica a la organización gremial y, por lo tanto, las organi- 
zaciones registradas tendrán derecho a realizar todas las 
operaciones previstas en el artículo 21 del Código Civil, 
pero no podrán descontar la cuota sindical o recibir infor- 
mación sensible, según establece el artículo 7.* de la Ley 
n.* 18566, Ley de Negociación Colectiva. 


Se trata de un tema complejo que nos preocupa y nos 
parece que legislar sobre estos asuntos con esta ligereza 
y estos resguardos no contribuye a que el Uruguay tenga 
una sociedad más democrática; por el contrario, se van 
coartando esas posibilidades. Además, creo que no con- 
tribuye a hacer efectivo de manera fecunda y precisa el 
artículo 57 de la Constitución; es un elemento que nos ten- 
dría que llamar mucho la atención. 


Creo que este proyecto de ley, que lamentablemente va 
a ser aprobado con los votos del oficialismo, no termina 
solucionando la problemática que planteó el sector empre- 
sarial ante la OIT; incluso, ellos han señalado que no sería 
una ley de suma importancia. 


Además, no es una ley que se lea sola porque no va 
a ser aprobada en el éter; se va a aprobar en un contexto 
complejo como el que está atravesando el Uruguay. Para 
empezar, nuestro país —sobre todo sus trabajadores— en- 
frenta un proceso sostenido de caída del salario real y de 
las pasividades que ya lleva más de tres años; en el caso 
del salario real estamos hablando de más del 3,7 %. A su 
vez, la situación del empleo en Uruguay —sobre todo su 
calidad— se ha vuelto cada vez más compleja porque, si 
bien recuperamos niveles de empleo parecidos a los de 
2019 —más allá de que el oficialismo decía que en ese año 
estábamos viviendo una crisis en ese sentido—, su calidad 
es cada vez peor. No solo hablamos de los niveles de des- 
empleo que existen en determinados sectores, como es el 
caso de los jóvenes y las mujeres que muestran guarismos 
de desempleo mucho mayores, así como sucede con las 
personas que tienen más de cuarenta y cinco o cincuen- 
ta años de edad y lamentablemente no pueden obtener un 
empleo con facilidad, sino que, además, los propios tra- 
bajadores que hoy tienen empleo ganan menos; inclusive, 
hay quienes hoy mantienen su empleo, pero aun así están 
por debajo de la línea de pobreza. Sin duda, estos son ele- 
mentos que también hacen al contexto de aplicación de 
esta ley porque, ¿qué hacen las organizaciones sindicales? 
Reclaman por los derechos de los trabajadores, entre otras 
cosas, de percibir un mejor salario y son parte de la puja 
distributiva que tiene nuestra sociedad. ¡Por suerte existen 
los sindicatos porque eso nos ha permitido tener un con- 
junto de derechos! 


Al mismo tiempo que el Parlamento y el oficialismo 
están planteando este proyecto de ley, hay otra iniciativa 
sobre la ultraactividad que, entre otras cosas, establece 
que en muchos de los derechos históricos que han conse- 
guido los sindicatos en nuestro país se borre con el codo lo 
que se escribió con la mano, o lo que se ganó con la lucha, 
con el esfuerzo. 
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Habría que entender que el ánimo de la sociedad uru- 
guaya no solo avanza cuando ocurre lo propio con los in- 
tereses de un sector de la sociedad, sino también cuando lo 
hacen los intereses del conjunto de los trabajadores. 


Al mismo tiempo, este proyecto de ley se aprueba con 
la previa aprobación del artículo 392 de la ley que reguló 
las ocupaciones. El artículo 392 de la LUC reguló las ocu- 
paciones en el trabajo y limitó, como nunca antes se había 
hecho, el derecho de huelga en nuestro país. 


También se decretaron ilegales los mal llamados pi- 
quetes laborales, es decir, la posibilidad de que muchos 
trabajadores puedan reclamar en la puerta de su lugar de 
empleo por situaciones que estén viviendo. 


Eso también es parte del contexto en que se está desa- 
rrollando este proyecto de ley. Considero que, tanto por su 
contenido —que en nuestra opinión es bastante restrictivo 
para el funcionamiento de las organizaciones sindicales— 
como por el contexto en que se aplica, no estamos dando 
un buen mensaje como país acerca de los niveles demo- 
cráticos que tenemos en nuestra sociedad y sobre cuáles 
son los estándares que queremos dar a nuestras futuras 
generaciones. 


Muchas gracias, señora presidenta. 
SEÑOR GANDINI- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR GANDINI.- Gracias, señora presidenta. 


La cámara discute hoy un proyecto de ley por el que se 
crea el registro de personería jurídica de organizaciones 
de trabajadores y de empleadores, que nosotros vamos a 
votar por la afirmativa tal como viene. 


En su artículo 2.", el proyecto dice claramente: «La 
inscripción en el referido Registro será de carácter facul- 
tativo...». Esto quiere decir que no es obligatorio; no nos 
estamos entrometiendo aquí en un cambio de las reglas de 
juego del movimiento sindical. 


Se ha dicho en sala que este es un proyecto que violen- 
ta la libertad sindical o que la restringe. Yo quiero aclarar 
que en ningún caso votaría una ley que restringiera la li- 
bertad sindical; eso va contra mis principios y mi visión 
de cómo funciona una sociedad libre y democrática. Lo 
que estamos haciendo aquí es otra cosa: es regular una 
circunstancia que en términos generales está regulada de 
hecho y lo hacemos adaptando la ley a una realidad dife- 
rente, que es la del movimiento sindical. 


Vivimos en un Estado de derecho en el que los sujetos 
de derechos y obligaciones son personas. Todos son perso- 
nas; unas son personas físicas y otras son personas jurídi- 
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cas. Las personas físicas actúan por sí o por quien se hacen 
representar formalmente; las personas jurídicas asumen 
derechos y obligaciones a través de sus autoridades. Si no 
existe una persona jurídica, asume la obligación la perso- 
na física que firma por ella y no la persona jurídica. 


Una organización no gubernamental —una ONG-, es 
una persona jurídica, si no, no puede ni siquiera aceptar 
una donación. Para aceptar la donación de un bien mue- 
ble, de un bien inmueble o de un servicio que prestan los 
demás —si hablamos de una ONG de servicio social—, en 
la firma de las obligaciones del contrato tiene que hacerse 
representar por aquellas autoridades que están registradas 
en su personería jurídica. ¿Dónde? En el Ministerio de 
Educación y Cultura. Si no están registradas, no existen. 


¿Qué es lo que hace este proyecto de ley? Establece 
un registro para que empleadores y trabajadores tengan 
una modalidad de organización de su personería jurídica 
adaptada a su realidad porque, si no, van directamente al 
Ministerio de Educación y Cultura. 


Se ha dicho que eso pone requisitos que le complican 
la vida, por ejemplo, al PIT-CNT. Luego de mucho diálogo 
con las organizaciones sindicales, el Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social nos trae una modalidad sencilla con 
este proyecto de ley. En el inciso segundo del artículo 2.? 
se establece que todas las organizaciones sindicales que ya 
tienen personería jurídica tramitada ante el Ministerio de 
Educación y Cultura tienen que traer ese papel y ponerlo 
en el registro y punto, ya queda. No es ningún trámite bu- 
rocrático de impedimento de la actividad sindical. Tiene 
que traer el papelito, ponerlo en este registro y punto. No 
se le complica la vida a nadie. ¿Qué pasa si la organiza- 
ción sindical, laboral o cualquier otra no tienen persone- 
ría jurídica? No pueden asumir derechos ni obligaciones. 
Supongamos que hay un sindicato o una organización de 
sindicatos que contrae una obligación; si no tiene persone- 
ría jurídica, ¿quién se hace cargo y responsable? La presi- 
denta, que es escribana, me lo podrá decir. Claramente, si 
no tiene quien firme por ella, el que firmó por ella se hace 
responsable penalmente y, luego, si es sujeto de un incum- 
plimiento, será quien soporte el juicio sobre su persona o 
sus bienes. Pongámoslo al revés: una organización que no 
tiene personería jurídica recibe dinero, ¿quién lo recibe? 
¿En qué cuenta se pone? 


Pongamos un caso de fantasía para no acusar a nadie. 
Supongamos que una organización sindical recibe de su 
empleador todos los meses la suma de todas las cuotas sin- 
dicales que les descontó a sus trabajadores. ¿En qué cuenta 
lo deposita? Si esa organización sindical tiene personería 
jurídica, va al banco, se presenta con los papeles de su 
personería jurídica aceptada hasta ahora por el Ministerio 
de Educación y Cultura y en el futuro por el registro que se 
crea, y dice en el banco, público o privado, que esta orga- 
nización representada por estas personas viene a abrir una 
cuenta. Cuando abra la cuenta, con la característica que 
sea —cuenta corriente o caja de ahorro—, va a recibir todos 
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los meses un depósito o una transferencia de la empresa 
equivalente a todos los descuentos que hizo. Luego, esas 
autoridades, que tendrán chequera o autorización, transfe- 
rirán de esos recursos para los gastos de esa organización, 
sea cual sea, y responderán por ellos, pero la persona ju- 
rídica —sindicato tal o cual, federación tal o cual, cámara 
tal o cual- es sujeto de derechos y obligaciones. Esto tie- 
ne que cumplirlo una empresa porque como tal ya tiene 
personería jurídica; tiene que cumplirlo la asociación de 
empresas, la cámara de empresas, la federación o como 
quieran llamarle, pero todos tienen personería jurídica. 


Ahora, supongamos que esa misma organización no 
tiene personalidad jurídica. ¿Dónde deposita el empleador 
el dinero que les descontó en el mes de marzo a los diez, 
veinte, doscientos, quinientos o dos mil trabajadores de 
la plantilla que autorizaron que se les descontara? ¿Dón- 
de lo deposita? ¿En la cuenta del presidente del sindicato, 
del tesorero del sindicato, del secretario del sindicato, en 
la cuenta común donde son titulares, actuando conjunta o 
individualmente el presidente, el secretario y el tesorero? 
En ese caso, lo deposita en la cuenta personal, ¡personal!, 
no del gremio. 


Han pasado cosas horribles con esto. Recuerdo un caso 
que me contaron de un país que sufrió una dictadura, don- 
de algunos partidos políticos y organizaciones sociales 
fueron ilegalizados. En ese proceso, algún partido político 
transfirió alguna propiedad que tenía a personas para sal- 
varlas de la confiscación surgida de la ilegalidad. Cuando 
todo volvió a su lugar, esas personas no le devolvieron los 
bienes porque tenían la escritura a su nombre, eran pro- 
pietarios. Estas cosas son las que tratamos de evitar prote- 
giendo a los sindicatos. 


Si el 90 % de los sindicatos —se dice acá; yo no sé de 
dónde sale ese porcentaje, pero supongamos que es co- 
rrecto— hoy tiene personería jurídica tramitada ante el 
Ministerio de Educación y Cultura como cualquier orga- 
nización, ¿cuál es el drama de que el otro 10 % tenga un 
mecanismo para hacer su personería jurídica y, si no quie- 
re hacerla, no la hace? Claro, a partir de esto, no podrá 
seguir depositando el descuento de la cuota sindical en la 
cuenta personal del presidente, del secretario, del tesorero 
o vaya a saber de quién. Eso sí no va a poder hacerlo más. 
Eso es lo que cambia, lo que regulamos, lo que estamos es- 
tableciendo aquí como norma. No entiendo cómo alguien 
puede agraviarse con esto y cómo puede decir que compli- 
ca o persigue al movimiento sindical. 


Aquí se habla de que hay listas negras. ¡Entonces, hay 
sindicatos clandestinos en este país! ¡Que los denuncien! 
Se dice que hay dirigentes sindicales que son perseguidos 
por serlo, pero no por estar en el registro de la personería 
jurídica. Como son dirigentes sindicales, en este país libre 
y democrático todo el mundo sabe quiénes son. ¡Obvia- 
mente! Son los que representan a los trabajadores y, si los 
persiguen, está muy mal. No van a perseguirlos porque el 
artículo 3.* de esta ley —o no sé cuál- diga que es un regis- 
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tro público, como lo es el de todas las ONG que defienden 
a niños, pobres, ancianos y enfermos, o el de aquellas que 
se disponen a la educación o a la tarea que sea, que están 
registradas en el Ministerio de Educación y Cultura. 


¿Qué datos tienen que registrar? El nombre, el apelli- 
do, la cédula de identidad y la dirección del presidente, del 
secretario y, eventualmente, de alguien más que sea la au- 
toridad que responde por esa organización. Ese registro es 
público, ¡claro que es público! Si alguien le va a donar algo 
a esa ONG puede acceder al registro para ver si el que vino 
a firmar es el que —del otro lado— merece firmar el mismo 
documento; por eso es público. ¿Cuál es el agravio de que 
esto funcione así en este país? Parece tan obvio, natural y 
lógico; además, ya funciona para el 90 % de los sindicatos. 
Es más, creo que van a tener que adaptarse bastante más 
las organizaciones patronales que las sindicales porque no 
deben tener ninguna o casi ninguna. 


De ahora en adelante, todo aquel que asuma obligacio- 
nes, tenga derechos o reciba dineros de los trabajadores o 
de otro origen —obviamente, legal— tendrá la seguridad y 
la transparencia de que pertenecerán a la organización y 
no a las personas físicas que se colocan en ese lugar por- 
que, como no tienen personería jurídica, alguien le pone 
la cara, para bien o para mal, en la enorme mayoría de los 
casos haciendo las cosas bien, honradamente. Sin embar- 
go, desvíos ha habido; gente que se quedó con lo que no le 
pertenece ha habido. Gente que cuando le fue mal a la or- 
ganización tuvo que hacerse cargo también ha habido; así 
como partidos políticos que fueron vaciados en momentos 
duros de este país. Conocí a algún dirigente político que 
me dijo: «Algunos se quedaron con nuestras propiedades 
y nosotros nos quedamos con las deudas». No quiero dar 
nombres porque es gente de otros partidos con la que yo 
trabé una relación de confianza y le pasó eso. 


Para que esas cosas no le pasen a nadie más, vamos 
al derecho, que establece que son sujetos de derechos y 
obligaciones las personas físicas o jurídicas. Acá estamos 
diciendo que todos los sindicatos tienen un sistema sim- 
plificado para sacar su personería jurídica y hacerla valer. 
Si no lo hacen, no tienen obligación, pero no van a poder 
depositar más en la cuenta personal del tesorero lo que les 
descuentan a sus trabajadores; eso se terminó, acá no lo 
habilitamos. Entonces, sacan la personería jurídica, van 
al banco, abren una cuenta del sindicato y esos ingresos 
u otros que pudieran tener van a la cuenta del sindicato. 


Muchísimas gracias. 
SEÑOR DA SILVA.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR DA SILVA.- Señora presidenta: realmente, 
estamos asistiendo a una sesión donde, en lo personal, va- 
mos a guardar muchas de las expresiones vertidas en sala 
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porque hay una especie de innovación por parte de quienes 
tienen una obsesión por reglamentar cualquier actividad 
de las personas en este país. 


Generalmente, la oposición está obsesionada por la 
reglamentación, por tener a un Estado mirando la gran 
mayoría de las circunstancias que puede desarrollar un 
hombre o una mujer en nuestro territorio. ¿Dónde está el 
límite? ¿Cuándo aparecen David Ricardo, Adam Smith o 
Milton Friedman? Cuando se intenta regular la actividad 
de los sindicalistas. ¡Ahí está el neoliberalismo más ab- 
soluto! 


Hace unos años, cuando se había instalado la pande- 
mia, nosotros intentamos dar alguna solución a través de 
una excepción, que fue la libertad de reunión consagra- 
da en el artículo 38 de la Constitución, y en esta cámara 
el Frente Amplio pretendió regular —le pido a la señora 
presidenta que no me deje mentir— cómo alguien podía 
disponer si existía o no una aglomeración. ¿Se acuerdan? 
Había que llamar al Ministerio de Salud Pública, este tenía 
que mandar a un enfermero o a un médico a la plaza o al 
rincón del Uruguay donde aparentemente existía una aglo- 
meración para que este, a su vez, mandara una notificación 
y llamara a la comisaría o a la Jefatura de Policía para po- 
der disuadir en aquel patético momento. Esa es la esencia 
de lo absurdo, reglamentar lo irreglamentable. 


Ahora bien, todo esto, señora presidenta, es por una 
sencilla inscripción que hacen el Club de Bochas de Tala 
o la Comisión de Fomento de la Escuela La Mazamorra de 
Durazno, entre otros; en este país cualquier organización 
que se precie de representar y administrar plata de terceros 
tiene la obligación de estar reglamentada. Esto es una ga- 
rantía para los afiliados a los sindicatos, señora presidenta, 
que hacen mucho esfuerzo para pagar la cuota sindical; 
con esta ley se va a blanquear qué es lo que se hace o se 
deja de hacer con esa plata. A mi entender, no puede ser un 
registro que diga algo así como: «Señores del Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social: por la presente, el sindicato 
citrícola de Cerro Chato, Paysandú —para parafrasear a mi 
amigo, el señor senador Andrade—, anuncia que está cons- 
tituida la quinta 16 rumbo a Gallinal y el comité de base 
tal o cual». Eso, hoy, gracias a Dios, sería una sencillez. 
Lo que hay acá es un temor por el blanqueo de algunas 
cuentas —aunque no de todas— que, naturalmente, generan 
toda esta bomba de humo, que no es por el reglamento, 
señora presidenta; a nadie, en su sano juicio, puede llegar 
a caberle en la cabeza que por seis renglones planteen todo 
este tipo de cosas. 


Yo quiero reglamentar, sí, la personería jurídica de los 
sindicatos, ¡por supuesto que quiero! Tengo mi opinión so- 
bre la actualidad de los sindicatos y del PIT-CNT, pero no 
voy a decirla ahora porque no corresponde. Yo tengo mi 
opinión. Tengo mi opinión sobre el fuero sindical y sobre 
el abuso del fuero sindical; y también tengo mi opinión so- 
bre gente que hoy está haciendo uso del fuero sindical. Si 
les resulta tan complicado el registro, pueden disponer de 
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dos o tres personas de todo ese mundo de gente que tienen 
amparada en los fueros sindicales de asesores de sindica- 
tos incipientes para que les den un instructivo y pongan 
cuatro o cinco líneas, porque no es más que eso, así se 
acaba todo este pamento. 


Por lo tanto, señora presidenta, voy a votar el proyecto 
de ley y voy a acompañar los aditivos propuestos por Ca- 
bildo Abierto, tal como notifiqué ayer en la bancada de mi 
partido. Sobre el voto secreto tengo una convicción firme, 
inmodificable, incambiable, heredada de uno de los blan- 
cos más arabistas que me han representado; si hay alguien 
que me representa a mí, ese es Aparicio Saravia, y no voy 
a modificar esta posición por ambivalencias de la OIT. 


Me parece que el mensaje que hay que dar hoy a los 
sindicalizados, a los afiliados y a los gremios es de tran- 
quilidad, porque a partir de hoy van a poder tener más 
transparencia; sí, habrá más transparencia en las escuelas, 
más transparencia en los clubes de fútbol, más transparen- 
cia en los sindicatos, más transparencia en las comisiones 
de fomento. El mensaje es dejar ese lado oscuro que ha 
llegado a expresiones hasta bizarras por las cuales la li- 
bertad sindical es sinónimo de anarquía porque no hay que 
meterse cuando manejan plata de terceros. 


Es cuanto quería manifestar, señora presidenta. 
SEÑOR BRENTA.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BRENTA.- Señora presidenta: creo que ya se 
ha dicho mucho con respecto a los contenidos de este pro- 
yecto de ley y simplemente me parece que vale la pena 
aclarar algunas cuestiones. 


En la exposición de motivos se hace referencia a que, 
en realidad, en el artículo 57 de la Constitución de la repú- 
blica se establece que «La ley promoverá la organización 
de sindicatos gremiales, acordándoles franquicias y dic- 
tando normas para reconocerles personería jurídica...». 
Esto es lo que dice la Constitución y, francamente, en este 
proyecto de ley no veo ninguna norma que establezca lo 
que ya se mandata, es decir, franquicias y facilidades para 
la obtención de la personería jurídica. 


También quiero decir que un altísimo porcentaje —yo 
tampoco sé si se trata del 90 %-— de sindicatos tienen per- 
sonería jurídica y, por lo tanto, tienen las cuentas bancarias 
a nombre del sindicato y manejan los recursos económicos 
de forma transparente, que es a lo que aspira el señor se- 
nador Gandini. No tengo claro qué sucede con las cámaras 
empresariales porque me ha tocado entrevistarme, sobre 
todo en el interior del país, con sus representantes que, por 
ejemplo, desconocían que el Estado uruguayo hace apor- 
tes para capacitar a los empresarios y a los trabajadores en 
la negociación colectiva a través del Inefop. Esos recursos 
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nunca llegaban a las cámaras comerciales del interior del 
país y, en muchos casos, ni siquiera sabían que existían. 
Por lo tanto, aquí parece que la transparencia está flechada 
hacia determinado lugar cuando en realidad hay muy poca 
en otros lugares. 


Lo que sí me parece es que hay que dejar claro que esto 
no tiene absolutamente nada que ver con la queja que pre- 
sentó el sector empresarial en la Organización Internacio- 
nal del Trabajo. No tiene nada que ver, en ningún sentido, 
y lo aclaro no solo porque se dijo en comisión, sino porque 
en ningún aspecto de esta queja está contenido el tema de 
la personería jurídica. 


En mi opinión, hay dos problemas. Uno de ellos es 
que, en lugar de encontrarse una franquicia —como podría 
instrumentarse, facilitando la personería jurídica para 
aquellos que quieran hacerlo—, hay una suerte de chantaje 
—aclaro que no me gusta decirlo de esta manera porque 
es un poco exagerado— o se establece una condición, que 
es la eliminación de la posibilidad de acceder a la cuota 
sindical. Obviamente, este elemento no va a perjudicar al 
Sunca, a la UNTMRA o a la Federación Ancap, sino a los 
sindicatos más pequeños y seguramente también a los sec- 
tores empresariales más pequeños que, a través de la An- 
mype, nuclean al comercio minorista, barista y demás, que 
también tendrá que tramitar su personería jurídica porque 
esto los reglamenta a ambos: empresarios y trabajadores. 
Parece que cuando hay un manto de sospecha con respecto 
al manejo de los recursos de las organizaciones, la preocu- 
pación va para un lado solo porque para el otro no la hay. 


Ahora bien, en el artículo 7.* se establece otro elemen- 
to —en mi opinión es el peor de este proyecto de ley- que 
tiene que ver con los requisitos exigidos y dice así: «Los 
requisitos exigidos en el inciso anterior también serán de 
aplicación a los efectos de lo dispuesto por el artículo 4 in- 
ciso 2 de la Ley N* 18.566, de 11 de setiembre de 20009...». 
Esta es la Ley de Negociación Colectiva. Aquí se establece 
la obligación de negociar de buena fe y, por lo tanto, pro- 
porcionar la información suficiente para que esto permita 
una negociación racional. Acá se ha reclamado en forma 
permanente e insistentemente por parte de toda clase de 
sectores empresariales, etcétera, negociar, por ejemplo, por 
productividad. Sin embargo, las cámaras empresariales no 
proporcionan la información para que esto sea posible y 
no lo hacen, en algunos casos, porque argumentan que 
el sindicato carece de personería jurídica y, por lo tanto, 
no habría un responsable en caso de que esa información 
fuera mal utilizada. Lo singular de esto es que cuando el 
sindicato tiene personería jurídica tampoco se brinda esa 
información, que muchas veces es necesaria para habilitar 
algo que también se ha reivindicado, que es la posibilidad 
de que determinadas empresas se descuelguen de los lau- 
dos que se pactan en los consejos de salarios porque no 
pueden pagarlos. En fin, esto hay que demostrarlo. 


Si ahora hiciéramos un esquema —de hecho, para par- 
ticipar en la negociación colectiva habrá que tener perso- 
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nería jurídica—, en este artículo habría que establecer que 
la información necesaria para discutir los niveles salaria- 
les que se acuerden o los beneficios que se negocien sea 
obligatoria, a fin de que haya más transparencia, tal como 
lo solicitaba el señor senador Gandini. ¿Cómo se puede 
discutir sobre la productividad si las empresas no brindan 
la información? Si ahora todos —sindicatos y empresarios— 
tenemos personería jurídica, podríamos agregar que es 
obligatorio proporcionar la información correspondiente 
para poder negociar de buena fe. 


(Dialogados). 


SEÑORA PRESIDENTA.- No dialoguen, por favor, 
señores senadores. 


Puede continuar el señor senador Brenta. 


SEÑOR BRENTA.- Si se agrega este elemento, me 
gustaría saber si hay opinión contraria a la obligatoriedad 
de que los empresarios procedan a entregar la informa- 
ción. 


Para terminar —-mis compañeros han sido extremada- 
mente exhaustivos en la fundamentación-, quisiera decir 
que el aditivo que plantea que para que la cuota sindical 
sea retenida de su salario se deberá comunicar dicha vo- 
luntad de forma expresa, ya está establecido por una nor- 
ma legal. La Ley n.-* 17940 establece que el trabajador por 
escrito deberá expresar su voluntad de que la cuota sindi- 
cal sea descontada de su salario. No sé a qué responde esto 
porque ya está establecido; me parece que estamos ante lo 
que normalmente se denomina una redundancia. 


SEÑOR ANDRADE.- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR BRENTA.- Con mucho gusto. 


SENORA PRESIDENTA.- Puede interrumpir el señor 
senador Andrade. 


SEÑOR ANDRADE.- Hago una pregunta que atiende 
a la preocupación que se ha expresado en sala. 


Los señores senadores que están preocupados por la 
personería jurídica de los sindicatos, ¿pueden mencionar 
cinco sindicatos que no la tengan? Pido cinco. Ya que es- 
tán preocupados, supongo que conocerán sindicatos que 
no tienen personería jurídica. 


(Murmullos en sala). 
SEÑORA PRESIDENTA.- Intenten no dialogar. 
SEÑOR ANDRADE.- Traté de explicar por qué el 


PIT-CNT no la tiene, pero seguro que los que hablaron acá 
no llegan a nombrar a tres de esos sindicatos. 


CÁMARA DE SENADORES 


191-C.S. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede continuar el señor 
senador Brenta. 


SEÑOR BRENTA.- Quisiera reiterar el tema de la 
obligatoriedad de proporcionar la información en la ne- 
gociación colectiva, que supongo que acompañarán los 
senadores oficialistas, y la redundancia de este aditivo que 
se propone, que ya está establecido por ley y vigente, si no 
me equivoco, desde el 2008, 


Gracias, señora presidenta. 
SEÑOR NUNES.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR NUNES.- Señora presidenta: en primer lugar, 
voy a hacer referencia a una alusión política de la que fue 
objeto el partido que represento en esta sala hace un par 
de intervenciones, con relación a la actuación del Partido 
Socialista durante la dictadura de Terra. 


Quiero hacer dos precisiones brevemente. La primera 
de ellas es que quien en ese momento era el principal re- 
ferente de nuestro partido, el doctor Emilio Frugoni, tuvo 
una actitud destacada de enfrentamiento a la dictadura, 
en primer lugar, como rector de la Facultad de Derecho, 
ocupándola y resistiendo el golpe junto a los estudiantes; 
en segundo lugar, publicando la muy conocida obra La 
revolución del machete, que tuvo que ser editada en Bue- 
nos Aires y, en tercer lugar, como parlamentario electo. 
Cuando el dictador Terra juró, al increparle perjuro en esta 
cámara, fue sacado a golpes. 


La segunda precisión es que, evidentemente, las actua- 
ciones políticas pueden tener consecuencias no deseadas. 
Quiero decir, por ejemplo... 


(Murmullos en sala). 


SEÑORA PRESIDENTA.- Voy a pedir nuevamente 
silencio en sala. 


SEÑOR NUNES.- Gracias, señora presidenta. 


Quiero decir, por ejemplo, que esta propuesta que es- 
tamos discutiendo algunos legisladores pueden votarla a 
favor pensando que es positiva y nosotros podemos votarla 
en contra pensando que perjudica notoriamente a los tra- 
bajadores y eso no tiene que ver con intenciones, sino con 
consecuencias. 


Entonces, admito que se pueda decir que las conse- 
cuencias de la actuación del Partido Socialista o del Par- 
tido Comunista, participando de determinados actos elec- 
torales en 1934, fueran consideradas por alguien como de 
convalidación, pero tenemos otros ejemplos más recientes 
de los que me tocó ser parte como, por ejemplo, las asocia- 
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ciones profesionales en 1980 y 1981 —desde ese lugar con- 
tribuimos a fortalecer el movimiento sindical y a derrotar 
a la dictadura— o las elecciones internas de los partidos 
políticos en 1982; el participar de esas elecciones no que- 
ría decir que se convalidaba la dictadura. 


Creo que es equivocada la apreciación que se hizo con 
relación a que la participación del Partido Socialista o del 
Partido Comunista en los actos electorales de 1934 y otros 
era una convalidación de la dictadura de Terra. 


En cuanto al proyecto de ley que estamos consideran- 
do, señora presidenta, quiero decir que los compañeros de 
la bancada han sido exhaustivos y solamente voy a hacer 
dos o tres consideraciones generales. 


En primer lugar, quiero señalar que no vemos que 
esta propuesta responda a atender un problema real si el 
objetivo —capaz que no es compartido— es fortalecer a la 
organización sindical para defender los derechos de los 
trabajadores. Efectivamente, nosotros pensamos que la 
mejor forma de defender esos derechos es fortaleciendo 
a las organizaciones sindicales; quizás esta no es una idea 
compartida, pero la historia nos ha demostrado que, en la 
medida en que se fortalecen las organizaciones sindicales, 
las trabajadoras y los trabajadores ganan en derechos eco- 
nómicos, sociales y políticos. Creemos que debería ser un 
propósito nuestro y de esta cámara fortalecer a las organi- 
zaciones sindicales y no consideramos que este proyecto 
de ley responda a una necesidad de los trabajadores ni de 
fortalecer a las organizaciones sindicales. 


Como lo describía muy bien el compañero Andrade al 
inicio, los problemas de conflictividad de las trabajadoras 
y los trabajadores hoy no se originan en la debilidad de 
sus sindicatos ni en que algunas organizaciones no ten- 
gan personería jurídica, sino que tienen otras raíces, otras 
causas y, en todo caso, este proyecto de ley —como han 
señalado otros compañeros— ni siquiera levanta las obser- 
vaciones que le ha realizado la Organización Internacional 
del Trabajo a nuestro país. 


Entonces, no le vemos un sentido positivo y entende- 
mos que perjudica a la organización sindical y, por lo tan- 
to, a las trabajadoras y los trabajadores. 


Además, creemos que es sumamente negativo avanzar 
en una legislación que tiene que ver con la organización 
de los sindicatos sin contar con el acuerdo del movimiento 
sindical porque, señora presidenta, está claro —esto lo se- 
ñalaba recientemente el señor senador preopinante— que 
quizás tengamos distintas opiniones con relación a nues- 
tro movimiento sindical, pero quiero reivindicar que ha 
sido siempre un factor de progreso democrático y social 
en nuestro país y un movimiento con una gran responsabi- 
lidad en función del interés nacional. 


No voy a recordar lo que muchas veces mencionamos 
acerca de la lucha del movimiento sindical contra la dic- 
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tadura, sino lo que pasó acá, en este país, cuando empezó 
la pandemia. Pese a la crítica de muchos, en el consejo 
superior de salarios, el movimiento sindical aceptó una 
pauta salarial que significó una pérdida de poder adquisi- 
tivo del salario, en función de la realidad que se vivía y de 
preservar el empleo; ese fue un compromiso que asumió 
el movimiento sindical, pero no me consta que lo hayan 
asumido las organizaciones patronales. Entonces, yo creo 
que deberíamos respetar más al movimiento sindical y no 
avanzar en legislar sobre su organización, la organización 
de los trabajadores, sin tener el acuerdo de un movimiento 
sindical que tiene una gran trayectoria de compromiso con 
el país y, por supuesto, con sus afiliados. 


Quiero decir, señora presidenta, que estamos aproban- 
do un proyecto de ley que tiene una opinión de la cátedra 
de Derecho Laboral de la Universidad de la República, no 
sé si unánime, pero sí ampliamente mayoritaria, que va en 
su contra. En el informe que la cátedra de Derecho Labo- 
ral de la Universidad de la República entregó por escrito, 
se expresa: «Sin embargo, existió una amplia coincidencia 
entre los docentes que participaron del debate, de valorar 
negativamente el texto proyectado por contener algunas 
disposiciones que no estarían en consonancia con nuestro 
ordenamiento constitucional, las normas de OIT y los dic- 
támenes del Comité de Libertad Sindical. 


En primer lugar, en sus intervenciones los docentes 
manifestaron que el condicionamiento de la obtención de 
personería jurídica, para que los sindicatos puedan ejercer 
el derecho a que se retenga a su favor la cuota sindical 
(art. 7 del proyecto), constituye una exigencia que se apar- 
ta de lo dispuesto en el art. 57 de la Constitución, ya que 
en lugar de promover la creación y funcionamiento de las 
organizaciones sindicales, entorpece, desalienta y sobre 
todo, puede obstaculizar o dificultar su acción y funcio- 
namiento efectivos. [...] En segundo lugar, en la visión de 
algunos colegas la limitación prevista en el último inci- 
so del art. 7 del proyecto, que establece que solo podrían 
ejercer el derecho a solicitar información reservada a la 
empresa, en el marco de un proceso de negociación colec- 
tiva, si la organización sindical cuenta con personería ju- 
rídica, ello podría significar una desventaja no justificada, 
para aquellas organizaciones que voluntariamente opten 
por no recorrer el camino de su inscripción en el Regis- 
tro [...] En tercer lugar, algunos docentes señalaron que 
determinados requisitos formales establecidos en el art. 
3 del proyecto, pueden constituir obstáculos reales para 
que las organizaciones sindicales puedan tramitar la per- 
sonería e, inclusive, representar un problema de ajuste con 
la normativa sobre protección de datos personales (Ley 
n.” 18.331). [...] En cuarto lugar, también hubo una am- 
plia coincidencia respecto a la inconveniencia de que en el 
proyecto se incluya la exigencia de que el sindicato tenga 
que comunicar al Registro, “todo acto de nombramiento, 
cese o revocación de sus representantes” (art. 5). Dicho 
requisito, además de ser engorroso y difícil de cumplir en 
la práctica, resulta innecesario y puede constituir una in- 
tromisión en los asuntos internos del sindicato (art. 3 del 


11 de abril de 2023 


CIT 87). En todo caso, se trata de una carga, pero no un 
deber u obligación de la organización sindical, comunicar 
al empleador, que es su contraparte laboral, los cambios en 
la composición de sus órganos internos». 


Estas opiniones son de la Universidad de la República 
y están firmadas por los doctores Alejandro Castello, di- 
rector del Instituto de Derecho del Trabajo y de la Seguri- 
dad Social, Álvaro Rodríguez Azcúe y la doctora Adria- 
na López. 


Por estas razones, señora presidenta, porque el proyec- 
to no viene a atender ningún problema real ni a contribuir 
con la organización de los trabajadores, así como tampoco 
a mejorar las relaciones laborales y porque, además, tiene 
serias objeciones de quienes han dedicado su vida profe- 
sional a estudiar este tema, el derecho del trabajo, es que 
no lo vamos a acompañar. 

SEÑOR DOMENECH- Pido la palabra para una acla- 
ración. 

SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SENOR DOMENECH.- No quiero distraer al Senado, 
que está tratando otro tema, con una discusión histórica, 
pero yo recomendaría leer un libro que no es precisamente 
de un partidario de Terra, sino de Raúl Jacob, sobre la si- 
tuación que se planteó en 1933. 


Cuando Terra disuelve el Parlamento convoca —si no 
me falla la memoria— a una Asamblea Nacional Constitu- 
yente, de la que participaron los socialistas y los cívicos, 
pero un buen sector batllista del Partido Colorado se negó 
a participar. Terra era de origen batllista, pero el núcleo 
batllista se resiste a participar de esa convención constitu- 
yente por entenderla ilegítima. Lo mismo sucede con los 
blancos independientes, que se niegan a participar de la 
Asamblea Nacional Constituyente porque era una forma 
tácita de legitimarla. No solo eso, sino que, al año, se pro- 
duce un pronunciamiento electoral, del cual participan el 
Partido Comunista, el Partido Socialista y la Unión Civi- 
ca, pero los batllistas y los blancos independientes se nie- 
gan a participar por considerar ilegítima la Constitución 
de 1934. 


Es más, voy a subir un poco la apuesta y a decir que los 
artículos 1. a 72 de la Constitución de la república vigente 
fueron aprobados en la Asamblea Nacional Constituyen- 
te de 1934, Es decir que, de alguna forma, todos estamos 
convalidando las disposiciones aprobadas en esa constitu- 
yente originada en un golpe de Estado. 


En 1942, cuando se reforma la Constitución, no se hace 
de acuerdo con las normas de la carta de 1918, porque era 
imposible cumplirlas —que es lo que invoca el terrismo 
para justificar el golpe de Estado—, sino de acuerdo con las 
normas de la Constitución de 1934. 
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Como podrán ver, es un tema interesante para discutir, 
sobre todo para quienes nos gustan la historia y el derecho, 
pero creo que nos estamos yendo un poco de tema, así que 
dejo a los restantes senadores expresar su opinión sobre 
al respecto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Le agradezco la colabora- 
ción, señor senador. 


SEÑORA BIANCHI.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA BIANCHI. Gracias, señora presidente. 


En primer lugar, haré una aclaración que parece pe- 
queña pero no lo es porque aquí se esgrimió como argu- 
mento que este proyecto de ley perjudica especialmente a 
las organizaciones sindicales más pequeñas, a los grupos 
de trabajadores más pequeños —creo que esa fue la palabra 
que se usó— o que tienen más dificultades frente a las em- 
presas, por el tema de la personería jurídica y, sobre todo, 
de la certificación de firmas por escribanos. Con todo res- 
peto: tengo una inteligencia normal, pero que no me gusta 
que me la ofendan. Hay muchos escribanos que lo hacen 
hasta voluntariamente. Una certificación de firmas, así sea 
de varias personas, es el honorario más bajo por arancel 
que cobran los escribanos: son UR 12 más IVA. Así que, 
por favor, si se van a buscar argumentos, que no se utilice 
ese porque realmente ofende, incluso, a la inteligencia, la 
libertad y la autonomía de los trabajadores, porque creo 
que son capaces de pagar esos honorarios, si es que lo tie- 
nen que hacer, porque, reitero, hay muchos escribanos — 
diría que la mayoría— que, sobre todo en certificaciones, 
no cobran honorarios; solamente se paga el aporte a la caja 
y el IVA. Esa es la primera aclaración que quería realizar, 
porque eso, como argumento, es tachable. 


La segunda aclaración es que no se puede presumir 
que cada vez que se quiere legislar sobre relaciones labo- 
rales como en este caso—, tenemos algún prejuicio contra 
los sindicatos. Eso ofende a mucha gente. No se pueden 
presumir intenciones. Algunas personas siempre ven, en 
quienes piensan distinto o han cambiado de opinión sobre 
ciertas cosas, a un enemigo. Eso es lo grave que nos está 
pasando. No somos enemigos quienes pensamos distinto 
ni estamos en contra de los derechos de los trabajadores 
—no uso lenguaje inclusivo—, al contrario, porque somos 
trabajadores y venimos de la clase trabajadora. En lo per- 
sonal, vengo de una historia familiar —nunca me acuerdo si 
la UGT se fundó en 1946 o en 1949-— en la que mi abuelo, 
junto con Enrique Rodríguez, fue uno de los fundadores 
de la UGT. 


Ahora, debemos reconocer que el movimiento sindical 
cambió en algunas cosas, para bien y en otras, no, por- 
que debemos tener autocrítica: no todo lo que hacemos 
está bien y lo que hace el otro está mal, ni todo lo que 
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pensamos nosotros está bien y lo que piensa el otro está 
mal. Si no salimos de ese primitivismo de debate y de ra- 
zonamiento nos vamos a quedar estancados, y estamos 
estancados hace muchas décadas; eso va para todos los 
partidos políticos y es así. Con las potencialidades que te- 
nemos estamos estancados en muchas cosas porque no se 
quiere reconocer que muchas cosas se hicieron mal y hay 
que corregirlas. 


La otra cosa que cambió —y voy a decir algo de lo más 
novedoso— es el mundo. Entonces, cuando estudié este 
tema yo no estaba de acuerdo con esta ley porque me ha- 
bía dejado gusto a poco. Me preocupaba que cada vez que 
venía alguna delegación del movimiento sindical, sobre 
todo del PIT-CNT —más allá de los representantes de de- 
terminados partidos políticos de la oposición que integran 
la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social-— se 
usó la palabra autarquía. Yo dije: ¿Cómo autarquía? ¿Los 
sindicatos se consideran autárquicos en un régimen de- 
mocrático republicano de gobierno? Me contestaron que 
sí porque aunque no usa esa palabra, pero da una amplitud 
tan grande al movimiento sindical el Convenio 87 de 1948, 
ratificado por Uruguay en 1953 —tiene mi edad— que me 
quedé alarmada y pensé que ahí sí estamos con muchos 
problemas. ¡No me van a decir que todos, independiente- 
mente de la posición social que tengamos, de la tarea a la 
que nos dediquemos, con la posición política que tenga- 
mos, no podemos razonar que las relaciones laborales no 
pueden seguir reglamentándose o tratando de llevarse más 
o menos por un convenio de la Organización Internacio- 
nal del Trabajo de 1948! No me voy a meter en temas de 
historia porque algo de historia ya se habló, pero hay un 
elemento fundamental para opinar de historia y tiene que 
ver con gran parte del pequeño debate que se estableció, 
que es la historicidad. La Historia es una ciencia social, o 
sea, no exacta pero tiene reglas generales. ¿El mundo de 
la posguerra tiene algo que ver con el de hoy? Si uno lee 
el convenio comprueba que usa expresiones que son alar- 
mantes; ve que no se habla de Estados nacionales sino de 
territorio y es lógico dado que el mundo salía de la guerra. 
Además, La Conferencia General de la Oficina Internacio- 
nal del Trabajo fue convocada en San Francisco, Estados 
Unidos, por el Consejo de Administración de la Oficina 
Internacional del Trabajo el 17 de junio de 1948, que fue 
cuando se firmó el convenio. Es obvio que la organización 
venía de antes, pero fue en este momento. Uruguay lo rati- 
ficó en 1953. Lo digo con todo el respeto que les debemos 
tener a los trabajadores que, en general, somos todos, por- 
que podemos trabajar con las manos o con la cabeza, pero 
todos somos trabajadores, excepto los que sean dueños, en 
otra época yo diría de los medios de producción. ¿Y pode- 
mos decir de los medios de producción? Sí, hay empresa- 
rios. ¡Claro que sí! Vivimos en un sistema capitalista que, 
además, fue el que triunfó. Cuando uno dice que regulan 
los sindicatos y no los empresarios se olvidan de una cosa 
que se llama propiedad privada. Los que hemos atravesa- 
do toda una evolución sabemos que la propiedad privada 
tiene muchísimo que ver con la libertad. Cuando surgen 
regímenes totalitarios —antes y ahora— lo primero que se 
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ataca es la propiedad privada porque se ataca el cerno del 
funcionamiento de un Estado democrático, que es la liber- 
tad individual. En consecuencia, abramos la cabeza. 


A nosotros no nos conformaba mucho esta ley y pedi- 
mos reuniones. ¿Pero lo hicimos porque no queremos al 
movimiento sindical? No, porque queremos adecuarlo al 
momento histórico y a las relaciones laborales también, 
porque en 1948 estábamos en pleno capitalismo industrial. 
Estamos hablando de un país como el nuestro que ni si- 
quiera vivió la Revolución Industrial. Eso históricamente 
hay que decirlo porque Uruguay se salteó ese período de 
la historia. 


En consecuencia, mi intervención va hacia una re- 
flexión colectiva que tiene que ver con que necesitamos 
cambiar las relaciones laborales. Por eso me resultó poco 
este proyecto de ley, porque estoy totalmente de acuerdo 
con lo que dijo el compañero Gandini: ¿qué les asusta tan- 
to? ¿Hay que ocultar algo en el tema de la personería ju- 
rídica? 


También les aclaro que los honorarios no son un proble- 
ma, porque cuando ingresa un trámite nuevo —antes en el 
MEC, pero estos en el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social porque se trata de organizaciones sindicales—, por 
el solo hecho de entrar el trámite se tiene una personería 
jurídica en formación y eso ya le da personería jurídica. 
Obvio que después cada ministerio —el Ministerio de Edu- 
cación y Cultura en su caso y ahora el Ministerio de Traba- 
jo y Seguridad Social; seguramente, le resulte mucho más 
fácil a este último porque son menos, ya que aquel tiene 
todo el universo de las personas jurídicas— puede acelerar 
más los trámites, pero teniendo el expediente ingresado 
ya se puede actuar con personería jurídica. Como dijo el 
señor senador Gandini, se puede ir a un banco y abrir una 
cuenta corriente, una caja de ahorros o lo que sea, y va a 
decir el nombre y persona jurídica en formación. Después, 
cada institución a la que se le haya presentado un docu- 
mento de persona jurídica en formación se preocupará de 
preguntar si se terminó la formación. 


Obviamente, hay un concepto jurídico que no hay que 
olvidar —el que, en general, en Uruguay se olvida— y es el 
de la carga, que es el principio del propio interés. Parece 
que todo se nos tiene que dar hecho, pero no, señores, se 
terminó hace mucho tiempo ese mundo. Por lo tanto, ir a 
hacer un trámite es el mínimo de carga, el imperativo del 
propio interés. 


Ahora, cuando intentemos ir un poco más allá de lo 
que plantea el proyecto de ley que viene del Poder Eje- 
cutivo —y ahora habla Graciela Bianchi, aunque siempre 
habla Graciela Bianchi, porque yo no hablo en nombre de 
otra persona, pero no quiero comprometer a nadie, ni a mi 
partido ni a la coalición—, tendremos que ver este convenio 
en algún momento porque, entre otras cosas... 
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Me están haciendo notar que corresponde pedir la pró- 
rroga de la hora de finalización de la sesión. 


21) PRÓRROGA DE LA HORA DE 
FINALIZACIÓN DE LA SESIÓN 


SEÑORA BIANCHI. Solicito que se prorrogue la 
hora de finalización de la sesión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar. 
(Se vota). 


—23 en 24. Afirmativa. 


22) REGISTRO DE PERSONERÍA 
JURÍDICA DE ORGANIZACIONES DE 
TRABAJADORES Y DE EMPLEADORES 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede proseguir, señora 
senadora. 


SEÑORA BIANCHI.- Voy a finalizar rápido. 


El tema es el siguiente: cuidado con el papel de las 
organizaciones internacionales y la legislación nacional; 
siempre prima la legislación nacional porque, además, to- 
dos los convenios de la OIT —ha sido una constante desde 
este, que es más viejo que yo, hasta los actuales— son muy 
amplios a los efectos de que haya más cantidad de ratifi- 
caciones. Por suerte, Uruguay tiene un régimen para que 
los convenios internacionales, tratados y todo respecto a 
lo cual ahora está lleno de organizaciones no vayan a la 
Constitución como pasa en Argentina. Aquí son ley y pue- 
den ser modificados en cualquier momento, y en el caso de 
los convenios, se pueden denunciar. 


Fíjense cómo cambiaron los tiempos. ¿Saben cada 
cuánto el Uruguay podría denunciar convenios? Aclaro 
que no digo que sea la voluntad del Gobierno, sino que lo 
está diciendo Graciela Bianchi porque es una reflexión que 
estoy haciendo sobre que tenemos que salir de este conser- 
vadurismo que nos está aniquilando. Lo podría hacer cada 
diez años; ese es el tiempo para poder denunciar este con- 
venio. Ahora, ¿los diez años de 1948 son los mismos diez 
años de hoy, del siglo XXI? Todos los días nos llenamos 
la boca con la inteligencia artificial y la tecnología, y eso 
afecta las relaciones laborales, claro que sí. Señalo esto 
más allá de que entiendo que todo lo que se ha dicho —ni 
hablar de las cifras que se han dado sobre la disminución 
del salario real, porque estoy harta de decir que las cifras 
no se militan; está claro que las cifras están en todos la- 
dos y ya sabemos cuáles son— se trata de algo mucho más 
concreto. Ni siquiera estamos intentando regular otra cosa 
más de lo que se dijo. 
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Reitero, creo que hay que —y vuelvo a decirlo a título 
personal— actualizarnos como trabajadores y decir: «Se- 
ñores». 


Esto es lo último que voy a decir. ¿Saben lo que me 
preocupó de autarquía? De dónde se desprendía del conve- 
nio. Se desprende porque resulta que los Estados naciona- 
les —que, en realidad, son territorios, ni siquiera son Esta- 
dos nacionales; piensen que, por ejemplo, Alemania estaba 
ocupada por todas las potencias, por eso lo del territorio, 
entre otras cosas— no pueden legislar nada sobre las orga- 
nizaciones sindicales ni empresariales porque ambas están 
puestas en el mismo nivel de igualdad. 


Entonces, me pregunto si hoy puede haber organiza- 
ciones autárquicas en una democracia. Yo tengo mis se- 
rias dudas. 


Hace unos días aprobamos una ley para determinar qué 
hacíamos con las colillas de los cigarrillos. Nos acostum- 
bramos a legislar —nos fuimos para el otro lado— y legis- 
lamos hasta si podemos comer azúcar, comer sal, tomar. 
Todo. Legislamos y hacemos leyes para todo. Resulta que 
acá tenemos que aceptar, el Estado —que somos todos-—, 
que hay determinados ámbitos en los que no se puede in- 
gresar. ¡No! No es que se quiera ingresar para hacer daño. 
Para nada. No hay que partir de esa base absolutamente 
nociva para el desarrollo de la civilización occidental —que 
está en tan serio riesgo— y, además, del país. No puede ser 
que haya alguna organización que sea autárquica porque, 
de la misma manera que son los sindicatos, son las cá- 
maras empresariales. Las dos están incluidas en el mismo 
convenio. 


En consecuencia —y con esto termino, señora presiden- 
te—, creo que las relaciones laborales tienen que ser mucho 
más fluidas, mucho más de negociación y menos de en- 
frentamiento. En esta ley no se dice nada de eso. Ahora 
bien, como Estado estamos en un corsé, que es este Con- 
venio 87 que nos rige y que es, reitero, de 1948 y que fue 
ratificado en 1953. 


Entonces, no veamos cucos donde no los hay. Abramos 
nuestras cabezas, pensemos que la buena intención la te- 
nemos todos y que las relaciones laborales también tienen 
que ser objeto de regulación. De hecho, lo son. 


No hace mucho tiempo la señora senadora Sanguinetti 
presentó un proyecto de ley relativo al teletrabajo que fue 
aprobado. 


Por tanto, no repitamos siempre las mismas cosas y to- 
memos conciencia de que, si queremos estar en el mundo 
moderno —ya que hay una Comisión Especial de Futuros 
que funciona muy bien—, no podemos defender cosas que 
se afirmaban en 1948. 


Gracias, señora presidente. 
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SEÑORA DELLA VENTURA.-- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA DELLA VENTURA.- Gracias, señora pre- 
sidenta. 


Evidentemente, se han dado muchos elementos. Desde 
mi bancada creo que se ha sido bastante claro en cuanto 
a las dificultades que tiene este proyecto de ley y también 
con respecto a las dificultades en las que pone a ciertos 
sindicatos. 


Se habló de que la cátedra decía también que esto obs- 
taculiza la organización de los trabajadores. Eso es lo que 
nosotros percibimos. 


Percibimos que lo que está en el proyecto de ley es al- 
guna traba para ciertos sindicatos que son, justamente, los 
que menos fuerza tienen, los que menos gente tienen y 
los que la Constitución, en su espíritu —en el artículo 57—, 
apostaba a lo contrario: a que realmente se favoreciera esa 
organización. 


Al leer esa norma, uno ve que su espíritu es que en 
nuestro país se jerarquice la posibilidad de que se organi- 
cen los sindicatos. 


Nosotros entendemos —podrá decirse que son prejui- 
cios, preideas— que la organización sindical, tal como la 
organización social, es algo que sirve mucho a las demo- 
cracias. Consideramos que las enaltecen, que cuanto más 
organización hay en la sociedad civil es lo mejor que pue- 
de ocurrirnos. 


En consecuencia, pensamos que no es bueno todo 
aquello que, de alguna forma, vaya a limitarlo. Esa es 
nuestra preocupación. 


Puedo hablar desde mi integración al movimiento 
sindical como dirigente de la Asociación de Maestros 
de Florida y, por ende, como integrante de la Federación 
Uruguaya de Magisterio en su momento. Renuncié cuando 
asumí como edila en la Junta Departamental de Florida. 
En esos años fui electa secretaria general cada vez que se 
podía, porque no se podía ejercer más de dos años con- 
secutivos. Había elecciones secretas en mi sindicato, en 
Florida. Como dije, fui dirigente sindical y enseguida pro- 
movimos conseguir la personería jurídica. No hablo por lo 
que a mí me pasó en mi sindicato, pero sí puedo hablar por 
sindicatos pequeños. Por ejemplo, pensemos en las em- 
pleadas domésticas. Como decía una compañera en Flori- 
da, supuestamente dirigente sindical, realmente hay mie- 
do porque todos sabemos que es una relación muy directa 
la de patrón o patrona y doméstica, y es muy difícil que se 
tome a personas que se sabe pertenecen a un sindicato, que 
van a hacer los paros generales del PIT-CNT, que van a 
tomar determinadas medidas, exigencias. Esto corta todos 
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los partidos porque, en este sentido, hay patrones de do- 
mésticas en todos los partidos. Para todos —vamos a decir 
a casi todos; por suerte, para casi todos y no para todos— a 
veces tener a alguien que pertenece a un sindicato en rea- 
lidad es una dificultad y si puedo evitarlo, mejor. Pues acá, 
en realidad, se la está llevando a que tenga que estar en un 
registro, que sea público y que pueda realmente dificultar 
el acceso al trabajo. Debería ser al revés. Como decía la 
Constitución, se debería favorecer a que se organicen, que 
tengan todos los derechos. 


SEÑOR ANDRADE.- ¿Me permite una interrupción, 
señora senadora? 


SEÑORA DELLA VENTURA.- Con mucho gusto. 


SENORA PRESIDENTA.- Puede interrumpir el señor 
senador Andrade. 


SENOR ANDRADE .- Gracias, señora presidenta. 


Voy a leer textualmente dos cosas. Por un lado, el inci- 
so quinto del artículo 4.* dice con mucha claridad: «Cual- 
quiera sea el contenido de la resolución del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social en respuesta a la presentación, 
en ningún caso significará el otorgamiento de autorización 
previa o un permiso para el funcionamiento de las orga- 
nizaciones». Esto ya da claridad respecto a lo restrictivo, 
pero el artículo 7.* lo remacha todavía con más contunden- 
cia, porque su inciso segundo dice con mucha claridad: 
«Las organizaciones de trabajadores que no hayan com- 
pletado» —no iniciado, que no estén en curso— «el proce- 
dimiento de reconocimiento de personería jurídica o que 
no cumplan con las obligaciones que impone el artículo 
5. de esta ley» —esto es todavía más complicado; signi- 
fica cualquier cambio en la representación— «no tendrán 
derecho a que se retenga a su favor la cuota sindical». Más 
adelante, el artículo 8.* establece un plazo de 180 días para 
los sindicatos que ya tienen personería jurídica. Sin em- 
bargo, como bien decía el senador Caggiani, cualquier vis- 
ta que haga el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 
cualquier observación, esos sindicatos tendrán solo diez 
días para levantarla. No hay ningún sindicato que en diez 
días pueda cambiar su estatuto. ¡Ninguno! Cualquier ob- 
servación que tenga el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social a los que ya tienen personería jurídica, en el trámite 
de incorporarse a este registro, cuenta con diez días. Yo 
sinceramente no conozco una organización gremial que 
en diez días pueda generar una modificación de estas ca- 
racterísticas. 


Además, se sostuvo acerca de las dificultades a los sin- 
dicatos más pequeños. Es una opinión que comparto, pero 
no es una opinión mía, sino del Instituto de Derecho del 
Trabajo y de la Seguridad Social, que lo dice de manera 
expresa en las apreciaciones sobre el proyecto de ley. Indi- 
ca que es cierto que esta exigencia prevista en el proyecto 
de ley no es novedosa. Más adelante dice que exigir que 
el estatuto que se deposite en el registro cuente con firma 


11 de abril de 2023 


de los representantes de la organización, autenticada por 
escribano público, puede representar un costo económico 
difícil de afrontar por parte de las organizaciones modes- 
tas. Reitero: se señaló que exigir que el estatuto que se 
deposite en el registro cuente con firma de los representan- 
tes de la organización autenticada por escribano público 
puede representar un costo económico difícil de afrontar 
por parte de las organizaciones más modestas. 


(Suena el timbre indicador de tiempo). 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se le acabó el tiempo, se- 
ñor senador. 


SEÑOR ANDRADE.- ¿Me permite otra interrupción, 
señora senadora? 


SENORA DELLA VENTURA.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA .- Puede interrumpir el señor 
senador Andrade. 


SEÑOR ANDRADE.- En todo caso, estas preocupa- 
ciones —que son por efectos que seguramente la ley no 
busca pero que se pueden generar, porque crea una aper- 
tura en términos de discrecionalidad— no son preocupa- 
ciones en las que esté en soledad la oposición, sino que 
son compartidas —en muchos casos por unanimidad— por 
buena parte de la cátedra. Me refiero tanto al hecho de que 
no exista una disposición transitoria que permita a la orga- 
nización subsistir mientras tenga en curso —o en un poten- 
cial diferendo— el trámite de la personería jurídica, como 
a algunas exigencias —ya lo dejamos también bastante en 
claro— en lo que tiene que ver con los datos personales. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA. Puede continuar la señora 
senadora Della Ventura. 


SEÑORA DELLA VENTURA.- Señora presidenta: 
como yo lo veo, el problema mayor es el tema de dificul- 
tar la organización. En ese sentido, llama la atención que, 
cuando hay quienes se llenan la boca con el tema de la li- 
bertad, se pretenda regular esa organización, que al día de 
hoy podemos decir que la gran mayoría de los sindicatos 
la tiene, pero puede haber algunos que no. 


Esto es coherente con ciertas disposiciones que en este 
período de gobierno se han adoptado; me refiero tanto a 
disposiciones contenidas en la LUC, como, por ejemplo, a 
cuando se realizó una reducción en los consejos de ense- 
ñanza y, de tener presente a alguien que era electo por los 
docentes —es decir que había participación y voto secre- 
to, lo que se borró—, se pasó a una dirección unipersonal. 
Todo eso es coherente con esto. Es decir, lo que es organi- 
zación no es bueno, así es como se ve de parte de quienes 
hoy están ejerciendo el gobierno. 
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Gracias, señora presidenta. 


SENORA BIANCHI. Pido la palabra para una acla- 
ración. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA BIANCHI- Señora presidente: doy mi pala- 
bra de que si la reencarnación existiera —pienso que no exis- 
te—, es seguro que derecho y educación no estudiaría, estu- 
diaría física cuántica, porque quizás así sería más difícil. 


Las normas de base son las normas del derecho admi- 
nistrativo, y una de las normas básicas —que están vigentes 
por la Constitución— establece que el informalismo está 
a favor del administrado. Así que no voy a volver sobre 
el tema del momento en el que se presenta el expediente, 
más allá de lo que quieran interpretar, porque cualquier 
persona sabe —además, los sindicatos tienen abogados y 
escribanos— que el informalismo está a favor del adminis- 
trado y que a nadie se le puede rechazar la presentación de 
un escrito o no darle el valor que tiene el escrito cuando 
se presenta. No voy a discutir sobre derecho administrati- 
vo, porque, la verdad —lo digo con todo respeto—, no ten- 
go ganas. 


En cuanto a lo que diga la cátedra de la Udelar —los res- 
peto a todos—, que diga lo que quiera, pero que se consul- 
te a otras cátedras de Derecho Laboral, porque hay otras 
universidades, además de la Udelar, de muy buen nivel y 
con muy buenos docentes que tienen varias obras sobre las 
nuevas relaciones laborales y que colaboran mucho para 
que entendamos cómo tiene que ser el mundo del trabajo 
si queremos incorporarnos al mundo moderno. 


Voy a decir por última vez —me causa hasta gracia, 
pero no me voy a reír porque no tengo ganas— lo de los 
escribanos. Aclaro que no me sonó a ironía, porque yo las 
ironías las acepto; es una afirmación que atenta. Y que 
la haga un catedrático..., en fin, no me hagan hablar más 
sobre el tema porque yo ya di mi opinión general sobre lo 
que está pasando con la Udelar. ¡Por favor! Los escribanos 
a sueldo de los sindicatos y los que no están a sueldo de 
los sindicatos no cobramos nunca las certificaciones —re- 
itero—, y si las cobramos, son UR 12 más IVA; hagan la 
conversión, son chirolas a esta altura. ¡Es el honorario! Lo 
voy a volver a repetir porque hay una sordera selectiva. Lo 
digo con todo respeto, ¡de verdad que lo digo con respeto! 
¡El arancel más bajo de los escribanos es el de las certifica- 
ciones de firmas! Si ustedes buscan el arancel —que los es- 
cribanos tenemos que cumplir y lo cumplimos-, ¡es el más 
bajo! ¡Absolutamente! Hagan la conversión; son chirolas 
para cualquier persona u organización, que hasta pueden 
sumar el dinero y pedir que no se les cobre. 


¡Por favor! Busquen otros argumentos; no tienen argu- 
mentos contra este proyecto de ley. 
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Gracias. 
SEÑOR LOZANO.-- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador para hacer el cierre. 


SEÑOR LOZANO. Gracias, señora presidenta. 


Simplemente quiero aclarar que, como miembro infor- 
mante, me remití a expresar lo que la mayoría votó en la 
comisión. 


Ratifico cada una de las palabras que dije y respeto, 
por supuesto, las distintas opiniones. 


Lo que expresé en mi informe fue ni más ni menos que 
lo que dice este proyecto de ley con respecto al registro de 
personería jurídica de las organizaciones de trabajadores 
y empleadores. No me referí a otras cosas que en ningún 
momento se pronunciaron en la comisión. Por ejemplo, allí 
nadie habló de salvajada, ni por parte de los empleadores 
ni de los trabajadores. En realidad, la sesión de la comisión 
se desarrolló con mucho respeto y cada uno pudo expre- 
sarse como quiso. 


La postura que veo aquí por parte de la oposición no 
fue la que tuvo la organización sindical en la comisión. 
Cualquiera puede consultar la versión taquigráfica y va a 
encontrar que de ninguna manera hubo expresiones de ese 
tipo por parte de la organización sindical. Cierto es -como 
lo dije en mi informe— que opusieron su resistencia al 
artículo 7 del proyecto de ley que estamos considerando. 
Eso lo manifesté cuando hice el informe, pero en cuanto al 
resto del articulado —acá he sentido como que estaban to- 
dos en oposición— no opusieron ningún tipo de resistencia. 
Es decir que aceptaban que se les diera, en cierta forma, 
la facilidad de tener la personería jurídica en este registro 
innovador, si se quiere, en el Ministerio de Trabajo y Se- 
guridad Social —como también señalé en el informe-, a 
espejo de lo que pasa en Argentina, en Chile y en Perú, 
entre otros países. 


Simplemente quería aclarar eso. En ningún momento 
se habló de que esto restringía la huelga; al menos nin- 
guno de los representantes de la organización sindical lo 
manifestó. 


No tengo claro si es un 90 % o cuál es el porcentaje de 
las organizaciones que tienen personería jurídica, pero sí 
tengo claro que por la cuestión de la personería jurídica no 
hubo gran oposición. Sí hubo oposición en cuanto al hecho 
de que quienes no hicieran su registro no iban a tener dere- 
cho a que se les descontara la cuota directamente. 


Tal como dije en su momento, creo que esto da claridad 
y transparencia a los fondos y al bolsillo de cada traba- 
jador. Se le da al trabajador la opción de que pueda ser 
descontada su cuota sindical. Por parte de Cabildo Abierto 
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entendemos que si no quiere que se le descuente, debería 
poder hacerlo libremente. Es verdad que, hoy por hoy, fir- 
ma para que se le descuente cuando recién ingresa a su tra- 
bajo y nos parece que en cualquier momento podría ser de 
orden que, si así lo quiere, pudiera pagar en forma perso- 
nal. Consideramos que eso da mayor libertad al trabajador. 


Puede ser que algún tipo de organización no esté de 
acuerdo porque, evidentemente, le resulta más cómodo 
que le depositen en su cuenta bancaria. Si quiere que depo- 
siten en su cuenta bancaria, que tenga personería jurídica; 
de lo contrario, va a ser depositado en la cuenta bancaria 
de alguno de los dirigentes gremiales o en la cuenta banca- 
ria del Instituto Cuesta Duarte, como se dijo también por 
parte de las autoridades del PIT-CNT. Esa es una realidad 
y nos parece totalmente de orden dar transparencia para 
que los trabajadores sepan dónde está el dinero que apor- 
tan mensualmente en cada uno de sus gremios. 


Era lo que quería aclarar, señora presidenta. 
Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota). 

—17 en 29. Afirmativa. 
En discusión particular. 
Léase el artículo 1.*. 


SEÑORA BIANCHI- Pido la palabra por una cuestión 
de orden. 


SENORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SENORA BIANCHI.- Formulo moción en el sentido 
de que se suprima la lectura del articulado y que se vote 
en bloque. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar la moción 
formulada. 


(Se vota). 
—27 en 29. Afirmativa. 
En consideración el articulado. 


La bancada de Cabildo Abierto hizo llegar a la Mesa 
dos propuestas de artículos aditivos. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en bloque 
desde el artículo 1.* al 8.. 
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(Se vota). 


—16 en 29. Afirmativa. 


SENOR LOZANO.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR LOZANO. Solicito que se rectifique la vota- 
ción. 


SENORA PRESIDENTA.- Se va a votar nuevamente. 


(Se vota). 

—17 en 29. Afirmativa. 

En consideración los artículos aditivos presentados. 

Léase el artículo 4 bis. 

(Se lee). 

SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
«A los efectos de la elección de autoridades de cada sindi- 
cato, la votación será secreta y la decisión será por simple 
mayoría de votos. La forma de las elecciones será regulada 
por el Estatuto de cada sindicato». 

SEÑORA PRESIDENTA.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota). 

-4 en 29. Negativa. 


SEÑORA KECHICHIAN- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA KECHICHIAN.- Quiero saber si lo que aca- 
bamos de votar está referido solamente a los sindicatos o 
también a las cámaras empresariales. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Solo a los sindicatos. 

Léase el artículo 9.*. 

(Se lee). 

SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
«Derógase el artículo 6.” de la Ley 17.940, promulgada el 
2 de enero de 2006». 


SEÑORA PRESIDENTA.- En consideración. 
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Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota). 

-4 en 27. Negativa. 

Léase el artículo 10.*. 

(Se lee). 

SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
«Los trabajadores afiliados a una organización sindical 
deberán coordinar con su sindicato la forma del pago de la 
cuota, la que será fijada por cada sindicato». 

SEÑORA PRESIDENTA.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota). 

5 en 28. Negativa. 

Léase el artículo 10 bis. 

(Se lee). 

SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
«En el caso que el trabajador elija que su cuota sea re- 
tenida de su salario deberá comunicar dicha voluntad en 
forma expresa a su empleador». 

SEÑORA PRESIDENTA.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota). 


-4 en 28. Negativa. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunica- 
rá al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado 
por ser igual al considerado). 


SEÑORA KECHICHIAN-- Pido la palabra para fun- 
dar el voto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA KECHICHIAN.- Señora presidenta: no hice 
uso de la palabra en el debate porque me sentí muy repre- 
sentada por los compañeros de mi bancada. Sin embargo, 
diría que hay alrededor de seis conceptos por los cuales 
hoy no acompañé este proyecto de ley. 
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En primer lugar, porque hoy este tema no es un pro- 
blema en el Uruguay que está lleno de otras dificultades y 
porque el 90 % de los sindicatos tiene personería jurídica. 
Está lejos de ser un problema que nos obligue a legislar 
como estamos haciéndolo hoy. 


En segundo término, porque este es un país de movi- 
miento sindical maduro y responsable. Lo ha demostrado 
a lo largo de toda la historia, desde la crisis de 2001-2002 a 
la defensa de la democracia. No estamos dándole respues- 
ta a ninguna irresponsabilidad. El movimiento sindical ha 
sido siempre maduro, más allá de que cada uno pueda te- 
ner alguna anécdota aislada. 


En tercer lugar, porque en la discusión del proyecto de 
ley en la Cámara de Representantes se planteó una canti- 
dad de cifras cuando, por ejemplo, la conflictividad en el 
Uruguay en el período de rendición de cuentas de 2021 
fue la menor en los últimos cinco años. Tampoco hay un 
problema de irresponsabilidad en la conflictividad de los 
sindicatos. 


En cuarto término porque, a mi juicio, esta iniciativa 
viola la Constitución que claramente establece que hay 
que facilitar el trabajo sindical, mientras aquí lo único que 
se hace es ponerle algunos obstáculos. Asimismo, me pa- 
rece que viola varios de los convenios suscritos por Uru- 
guay ante la OIT. 


En quinto lugar, entiendo que sí debemos escuchar al 
Instituto de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social 
de la Udelar —de nuestra Udelar—, que criticó esta inicia- 
tiva unánimemente. Al menos yo, que soy una neófita en 
estos temas, lo he tenido siempre como una referencia. 
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En sexto término —voy a decir algo que no tiene nada 
que ver con esta discusión, quienes estamos hoy aquí 
sentados deberíamos dar el ejemplo. Hoy, en este plena- 
rio, se habló de transparencia unas cuarenta o cincuenta 
veces, y son los partidos políticos los que deberían dar el 
ejemplo —si quieren transparencia— al votar el proyecto de 
ley de financiamiento de los partidos políticos. Eso sí le 
falta al Uruguay y sería muy bueno que lo legisláramos a 
la brevedad. 


Muchas gracias. 


23) PROYECTOS PRESENTADOS 


SEÑORA PRESIDENTA.- Dese cuenta de un asunto 
entrado fuera de hora. 


(Se da del siguiente). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Los 
señores senadores Oscar Andrade, Graciela Barrera, Ma- 
rio Bergara, Daniel Caggiani, Eduardo Brenta, Amanda 
Della Ventura, Liliam Kechichian, José Carlos Mahía, Sil- 
via Nane, José Nunes y Sebastián Sabini presentan, con 
exposición de motivos, un proyecto de minuta de comu- 
nicación por el que se solicita al Poder Ejecutivo la remi- 
sión de una iniciativa por la cual se sugiere que la Agencia 
Nacional de Vivienda congele los remates y desalojos a las 
unidades del Complejo Jardines de Viale, ubicado en La 
Paz, departamento de Canelones». 


SEÑORA PRESIDENTA.- Pasa a la Comisión de Vi- 
vienda y Ordenamiento Territorial. 
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(Texto del proyecto de minuta de comunicación presentado). 


Montevideo, 11 de abril de 2023.- 


SEÑORA PRESIDENTA DE LA CÁMARA DE SENADORES 
BEATRIZ ARGIMON 


PRESENTE 


De nuestra mayor consideración. 


Se eleva a usted, a los efectos de que, en su calidad de presidenta de la Cámara de 
Senadores y de la Asamblea General, remita al Poder Ejecutivo la siguiente Minuta de 
comunicación. 


Sin otro particular le saludan atentamente, 


Oscar Andrade, Graciela Barrera, Mario Bergara, Daniel Caggiani, Eduardo Brenta, Amanda Della 
Ventura, Liliam Kechichian, José Carlos Mahía, Silvia Nane, José Nunes y Sebastián Sabini. Senadores 
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


El Banco Hipotecario del Uruguay otorgó un préstamo a Edificadora Sociedad Anónima con una 
garantía hipotecaria de los inmuebles a construir en el padrón 927 en 1982. El Complejo es Jardines 
de Viale, ubicado en La Paz, Canelones. Algunas unidades fueron adjudicadas por la constructora y 
otras no. 


La obra no se concluyó, por lo que el Complejo y las viviendas quedaron sin finalizar no teniendo 
condiciones de habitabilidad. Las unidades inconclusas, sin distinción si habían sido adjudicadas o 
no, fueron ocupadas. Algunas de estas familias ocupantes residen en el Complejo Jardines de Viale 
desde 1992. Estas familias para hacer habitables las viviendas hicieron mejoras en las unidades, 
desde el piso hasta las conexiones a los servicios. 


De esta situación de larga data se desprenden tres condiciones jurídicas contables de las unidades 
del complejo frente a la Agencia Nacional de Vivienda (ANV). 


La primera son las unidades que figuran como libres. Son aquellas que nunca fueron adjudicadas. 
En estos casos luego de estudio de la Agencia, sobre la situación de la familia tanto económica y 
social como antigúedad de residencia, se regulariza a través de un contrato de arrendamiento que 
puede ser con opción de compra. 


La segunda son las que figuran como arrendadas. Estás son las que ya han regularizado a través del 
mecanismo de arrendamiento, en todos los casos con informes sociales de la Agencia. 


La tercera son las que tienen Hipoteca. En estos casos las unidades van a remate. Hay nueve 
unidades en esta situación. De estas, hay ocho con informe social de la Agencia indicando que las 
familias son vulnerables y recomienda hacer una defensa del remate como acto de protección. Esta 
acción no garantiza que el remate lo gane la familia que vive en la unidad. La que no tiene esta 
condición es porque no hay informe social de la ANV. 


Por lo que hay familias que son ocupantes de unidades que figuran como libres en lo contable que 
se regulariza a través de un arrendamiento y otras que son ocupantes de unidades que figuran con 
hipoteca, donde previo a la regularización la ANV remata la unidad no garantizando la permanencia 
en la vivienda. 
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La ANV en el 2022 reintegró a la gestión de remate (suspendida en 2017) el complejo de Jardines de 
Viale. El 30 de marzo pasado estaba fijado el remate de una de estas unidades y como resultado de 
un recurso de amparo presentado por la Comisión de Vecinos del Complejo, fue aplazado por 90 
días. Y no hay previsto ninguno para abril. 


Dado que la Agencia informa y tiene conocimiento que son familias vulnerables, que la misión de la 
ANV es *(...] promover y facilitar el acceso universal a la vivienda así como la permanencia de las 
familias*” y que frente a una misma situación de ocupantes hay un distinto tratamiento, se considera 
de interés general garantizar el derecho a la vivienda y su permanencia a estas familias. 
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PROYECTO DE MINUTA DE COMUNICACIÓN 


Se solicita al Poder Ejecutivo: 


1. Que la Agencia Nacional de Vivienda congele los remates y desalojos de las unidades de 
este Complejo mientras se adopte una solución integral para los núcleos familiares. 

2. Que el Estado cumpla con el deber de garantizar el derecho a la vivienda, ofreciendo una 
solución integral que garantice que las familias no queden en una situación de 
desprotección o vulneración de derechos, por un problema burocrático administrativo del 
Estado. 


Oscar Andrade, Graciela Barrera, Mario Bergara, Daniel Cagglani, Eduardo Brenta, Amanda Della 
Ventura, Liliam Kechichian, José Carlos Mahía, Silvia Nane, José Nunes y Sebastián Sabini. Senadores 
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24) SOLICITUDES DE LICENCIA E 
INTEGRACIÓN DEL CUERPO 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase una solicitud de li- 


cencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
«Montevideo, 11 de abril de 2023 


Señora presidenta de la Cámara de Senadores 


Beatriz Argimón 
De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo me conceda 
licencia, al amparo del artículo 1.* de la Ley n.” 17827, de 
14 de setiembre de 2004, por motivos personales, el día 12 
de abril a partir de las 14:00. 


Sin otro particular, saludo a usted muy atentamente. 
José Nunes. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar si se concede 


la licencia solicitada. 
(Se vota). 
—27 en 28. Afirmativa. 


Se comunica que el señor Gonzalo Civila ha presen- 
tado nota de desistimiento, informando que por esta vez 
no acepta la convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que 
queda convocada la señora Liliana Queijo, quien ya ha 
prestado la promesa de estilo. 
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25) NUMERAL QUINTO DEL ORDEN 
DEL DÍA. VUELTA A COMISIÓN 


SEÑORA PRESIDENTA - Correspondería que el Se- 
nado pasara a considerar el asunto que figura en quinto 
término del orden del día. 


SENORA DELLA VENTURA.- Pido la palabra para 
una cuestión de orden. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA DELLA VENTURA.- Señora presidenta: 
mocionamos para que este punto sea enviado nuevamente 
a la Comisión de Ambiente. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se trata de una moción que 
admite discusión, por lo que la pongo a consideración del 
Senado. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la moción 
de orden presentada en el sentido de que el proyecto de 
ley en cuestión sea enviado nuevamente a la Comisión de 
Ambiente. 


(Se vota). 
—27 en 28. Afirmativa. 


El proyecto de ley vuelve, pues, a comisión. 


26) UNIVERSIDAD TECNOLÓGICA (UTEC) 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en sexto término del orden del día: «Pro- 
yecto de ley por el que se deroga la Ley n.? 20096, de 29 de 
noviembre de 2022, y se modifica la Ley n.” 19043, de 28 
de diciembre de 2012, relativas a la creación de la Univer- 
sidad Tecnológica. (Carp. n.” 902/2023 - rep. n.* 620/2023 
y anexo 1)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.* 902/2023 - rep. n.* 620/2023 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 


Montevideo, 14 de marzo de 2023. 


Señora Presidenta 
de la Cámara de Senadores, 
escribana Beatriz Argimón. 


Tengo el honor de remitir a la señora Presidenta, con sus 
antecedentes, el proyecto de ley aprobado por esta Cámara, en sesión de hoy, por el que 
se deroga la Ley N” 20,096, de 29 de noviembre de 2022, y se modifica la Ley N* 19.043, 
de 28 de diciembre de 2012, 


Saludo a la señora Presidenta con mi más alta consideración. 


GUSTAVO OLMOS 
1er. Vicepresidente en 
ejercicio de la Presidencia 
GINIA ORTIZ 
Secretaria 
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Artículo 1*.- Derógase la Ley N” 20.096, de 29 de noviembre de 2022. 


Artículo 2”.- Sustitúyense los articulos 9%, 10, 11, 12, 14, 15, literal Ñ) del artículo 16, 
22, 23, 24, 26, 28, 29 y 31 de la Ley N” 19.043, de 28 de diciembre de 2012, por los 


siguientes: 


"ARTÍCULO 9%, (Órganos de gobierno).- Los órganos de gobierno de la 
Universidad Tecnológica (UTEC) son: 


A) El Consejo Directivo Central (CDC), el Rector y el Consejo Académico 
General (CAG), con competencia nacional. 


B) Los Directores de Institutos Tecnológicos Regionales (ITR) y los Consejos 
Consultivos Regionales (CCR), con competencia en los respectivos 
Institutos”. 


"ARTÍCULO 10. (Consejo Académico General).- El Consejo Académico General 
es el órgano asesor del Consejo Directivo Central en materia académica. Su 
consulta en dicha materia será preceptiva y no vinculante. Tendrá la más amplia 
autonomía técnica. 
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El Consejo Académico General estará integrado de la siguiente forma: 
A) El Rector de la UTEC, quien lo presidirá. 
B) El Director de Educación de la UTEC. 
C) Tres representantes electos por el orden docente. 
D) Dos representantes electos por el orden estudiantil. 


E) Un representante electo por los funcionarios técnicos y de apoyo de 
la UTEC. 


F) Los Directores de los Institutos Tecnológicos Regionales. 


G) Un representante del Consejo Nacional de Ciencia, Innovación y 
Tecnología (CONICYT). 


H) Un representante de la Administración Nacional de Educación 
Pública (ANEP). 


Il) Un representante del Instituto Nacional de Empleo y Formación 
Profesional (INEFOP). 


J) Un Intendente del interior, designado por el Consejo Directivo Central a 
propuesta del Congreso de Intendentes. 


Para la organización de los actos electorales previstos en este artículo 
intervendrá la Corte Electoral, según la reglamentación que oportunamente dicte 
el Poder Ejecutivo. 


Los representantes del orden docente, estudiantil y de los funcionarios técnicos y 
de apoyo que resulten electos, podrán percibir dietas por participar en las 
sesiones, de acuerdo con lo que resuelva y establezca el Consejo Directivo 
Central. 
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El Rector presidirá el Consejo Académico General y su voto será computado 
como doble en caso de empate". 


"ARTÍCULO 11. (Consejos Consultivos Regionales).- En cada instituto 
Tecnológico Regional funcionará un Consejo Consultivo Regional, con el 
cometido de asesorar a su Dirección respecto a los temas específicos del ITR. Su 
consulta en dicho ámbito será preceptiva y no vinculante. Tendrá la más amplia 
autonomía técnica. 


El Consejo Directivo Central podrá solicitar el asesoramiento de todos o alguno 
de los Consejos Consultivos Regionales cuando lo considere pertinente”. 


"ARTÍCULO 12. (Distribución de competencias).- El Consejo Directivo Central y el 
Rector tendrán competencia en los asuntos generales de la Universidad 
Tecnológica. El Consejo Académico General tendrá competencia en los asuntos 
académicos. 


El Director del Instituto Tecnológico Regional y el Consejo Consultivo Regional 
tendrán competencia desconcentrada en los asuntos del respectivo Instituto, sin 
perjuicio de las atribuciones que competen en esa materia a los órganos centrales 
en el marco de lo que establezca esta ley y la normativa que se dicte al efecto”. 


"ARTÍCULO 14. (Integración del Consejo Directivo Central).- El Consejo Directivo 
Central es el órgano jerarca de la Universidad Tecnológica y se integrará de la 
siguiente forma: 


A) El Rector, que deberá poseer reconocida solvencia, condiciones 
personales adecuadas y cumplir las condiciones establecidas en el 
artículo 17 de la presente ley, será designado por el Presidente de la 
República en acuerdo con el Consejo de Ministros, previa venia de la 
Cámara de Senadores, otorgada sobre propuesta fundada, por un número 
de votos equivalentes a los tres quintos de sus componentes; 


B) Dos miembros designados de la misma manera que el Rector, que deberán 
poseer título universitario o equivalente, reconocida solvencia, condiciones 
personales relevantes y actividades acreditadas en educación. 
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C) Un Director del Instituto Tecnológico Regional, elegido por sus pares. 


El Rector presidirá el Consejo Directivo Central y su voto será computado como 
doble en caso de empate. 


Si la venia requerida para las designaciones referidas (literales A) y B), no fuera 
otorgada dentro del término de sesenta días de recibida su solicitud, el Poder 
Ejecutivo podrá formular propuesta nueva, o reiterar su propuesta anterior, y en 
este último caso deberá obtener el voto conforme de la mayoría absoluta del total 
de componentes de la Cámara de Senadores”. 


"ARTÍCULO 15. (Remuneraciones de los integrantes del Consejo Directivo 
Central).- Las remuneraciones del Rector y de los dos miembros designados por 
el Poder Ejecutivo previa venia del Senado se regirán por lo establecido en el 
inciso segundo del artículo 34 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996. 


El restante integrante del Consejo Directivo Central percibirá dietas por participar 
en las sesiones, de acuerdo con lo establecido por norma presupuestal dictada al 
efecto". 


"ARTÍCULO 16. (Atribuciones del Consejo Directivo Central).- Serán atribuciones 
del Consejo Directivo Central de la Universidad Tecnológica: 


Ñ) Destituir por ineptitud, omisión o delito a los miembros del Consejo 
Académico General o de los Consejos Consultivos Regionales, por mayoría 
absoluta de votos y previo ejercicio del derecho constitucional de defensa". 


"ARTÍCULO 22. (Duración de los mandatos).- El Rector y los demás miembros no 
electivos del Consejo Directivo Central durarán cinco años en el ejercicio de su 
cargo, pudiendo renovarse su mandato por una única vez. Para una nueva 
designación deberán transcurrir cinco años desde la fecha de finalización del 
segundo mandato. 


El representante de los directores de Institutos Regionales en el Consejo 
Directivo Central y los representantes del orden docente, estudiantil y de los 
funcionarios técnicos y de apoyo en el Consejo Académico General, se 
mantendrán en funciones durante treinta meses. Sin perjuicio de ello, 
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permanecerán en sus cargos hasta que asuman los miembros electos para el 
periodo siguiente. Cesarán inmediatamente a la pérdida de su calidad docente, 
estudiantil o funcional en UTEC, respectivamente". 


"ARTÍCULO 23. (Institutos Tecnológicos Regionales e integración de sus 
Consejos Consultivos).- El Consejo Directivo Central establecerá los Institutos 
Tecnológicos Regionales (ITR) de la Universidad Tecnológica, determinará las 
especializaciones productivo-tecnológicas y fijará las sedes de cada uno, los que 
actuarán en forma desconcentrada. Cada ITR estará dirigido por un Director, que 
actuará asesorado por un Consejo Consultivo Regional. 


Cada Consejo Consultivo Regional estará integrado por: 

A) El Director del ITR, quien lo presidirá. 

B) Dos representantes electos por el orden docente del ITR. 

C) Un representante electo por el orden estudiantil del ITR. 

D) Un representante electo por los funcionarios técnicos y de apoyo del ITR. 

E) Un representante de las Comisiones Coordinadoras de Educación de los 
departamentos de referencia del ITR, las que presentarán una propuesta 
de titular y de suplente en forma conjunta. 

F) Un representante de los Gobiernos Departamentales de la región, 
designado por el Consejo Directivo Central a propuesta del Congreso de 
Intendentes. 

Para la organización de los actos electorales previstos en este artículo 
intervendrá la Corte Electoral, según la reglamentación que oportunamente dicte 
el Poder Ejecutivo. 

A excepción del Director del ITR, los restantes miembros de los Consejos 
Consultivos Regionales permanecerán treinta meses en el ejercicio de su cargo. 


Sin perjuicio de ello, permanecerán en sus cargos hasta que asuman los 
miembros electos o designados para el periodo siguiente. Los representantes del 
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orden docente, estudiantil y de los funcionarios técnicos y de apoyo, cesarán 
inmediatamente a la pérdida de su calidad docente, estudiantil o funcional en el 
¡TR correspondiente. 


El Director del ITR recibirá remuneración por el ejercicio de sus 
responsabilidades, de acuerdo con lo que disponga el Consejo Directivo Central. 
Integrará a la vez, el Consejo Consultivo Regional respectivo, con voz y con voto, 
En caso de empate, tendrá doble voto. 


Los restantes integrantes podrán percibir dietas por participar en las sesiones, 
de acuerdo con lo que resuelva y establezca el Consejo Directivo Central". 


"ARTÍCULO 24. (De las atribuciones de los Consejos Consultivos Regionales).- 
Compete a los Consejos Consultivos Regionales asesorar al Director del ITR 
respectivo en los siguientes temas: 


A) Desarrollo de los procesos de enseñanza, investigación y extensión 
correspondientes al ITR, aprobación del plan estratégico y programaciones 
de trabajo. 


B) Dictado de los reglamentos necesarios para el correcto funcionamiento 
del ITR, en el marco de las potestades conferidas a su Director. 


C) Propuesta, desarrollo e implementación de planes de estudio, programas y 
títulos, a ser elevados al Consejo Directivo Central para su aprobación 
definitiva. 


D) Designación del personal docente y no docente, reelecciones, ascensos y 
aplicación de sanciones disciplinarias, conforme al Estatuto del Funcionario 
y a las ordenanzas que apruebe el Consejo Directivo Central. 


E) Proyección de las disposiciones presupuestarias del ITR. 
F) Celebración de convenios y acuerdos estratégicos para el mejor desarrollo 


de las actividades del ITR, con entidades públicas y privadas, nacionales e 
internacionales. 
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G) Relevamiento de las necesidades de formación de profesionales terciarios 
y universitarios en las áreas de competencia del ITR". 


"ARTÍCULO 26. (Duración del mandato y atribuciones del Director del Instituto 
Tecnológico Regional).- El Director de cada Instituto Tecnológico Regional durará 
cinco años en el ejercicio de su cargo, pudiendo renovarse su mandato por una 
única vez. Para una nueva designación deberán transcurrir cinco años desde la 
fecha de finalización del segundo mandato. 


El Director de! Instituto Tecnológico Regional tendrá las siguientes atribuciones: 
A) Administrar los servicios y las dependencias del ITR. 


B) Convocar al Consejo Consultivo Regional del ITR, presidir y dirigir sus 
sesiones. 


C) Elaborar las planificaciones estratégicas, los planes de trabajo y las 
evaluaciones. 


D) Dictar los reglamentos necesarios para el correcto funcionamiento del ITR, 
cumplir y hacer cumplir las ordenanzas y resoluciones de los órganos 
centrales. 


E) Coordinar las actividades de la Universidad Tecnológica con otras 
instituciones en sus ámbitos de especialización. 


F) Conferir titulos y certificados de las carreras aprobadas por el Consejo 
Directivo Central, 


G) Designar al personal docente y no docente y realizar los nombramientos, 
reelecciones, ascensos, así como otorgar licencias, conforme al Estatuto 
del Funcionario y a las ordenanzas que apruebe el Consejo Directivo 
Central. Ejercerá todas las potestades disciplinarias, aplicando las 
sanciones que correspondan, salvo la destitución, cumpliendo con las 
garantías del debido proceso. 
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H) Proponer al Consejo Directivo Central la destitución de cualquiera de los 
integrantes del personal docente y no docente del ITR. No se reputa 
destitución la no reelección de un funcionario docente o no docente al 
vencimiento del plazo de su designación, conforme con lo establecido en 
esta ley. 


I) Proyectar las disposiciones presupuestarias del ITR elevándolas a 
consideración del Consejo Directivo Central. 


J) Designar por concurso al Secretario del ITR, en el marco de las 
disposiciones que al efecto establezca el Consejo Directivo Central. 


K) Ordenar los gastos y pagos que correspondan, dentro de los límites que 
fijen las leyes y ordenanzas de la UTEC. 


L) Dictar los actos administrativos necesarios para el cumplimiento de sus 
funciones de conformidad con las normas constitucionales, legales, 
reglamentarias y las ordenanzas que dicte el Consejo Directivo Central". 


"ARTÍCULO 28. (De las pasantías curriculares).- Los planes de estudios que 
apruebe la Universidad Tecnológica podrán prever la realización de prácticas 
laborales en empresas o instituciones públicas o privadas como recurso de 
formación curricular. A tal efecto, los planes de estudio establecerán los objetivos 
específicos de la actividad, así como su duración. mínima y máxima. 


La implementación será regulada mediante convenios suscritos por los 
Directores de los Institutos Tecnológicos Regionales, previo asesoramiento del 
Consejo Consultivo Regional del ITR, con empresas o instituciones seleccionadas 
por su aptitud para la consecución de los objetivos curriculares previstos. 


Cuando las pasantías se realicen en el territorio nacional, se contratarán pólizas 
con el Banco de Seguros del Estado que cubran los riesgos inherentes a las 
actividades a realizar por los alumnos, reputándose estas como realizadas en un 
Instituto. En los aspectos no regulados en los incisos anteriores declárase 
aplicable, en lo pertinente, el régimen previsto por la Ley N” 17.230, de 7 de enero 
de 2000, sin perjuicio de las potestades reglamentarias que correspondan al 
Consejo Directivo Central de la UTEC en el ámbito de su competencia. 
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Corresponde al Consejo Directivo Central de la UTEC habilitar la realización de 
pasantías en el extranjero, dictar la reglamentación respectiva y aprobar los 
convenios que estime necesarios”. 


"ARTÍCULO 29. (Bienes de la Universidad Tecnológica).- La Universidad 
Tecnológica tendrá la administración de sus bienes. Los que estén destinados a 
los Institutos Tecnológicos Regionales o que en el futuro fuesen asignados 
especificamente por resolución del Consejo Directivo Central, estarán a cargo del 
Director del ITR respectivo", 


"ARTÍCULO 31.- Deróganse los artículos 87 y 88 y la disposición transitoria J) de 
la Ley N* 18,437, de 12 de diciembre de 2008. Toda mención al Instituto Terciario 
Superior en la referida ley se considerará referida a la Universidad Tecnológica. 


Derógase toda mención al Sistema Nacional de Educación Pública y al Sistema 
de Educación Terciaria Pública, en función de lo dispuesto por la Ley N* 19.889, 
de 9 de julio de 2020". 


Artículo 3% - Convalidase lo actuado entre el 1% de diciembre de 2022 y la fecha de 
promulgación de la presente ley, por el Consejo Directivo de la Universidad Tecnológica, 
así como por el resto de las autoridades cuya integración resultara modificada por esta 


norma. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Montevideo, a 14 de marzo 
de 2023. 


GUSTAVO OLMOS 
1er. Vicepresidente en 
>. ejercicio de la Presidencia 
VIRGINIA ORTIZ 
Secretaria 
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PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y CULTURA 


Montevideo, 9 7 DIC 2022 


Señora Presidente de la Asamblea General 
Escribana Beatriz Argimón 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo a fin de remitir 
para su consideración el Proyecto de Ley que se acompaña, por el que se deroga 
la Ley N* 20.096, de 29 de noviembre de 2022 y se modifican los artículos 9, 10, 
11, 12, 14, 15, 16 lit. Ñ), 22, 23, 24, 26, 28, 29 y 31 de la Ley N* 19.043, de 28 
de diciembre de 2012, por la cual se creó la Universidad Tecnológica (UTEC). 

Se acompaña la Exposición de Motivos referida al Proyecto de Ley remitido. 

El Poder Ejecutivo saluda a la señora Presidente de la Asamblea General y 
por su intermedio al resto de sus integrantes, con la mayor consideración. 


Presidente de la República 
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


Con fecha 22 de noviembre de 2022, la Cámara de Senadores dio aprobación al 
proyecto de ley, que tenía media sanción de la Cámara de Representantes, que 
modificaba algunos artículos de la Ley 19.043 de 28 de diciembre de 2012. 


Dicho proyecto, que a la postre dio contenido a la Ley 20.096 determinaba, 
entre otros aspectos, la forma de integración del Consejo Directivo de la Universidad 
Tecnológica por lo que, en virtud de lo dispuesto por el inciso 1* del artículo 203 de la 
Constitución de la República, debía adoptarse por mayoría absoluta del total de 
componentes de cada Cámara. 


En la aprobación del proyecto en cuestión, finalmente Ley 20,096, no se dio 
cumplimiento a la mayoría especial requerida por la Constitución de la República 
debiéndose, en consecuencia, enmendar el error padecido de forma de dar fuerza y 
valor de ley a la voluntad legislativa expresada en la norma aprobada. 


En consecuencia, se remite al Poder Legislativo el siguiente 
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PROYECTO DE LEY 


Artículo 1*- Derógase la Ley N* 20.096, de 29 de noviembre de 2022. 
Artículo 2*.- Sustitúyense los artículos 9, 10, 11, 12, 14, 15, literal Ñ) del 
artículo 16, 22, 23, 24, 26, 28, 29 y 31 de la Ley N* 19.043, de 28 de diciembre 
de 2012, por los siguientes: 


"ARTÍCULO 9” (Órganos de gobierno).- Los órganos de gobierno de la 
Universidad Tecnológica (UTEC) son: 


A) el Consejo Directivo Centra (CDC), el Rector y el Consejo Académico 
General (CAG), con competencia nacional. 


B) los Directores de Institutos Tecnológicos Regionales (ITR) y los Consejos 


Consultivos Regionales (CCR), con competencia en los respectivos Institutos”. 


“ARTÍCULO 10 (Consejo Académico General).- El Consejo Académico General 
es el órgano asesor del Consejo Directivo Central en materia académica. Su 
consulta en dicha materia será preceptiva y no vinculante. Tendrá la más 
amplia autonomía técnica. 

El Consejo Académico General estará integrado de la siguiente forma: 

A) El Rector de la UTEC, quien lo presidirá; 

B) El Director de Educación de la UTEC; 

C) Tres representantes electos por el orden docente; 


D) Dos representantes electos por el orden estudiantil; 


E) Un representante electo por los funcionarios técnicos y de apoyo de la 
UTEC; 


F) Los Directores de los Institutos Tecnológicos Regionales. 


G) Un representante del Consejo Nacional de Ciencia, Innovación y 
Tecnología (CONICYT). 
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H) Un representante de la Administración Nacional de Educación Pública 
(ANEP). 


) Un representante del Instituto Nacional de Empleo y Formación 
Profesional (INEFOP). 


J) Un intendente del interior, designado por el Consejo Directivo Central a 
propuesta del Congreso de Intendentes. 


Para la organización de los actos electorales previstos en este artículo 
intervendrá la Corte Electoral, según la reglamentación que oportunamente 
dicte el Poder Ejecutivo. 


Los representantes del orden docente, estudiantil y de los funcionarios 
técnicos y de apoyo que resulten electos, podrán percibir dietas por participar 
en las sesiones, de acuerdo con lo que resuelva y establezca el Consejo 
Directivo Central. 


El Rector presidirá el Consejo Académico General y su voto será computado 
como doble en caso de empate.” 


“ARTÍCULO 11 (Consejos Consultivos Regionales)- En cada Instituto 
Tecnológico Regional funcionará un Consejo Consultivo Regional, con el 
cometido de asesorar a su Dirección respecto a los temas específicos del ITR. 
Su consulta en dicho ámbito será preceptiva y no vinculante. Tendrá la más 
amplia autonomía técnica. 


El Consejo Directivo Central podrá solicitar el asesoramiento de todos o 
alguno de los Consejos Consultivos Regionales cuando lo considere 
pertinente”, 


"ARTÍCULO 12 (Distribución de competencias).- El Consejo Directivo Central y 
el Rector tendrán competencia en los asuntos generales de la Universidad 
Tecnológica, El Consejo Académico General tendrá competencia en los 
asuntos académicos. 


El Director del Instituto Tecnológico Regional y el Consejo Consultivo Regional 
tendrán competencia desconcentrada en los asuntos del respectivo Instituto, 
sin perjuicio de las atribuciones que competen en esa materia a los órganos 
centrales en el marco de lo que establezca esta ley y la normativa que se dicte 
al efecto”. 
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“ARTÍCULO 14 (Integración del Consejo Directivo Central).- El Consejo Directivo 
Central es el órgano jerarca de la Universidad Tecnológica y se integrará de la 
siguiente forma: 


A) El Rector, que deberá poseer reconocida solvencia, condiciones personales 
adecuadas y cumplir las condiciones establecidas en el artículo 17 de la 
presente Ley, será designado por el Presidente de la República en acuerdo 
con el Consejo de Ministros, previa venia de la Cámara de Senadores, 
otorgada sobre propuesta fundada, por un número de votos equivalentes a 
los tres quintos de sus componentes; 


B) Dos miembros designados de la misma manera que el Rector, que deberán 
poseer título universitario o equivalente, reconocida solvencia, condiciones 
personales relevantes y actividades acreditadas en educación; y 


C) Un Director de Instituto Tecnológico Regional, elegido por sus pares. 


El Rector presidirá el Consejo Directivo Central y su voto será computado 
como doble en caso de empate, 


Si la venia requerida para las designaciones referidas (literales A y B), no fuera 
otorgada dentro del término de sesenta días de recibida su solicitud, el Poder 
Ejecutivo podrá formular propuesta nueva, o reiterar su propuesta anterior, y 
en este último caso deberá obtener el voto conforme de la mayoría absoluta 
del total de componentes de la Cámara de Senadores”. 


“ARTÍCULO 15 (Remuneraciones de los integrantes del Consejo Directivo 
Central).- Las remuneraciones del Rector y de los dos miembros designados 
por el Poder Ejecutivo previa venia del Senado se regirán por lo establecido en 
el inciso segundo del artículo 34 de la Ley N* 16,736, de 5 de enero de 1996. 


El restante integrante del Consejo Directivo Central percibirá dietas por 
participar en las sesiones, de acuerdo con lo establecido por morma 
presupuestal dictada al efecto”. 


“ARTÍCULO 16 (Atribuciones del Consejo Directivo Central).- Serán 
atribuciones del Consejo Directivo Central de la Universidad Tecnológica: 


Ñ) Destituir por ineptitud, omisión o delito a los miembros del Consejo 
Académico General o de los Consejos Consultivos Regionales, por mayoría 
absoluta de votos y previo ejercicio del derecho constitucional de defensa”. 


"ARTÍCULO 22 (Duración de los mandatos).- El Rector y los demás miembros 
no electivos del Consejo Directivo Central durarán cinco años en el ejercicio 
de su cargo, pudiendo renovarse su mandato por una única vez. Para una 
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nueva designación deberán transcurrir cinco años desde la fecha de 
finalización del segundo mandato. 


El representante de los directores de Institutos Regionales en el Consejo 
Directivo Central y los representantes del orden docente, estudiantil y de los 
funcionarios técnicos y de apoyo en el Consejo Académico General, se 
mantendrán en funciones durante treinta meses. Sin perjuicio de ello, 
permanecerán en sus cargos hasta que asuman los miembros electos para el 
período siguiente. Cesarán inmediatamente a la pérdida de su calidad 
docente, estudiantil o funcional en UTEC, respectivamente”. 


"ARTÍCULO 23 (Institutos Tecnológicos Regionales e integración de sus 
Consejos Consultivos).- El Consejo Directivo Central establecerá los Institutos 
Tecnológicos Regionales (ITR) de la Universidad Tecnológica, determinará las 
especializaciones productivo-tecnológicas y fijará las sedes de cada uno, los 
que actuarán en forma desconcentrada. Cada ITR estará dirigido por un 
Director, que actuará asesorado por un Consejo Consultivo Regional. 


Cada Consejo Consultivo Regional estará integrado por: 

A. El Director del ITR, quien lo presidirá; 

B. Dos representantes electos por el orden docente del ITR; 
C. Unrepresentante electo por el orden estudiantil del ITR; 


D. Un representante electo por los funcionarios técnicos y de apoyo del ITR; 


E. Un representante de las Comisiones Coordinadoras de Educación de los 
departamentos de referencia del ITR, las que presentarán una propuesta 
de titular y de suplente en forma conjunta. 


F. Un representante de los Gobiernos Departamentales de la región, 
designado por el Consejo Directivo Central a propuesta del Congreso de 
Intendentes. 


Para la organización de los actos electorales previstos en este artículo 
intervendrá la Corte Electoral, según la reglamentación que oportunamente 
dicte el Poder Ejecutivo. 


A excepción del Director del MR, los restantes miembros de los Consejos 
Consultivos Regionales permanecerán treinta meses en el ejercicio de su 
cargo. Sin perjuicio de ello, permanecerán en sus cargos hasta que asuman 
los miembros electos o designados para el período siguiente. Los 
representantes del orden docente, estudiantil y de los funcionarios técnicos y 
de apoyo, cesarán inmediatamente a la pérdida de su calidad docente, 
estudiantil o funcional en el ITR correspondiente. 
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El Director del ITR recibirá remuneración por el ejercicio de sus 
responsabilidades, de acuerdo con lo que disponga el Consejo Directivo 
Central. Integrará a la vez, el Consejo Consultivo Regional respectivo, con voz 
y con voto. En caso de empate, tendrá doble voto. 


Los restantes integrantes podrán percibir dietas por participar en las 
sesiones, de acuerdo con lo que resuelva y establezca el Consejo Directivo 
Central.” 


“ARTÍCULO 24 (De las atribuciones de los Consejos Consultivos Regionales).- 
Compete a los Consejos Consultivos Regionales asesorar al Director del ITR 
respectivo en los siguientes temas: 

A) Desarrollo de los procesos de enseñanza, investigación y extensión 
correspondientes al ITR, aprobación del plan estratégico y programaciones 
de trabajo. 


= 


B) Dictado de los reglamentos necesarios para el correcto funcionamiento 


del ITR, en el marco de las potestades conferidas a su Director. 


-— 


C) Propuesta, desarrollo e implementación de planes de estudio, programas 
y títulos, a ser elevados al Consejo Directivo Central para su aprobación 
definitiva. 


D 


-— 


Designación del personal docente y no docente, reelecciones, ascensos y 
aplicación de sanciones disciplinarias, conforme al Estatuto del 
Funcionario y a las ordenanzas que apruebe el Consejo Directivo Central. 


E) Proyección de las disposiciones presupuestarias del ITR. 


F) Celebración de convenios y acuerdos estratégicos para el mejor desarrollo 
de las actividades del ITR, con entidades públicas y privadas, nacionales e 
internacionales. 


G) Relevamiento de las necesidades de formación de profesionales terciarios 
y universitarios en las áreas de competencia del ITR”. 


“ARTÍCULO 26 (Duración del mandato y atribuciones del Director del Instituto 
Tecnológico Regional).- El Director de cada Instituto Tecnológico Regional 
durará cinco años en el ejercicio de su cargo, pudiendo renovarse su mandato 
por una única vez. Para una nueva designación deberán transcurrir cinco años 
desde la fecha de finalización del segundo mandato. 


El Director del Instituto Tecnológico Regional tendrá las siguientes 
atribuciones: 
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A) Administrar los servicios y las dependencias del ITR. 


B) Convocar al Consejo Consultivo Regional del ITR, presidir y dirigir sus 
sesiones. 


C) Elaborar las planificaciones estratégicas, los planes de trabajo y las 
evaluaciones. 


D) Dictar los reglamentos necesarios para el correcto funcionamiento del ITR, 
cumplir y hacer cumplir las ordenanzas y resoluciones de los órganos 
centrales. 

E) Coordinar las actividades de la Universidad Tecnológica con otras 

instituciones en sus ámbitos de especialización. 


o 


F) Conferir títulos y certificados de las carreras aprobadas por el Consejo 
Directivo Central. 


G 


= 


Designar al personal docente y no docente y realizar los nombramientos, 
reelecciones, ascensos, así como otorgar licencias, conforme al Estatuto 
del Funcionario y a las ordenanzas que apruebe el Consejo Directivo 
Central. Ejercerá todas las potestades disciplinarias, aplicando las 
sanciones que correspondan, salvo la destitución, cumpliendo con las 
garantías del debido proceso. 


H 


= 


Proponer al Consejo Directivo Central la destitución de cualquiera de los 
integrantes del personal docente y no docente del ITR. No se reputa 
destitución la no reelección de un funcionario docente o no docente al 
vencimiento del plazo de su designación, conforme con lo establecido en 
esta ley. 


) Proyectar las disposiciones presupuestarias del [TR elevándolas a 
consideración del Consejo Directivo Central, 


J) Designar por concurso al Secretario del ITR, en el marco de las 
disposiciones que al efecto establezca el Consejo Directivo Central. 


K) Ordenar los gastos y pagos que correspondan, dentro de los límites que 
fijen las leyes y ordenanzas de la UTEC. 


L 


-— 


Dictar los actos administrativos necesarios para el cumplimiento de sus 
funciones de conformidad con las mormas constitucionales, legales, 
reglamentarias y las ordenanzas que dicte el Consejo Directivo Central”. 


“ARTÍCULO 28 (De las pasantías curriculares).- Los planes de estudios que 
apruebe la Universidad Tecnológica podrán prever la realización de prácticas 
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laborales en empresas o instituciones públicas o privadas como recurso de 
formación curricular. A tal efecto, los planes de estudio establecerán los 
objetivos específicos de la actividad, así como su duración mínima y máxima, 


La implementación será regulada mediante convenios suscritos por los 
Directores de los Institutos Tecnológicos Regionales, previo asesoramiento del 
Consejo Consultivo Regional del ITR, con empresas o instituciones 
seleccionadas por su aptitud para la consecución de los objetivos curriculares 
previstos, 


Cuando las pasantías se realicen en el territorio nacional, se contratarán 
pólizas con el Banco de Seguros del Estado que cubran los riesgos inherentes 
a las actividades a realizar por los alumnos, reputándose estas como 
realizadas en un Instituto. En los aspectos no regulados en los incisos 
anteriores declárase aplicable, en lo pertinente, el régimen previsto por la Ley 
N* 17,230, de 7 de enero de 2000, sin perjuicio de las potestades 
reglamentarias que correspondan al Consejo Directivo Central de la UTEC en 
el ámbito de su competencia. Corresponde al Consejo Directivo Central de la 
UTEC habilitar la realización de pasantías en el extranjero, dictar la 
reglamentación respectiva y aprobar los convenios que estime necesarios”. 


"ARTÍCULO 29 (Bienes de la Universidad Tecnológica)- La Universidad 
Tecnológica tendrá la administración de sus bienes. Los que estén destinados 
a los Institutos Tecnológicos Regionales o que en el futuro fuesen asignados 
específicamente por resolución del Consejo Directivo Central, estarán a cargo 
del Director del TR respectivo”, 


"ARTÍCULO 31 - Deróganse los artículos 87 y 88 y la disposición transitoria J) de 
la Ley N* 18,437, de 12 de diciembre de 2008. Toda mención al Instituto 
Terciario Superior en la referida ley se considerará referida a la Universidad 
Tecnológica, 


Derógase toda mención al Sistema Nacional de Educación Pública y al Sistema 
de Educación Terciaria Pública, en función de lo dispuesto por la Ley N* 
19.889, de 9 de julio de 2020". 


Artículo 3*,- Convalídase lo actuado entre el 1% de diciembre de 2022 y la 
fecha de promulgación de la presente ley, por el Consejo Directivo de la 
Universidad Tecnológica, así como por el resto de las autoridades cuya 


integración resultara modificada por esta norma. 


SB 
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ASAMBLEA GENERAL 


Montevideo, 22 de diciembre de 2022 


Señor Presidente de la República 
Luis Lacalle Pou 


Cúmpleme comunicar a usted que, la Ley 
N* 20.096, de 29 de noviembre de 2022, fue sancionada sin haber alcanzado la 
mayoría requerida por el inciso primero del artículo 203 de la Constitución de la 
República. 

Por lo expresado anteriormente, dicha ley es pasible 
de ser declarada inconstitucional, por razón de forma, por la Suprema Corte de 
Justicia, de acuerdo con lo establecido en los artículos 258 y siguientes de la 
Constitución de la República. 


Saludo al señor Presidente de la República con mi 
más alta consideración. 
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CÁMARA DE REPRESENTANTES 
COMISIÓN DE 
EDUCACIÓN Y CULTURA 
INFORME EN MAYORÍA 
Señores Representantes: 


La Comisión de Educación y Cultura le propone a la Cámara de 
Representantes la aprobación del siguiente proyecto de ley que corrige un error padecido 
en la aprobación de la Ley N* 20.096. 


Con fecha 22 de noviembre de 2022, la Cámara de Senadores 
dio aprobación al proyecto de ley, que tenía media sanción de la Cámara de 
Representantes, que modificaba algunos artículos de la Ley N* 19.043, de 28 de 
diciembre de 2012. 


Dicho proyecto, que a la postre dio contenido a la Ley N* 20,096 
determinaba, entre otros aspectos, la forma de integración del Consejo Directivo de la 
Universidad Tecnológica por lo que, en virtud de lo dispuesto por el inciso 1* del anículo 
203 de la Constitución de la República, debía adoptarse por mayoría absoluta del total de 
componentes de cada Cámara. 


En la aprobación del proyecto en cuestión, finalmente Ley 
N* 20.096, no se dio cumplimiento a la mayoría especial requerida por la Constitución de 
la República debiéndose, en consecuencia, enmendar el error padecido a fin de que la 
normativa se ajuste a las exigencias formales del texto constitucional. 


Por lo expuesto, le sugerimos a la Cámara aprobar el siguiente 
proyecto de ley. 


Sala de la Comisión, 8 de marzo de 2023 


FELIPE SCHIPANI 
MIEMBRO INFORMANTE 
LAURA BURGOA 
ÁLVARO DASTUGUE 
MIGUEL IRRAZÁBAL 
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INFORME EN MINORÍA 


Señores Representantes: 


El 27 de diciembre de 2022 el Presidente de la República junto 
con el Ministro de Educación y Cultura enviaron al Parlamento un proyecto de ley de tres 
artículos con, entre otros, el siguiente argumento: «En la aprobación del proyecto en 
cuestión, finalmente Ley N* 20.096, no se dio cumplimiento a la mayoría especial 
requerida por la Constitución de la República debiéndose, en consecuencia, enmendar el 
error padecido de forma de dar fuerza y valor de ley a la voluntad legislativa expresada en 
la norma aprobada». Si bien compartimos que la Ley N* 20.096 no alcanzó las mayorías 
que requiere la Constitución para ser aprobada seguimos estando en contra del cambio 
en la forma de gobierno de la Universidad Tecnológica por los siguientes argumentos ya 
expuestos en ocasión del anterior debate parlamentario sobre este tema: 


Creación de la UTEC. Gran acuerdo político 


En el año 2012 a instancias del entonces presidente José Mujica se creó la 
Universidad Tecnológica, siendo así la segunda universidad pública fundada en nuestro 
país. Los constitucionalistas, con buen tino, obligaron al sistema político a alcanzar 
mayorías especiales para la creación de nuevos entes autónomos lo que genera mayores 
consensos. 


Habiendo sido el cuarto punto de los acuerdos interpartidarios firmados por los 
principales dirigentes que entonces tenían representación parlamentaria, la aprobación de 
esta universidad es entonces fruto del trabajo y esfuerzo de todo el sistema político, 
obteniendo para su aprobación en esta cámara 79 votos y unanimidad en el Senado. 


Para todo el sistema político era menester fundar una universidad cuya sede se 
encuentre en el interior del país, que se enfoque en las necesidades educativas y 
culturales de su población. Población que históricamente ha tenido muchas dificultades 
para acceder a la educación universitaria, a pesar de los esfuerzos de descentralización 
que últimamente ha tenido la Universidad de la República. 


La aprobación de la Ley N* 19,043 generó grandes consensos en el sistema político, 
con el objetivo de crear una nueva universidad pública, autónoma en el interior del país. 
Para ello se debió debatir y acordar entre otras cosas, su gobernanza. El artículo 14 de 
esta ley estableció la creación de un Consejo Directivo Central (CDC) conformado por 
representantes del orden docente, del orden de estudiantes, de los trabajadores, 
empresarios y de los directores integrantes de los Institutos Tecnológicos Regionales 
(ITR) y el Rector (electo por estudiantes, docentes y egresados). 


Para la creación de la UTEC se estableció un CDC bajo un régimen provisorio 
(artículo 32) compuesto por tres miembros designados por el Consejo de Ministros con la 
venia de la Cámara de Senadores, por un período de ejercicio de cuatro años, luego de 
36 meses se deberán realizar elecciones para elegir al Rector. El periodo de 
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implementación del CDC provisorio se ha superado notoriamente y consideramos que la 
implementación de este modelo transitorio fue exitosa. 


Se construyó una institucionalidad con una fuere desconcentración territorial, a 
través de la creación de Institutos Tecnológicos Regionales (ITR) en diferentes regiones 
del interior del país. Los ITR son la expresión de UTEC en el territorio, siendo las 
unidades encargadas de desarrollar los procesos de enseñanza, investigación y 
extensión, además de administrar los servicios y dependencias a su cargo, que incluyen 
sedes en diferentes localidades en cada región (Plan Estratégico 2021-2025, UTEC). 
UTEC instaló y puso en funcionamiento 3 [TR (suroeste, centro-sur y norte) y 6 sedes 
secundarias dependientes de los mismos. 


El edificio principal del ITR suroeste se encuentra en la ciudad de Rio Negro, tiene 
una superficie de 5.000 m* y capacidad para 2.000 estudiantes. Además, posee 
laboratorios de última generación. El ¡TR cuenta también con sedes en los departamentos 
de Soriano, Colonia y Paysandú. 


El ITR Centro-Sur está instalado en la ciudad de Durazno. Tiene 3500 m? y 
capacidad total para 2000 estudiantes. Cuenta con diversos laboratorios (biotecnología y 
microbiología ambiental; efluentes, residuos domiciliarios, agropecuarios e industriales; 
agua; geotecnologías; energía solar y eólica) y salas para el monitoreo ambiental con 
equipamiento de alta tecnología y aplicación y uso de imágenes satelitales, Cuenta 
también con sedes en los departamentos de San José y Maldonado. 


El edificio del ITR Norte se ubica en el Polo de Educación Superior de Rivera, donde 
también tienen sede la Universidad de la República (UdelaR), el Consejo de Educación 
Técnico Profesional-UTU y el Consejo de Formación en Educación (CFE). Su edificio 
principal tiene 3.200 m' y su anexo, en proceso de construcción, tendrá 1,250 m* más. 


Como bien se menciona en la exposición de motivos del proyecto de ley presentado 
por el Poder Ejecutivo, la UTEC se ha desarrollado eficazmente durante sus primeros 10 
años: aumentó su matrícula, carreras de grado y programas de posgrado entre otros 
avances. Territorialmente se ha expandido a lo largo del país a través de sus tres 
Institutos Tecnológicos Regionales con sus correspondientes sedes, las cuales pretenden 
aumentar antes del año 2025. 


La UTEC se creó con el objetivo de crear oferta educativa con perfil tecnológico en el 
interior del país, promoviendo el vínculo con el territorio y los sectores que en él están 
involucrados y lo viene logrando. 


Autonomía y Cogobierno en la Constitución 


Los entes autónomos tienen diferentes tipos de autonomía. Los entes autónomos 
comerciales e industriales tienen una autonomía de orden diferente que los de enseñanza. 
Por ejempio para estos últimos no se aplican el artículo 197 y los incisos 3” y 4” del 
artículo 198 de la Constitución de la República donde se prevé la las observaciones, la 

ión de los actos observados, las rectificaciones, los correctivos o remociones, que 
el Poder Ejecutivo considere del caso. 


Entendemos también que sumado a las autonomías jurídicas, como la de elaborar 
sus propios estatutos de funcionarios, que tienen los entes autónomos. Que sus consejos 
directivos sean electos configura un grado más alto de autonomía con respecto al Poder 
Ejecutivo. 


11 de abril de 2023 CÁMARA DE SENADORES 229-C.S. 


Hasta el momento el legislativo dio a las universidades públicas de nuestro país el 
más alto grado de autonomía que puede tener un ente autónomo, así también lo 
entendieron los constitucionalistas que especificaron los artículos 202 y 203 que la única 
universidad pública que había en Uruguay debía ser gobernada por los estudiantes, los 
docentes y los egresados. 


Contexto Latinoamericano 

Consideramos que la participación en los órganos de gobierno es parte de la vida 
académica universitaria. Lo entiende así Uruguay y el continente latinoamericano, ya que 
sus mayores y más prestigiosas universidades -Universidad Nacional Autónoma de 
México, Universidad de Buenos Aires, Universidad de Sao Paulo, Universidad de la 
República- de una manera u otra recogen la tradición de Córdoba desde el año 1918. 


En el caso de la Universidad Nacional Autónoma de México, considerada una de las 
mejores universidades de la región, su gobierno está conformado por la Junta de 
Gobierno, el Consejo Universitario, el Rector y el Patronato Universitario, siendo el 
Consejo Universitario la máxima autoridad colegiada de la UNAM integrada por el rector, 
los directores de las facultades, los académicos, los alumnos de las facultades y 
postgrados y el personal administrativo. La Universidad de Sao Paulo también está 
conformada por cuatro órganos y su órgano máximo es el Consejo Universitario, en este 
caso está conformado además por ex alumnos de la universidad, representantes de 
comercio, de la industria y representantes del Estado de Sao Paulo. 


Otra de las Universidades mejor ranqueada en América Latina es la UBA, 
Universidad de Buenos Aires, gobernada por el Rector, elegido por la Asamblea 
Universitaria, y por El Consejo Superior, integrada por el Rector, los decanos de las 
facultades y cinco representantes por cada uno de los claustros: profesores, graduados y 
estudiantes. 


Por otro lado, existen otras facultades en la región con menor trayectoria en el 
tiempo como la Universidad Nacional de Río Negro, creada en 2009 y designada «Mejor 
Universidad Regional» por la European Business Assambly de Oxford, Inglaterra en 2015. 
La Asamblea Universitaria es el órgano de gobierno superior de la Universidad y la 
integran además del rector, miembros de los órganos colegiados, entre ellos estudiantes, 
profesores, representantes de los sectores empresariales y profesionales. 


Autonomía y Cogobierno en la vida académica 


La vida universitaria plena donde además de la enseñanza, exista la extensión y la 
investigación debe realizarse con el más alto nivel de autonomía, pues el desarrollo del 
conocimiento académico debe tener plena libertad y no estar atado a los intereses del 
poder político. 


La participación política en el gobierno de la universidad hace a una vida académica 
más comprometida con los destinos generales de la propia institución creando así 
profesionales comprometidos con la vida democrática de la Universidad pero lo que es 
más importante con la vida democrática de la República. Entendiendo la necesidad de la 
participación del diálogo, la construcción de mayorías. Pero la necesidad de construir 
espacios institucionales donde se permita pensar el mundo desde distintas perspectivas 
incluso a que no son hegemónicas en la sociedad. 
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Conclusiones 
Entendemos entonces que el proyecto de ley presentado por el Poder Ejecutivo 


genera un complejo antecedente al cambiar mediante una mayoría circunstancial la 
gobermanza de una universidad que fue creada a través de grandes consensos políticos. 


Si bien entendemos que no existe ninguna norma constitucional que prohíba 
expresamente que en la gobernanza de la Universidad Tecnológica su consejo sea 
designado por el Poder Ejecutivo previa venia del Senado, el constitucionalista resolvió, 
para la única institución universitaria pública que existía en ese momento, que: «El 
Consejo Directivo (...) será designado por los órganos que la integran, y los Consejos de 
sus Órganos serán electos por docentes, estudiantes y egresados (art. 203)». Por lo que 
entendemos que el proyecto sería contrario al espíritu de dicha norma constitucional, 


El proyecto de ley es ajeno a la tradición de las más importantes y prestigiosas 
universidades latinoamericanas, tradición comenzada por el movimiento de Córdoba de 
1918 y que es parte de las más ricas tradiciones democráticas de nuestra región. 


Y por último desconoce el valor académico de la autonomía y el cogobiemo en la 
vida universitaria generando una gran brecha en este sentido entre las dos universidades 
públicas que tiene nuestro país una con mayor actividad en Montevideo y la otra en el 
interior. 

Es por todos estos motivos que aconsejamos al pleno de la Cámara de 
Representantes votar de forma negativa el proyecto presentado por el Poder Ejecutivo. 


Sala de la Comisión, 8 de marzo de 2023 


AGUSTÍN MAZZINI 
MIEMBRO INFORMANTE 
NICOLÁS LORENZO 

JUAN FEDERICO RUIZ BRITO 
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PROYECTO DE RESOLUCIÓN 


Artículo único.- Recházase el proyecto de ley caratulado "UNIVERSIDAD 
TECNOLÓGICA (UTEC). Derogación de la Ley N* 20.096 y modificación de la Ley 
N? 19.043", C/3284/2022. 


Sala de la Comisión, 8 de marzo de 2023 


AGUSTÍN MAZZINI 
MIEMBRO INFORMANTE 
NICOLÁS LORENZO 

JUAN FEDERICO RUIZ BRITO 
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Disposiciones citadas 


Ley N” 16.736, 
de 5 de enero de 1996 


PRESUPUESTO NACIONAL DE SUELDOS GASTOS E 
INVERSIONES. 


EJERCICIO 1995 - 1999 


Artículo 349 


Fijase en $ 11.059,70 (pesos once mi cincuenta y nueve con 70/100) a valores del 1? de 
enero de 1995, la retribución básica de los siguientes cargos: Ministro de Estado; Secretario 
de la Presidencia de la República: Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto; 
Ministro del Tribunal de Cuentas; Ministro de la Corte Electoral Presidente del Consejo 
Directivo Central de la Administración Nacional de Educación Pública: Rector de la 
Universidad de la República; Presidente, Vicepresidente y Director del Banco de Previsión 
Social; Ministro de la Suprema Corte de Justicia; Ministro del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo; Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación; Procurador del Estado en 
lo Contencioso Administrativo. 


Fijase en $ 9.617,13 (pesos nueve mil seiscientos diecisiete con 13/100) a valores del 1? de 
enero de 1995, la retribución básica de los siguientes cargos: Subsecretario de Estado; 
Consejero Directivo Central de la Administración Nacional de Educación Pública y Presidente 
del Instituto Nacional del Menor. 


Las retribuciones establecidas para los cargos referidos en los incisos precedentes, no 
incluyen la retribución complementaria por dedicación permanente dispuesta por el artículo 
16 de la Ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, en la redacción dada por el artículo 5 de 
la Ley N” 16,462, de 11 de enero de 1994, 
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Ley N” 17.230, 
de 7 de enero de 2000 


REGULACION DE LAS PASANTIAS LABORALES PARA 
ALUMNOS DE EDUCACION TECNICO PROFESIONAL 


Artículo 12 


Declárase el derecho de los alumnos mayores de quince años que concurran a 
establecimientos educacionales del país, a desarrollar una actividad productiva en 
concordancia con los objetivos educativos del desarrollo nacional. 
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Ley N' 18,437, 
de 12 de diciembre de 2008 
LEY GENERAL DE EDUCACION 


Artículo 87 


(Creación).- Créase el Instituto Terciario Superior (ITS) en el ámbito del Sistema Nacional 
de Educación Pública. Estará constituido por una red de instituciones ubicadas en diferentes 
lugares del país. Desarrollará actividades de educación terciaria, integrando enseñanza, 
investigación y extensión. Formará técnicos en diversas áreas de la producción y los 
servicios. Los conocimientos y créditos adquiridos serán reconocidos o revalidados por las 
demás instituciones terciarias o universtarias, de forma de facilitar la continuidad educativa 
de sus estudiantes y egresados. 


Derogado por: Lay N* 19.043, de 28/12/2012, artículo 31. 

Artículo 88 
(Estructura y funcionamiento).- Constitúyese una Comisión de Implantación del Instituto 
Terciario Superior, integrada por un representante del Ministerio de Educación y Cultura, uno 
de la Administración Nacional de Educación Pública (ANEP) y uno de la Universidad de la 


República que cuenten con reconocida competencia y experiencia en la materia, cuyo 
cometido será: 


A) Elaborar, antes del 30 de abril de 2010, una propuesta general para la estructura 
académica y curricular, la cuantía y características del personal, el patrimonio, el 
presupuesto y finanzas necesarios para la instalación y puesta en marcha, el marco 
legal, fines, organización y mecanismos de dirección del Instituto Terciario Superior 
(1TS). 


El órgano de conducción de esta nueva institución deberá incluir representantes 
electos por docentes, estudiantes y egresados, y representantes de la ANEP y la 
Universidad de la República. 


La Comisión Coordinadora del Sistema Nacional de Educación Pública, con la 
información proporcionada por la Comisión de Implantación, decidirá los plazos de 
puesta en marcha del MTS. 


A pantir de dicha propuesta, el Poder Ejecutivo elevará al Parlamento el Proyecto de 
Ley Orgánica del ITS, en un plazo no mayor a ciento veinte días posteriores a la 
presentación del informe 

B) Impulsar Programa Regionales de Enseñanza Terciana, que reúnan en distintas 
regiones los esfuerzos de las instituciones educativas públicas, de otras instituciones 
públicas y de actores de la sociedad civil. 

C) Impulsar Programas Nacionales de Desarrollo de la Enseñanza Terciaria en áreas 


específicas, tales como el área agraria, artística, de la salud, tecnológica, científica, 
humanística y social. 
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La Comisión de Implantación del ITS, consultará a las organizaciones representativas 
de trabajadores, empresarios y movimiento cooperativo, así como a las Intendencias, 
Ministerios y otras entidades públicas y privadas cuyo aporte se entienda necesario. 
Derogado por: Ley N* 19.043, de 28/12/2012, artículo 31. 
Di a or 


J) Luego de que los Consejos Directivos de la ANEP y la Universidad de la República 
prueben el informe elaborado por la Comisión de Implantación, y hasta tanto no se apruebe 
su Ley Orgánica, el Instituto Terciario Superior funcionará en el ámbito de la ANEP, como 
órgano desconcentrado de carácter privativo, con las atribuciones establecidas en dicho 
informe para esta situación. 


Derogado por. 19,043, de 28/12/2012, artículo 31. 
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Ley N* 19,043, 
de 28 de diciembre de 2012 
CREACION DE LA UNIVERSIDAD TECNOLOGICA (UTEC) 


Artículo 92 
(Órganos).- Los órganos de la Universidad Tecnológica son: 
A) Con competencia nacional: el Consejo Directivo Central y el Rector. 


B) Con competencia en los Institutos Tecnológicos Regionales: sus respectivos Directores 
y Consejos de Centro. 


Artículo 10 
(Consejos Consultivos Regionales).- Cada Consejo de Centro de los Institutos 
Tecnológicos Regionales convocará, en forma regular, a un Consejo Consultivo, a fin 
de asesorar respecto a los temas específicos y los planes de estudio que se sometan 
a su consideración, en el plazo que se establezca al efecto. 
Í 11 


(Comisiones académicas y de coordinación)- El Consejo Directivo Central 
reglamentará la constitución y el funcionamiento de comisiones académicas e 
instancias de coordinación interna, que actuarán con el grado de autonomía técnica 
que en cada caso se determine. 


Artículo 12 


(Distribución de competencias).- El Consejo Directivo Central y el Rector tendrán 
competencia en los asuntos generales de la Universidad Tecnológica. 


El Director del Instituto Tecnológico Regional y el Consejo de Centro tendrán 
competencia desconcentrada en los asuntos del respectivo Instituto, sin perjuicio de 
las atribuciones que competen en esa materia a los órganos centrales en el marco de 
lo que establezca esta ley y la normativa que se dicte al efecto. 

Artículo 14 


(Integración del Consejo Directivo Central)- El Consejo Directivo Central es el 
órgano jerarca de la Universidad Tecnológica y se integrará de la siguiente forma: 


A) El Rector, que será electo directamente por los docentes, estudiantes y 
egresados por voto ponderado. 


B) Dos delegados electos por el orden docente, 


C) Dos delegados electos por el orden de estudiantes. 
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D) Un representante de los trabajadores y un representante de los empresarios, 
ambos designados por las organizaciones más representativas respectivas, de 
acuerdo a la reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo, 


E) Los Directores integrantes de los Institutos Tecnológicos Regionales también lo 
integrarán de pleno derecho con voz y sin voto. 


Para la organización de los actos electorales previstos en este artículo intervendrá la 
Corte Electoral. 


Artículo 15 


(Remuneraciones de los integrantes del Consejo Directivo Central).- La 
remuneración del Rector se regirá por lo establecido en el artículo 34 de la Ley N* 
16.736, de 5 de enero de 1996. 


Los demás integrantes del Consejo Directivo Central percibirán dietas por participar 
en las sesiones, de acuerdo con lo establecido por norma presupuestal dictada al 
efecto. 


Artículo 16 


(Atribuciones del Consejo Directivo Central).- Serán atribuciones del Consejo 
Directivo Central de la Universidad Tecnológica (UTEC): 


Ñ) Destituir por ineptitud, omisión o delito a los miembros de los Consejos de 
Centro de los |TR, por mayoría absoluta de sus miembros, previo ejercicio del 
derecho constitucional de defensa. 


Artículo 22 


(Duración de los mandatos).- El Rector y los demás miembros del Consejo Directivo 
Central durarán cinco años en el ejercicio de su cargo, pudiendo renovarse su 
mandato por una única vez. Para una nueva designación deberán transcurrir cinco 
años desde la fecha de su cese. 


Los delegados del orden de los estudiantes se mantendrán en funciones durante 
treinta meses. 


Los delegados del orden docente y de estudiantes al perder su calidad de tales 
cesarán como miembros del Consejo Directivo Central, 


Artículo 23 


(De los Consejos de Centro de los Institutos Tecnológicos Regionales. Integración).- 
El Consejo Directivo Central establecerá los Institutos Tecnológicos Regionales (ITR) 
de la Universidad Tecnológica, determinará las especializaciones productivo- 
tecnológicas y fijará las sedes de cada uno, los que actuarán en forma 
desconcentrada. Cada ITR estará dirigido y administrado por un Consejo. Cada 
Consejo estará integrado por: 


A) Un Director. 


B) Un representante del orden docente. 
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C) Un representante del orden estudiantil. 

D) Un representante de los empresarios. 

E) Un representante de los trabajacores. 

F) Un representante territorial de la región de referencia del ¡TR respectivo. 


Los miembros en representación de los estudiantes y de los docentes serán electos 
por los respectivos órdenes del I¡TR, de acuerdo con lo establecido por la presente ley. 
Los mismos permanecerán treinta meses en el ejercicio de su cargo, pudiendo ser 
reelectos los docentes por única vez. 


Los miembros en representación de los empresarios y de los trabajadores serán 
designados por el Consejo Directivo Central a propuesta de las entidades más 
representativas, de acuerdo a la reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo. Los 
mismos permanecerán treinta meses en el ejercicio de su cargo, pudiendo ser 
nuevamente designados por única vez. 


El representante territorial será designado por el Poder Ejecutivo a propuesta del 
Congreso Nacional de Intendentes (artículo 262, incisos 5” y 6” de la Constitución de 
la República) y permanecerá treinta meses en el ejercicio de su cargo, pudiendo ser 
nuevamente designado por única vez. 


El Director recibirá remuneración por el ejercicio de sus responsabilidades de 
acuerdo con lo que disponga el Consejo Directivo Central integrando, a la vez, el 
Consejo de Centro con voz y con voto. En caso de empate el Director tendrá doble 
voto, 


Los restantes cinco integrantes percibirán dietas por participar en las sesiones, de 
acuerdo con lo que establezca el Consejo Directivo Central al efecto. 


Artículo 24 


(De las atribuciones de los Consejos de Centro de los Institutos Tecnológicos 
Regionales).- Compete a los Consejos de Centro: 


A) Desarrollar los procesos de enseñanza, investigación y extensión 
correspondientes a sus Institutos Tecnológicos Regionales, aprobando el plan 
estratégico, programaciones de trabajo y evaluaciones presentadas a propuesta 
del Director. 


B) Administrar los servicios y dependencias a su cargo y dictar los reglamentos 
necesarios para el correcto funcionamiento del ITR en el marco de las potestades 
conferidas a estos. 


C) Proponer, desarrollar e implementar planes de estudio y carreras. Aprobar y 
elevar al Consejo Directivo Central para su aprobación definitiva, los planes de 
estudio, programas y títulos propuestos. 


D) Conferir títulos y certificados de las carreras aprobadas por el Consejo Directivo 
Central. 


E) Designar al personal docente y no docente y realizar los nombramientos, 
reelecciones, ascensos, así como otorgar licencias, conforme al Estatuto del 
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Funcionario y a las ordenanzas que apruebe el Consejo Directivo Central. 
Ejercerá todas las potestades disciplinarias, aplicando las sanciones que 
correspondan, salvo la destitución, cumpliendo con las garantías del debido 
proceso, 


F) Proponer al Consejo Directivo Central la destitución de cualquiera de los 
integrantes del personal docente y no docente del ITR. No se reputa destitución 
la no reelección de un funcionario docente o no docente al vencimiento del plazo 
de su designación, conforme con lo establecido en esta ley. 


G) Proyectar las disposiciones presupuestarias del ITR elevándolas a consideración 
del Consejo Directivo Central. 


H) Ordenar los gastos y pagos que correspondan dentro de los límites que fijen las 
leyes y ordenanzas. 


1) Convocar a los integrantes y proceder a la puesta en funcionamiento de los 
ámbitos consultivos que considere conveniente convocar. 


J) Designar por concurso al Secretario del ITR, en el marco de las disposiciones 
que al efecto establezca el Consejo Directivo Central. 


K) Celebrar convenios y acuerdos estratégicos para el mejor cumplimiento de sus 
cometidos, con entidades públicas y privadas, nacionales e internacionales. 


L) Relevar las necesidades de formación de profesionales terciarios y universitarios 
en las áreas de competencia del ITR. 


Artículo 26 


(De las atribuciones del Director del Instituto Tecnológico Regional).- El Director del 
Instituto Tecnológico Regional tendrá las siguientes atribuciones: 


A) Administrar los servicios y las dependencias del ITR. 
B) Convocar al Consejo de Centro del ITR. 


C) Elaborar las planificaciones estratégicas, los planes de trabajo y las evaluaciones 
a ser presentadas al Consejo de Centro del ITR. 


D) Presidir el Consejo, dirigir las sesiones, cumplir y hacer cumplir sus reglamentos 
y resoluciones así como las ordenanzas y resoluciones de los órganos centrales. 


E) Representar al Consejo de Centro. 


F) Coordinar las actividades de la Universidad Tecnológica con otras instituciones 
en sus ámbitos de especialización. 


G) Ordenar los gastos y pagos que correspondan, dentro de los límites que fijen las 
leyes y ordenanzas de la UTEC. 


H) Dictar los actos administrativos necesarios para el cumplimiento de sus 
funciones de conformidad con las normas constitucionales, legales, 
reglamentarias y las ordenanzas que dicte el Consejo Directivo Central. 
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1) Adoptar todas las resoluciones de carácter urgente que sean necesarias, dando 
cuenta al Consejo de Centro del ITR. 
Í 


(De las pasantías curriculares).- Los planes de estudios que apruebe la Universidad 
Tecnológica podrán prever la realización de prácticas laborales en empresas oO 
instituciones públicas o privadas como recurso de formación curricular. A tal efecto, los 
planes de estudio establecerán los objetivos específicos de la actividad, así como su 
duración mínima y máxima. 


La implementación será regulada mediante convenios suscritos por los Directores de 
los Institutos Tecnológicos Regionales, previa aprobación del Consejo de Centro del 
ITR, con empresas o instituciones seleccionadas por su aptitud para la consecución de 
los objetivos curriculares previstos. 


Cuando las pasantías se realicen en el territorio nacional, se contratarán pólizas con 
el Banco de Seguros del Estado que cubran los riesgos inherentes a las actividades a 
realizar por los alumnos, reputándose estas como realizadas en un Instituto. En los 
aspectos no regulados en los incisos anteriores declárase aplicable, en lo pertinente, 
el régimen previsto por la Ley N” 17.230, de 7 de enero de 2000, sin perjuicio de las 
potestades reglamentarias que correspondan al Consejo Directivo Central de la UTEC 
en el ámbito de su competencia. Corresponde al Consejo Directivo Central de la UTEC 
habilitar la realización de pasantías en el extranjero, dictar la reglamentación 
respectiva y aprobar los convenios que estime necesarios. 


Artículo 29 


(Bienes de la Universidad Tecnológica).- La Universidad Tecnológica tendrá la 
administración de sus bienes. Los que estén destinados a los Institutos Tecnológicos 
Regionales o que en el futuro fuesen asignados especificamente por resolución del 
Consejo Directivo Central, estarán a cargo del Consejo de Centro del I¡TR respectivo, 


Artículo 31 
Deróganse los artículos 87 y 88 y la disposición transitoria J) de la Ley N” 18.437, de 


12 de diciembre de 2008. Toda mención al Instituto Terciario Superior en la referida ley 
se considerará referida a la Universidad Tecnológica. 
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LEY N* 20.096 
de 29 de noviembre de 2022 


Artículo único.- Sustitúyense los artículos 9”, 10, 11, 12, 14 y 15, el literal Ñ) 
del artículo 16, y los artículos 22, 23, 24, 26, 28, 29 y 31 de la Ley N* 19.043, de 
28 de diciembre de 2012, por los siguientes: 


"ARTÍCULO 9”. (Órganos de gobierno).- Los órganos de gobierno de la 
Universidad Tecnológica (UTEC) son: 


A) El Consejo Directivo Central (CDC), el Rector y el Consejo Académico 
General (CAG), con competencia nacional. 


B) Los Directores de Institutos Tecnológicos Regionales (ITR) y los 
Consejos Consultivos Regionales (CCR), con competencia en los 
respectivos Institutos”. 

"ARTÍCULO 10. (Consejo Académico General).- El Consejo Académico 
General (CAG) es el órgano asesor del Consejo Directivo Central CDC) en 
materia académica. Su consulta en dicha materia será preceptiva y no 
vinculante. Tendrá fa más amplia autonomía técnica. 

El CAG estará integrado de la siguiente forma: 

A) El Rector de la Universidad Tecnológica (UTEC), quien lo presidirá. 

B) El Director de Educación de la UTEC. 

C) Tres representantes electos por el orden docente. 

D) Dos representantes electos por el orden estudiantil. 


E) Un representante electo por los funcionarios técnicos y de apoyo de 
la UTEC. 


F) Los Directores de los Institutos Tecnológicos Regionales. 


G) Un representante del Consejo Nacional de Ciencia, Innovación y 
Tecnología (CONICYT). 


H) Un representante de la Administración Nacional de Educación Pública 
(ANEP). 


1) Un representante del Instituto Nacional de Empleo y Formación 
Profesional (INEFOP). 


J) Un Intendente del interior, designado por el CDC a propuesta del 
Congreso de Intendentes, 
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Para la organización de los actos electorales previstos en este artículo 
intervendrá la Corte Electoral, según la reglamentación que oportunamente 
dicte el Poder Ejecutivo. 


Los representantes del orden docente, estudiantil y de los funcionarios 
técnicos y de apoyo que resulten electos, podrán percibir dietas por participar 
en las sesiones, de acuerdo con lo que resuelva y establezca el Consejo 
Directivo Central. 


El Rector presidirá el Consejo Académico General y su voto será 
computado como doble en caso de empate”. 


"ARTÍCULO 11. (Consejos Consultivos Regionales).- En cada Instituto 
Tecnológico Regional (ITR) funcionará un Consejo Consultivo Regional, con 
el cometido de asesorar a su Dirección respecto a los temas especificos del 
ITR. 


Su consulta en dicho ámbito será preceptiva y no vinculante. Tendrá la 
más amplia autonomía técnica. 


El Consejo Directivo Central podrá solicitar el asesoramiento de todos o 
alguno de los Consejos Consultivos Regionales cuando lo considere 
pertinente". 


"ARTÍCULO 12. (Distribución de competencias).- El Consejo Directivo 
Central y el Rector tendrán competencia en los asuntos generales de la 
Universidad Tecnológica. El Consejo Académico General tendrá 
competencia en los asuntos académicos. 


El Director del Instituto Tecnológico Regional y el Consejo Consultivo 
Regional tendrán competencia desconcentrada en los asuntos del respectivo 
Instituto, sin perjuicio de las atribuciones que competen en esa materia a los 
órganos centrales en el marco de lo que establezca esta ley y la normativa 
que se dicte al efecto". 


"ARTÍCULO 14. (Integración del Consejo Directivo Central).- El Consejo 
Directivo Central (CDC) es el órgano jerarca de la Universidad Tecnológica 
y se integrará de la siguiente forma: 


A) El Rector, que deberá poseer reconocida solvencia, condiciones 
personales adecuadas y cumplir las condiciones establecidas en el 
artículo 17 de la presente ley, será designado por el Presidente de la 
República en acuerdo con el Consejo de Ministros, previa venia de 
la Cámara de Senadores, otorgada sobre propuesta fundada, por un 
número de votos equivalentes a los tres quintos de sus 
componentes. 


B) Dos miembros designados de la misma manera que el Rector, que 
deberán poseer título universitario o equivalente, reconocida 
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solvencia, condiciones personales relevantes y actividades 
acreditadas en educación. 


C) Un Director del Instituto Tecnológico Regional, elegido por suspares. 


El Rector presidirá el CDC y su voto será computado como doble en caso 
de empate. 


Si la venia requerida para las designaciones referidas en los literales A) 
y B), no fuera otorgada dentro del término de sesenta dias de recibida su 
solicitud, el Poder Ejecutivo podrá formular propuesta nueva, o reiterar su 
propuesta anterior, y en este último caso deberá obtener el voto conforme 
de la mayoría absoluta del total de componentes de la Cámara de 
Senadores". 


"ARTICULO 15. (Remuneraciones de los integrantes del Consejo Directivo 
Central).- Las remuneraciones del Rector y de los dos miembros designados 
por el Poder Ejecutivo previa venia del Senado se regirán por lo establecido 
en el inciso segundo del artículo 34 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 
1996. 


El restante integrante del Consejo Directivo Central percibirá dietas por 
participar en las sesiones, de acuerdo con lo establecido por norma 
presupuestal dictada al efecto”. 


"ARTÍCULO 16. (Atribuciones del Consejo Directivo Central).- Serán 
atribuciones del Consejo Directivo Central de la Universidad Tecnológica: 


Ñ) Destituir por ineptitud, omisión o delito a los miembros del Consejo 
Académico General o de los Consejos Consultivos Regionales, por mayoría 
absoluta de votos y previo ejercicio del derecho constitucional de defensa". 


"ARTÍCULO 22. (Duración de los mandatos).- El Rector y los demás 
miembros no electivos del Consejo Directivo Central (CDC) durarán cinco 
años en el ejercicio de su cargo, pudiendo renovarse su mandato por una 
única vez. Para una nueva designación deberán transcurrir cinco años desde 
la fecha de finalización del segundo mandato. 


El representante de los directores de Institutos Regionales en el CDC y 
los representantes del orden docente, estudiantil y de los funcionarios 
técnicos y de apoyo en el Consejo Académico General, se mantendrán en 
funciones durante treinta meses. Sin perjuicio de ello, permanecerán en sus 
cargos hasta que asuman los miembros electos para el periodo siguiente. 
Cesarán inmediatamente a la pérdida de su calidad docente, estudiantil o 
funcional en la Universidad Tecnológica, respectivamente”. 


"ARTICULO 23. (Institutos Tecnológicos Regionales e integración de sus 
Consejos Consultivos).- El Consejo Directivo Central (CDC) establecerá los 
Institutos Tecnológicos Regionales (ITR) de la Universidad Tecnológica, 
determinará las especializaciones productivo-tecnológicas y fijará las sedes 
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de cada uno, los que actuarán en forma desconcentrada. Cada ITR estará 
dirigido por un Director, que actuará asesorado por un Consejo Consultivo 
Regional. 


Cada Consejo Consultivo Regional estará integrado por: 

A) El Director del ITR, quien lo presidirá. 

B) Dos representantes electos por el orden docente del ITR. 
C) Un representante electo por el orden estudiantil del ITR. 


D) Un representante electo por los funcionarios técnicos y de apoyo el 


E) Un representante de las Comisiones Coordinadoras de Educación 
de los departamentos de referencia del ITR, las que presentarán una 
propuesta de titular y de suplente en forma conjunta. 


F) Un representante de los Gobiernos Departamentales de la región, 
designado por el CDC a propuesta del Congreso de Intendentes. 


Para la organización de los actos electorales previstos en este artículo 
intervendrá la Corte Electoral, según la reglamentación que oportunamente 
dicte el Poder Ejecutivo. 


A excepción del Director del ITR, los restantes miembros de los Consejos 
Consultivos Regionales permanecerán treinta meses en el ejercicio de su 
cargo. Sin perjuicio de ello, permanecerán en sus cargos hasta que asuman 
los miembros electos o designados para el periodo siguiente. Los 
representantes del orden docente, estudiantil y de los funcionarios técnicos 
y de apoyo, cesarán inmediatamente a la pérdida de su calidad docente, 
estudiantil o funcional en el ITR correspondiente. 


El Director del ITR recibirá remuneración por el ejercicio de sus 
responsabilidades, de acuerdo con lo que disponga el CDC. Integrará a la 
vez, el Consejo Consultivo Regional respectivo, con voz y con voto. 


En caso de empate, tendrá doble voto. 


Los restantes integrantes podrán percibir dietas por participar en las 
sesiones, de acuerdo con lo que resuelva y establezca el CDC". 


"ARTICULO 24. (De las atribuciones de los Consejos Consultivos 
Regionales).-Compete a los Consejos Consultivos Regionales asesorar al 
Director del ITR respectivo en los siguientes temas: 


A) Desarrollo de los procesos de enseñanza, investigación y extensión 
correspondientes al ITR, aprobación del plan estratégico y 
programaciones de trabajo. 
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B) Dictado de los reglamentos necesarios para el correcto 
funcionamiento del ITR, en el marco de las potestades conferidas a 
su Director. 


C) Propuesta, desarrollo e implementación de planes de estudio, 
programas y títulos, a ser elevados al Consejo Directivo Central 
(CDC) para su aprobación definitiva. 


D) Designación del personal docente y no docente, reelecciones, 
ascensos y aplicación de sanciones disciplinarias, conforme al 
Estatuto del Funcionario y a las ordenanzas que apruebe el CDC. 


E) Proyección de las disposiciones presupuestarias del ITR. 


F) Celebración de convenios y acuerdos estratégicos para el mejor 
desarrollo de las actividades del ITR, con entidades públicas y 
privadas, nacionales e internacionales. 


G) Relevamiento de las necesidades de formación de profesionales 
terciarios y universitarios en las áreas de competencia del ITR", 


"ARTICULO 26. (Duración del mandato y atribuciones del Director del 
Instituto Tecnológico Regional).- El Director de cada Instituto Tecnológico 
Regional (ITR) durará cinco años en el ejercicio de su cargo, pudiendo 
renovarse su mandato por una única vez. Para una nueva designación 
deberán transcurrir cinco años desde la fecha de finalización del segundo 
mandato. 


El Director del ITR tendrá las siguientes atribuciones: 
A) Administrar los servicios y las dependencias del ITR. 


B) Convocar al Consejo Consultivo Regional del ITR y presidir y dirigir 
sus sesiones. 


C) Elaborar las planificaciones estratégicas, los planes de trabajo y las 
evaluaciones. 


D) Dictar los reglamentos necesarios para el correcto funcionamiento 
del ITR, cumplir y hacer cumplir las ordenanzas y resoluciones de 
los órganos centrales. 


E) Coordinar las actividades de la Universidad Tecnológica (UTEC) con 
otras instituciones en sus ámbitos de especialización. 


F) Conferir títulos y certificados de las carreras aprobadas por el 
Consejo Directivo Central (CDC). 


G) Designar al personal docente y no docente y realizar los 
nombramientos, reelecciones, ascensos, así como otorgar licencias, 
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conforme al Estatuto del Funcionario y a las ordenanzas que apruebe 
el CDC. Ejercerá todas las potestades disciplinarias, aplicando las 
sanciones que correspondan, salvo la destitución, cumpliendo con 
las garantías del debido proceso. 


H) Proponer al CDC la destitución de cualquiera de los integrantes del 
personal docente y no docente del ITR. No se reputa destitución la 
no reelección de un funcionario docente o no docente al vencimiento 
del plazo de su designación, conforme con lo establecido en esta ley. 


1) Proyectar las disposiciones presupuestarias del ITR elevándolas a 
consideración del CDC. 


J) Designar por concurso al Secretario del ITR, en el marco de las 
disposiciones que al efecto establezca el Consejo Directivo Central. 


K) Ordenar los gastos y pagos que correspondan, dentro de los límites 
que fijen las leyes y ordenanzas de la UTEC. 


L) Dictar los actos administrativos necesarios para el cumplimiento de 
sus funciones de conformidad con las normas 
constitucionales, legales, reglamentarias y las ordenanzas que dicte 

el Consejo Directivo Central". 


"ARTÍCULO 28. (De las pasantías curriculares).- Los planes de estudios que 
apruebe la Universidad Tecnológica (UTEC) podrán prever la realización de 
prácticas laborales en empresas o instituciones públicas o privadas como 
recurso de formación curricular. A tal efecto, los planes de estudio 
establecerán los objetivos específicos de la actividad, así como su duración 
mínima y máxima. 


La implementación será regulada mediante convenios suscritos por los 
Directores de los Institutos Tecnológicos Regionales (ITR), previo 
asesoramiento del Consejo Consultivo Regional del ITR, con empresas o 
instituciones seleccionadas por su aptitud para la consecución de los 
objetivos curriculares previstos. 


Cuando las pasantías se realicen en el territorio nacional, se contratarán 
pólizas con el Banco de Seguros del Estado que cubran los riesgos 
inherentes a las actividades a realizar por los alumnos, reputándose estas 
como realizadas en un Instituto. En los aspectos no regulados en los incisos 
anteriores declárase aplicable, en lo pertinente, el régimen previsto por la 
Ley N” 17.230, de 7 de enero de 2000, sin perjuicio de las potestades 
reglamentarias que correspondan al Consejo Directivo Central de la UTEC 
en el ámbito de su competencia. Corresponde al CDC de la UTEC habilitar 
la realización de pasantías en el extranjero, dictar la reglamentación 
respectiva y aprobar los convenios que estime necesarios". 


"ARTÍCULO 29. (Bienes de la Universidad Tecnológica).- La Universidad 
Tecnológica tendrá la administración de sus bienes. Los que estén 
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destinados a los Institutos Tecnológicos Regionales (ITR) o que en el futuro 
fuesen asignados especificamente por resolución del Consejo Directivo 
Central, estarán a cargo del Director del ¡TR respectivo". 


"ARTÍCULO 31.- Deróganse los artículos 87 y 88 y la disposición transitoria 
J) de la Ley N” 18,437, de 12 de diciembre de 2008. Toda mención al Instituto 
Terciario Superior en la referida ley se considerará referida a la Universidad 
Tecnológica. 


Derógase toda mención al Sistema Nacional de Educación Pública y al 
Sistema de Educación Terciaria Pública, en función de lo dispuesto por la 
Ley N” 19.889, de 9 de julio de 2020". 
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SEÑORA PRESIDENTA. En discusión. 
Existen dos informes. 


Tiene la palabra la señora senadora Bianchi para el in- 
forme en mayoría. 


SEÑORA BIANCHI.- Señora presidente: pido discul- 
pas porque me distraje un poco y no sabía lo que se iba a 
solicitar. 


Este proyecto es exactamente el mismo que ya aproba- 
mos, los señores senadores ya tienen todos los anteceden- 
tes y, por un problema de error —que todos tenemos, por 
suerte, porque solo nos equivocamos los que trabajamos—, 
se detectó que se necesitaba un voto más de los que se 
tuvo en cuenta cuando se aprobó en la primera instancia. 
En consecuencia, lo que se hizo en la Cámara de Repre- 
sentantes fue derogar, obviamente, lo que habíamos hecho 
desde el primer momento, es decir, la Ley n.* 20096, del 
29 de noviembre de 2022, y modificar la Ley n.” 19043 
para tratar de sanear la situación. Fue así como volvió al 
Senado, pasó a la comisión y se trató sabiendo que el texto 
no se había modificado. En definitiva, hubo que aprobar 
de nuevo —algo que no es frecuente— un proyecto que ya 
se había aprobado. Digo todo esto para que quede claro. 


En la comisión —pasó lo mismo en la Cámara de Re- 
presentantes—, la oposición planteó la necesidad de volver 
a citar a las autoridades de la UTEC, tal como estable- 
ce el artículo 202 de la Constitución —si mal no recuerdo, 
porque han sido dos días bastante complicados y lo estoy 
diciendo de memoria—, pero, de la misma manera que en 
la Cámara de Representantes, ahora en el Senado, en la 
coalición de gobierno llegamos a la conclusión de que no 
era necesario porque no se modifica un punto ni una coma 
del proyecto ya aprobado. 


(Ocupa la presidencia el señor José Carlos Mahía). 


Siempre tengo la inclinación de reconocer al doctor 
Ope Pasquet como uno de los juristas referentes de la Cá- 
mara de Representantes y en este caso fue él quien, en de- 
finitiva, desarrolló el tema —en pocas palabras— y explicó 
por qué no era necesario citar de nuevo a las autoridades 
ya que, en realidad, lo haríamos para repetirles el mismo 
proyecto, dado que no hay ninguna modificación. 


En consecuencia, no se configura la violación a la 
Constitución. 


Es cuanto quería informar, señor presidente. 
SEÑOR SABINI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (José Carlos Mahía).- Tiene la 
palabra el señor senador. 
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SEÑOR SABINI.- Señor presidente: realmente es ver- 
gonzoso tener que votar este proyecto de ley, porque el 28 
de diciembre votamos algo muy parecido. 


Resulta que quienes vinieron y nos dieron largas expli- 
caciones de por qué había que votar este proyecto, como 
los juristas que nos explicaban por qué no era inconsti- 
tucional cuando nosotros decíamos que lo era, ahora se 
dieron cuenta de que sí era inconstitucional. ¡Clarísimo! 
Como clarísimo es que es inconstitucional este proyecto 
porque no quisieron que vinieran las autoridades de la 
UTEC. O sea que para solventar una inconstitucionalidad 
cometen otra inconstitucionalidad. 


Esto es inobjetable, porque no es el mismo proyecto, 
es otro. En realidad, si uno afina el lápiz, tendría que pen- 
sar que el proyecto fue aprobado negativamente porque no 
cumplió el requisito constitucional de la mayoría absoluta 
en ninguna de las dos cámaras. Eso es lo que hay que dis- 
cutir acá; hubo desidia y poco apego al trabajo. ¿Dónde 
estaban esos juristas cuando se aprobó el proyecto? ¿No 
miraron la Constitución? ¡Es muy clara! ¡Es clarísima 
la Constitución! En su artículo 203 dice: «Los Consejos 
Directivos de los servicios docentes serán designados o 
electos en la forma que establezca la ley sancionada por 
la mayoría absoluta de votos del total de componentes de 
cada Cámara». Quiere decir que vinieron aquí sin prestar 
atención y se votó como un proyecto más, a las apuradas, 
como tantos otros que hemos votado aquí. Esto es agra- 
viante, porque esta ley en particular fue fruto de amplios 
acuerdos y no les dieron bolilla, no les importaron esos 
acuerdos. 


Es más, no sabemos quién escribió este proyecto de 
ley, que no tiene autor y no se sabe con quién lo discutie- 
ron porque no lo hicieron con los docentes, con los estu- 
diantes y tampoco con la oposición. Lo discutieron con- 
sigo mismos. Y como así lo quisieron sacar, apurados, de 
nuevo traen un proyecto de ley que es inconstitucional. 
Es inconstitucional porque la propia Constitución de la re- 
pública es muy clara al disponer que los entes autónomos 
de la educación deben ser convocados al Parlamento para 
dar su opinión en relación con proyectos que afecten sus 
servicios. Eso es clarísimo, es así y lo saben. Entonces, me 
pregunto qué necesidad tienen de hacer todo esto, por no 
convocar a la UTEC, además de decir que este organismo 
está de acuerdo con el proyecto de ley, muy a mi pesar. 
¡Ninguna necesidad! Había que convocarlos a la Comisión 
de Educación y Cultura, pero acá el Gobierno no quiso 
venir para hacer lo que acaba de hacer la señora senadora 
Bianchi que es reconocer que le erraron, que esa ley es 
inconstitucional porque no cumplió el requisito de las ma- 
yorías especiales. 


Señor presidente: no se puede legislar así sobre temas 
tan importantes. 


Además, ¿qué rol le quieren dar a la UTEC? Esa es la 
pregunta que tenemos que hacernos. ¿Para qué queremos 
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la UTEC? ¿Para sacarnos fotos o para desarrollar un pro- 
yecto de país que vincule la producción con la ciencia, la 
tecnología y la innovación? Si este es el lugar que tiene, 
según el tratamiento legislativo, es preocupante. 


Repito que este proyecto de ley nació de un acuerdo 
multipartidario y, de nuevo, hoy se pisotea. Ese acuerdo se 
pisotea. Este proyecto debería tener todos los votos en el 
Parlamento porque nació así, como un proyecto fruto del 
acuerdo nacional, con una mirada de desarrollo nacional. 
A mí me duele que lo tratemos de esta forma. 


Además, aquí hay varios problemas, porque se refuer- 
za la mirada del Poder Ejecutivo sobre un ente autónomo 
de la educación, exponiéndose también a otra inconstitu- 
cionalidad, pues hay quien dice que en los entes autóno- 
mos de la educación la autonomía es la máxima posible 
en nuestro ordenamiento jurídico y que esta iniciativa la 
vulnera, entre otras cosas porque establece un director 
del Instituto Tecnológico Regional en el consejo directi- 
vo, cuando sus designaciones han sido cuestionadas por 
estudiantes y docentes porque no cumplieron la ley, que 
establece que esos directores deben ser electos a través de 
concursos de oposición y méritos. Conozco muy bien ese 
artículo porque fui quien lo redactó, y en aquel momen- 
to lo negociamos con los partidos políticos. Entonces, allí 
también hay otro problema que, desde mi punto de vista, 
es muy grave. Nosotros hicimos un pedido de informes al 
respecto porque esa denuncia se tiene que investigar, y no 
me importa si fueron los actuales consejeros. Está claro 
que este proyecto de ley no es el mismo porque, si lo fuera, 
no tendríamos posibilidad alguna de votarlo. Además, es 
bien sabido por todos que un mismo proyecto no se puede 
votar dos veces en la misma legislatura. O sea que es otro 
proyecto, y como es otro proyecto y tiene esos defectos 
de inconstitucionalidades hay que votarlo y tendrían que 
haber venido a decir lo que pensaban. Esto desde mi punto 
de vista, señor presidente, está relativamente claro. 


En nuestro poder tenemos un informe que señala el 
vicio que tiene esta institución, que tampoco fue discuti- 
do. Quizás, si hubiésemos tenido una instancia de diálogo 
se podría haber conversado este aspecto y no estaríamos 
sometiéndolo a recursos de inconstitucionalidad que van 
a venir. 


Sinceramente no entiendo cuál es el motivo para no 
convocar a los representantes de la UTEC, cuando nos lle- 
varía un rato escucharlos. Además, no cumple con otros 
de los preceptos de la ley que era que su sede estuviera 
instalada en el interior de la república. Discutimos durante 
horas ese artículo y se nos acusó de que nosotros no que- 
ríamos la universidad del interior. Finalmente, se votó el 
artículo que establecía que la sede iba a estar en el interior 
y ello no se cumple, porque está acá en el LATU. 
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Si este proyecto de ley es inconstitucional y establece 
inconstitucionalidades de forma, no me parece que sea sa- 
ludable para la UTEC. 


Señor presidente: el Gobierno tiene tres auditorías so- 
bre cómo pensar la ciencia y la tecnología en el Uruguay. 
Le pregunto a usted, señor presidente, cuántas veces se 
menciona a la UTEC en esos informes. Se lo dejo para que 
usted lo investigue. 


Eso habla mucho de la mirada que tiene este Gobierno 
sobre el tema. Es muy lindo sacarse una foto y decir «in- 
auguramos este centro», pero claramente la UTEC tiene 
un rol que cumplir, y se cumpliría mucho mejor si quie- 
nes son designados allí —con esta modificación— hubieran 
obrado de otra forma; lo dije aquí cuando lo votamos en 
diciembre. En realidad, el Gobierno se perdió una muy 
buena oportunidad de discutir esto, de escuchar a los es- 
tudiantes, a los docentes, a la oposición y a los académi- 
cos, porque hay aspectos que se afirman en este proyecto 
de ley —o en el anterior, como ustedes quieran— que no 
son ciertas. La evidencia científica —y tenemos que hacer 
un esfuerzo grande para incluir la mirada científica en la 
legislación— muestra que los procesos de cogobierno son 
positivos en las instituciones universitarias, a pesar de que 
muchas veces se las denosta y particularmente a la Uni- 
versidad de la República. Ahora, con todos sus defectos es 
una institución sumamente democrática, y probablemente 
una de las instituciones más democráticas que tiene el Es- 
tado uruguayo. 


Me quiero referir brevemente a la segunda inconsti- 
tucionalidad y no a la primera. El informe que contamos 
establece el vicio material o sustancial en la violación 
del grado de autonomía que la Constitución consagra, 
particularmente en el artículo 205 y en el inciso cuarto 
del artículo 202 a favor de los entes autónomos de la ense- 
ñanza. Estos entes —como la UTEC-— cuentan con el mayor 
grado de autonomía posible respecto al Poder Ejecutivo, 
cuestión que se materializa principalmente, pero no úni- 
camente, en el artículo 205, que excluye expresamente la 
aplicación del artículo 197 respecto de estos entes autóno- 
mos de enseñanza. Lo que hace, justamente, ese artículo 
197 es permitir el control de parte del Poder Ejecutivo, 
control y autonomía, lo que no significa autarquía, por 
supuesto, ¡por supuesto! La Universidad de la República 
y la Universidad Tecnológica tienen que venir aquí todos 
los años a hacer una rendición de cuentas de qué es lo 
que hacen con los recursos, cosa que no les exigimos a 
las instituciones privadas, que están exoneradas de pagar 
Impuestos. 


Muchos de los que alzan las voces planteando que ese 
control no existe olvidan que nosotros —el Estado urugua- 
yo— tenemos enormes exoneraciones fiscales para el ejer- 
cicio de la libertad de enseñanza, y a ellos no les pedimos 
absolutamente ninguna rendición de cuentas, pero esa au- 
tonomía tiene que ver con lo técnico. ¿Por qué? Porque 
son decisiones de carácter educativo que buscan que los 
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ciclos electorales no afecten esas decisiones educativas. 
Por lo tanto, buscan que esas decisiones de carácter edu- 
cativo —que, en este caso, tienen que ver con la oferta que 
va a brindar la UTEC-— queden exentas de esos ciclos elec- 
torales y de posibles incentivos políticos, digamos, para 
utilizar la UTEC en este sentido. Esta es una decisión muy 
sabia de la Constitución porque, de lo contrario, pode- 
mos caer en que cada intendente quiera tener su pequeña 
UTEC. Ese es un riesgo muy grande que tiene esta ins- 
titución, porque todos queremos tener una oferta educa- 
tiva en nuestro departamento; yo también quiero tenerla. 
Ahora, ¿podemos tener una licenciatura en Logística en 
cada pueblo del Uruguay? No, no se puede, porque no hay 
masa crítica para eso, y pasa lo mismo con los cursos de la 
UTU. No me voy a áreas tan específicas; en áreas mucho 
más generales tenemos ese mismo problema. ¿Por qué hay 
que discutir esto en clave de país? Por eso, porque si no 
lo hacemos de esa forma, vamos a terminar discutiendo 
en función de las necesidades, de las demandas y de la 
capacidad de lobby de los intendentes, y eso es terrible. 
Esto tiene que hacerse con una mirada mucho más amplia, 
mucho más amplia. 


SEÑOR BOTANA.- ¡Qué centralista que está! 


SEÑOR SABINI.- Yo sé que les molesta esto, pero 
hay que tener una mirada nacional en estos temas; no hay 
que tener una mirada departamental, y cuando se creó la 
UTEC se tuvo una mirada nacional. Capaz que lo que les 
molesta es que la UTEC haya sido creada por el Frente 
Amplio. 


(Se interrumpe el audio). 


SEÑOR DA SILVA.- ¡Préndanle el micrófono, si no, no 
va a poder hablar! 


SEÑOR SABINI.- Estoy hablando igual, no se preo- 
cupen. 


Capaz que lo que molesta, señor presidente, es que 
pasaron ciento cincuenta años y tuvo que venir el Frente 
Amplio a crear la Universidad Tecnológica, y tuvo que ve- 
nir el Frente Amplio a multiplicar por 600 la cantidad de 
estudiantes en el interior, que son los eternos olvidados. 


Entonces, yo no permito que se me acuse de centra- 
lista; no permito eso, entre otras cosas, porque nosotros 
fuimos los que propusimos la creación de esta Universi- 
dad Tecnológica y acá, lamentablemente, se está tomando 
como botín político a la UTEC en lugar de tener una mira- 
da de carácter nacional. 


Nosotros dijimos, después de que se aprobó la ley, que 
era inconstitucional, y el proyecto de ley del Poder Ejecu- 
tivo termina dándonos la razón. Tal como dijimos antes 
que era inconstitucional, decimos ahora que también esta 
propuesta es inconstitucional. Por tozudez o no sé por qué 
razón, el Gobierno no admite que venga la Universidad 
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Tecnológica a solucionar un problema que es de carácter 
formal —¡formal!—, porque todas esas dudas iban a despe- 
jarse si la Universidad Tecnológica venía acá. 


(Dialogados). 


—No, no vino; a tratar este proyecto de ley no vino. 
No es la misma ley, por un principio de realidad y por- 
que, justamente, deroga la ley anterior. Ahora, si ustedes 
quieren someter a la UTEC a un proceso de inconstitucio- 
nalidad, están en su derecho, háganlo, pero nosotros tene- 
mos la responsabilidad de venir a decir lo que pensamos. 
Consideramos que ese riesgo está, entre otras cuestiones, 
porque los estudiantes y docentes dijeron en la comisión 
que van a interponer ese recurso. Por lo tanto, es absoluta- 
mente innecesario. 


La segunda inconstitucionalidad es discutible. Uno 
puede estar o no de acuerdo con esta interpretación, pero 
la primera es inobjetable porque es de carácter formal, al 
igual que esta que se está intentando subsanar en este mo- 
mento. Los dos artículos de la Constitución de la república 
son taxativos, no de interpretación; estos artículos le dicen 
al Parlamento lo que tiene que hacer. 


Por estos motivos, señor presidente, vamos a votar en 
contra de este proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE (José Carlos Mahía).- Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar en general el proyecto 
de ley. 


(Se vota). 

-17 en 27. Afirmativa. 
En discusión particular. 
Léase el artículo 1.*. 


SEÑORA BIANCHI.- Pido la palabra para una mo- 
ción de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (José Carlos Mahía).- Tiene la 
palabra la señora senadora. 


SEÑORA BIANCHI.- Formulo moción en el sentido 
de que se suprima la lectura del articulado y se vote en 
bloque. 


SEÑOR PRESIDENTE (José Carlos Mahía).- Se va a 
votar la moción formulada. 
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(Se vota). 

—17 en 27. Afirmativa. 

En consideración el articulado. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

17 en 27. Afirmativa. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunica- 
rá al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado 
por ser igual al considerado). 


27) EDIL SUPLENTE ROQUE RAMÓN 
BARLA MUÑIZ. JUICIO POLÍTICO 


SEÑOR PRESIDENTE (José Carlos Mahía).- Se pasa 
a considerar el asunto que figura en séptimo término del 
orden del día: «Proyecto de resolución a fin de pronunciar- 
se sobre la solicitud de juicio político, remitida por la Junta 
Departamental de Salto, al señor edil suplente Roque Bar- 
la Muñiz. (Carp. n? 711/2022 - rep. n.* 623/2023)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.* 711/2022 - rep. n.? 623/2023 
CÁMARA DE SENADORES 


COMISIÓN DE 
CONSTITUCIÓN Y LEGISLACIÓN 


Proyecto de Resolución 


VISTO: 


La acusación deducida por la Junta Departamental de Salto ante la Cámara 
de Senadores, contra el señor edil suplente Roque Ramón Barla Muñiz, resulta 
por el referido órgano departamental en la Resolución N* 138/2022 de 9 de 
junio de 2022, 


RESULTANDO: 


|) Que por Sentencia N* 84/2022 de 11 de mayo de 2022, dictada por el 
Juzgado Letrado de Primera Instancia de 2% turno de la ciudad de Salto, en el 
juicio abreviado tramitado en el JUE 355-49/2022, autos caratulados “Barla, 
Roque - Solicitud de diligencias preparatorias (artículo 64 lit. D del nuevo 
CPP)", se condenó al Sr. Barla a una pena de penitenciaria de dos años y ocho 
meses por la comisión de reiterados delitos de abuso sexual agravado. 


II) Que en virtud de dicha Sentencia de condena penal, la Junta 
Departamental de Salto, en ejercicio del poder que le confiere el artículo 296 de 
la Constitución, decidió, por intermedio de la Resolución N* 138/2022 de 9 de 
junio de 2022, acusar ante la Cámara de Senadores al edil suplente Roque 
Ramón Baria Muñiz por haber cometido “delitos graves”. 


111) Que el 9 de junio de 2022 fue recibida formalmente por la Cámara de 
Senadores la acusación presentada por la Junta Departamental de Salto contra 
el edil referido siendo inmediatamente cursada a la Comisión de Constitución y 
Legislación de este Senado el día 15 de junio de 2022, abriéndose asi el Juicio 
Político a que hace referencia el artículo 102 de la Constitución. 


IV) Que tratándose de un edil suplente, la Comisión de Constitución y 
Legislación solicitó informe a la División Estudios Legislativos a los efectos de 
dilucidar el tracto procedimiental a seguir. 


V) Que con fecha 1 de julio de 2022 emitió el informe solicitado, en el cual 
dictaminó lo que a continuación se transcribe: 


“De la simple lectura del artículo 265 se desprende claramente que los 
miembros de la Junta Departamental son tanto los titulares como los suplentes. 
Asimismo, en el artículo 296 antes transcripto, se establece el criterio de que 
serán pasibles del juicio político los “miembros” de las Juntas Departamentales, 
esto es, tanto los titulares como los suplentes. 


“Cabe destacar que la Constitución de la República habla de “miembros de 
las Juntas Departamentales” y establece en forma categórica que son pasibles 
del juicio político previsto en los artículos 296 y 93, no distinguiendo entre 
titulares y suplentes.” 


“En conclusión, luego de realizar un análisis e interpretación de la 
normativa constitucional y legal que rige la materia y de las diferentes posturas 
doctrinarias existentes, entendemos que el Edil Suplente es un miembro de la 
Junta Departamental, siéndole aplicable los artículo 296 y 102 de la 
Constitución y demás normas citadas.” 
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“El procedimiento a seguir por la Comisión es el mismo ya se trate de 
ediles titulares o suplentes, ya que la Constitución no distingue, ya que unos y 
otros son “miembros de las Juntas Departamentales”. 


VI) Que en función de lo anterior, con fecha 1? de agosto de 2022 se le 
otorgó al señor edil suplente Roque Ramón Barla Muñiz una vista del 
expediente por un plazo de diez días hábiles, perentorios e improrrogables, a 
los efectos de que pudiese articular sus defensas en esta instancia, la que no 
fue evacuada hasta la fecha habiendo trascurrido largamente el término 
concedido a tales efectos. 


VII) Que en varias de sus sesiones la Comisión deliberó acerca de diversos 
aspectos teórico-jurídicos que, en más de una ocasión, han dividido la opinión 
de la doctrina y aun de la práctica parlamentaria; fundamentalmente respecto 
del carácter de la responsabilidad que se pone en juego en el juicio político, el 
alcance de las causales que lo motivan o habilitan, las modalidades para la 
valoración de la prueba y la naturaleza de este Instituto y de la decisión que lo 
culmina, puntos que se analizarán en los considerandos siguientes. 


CONSIDERANDO 
1. Carácter de la responsabilidad que debe examinarse en el juicio político 


a) El «juicio político», regulado fundamentalmente por los artículos 93, 102, 
103 y 296 de la Constitución, pone en juego la responsabilidad político-penal 
de los gobernantes que se enumeran: Presidente y Vice-Presidente de la 
República, Ministros de Estado, miembros de la Suprema Corte de Justicia, del 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo, del Tribunal de Cuentas y de la 
Corte Electoral (artículo 93) y de los Intendentes y miembros de las Juntas 
Departamentales (artículo 296). 


La inclusión de los gobernantes departamentales entre los funcionarios 
pasibles del juicio político se produce a partir de la Constitución de 1934. 


Este tipo de responsabilidad («politico-penal») es bien especifico y se 
distingue de las responsabilidades de otra naturaleza a que puedan estar 
sometidos los gobernantes citados o algunos de ellos, como se aprecia en los 
párrafos siguientes: 


b) Responsabilidad puramente política, que es la que se evidencia 
típicamente en oportunidad de la censura a los Ministros (artículos 147 y 148 
de la Constitución). En ella, la desaprobación legislativa -que puede conducir a 
la renuncia o caida de los afectados- no requiere la atribución de ilícitos 
penales, sino que supone una discrepancia esencialmente política con la 
conducta administrativa o del gobierno de los Ministros. 


Es oportuno despejar adecuadamente una suerte de paradoja 
terminológica: el «juicio político» que es el dispositivo constitucional seguido en 
esta oportunidad -y que, como se ha dicho, pone en juego la responsabilidad 
«político-penal»- no lleva esa denominación en nuestra Ley Fundamental; por 
el contrario, cuando ella menciona la facultad parlamentaria de «juzgar 
políticamente» a los Ministros, está aludiendo al mecanismo de la censura 
(artículo 85 numeral 19) y no precisamente al «juicio político». Ocurre que la 
versión del impeachment inglés o norteamericano (que  enjuiciaba 
responsabilidad político-penal) en los sistemas jurídicos de habla hispana se 
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denomina tradicionalmente por la doctrina -y a veces también por el derecho 
positivo- juicio político. 

c) Responsabilidad puramente penal de los gobernantes, en casos de 
delitos «comunes» que no configuran las causales del juicio político 
enumeradas en el artículo 93 (tema que se analiza en el considerando 
siguiente). 


En el caso de los legisladores nacionales el proceso penal judicial por 
«delitos comunes que no sean los del artículo 93» requiere un antejuicio 
parlamentario de suspensión del fuero (artículo 114); antejuicio que en el caso 
del Presidente de la República y de los Ministros, es siempre por el 
procedimiento del juicio político, según lo establecen los artículos 172 y 178 
(estas normas presentan algunas dificultades interpretativas derivadas, en gran 
parte, de que los «juzgamientos parlamentarios» de nuestro sistema 
constitucional se regularon intentando combinar el «impeachment» inglés con 
el «juicio de residencia» español). 


Interesa especialmente al caso, destacar que los miembros de las Juntas 
Departamentales pueden ser sometidos a la Justicia Penal ordinaria, sin que 
medie un «antejuicio» parlamentario sea por delitos «comunes», sea por las 
causales del artículo 93. Como se expresó supra (Resultando 1) el edil acusado 
en este juicio político ya fue procesado por la Justicia Letrada Departamental 
de Salto. 


d) Responsabilidad civil, que puede adoptar dos modalidades: una pura o 
simple cuando por actos totalmente ajenos al servicio un funcionario público 
(sea o no gobernante) provoca daños patrimoniales indemnizables, en cuyo 
caso está expuesto a un juicio civil directo ante la Justicia Ordinaria y otra 
«subsidiaria», cuando el daño indemnizable es provocado por su actividad en 
los órganos públicos, en cuyo caso responde en primer término el Estado, que 
puede repetir contra el funcionario, si éste obró con culpa grave o dolo 
(artículos 24 y 25 de la Constitución). 


e) Finalmente, la responsabilidad puramente disciplinaria que puede ser 
aplicada normalmente por los cuerpos colectivos gobernantes respecto de 
algunos de sus integrantes, naturalmente cuando han incurrido en actos que 
justifiquen sanciones de este carácter. Un ejemplo normativo típico es el 
artículo 115 de la Constitución. 


La conclusión de que en el juicio político se analiza la responsabilidad 
«político-penal» del acusado es de general aceptación en nuestro país. La 
pacificidad doctrinaria en este punto es notoria y no debe confundirse con la 
polémica -si existente- acerca de la naturaleza (jurisdiccional, administrativa o 
de gobierno) de la actividad que el Senado desarrolla en el Juicio Político. En el 
primer caso se trata de la naturaleza jurídica de la responsabilidad del acusado, 
en el segundo de la naturaleza jurídica o tipo de responsabilidad («político- 
penal») es muy importante por las consecuencias que proyecta acerca del 
criterio para apreciar la gravedad del delito a que alude el artículo 93 de la 
Constitución aspecto que se aborda en el considerando que sigue. 


II. Causales o motivos del Juicio Político 


a) Las causales de este mecanismo constitucional son, según el artículo 
93, «la violación de la Constitución u otros delitos graves». Por su parte el 
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artículo 296 por cuyo mérito se ha promovido el presente Juicio Político 
establece para la acusación a los gobernantes departamentales que serán 
también «por los motivos previstos en el artículo 93». 


En la Constitución de 1830 (artículo 26, numeral 2”) las causales eran 
«delitos de traición, concusión, malversación de fondos públicos, violación de la 
Constitución, «u otros que merezcan pena infamante, o de muerte». Esta última 
parte fue sustituida en la Constitución de 1918 por la expresión «u otros delitos 
graves». Fórmula que se mantuvo en la Constitución de 1934 y de 1942. 


La Constitución de 1952 estableció como causales del Juicio Político: 
«violación de la Constitución o de las leyes u otros delitos graves». 


Finalmente, como se expresó supra, la fórmula actual (violación de la 
Constitución u otros delitos graves) es la establecida a partir de la Constitución 
vigente de 1967, 


Esta historia de las causales muestra que el constituyente uruguayo - 
siguiendo por lo demás las orientaciones del Derecho Comparado- fue 
abandonando el criterio de las penas como elemento para determinar la 
gravedad o no de los delitos que habilitavan el Juicio Político. El cambio 
ocurrido en la Constitución de 1918 con respecto a la de 1830, es 
particularmente ilustrativo al respecto. 


b) En el Uruguay se ha discutido el alcance de la causal «violación de la 
Constitución». Apenas se reseñará el punto, puesto que en el caso del edil 
suplente Roque Ramón Barla Muñiz que es el que aquí se juzga, no hay 
imputación de esta causal. De cualquier modo es útil recordar que las 
opiniones que se han sostenido, son las siguientes: 


-Cualquier violación a la Constitución habilita el Juicio Político. Esta 
posición es minoritaria y ha sido rechazada más de una vez en el Parlamento 
(por ejemplo cuando se promovió un Juicio Político contra el miembro del 
Consejo Nacional de Gobierno Eduardo Víctor Haedo, quien se ausentó del 
país antes de obtener la autorización parlamentaria respectiva). 


-Sólo configuran causal de Juicio Político las violaciones de la Constitución 
que estén tipificadas como un delito penal. Esta opinión cuenta con apoyo 
importante de la doctrina y tiene un significativo argumento de texto: la 
expresión «u otros delitos graves» hace pensar que lo anterior, «la violación de 
la Constitución», también debe ser un delito grave. 


-También se ha sostenido que la violación de la Constitución puede 
configurar causal de Juicio Político cuando reviste relación directa con el 
funcionamiento institucional, aun cuando no exista tipificación penal de la 
respectiva conducta. 


Pero como se ha dicho, interesa al presente caso analizar el alcance de 
expresión «delitos graves», por cuanto la acusación apunta en este sentido. 


Sobre la expresión «delitos graves» se han sostenido diversas 
interpretaciones: 


-Una sostiene que delitos graves son aquellos que se castigan con pena de 
penitenciaria, o sea, la que supera los dos años (no serían graves en esta 
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posición los delitos castigados con pena de prisión, es decir, hasta veinticuatro 
meses), que es la hipótesis que se configura en este caso. 


Esta fue la tesis sostenida por Mario Llana Barrios («El Juicio Político, 
Impresora Moderna, Montevideo, 1942), interpretando la expresión «delitos 
graves» «para la Constitución de 1918» basándose en que había sustituido a la 
frase «delitos que merezcan pena infamante o de muerte» de la Carta de 1830. 


-Otra posición fue precisamente sostenida por el profesor José A. Arlas 
(Derecho Procesal Penal, Tomo ll), quien aludiendo al Código del Proceso 
Penal sostuvo que en ese cuerpo normativo era el único lugar donde se usaba 
la expresión «delitos graves» (por oposición a los leves y correccionales) a 
efectos de adjudicarlos a la competencia de los entonces llamados «Jueces del 
Crimen». 


-Una tercera tesis, advierte que todos los delitos son graves, lo que se 
derivaría del artículo 2? del Código Penal, que divide a los delitos atendiendo a 
su gravedad, justamente en «delitos y faltas». 


- Dada estas divergencias en la doctrina y atento a que la Constitución no 
da una definición expresa del significado de la expresión «delitos graves», 
deben tenerse presente tres factores clave para concretar su alcance: 


1) Por un lado debe haber conductas tipificadas penalmente como delitos, 
es decir, que no basta una conducta inconveniente o inmoral si no constituye 
delito. Como dice Justino Jiménez de Aréchaga («La Constitución de 1952», 
Tomo ll, pág. 105): «la violación de la ley tipificando un delito que puede dar 
origen al Juicio Político». 


2) Por el otro, la gravedad del delito, el carácter grave del delito será 
decidido por la Cámara de Representantes o la Junta Departamental al acusar 
y por la Cámara de Senadores al decidir, como señala José Korzeniak («Primer 
Curso de Derecho Público. Derecho Constitucional», p. 506) 


3) Finalmente, si bien hay un margen de discrecionalidad para la 
apreciación de la gravedad del delito por parte, en este caso, de la Cámara de 
Senadores, la latitud senaturial para apreciar si se configura o no la causal 
habilitante del Juicio Político no debe confundirse con la arbitrariedad. Es y 
debe ser estricto en apreciar si existe una conducta no solamente irregular o 
ilícita sino penalmente tipificada, y además, debe tener muy en cuenta que el 
delito cometido afecte por ejemplo el buen funcionamiento del Estado de 
Derecho o ponga en tela de juicio el desempeño honesto, honrado e integro del 
cargo de gobernante, como señala Korzeniak. 


Los reiterados delitos de abuso sexual agravado, cometidos por el edil 
suplente Roque Ramón Barla Muñiz respecto de una niña, inhiben, a juicio de 
esta Cámara, la necesaria aptitud que debe tener un miembro de la Junta 
Departamental para el ejercicio honrado e íntegro de su cargo. La justificada 
sensibilidad que sobre este tipo de actos existe en la sociedad actual, exigen 
de este Cuerpo su más enérgica condena. Por lo que la Comisión de 
Constitución y Legislación ha concluido unánimemente que las conductas 
probadas al edil suplente Roque Ramón Barla Muñiz configuran delitos graves 
a los efectos del artículo 93 de la Constitución. Esta conclusión se ha basado 
no solamente en que existe una Sentencia judicial condenatoria recaída sobre 
el edil suplente Roque Ramón Barla Muñiz por las conductas penalmente 
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reprochables en las que incurrió, sino también en la interpretación del concepto 
de gravedad, referida al Juicio Político. 


III. Alcance de la decisión del Senado en el juicio político. 


Conforme a lo dispuesto en el artículo 102 de la Carta, cuando se concluye 
que hay responsabilidad de los acusados, le corresponde al Senado 
«...pronunciar sentencia al sólo efecto de separarlos de los cargos, por dos 
tercios de votos del total de sus componentes». Como ya se expresó, esta 
separación es definitiva, equivale materialmente a una destitución o a un acto 
de desinvestidura y no puede ir acompañada de otras sanciones accesorias, 
como sí ocurre en el «impeachment» inglés o norteamericano (Korzeniak, 
op.cit., pp. 508, 509) 


Lo expuesto determina, por un lado, que las resultancias del proceso 
judicial, cualesquiera sean, no alteran la separación del cargo dispuesta por el 
Senado. Y, por otro, que el gobernante separado de su cargo en un juicio 
político (salvo que se lo impidan los efectos de sentencia judicial), puede 
presentarse nuevamente como candidato en futuros actos electorales. 


ATENTO, a lo dispuesto en los artículos 296, 93, 102 y 103 de la 
Constitución, y en mérito a las conclusiones y fundamentos precedentes, el 
Senado 


RESUELVE: 


Sentenciar separando de su cargo de miembro de la Junta Departamental 
de Salto, al señor Roque Ramón Barla Muñiz. 


Sala de la Comisión, veintiocho de marzo de dos mil veintitrés. 


Charles Carrera 
Miembro informante 


Graciela Bianchi Carlos Camy 


Guillermo Domenech José Carlos Mahía 


Enrique Rubio Jorge Saravia 
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Junta Departamental de Salto 


Salto, 9 de junio de 2022. 


Esc. BEATRIZ ARGIMÓN 
Presidenta de la Cámara de Senadores 


Of. N* 486/2022 
AdC./aa. 


De nuestra mayor consideración: 

Cumplimos comunicar a Ud., 
que esta Junta Departamental en Sesión Extraordinaria de 
fecha 8 de junio de 2022, y en oportunidad de considerar los 
hechos delictivos perpetrados por el Edil Suplente de esta 
Corporación Roque Barla Muñiz, se adoptó por unanimidad de 
presentes en Sala (26 en 26 Sres. Ediles), la Resolución que 
para su conocimiento y efectos pertinentes se transcribe a 


continuación: 
R. N?. 138/2022. 


VISTO: Los graves hechos perpetrados por el Edil Suplente de nuestra Corporación, 
Roque Barla Muñiz, por los cuales fue condenado por la Justicia competente. 


RESULTANDO: |) Que por sentencia definitiva de primera instancia, del Juzgado Letrado 
de Primera Instancia de 2do. Turno de la ciudad de Salto, Número 84/2022, en Juicio 
Abreviado se condenó al Edil Suplente mencionado en el visto, a dos años y ocho meses 
de penitenciaria. 

1I) Que la mencionada sentencia condenó por reiterados delitos de 
Abuso Sexual Agravado. 

111) Que la víctima es una niña y con un vínculo de consanguinidad con 
el condenado. 


CONSIDERANDO: 1) Que el acusado es Edil Suplente de la Corporación. 

II) Los tipos de delitos agravados cometidos, que se los considera 
muy graves y aberrantes, es que se considera procedente a solicitar el correspondiente 
Juicio Político ante la Cámara de Senadores, para que resulte la separación definitiva de 
su cargo como Edil. 
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ATENTO: a lo expuesto, a lo informado por la Comisión de Legislación y Reglamento y a lo 
dispuesto por el artículo 296 de la Constitución de la República: 


LA JUNTA DEPARTAMENTAL DE SALTO 
RESUELVE: 


1”.- Acusar ante la Cámara de Senadores al Edil Suplente de la presente 
Corporación, Roque Barla Muñiz, por la comisión de los delitos graves, mencionados en la 
parte expositiva de la presente Resolución, para que le sea realizado Juicio Político que 
resulte en la separación definitiva de su cargo como Edil; salvo renuncia a la calidad de 
Edil, previa a la presentación de acusación ante la Cámara de Senadores. 

Se acompaña, acta de proclamación y la sentencia judicial correspondiente. 


2”.- Dese cuenta, etc. 
SALA DE SESIONES "GRAL. JOSÉ ARTIGAS" DE LA JUNTA DEPARTAMENTAL EN 


SALTO, A OCHO DE JUNIO DE DOS MIL VEINTIDOS. Ñ 


Sra. Carolina Palacios 
Presidenta 


Sr. Álvaro/la Cunda Leal 


de junio de 2022. 


ba lo considerado en Saá por 26 en 26 votos de los Sres. 


Sr. Álvaro da Cunda Leal 
Secrefário General 
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Sin otro particular, se adjunta 
copia de la sentencia referida y Acta de Proclamación de la 
Corte Electoral. 

Esperando oportunamente la 
comunicación correspondiente del Cuerpo que Ud. preside. 

Hacemos propicia esta 
oportunidad para saludarla muy atentamente. 


Y AD 


—— Sra, LH alac 
Presidenta 


Sr. Álvaro da Cunda Leal 
Secrétario General 


11 de abril de 2023 CÁMARA DE SENADORES 275-C.S. 


Juzgado Letrado de 2.* Turno de Salto 


JUE 355-49/2022 


AUDIENCIA de JUICIO ORAL 


En la ciudad de Salto el día once de mayo del año dos mil veintidós, a la hora 16:30 se encuentra 
en Audiencia la Sra. Juez Letrado de Se; Turno de Salto Claudia Melo Garcia, en autos 
caratulados: "BARLA, ROQUE - SOLI: DILIGENCIAS PROBATORIA (ART. 64 LIT. 


D DEL NUEVO CPP)" LU.E.355-49/2022; comparecen: 


Por el Ministerio Público, Sr. Fiscal Subrogante de la Titularidad de la Fiscalía Letrada 
mental de Salto de Cuarto Turno, Dr. domicilio constituido Artigas N*718, correo 


Departa 
electrónico fisdesalto! Enotificaciones.poderjudicial.gub.uy, 


El a ue Ramón BARLA MUÑIZ Oriental, C.1.2.807.119-0. Fecha de 

1961. Casado. Docente. Jubilado actualmente. Domiciliado en calle 
Brasil N'301 de esta ciudad de Salto; asistido por Defensa de Particular Confianza Dra, Ana 
Laura García, matrícula N*13.898, domicilio constituido:  Vilardebó N"998, domicilio 
electrónico: 27773640 notificaciones. poderjudicial.gub.uy.- 


Víctima: Pía Moretti Cafñio, madre de la niña Candela Barla con domicilio en Barrio Los 
Laureles, Block B, apto.102, asistida por Defensa Pública Dr. Sebastián Molteni, Matrícula 
N*13.741 domicilio constituido: — calle Artigas y Treinta y Tres Orientales, domicilio 
electrónico: defpsalto9 6 notificaciones. cial. gub.uy.- 


La presente audiencia será registrada en el sistema Audire y quedará incorporada al Sistema de 
Gestión. Se deja constancia asimismo que mar seslercoch 109 haya de disponer esta Magistrado 
en el curso de la Audiencia, serán debidamente reg s en audio y en soporte pape 

parte integral de esta. - 


AUTO DE FORMALIZACION Nro. 872/2022- 


Se tiene por formalizada la om, segui nes La Fiscalía Letrada Departamental de Salto de 
Cuarto Turno contra Roque O el artículo 
266 del C.P.P., a parra reina de REITERADOS DELITOS DE 
ABUSO "SE UAL AGRAVADO, en calidad de autor.- 
Ofíciese al LT.F. y a J.P.S.- 


DECRETO Nro. 873/2022- 


Se declara la admisibilidad del proceso abreviado solicitado atento a que se han cumplido los 
requisitos previstos en los artículos 272 y 273 del N.C.P.P.- 


SENTENCIA N o. 84/2022- 
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VISTOS: 


Para sentencia definitiva de primera instancia estos autos caratulados “BARLA, ROQUE - 

SOLICITUD DILIGENCIAS PROBATORIA (ART. 64 LIT. D DEL NUEVO CPP)” 

LU.E.355-49/2022, se, o an con intervención de la Fiscalía Departamental de Cuarto Turno, Dr. 
a 


Martin Galliazzi y de Particular Confianza, Dra. Ana Laura Garcia. 
RESULTANDO: 
I) Actuaciones incorporadas al proceso, 


1.- Por sentencia interlocutoria se tuvo por admitida la solicitud > bg formalización de la 
investigación con sujeción al proceso de Ramón BARLA .. 


2.- La Fiscalía acordó con el imputado, debidamente asistido, la aplicación del proceso 
abreviado.- 


ol relacionadas las evidencias que obran en la carpeta de investigación del Ministerio 
Pá . 


4.- El imputado manifestó en la audiencia de formalización hallarse en conocimiento de los 
hechos que se les atribuyen y de las evidencias obrantes en poder de la Fiscalía, como así 
también pl lr libre y espontáneamente habían prestado su consentimiento para la aplicación del 


5.- La Fiscalía solicitó la condena del imputado. La Defensa no formuló reparos. 


6.- Se tienen por admitidos los hechos que fueran relatados por el Ministerio Público y la 
Defensa. Se verificaron en audiencia los supuestos previstos por el art. 272 del N.C.P.P., sin 
advertirse observaciones ya que se había dispuesto la formalización, las penas se encuentran 
dentro de los guarismos requeridos por la Ley, y el imputado manifestó su voluntad en forma 
libre y espontánea, debidamente asesorado por su Defensa. 


CONSIDERANDO: 


1.- Tipici j ; Con sujeción a los hechos relevados se responsabilizará 
según la requisitoria Fiscal.- 


Ss ; La conducta típica, antijurídica y culpable 

del prev encuadran en la ación indicadas. El imputado es autor responsable de los 
referidos ilícitos (art. 60 eiusdem), por cuanto actuaron con conciencia y voluntad.- 
Circunstancias alteratorias: Moser dl la sapecda las lila > 


Individualización de la pena; La pena acordada por la Fiscalía y la Defensa se encuentra dentro 
del marco normativo previsto por el art. 273.2 del N.CPP,, por lo que el tratamiento punitivo 
solicitado es legal, contempla adecuadamente la entidad de los hechos de autos y las alteratorias 
concurrentes y personalidad delictiva del autor (art. 86 del C.P.).- 


Por los fundamentos expuestos, normas citadas y lo dispuesto por los arts. 12 y 18 de la 
Constitución, arts. 1, 3, 18, 54, 60, 272 bis y 279 del Código Penal, 272 y ss. concordantes y 
complementarias del N.C.P.P.; 


FALLO : ADMÍTASE LA ACUSACIÓN : CONDENANDO A : 
- Roque Ramón BARLA MUÑIZ, como autor penalmente responsables de 


REITERADOS 
DELITOS DE ABUSO SEXUAL AGRAVADO, a la pena de DOS (2) AÑOS Y OCHO (8) 
MESES DE PENITENCIARÍA y de su cargo las accesorias legales de rigor (art. 105 lit.E del 
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C.P.).- 


da educar, de a sá y toas, eones que implenn rat iecio co nas niños y 
adolescentes, personas y personas mayores en situación de dependencia, por 
sen pioo 3D) (la allan 


Asimismo y de acuerdo a lo preceptuado en la misma Ley en su art. 80, se condena a una 
reparación para la víctima por un monto equivalente a 12 (doce) ingresos 
mensuales del condenado, o en su defecto 12 (doce) salarios mínimos, sin perjuicio del 
derecho de la víctima de seguir la vía procesal para obtener la reparación integral del daño.- 


Se incluya al imputado Roque Ramón BARLA MUÑIZ en el Registro de Violadores y 
Abusadores Sexuales que lleva el Ministerio del Interior, a cuyos efectos se debe remitir en 


forma expresa: nales capi, Jal atada, cepo lugar de nacimiento, nacionalidad, 
número de cédula de identidad, trabajo o actual con indicación del domicilio, 


domicilio actual, delito por el que es condenado.- 
Se dispone la realización de los exámenes respectivos a fin de la identificación genética del 


imputado para su inclusión en el Registro Nacional de Huellas Genéticas y remítase el 
resultado al Registro Nacional de Violadores y Abusadores Sexuales, oficiándose.- 


Se impone al imputado la obligación de que una vez recuperada su libertad deberá mantener 
Pl q ¿pre rr E de 10 (diez) años, bajo apercibimiento de 
en de desacato. 


Oportunamente notifíquese a la víctima conforme con lo dispuesto por el artículo 81 de la Ley 
N*19.580.- 


Prohíbase al condenado acercarse y comunicarse por cualquier medio en un radio de 500 
rt A 
q A en materia de familia 
especializada, oficiándose.- 
Líbrese oficio a 1.T.F., J.P.S., I.N.R., U.E.V.D.G., y Corte Electoral.- 


Ofíciese a la Dirección Nacional de Migraciones a los efectos de la prohibición de salir del 
país sin la autorización suficiente durante el término de la condena.- 


Expídase testimonio y remítase al juzgado letrado con competencia en materia de familia que 
por turno corresponda. 


Ejecutoriada, cúmplase, liquídese y comuníquese la pena.- 
Modifíquese la caratula por “PROCESO ABREVIADO”.- 


Las partes consienten la presente Sentencia.- 
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DECRETO Nro. 874/2022- 


De acuerdo a lo solicitado por la defensa que por razones sanitarias solicita la prision 
domiciliaria del imputado, y de acuerdo a lo previsto en el art. 228.c del CPP, coordinese pricia 
forense en forma urgente.- 
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Copia del acta de la Junta Electoral de Salto 


Para ei sublema “CIUDADANOS SALTO” compuesto por las hojas N*107 y 601600, 
se emitieron 16.242 (Dieciséis mil doscientos cuarenta y dos) votos, de los 
cuales 793 (Setecientos noventa y tres) corresponden a las hojas y 0 (cero) 
se emitieron al subiema, de acuerdo al siguiente detalle: 

Hoja de votación N*1l0 7 .ccccaccceeemceeeeneemseees pan 
Hoja de votación N*601600.ocrcccococinmmnnconro romo 


Votos al sublema.........cccmom 


Votos adjudicados al Lema de diferentes subleMaS ..cccccncconocmeeeeees y arm e 2 


PARTIDO ASAMBLEA POPULAR: Para el sublema “EN LUCHA POR LA SOBERANIA” 
compuesto por la hoja de votación N*326, se emitieron 231 (doscientos 
treinta y un) votos, de los cuales 231 (doscientos treinta y un) 
corresponden a las hojas y 0 (cero) se emitieron al sublema, de acuerdo al 
siguiente detalle: 

A A A AA 7 ID, 
A O 


Votos al subleama........cccccis. reas 
Fotos adjudicados al Lema de diferentes sublemas. 


A a] 


INTENDENCIA DEPARTAMENTAL - PERÍODO 2020-2025 
De conformidad con lo preceptuado en el artículo 271, párrafos 2* y 3*, de 
la Constitución de la República y habida cuenta de los votos válidos 
emitidos para éste Órgano que ascienden a 87.798 (Ochenta y siete mil 
setecientos noventa y ocho), se adjudica el cargo de Intendente de Salto al 
Lema Partido Frente Amplio, por ser éste el que obtuvo mayor cantidad de 
votos correspondiéndole en consecuencia ocupar dicho cargo al primer 
:itular de las hojas de votación N*'70, 319, 538, 609, 611, 612, 616, 770, 
189, 800, 828, 890, 933, 1070, 1303, 1618, 1738, 1916, 1986, 2121, 2316, 
1190, 8000 y 2040205 en virtud de lo cual se proclama como 1”) TITULAR: Dr. 
andrés Pablo LIMA PROSERPIO, JAA- 7463; Suplentes: 1%) Lic. Gustavo Fabián 
THIRIFF SANCHEZ, JBC- 7823; 2*) Sra. Ingrid Mabel URROZ MERES, JAD- 6088; 
3%) Dr. Juan Pablo CESIO CESCONI, JAC- 6336; 4*) Sra. Patricia María 


SDINBELLI GASES, JAD= BM TI 
JUNTA DEPARTAMENTAL - PERÍODO 2020-2025 


De conformidad con lo dispuesto por el artículo 272 de la Constitución de 
la República y los artículos 5*, 6* y 7” de la Ley Complementaria de 
Elecciones N*7912 y habida cuenta de los votos válidos emitidos para la 
Junta Departamental que totalizan 87.798 (Ochenta y siete mil setecientos 
noventa y ocho). se adjudican al Lema Partido Frente Amplio que Obtuvo 
37.153 (Treinta y siete mil ciento cincuenta y tres) votos, 16 (dieciséis) 
cargos. Dichos cargos se distribuyen entre los sublemas y hojas de 
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votación, de acuerdo al siguiente detalle: al sublema “EL CAMBIO CONTINUA”, 
9 (nueve) cargos; distribuidos de la siguiente manera: hoja de votación 
N*70, 2 (dos) cargos; hoja de votación N*1986, 2 (dos) cargos; hoja de 
votación N*770, 4 (cuatro) cargos, hoja de votación N*2316, 1 (un) cargo; 
al sublema “ESPACIO SEREGNISTA”", 3 (tres) cargos; distríbuidos de la 
siguiente manera: hoja de votación N*789, 1 (un) cargo; hoja de votación 
N*828, 2 (dos) cargos; al sublema “SIEMPRE CON Y POR LA GENTE”, 1 (un) 
cargo; distribuidos de la siguiente manera: hoja de votación N*808, 1 (un) 
cargo; al sublema “SUMEMOS”, 3 (tros) cargos; distribuidos de la siguiente 
manera: hoja de votación N*1916, 1 (un) cargo; hoja de votación N*890, 1 
(un) cargo; hoja de votación N*1738, 1 (un) cargo; Adjudicados los cargos 
al Partido Frente Amplio y prosíiguiendo con las operaciones que indican 
los artículos mencionados, se adjudican al Partido Colorado 5 (cinco) 
cargas, que se distribuyen entre los sublemas y hojas de votación, de 
acuerdo al siguiente detalle: al sublena “VAMOS SALTO”, 5 (cinco) cargos; 
distribuidos de la siguiente manera: hoja de votación N*20115, 3 (tres) 
cargos; hoja de votación N*30, 1 (un) cargo; hoja de votación N*115, 1 (un) 
cargo. 

Al Fartido Nacional se adjudican 10 (diez) cargos que se distribuyen de la 
siguiente manera: al sublema "FUERZA Y RENOVACION SALTEÑA”, 9 (nueve) 
cargos, que se distribuyen entre los sublemas y hojas de votación, de 
acuerdo al siguiente detallo: hoja de votación N*404, 8 (ocho) cargos; hoja 
de votación N*400, 1 (un) cargo; al sublema “NUESTRO COMPROMISO ES CON UD”, 
1 (un) cargo entre las siguientes hojas: hoja de votación N*180, 1 (un) 
cargo; El Partido Asamblea Popular no obtuvo cargosS.-.-.-.-.- nn.” 
Efectuadas las adjudicaciones de las 31 (treinta y un) bancas que componen 
La Junta Departamental, SE PROCLAMAN por el Lema Partido Frente Amplio, 
Sublema “EL CAMBIO CONTINUA”, 9 (nueve) cargos; hoja de votación N*”70, 
sistema de suplentes respectivo), 2 (dos) cargos: 1% Titular: Mario 
FURTADO, C.C. JCC- 31944 Suplentes: 1% Milly Karina PINTOS, C.C. JCC- 
17276; 2% Carlos SILGORIA, C.C. JCB- 16754 y 3 Hugo VERME, C.C. JCF- 928, 
2% Titular: Patricia BARRIOS, C.C. JCH- 3306 Suplentes: 1% Alvaro GODOY, 
C.C. JCB- 13469; 2% Walter RANGEL, C.C. JCB- 12368 y 3” Natalia LAGREGA, 
C.C. JCB- 18119; hoja de votación N*1986, (sistema de suplentes mixto), 2 
(dos) cargos: 1% Títular: Regino LOPEZ, C.C. JCC- 28066, Suplentes: 1* 
María Julia RUSGERI, C.C. JAA- 9680; 2% Fabricio FIGUEROA, C.C. JAC- 7006 y 
3% Cynthia BARRIOS, C.C. JCD- 19917, 2% Titular: Marcela DA COL, C.C. JBE- 
4950, Suplentes: 1* Santiago BIDART, C.C. JAB- 9515; 2” Roque BARLA, C.C. 
JBA- 5261 y 3” Silvia CATTANI, C.C. JAC- 8297; hoja de votación N*770, 
(sistema de suplentes respectivo), 4 (cuatro) cargos: 1% Titular: Elbio 
MACHADO, C.C. JFD- 1867, Suplentes: 1% Laura PALACIOS, C.C. JAA- 8401; 2? 
Rosana FIGUEROA, C.C. JCG- 4519 y 3% Arturo BRACBIRO, C.C. JCC- 11328, 2” 
Titular: Ignacio ARAUJO, C.C. JCB- 5781 Suplentes: 1% Maria Celeste 
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Disposiciones citadas 


CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLCIA 


SECCION Il 
DERECHOS, DEBERES Y GARANTIAS 


CAPITULO 1 


Artículo 12- Nadie puede ser penado ni confinado sin forma de proceso y 
sentencia legal. 


Artículo 18.- Las leyes fijarán el orden y las formalidades de los juicios. 


SECCION V 
DEL PODER LEGISLATIVO 


CAPITULO Il 


Artículo 93.- Compete a la Cámara de Representantes el derecho exclusivo 
de acusar ante la Cámara de Senadores a los miembros de ambas Cámaras, al 
Presidente y el Vicepresidente de la República, a los Ministros de Estado, a los 
miembros de la Suprema Corte de Justicia, del Tribunal de lo Contencioso- 
Administrativo, del Tribunal de Cuentas y de la Corte Electoral, por violación de 
la Constitución u otros delitos graves, después de haber conocido sobre ellos a 
petición de parte o de algunos de sus miembros y declarado haber lugar a la 
formación de causa. 


CAPITULO lil 


Artículo 102.- A la Cámara de Senadores corresponde abrir juicio público a 
los acusados por la Cámara de Representantes o la Junta Departamental, en su 
caso, y pronunciar sentencia al solo efecto de separarlos de sus cargos, por dos 
tercios de votos del total de sus componentes. 


SECCION XVI 
DEL GOBIERNO Y DE LA ADMINISTRACION DE LOS DEPARTAMENTOS 


CAPITULO Il 


Artículo 272.- Los cargos de miembros de la Juntas Departamentales se 
distribuirán entre los diversos lemas, proporcionalmente al caudal electoral de 
cada uno, sin perjuicio de lo establecido en los apartados siguientes. 


Si el lema que haya obtenido el cargo de Intendente sólo hubiese obtenido la 
mayoría relativa de sufragios se adjudicará a ese lema la mayoría de los cargos 
de la Junta Departamental, los que serán distribuidos proporcionalmente entre 
todas sus listas. 
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Los demás cargos serán distribuidos por el sistema de la representación 
proporcional integral, entre los lemas que no hubiesen obtenido representación 
en la adjudicación anterior. 


CAPITULO IX 
Artículo 296.- Los Intendentes y los miembros de la Junta Departamental 
podrán ser acusados ante la Cámara de Senadores por un tercio de votos del 
total de componentes de dicha Junta por los motivos previstos en el artículo 93. 


La Cámara de Senadores podrá separarlos de sus destinos por dos tercios de 
votos del total de sus componentes. 
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CÓDIGO PENAL 


LIBRO | 
PARTE GENERAL 


TITULO | 
DE LOS DELITOS 


CAPITULO | 
PRINCIPIOS GENERALES 


Artículo 41.- (Concepto del delito) Es delito toda acción u omisión 
expresamente prevista por la ley penal. 
Para que ésta se considere tal, debe contener una norma y una sanción. 


Artículo 3.- (Relación de causalidad) Nadie puede ser castigado por un hecho 
previsto por la ley como delito, si el daño o el peligro del cual depende la 
existencia del delito, no resulta ser la consecuencia de su acción o de su omisión. 
No impedir un resultado que se tiene la obligación de evitar, equivale a 
producirlo. 


CAPITULO II! 
DE LA CULPABILIDAD 


Artículo 18.- (Régimen de la culpabilidad) Nadie puede ser castigado por un 
hecho que la ley prevé como delito, si no es intencional, ultraintencional o 
culposo, cometido además con conciencia y voluntad. 


El hecho se considera intencional, cuando el resultado se ajusta a la intención; 
ultraintencional cuando el resultado excede de la intención, siempre que tal 
resultado haya podido ser previsto; culpable, cuando con motivo de ejecutar un 
hecho, en sí mismo jurídicamente indiferente, se deriva un resultado que, 
pudiendo ser previsto, no lo fue, por imprudencia, impericia, negligencia o 
violación de leyes o reglamentos. 


El resultado que no se quiso, pero que se previó, se considera intencional; el 
daño que se previó como imposible se considera culpable. 


En ningún caso podrá castigarse por un resultado antijurídico, distinto o más 


grave que el querido, que no haya podido ser previsto por el agente. 
Fuente: Ley N* 16.707, de 12 de julio de 1995, articulo 1. 


TITULO IV 
DEL CONCURSO DE DELITOS Y DELINCUENTES 


CAPITULO | 
DE LA REITERACION 


Artículo 54 - (Reiteración real) Al culpable de varios delitos, no excediendo el 
número de tres, cometidos en el país o fuera de él, se le aplicará la pena que 
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corresponda por el delito mayor aumentada en razón del número y gravedad de 
los otros delitos, pero sin que el aumento pueda exceder de la mitad de la misma 
pena, salvo que tales delitos se hubieren ejecutado en el término de cinco años, 
a partir del primero, en cuyo caso el aumento puede llegar a las dos terceras 
partes. 


CAPITULO II 
DEL CONCURSO DE DELINCUENTES 


Artículo 60.- (Concepto del autor) Se consideran autores: 

1. Los que ejecutan los actos consumativos del delito. 

2. Los que determinan a personas no imputables o no punibles a cometer el 
delito. 


LIBRO | 
PARTE GENERAL 


TITULO V 
DE LAS PENAS 


CAPITULO ll 
DE SU APLICACIÓN 


Artículo 86.- (Individualización de la pena) El Juez determinará en la 
sentencia, la pena que, en su concepto, corresponda, dentro del máximo y el 
mínimo señalado por la ley para cada delito, teniendo en cuenta la mayor o 
menor peligrosidad del culpable, sus antecedentes personales, la calidad y el 
número -sobre todo la calidad- de las circunstancias agravantes y atenuantes 
que concurran en el hecho. 


Tratándose de delitos sancionados con pena de prisión cuando concurren 
atenuantes excepcionales, el Juez tendrá potestad de bajar a la de multa que 
aplicará conforme al inciso precedente. (Artículo 68, apartado 22). 


TITULO VII 
DE LOS EFECTOS CIVILES DEL DELITO 


CAPITULO | 
DE SU REGIMEN 


Artículo 105.- (Normas de la responsabilidad civil) La responsabilidad civil se 
rige por lo dispuesto en el Código Civil, Libro IV, Título !, Capítulo Il, Sección Il y 
apareja los siguientes efectos: 


a) Confiscación de los efectos del delito y de los instrumentos con que fue 
ejecutado, salvo que unos y otros pertenezcan a un tercero, extraño al hecho, o 
que se trate de delitos culpables o de faltas. 


b) Embargo preventivo de los bienes del procesado. 
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c) Obligación de resarcir los daños y perjuicios causados. 
d) Condenación a los gastos del proceso. 


e) Obligación de indemnizar al Estado, los gastos de alimentación, vestido y 
alojamiento durante el proceso y la condena. 


LIBRO Il 


TITULO X 
DE LOS DELITOS CONTRA LAS BUENAS COSTUMBRES Y EL ORDEN DE 
LA FAMILIA 


CAPITULO IV 
DE LA VIOLENCIA CARNAL, CORRUPCION DE MENORES, ULTRAJE 
PUBLICO AL PUDOR 


Artículo 272-BIS.- (Abuso sexual).- El que por medio de la intimidación, 
presión psicológica, abuso de poder, amenaza, fuerza o cualquier otra 
circunstancia coercitiva realice un acto de naturaleza sexual sobre una persona, 
del mismo o distinto sexo, será castigado con pena de dos a doce años de 
penitenciaria. 


La misma pena se aplicará cuando en iguales circunstancias se obligue a una 
persona a realizar un acto de naturaleza sexual sobre un tercero. 


La violencia se presume cuando el acto de naturaleza sexual se efectúa: 


1. Con una persona menor de quince años. Esta presunción no regirá si se 
tratare de relaciones consensuadas entre personas de trece años cumplidos y 
no exista entre ambas una diferencia mayor de ocho años. 


2. Con descendiente o persona bajo su cuidado o autoridad menor de 
dieciocho años de edad. 


3. Con persona que, por causas congénitas o adquiridas, permanentes o 
transitorias, se halla, en el momento de la ejecución del acto, privada de 
discernimiento o voluntad. 


4. Con persona arrestada o detenida, siempre que el imputado resulte ser el 
encargado de su guarda o custodia. 
Fuente: Ley N* 19.839, de 9 de julio 2020, artículo 7. 
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CAPITULO V 
ESPECTACULOS Y PUBLICACIONES INMORALES Y PORNOGRAFICOS 


Artículo 279. (Agravantes).- Las penas previstas en los artículos 272, 272 bis, 
272 ter, 273, 273 bis y 274 aumentarán de un tercio a la mitad cuando 
concurrieren los siguientes agravantes: 

A. La condición de ascendiente, hermano o hermana, tío, tía, tutor, cónyuge, 
concubino, encargado de la guarda, custodia, curador o persona con autoridad 
sobre la víctima. 

B. Cuando el agente se aprovechare de su condición de responsable dela 
atención o cuidado de la salud de la víctima, de su calidad de educador, maestro, 
funcionario policial o de seguridad. 

C. Si la víctima fuera menor de dieciocho años de edad. 

D. Si resultare un grave daño a la salud física o mental de la víctima. 


E. El autor tuviere conocimiento de ser portador de una enfermedad de 
transmisión sexual grave, y hubiera existido peligro de contagio. 


F. Si se produjere contaminación de enfermedad de transmisión sexual o 
embarazo. 


G. Si el autor se aprovechare de un entorno de coacción o se prevaleciere de 
la discapacidad física o intelectual de la víctima. 


H. Si el hecho se cometiere con la participación de dos o más personas. 


|. La continuidad en el tiempo de la conducta abusiva respecto de una misma 
persona. 
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CÓDIGO DEL PROCESO PENAL 


LIBRO | 
DISPOSICIONES GENERALES 


TÍTULO II 
DE LOS SUJETOS PROCESALES 


CAPÍTULO Ill 
EL IMPUTADO 


SECCIÓN | 
DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 64.- (Derechos y garantías del imputado). Todo imputado podrá 
hacer valer hasta la terminación del proceso, los derechos y garantías que le 
confieren la Constitución de la República y las leyes. 


Entre otros, tendrá derecho a: 


a) no ser sometido a tortura ni a otros tratos crueles, inhumanos o 
degradantes; 


b) designar libremente defensor de su confianza desde la primera actuación 
del Ministerio Público y hasta la completa ejecución dela sentencia que se dicte. 
Si no lo tuviera, será asistido por un defensor público en la forma que establece 
la ley; 


c) que se le informe de manera específica y clara acerca de los hechos que 
se le imputan y los derechos que le otorgan la Constitución de la República y las 
leyes; 


d) solicitar del fiscal las diligencias de investigación destinadas a desvirtuar 
las imputaciones que se le formulan; 


e) solicitar directamente al juez que cite a una audiencia, a la cual deberá 
concurrir con su abogado con el fin de prestar declaración sobre los hechos 
materia de la investigación; 


f) conocer el contenido de la investigación, salvo en los casos en que alguna 
parte de ella hubiere sido declarada reservada y solo por el tiempo que dure esa 
reserva, de acuerdo con las normas que regulen la indagatoria preliminar; 


g) solicitar el sobreseimiento de la causa y recurrir contra la resolución que 
rechace la petición, en ambos casos mediante intervención de su defensor, 


h) guardar silencio, sin que ello implique presunción de culpabilidad; 
i) negarse a prestar juramento o promesa de decir la verdad; 


j) no ser juzgado en ausencia. 
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LIBRO Il 
PROCESO DE CONOCIMIENTO 


TÍTULO | 
DEL PROCESO ORDINARIO EN MATERIA DE CRIMENES Y DELITOS 


CAPÍTULO | 
INDAGATORIA PRELIMINAR 


Artículo 266 (Formalización de la investigación).- 


266.1 Cuando existan elementos objetivos suficientes que den cuenta de la 
comisión de un delito y de la identificación de sus presuntos responsables, el 
fiscal deberá formalizar la investigación solicitando al juez competente la 
convocatoria a audiencia de formalización. 


266.2 La solicitud se hará por escrito, salvo en el caso previsto en el artículo 
266.4 de este Código y deberá contener en forma clara y precisa: 


a) la individualización del imputado y de su defensor, si este hubiera sido 
designado durante la investigación preliminar; 


b) la relación circunstanciada de los hechos y la participación atribuida al 
imputado; 


c) las normas jurídicas aplicables al caso; 

d) los medios de prueba con que cuenta; 

e) las medidas cautelares que el fiscal entienda pertinentes; 

f) el petitorio; 

g) la firma del fiscal o de un representante autorizado por la Fiscalía. 


266.3 Presentada una solicitud de formalización de la investigación que no se 
ajuste a las disposiciones precedentes, el juez ordenará que se subsanen los 
defectos en el plazo que señale, bajo apercibimiento de tenerla por no 
presentada. 


266.4 Si el imputado se encontrare detenido por el hecho respecto del cual se 
decide formalizar la investigación, la solicitud de audiencia deberá formularse de 
inmediato a la detención, aun verbalmente y la audiencia deberá celebrarse 
dentro de las veinticuatro horas siguientes a dicha detención, de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 16 de la Constitución de la República. 


266.5 Si el imputado se encontrare en libertad, recibida la solicitud de 
formalización, el juez convocará a las partes y a la víctima a audiencia, la que 
deberá celebrarse en un plazo no mayor a veinte días. 
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266.6 En la audiencia de formalización se escuchará a las partes y a la víctima 
que hubiere comparecido. En dicha audiencia el juez resolverá: 


a) la legalidad de la detención si fuese el caso; 
b) la admisión de la solicitud fiscal de formalización de la investigación; 


c) el pedido de medidas cautelares que haya formulado el fiscal o la víctima 
de acuerdo con lo dispuesto en el literal e) del artículo 81.2 y en los artículos 216 
y siguientes de este Código; 


d) toda otra petición que realicen las partes. 


La solicitud de medidas cautelares se resolverá atendiendo a la carpeta de 
investigación llevada por el Ministerio Público y siempre que hubiere sido 
controlada por la defensa. 


Si el juez, a solicitud de la defensa, lo considerare imprescindible, podrá 
producirse prueba en la propia audiencia, aun cuando no estuviere contenida en 
la carpeta de investigaciones. La prueba a diligenciarse deberá ceñirse 
estrictamente a los requisitos para la adopción de la cautela. Tratándose de la 
prisión preventiva, los requisitos que deberán reunirse son los establecidos en el 
artículo 224 del presente Código. 


La formalización de la investigación aparejará la sujeción del imputado al 
proceso y dará comienzo al sumario (artículo 16 de la Constitución de la 
República). Cuando se produzca en causa en la que pueda recaer pena de 
penitenciaria, tendrá el efecto previsto en el artículo 80 de la Constitución de la 
República. 


266.7 Ampliación del objeto de la investigación. Si se atribuyeren nuevos 
hechos al imputado cuya investigación preparatoria ya fue formalizada, o se 


ampliara a nuevos imputados, se convocará a una nueva audiencia. 
Fuente: Ley N* 19 549, de 25 de octubre de 2017, articulo 24 


TÍTULO II 
DEL PROCESO ABREVIADO 


Artículo 272.- (Procedencia).- Se aplicará el proceso abreviado para el 
juzgamiento de hechos que constituyan delitos cuyo tipo básico esté castigado 
con una pena mínima no superior a cuatro años de penitenciaria o de una pena 
no privativa de libertad, cualquiera fuere la entidad de esta última. No se aplicará 
el proceso abreviado al homicidio con circunstancias agravantes especiales 
(artículo 311 del Código Penal), ni al homicidio con circunstancias agravantes 
muy especiales (artículo 312 del Código Penal). 


Será necesario que el imputado, en conocimiento de los hechos que se le 
atribuyen y de los antecedentes de la investigación, los acepte expresamente y 
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manifieste su conformidad con la aplicación de este proceso. La existencia de 
varios imputados no impedirá la aplicación de estas reglas a algunos de ellos. 


En ese caso, el acuerdo celebrado con un imputado no podrá ser utilizado 
como prueba en contra de los restantes. 
Fuente: Ley N* 19.889, de 9 de julio de 2020, artículo 27. 


Artículo 273.- (Procedimiento).- El proceso abreviado se regirá por lo 
establecido en el proceso ordinario, con las siguientes modificaciones: 


273.1 Desde la formalización y hasta el vencimiento del plazo para deducir 
acusación o solicitar sobreseimiento, el fiscal podrá acordar con el imputado la 
aplicación del proceso abreviado. 


273.2 La aceptación de los hechos y de los antecedentes de la investigación 
por el imputado, será considerada por el Ministerio Público al momento de 
solicitar la pena, pudiendo disminuir la solicitud hasta en una tercera parte de 
aquella aplicable al caso concreto. 


273.3 El juez, en audiencia, verificará el cumplimiento de los requisitos del 
artículo 272 de este Código, así como que el imputado hubiere prestado su 
conformidad con conocimiento de sus derechos, libre y voluntariamente. Si 
entendiera que el acuerdo no cumple con los requisitos legales, declarará su 
inadmisibilidad. En este caso, la pena requerida en el proceso abreviado no será 
vinculante para el Ministerio Público y la aceptación de los hechos y de los 
antecedentes de la investigación por parte del imputado se tendrá por no 
formulada. 


273.4 En la misma audiencia, el juez dictará sentencia, luego de oír a la 
víctima si esta estuviera presente en la audiencia, la que, en caso de ser 
condenatoria, no podrá imponer una pena mayor a la solicitada por el Ministerio 
Público. 


273.5 En estos procesos, el imputado deberá cumplir de manera efectiva y en 
todos sus términos con el acuerdo alcanzado con la Fiscalía. 


273.6 La solicitud de la pena disminuida por parte del Ministerio Público, 
referida en el artículo 273.2, no podrá ser inferior al mínimo previsto por el delito 
correspondiente. 


273.7 En caso de que la víctima no hubiera estado presente en la audiencia 
en la que se dictó sentencia, esta será notificada del acuerdo alcanzado entre la 


Fiscalía y el imputado, en el plazo de diez días. 
Fuente: Ley N* 19.889, de 9 de julio de 2020, artículo 27. 


Artículo 273-BIS.- (Procedencia del proceso abreviado para adolescentes).- 
El proceso abreviado previsto en los artículos 272 y 273 del presente Código 
también será aplicable a los adolescentes cuando cometan infracciones a la ley 
penal, con excepción de las infracciones gravísimas previstas en el artículo 72 
del Código de la Niñez y la Adolescencia. 
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Sin perjuicio de lo establecido en el inciso siguiente, la Fiscalía y la Defensa 
velarán, bajo su más seria responsabilidad, para que los adolescentes 
comprendan las consecuencias de la tramitación del proceso abreviado. A 
dichos efectos los adolescentes podrán contar con el apoyo de su referente 
emocional o, en su defecto, con el asesoramiento de instituciones públicas o 
privadas especializadas en la materia. 


Deberá tenerse presente la excepcionalidad y la brevedad de la privación de 
libertad conforme lo establecido en la Convención de los Derechos del Niño. 


En ocasión de tramitarse un proceso abreviado por el juez de adolescentes, 
si el magistrado, luego de interrogar al indagado de acuerdo a lo previsto en el 
artículo 273.3 de este Código, entendiera que el acuerdo a que se arribó no es 
ajustado a derecho, podrá solicitar directamente información complementaria al 
fiscal, quien se la dará sobre la base de lo que surja de su carpeta de 
investigación. 


Si el juez entendiera que el acuerdo no cumple con los requisitos legales para 
su validez, declarará su inadmisibilidad, continuándose por las vías pertinentes. 


La tramitación del proceso abreviado no obstaculizará lo previsto en el artículo 
94 del Código de la Niñez y la Adolescencia. 
Fuente: Ley N” 19,889, de 9 de julio de 2020, artículo 28 


Artículo 273-TER (Proceso simplificado).- 


1. Normas aplicables. El procedimiento simplificado se regirá por lo 
establecido en este artículo, sin perjuicio de ser de aplicación subsidiaria las 
normas que regulan el proceso oral. 


2. Oportunidad procesal. Desde la formalización de la investigación y hasta el 
vencimiento del plazo previsto en el artículo 265, el fiscal podrá solicitar al juez 
competente la citación inmediata a proceso simplificado. 


3. Solicitud. La solicitud se realizará en audiencia, en la cual el juez, 
escuchando previamente a la defensa, resolverá si lo admite o no. En caso de 
que el fiscal anuncie que no habrá de requerir pena superior a tres años de 
penitenciaria para ninguno de los imputados, el juez así lo decretará. La 
audiencia a tales efectos será convocada en forma inmediata. La resolución que 
admite o deniega la vía procesal simplificada se reputa incluida entre las 
decisiones previstas en el artículo 365 de este Código. 


4. Asimismo y en ocasión de tramitarse un proceso abreviado (artículo 272), 
si el magistrado, luego de interrogar al indagado de acuerdo a lo previsto por el 
artículo 273.3, entendiera que el acuerdo a que se arribó no se ajusta a derecho, 
podrá solicitar directamente información complementaria al fiscal, quien se la 
dará sobre la base de lo que surja de su carpeta de investigación. Si el 
magistrado entendiera que el acuerdo no cumple con los requisitos legales para 
su validez, declarará su inadmisibilidad, determinando seguir por la vía del 
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proceso simplificado si el fiscal lo solicita en base a cualquiera de las hipótesis 
del numeral anterior. 


En el caso de continuación del proceso simplificado por inadmisibilidad del 
procedimiento abreviado, se tomarán las medidas cautelares que se estimen 
pertinentes, si no se tomaron, a solicitud del fiscal y se fijará fecha en un período 
máximo de siete días para su iniciación. 


5. Acusación. Admitida la solicitud, el fiscal deberá presentar en la misma 
audiencia la acusación, en forma oral, con el contenido previsto en el artículo 
127. 


6. Contestación de la acusación. El juez concederá traslado al imputado y su 
defensa, la que podrá contestar en la misma audiencia en forma oral o hacerlo 
en el plazo de diez días por escrito. 


7. Cuando la contestación fuera efectuada en audiencia, se continuará en la 
misma audiencia con el desarrollo del proceso simplificado. 


8. Cuando la contestación se realice por escrito, recibida la misma, el juez 
interviniente convocará a audiencia en un plazo máximo de diez días, en la que 
efectuará una breve relación de la acusación. 


9. Efectuado lo previsto en los numerales anteriores, el juez preguntará al 
imputado si admite su responsabilidad en los hechos contenidos en la acusación 
o si, por el contrario, solicita la realización del juicio. 


10. Resolución inmediata. Si el imputado admite su responsabilidad en los 
hechos, lo que oportunamente será valorado en forma legal, y no fueren 
necesarias otras diligencias, el juez dictará sentencia inmediatamente. 


11. Continuación del procedimiento. Si el imputado no admite su 
responsabilidad en los hechos, se convocará a audiencia en un período no 
inferior a los veinte días ni superior a los cuarenta desde la fecha de la resolución. 


12. La resolución que dispusiere la citación ordenará que las partes 
comparezcan a la audiencia con todos sus medios de prueba. Si alguna de ellas 
requiere de la citación de testigos o peritos por medio del tribunal, deberán 
formular la respectiva solicitud con una anticipación no inferior a cinco días a la 
fecha de la audiencia. 


13. Desarrollo de la audiencia de continuación de los procedimientos. En la 
audiencia se resolverán las cuestiones preliminares que obstaren al desarrollo 
válido del acto y se delimitará el objeto del proceso. Se otorgará la palabra a las 
partes para que efectúen los alegatos iniciales, produciéndose la prueba y 
realizándose los alegatos finales. Estará prohibido el careo del imputado con la 
víctima o con el denunciante. El fiscal podrá solicitar el retiro del imputado de la 
sala en ocasión de las declaraciones de los testigos, de la víctima, del 
denunciante o de los peritos. 
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14. Dictado de sentencia. Realizados los alegatos finales, el juez dictará 
sentencia en la misma audiencia. Si la complejidad del caso lo ameritara podrá 
fijar una nueva audiencia para el dictado de la sentencia, que deberá realizarse 
dentro de los cinco días siguientes. 


15. Prórroga excepcional de la audiencia. La audiencia no podrá suspenderse 
por no haberse rendido prueba en la misma. Sin embargo, si no hubiere 
comparecido algún testigo o perito cuya citación judicial hubiere sido solicitada y 
su declaración fuere indispensable para la adecuada resolución de la causa, el 
juez dispondrá lo necesario para asegurar su comparecencia. La suspensión no 
podrá en caso alguno exceder de cinco días, transcurridos los cuales deberá 


proseguirse conforme a las reglas generales, aún a falta del testigo o perito. 
Fuente: Ley N” 19.889, de 9 de julio de 2020, articulo 29, 
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Ley N* 16.871 
de 28 de setiembre de 1997 


CAPITULO ll! 
REGISTRO NACIONAL DE ACTOS PERSONALES 


Artículo 34 (Secciones).- El Registro Nacional de Actos Personales tendrá 
seis Secciones:  Interdicciones, Regímenes Matrimoniales, Uniones 
Concubinarias, Mandatos y Poderes, Universalidades y Sociedades Civiles de 
Propiedad Horizontal. 


Los interesados en el registro de los actos ordenados por este Capítulo 
deberán suministrar los datos que expresa el artículo 36 de la presente ley 
respecto de las personas afectadas por las inscripciones solicitadas, con las 


excepciones que establezca la reglamentación. 
Fuente: Ley N* 18,246, de 27 de diciembre de 2007, articulo 12, 
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Ley N” 19.580 
de 22 de diciembre de 2017 


VIOLENCIA HACIA LAS MUJERES BASADA EN GÉNERO 


CAPÍTULO V 
PROCESOS DE PROTECCIÓN, INVESTIGACIÓN Y PENALIZACIÓN DE LA 
VIOLENCIA BASADA EN GÉNERO CONTRA LAS MUJERES 


SECCIÓN VI 
PROCESOS PENALES 


Artículo 79.- (Suspensión del ejercicio de la patria potestad e inhabilitación 
para el ejercicio de funciones públicas y privadas).- Las personas sujetas a 
proceso por los delitos previstos en los artículos 272, 272 bis, 272 ter, 273, 273 
bis, y 274 del Código Penal y en la Ley N* 17.815, de 6 de setiembre de 2004, 
quedan suspendidas en el ejercicio de la patria potestad o guarda e inhabilitadas 
para el ejercicio de funciones públicas y privadas en el área educativa, de la 
salud y todas aquellas que impliquen trato directo con niñas, niños y 
adolescentes, personas con discapacidad y personas mayores en situación de 
dependencia, por un plazo de diez años si recayera sentencia de condena o 
hasta su sobreseimiento o absolución. 


La suspensión e inhabilitación para el ejercicio de la patria potestad y 
funciones establecidas en este artículo será del doble de lo previsto en el mismo 


en caso de reincidencia. 
Fuente: Ley N* 19.791, de 30 de agosto de 2019, artículo 3. 


Artículo 80.- (Sanción pecuniaria).- En la sentencia de condena, además de 
la pena, se dispondrá una reparación patrimonial para la victima por un monto 
equivalente a doce ingresos mensuales del condenado, o en su defecto doce 
salarios mínimos, sin perjuicio de su derecho a seguir la via procesal 
correspondiente para obtener la reparación integral del daño. 


Artículo 81.- (Notificación a la víctima).- Siempre que se disponga la libertad 
de una persona sujeta a proceso por delitos vinculados a la violencia basada en 
género, doméstica o sexual, el Tribunal competente debe notificar dicha 
resolución a la víctima con una antelación mínima de cinco días y disponer 
medidas de protección a su respecto por un plazo no inferior a ciento ochenta 
días. 
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Ley N” 19.889 
de 9 de julio de 2020 


SECCIÓN | 
SEGURIDAD PÚBLICA 


CAPÍTULO IX 
DISPOSICIONES VARIAS 


Artículo 104.- (Registro Nacional de Violadores y Abusadores Sexuales).- 
Créase un Registro Nacional de Violadores y Abusadores Sexuales, el cual 
estará a cargo del Ministerio del Interior. 


Serán incluidos en el Registro los condenados con sentencia firme por los 
delitos de violación (artículo 272), abuso sexual (artículo 272 BIS), abuso sexual 
especialmente agravado (artículo 272 TER), atentado violento al pudor (artículo 
273), abuso sexual sin contacto corporal (artículo 273 BIS), y corrupción (artículo 
274) del Código Penal, y por los delitos previstos en la Ley N* 17.815, de 6 de 
setiembre de 2004 (sobre violencia sexual, comercial o no comercial, cometida 
contra niños, adolescentes o incapaces), con el objeto de proceder a la 
individualización de las personas responsables. 


El Registro almacenará y sistematizará la información de toda persona 
condenada por los delitos enunciados en el inciso precedente. 


Asimismo, respecto de toda persona condenada se consignará: 


A) Nombres y apellidos, en caso de poseerlos se consignarán los 
correspondientes apodos, seudónimos o sobrenombres. 


B) Fotografía actualizada. 

C) Fecha y lugar del nacimiento. 

D) Nacionalidad. 

E) Número de documento de identidad. 

F) Trabajo o actividad especificando la dirección del mismo. 

G) Domicilio actual. 

H) Delito por el cual fue condenado. 

Una vez que la sentencia condenatoria se encuentre firme, el juez ordenará 
de oficio los exámenes tendientes a lograr la identificación genética del 


condenado para su inclusión en el Registro Nacional de Huellas Genéticas y 
remitirán al Registro Nacional de Violadores y Abusadores Sexuales, mediante 
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oficio, los datos filiatorios de los condenados por los delitos individualizados en 
el inciso segundo y datos sobre la sentencia de condena. 


Los condenados, una vez en libertad y por un plazo de diez años, tendrán la 
obligación de mantener informada a la Sede Judicial debiendo comunicar 
cualquier modificación operada en los datos referidos en esta norma. El juez 
competente comunicará la información pertinente a la autoridad registral. La 
inobservancia por parte del condenado a lo preceptuado en el presente artículo, 
será considerada delito de desacato, siendo de aplicación la pena prevista en el 
artículo 173 del Código Penal. 


Será obligación del Ministerio del Interior mantener la información contenida 
en el Registro debidamente actualizada. 


El juez, al momento de dictar sentencia de condena, impondrá conjuntamente 
con la pena que corresponda, la inhabilitación por un plazo mínimo de diez años 
para el ejercicio de actividades vinculadas a la atención de salud, sanitarias, 
docentes o académicas o cualquier actividad directa o indirectamente 
relacionada con las mismas, que impliquen contacto con menores de edad, tanto 
a nivel público como privado. En caso de que el condenado cuente con una 
anotación en el Registro, el Juez, al momento de dictar sentencia de condena, 
impondrá conjuntamente con la pena que corresponda, la inhabilitación por un 
plazo mínimo de quince años para el ejercicio de las actividades anteriormente 
mencionadas. En caso de que el condenado cuente con dos o más anotaciones 
en el Registro, el juez impondrá la inhabilitación por veinte años para el ejercicio 
de las actividades anteriormente mencionadas. 


Toda institución educativa sea pública o privada, de tipo guardería, preescolar, 
escolar, secundaria, de oficios o universitaria deberá, como requisito previo a la 
contratación de un empleado, exigir un certificado de no inscripción en el 
Registro, el que será emitido sin costo por el Ministerio del Interior, 


La reglamentación establecerá las sanciones correspondientes para el caso 
de incumplimiento a lo preceptuado en este artículo. 


El Ministerio del Interior podrá proporcionar información sobre los individuos 
incluidos en el Registro Nacional de Violadores y Abusadores Sexuales a toda 
persona que lo solicite con razones debidamente fundadas, en las condiciones 
que establezca la reglamentación. 
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SEÑOR PRESIDENTE (José Carlos Mahía).- En dis- 
cusión. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador 
Carrera. 


SEÑOR CARRERA.- Señor presidente: este es un jui- 
cio político que se tramitó en la Comisión de Constitución 
y Legislación. 


El proyecto de resolución de la comisión establece: 
«VISTO: La acusación deducida por la Junta Departamen- 
tal de Salto ante la Cámara de Senadores, contra el señor 
edil suplente Roque Ramón Barla Muñiz, resulta por el re- 
ferido órgano departamental en la Resolución n.” 138/2022 
de 9 de junio de 2022, 


RESULTANDO: I) Que por Sentencia n.? 84/2022 
de 11 de mayo 2022, dictada por el Juzgado Letrado de 
Primera Instancia de 2.” turno de la ciudad de Salto [...] 
autos caratulados “Barla, Roque — Solicitud de diligencias 
preparatorias (artículo 64 lit. D del nuevo CPP)”, se con- 
denó al Sr. Barla a una pena de penitenciaría de dos años y 
ocho meses por la comisión de reiterados delitos de abuso 
sexual agravado. 


IT) Que en virtud de dicha Sentencia de condena penal, 
la Junta Departamental de Salto, en ejercicio del poder que 
le confiere el artículo 296 de la Constitución, decidió, por 
intermedio de la Resolución N* 138/2022 de 9 de junio de 
2022, acusar ante la Cámara de Senadores al edil suplente 
Roque Ramón Barla Muñiz por haber cometido “delitos 
graves”, 


TI) Que el 9 de junio fue recibida formalmente por la 
Cámara de Senadores la acusación presentada por la Jun- 
ta Departamental de Salto contra el edil referido siendo 
inmediatamente cursada a la Comisión de Constitución 
y Legislación de este Senado el día 15 de junio de 2022, 
abriéndose así el Juicio Político a que hace referencia el 
artículo 102 de la Constitución. 


IV) Que tratándose de un edil suplente,» —estuvimos 
discutiendo si correspondía o no promover juicio político 
a un edil suplente— «la Comisión de Constitución y Legis- 
lación solicitó informe a la División Estudios Legislativos 
a los efectos de dilucidar el tracto procedimiento a seguir. 


V) Que con fecha 1 de julio de 2022 emitió el informe 
solicitado, en el cual dictaminó lo que a continuación se 
transcribe: 


“De la simple lectura del artículo 265 se desprende 
claramente que los miembros de la Junta Departamental 
son tanto los titulares como los suplentes. Asimismo, en 
el artículo 296 antes transcripto, se establece el criterio de 
que serán pasibles del juicio político los “miembros” de las 
Juntas Departamentales, esto es, tanto los titulares como 
los suplentes”». 
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Más adelante, volviendo a los resultandos, se expresa: 
«VI) Que en función de lo anterior, con fecha 1* de agosto 
de 2022 se le otorgó al señor edil suplente Roque Ramón 
Barla Muñiz una vista del expediente por un plazo de diez 
días hábiles, perentorios e improrrogables, a los efectos 
de que pudiese articular sus defensas en esta instancia, la 
que no fue evacuada hasta la fecha habiendo trascurrido 
largamente el término concedido a tales efecto. [...] 


VIT) Que en varias de sus sesiones la Comisión delibe- 
ró acerca de los diversos aspectos teórico-jurídicos que, en 
más de una ocasión, han dividido la opinión de la doctrina 
y aun de la práctica parlamentaria. [...] 


Los miembros de la comisión llegamos a la conclusión 
de que esta persona, este edil suplente, es pasible de jui- 
cio político porque cometió un delito sumamente grave 
y, por lo tanto, consideramos que es viable la destitución. 
[...] Los reiterados delitos de abuso sexual agravado, co- 
metidos por el edil suplente Roque Ramón Barla Muñiz 
respecto de una niña, inhiben, a juicio de esta Cámara, la 
necesaria aptitud que debe tener un miembro de la Junta 
Departamental para el ejercicio honrado e íntegro de su 
cargo. La justificada sensibilidad que sobre este tipo de 
actos existe en la sociedad actual, exige de este Cuerpo su 
más enérgica condena. Por lo que la Comisión de Consti- 
tución y Legislación ha concluido unánimemente que las 
conductas probadas al edil suplente Roque Ramón Barla 
Muñiz configuran delitos graves a los efectos del artículo 
93 de la Constitución. Esta conclusión se ha basado no so- 
lamente en que existe una Sentencia judicial condenatoria 
recaída sobre el edil suplente Roque Ramón Barla Muñiz 
por las conductas penalmente reprochables en las que in- 
currió, sino también en la interpretación del concepto de 
gravedad referida al Juicio Político». 


En este sentido, conforme a lo dispuesto en el artículo 
102 de la Constitución, cuando se concluye que hay res- 
ponsabilidad de los acusados, le corresponde al Senado 
«... pronunciar sentencia al solo efecto de separarlos de 
los cargos, por dos tercios de votos del total de sus com- 
ponentes». 


Es así como atento a lo dispuesto en los artículos 296, 
93, 102 y 103 de la Constitución, y en mérito a las con- 
clusiones y fundamentos precedentes, la Comisión de 
Constitución y Legislación aconseja, por unanimidad, que 
el Senado resuelva «Sentenciar separando de su cargo de 
miembro de la Junta Departamental de Salto, al señor Ro- 
que Ramón Barla Muñiz». 


Asimismo, como miembro informante me corresponde 
decir que esto fue votado por la unanimidad de los inte- 
grantes de la Comisión de Constitución y Legislación. 


Eso es lo que aconsejamos al Cuerpo, señor presidente. 


Muchas gracias. 


11 de abril de 2023 


SEÑORA KECHICHIAN- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (José Carlos Mahía).- Tiene la 
palabra la señora senadora. 


SEÑORA KECHICHIAN.- Simplemente quisiera ha- 
cer una aclaración, porque si bien no figura mi firma, soy 
miembro de la Comisión de Constitución y Legislación. 
Precisamente, el día en que esto se resolvió había sufrido 
una caída aquí, en el Parlamento, y me golpeé. Por esa ra- 
zón no participé de la comisión. Sin embargo, quiero que 
conste en la versión taquigráfica que, obviamente —si bien 
mi firma no aparece—, acompaño totalmente la resolución 
de separación del cargo del edil suplente por el grave de- 
lito que cometió. 


SEÑOR PRESIDENTE (José Carlos Mahía).- En con- 
sideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto 
de resolución. 
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(Se vota). 
—28 en 28. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se harán las comunicaciones pertinentes a la Junta De- 
partamental de Salto. 


(Ocupa la presidencia la señora Beatriz Argimón). 


28) ALCALDE ALFREDO SÁNCHEZ. 
JUICIO POLÍTICO 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en octavo término del orden del día: 
«Proyecto de resolución a fin de pronunciarse sobre la soli- 
citud de juicio político, remitida por la Junta Departamen- 
tal de Colonia, al señor alcalde Alfredo Sánchez. (Carp. 
n. 573/2021 - rep. n.* 622/2023)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.? 573/2021 - rep. n.* 622/2023 


CÁMARA DE SENADORES 


COMISIÓN DE 
CONSTITUCIÓN Y LEGISLACIÓN 


Proyecto de Resolución 
VISTO: 


La acusación deducida por la Junta Departamental de Colonia ante la 
Cámara de Senadores contra el señor Alcalde Alfredo Iván Sánchez Balbuena 
resuelta por el referido órgano de departamental en la Resolución de fecha 13 
de octubre de 2021. 


RESULTANDO: 


|.- Que por haber sido el nombrado condenado como autor penalmente 
responsable de un delito de "Asociación para delinquir en reiteración real, con 
un delito continuado de Fraude y un delito continuado de Concusión”, a la pena 
de tres (3) años de penitenciaria, doscientas unidades reajustables (200 UR) e 
INHABILITACIÓN ESPECIAL POR DOS AÑOS (2) para el ejercicio de la 
función pública (subrayado nuestro). Todo lo anterior fue comunicado en legal 
forma a la Intendencia Municipal de Colonia por el Juzgado Letrado de Rosario 
de 3er. turno según oficio 405/2021 (Sentencia Nro. 46/2021 de fecha 28 de 
setiembre de 2021), 


I!.- Que por la resolución aludida la Junta respectiva comunicó por Oficio 
número 2021/83/2/0484 la acusación ante la Cámara de Senadores al 
nombrado, por la comisión de delitos graves, para que le sea realizado Juicio 
Político de acuerdo con los artículos 296 y 93 de la Constitución de la 
República. 


1II.- Que la Cámara de Senadores recibió formalmente la acusación 
relacionada, siendo cursada en tiempo y forma a la Comisión de Constitución y 
Legislación de este Senado el 9 de noviembre de 2021, iniciándose así el 
Juicio Político de acuerdo a las disposiciones constitucionales. 


IV.- Que de acuerdo a lo que corresponde se le otorgó al señor Alcalde 
Alfredo Sánchez vista de las actuaciones por el plazo de diez días hábiles a los 
efectos de poder articular defensa. 


V.- Que en fecha 20 de junio de 2022 el nombrado evacuó la vista 
conferida en la que manifiesta que promovió Acción de Inconstitucionalidad 
contra el artículo 18 de la ley 19.272, de 18 de setiembre de 2014, ante la 
Suprema Corte de Justicia. Asimismo solicitó que se detuviera el proceso de 
Juicio Político hasta el pronunciamiento del máximo órgano de Justicia. 


VI.- Que en sucesivas sesiones de la Comisión de Constitución y 
Legislación se discutió si se debía hacer lugar a lo solicitado por el señor 
Sánchez en cuanto a detener el proceso de Juicio Político hasta el 
pronunciamiento de la Suprema Corte de Justicia sobre lo consignado en el 
apartado V del presente. La mayoría de los integrantes de la Comisión referida, 
asesora de la Cámara de Senadores, resolvió en forma afirmativa. 


CONSIDERANDO 


|.- Que con fecha 16 de marzo de 2023 por Sentencia número 210/2023 la 
Suprema Corte de Justicia desestimó por cuatro votos conformes y uno 
disidente, la acción incoada. 
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Il- Que el Alto Cuerpo entiende que el Poder Legislativo ostenta 
legitimación pasiva: *(...) pues se trata del único organismo con competencia 
para aplicar la ley impugnada de inconstitucionalidad, ya que el Juicio Político 
al Alcalde de la Localidad de Florencio Sánchez, en caso de avanzar, debería 
ser resuelto por la Cámara de Senadores, conforme surge de la armonización 
de la norma legal atacada con los artículos 93, 102 y 296 de la Constitución 
dela República”. En definitiva, de acuerdo a la Sentencia de la Suprema Corte 
de Justicia, los Alcaldes pueden ser objeto de Juicio Político ante esta Cámara 
de Senadores. 


I!l.- Que el día 21 de los corrientes la Comisión de Constitución y 
Legislación tomó conocimiento de la citada sentencia, por lo que por 
unanimidad decidió continuar el Juicio Político y tomar resolución el día 28 
también de los corrientes. Así se hizo y también por UNANIMIDAD se resolvió 
la destitución del Alcalde Alfredo Sánchez, en base a las siguientes 
consideraciones de hecho y de Derecho. 


IV.- Que el Alto Cuerpo en sus conclusiones se remite a la situación 
específica de quien interpuso la acción de inconstitucionalidad, o sea el Alcalde 
Alfredo Sánchez. Esto es: es una persona YA CONDENADA e INHABILITADA 
por la justicia penal de acuerdo a lo relacionado en los Resultandos del 
presente Informe. En consecuencia, todo lo que luce en la Sentencia 
relacionada en lo que refiere a la “separación del cargo” es obvio que no se 
aplica a este caso porque la justicia lo inhabilitó por dos años. En 
consecuencia, no está en funciones. 


V.- Que debe quedar claro que los Senadores estamos investidos por 
sucesivas constituciones nacionales y por la vigente, de una facultad de tipo 
jurisdiccional sobre la conducta incluso de sus pares, de los Intendentes y de 
otros cargos departamentales y municipales. Abundando en nuestro derecho 
constitucional vigente, los artículos 93, 102, 103 y 296 de la Carta Magna, son 
pasibles también de responsabilidad político-penal el Presidente y 
Vicepresidente, Ministros de Estado, miembros de la Suprema Corte de 
Justicia, etc. 


VI.- Que la Sentencia de marras se fundamenta doctrinariamente en la 
opinión -entre otros- de los doctores Jorge Veiras y Lucia Fernández (“Juicio 
Político. Aspectos procesales”, publicado en "Procesos Constitucionales” FCU. 
2018): *(...) En otros términos, en el juicio político no se emite pronunciamiento 
político alguno sobre la responsabilidad penal del funcionario (que será materia 
de la justicia penal)”. Y más adelante, los autores nombrados expresan: *(...) el 
juicio político constituye un proceso previo -y por tanto un presupuesto para el 
ejercicio de la acción penal- en el caso de los funcionarios mencionados en el 
artículo 93 de la Constitución”. 


EN CAMBIO, EL JUICIO POLÍTICO PROMOVIDO contra el Intendente o 
contra los Miembros de las Juntas Departamentales no constituye un proceso 
previo a un proceso penal. *( ... JA diferencia de lo previsto en el artículo 93 de 
la Constitución para los funcionarios allí mencionados, conforme al artículo 296 
de la Carta, el Juicio Político contra Intendentes y Ediles (y Alcaldes, según 
previene la norma impugnada) es potestativo ("podrán ser acusados”). Por este 
motivo, si bien desde el punto de vista funcional el Juicio Político constituye una 
garantía o prerrogativa para el buen ejercicio de tales funciones, al mismo 
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tiempo se trata de una instancia que las Juntas Departamentales pueden 
promover para dirimir la RESPONSABILIDAD POLÍTICA (subrayado nuestro) 
de aquellos, con TOTAL PRESCINDENCIA DEL PROCESO PENAL 
(subrayado nuestro), en el que se dilucidará su eventual responsabilidad 
criminal”. 

VII.- Que la actual Presidente de la Corporación doctora. Doris Morales 
para fundamentar su voto se basa en la opinión del doctor José Luis Korzeniak 
(Primer Curso de Derecho Público. Derecho Constitucional. FCU 2008) que 
consideramos totalmente adecuado al caso que nos ocupa: "En este sentido ha 
señalado Korzeniak que: “El Juicio Político es un procedimiento parlamentario 
no legislativo, en el cual se juzga la responsabilidad político-penal de 
determinados gobernantes, con el efecto de que, si se le encuentra culpable 
SE LO DESTITUYE O SE LO SEPARA DEL CARGO (subrayado nuestro), (...) 
en el juicio político el PARLAMENTO juzga la responsabilidad político-penal. 
Ese agregado (“POLÍTICO”) -subrayado nuestro- se justifica por dos razones: 
una, la más clara, porque los órganos que están juzgando los delitos son 
órganos políticos (...) y otra porque en algunos casos (y en algunas 
constituciones) los delitos que se juzgan deben necesariamente estar 
vinculados a la ACTIVIDAD POLÍTICA DEL GOBERNANTE ENJUICIADO" 
(subrayado nuestro). 


VIl!.- Que en la Sentencia de marras se consigna en forma inequívoca que: 
*(...) la Cámara de Senadores ejerce el rol de tribunal y cumple función 
jurisdiccional". 

ATENTO a los dispuesto en los artículo 296, 93, 102 y 103 de la 
Constitución de la República y a lo expresado en el cuerpo de este Informe, el 
Senado 


RESUELVE: DESTITUIR al Alcalde Alfredo Iván Sánchez Balbuena. 
Sala de la Comisión, veintiocho de marzo de dos mil veintitrés 


Graciela Bianchi 
Miembro informante 


Carlos Camy Charles Carrera 
Guillermo Domenech José Carlos Mahía 


Enrique Rubio Jorge Saravia 
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CÁMARA DE SENADORES 


Junta Departamental de Colonia 


o ol ' 
Colonia, 13 de octubre de 2021. 


Sra. Presidenta de la Cámara de Senadores 
Beatriz Argimón 

Montevideo. 

De nuestra consideración: 


Cúmplenos comunicar a Usted, que esta Junta 


Departamental, en sesión de fecha 30 de setiembre próximo pasado y en 
oportunidad de considerar los hechos ocurridos en la localidad de Florencio 
Sánchez, adoptó por 11 votos en 30 ediles presentes en Sala, la resolución 
que para su conocimiento y efectos pertinentes se transcribe a 
continuación: 


"VISTO: los graves hechos ocurridos en la localidad de Florencio Sánchez, 
puestos de manifiesto con la condena de nueve ciudadanos vecinos de 
nuestro departamento de Colonia, 

RESULTANDO: 


1. 


Que entre los condenados, figura el edil departamental 
perteneciente a la lista 904 904 del Partido Nacional, señor Pablo 
Sánchez. 


. Que el fallo condenatorio confirma la acusación fiscal del señor 


Pablo Sánchez por los delitos de Asociación para delinquir en 
reiteración real con un delito continuado de fraude. 


. Que entre los condenados, figura el Alcalde de la localidad de 


Florencio Sánchez electo por la lita 22-H del Partido Nacional, señor 
Alfredo Sánchez. 


. Que el fallo condenatorio confirma la acusación fiscal del señor 


Alfredo Sánchez por los delitos de asociación para delinquir, en 
relteración real con un delito continuado de fraude y un delito 
continuado de concusión. 


CONSIDERANDO: 


1, 


2. 


Que el condenado señor Pablo Sánchez es el edil perteneciente a la 
bancada del Partido Nacional, y ha sido hasta hace pocos días 
presidente de la comisión de Tránsito y Transporte de esta 
Corporación. 

Que el condenado señor Alfredo Sánchez ha sido Alcalde de 
Florencio Sánchez por el Partido Nacional, reelecto en la última 
elección departamental de 2020. 


. El impacto de nivel nacional y el estado de alarma pública causados 


por estos hechos penosos para la institucionalidad del Gobierno 
Departamental de Colonia. 
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ATENTO: 
A lo establecido por el artículo 296 de la Constitución de la República y en 
el párrafo segundo del artículo 18 de la Ley N* 17.272, 

LA JUNTA DEPARTAMENTAL DE COLONIA, 

RESUELVE: 

ACUSAR ante la Cámara de Senadores al señor Alcalde Alfredo Sánchez, 
por la comisión de delitos graves, para que le sea realizado Juicio Político 
que resulte en la separación definitiva de su cargo. 
ACOMPAÑAR con la Sentencia judicial.” 


Sin otro particular, adjuntando copia de la 


Sentencia referida, hacemos propicia la oportunidad para saludarle 
atentamente, 


a 


Claudia Maciel Raimondo, 
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Fiscalía General de la Nación 


SOLICITUD AL JUEZ 
[ Datos de la solicitud ] 


Tipo de Solicitud: - Otros 

NUNC: 2018307759 Caso: 1 TUE: 2-59575/2018 
Solicitud: 1082952 ¿Es crimen organizado?: No 

Juzgado: Jdo. Ldo. De Rosario de 3T 

Fecha para la que solicita: 28/09/2021 

Materia: Penal 2017 


€$_AMIMMMH¿M¿51 A A KÉÁ 


Reserva 


Tipo de reserva: Básica 


A a, 


SRA. JUEZ LETRADO DE PRIMERA INSTANCIA DE 3” TURNO DE ROSARIO. 
La Sra. Fiscal Letrada Departamental de Rosario, Dra. Sandra Fleitas constituyendo domicilio en 
huzargó N."409 de esta cludad y electrónico en sippaviAnaotificaciones.poderjudicial.gub.uy, 
comparece en aplicación de lo dispuesto por el Art. 266 del CPP a formalizar la investigación que se 
encuentra realizando en la causa identificada con los NUNC Nro. 2018307759 y 2021034181 


respecto de A.S.B,, MA. G.T., MLSA., PSA, NBL, NMAL, LDLSM. y AZOR. 


FORMALIZACIÓN 
l. Hechos 


NUNC 2018307759 

Surge probado, que con fecha 8 de Diciembre del año 2018, en Seccional 17ma. de la 
Ciudad de Florencio Sánchez, XXXX. radicó denuncia, donde expresa que A./(.S.B., quien ocupa el 
cargo de Alcalde de esa Ciudad estaría entregando motos incautadas por parte de personal de 
Tránsito Municipal a personas que no efectúan el pago de las contravenciones aplicadas a dichos 
vehículos. 


Se comienza una investigación donde luego de realizar tareas de vigilancia y demás, se incauta 
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por parte de los Investigadores una moto marca WINNER GC 125, matrícula 000 0X conducida por 
NF., la cual efectuada la pericia correspondiente, se constata que la misma se corresponde a la 
que le luera incautada por pare de Personal de Tránsito que cumple funciones en la Alcaldía de 
Florencio Sánchez, a la persona B.V. 


"Los investigadores interrogaron en Sede administrativa a quien le fue incautada la moto en 
cuestión, a F.NF,, quien expresó que le compró dicho birrodado, a 8.V.. hace unos cuatro 
meses, pagándole la suma de dos mil pesos uruguayos, no realizando ningún tipo de 
documentación por el negocio concretado. Es de destacar, que después de periciar dicho birrodado, 
el mismo quedó depositado en la Seccional 17ma. 


Teniendo presente las explicaciones dadas por F. se interrogó a BV, en dos 
oportunidades. En una de ellas manifestó que no sadía donde está la moto, porque nunca la 
recuperó. Pero en su declaración en sede administrativa, ofrecida en una segunda oponunidad, 
expresó que los Inspectores de Tránsito, en la Ciudad de Florencio Sánchez le habían retirado la 
moto, en la cual circulaba, marca WINNER modelo CG 125, quedando la misma en el predio de 
la relerda Alcaldía de dicha Ciudad. Al ir a retirar, a dicha comuna, V. la mencionada moto, 
por carecer de documentación, por tener libreta vencida y no levar casco, al momento que fue 
inspeccionado, no pudo retirar el birodado ya que además se le aplicaba una multa de trece mil 
pesos Uruguayos, por lo que dicha moto quedó en el predio de la Alcaldía de Florencio Sánchez. 
Consultado si vendió dicho birrodado a F., admitió que la moto que le vendió a este 
último, era de su propiedad y que la misma la había recuperado, porque le fue entregada por 
AS., solicitándole a cambio que le consiguiera votos. Finalmente explicó que había cambiado su 
declaración en la segunda oportunidad, ya que en la primera, se encontraba amenazado por 
al Alcalde, quien le manifestó que sl decía lo sucedido, él lo denunciaría como que V. habla 
robado la moto del predio de la Alcaldía. 


En tal sentido y a solicitud de la Fiscalía, el Departamento de Tránsito de la Intendencia 
de Colonia informó que la moto WINNER GC125 matricula XXX XXX, que le había sido 
incautada a V., no se encontraba en la Alcaldía de Florencio SANCHEZ. Según expediente 
enviado por la Intendencia de Colonia, surge la correspondiente Acta de incautación, sin embargo 
no existe boleta de devolución de dicho birrodado a quien se le había incautado por la 
irregularidades en las que se encontraba circulando (Copia de Expediente Nro. 02-2019-268). 


Asimismo los investigadores aconsejaron a la Fiscalia la interceptación de los abonados nros. 
Nro. xo0exxxxxx utilizado por la persona A.S.B., lo que fue autorizado por Justicia Letrada de 
Primera Instancia de Tercer Tumo de la Ciudad de Rosario, donde del mismo surgen varias 
comunicaciones de importancia con el abonado Nro. ousoVnorx perteneciente a M.A., con el abonado 
Nro. xxx-xxxxxx utilizado por G.T., con el abonado xx0-xwxwwax utilizado por MILSA., con el abonado 


11 de abril de 2023 CÁMARA DE SENADORES 307-C.S. 


Nro. xo0c-xxxxxx utilizado por P.S.A., con los abonados xao y oRxxxxxx ulilizados por 
N.B.L,, con los abonados xXxXX-XXXXXX, XXX-XXXXXX Y xxooxxx que figuran a nombre de 
N.M.A.L., pero que son utilizados por su esposo A.S., y sus hijos P.S. y M.L.S., en tanto 
que N. sé comunica a través del teléfono fijo de su domicilio abonado Nro. xxxx-xxxx, con el 
abonado doxe-xwooxx utilizado por 1.D.L.S.M., y con el abonado Nro. xxx-xxxxxx utilizado por 
AZOR. 

Del análisis de la información contenida en dichos abonados, surgen distintos 
diálogos mantenidos a través de mensajería, donde AS. y M.A., expresan claramente que 
con el fin de obtener votos para ser reelecto S. como Alcalde, les entregaban pasajes de 
transporte de Ómnibus a nombres de funcionarios de dicha Alcaldía, combustible, 
materiales de construcción, entre otros, a particulares, entre ellos a AZ.B. y M.C.TS., sin 
cumplir con las formalidades exigidas a tales efectos (formación de los expedientes 
administrativos correspondientes). Asimismo el testigo H.F. manifestó que acordó con A.S,, 
que abriría una empresa monotributista del Mides, para que de esa manera fuera contratado por 
la Alcaldia de Florencio Sánchez, para hacer obras viales. En tal sentido, este último a 
requerimiento de S., dejaba el talonario de la empresa en la Alcaldia desconociendo el 
destino que AS. y MA. les daban posteriormente a las mismas. 


De un dialogo mantenido entre S. y M. surge claramente que era de conocimiento de 
ambos, y el uso, por parte de éstos de poderes apócrifos sin la autorización y el contralor 
correspondiente de la Corte Electoral. Dichos poderes figuraban como otorgados por el candidato 
a la Intendencia el Dr, M., a través de la Corte Electoral a distintos colaboradores Políticos para 
poder ingresar en representación de su lema y cumplir funciones de contralor en las distintas 
mesas electorales donde se sufragaba para la elección del candidato a Intendente en el 
Departamento de Colonia. De los diálogos mantenidos entre ambos surgen que dichos poderes 
eran falsos en cuanto a su contenido ya que si bien existían poderes que habían sido autorizados 
por la Corte Electoral, éstos los duplicaban a fin de autorizar según su conveniencia a los 
colaboradores Políticos que irían a cada circuito el día de las elecciones Internas. Asimismo 
surge que uno de esos poderes falsos lo llevaba en su cartera M. Dichos poderes les permitlan 
tener acceso a las distintas mesas electorales y de esa manera asegurarse y tener conocimiento 
de la cantidad de votantes que votaban al lema de M. y a quien lo acompañaba que era S. 


Es claro que $. y A. planificaban todas las actividades que podrían realizarse con dinero de 
la Alcaldía y siempre intentaban que parte de dicho dinaro pudiera quedar en manos de los 
mismos para poder disfrutarlo en su provecho personal, A. cobraba la mayor cantidad de 
compensaciones que le eran permitidas, (sin embargo algunas de ellas no las podía recibir porque 
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no cumplían con la contraprestación que habillaba a que las recibiera, (tales como compensación por 
trabajo insalubre, compensación por realización de horas extras, entre otras), incluso en algunas 
oportunidad cuando no concurría a trabajar y estaba haciendo uso de licencia médica, 
Asimismo, también se beneficiaba recibiendo materiales comprados a nombre de la Alcaldía, los 
que usaba en su propio beneficio (sin realizar a solicitud administrativa correspondiente) y 
utilizaba maquinaria y personal de dicha comuna para efectuar trabajos de reparación de 
construcción en su domiciho. 

Asimismo, de dichas intervenciones surge que S. y MA,, a fin de poder cobrar más dinero 
por concepto de sueldo dentro de dicho Municipio, le ¡iban a proponer a EMP.S. (Funcionaria 
Pública que desempeña funciones en dicha Alcaldía) que le pagarían más sueldo, conformado por 
distintas partidas, la cual debería de entregar parte del mismo a M. y recibiría por dicho favor, un 
porcentaje de dichas compensaciones, eligiendo a dicha funcionaria para poder realizar dicha 
maniobra debido a que al criterio de ambos era media ignorante en el tema. De distintos diálogos 
mantenidos entra los imputados S. y A. surge claramente que él expresa que en la Alcaldia el 
que mandaba era él, no M., y que el dinero sobre el que él disponía era del Estado, por lo que 
no tenía que ser objeto de preocupación la obtención del mismo. 


También de dichas interceptaciones se pudo determinar que en algunos casos la 
incagada AZ.OA. (Funcionaria Pública que cumple funciones en la Alcaldía de Florencio Sánchez), 
emitía distintas boletas por conceptos de pagos que hacía la Alcaldía a distintos particulares donde la 
misma inventaba el motivo del pago que efectuaba la comuna, el cual no se correspondía al destino 
que finalmente le daba el particular (caso de los pagos realizados a la testigo C.F). 

La indagada M.LLSA,, según información obtenida a partir de las vigllancias electrónicas, 
surge que la misma a requerimiénto de su padre el imputado S., firmaba distinta documentación 
falsificando la firma de éste último, en documentos que se tramitaban dentro de la Alcaldía y que 
posteriormente eran enviados a la Intendencia Colonia (entre ellos Acta de contralor de la actividad 
cumplida en dicho Centro Comunal, cuando su padre figuraba como Alcalde en el ejercicio del período 
cuya información se solicitaba), ya que dicho documento fue enviado en el último día de plazo. Incluso 
entre ambos acuerdan tomar todos los recaudos respecto a que otros luncionarios de dicha Alcaldía 
no se encuentren presentes al momento de realizar dicha falsificación, 
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Asimismo, P.D.SA. según interceptaciones telefónicas surgen conversaciones con 
su padre S. donde éste último le explica que es lo que debe de hacer para poder cobrar 
más dinero de los gastos que efectivamente su hijo tenía como Funcionario Público. También 
en acuerdo con S, llevaban materiales de construcción comprados por la comuna, los que eran 
trasladados por Funcionarios Públicos en vehículos de dicho centro Comunal, a inmuebles 
propledad de P., los cuales eran usados en obras propias, por lo que dichos materiales 
eran utilizados en su beneficio personal por parte de su hijo P., haciendo hincapié en que el mejor 
horaño era bien temprano a las siete de la mañana por que habla poca gente. Asimismo debido 
a que los investigadores tomaron conocimiento de dicha maniobra, concurrieron al predio donde 
constataron que un particular con maquinaría contratada por la Intendencia vertía parte del balastro 
que había sido pago por la Alcaldía en un camino interno de uno de los inmuebles de P. (vigilancia 
Policial efectuada el día 06 de Junio del 2019, siendo la hora 15:30). 


La esposa de S.A, NBL,, de las vigilancias elocirónicas efectuadas surge quo tenía 
conocimiento de la existencia y el uso de poderes falsos que utilizaban S. y MA, para 
asegurarse tener acceso a los distintos circuitos electorales y tener conocimiento de la 
cantidad de votos que obtenían el lema que figuraba como candidato A.S. Además la 
misma, al convivir con PS. sabía que el balastro con el cual se construía su casa era 
suministrado por la Alcaldía, lugar donde trabajaba su esposo y su suegro. Así como las canastas de 
alimentos que les oran entregadas por dicho centro comunal, sin cumplir con los requisitos 
administrativos, que se exigen a tales efectos. 
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N,A., esposa de $. es quien figura como titular de los abonados que eran utilizados por los 
distintos partícipes de la organización (de su esposo $., su hijo P. y su hija ML.S.), a través de 
los cuales acordaban las maniobras a realizar para podar obtener dinero o bienes muebles del 
Estado a fin de destinarlo a su provecho personal. Surge claramente que la indagada conocía 
que su esposo sacaba balastro da la Alcaldía y lo dejaba en la casa de su hijo P., aconsejándole 
en una oportunidad a su esposo que el resto lo usara para obras de la Localidad con el fin de no 
levantar sospechas. 


Según vigilancias electrónicas S. se comunica con el indagado /.P.D,L.S., donde 
entre ambos acuerdan que para evitar la clausura del Boliche del *M.", debían cerrar dicho 
local por dos o tres días y posteriormente volver a continuar con el negocio. Incluso muestran 
preocupación por lo que podría pasar si el expediente de la Clausura llegara al Encargado 
de la Dirección de Higiene G., quien a juicio de ambos es muy recto. Copla del 
expediente Nro. solicitado por esta titular de la acción penal a la Intendencia Municipal 
de Colonia. 


Asimismo con fecha 23 de Junio del presente año la Doctora A.G. en representación 
de la Intendencia de Colonia radicó denuncia contra el indagado D.L.S., manifestando 
que el mismo había recibido dinero del contribuyente M.G,, (la suma de 18,000 Pesos Uruguayos y 
500 Dólares Americanos), a fin de omitir poner en conocimiento de la comuna las irregularidades que 
a juicio del denunciado, se daban en el Local comercial que gira en el rubro de de cervecería "LT, 
sito en 2000(, ya que el mismo se desempeñaba como Inspector del Dapartamento de Higlene y 
Limpieza de la Ciudad de Florencio Sánchez. Estos hechos fueron denunciados en el NUNC Nro. 
202103418. Inicialmente los mismos fueron denunciados por el contribuyente G. en Sede 
administrativa (Intendencia de Colonia) quien además de imponer las sanciones administrativas 
correspondientes, radicó la denuncia en Sede Penal (expediente administrativo Nro. 01-2019-2934 1) 
que obra en carpeta investigativa. 
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Por su parte según vigilanclas electrónicas surge que G.A.T.G., titular de una 
empresa tercerizada, en acuerdo con A.S. se encargaba de facturar en boletas de la Alcaldía 
obras que en definitiva no se llevaban a cabo, y si se realizaban en ningún caso 
se llamaba a licitación y el dinero correspondiente a dichas obras era repartido, entre 
ambos participes. 


Según surge de los testimonios de los testigos ocasionales, AF, D.E.G., LP., ML, era 
moneda corriente que el indagado AS. prometia a particulares a cambio de votos, cortarle el 
pasto a los vecinos de la zona, quienes se comprometían a votarlo, así como permitía que 
cortaran leña que se encontraban en predios de la Alcaldia con el mismo fin. Para ello 
utilizaba maquinaria, funcionarios públicos y combustible de dicho centro comunal, sín realizar los 
tramites administrativos correspondientes. 


De acuerdo a las evidencias que surgen hasta el momento en la carpeta de la Fiscalía existen 
a juicio de la suscrita elementos de convicción suficiente que permiten atribulr responsabilidad penal 
aAS.B., MA,, G.T., MLSA,, PSA, N.BL., NMAL., IDLSM. y AZOR, por lo que en la presente 
etapa se solicitará la formalización de los mismos conforme a lo dispuesto en el art. 256 del NCPP, en 
base a los hechos que han sido relatados. 
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Surge que los indagados conforman una asociación ¡lícita para delinquir, adecuándose su 
conducta a lo dispuesto en los an. 150 del Código Penal. En tal sentido, cada uno de los indagados 
anteriormente identificados, asumen dentro de la estructura criminal un rol, y con su panicipación, 
es posible la concreción de los distintos delitos entre ellos, el delito de fraude, concusión, 
falsificación ideológica, cohecho calificado y encubrimiento. Delitos que atacan distintos bienes 
Jurídicos tutelados penalmente tales como la fe pública, la seguridad pública, y la administración 
pública, la cual demuestra el disvalor de la conducta de los mismos. En este caso la gran mayoría 
de ellos, revisten la condición de Funcionarios Públicos según lo dispone el art. 175 de CP y 
abusando de los poderes inherentes a las funciones que cumplen dentro de la Alcaldía de 
Florencio Sánchez, obtenían distintos bienes pertenecientes al Estado, entre ellos canastas de 
alimentos, compensaciones especiales por tareas no desempeñadas, materiales de construcción 
que se compran para la Alcaldía, entre otros, los que los usufructuaba en su beneficio personal, 

Asimismo abusándosa de los poderes inherentes a su cargo oblienen de particulares 
dinero por omitir tareas inherentes a su cargo, obtener votos para asegurar su reelección en el 
cargo, todo lo cual atenta contra el principio de probidad del Funcionario Público regulado en la 
Ley de anticorrupción Nro. 17.060, y Decreto 30-003. El elenco de delitos cometidos por los 
Indagados configura una clara hipótesis de corrupción pública siendo el sujeto pasivo el Estado, la 
Sociedad en su conjunto. 
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Con fecha 27 de Septiembre del 2020 en horas de la mañana munidos de las correspondientes 
órdenes de detención y allanamiento autorizadas y otorgadas por la Sra. Directora del Proceso, los 
funcionarios policiales intervinientes efectuaron la detención de A.S.B., M.L.S.A. y NA. 
sita an Calle XXXX en la Ciudad de Florencio Sánchez, M.A. sita en calle XXXX de la Ciudad 
de Florencio Sánchez, P.D.S.A. y N.L. sita en XXXX de la Ciudad de Florencio Sánchez, de G.T. 
domiciliado en la Ciudad de Juan Lacaze y de A.Z.O.R., dorricilada en la Ciudad de Florencio 
Sánchez. 

De dichos allanamientos —de las fincas de A.S,, P.S., NL, NA. y MA.— fueron localizados e 
incautados entre otros un revolver calibre 38, 15 cartuchos calibre 38, boletas varias de Barraca 
GZ., de Transporte D., de Barraca E., becas de estudiantes varios, Barraca M. (presupuestos), 
anotaciones de apuntes sobre pasajes otorgados, sobres conteniendo pasajes en blanco a nombre de 
PF. y G.A,, Celulares varios, Recibos de sueldo varios a nombre de MA. entre ellos figura, en el recibo 
de agosto del año 2019, una compensación de cobro por insalubre, cuando la misma cumple 
funciones como secretaría, Una nolebock marca Acer, »oo0000x, un sello a nombre de M.A., con el 
numero de funcionario. Una libreta de recibos bajo el concepto de danza, del año 2017, firmada por 
AS. 


Con la colaboración del Contador J.1B. —Director Interino del Departamento y Administración 
de la IMC- y mediante una inspección ocular autorizada, los investigacores incautaron, 
libretas de ordenes de compras directas, las cuales estaban en blanco, pero se encontraban 
firmadas por A.S., MS. y NLL., entre otros biblioratos con facturas, ordenes de pago, boletas, y talonario 
de pasajes que no estaban identificados a quienes se jos hablan otorgado, etc. 
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Asimismo fueron incautados todos los celulares, que poseían los imputados, a fines de 
realizar la pericia correspondiente. 


Interrogado en sede administrativa, el testigo R:S., manifestó que fue edil y consejal, 
periodo 2015 a 2020, Que en dichas oporiunidades, a requerimiento del Alcalde A.S,, firmó 
órdenes de compra, donde no se determinaba el destino que se le daría a las mismes, y que se 
las entregaba a la secretaria M.A,, y que le llamo la atención ya que las mismas estaban firmadas 
en blanco, y que pensó que podían no tener un destino legal, pero de esa manera era como se 
manejaba el Alcalde S. en su administración. Y afirmó que jamás llamó a ninguna 
licitación, Por su parte la testigo C.O. manifestó que ella presentó un proyecto cultural ante la 
Alcaldía. El mismo se documentó, y la Alcaldia se hacia cargo del 50 por ciento de lo que 
cobraba el profesor de danza. Yo cobraba el pago del monto para pagar a la profesora de 
danza, y según interceptación telefónica surge que dicha boleta fue ofoctuada, idontificando 
el pago del servicio de pago de pasto. 


interrogado W.M,, quien desde el febrero a octubre de 2020, cumplió funciones de Alcalde en 
la ciudad de Florencio Sánchez. El mismo manifestó que para entregar materiales para 
construcción, todo lo que fuera donaciones, debía de formarse un expediente, el cual debía 
ser aprobado por el Alcalde y los consejales. Que sabia porque todo el mundo lo decía que el 
Alcalde S., donaba distintos materiales de construcción sin cumplir con ningún requisito tormal y 
que los materiales los entregaba a cambio de que lo votaran. En el mismo sentido el 
testigo J.V., manifestó que fue consejal los seis primeros meses, del año 2015, advirtió que en 
ningún momento se hacían licitaciones públicas, que era común que AS. contrataba 
maquinaria que usaba la Alcaldía, pagando a los particulares, oportunidad en que se quedaba 
con parte del precio que pagaba. 


Imerrogado en sede administrativa los imputados en presencia de sus defensas, manifestaron 
que no tenían interós en declarar.- 


Teniendo en cuenta la totalidad de las evidencias colectadas en la presente 
investigación preliminar penal surge semiplena prueba de cargo de la existencia de un grupo 
criminal, que se ha creado con una finalidad ilícita, la comisión de distintos delitos tales como 
Fraude, Asociación para Delinquir, Cohecho Calificado, Falsificación ideológica por 
Funcionario Público, Encubrimiento, Concusión, entre otros ilícitos, 


Se ha podido constatar en la presente investigación preliminar penal de acuerdo a la 
evidencia obtenida, que los imputados desarrollan una actividad delictiva desde larga data, 
donde cada uno de ellos, como miembros de dicha asociación, han concertado, planificado 
su acción criminal y han asumido distintos roles dentro de la organización, los que son 
necesarios para concretar y asegurar el quehacer delictivo de la organización, -que es la 
obtención de bienes muebles así como dinero que tiene una procedencia ilícita, ya que provienen 
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de la comisión de los delitos identificados anteriormente-, con el fin de poder ser disfrutado 
dichos bienes por los integrantes de la organización, logrando evadir su identificación, a fin de 
asegurar su impunidad, ante la Justicia, impidiendo ser criminalizados y penados, por lo que 
su conducta configura el delito de “Asociación para dolinquir”, consagrado en el artículo 
150 del Código Penal.- 


Teniendo presente los hechos que se han relatado y que han sido puestos de manifiesto ante la 
Sede, surgen elementos de convicción suficientes para establecer que las conductas de A.S.B. 
como presunto autor penalmente responsable de un delito de ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR, - 
EN REITERACIÓN -REAL -CON--UN DELITO CONTINUADO DE FRAUDE Y UN DELITO 
CONTINUADO DE CONCUSIÓN, M.A. como presunta autora penalmente responsable de un 
delito de ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR, EN REITERACIÓN REAL CON UN DELITO 
CONTINUADO DE FRAUDE, G.T. como presunto autor penalmente responsable de un delito de 
ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR, EN REITERACIÓN REAL CON UN DELITO CONTINUADO DE 
FRAUDE, M.L.S.A. como presunta autora penalmente responsable de un delito de 
ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR EN REITERACIÓN REAL CON UN DELITO DE FALSIFICACIÓN 
IDEOLOGICA POR FUNCIONARIO PÚBLICO y UN DELITO CONTINUADO DE FRAUDE, P.S.A., 
como presunto autor penalmente responsable de un delito de ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR 
EN REITERACION REAL CON UN DELITO CONTINUADO DE FRAUDE, N.B.L., como presunta 
autora penalmente responsable de un delito de ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR EN 
REITERACIÓN REAL CON UN DELITO CONTINUADO DE FRAUDE, N.M.A.L. como presunta 
aulora penalmente responsable de un delito de ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR EN 
REITERACIÓN REAL CON UN DELITO ENCUBRIMIENTO, LD.L.S.M. como presunto autor 
penalmente responsable de un dellto de ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR EN REITERACIÓN 
REAL CON DOS DELITOS DE COHECHOS CALIFICADO y A,Z.O.R, como presunta autora 
penalmente responsable - de un delito de ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR, adecuándose su 
conducta a los art. 18, 54, 58, GO, 64, 150, 195, 159, 160,175, 197 y 237 del Código Penal.- 
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li — Evidencias 


Emerge de: 

1. Declaración de los indagados debidamente asistido de su defensora. 

2. Declaración de los denunciantes. 

3, Declaración de los testigos ocasionales. 

4. Declaraciones de Policías aprehensores: Oficial Ayte. B.1., Comisario S.V., Cabo EL., Agte, D.J., 
Sargento F.L. 

5: Acta de incautación. 

6. Órdenes de allanamiento y de detención. 

7. Transcripciones de vigilancias electrónicas dispuestas judicialmente. 

8. Relevamiento fílmico de las vigilancias efectuadas por el equipo de la Brigada de Narcóticos. 
9. Relevamiento y análisis de los celulares incautados. 

10. Demás resultancias de autos. 

11, Planillas de Antecedentes Judiciales de ITF de los indagados. 

12. Registros de cadena de custodía de evidencias físicas e indicios. 


IV) DERECHO 


Fundo el derecho en lo establecido en los artículos 18, 54, 58, 60, 150, 156, 158,160,175, 
197, 237 y 238 del Código Penal, Articulo 266 y siguientes del NCPP, Ley 17,060, Decreto 


30-003.- 


VI) PETITORIO.- 


POR TODO LO ANTERIORMENTE EXPUESTO, esta Fiscalía solicita: 


1 -Se Decrete la formalización de la investigación contra, A.S.B, como presunto autor 
penalmente responsable de un delito de ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR, EN REITERACIÓN 
REAL CON UN DELITO CONTINUADO DE FRAUDE Y UN DELITO CONTINUADO DE 
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CONCUSIÓN, MA. como presunta autora penalmente responsable de un dellto de 
ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR, EN  REITERACIÓN REAL CON UN DELITO 
CONTINUADO DE FRAUDE, GT, como presunto autor penalmente responsable de 
un delito do ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR, EN  REITERACIÓN REAL CON 
UN DELITO CONTINUADO DE FRAUDE, ML.S.A. como presunta autora penalmonto 
responsable de un delito de ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR EN” REITERACIÓN REAL 
CON UN DELITO DE FALSIFICACIÓN IDEOLOGICA POR FUNCIONARIO PÚBLICO y 
DEUWTO CONTINUADO DE FRAUDE, PSA, como presunto autor penalmente 
responsable de un delito de ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR EN REITERACION REAL CON 
UN DELITO CONTINUADO DE FRAUDE N£B.L., como presunta autora penalmente 
responsable de un delito de ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR EN REITERACIÓN 
REAL CON UN DELITO CONTINUADO DE FRAUDE, NMA.L, como presunta 
autora penalmente responsable de un delito de ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR, 
IDLSM. como presunto autor penalmente responsable de un delito de 
ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR EN REITERACIÓN REAL CON DOS DELITOS DE 
COHECHOS CALIFICADO y AZ.O.R. como presunta autora penalmente responsable 
de un dellto de ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR EN REITERACIÓN REAL CON 
UN DELITO DE FALSIFICACIÓN IDEOLOGICA POR FUNCIONARIO PÚBLICO, 
adecuándose su conducta alos art. 18, 54, 58, 60, 64, 150, 156, 158, 160, 175, 197 y 237 
del Código Penal.- sin perjuicio de ullerioridades. j j 
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-OTROSÍ DIGO PRIMERO: Solicito que se oficie a la Intendencia Municipal de Colonia a fin de poner 
en conocimiento el inicio de presente proceso Penal por las eventuales responsabilidades 
administratvas que a los imputados que revistan la condición de Funcionario Público. 


Fiscal firmante ] 


Nombre: SANDRA ELIZABETH FLEITAS VILLARREAL 
Fiscalía: Fiscalías Departamentales de Rosario 
Turno: 1? TURNO 
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PODER JUDICIAL 


JUZGADO LDO, 
DE ROSARIO DE 3* T 
Sarandi s/n - Rosario 
Tel. 4552 3955/ 1907-6513 / 1907-6515 2” Turno / 


OFICIO 


Rosario, 5 de Octubre de 2021 


Oficio N* 405/2021 


INTENDENCIA MUNICIPAL DE COLONIA 


PRESENTE: 


En autos caratulados "FISCALIA LETRADA DEPARTAMENTAL DE 
ROSARIO C/ ORTIZ REVETRIA, Anahi Zulina - UN DELITO DE ASOCIACION PARA 
DELINQUIR, TAGO GONZALEZ, Gustavo Alfredo - UN DELITO DE ASOCIACION 
PARA DELINQUIR, EN REITERACION REAL CON UN DELITO CONTINUADO DE 
FRAUDE, 
SANCHEZ BALBUENA, Alfredo Ivan — UN DELITO DE ASOCIACION PARA 
DELINQUIR, EN REITERACION REAL CON UN DELITO CONTINUADO DE FRAUDE Y 
UN DELITO CONTINUADO DE CONCUSION, SANCHEZ AGUSTINS, Pablo Daniel - 
UN DELITO DE ASOCIACION PARA DELINQUIR, EN REITERACION REAL CON UN 
DELITO CONTINUADO DE FRAUDE , 
AGUSTINS LAGOS, Nelly Maria - UN DELITO DE ASOCIACION PARA DELINQUIR, 
EN REITERACION REAL CON UN DELITO DE ENCUBRIMIENTO, 
LOPEZ, Nancy Beatriz - UN DELITO DE ASOCIACION PARA DELINQUIR, EN 
REITERACION REAL CON UN DELITO CONTINUADO DE FRAUDE, 
DE LOS SANTOS MANSILLA, Idorildo Pablo - UN DELITO DE ASOCIACION PARA 
DELINQUIR, EN REITERACION REAL CON DOS DELITOS DE COHECHOS 
CALIFICADO, 
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SANCHEZ AGUSTINS, Maria del Lujan - UN DELITO DE ASOCIACION PARA 
DELINQUIR, EN REITERACION REAL CON UN DELITO DE FALSIFICACION 
IDIOLOGICA POR FUNCIONARIO PUBLICO Y UN DELITO CONTINUADO DE 
FRAUDE, 

ANDRADA ALVAREZ, Moira Isabel - UN DELITO DE ASOCIACION PARA 
DELINQUIR, EN REITERACION REAL CON UN DELITO CONTINUADO DE FRAUDE” 
= JUE 2-59575/2018, tramitados en el Juzgado Letrado de Primera Instancia de Rosario 
de Tercer Turno, se libra el presente a efectos de COMUNICAR la SENTENCIA 
NUMERO 46/2021 de fecha 28/09/2021que se transcribe a continuacion: 


En la ciudad de Rosario, el 28 de setiembre de 2021, ante el Juzgado Letrado de 14deg; 
instancia de 3£deg; turno, en la causa identificada con el JUE 2-59575/2018, tramitada 
contra los imputados 1) ALFREDO IVAN SÁNCHEZ BALBUENA ; 2) MOIRA ISABEL 
ANDRADA ÁLVAREZ 3) GUSTAVO ALFREDO TAGO GONZÁLEZ; 4) MARÍA DEL 
LUJÁN SÁNCHEZ AGUSTINS; 5) PABLO DANIEL SÁNCHEZ AGUSTINS; 6) NANCY 
BEATRIZ LÓPEZ; 7) NELLY MARÍA AGUSTINS LAGOS; 8) ANAHÍ ZULINA ORTIZ 
REVETRIA; 9) IDORILDO DE LOS SANTOS MANSILLA; asistidos los ocho primeros por 
la Defensa de particular confianza, Dr. Alejandro Rodríguez y el último por la Dra. 
Lourdes Lemos, Defensora Pública y representando al Ministerio Público las Dras. 
Sandra Fleitas y Claudia Amoedo. 


RESULTANDO: 


El Ministerio Público formuló acusación contra los imputados 1) Alfredo SANCHEZ 
BALBUENA por la autoría de un delito de ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR, UN DELITO 
CONTINUADO DE FRAUDE Y UN DELITO CONTINUADO DE CONCUSIÓN; contra 2) 
Moira Isabel ANDRADA ÁLVAREZ por la autoría de un delito de ASOCIACIÓN PARA 
DELINQUIR y UN DELITO CONTINUADO DE FRAUDE; contra 3) Gustavo Alfredo TAGO 
GONZÁLEZ por la autoría de un delito de ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR y UN 
DELITO CONTINUADO DE FRAUDE, contra 4) María del Lujan SANCHEZ AGUSTINS 
por la autoría de un delito de ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR, UN DELITO DE 
FALSIFICACIÓN IDEOLOGICA POR FUNCIONARIO PÚBLICO y UN DELITO 
CONTINUADO DE FRAUDE; contra 5) Pablo Daniel SANCHEZ AGUSTINS, por la 
autoría de un delito de ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR y UN DELITO CONTINUADO 
DE FRAUDE; contra 6) Nancy Beatriz LOPEZ, por la autoría de un delito de 
ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR y UN DELITO CONTINUADO DE FRAUDE, contra 7) 
NELLY MARIA AGUSTINS LAGOS por la autoría de un delito de ASOCIACIÓN PARA 
DELINQUIR y UN DELITO ENCUBRIMIENTO, contra 8) IDORILDO DE LOS SANTOS 
MANSILLA por la autoría de un delito de ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR y DOS 
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DELITOS DE COHECHO CALIFICADO y contra 9) Anahí Zulina ORTIZ REVETRIA por la 
autoría de un delito de ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR. 


Los hechos que les han sido atribuidos son los siguientes: el 8 de Diciembre de 2018, el 
Sr. Roberto Carlos Fernández Silva radicó denuncia en Seccional Policial 178deg; de 
Florencio Sánchez donde expresó que el imputado ALFREDO IVAN SANCHEZ 
BALBUENA, quien ocupa el cargo de Alcalde de esa Ciudad estaría entregando motos 
incautadas por parte de personal de Tránsito Municipal a personas que no efectúan el 
pago de las contravenciones aplicadas a dichos vehículos. 


A consecuencia de tal denuncia se inició una investigación donde, como resultado de 
tareas de vigilancia llevadas a cabo por personal policial, se incautó una moto marca 
WINNER GC 125 cc, matrícula KPA 662 la que era conducida por Facundo Nahuel 
Fernández Larrea; efectuada la pericia correspondiente al vehículo se constató que se 
correspondía a la que fuera incautada a Brian Villareal por parte de Personal de Tránsito 
de la Alcaldía de Florencio Sánchez. 


En sede administrativa fue interrogado Facundo Fernández Larrea en relación a la moto 
que le fue incautada y manifestó que compró el vehículo a Brian Villareal unos cuatro 
meses atrás abonando por la misma la suma de $ 2.000 (dos mil pesos uruguayos) sin 
documentar el negocio. Luego de efectuada la pericia, la moto quedó depositada en 
Seccional 174 deg;. 


Se procedió a interrogar a Brian Nicol Villareal González, quien expresó que los 
Inspectores de Tránsito, en la Ciudad de Florencio Sanchez le habían retirado la moto 
marca WINNER modelo CG 125, quedando la misma en el predio de la referida Alcaldía 
de dicha Ciudad. Al concurrir Villareal a la Comuna a fin de retirar el vehículo, no pudo 
hacerlo por carecer de la documentación del mismo, tener la licencia de conducir vencida 
y no contar con casco protector a la vez que debía abonar la suma de trece mil pesos 
uruguayos por concepto de multa, por lo que la moto quedó en el predio de la Alcaldía de 
Florencio Sánchez. Consultado si vendió dicho birrodado a FERNANDEZ, admitió tal 
hecho, expresó que la misma era de su propiedad y que la recuperó por haberle sido 
entregada por SANCHEZ quien a cambio le solicitó que le consiguiera votos. Según 
expediente enviado por la Intendencia de Colonia, surge que dicha moto fue 
efectivamente fue incautada a Villareal por personal de Tránsito que cumplía funciones en 
la Ciudad de Florencio Sanchez. 


Posteriormente, a solicitud de Fiscalía, el Departamento de Tránsito de la Intendencia de 
Colonia informó que la moto marca WINNER GC 125 cc, matricula KPA662, que le había 
sido incautada a VILLARREAL, no se encontraba en la Alcaldía de Florencio SANCHEZ. 
Del expediente enviado por la Intendencia de Colonia surge la correspondiente acta de 
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incautación, sin embargo no existe boleta de devolución de dicho birrodado a quien le 
había sido incautado. 


Se solicitó en sede judicial se dispusiera la interceptación de las comunicaciones del 
abonado utilizado por el imputado Alfredo SANCHEZ BALBUENA; de tal medida 
surgieron varias comunicaciones de importancia con los números de abonado 
pertenecientes a los imputados Moira ANDRADA, Gustavo TAGO, María del Lujan 
SANCHEZ AGUSTINS, Pablo SANCHEZ AGUSTINS, Nancy Beatriz LOPEZ, y los 
abonados que figuran a nombre de la imputada NELLY MARIA AGUSTINS LAGOS, pero 
que son utilizados por su esposo Alfredo SANCHEZ, y sus hijos Pablo SANCHEZ y María 
del Luján SANCHEZ, en tanto que NELLY AGUSTINS se comunica a través del telefóno 
fijo de su domicilio con el abonado utilizado por ILDORILDO DE LOS SANTOS 
MANSILLA, y con el abonado utilizado por Anahí Zulina ORTIZ REVETRIA. 


Del análisis de dicha información surgen distintos diálogos mantenidos a través de 
mensajería, donde Alfredo SANCHEZ y Moira ANDRADA, expresan claramente que con 
el fin de obtener votos para ser reelecto SANCHEZ como Alcalde, les entregaban pasajes 
de transporte de ómnibus a nombre de funcionarios de la Alcaldía, combustible, 
materiales de construcción, entre otros, a particulares sin cumplir con las formalidades 
exigidas a tales efectos, esto es, la formación de los expedientes administrativos 
correspondientes. 


De un dialogo mantenido entre SANCHEZ y ANDRADA surge que ambos acordaron usar 
poderes apócrifos sin la autorización y el contralor correspondiente de la Corte Electoral. 
Dichos poderes figuraban como otorgados por el candidato a la Intendencia el Dr. 
MOREIRA, a través de la Corte Electoral a distintos colaboradores políticos para poder 
ingresar en representación de su lema y cumplir funciones de contralor en las distintas 
mesas electorales donde se sufragaba para la elección del candidato a Intendente en el 
Departamento de Colonia. De los diálogos mantenidos entre ambos surge que dichos 
poderes eran falsos en cuanto a su contenido ya que si bien existían poderes que habían 
sido autorizados por la Corte Electoral, éstos lo duplicaban a fin de autorizar según su 
conveniencia a los colaboradores políticos que irían a cada circuito el día de las 
elecciones internas. Asimismo surge que uno de esos poderes falsos lo llevaba en su 
cartera Andrada. Dichos poderes les permitían tener acceso a las distintas mesas 
electorales y de esa manera asegurarse y tener conocimiento de la cantidad de votantes 
que votaban al lema de MOREIRA y a quien lo acompañaba que era SANCHEZ. 


SANCHEZ y ANDRADA planificaban todas las actividades que podrían realizarse con 
dinero de la Alcaldía y procuraban que parte del mismo quedara en sus manos para 
emplearlo en provecho personal. ANDRADA cobraba la mayor cantidad de 
compensaciones que le eran permitidas, sin embargo algunas de ellas no las podía recibir 
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porque no cumplían con la contraprestación que habilitaba a que las recibiera, tales como 
compensación por trabajo insalubre, compensación por realización de horas extras, entre 
otras. Asimismo también se beneficiaba recibiendo materiales comprados a nombre de la 
Alcaldía, los que usaba en su propio beneficio sin realizar la solicitud administrativa 
correspondiente a la vez que utilizaba maquinaria y personal de dicha comuna para 
efectuar trabajos de reparación de construcción en su domicilio. 


Asimismo, de dichas intervenciones surge que SANCHEZ y ANDRADA, a fin de poder 
cobrar más dinero por concepto de salario dentro del Municipio, habían acordado 
proponerle a Estrella Marina POMIES SASTRE, funcionaria pública que desempeña 
funciones en dicha Alcaldía, que le pagarían mayor salario, conformado por distintas 
partidas y que debería entregar parte del mismo a Andrada recibiendo por dicho favor un 
porcentaje de tales compensaciones. 


Se pudo determinar además que en ciertas oportunidades, a solicitud de Sánchez la 
imputada Anahí Zulina ORTIZ REVETRIA, funcionaria púbica que cumple funciones en la 
Alcaldía de Florencio Sánchez, emitía distintas boletas por concepto de pagos que hacía 
la Alcaldía a distintos particulares donde la misma falsificaba el motivo del pago que 
efectuaba la comuna, el cual no se correspondía al destino que finalmente le daba el 
particular, 


En relación a la imputada María del Lujan SANCHEZ AGUSTINS, surge de las vigilancias 
electrónicas, que a requerimiento de su padre - el imputado Alfredo SANCHEZ - firmaba 
distinta documentación falsificando la firma de éste en documentos que se tramitaban 
dentro de la Alcaldía y que posteriormente eran enviados a la comuna de Colonia, entre 
ellos el Acta de contralor de la actividad cumplida en dicho Centro Comunal. 


Asimismo, surge de las interceptaciones telefónicas que Alfredo Sánchez le explica a su 
hijo, el también imputado Pablo Daniel SANCHEZ AGUSTINS, lo que debe hacer para 
cobrar más dinero de los gastos que efectivamente tenía como funcionario público. 
También en acuerdo con SANCHEZ llevaban materiales de construcción comprados por 
la comuna, los que eran trasladados por funcionarios públicos en vehículos de dicho 
centro Comunal, a inmuebles propiedad de Pablo Sánchez, y eran usados en obras 
propias y en su beneficio personal. En conocimiento de tal maniobra, los investigadores 
concurrieron al predio doride constataron que un particular con maquinaria contratada por 
la Intendencia vertía parte del balastro que había sido pago por la Alcaldía en un camino 
interno de uno de los inmuebles de Pablo Sánchez. 


Por su parte, y en referencia a la imputada Nancy Beatriz López - cónyuge de Pablo 
Sánchez Agustins - surgió de las vigilancias electrónicas que se hallaba en pleno 
conocimiento de la existencia y el uso de poderes falsos que utilizaban SANCHEZ y 
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ANDRADA con la finalidad de asegurarse el acceso a los distintos circuitos electorales y 
tener conocimiento de la cantidad de votos que obtenía el lema en que figuraba como 
candidato SANCHEZ, Ademas, López tenía conocimiento de que el balastro con el cual 
se construía su casa era suministrado por la Alcadía, lugar donde trabajaban su esposo y 
su suegro, así como las canastas de alimentos que obtenían de beneficio de dicho centro 
comunal, sin cumplir con los requisitos que se exigen a tales efectos. 


La imputada Nelly AGUSTINS, esposa de Alfredo SANCHEZ, figura como titular de los 
abonados que eran empleados por los distintos participes de la organización (su esposo 
Alfredo SANCHEZ, su hijo Pablo y su hija María del Lujan), a través de los cuales 
acordaban las maniobras a realizar para poder obtener dinero o bienes muebles del 
Estado a fin de destinarlo a su provecho personal. La imputada Agustins se hallaba en 
conocimiento de que su esposo sacaba balastro de la Alcaldía y lo dejaba en la casa de 
su hijo Pablo, incluso le aconsejó en una oportunidad a su esposo que el resto lo usara 
para obras de la Localidad con el fin de no levantar sospechas del destino que se le daba 
al material de construcción. 


El imputado Sánchez se comunicaba además con el imputado DE LOS SANTOS, 
acordando en cierta oportunidad, que a fin de evitar la clausura del Boliche del 
"MASETA”, debían cerrar el local por dos o tres días y posteriormente volver a continuar 
con el negocio. 


Asimismo el 23 de junio del año en curso, la Doctora Ana GUIGOU, en representación de 
la Intendencia de Colonia, radicó denuncia contra el imputado de los SANTOS, 
manifestando que el mismo había recibido dinero de un contribuyente, más 
concretamente la suma de 18.000 pesos uruguayos y 500 doláres americanos, a fin de 
omitir poner en conocimiento de la comuna de las irregularidades que a juicio del 
denunciado se daban en el Local comercial que gira en el rubro de cervecería 
denominado "LA TERTULIA”, sito en Ruta 12 entre Calle 25 de Agosto y Ruta Nro, 2, ya 
que el mismo se desempeñaba como Inspector del Departamento de Higiene y Limpieza 
de la Ciudad de Florencio Sanchez. Por estos hechos, la Intendencia de Colonia radicó 
denuncia penal. 


Por su parte, el imputado Gustavo Tago, titular de una empresa tercerizada, en acuerdo 
con Alfredo SANCHEZ se encargaba de facturar en boletas de la Alcaldía obras que en 
definitiva no se llevaban a cabo, y si se realizaban, era sin llamado previo a licitación y el 
dinero correspondiente a dichas obras era repartido entre ambos. 


A criterio de esta Sede se cumplen los requisitos previstos en los artículos 272 y 273 del 
CPP por cuanto la Fiscalía ha establecido que tiene un caso defendible, cuenta con 
evidencia la que fue detallada en audiencia y ha relatado hechos constitutivos de ilícitos 
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penales. 


Asimismo, en audiencia, los imputados manifestaron comprender y aceptar los hechos 
que se les atribuyen y su grado de participación en los mismos, señalando expresamente 
y previo asesoramiento de sus respectivas Defensas, que renuncian a su derecho a ira 
juicio. 


Conforme fue manifestado, existe un acuerdo entre el Ministerio Público y la Defensa 
sobre la pena a imponerse y los imputados manifestaron expresamente su conformidad 
con el quantum de la misma. 


CONSIDERANDO: 
Calificación delictual. 


De acuerdo a los hechos reseñados y la evidencia señalada por el Ministerio Público, la 
conducta del imputado Alfredo SANCHEZ BALBUENA encuadra en las figuras penales 
tipificadas como un delito de ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR, UN DELITO 
CONTINUADO DE FRAUDE Y UN DELITO CONTINUADO DE CONCUSIÓN; la 
conducta de la imputada Moira Isabel ANDRADA ÁLVAREZ encuadra en un delito de 
ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR y UN DELITO CONTINUADO DE FRAUDE; la 
conducta del imputado Gustavo Alfredo TAGO GONZÁLEZ se ajusta a las figuras 
penales de ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR y UN DELITO CONTINUADO DE'FRAUDE; 
la conduta de María del Lujan SANCHEZ AGUSTINS se adecua a un delito de 
ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR, UN DELITO DE FALSIFICACIÓN IDEOLOGICA POR 
FUNCIONARIO PÚBLICO y UN DELITO CONTINUADO DE FRAUDE; la conducta del 
imputado Pablo Daniel SANCHEZ AGUSTINS, encuadra en un delito de ASOCIACIÓN 
PARA DELINQUIR y UN DELITO CONTINUADO DE FRAUDE; la conducta de la 
imputada Nancy Beatriz LOPEZ, se ajusta a la figura penal de ASOCIACIÓN PARA 
DELINQUIR y UN DELITO CONTINUADO DE FRAUDE, la de la imputada NELLY MARIA 
AGUSTINS LAGOS se adecua a un delito de ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR y UN 
DELITO ENCUBRIMIENTO, la conducta de ILDORILDO DE LOS SANTOS MANSILLA 
encuadra en un delito de ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR y DOS DELITOS DE 
COHECHO CALIFICADO y la conducta de la imputada Anahí Zulina ORTIZ REVETRIA 
se adecua a la figura penal tipificada como un delito de ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR. 


En audiencia, los imputados, debidamente asistidos por sus respectivas Defensas, 
admitieron haber desarrollado las conductas que les fueron atribuidas. 


Por lo expuesto, deben responder como autores de los ilícitos imputados al haber 
ejecutado los actos consumativos del tipo penal que se les atribuyo. 
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Circunstancias alteratorias de la pena. 


Como circunstancia atenuante de la responsabilidad de la totalidad de los imputados se 
computarán por vía analógica, la primariedad absoluta y la admisión de los hechos, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 46, numeral 13 del Código Penal. 


En relación a las circunstancias agravantes se computará, en virtud de lo dispuesto en el 
artículo 58 del Código Penal, la continuidad del delito de fraude respecto de los 
imputados Alfredo Sánchez, Moira Andrada, Gustavo Tago, María del Luján Sánchez, 
Pablo Sánchez y Nancy López. 


No se relevan agravantes respecto de Nelly Agustins, Idorildo de los Santos y Anahí 
Ortiz. 


Individualización de la pena. 


Se estima dentro de los límites legales el monto de la pena acordada por las partes, por 
lo que a ella se estará. 


En virtud de lo dispuesto en los artículos 402.1 y 16 del CPP y en consideración a la 
fecha en la que el hecho con apariencia delictiva llegó a conocimiento del Ministerio 
Público (año 2018), procede admitir la pena acordada y el cumplimiento de la misma en 
régimen de libertad vigilada en los casos en que así fue pactado por las partes. 


Por los fundamentos expuestos y en virtud de lo dispuesto en los artículos 272 y 273 del 
CPP, artículos 1, 3, 18, 46, 54, 58, 60, 64, 105, 106, 150, 156, 158, 160, 197 y 238 del 
Código Penal, y ley 19.446, ESTA SEDE FALLA: 


CONDÉNASE A ALFREDO IVÁN SÁNCHEZ BALBUENA COMO AUTOR 
PENALMENTE RESPONSABLE DE UN DELITO DE ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR 
EN REITERACIÓN REAL CON UN DELITO CONTINUADO DE FRAUDE Y UN DELITO 
CONTINUADO DE CONCUSIÓN A LA PENA DE TRES (3) AÑOS DE PENITENCIARÍA, 
DOSCIENTAS UNIDADES REAJUTABLES DE MULTA (200 UR) E INHABILITACIÓN 
ESPECIAL POR DOS (2) AÑOS PARA EL EJERCICIO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA. LA 
PENA DE PENITENCIARÍA SE CUMPLIRÁ DE LA SIGUIENTE FORMA: DOS (2) AÑOS 
DE PENITENCIARÍA DE CUMPLIMIENTO EFECTIVO Y LOS DOCE (12) MESES 
RESTANTES EN RÉGIMEN DE LIBERTAD VIGILADA Y BAJO LAS SIGUIENTES 
OBLIGACIONES: A) RESIDENCIA EN UN LUGAR DETERMINADO DONDE SEA 
POSIBLE LA SUPERVISIÓN POR LA OSLA, B) SUJECIÓN A LA ORIENTACIÓN Y 
VIGILANCIA DE LA REFERIDA OFICINA, C) PRESENTACIÓN UNA VEZ POR SEMANA 
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EN LA SECCIONAL POLICIAL CORRESPONDIENTE A SU DOMICILIO; SIENDO DE SU 
CARGO LOS GASTOS DE ALIMENTACIÓN, VESTIDO Y ALOJAMIENTO DURANTE LA 
CONDENA, SIN ESPECIAL CONDENA PROCESAL. 


CONDÉNASE A MOIRA ISABEL ANDRADA ÁLVAREZ COMO AUTORA 
PENALMENTE RESPONSABLE DE UN DELITO DE ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR 
EN REITERACIÓN REAL CON UN DELITO CONTINUADO DE FRAUDE A LA PENA DE 
DOS (2) AÑOS DE PENITENCIARÍA, CIEN UNIDADES REAJUTABLES DE MULTA (100 
UR) E INHABILITACIÓN ESPECIAL POR DOS (2) AÑOS PARA EL EJERCICIO DE LA 
FUNCIÓN PÚBLICA. LA PENA DE PENITENCIARÍA SE CUMPLIRÁ DE LA SIGUIENTE 
FORMA: DOCE (12) MESES DE PRISIÓN DE CUMPLIMIENTO EFECTIVO Y LOS 
DOCE (12) MESES RESTANTES EN RÉGIMEN DE LIBERTAD VIGILADA Y BAJO LAS 
SIGUIENTES OBLIGACIONES: A) RESIDENCIA EN UN LUGAR DETERMINADO 
DONDE SEA POSIBLE LA SUPERVISIÓN POR LA OSLA, B) SUJECIÓN A LA 
ORIENTACIÓN Y VIGILANCIA DE LA REFERIDA OFICINA, C) PRESENTACIÓN UNA 
VEZ POR SEMANA EN LA SECCIONAL POLICIAL CORRESPONDIENTE A SU 
DOMICILIO; SIENDO DESU CARGO LOS GASTOS DE ALIMENTACIÓN, VESTIDO Y 
ALOJAMIENTO DURANTE LA CONDENA, SIN ESPECIAL CONDENA PROCESAL. 


CONDÉNASE A GUSTAVO ALFREDO TAGO GONZÁLEZ COMO AUTOR 
PENALMENTE RESPONSABLE DE UN DELITO DE ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR 
EN REITERACIÓN REAL CON UN DELITO CONTINUADO DE FRAUDE A LA PENA DE 
DIECIOCHO (18) MESES DE PRISIÓN, CIEN UNIDADES REAJUTABLES DE MULTA 
(100 UR) E INHABILITACIÓN ESPECIAL POR DOS (2) AÑOS PARA EL EJERCICIO DE 
LA FUNCIÓN PÚBLICA. LA PENA DE PRISIÓN SE CUMPLIRÁ DE LA SIGUIENTE 
FORMA: SIETE (7) MESES DE PRISIÓN DE CUMPLIMIENTO EFECTIVO Y LOS ONCE 
(11) MESES RESTANTES EN RÉGIMEN DE LIBERTAD VIGILADA Y BAJO LAS 
SIGUIENTES OBLIGACIONES: A) RESIDENCIA EN UN LUGAR DETERMINADO 
DONDE SEA POSIBLE LA SUPERVISIÓN POR LA OSLA, B) SUJECIÓN A LA 
ORIENTACIÓN Y VIGILANCIA DE LA REFERIDA OFICINA, C) PRESENTACIÓN UNA 
VEZ POR SEMANA EN LA SECCIONAL POLICIAL CORRESPONDIENTE A SU 
DOMICILIO; SIENDO DE SU CARGO LOS GASTOS DE ALIMENTACIÓN, VESTIDO Y 
ALOJAMIENTO DURANTE LA CONDENA, SIN ESPECIAL CONDENA PROCESAL. 


CONDÉNASE A MARÍA DEL LUJÁN SÁNCEZ AGUSTINS COMO AUTORA 
PENALMENTE RESPONSABLE DE UN DELITO DE ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR 
EN REITERACIÓN REAL CON UN DELITO DE FALSIFICACIÓN IDEOLÓGICA POR 
FUNCIONARIO PÚBLICO Y UN DELITO CONTINUADO DE FRAUDE A LA PENA DE 
DOS (2) AÑOS Y OCHO (8) MESES DE PENITENCIARÍA, CIEN UNIDADES 
REAJUTABLES DE MULTA (100 UR) E INHABILITACIÓN ESPECIAL POR DOS (2) 
AÑOS PARA EL EJERCICIO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA. LA PENA DE PENITENCIARÍA 
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SE CUMPLIRÁ DE LA SIGUIENTE FORMA: DOCE (12) MESES DE PRISIÓN DE 
CUMPLIMIENTO EFECTIVO Y LOS VEINTE (20) MESES RESTANTES EN RÉGIMEN 
DE LIBERTAD VIGILADA Y BAJO LAS SIGUIENTES OBLIGACIONES: A) RESIDENCIA 
EN UN LUGAR DETERMINADO DONDE SEA POSIBLE LA SUPERVISIÓN POR LA 
OSLA, B) SUJECIÓN A LA ORIENTACIÓN Y VIGILANCIA DE LA REFERIDA OFICINA, 
C) PRESENTACIÓN UNA VEZ POR SEMANA EN LA SECCIONAL POLICIAL 
CORRESPONDIENTE A SU DOMICILIO; SIENDO DE SU CARGO LOS GASTOS DE 
ALIMENTACIÓN, VESTIDO Y ALOJAMIENTO DURANTE LA CONDENA, SIN 
ESPECIAL CONDENA PROCESAL, 


CONDÉNASE A PABLO DANIEL SÁNCHEZ AGUSTINS COMO AUTOR PENALMENTE 
RESPONSABLE DE UN DELITO DE ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR EN 
REITERACIÓN REAL CON UN DELITO CONTINUADO DE FRAUDE A LA PENA DE 
DOS (2) AÑOS DE PENITENCIARÍA, CIEN UNIDADES REAJUTABLES DE MULTA (100 
UR) E INHABILITACIÓN ESPECIAL POR DOS (2) AÑOS PARA EL EJERCICIO DE LA 
FUNCIÓN PÚBLICA. LA PENA DE PENITENCIARÍA SE CUMPLIRÁ DE LA SIGUIENTE 
FORMA: DOCE (12) MESES DE PRISIÓN DE CUMPLIMIENTO EFECTIVO Y LOS 
DOCE (12) MESES RESTANTES EN RÉGIMEN DE LIBERTAD VIGILADA Y BAJO LAS 
SIGUIENTES OBLIGACIONES: A) RESIDENCIA EN UN LUGAR DETERMINADO 
DONDE SEA POSIBLE LA SUPERVISIÓN POR LA OSLA, B) SUJECIÓN A LA 
ORIENTACIÓN Y VIGILANCIA DE LA REFERIDA OFICINA, C) PRESENTACIÓN UNA 
VEZ POR SEMANA EN LA SECCIONAL POLICIAL CORRESPONDIENTE A SU 
DOMICILIO; SIENDO DE SU CARGO LOS GASTOS DE ALIMENTACIÓN, VESTIDO Y 
ALOJAMIENTO DURANTE LA CONDENA, SIN ESPECIAL CONDENA PROCESAL. 


CONDÉNASE A NANCY BEATRIZ LÓPEZ COMO AUTORA PENALMENTE 
RESPONSABLE DE UN DELITO DE ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR EN 
REITERACIÓN REAL CON UN DELITO CONTINUADO DE FRAUDE A LA PENA DE 
DOS (2) AÑOS DE PENITENCIARÍA, CIEN UNIDADES REAJUTABLES DE MULTA (100 
UR) E INHABILITACIÓN ESPECIAL POR DOS (2) AÑOS PARA EL EJERCICIO DE LA 
FUNCIÓN PÚBLICA. LA PENA DE PENITENCIARÍA SE CUMPLIRÁ DE LA SIGUIENTE 
FORMA: SEIS (6) MESES DE CUMPLIMIENTO EFECTIVO Y LOS DICIOCHO (18) 
MESES RESTANTES EN RÉGIMEN DE LIBERTAD VIGILADA Y BAJO LAS 
SIGUIENTES OBLIGACIONES: A) RESIDENCIA EN UN LUGAR DETERMINADO 
DONDE SEA POSIBLE LA SUPERVISIÓN POR LA OSLA, B) SUJECIÓN A LA 
ORIENTACIÓN Y VIGILANCIA DE LA REFERIDA OFICINA, C) PRESENTACIÓN UNA 
VEZ POR SEMANA EN LA SECCIONAL POLICIAL CORRESPONDIENTE A SU 
DOMICILIO; SIENDO DE SU CARGO LOS GASTOS DE ALIMENTACIÓN, VESTIDO Y 
ALOJAMIENTO DURANTE LA CONDENA, SIN ESPECIAL CONDENA PROCESAL. 


CONDÉNASE A NELLY MARÍA AGUSTINS LAGOS COMO AUTORA PENALMENTE 
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RESPONSABLE DE UN DELITO DE ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR EN 
REITERACIÓN REAL CON UN DELITO DE ENCUBRIMIENTO A LA PENA DE OCHO 
(8) MESES DE PRISIÓN A CUMPLIR EN RÉGIMEN DE LIBERTAD VIGILADA Y BAJO 
LAS SIGUIENTES OBLIGACIONES: A) RESIDENCIA EN UN LUGAR DETERMINADO 
DONDE SEA POSIBLE LA SUPERVISIÓN POR LA OSLA, B) SUJECIÓN A LA 
ORIENTACIÓN Y VIGILANCIA DE LA REFERIDA OFICINA, C) PRESENTACIÓN UNA 
VEZ POR SEMANA EN LA SECCIONAL POLICIAL CORRESPONDIENTE A SU 
DOMICILIO, SIN ESPECIAL CONDENA PROCESAL. 


CONDÉNASE A IDORILDO PABLO DE LOS SANTOS MANSILLA COMO AUTOR 
PENALMENTE RESPONSABLE DE UN DELITO DE ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR 
EN REITERACIÓN REAL CON DOS DELITOS DE COHECHO CALIFICADO A LA PENA 
DE VEINTE (20) MESES DE PRISIÓN, CINCUENTA UNIDADES REAJUTABLES DE 
MULTA (50 UR) E INHABILITACIÓN ESPECIAL POR DOS (2) AÑOS PARA EL 
EJERCICIO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA. LA PENA DE PRISIÓN SE CUMPLIRÁ DE LA 
SIGUIENTE FORMA: OCHO (8) MESES DE PRISIÓN DE CUMPLIMIENTO EFECTIVO 
Y LOS DOCE (12) MESES RESTANTES EN RÉGIMEN DE LIBERTAD VIGILADA Y 
BAJO LAS SIGUIENTES OBLIGACIONES: A) RESIDENCIA EN UN LUGAR 
DETERMINADO DONDE SEA POSIBLE LA SUPERVISIÓN POR LA OSLA, B) 
SUJECIÓN A LA ORIENTACIÓN Y VIGILANCIA DE LA REFERIDA OFICINA, C) 
PRESENTACIÓN UNA VEZ POR SEMANA EN LA SECCIONAL POLICIAL 
CORRESPONDIENTE A SU DOMICILIO; SIENDO DE SU CARGO LOS GASTOS DE 
ALIMENTACIÓN, VESTIDO Y ALOJAMIENTO DURANTE LA CONDENA, SIN 
ESPECIAL CONDENA PROCESAL. 


CONDÉNASE A ANAHÍ ZULINA ORTIZ REVETRIA COMO AUTORA PENALMENTE 
RESPONSABLE DE UN DELITO DE ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR A LA PENA DE 
SEIS (6) MESES DE PRISIÓN A CUMPLIR EN RÉGIMEN DE LIBERTAD VIGILADA Y 
BAJO LAS SIGUIENTES OBLIGACIONES: A) RESIDENCIA EN UN LUGAR 
DETERMINADO DONDE SEA POSIBLE LA SUPERVISIÓN POR LA OSLA, B) 
SUJECIÓN A LA ORIENTACIÓN Y VIGILANCIA DE LA REFERIDA OFICINA, C) 
PRESENTACIÓN UNA VEZ POR SEMANA EN LA SECCIONAL POLICIAL 
CORRESPONDIENTE A SU DOMICILIO; SIENDO DE SU CARGO LOS GASTOS DE 
ALIMENTACIÓN, VESTIDO Y ALOJAMIENTO DURANTE LA CONDENA, SIN 
ESPECIAL CONDENA PROCESAL. 


EFECTÚENSE LAS COMUNICACIONES CORRESPONDIENTES Y OFÍCIESE A OSLA. 
OFÍCIESE A LA DIRECCIÓN DE MIGRACIONES A EFECTOS DE COMUNICAR EL 


CIERRE DE FRONTERAS POR EL TÉRMINO DE LA PENA IMPUESTA RESPECTO DE 
LOS IMPUTADOS A CUMPLIR PENA EN RÉGIMEN DE LIBERTAD VIGILADA. 
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SI NO FUERE IMPUGNADA, CÚMPLASE, EXPÍDASE TESTIMONIO EN FUNCIÓN DE . 
DESGLOSE POR CADA UNO DE LOS IMPUTADOS, AGRÉGUESE LOS RECAUDOS 
CORRESPONDIENTES Y REMÍTASE PARA ANTE EL JUZGADO DE EJECUCIÓN DEL 
LUGAR DONDE DEBA CUMPLIR LA PENA IMPUESTA CADA UNO DE LOS 
IMPUTADOS, DE CONFORMIDAD CON LO DISPUESTO EN EL ARTÍCULO 289 DEL 
CPP. 


LIBRESE OFICIO A LA IMC A FIN DE COMUNICAR LA PRESENTE SENTENCIA 
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Intendencia de Colonia 


//lonia, octubre 8 de 2021 Exp.01/2021/4266 


Atento a lo que resulta de las presentes actuaciones, remitir a 


conocimiento de la Junta Departamental. 


MOREIRA REISCH 
NE DE COLONIA 
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Junta Departamental de Colonia 


Colonia, 13 de octubre de 2021. 
REPÁRTASE, dese cuenta y enterado archívese. 


ROE 
CLAUDIA MACIE MONDO, | 
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Disposiciones citadas 


CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA 


SECCION V 
DEL PODER LEGISLATIVO 


CAPITULO Il 


Artículo 93.- Compete a la Cámara de Representantes el derecho 
exclusivo de acusar ante la Cámara de Senadores a los miembros de ambas 
Cámaras, al Presidente y el Vicepresidente de la República, a los Ministros de 
Estado, a los miembros de la Suprema Corte de Justicia, del Tribunal de lo 
Contencioso-Administrativo, del Tribunal de Cuentas y de la Corte Electoral, por 
violación de la Constitución u otros delitos graves, después de haber conocido 
sobre ellos a petición de parte o de algunos de sus miembros y declarado haber 
lugar a la formación de causa. 


CAPITULO lil 


Artículo 102.- A la Cámara de Senadores corresponde abrir juicio 
público a los acusados por la Cámara de Representantes o la Junta 
Departamental, en su caso, y pronunciar sentencia al solo efecto de separarlos 
de sus cargos, por dos tercios de votos del total de sus componentes. 


SECCION XVI 
DEL GOBIERNO Y DE LA ADMINISTRACION DE LOS DEPARTAMENTOS 


CAPITULO 1X 


Artículo 296.- Los Intendentes y los miembros de la Junta 
Departamental podrán ser acusados ante la Cámara de Senadores por un tercio 
de votos del total de componentes de dicha Junta por los motivos previstos en el 
artículo 93. 

La Cámara de Senadores podrá separarlos de sus destinos por dos 
tercios de votos del total de sus componentes. 
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CÓDIGO PENAL 


LIBRO | 
PARTE GENERAL 


TITULO | 
DE LOS DELITOS 


CAPITULO | 
PRINCIPIOS GENERALES 


Artículo 1.- (Concepto del delito) Es delito toda acción u omisión 
expresamente prevista por la ley penal. 
Para que ésta se considere tal, debe contener una norma y una sanción. 


Artículo 3.- (Relación de causalidad) Nadie puede ser castigado por un 
hecho previsto por la ley como delito, si el daño o el peligro del cual depende la 
existencia del delito, no resulta ser la consecuencia de su acción o de su omisión. 
No impedir un resultado que se tiene la obligación de evitar, equivale a 
producirlo. 


CAPITULO ll! 
DE LA CULPABILIDAD 


Artículo 18.- (Régimen de la culpabilidad) Nadie puede ser castigado por 
un hecho que la ley prevé como delito, si no es intencional, ultraintencional o 
culposo, cometido además con conciencia y voluntad. 

El hecho se considera intencional, cuando el resultado se ajusta a la 
intención; ultraintencional cuando el resultado excede de la intención, siempre 
que tal resultado haya podido ser previsto; culpable, cuando con motivo de 
ejecutar un hecho, en sí mismo juridicamente indiferente, se deriva un resultado 
que, pudiendo ser previsto, no lo fue, por imprudencia, impericia, negligencia o 
violación de leyes o reglamentos. 

El resultado que no se quiso, pero que se previó, se considera intencional; 
el daño que se previó como imposible se considera culpable. 

En ningún caso podrá castigarse por un resultado antijurídico, distinto o 
más grave que el querido, que no haya podido ser previsto por el agente. 

Fuente: Ley N* 16.707, de 12 de julio de 1995, artículo 1. 


TITULO IV 
DEL CONCURSO DE DELITOS Y DELINCUENTES 


CAPITULO | 
DE LA REITERACION 


Artículo 54.- (Reiteración real) Al culpable de varios delitos, no excediendo 
el número de tres, cometidos en el país o fuera de él, se le aplicará la pena que 
corresponda por el delito mayor aumentada en razón del número y gravedad de 
los otros delitos, pero sin que el aumento pueda exceder de la mitad de la misma 
pena, salvo que tales delitos se hubieren ejecutado en el término de cinco años, 
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a partir del primero, en cuyo caso el aumento puede llegar a las dos terceras 
partes. 


Artículo 58.- (Delito continuado) Varias violaciones de la misma ley penal, 
cometidas en el mismo momento o en diversos momentos, en el mismo lugar o 
en lugares diferentes, contra la misma persona o contra distintas personas, como 
acciones ejecutivas de una misma resolución criminal, se considerarán como un 
solo delito continuado y la continuación se apreciará como una circunstancia 
agravante. 


CAPITULO Il 
DEL CONCURSO DE DELINCUENTES 


Artículo 60.- (Concepto del autor) Se consideran autores: 

1. Los que ejecutan los actos consumativos del delito. 

2. Los que determinan a personas no imputables o no punibles a cometer 
el delito. 


Artículo 64.- (Extensión de la responsabilidad cuando se requieren 
condiciones personales para la existencia del delito) Cuando para la existencia 
de un delito se requieran condiciones de orden personal, todos los que presten 
su concurso serán responsables del mismo, según la participación que hayan 
tenido en él, pero la ausencia de tales condiciones, se tendrá en cuenta por el 
Juez para rebajar o aumentar la pena de aquéllos en quienes no concurran. 


TITULO VII 
DE LOS EFECTOS CIVILES DEL DELITO 


CAPITULO | 
DE SU REGIMEN 


Artículo 105.- (Normas de la responsabilidad civil) La responsabilidad civil 
se rige por lo dispuesto en el Código Civil, Libro IV, Título |, Capítulo Il, Sección 
Il y apareja los siguientes efectos: 

a) Confiscación de los efectos del delito y de los instrumentos con que fue 
ejecutado, salvo que unos y otros pertenezcan a un tercero, extraño al hecho, o 
que se trate de delitos culpables o de faltas. 

b) Embargo preventivo de los bienes del procesado. 

c) Obligación de resarcir los daños y perjuicios causados. 

d) Condenación a los gastos del proceso. 

e) Obligación de indemnizar al Estado, los gastos de alimentación, vestido 
y alojamiento durante el proceso y la condena. 


Artículo 106.- (Pronunciamiento de la sentencia) De acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo precedente, toda sentencia que imponga una pena o una 
medida de seguridad, debe contener pronunciamiento expreso sobre los puntos 
(a), (d) y (e) del artículo mencionado. 

Quedan exonerados de la obligación impuesta por el inciso (e), los 
delincuentes con familia, que dispusieran de escasos bienes en concepto del 
Juez. 


336-C.S. CÁMARA DE SENADORES 11 de abril de 2023 


El embargo sólo será decretado a pedido de parte interesada, cuando el 
delito aparejase obligaciones restitutorias o reparatorias, en cuanto bastare para 
garantirlas. 

Fuente: Ley N* 16.162, de 18 de diciembre de 1990, artículo 2. 


LIBRO Il 
TITULO 111 
DELITOS CONTRA LA PAZ PÚBLICA 
CAPITULO | 


Artículo 150.- (Asociación para delinquir) Los que se asociaren para 
cometer uno o más delitos serán castigados, por el simple hecho de la 
asociación, con seis meses de prisión a cinco años de penitenciaria. 

El hecho será castigado con dieciocho meses de prisión a ocho años de 
penitenciaria si la asociación tuviere por objeto la ejecución de cualquiera de los 
delitos previstos en el artículo 1? de la Ley N* 8.080, de 27 de mayo de 1927; en 
los artículos 30 a 35 del Decreto Ley N* 14.294, de 31 de octubre de 1974, en el 
artículo 5? de la Ley N” 14.095, de 17 de noviembre de 1972, de cualquier 
actividad ilícita relacionada con el tráfico de órganos o tejidos (Ley N* 14.005, de 
17 de agosto de 1971); el contrabando o la adquisición, recepción u ocultamiento 
de dinero o de los efectos provenientes de un delito. 

Fuente: Ley N* 16.707, de 12 de julio de 19985, artículo 4. 


TITULO IV 
DELITOS CONTRA LA ADMINISTRACION PÚBLICA 


CAPITULO | 


Artículo 156.- (Concusión) El funcionario público que con abuso de su 
calidad de tal o del cargo que desempeña, compeliere o indujere a alguno a dar 
o prometer indebidamente a él o a un tercero, dinero u otro provecho cualquiera, 
será castigado con doce meses de prisión a seis años de penitenciaria, multa de 
50 UR (cincuenta unidades reajustables) a 10.000 UR (diez mil unidades 
reajustables) e inhabilitación de dos a seis años. 

Se aplica a este delito la atenuante del artículo 154. 

Fuente: Ley N* 17.060, de 23 de diciembre de 1998, articulo 8. 


Artículo 158.- (Cohecho calificado) El funcionario público que, por retardar 
u omitir un acto relativo a su cargo o por ejecutar un acto contrario a los deberes 
del mismo, recibe por sí mismo o por otro, para sí o para otro, dinero u otro 
provecho, o acepta su promesa, será castigado con doce meses de prisión a seis 
años de penitenciaria, inhabilitación especial de dos a seis años, y multa de 50 
UR (cincuenta unidades reajustables) a 10.000 UR (diez mil unidades 
reajustables). 

La pena será aumentada de un tercio a la mitad en los siguientes casos: 
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1. Si el hecho tuviere por efecto la concesión de un empleo público, 
estipendios, pensiones, honores o el favor o el daño de las partes litigantes en 
juicio civil o criminal. 

2. Si el hecho tuviere por efecto la celebración de un contrato en que 
estuviere interesada la repartición a la cual pertenece el funcionario o se realizare 
por medio de un uso abusivo de los procedimientos legales que deben aplicarse 
por la Administración Pública en materia de adquisición de bienes y servicios. 

Fuente: Ley N* 17.060, de 23 de diciembre de 1998, artículo 8. 


CAPITULO Il 
ABUSO DE AUTORIDAD Y VIOLACION DE LOS DEBERES INHERENTES A 
UNA FUNCION PUBLICA 


Artículo 160.- (Fraude) El funcionario público que, directamente o por 
interpuesta persona, procediendo con engaño en los actos o contratos en que 
deba intervenir por razón de su cargo, dañare a la Administración, en beneficio 
propio o ajeno, será castigado con doce meses de prisión a seis años de 
penitenciaria, inhabilitación especial de dos a seis años y multa de 50 UR 
(cincuenta unidades reajustables) a 15.000 UR (quince mil unidades 
reajustables). 

Fuente: Ley N* 17.060, de 23 de diciembre de 1298, articulo 8. 


TITULO IV 
DELITOS CONTRA LA ADMINISTRACION PÚBLICA 


CAPITULO VI 
DISPOSICIONES COMUNES A LOS CAPITULOS PRECEDENTES 


Artículo 175.- (Concepto de funcionario público) A los efectos de este 
Código, se reputan funcionarios a todos los que ejercen un cargo o desempeñan 
una función retribuida o gratuita, permanente o temporaria, de carácter 
legislativo, administrativo o judicial, en el Estado, en el Municipio o en cualquier 
ente público o persona pública no estatal. 

Fuente: Ley N* 17,060, de 23 de diciembre de 1998, artículo 8. 


CAPITULO V 


Artículo 197.- (Encubrimiento) El particular o funcionario que, después de 
haberse cometido un delito y sin concierto previo a su ejecución con los autores, 
coautores o cómplices, aunque éstos fueren inimputables, los ayudaren a 
asegurar el beneficio o el resultado del delito, a estorbar las investigaciones de 
las autoridades, a sustraerse a la persecución de la justicia o a eludir su castigo, 
así como el que suprimiere, ocultare o de cualquier manera alterare los indicios 
de un delito, los efectos que de él provinieren o los instrumentos con que se 
hubiere ejecutado, será castigado con pena de tres meses de prisión a diez años 
de penitenciaria. 

Fuente: Ley N* 16.707, de 12 de julio de1995, articulo 8. 


TITULO VIII 
DE LOS DELITOS CONTRA LA FE PÚBLICA 
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CAPITULO Il 
FALSIFICACION DOCUMENTARIA 


Artículo 237.- (Falsificación o alteración de un documento público, por un 
particular o por un funcionario, fuera del ejercicio de sus funciones) 

El particular o funcionario público que, fuera del ejercicio de sus funciones, 
hiciere un documento público falso o alterare un documento público verdadero, 
será castigado con dos a seis años de penitenciaria. 


Artículo 238.- (Falsificación ideológica por un funcionario público) El 
funcionario público que, en el ejercicio de sus funciones, diere fe de la ocurrencia 
de hechos imaginarios o de hechos reales, pero alterando las circunstancias o 
con omisión o modificación de las declaraciones prestadas con ese motivo o 
mediante supresión de tales declaraciones, será castigado con dos a ocho años 
de penitenciaria. 
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CÓDIGO DEL PROCESO PENAL 


LIBRO Il 
PROCESO DE CONOCIMIENTO 


TÍTULO | 
DEL PROCESO ORDINARIO EN MATERIA DE CRIMENES Y DELITOS 


CAPÍTULO | 
INDAGATORIA PRELIMINAR 


Artículo 266.- (Formalización de la investigación).- 


266.1 Cuando existan elementos objetivos suficientes que den cuenta de 
la comisión de un delito y de la identificación de sus presuntos responsables, el 
fiscal deberá formalizar la investigación solicitando al juez competente la 
convocatoria a audiencia de formalización. 


266.2 La solicitud se hará por escrito, salvo en el caso previsto en el artículo 
266.4 de este Código y deberá contener en forma clara y precisa: 


a) la individualización del imputado y de su defensor, si este hubiera sido 
designado durante la investigación preliminar; 


b) la relación circunstanciada de los hechos y la participación atribuida al 
imputado; 


c) las normas jurídicas aplicables al caso; 

d) los medios de prueba con que cuenta; 

e) las medidas cautelares que el fiscal entienda pertinentes; 

f) el petitorio; 

g) la firma del fiscal o de un representante autorizado por la Fiscalía. 

266.3 Presentada una solicitud de formalización de la investigación que no 
se ajuste a las disposiciones precedentes, el juez ordenará que se subsanen los 
defectos en el plazo que señale, bajo apercibimiento de tenerla por no 
presentada. 

266.4 Si el imputado se encontrare detenido por el hecho respecto del cual 
se decide formalizar la investigación, la solicitud de audiencia deberá formularse 
de inmediato a la detención, aun verbalmente y la audiencia deberá celebrarse 


dentro de las veinticuatro horas siguientes a dicha detención, de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 16 de la Constitución de la República. 
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266.5 Si el imputado se encontrare en libertad, recibida la solicitud de 
formalización, el juez convocará a las partes y a la víctima a audiencia, la que 
deberá celebrarse en un plazo no mayor a veinte días. 


266.6 En la audiencia de formalización se escuchará a las partes y a la 
víctima que hubiere comparecido. En dicha audiencia el juez resolverá: 


a) la legalidad de la detención si fuese el caso; 
b) la admisión de la solicitud fiscal de formalización de la investigación; 


c) el pedido de medidas cautelares que haya formulado el fiscal o la víctima 
de acuerdo con lo dispuesto en el literal e) del artículo 81.2 y en los artículos 216 
y siguientes de este Código; 


d) toda otra petición que realicen las partes. 


La solicitud de medidas cautelares se resolverá atendiendo a la carpeta de 
investigación llevada por el Ministerio Público y siempre que hubiere sido 
controlada por la defensa. 


Si el juez, a solicitud de la defensa, lo considerare imprescindible, podrá 
producirse prueba en la propia audiencia, aun cuando no estuviere contenida en 
la carpeta de investigaciones. La prueba a diligenciarse deberá ceñirse 
estrictamente a los requisitos para la adopción de la cautela. Tratándose de la 
prisión preventiva, los requisitos que deberán reunirse son los establecidos en el 
artículo 224 del presente Código. 


La formalización de la investigación aparejará la sujeción del imputado al 
proceso y dará comienzo al sumario (artículo 16 de la Constitución de la 
República). Cuando se produzca en causa en la que pueda recaer pena de 
penitenciaria, tendrá el efecto previsto en el artículo 80 de la Constitución de la 
República. 


266.7 Ampliación del objeto de la investigación. Si se atribuyeren nuevos 
hechos al imputado cuya investigación preparatoria ya fue formalizada, o se 
ampliara a nuevos imputados, se convocará a una nueva audiencia. 

Fuente: Ley N* 19.549, de 25 de octubre de 2017, artículo 24 


Artículo 267.- (Efectos de la solicitud de formalización de la investigación). 
La solicitud de formalización de la investigación suspenderá el curso de la 
prescripción de la acción penal. 


CAPÍTULO Il 
AUDIENCIAS 


Artículo 268.- (Audiencia de control de acusación). 


268.1 Vencido el plazo contemplado en el artículo 128 de este Código, el 
juez convocará a las partes y a la víctima, si hubiere comparecido a la audiencia 
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de formalización, a una audiencia de control de la acusación, dentro de los diez 
días siguientes. 


Como cuestión previa en la audiencia, la defensa podrá: 

a) objetar la acusación señalando defectos formales; 

b) oponer excepciones; 

c) instar el sobreseimiento; y 

d) proponer acuerdos. 

268.2 Resueltos los planteos en audiencia, cada parte enunciará la prueba 
ofrecida oportunamente y formulará las observaciones que considere pertinentes 
respecto de la prueba de la parte contraria. 

El juez velará por un genuino contradictorio sobre estos puntos y rechazará 
la prueba cuando esta resulte inadmisible, impertinente, sobreabundante, 
dilatoria o ilegal. 


268.3 Las partes podrán arribar a acuerdos probatorios, dando por 
acreditados determinados hechos, los que no podrán ser debatidos en juicio. 


El juez evitará discusiones que son propias del juicio oral y resolverá 
oralmente, de manera inmediata y fundada los planteos de las partes, basándose 
en las evidencias que presentaren las partes en audiencia. 


268.4 No podrá admitirse en juicio ninguna prueba a la que la contraparte 
no haya tenido acceso y posibilidad de control. A tales efectos el juez adoptará 
las medidas pertinentes para garantizar el control por las partes. 


268.5 La audiencia quedará registrada en soporte digital de audio o video 

y se labrará un acta sucinta donde constará la fecha, las partes intervinientes y 

las decisiones arribadas, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 139 de este 
Código. 

? Fuente: Ley N* 19.549, de 25 de octubre de 2017, artículo 25. 

Numeral 2) Fuente: Ley N* 19.889 de 9 de julio de 2020, artículo 37. 

Numeral 4) Fuente: Ley N* 19.889 de 9 de julio de 2020, artículo 38. 


Artículo 269.- (Proceso de conocimiento).- 


269.1 (Auto de apertura a juicio).- El auto de apertura a juicio oral 
contendrá: 


a) el órgano jurisdiccional competente para intervenir en el juicio oral; 
b) las partes intervinientes con sus respectivos domicilios; 


c) la acusación y la contestación admitidas; 
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d) los hechos que se dieron por acreditados en virtud de las convenciones 
probatorias arribadas; 


e) la prueba que hubiera sido admitida, asentando los datos necesarios 
para la presentación de la misma en juicio; 


f) los planteos efectuados y rechazados; y 


9) cuando el acusado soporte una medida cautelar, la indicación sobre su 
subsistencia y su duración. 


El auto de apertura a juicio es irrecurrible y deberá redactarse dentro de los 
tres días de concluida la audiencia, el que será remitido al juez respectivo. 


269.2 (Preparación del juicio oral).- En el plazo de cinco días de dictado el 
auto de apertura de juicio oral, se comunicará a las partes el juez que intervendrá 
en la audiencia y la fecha de su realización, la que deberá tener lugar no antes 
de diez días ni después de tres meses desde la notificación del auto referido. 


269.3 (Citación).- El juzgado procederá a la citación de los testigos, peritos, 


intérpretes y la víctima. 
Fuente: Ley N* 19,549, de 25 de octubre de 2017, artículo 26. 


Artículo 270.- (Apertura de juicio oral y audiencia).- 


270.1 La dirección de la audiencia le compete al juez, quien presidirá el 
juicio, hará las advertencias legales y moderará el debate. Tendrá poder de 
disciplina para velar por el orden y el respeto debido. 


270.2 El juicio se realizará con la presencia ininterrumpida del juez y de 
todas las partes. El imputado no podrá retirarse de la audiencia sin el permiso 
del juez. 


270.3 La audiencia de juicio oral se desarrollará en forma continua y deberá 
prolongarse en sesiones sucesivas hasta su finalización. El tribunal podrá 
suspender la audiencia por razones de absoluta necesidad y por el tiempo 
mínimo que resulte necesario, el que no podrá extenderse por más de diez días, 
salvo casos excepcionales y debidamente fundados. 


270.4 Constituido el tribunal el día y hora programada se declarará abierto 
el debate, advirtiendo al imputado sobre la importancia del acto, el significado de 
la audiencia y los derechos que le asisten. 


270.5 Inmediatamente se cederá la palabra al fiscal para que exponga sus 
alegatos de apertura. Luego se invitará a la defensa para que haga lo propio. 
Durante toda la duración del juicio, el imputado estará habilitado a realizar las 
declaraciones que considere pertinentes, siempre que el tribunal lo considere 
oportuno. Las partes podrán formularle preguntas, bajo las reglas del examen y 


contra examen. 
Fuente: Ley N* 19.549, de 25 de octubre de 2017, artículo 26. 
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Artículo 271.- (Producción de prueba, alegatos y sentencia).- 


271.1 Después de las presentaciones iniciales se recibirá la prueba ofrecida 
por las partes y la víctima si correspondiere. Comenzando por la prueba de la 
acusación, de la víctima en su caso y finalizando con la prueba de la defensa. 


La prueba deberá producirse en la audiencia de juicio, no resultando válida 
la incorporación como prueba de actuaciones realizadas durante la 
investigación, salvo las que se hayan cumplido con las reglas de prueba 
anticipada o que exista un acuerdo de partes. 


271.1 BIS (Prueba nueva).- A solicitud de alguna de las partes, el juez podrá 
ordenar la recepción de pruebas que no hubieren ofrecido oportunamente 
(artículos 127 y 128), cuando se justificare no haber sabido de su existencia 
hasta ese momento y cuya producción resulte indispensable o manifiestamente 
útil para la resolución del caso. 


271.1 TER (Prueba sobre prueba).- Si en ocasión de la producción de una 
prueba en el juicio oral surgiere una controversia relacionada exclusivamente 
con su veracidad, autenticidad o integridad, el juez podrá autorizar la 
presentación de nuevas pruebas destinadas a esclarecer esos puntos, aunque 
ellas no hubieren sido ofrecidas oportunamente (artículos 127 y 128) y siempre 
que no hubiere sido posible prever su necesidad. 


271.2 Antes de declarar, los testigos, peritos e intérpretes no podrán 
comunicarse entre sí, ni podrán observar o escuchar lo que ocurre en la 
audiencia. Los peritos podrán declarar consultando sus informes para explicar 
las operaciones periciales realizadas. Los testigos, peritos e imputados 
declararán bajo las reglas del examen directo y contra examen previstas en el 
presente Código. 


271.3 Las partes podrán objetar las preguntas inadmisibles. El tribunal 
tratará el planteo de inmediato, con mínima sustanciación si fuese necesario, 
evitando que las objeciones se utilicen para alterar la continuidad del testimonio. 


271.4 Cuando sea necesario para demostrar o superar contradicciones o 
fuere indispensable para ayudar a recordar al testigo o perito, se podrá leer la 
parte pertinente de una declaración sin tenerla incorporada como prueba. 


271.5 Los documentos, informes, objetos secuestrados, grabaciones y 
elementos de prueba audiovisual solo podrán ingresar al debate previa 
acreditación de la parte que lo propuso. 


271.6 Terminada la recepción de pruebas, el tribunal concederá 
sucesivamente la palabra al fiscal, al abogado de la víctima si hubiera 
comparecido y al defensor para que, en ese orden, expresen sus alegatos 
finales. Todas las partes tendrán derecho a réplica. 


Los alegatos serán orales, solo se admitirá la lectura de notas o citas. 
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Finalmente se preguntará al imputado si tiene algo más que manifestar y 
luego de ello, se declarará cerrado el debate. 


271.7 El tribunal deberá dictar la sentencia al término de la audiencia y en 
esa oportunidad expedir el fallo con sus fundamentos. 


Excepcionalmente, cuando la complejidad del asunto no permitiere 
pronunciar la decisión inmediatamente, el tribunal podrá prorrogar la audiencia 
por un plazo no mayor a quince días para dictar la sentencia con sus 
fundamentos. 


271.8 El tribunal podrá disponer, durante el plazo para dictar sentencia, 
diligencias para mejor proveer. 


Las partes podrán solicitar, a modo de contraprueba, diligencias 
complementarias de las dispuestas por el tribunal, el cual resolverá sin otro 
trámite y sin perjuicio del recurso de apelación diferida, si se violan las garantías 
del derecho de defensa. 


El tribunal de segunda instancia, si considera que mediante dicha prueba 
se ha alterado gravemente el principio de igualdad de las partes en el proceso, 
podrá disponer las medidas complementarias que entienda adecuadas para 
asegurar el respeto del derecho de defensa en juicio. 


Las diligencias para mejor proveer solo pueden tener como objeto hechos 
alegados y controvertidos por las partes. 


271.9 En todo caso, el tribunal no podrá dictar sentencia fuera del plazo 
previsto en el inciso 271.7, aun cuando no se haya diligenciado la prueba 
requerida para mejor proveer o la solicitada por las partes a título de 
complemento de aquella. 

Fuente: Ley N* 19.549, de 25 de octubre de 2017, artículo 26. 

Numeral 1 815) Fuente: Ley N* 19.889, de 9 de julio de 2020, artículo 39. 
Numeral 1 TER) Fuente: Ley N* 19.889, de 9 de julio de 2020, artículo 40, 
Numerales 8) y 9) Fuente: Ley N* 19.653, de 17 de agosto de 2018, artículo 14. 


TÍTULO I! 
DEL PROCESO ABREVIADO 


Artículo 272.- (Procedencia).- Se aplicará el proceso abreviado para el 
juzgamiento de hechos que constituyan delitos cuyo tipo básico esté castigado 
con una pena mínima no superior a cuatro años de penitenciaria o de una pena 
no privativa de libertad, cualquiera fuere la entidad de esta última. No se aplicará 
el proceso abreviado al homicidio con circunstancias agravantes especiales 
(artículo 311 del Código Penal), ni al homicidio con circunstancias agravantes 
muy especiales (artículo 312 del Código Penal). 

Será necesario que el imputado, en conocimiento de los hechos que se le 
atribuyen y de los antecedentes de la investigación, los acepte expresamente y 
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manifieste su conformidad con la aplicación de este proceso. La existencia de 
varios imputados no impedirá la aplicación de estas reglas a algunos de ellos. 
En ese caso, el acuerdo celebrado con un imputado no podrá ser utilizado 


como prueba en contra de los restantes. 
Fuente: Ley N* 19.889, de 9 de julio de 2020, artículo 27. 


Artículo _273.- (Procedimiento).- El proceso abreviado se regirá por lo 
establecido en el proceso ordinario, con las siguientes modificaciones: 


273.1 Desde la formalización y hasta el vencimiento del plazo para deducir 
acusación o solicitar sobreseimiento, el fiscal podrá acordar con el imputado la 
aplicación del proceso abreviado. 


2732 La aceptación de los hechos y de los antecedentes de la 
investigación por el imputado, será considerada por el Ministerio Público al 
momento de solicitar la pena, pudiendo disminuir la solicitud hasta en una tercera 
parte de aquella aplicable al caso concreto. 


273.3 El juez, en audiencia, verificará el cumplimiento de los requisitos del 
artículo 272 de este Código, así como que el imputado hubiere prestado su 
conformidad con conocimiento de sus derechos, libre y voluntariamente. Si 
entendiera que el acuerdo no cumple con los requisitos legales, declarará su 
inadmisibilidad. En este caso, la pena requerida en el proceso abreviado no será 
vinculante para el Ministerio Público y la aceptación de los hechos y de los 
antecedentes de la investigación por parte del imputado se tendrá por no 
formulada. 


273.4 En la misma audiencia, el juez dictará sentencia, luego de oír a la 
víctima si esta estuviera presente en la audiencia, la que, en caso de ser 
condenatoria, no podrá imponer una pena mayor a la solicitada por el Ministerio 
Público. 


273.5 En estos procesos, el imputado deberá cumplir de manera efectiva y 
en todos sus términos con el acuerdo alcanzado con la Fiscalia. 


273.6 La solicitud de la pena disminuida por parte del Ministerio Público, 
referida en el artículo 273.2, no podrá ser inferior al mínimo previsto por el delito 
correspondiente. 


273.7 En caso de que la víctima no hubiera estado presente en la audiencia 
en la que se dictó sentencia, esta será notificada del acuerdo alcanzado entre la 


Fiscalía y el imputado, en el plazo de diez días. 
Fuente: Ley N* 19.889, de 9 de julio de 2020, artículo 27. 
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Ley N* 17.060 
de 23 de diciembre de 1998 


CAPITULO | 
AMBITO DE APLICACION Y DEFINICIONES 


Artículo 1.- La presente ley será aplicable a los funcionarios públicos de: 

A) Poder Legislativo, Poder Ejecutivo y Poder Judicial. 

B) Tribunal de Cuentas. 

C) Corte Electoral. 

D) Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 

E) Gobiernos Departamentales. 

F) Entes Autónomos y Servicios Descentralizados. 

G) En general, todos los organismos, servicios o entidades estatales, así 
como las personas públicas no estatales. 


Artículo 2.- A los efectos de la presente ley se entiende por funcionarios 
públicos, las personas a las que refiere el artículo 175 del Código Penal. 


Artículo 3.- A los efectos del Capítulo Il de la presente ley se entiende 
por corrupción el uso indebido del poder público o de la función pública, para 
obtener un provecho económico para sí o para otro, se haya consumado o no un 
daño al Estado. 


CAPITULO II 
JUNTA ASESORA 


Artículo _4.- Créase una Junta Asesora en Materia Económico 
Financiera del Estado, cuya actuación y cometidos serán los siguientes: 


1) Asesorará a nivel nacional en materia de los delitos previstos por la 
presente ley, contra la Administración Pública (Título IV, excluyendo los 
Capítulos IV y V, del Código Penal) y contra la economía y la hacienda pública 
(Título IX del Código Penal), que se imputen a alguno o algunos de los 
funcionarios públicos enumerados en los artículos 10 y 11 de la presente ley. 


Estará compuesta de tres miembros, quienes durarán cinco años en sus 
funciones a partir de su designación por el Presidente de la República, actuando 
con el Consejo de Ministros, con venia de la Cámara de Senadores otorgada 
siempre por tres quintos de votos del total de componentes, entre personas de 
reconocida experiencia y solvencia profesional y moral. 


El Presidente de la República, en acuerdo con el Consejo de Ministros, 
podrá destituir por resolución fundada a los miembros de la Junta con venia de 
la Cámara de Senadores otorgada por la misma mayoría exigida para su 
designación. Si la Cámara de Senadores no se expidiera en el término de 
sesenta días, el Poder Ejecutivo podrá hacer efectiva la destitución. 
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2) Tendrá como cometido exclusivo el asesoramiento a los órganos 
judiciales con competencia penal, emitiendo opinión dentro del marco de su 
materia, cuando la Justicia o el Ministerio Público lo dispongan. 


La actuación de la Junta en el cumplimiento de su cometido se regulará 
por lo establecido en la Sección V, Capitulo lll, Título VI, Libro | del Código 
General del Proceso, en lo aplicable. 


3) Las denuncias que se hicieren sobre comisión de delitos incluidos 
en el Capítulo |, serán presentadas ante el órgano judicial competente, o el 
Ministerio Público, los que podrán disponer que la Junta proceda a la obtención 
y sistematización de todas las pruebas documentales que de existir fueran 
necesarias para el esclarecimiento por el Juez de los hechos noticiados. 

4) La Junta dispondrá de sesenta días para el cumplimiento del 
cometido indicado en el apartado anterior, pudiendo solicitar al Juez, por una 
sola vez, la prórroga del plazo, la que será concedida siempre que exista mérito 
bastante para ello, por un máximo de treinta días. 


Vencido el plazo o la prórroga en su caso, la Junta remitirá al órgano que 
legalmente corresponda recepcionarla los antecedentes reunidos. Estos serán 
acompañados por un informe explicativo de la correlación de los mismos con los 
hechos denunciados. 


5) Para el cumplimiento de sus funciones la Junta tendrá los 
siguientes cometidos accesorios: 


A) Recabar, cuando lo considere conveniente, información sobre las 
condiciones de regularidad e imparcialidad con las cuales se preparan, 
formalizan y ejecutan los contratos públicos de bienes, obras y servicios. 


B) Recibir las declaraciones juradas de que tratan los artículos 10 y 
siguientes de la presente ley. 


C) Determinar, a requerimiento del interesado, si éste debe presentar 
la declaración jurada de bienes e ingresos a que refiere el Capítulo V de la 
presente ley. 


D) Proponer las modificaciones de normas sobre las materias de su 
competencia. 


E) Elaborar un informe anual que será elevado a los Poderes 
Ejecutivo, Legislativo y Judicial. 


6) Para el cumplimiento de los cometidos previstos en los Capitulos 
1Il y IV de la presente ley, la Junta podrá dirigirse por intermedio del órgano 
judicial interviniente o del representante del Ministerio Público, a cualquier 
repartición pública, a fin de solicitar los documentos y demás elementos 
necesarios para el esclarecimiento por el Juez de los hechos denunciados. 
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7) En la ejecución de sus funciones, la Junta contará con el 
asesoramiento jurídico permanente del Fiscal de Corte y Procurador General de 
la Nación, sobre aspectos formales y procedimentales (artículos 1* y 6* de la Ley 
Orgánica del Ministerio Público y Fiscal). 


8) La Junta constituye un Cuerpo con independencia técnica en el 
ejercicio de sus funciones. Informará mensualmente, por cualquier vía idónea, al 
Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación sobre las actividades 
desarrolladas en relación a los cometidos previstos en los numerales 29), 3%) y 
49) del presente artículo, así como también de toda resolución adoptada sobre 
impedimentos, excusas o recusaciones que, a juicio del Cuerpo, alguno de sus 
miembros pudiere tener respecto de los asuntos a consideración del mismo. Sin 
perjuicio de lo establecido en el numeral 7%) precedente, la Fiscalía de Corte y 
Procuraduría General de la Nación podrá suministrar a la Junta Asesora el apoyo 
administrativo y contable para el mejor cumplimiento de sus cometidos que ésta 
le solicitare. 


FUENTE: Numeral 8%): Ley N* 17.296 de 21 de febrero de 2001, artículo 334. 


CAPITULO lll 
CONTROL SOCIAL 


Artículo 5.- Los organismos públicos darán amplia publicidad a sus 
adquisiciones de bienes y contrataciones de servicios, de acuerdo a las pautas 
que fije el Poder Ejecutivo -o el órgano jerarca, en su caso- al reglamentar la 
presente ley. 


Artículo 6.- El Poder Ejecutivo, a propuesta de la Junta, llevará a cabo 
periódicamente campañas de difusión en materia de transparencia pública y 
responsabilidad de los funcionarios públicos, así como sobre los delitos contra la 
Administración Pública y los mecanismos de control ciudadano. 


Artículo 7.- Los actos, documentos y demás elementos relativos a la 
función pública pueden ser divulgados libremente, salvo que por su naturaleza 
deban permanecer reservados o secretos o hayan sido declarados tales por ley 
o resolución fundada. En todo caso, bajo la responsabilidad a que hubiese lugar 
por derecho. 


CAPITULO IV 
DISPOSICIONES PENALES 


Artículo 8.- Sustitúyense los siguientes artículos del Código Penal, los 
cuales quedarán redactados de la siguiente manera: 


"ARTICULO 68.- La pena de penitenciaria durará de dos a treinta años. 
La pena de prisión durará de tres a veinticuatro meses. La pena de inhabilitación 
absoluta o especial durará de dos a diez años. La pena de inhabilitación especial 
de determinada profesión académica, comercial o industrial, durará de dos a diez 
años. La pena de suspensión durará de seis meses a dos años. 
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La pena de multa será de 10 UR (diez unidades reajustables) a 15.000 
UR (quince mil unidades reajustables)". 


"ARTICULO 84. (Sustitución de la multa).- Si el sentenciado no tuviese 
bienes para satisfacer la multa sufrirá, por vía de sustitución y apremio, la pena 
de prisión, regulándose un día por cada 10 UR (diez unidades reajustables). 


El condenado podrá en cualquier tiempo pagar la multa, descontándose 
de ella la parte proporcional a la prisión cumplida. 


Esta disposición no se aplicará cuando la multa se acumule a una pena 
privativa de libertad, en cuyo caso se procederá por al vía de apremio si el 
sentenciado no la abonare en el plazo otorgado en la sentencia". 


"ARTICULO 156. (Concusión).- El funcionario público que con abuso de 
su calidad de tal o del cargo que desempeña, compeliere o indujere a alguno a 
dar o prometer indebidamente a él o a un tercero, dinero u otro provecho 
cualquiera, será castigado con doce meses de prisión a seis años de 
penitenciaria, multa de 50 UR (cincuenta unidades reajustables) a 10.000 UR 
(diez mil unidades reajustables) e inhabilitación de dos a seis años. 


Se aplica a este delito la atenuante del artículo 154", 


"ARTICULO 157. (Cohecho simple).- El funcionario público que, por 
ejecutar un acto de su empleo, recibe por sí mismo, o por un tercero, para sí 
mismo o para un tercero una retribución que no le fuera debida, o aceptare la 
promesa de ella, será castigado con una pena de tres meses de prisión a tres 
años de penitenciaria, con multa de 10 UR (diez unidades reajustables) a 5.000 
UR (cinco mil unidades reajustables) e inhabilitación especial de dos a cuatro 
años. 


La pena será reducida de la tercera parte a la mitad, cuando el 
funcionario público acepta la retribución, por una acto ya cumplido, relativo a sus 
funciones". 


“ARTICULO 158. (Cohecho calificado).- El funcionario público que, por 
retardar u omitir un acto relativo a sus cargo o por ejecutar un acto contrario a 
los deberes del mismo, recibe por sí mismo o por otro, para sí o para otro, dinero 
u otro provecho, o acepta su promesa, será castigado con doce meses de prisión 
a seis años de penitenciaria, inhabilitación especial de dos a seis años, y multa 
de 50 UR (cincuenta unidades reajustables) a 10.000 UR (diez mil unidades 
reajustables). 


La pena será aumentada de un tercio a la mitad en los siguientes casos: 
1) Si el hecho tuviere por efecto la concesión de un empleo público, 


estipendios, pensiones, honores o el favor o el daño de las partes litigantes en 
juicio civil o criminal. 
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2) Si el hecho tuviere por efecto la celebración de un contrato en que 
estuviere interesada la repartición a la cual pertenece el funcionario o se realizare 
por medio de un uso abusivo de los procedimientos legales que deben aplicarse 
por la Administración Pública en materia de adquisición de bienes y servicios”. 


"ARTICULO 159. (Soborno).- El que indujere a un funcionario público a 
cometer cualquiera de los delitos previstos en los artículos 157 y 158 será 
castigado por el simple hecho de la instigación, con una pena de la mitad a las 
dos terceras partes de la pena principal establecida para los mismos. 


Se considerarán agravantes especiales: 


1) Que el inducido sea funcionario policial o encargado de la 
prevención, investigación o represión de actividades ilicitas, siempre que el delito 
fuere cometido a raíz o en ocasión del ejercicio de sus funciones, o en razón de 
su calidad de tal y que esta última circunstancia sea ostensible para el autor del 
delito. 


2) Que el inducido sea alguna de las personas comprendidas en los 
artículos 10 y 11 de la ley de prevención y lucha contra la corrupción”, 


"ARTICULO 160. (Fraude).- El funcionario público que, directamente o 
por interpuesta persona, procediendo con engaño en los actos o contratos en 
que deba intervenir por razón de su cargo, dañare a la Administración, en 
beneficio propio o ajeno, será castigado con doce meses de prisión a seis años 
de penitenciaria, inhabilitación especial de dos a seis años y multa de 50 UR 
(cincuenta unidades reajustables) a 15.000 UR (quince mil unidades 
reajustables)". 


"ARTICULO 161. (Conjunción del interés personal y del público).- El 
funcionario público que, con o sin engaño, directamente o por interpuesta 
persona, se interesare con el fin de obtener un provecho indebido para sí o para 
un tercero en cualquier acto o contrato, en que deba intervenir por razón de su 
cargo, u omitiere denunciar o informar alguna circunstancia que lo vincule 
personalmente con el particular interesado en dicho o contrato, será castigado 
con pena de seis meses de prisión a tres años de penitenciaria, inhabilitación 
especial de dos a cuatro años y multa de 10 UR (diez unidades reajustables) a 
10.000 UR (diez mil unidades reajustables). 


Constituye circunstancia agravante especia! que el delito se cometa para 
obtener un provecho económico para sí o para un tercero”. 


"ARTICULO 162. (Abuso de funciones en casos no previstos 
especialmente por la ley).- El funcionario público que con abuso de su cargo, 
cometiere u ordenare cualquier acto arbitrario en perjuicio de la Administración 
o de los particulares, que no se hallare especialmente previsto en las 
disposiciones del Código o de las leyes especiales, será castigado con tres 
meses de prisión a tres años de penitenciaria, inhabilitación especial de dos a 
cuatro años y multa de 10 UR (diez unidades reajustables) a 3.000 UR (tres mil 
unidades reajustables)". 
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"ARTICULO 163. (Revelación de secretos).- El funcionario público que, 
con abuso de sus funciones, revelare hechos, publicare o difundiere 
documentos, por él conocidos o poseídos en razón de su empleo actual o 
anterior, que deben permanecer secretos, o facilitare su conocimiento, será 
castigado con suspensión de seis meses a dos años y multa de 10 UR (diez 
unidades reajustables) a 3.000 UR (tres mil unidades reajustables)". 


"ARTICULO 175. (Concepto de funcionario público).- A los efectos de 
este Código, se reputan funcionarios a todos los que ejercen un cargo o 
desempeñan una función retribuida o gratuita, permanente o temporaria, de 
carácter legislativo, administrativo o judicial, en el Estado, en el Municipio o en 
cualquier ente público o persona pública no estatal". 


“ARTICULO 177. (Omisión de los funcionarios en proceder a denunciar 
los delitos).- El Juez competente que, teniendo conocimiento de la ejecución de 
un delito, no interviniera o retardase su intervención, y el que no siendo 
competente, y el que no siendo competente, omitiere o retardare formular su 
denuncia, será castigado con la pena de tres meses a dieciocho meses de 
prisión. 


La misma pena se aplicará al funcionario policial que omitiera o retardare 
formular la denuncia de cualquier delito de que tuviere conocimiento por razón 
de sus funciones, y a los demás funcionarios, en las mismas circunstancias, de 
los delitos que se cometieren en su repartición o cuyos efectos la repartición 
experimentara particularmente. 


Se exceptúan de la regla los delitos que sólo pueden perseguirse 
mediante denuncia del particular ofendido. 


Constituye circunstancia agravante especial, respecto de los 
funcionarios públicos y en relación a los hechos que se cometieren en su 
repartición, el hecho de que se trate de los delitos previstos en los artículos 
153,155,156,157,158, 158 bis, 159, 160, 161, 162, 163 y 163 bis". 


"ARTICULO 179. (Calumnia y simulación de delito).- El que a sabiendas 
denuncia a la autoridad judicial o policial, o ante la Junta Asesora en Materia 
Económico Financiera del Estado o ante un funcionario público el cual tenga la 
obligación de dirigirse a tales autoridades, un delito que no se ha cometido, o 
que simule los indicios de un delito, en forma que proceda la iniciación de un 
procedimiento penal para su averiguación, será castigado con pena de tres 
meses de prisión a tres años de penitenciaria". 


Artículo 9.- Incorpóranse al Código Penal las siguientes disposiciones: 


"ARTICULO 158 bis. (Tráfico de influencias).- El que, invocando 
influencias reales o simuladas, solicita, recibe por sí mismo o por otro, para sí o 
para otro, provecho económico, o acepta su promesa, con el fin de influir 
decisivamente sobre un funcionario público para retardar u omitir un acto de su 
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cargo, o por ejecutar un acto contrario al mismo, será castigado con tres meses 
de prisión a cuatro años de penitenciaria. 


La pena será reducida de un tercio a la mitad cuando se acepta la 
retribución, con el fin de influir decisivamente, para que el funcionario público 
ejercite un acto inherente a su cargo. 


Se considerará agravante especial del delito la circunstancia de que el 
funcionario público, en relación al cual se invocan las influencias, fuere alguna 
de las personas comprendidas en los artículos 10 y 11 de la ley de prevención y 
lucha contra la corrupción”. 


"ARTICULO 163 bis. (Utilización indebida de información privilegiada).- 
El funcionario público que, con el fin de obtener un provecho económico para sí 
o para un tercero, haga uso indebido de la información o de datos de carácter 
reservado que haya conocido en razón o en ocasión de su empleo, será 
castigado con tres meses de prisión a cuatro años de penitenciaria, inhabilitación 
especial de dos a cuatro años y multa de 10 UR (diez unidades reajustables) a 
10.000 UR (diez mil unidades reajustables)". 


“ARTICULO 163 ter. (Circunstancias agravantes especiales).- artículos 
153, 155, 156, 157, 158, 158 bis, 160, 161, 162, 163 y 163 bis: 


1%) Que el sujeto activo fuera alguna de las personas comprendidas en 
los artículos 10 y 11 de la ley de prevención y lucha contra la corrupción. 


2”) Que el sujeto activo haya obtenido, como consecuencia de 
cualquiera de estos delitos, un enriquecimiento patrimonial". 


"ARTICULO 163 quater. (Confiscación).- Tratándose de los delitos de los 
artículos 153, 155, 156,157, 158, 158 bis, 160, 161, 162, 163 y 163 bis, el Juez 
también podrá confiscar los objetos o valores patrimoniales que sean resultado 
directo o indirecto del delito. 


El producto de la confiscación pertenecerá al Estado, a cuyo efecto, y 
salvo lo dispuesto en el apartado siguiente, el Juez de la causa lo pondrá a 
disposición del Poder Ejecutivo, el que le dará el destino especial que la ley 
establezca. De no haber previsión especial se procederá a su venta y se 
destinará el importe a Rentas Generales. 


Lo dispuesto en la presente disposición regirá sin perjuicio de los 
derechos de los terceros de buena fe". 


CAPITULO V 
DECLARACIÓN JURADA DE BIENES E INGRESOS DE LAS 
AUTORIDADES Y FUNCIONARIOS PUBLICOS 


Artículo 10.- El Presidente y el Vicepresidente de la República, los 
Ministros de Estado, los Ministros de la Suprema Corte de Justicia, del Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo, del Tribunal de Cuentas y de la Corte Electoral, 
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los Senadores, los Representantes Nacionales y los Intendentes Municipales 
deberán formular una declaración jurada de bienes e ingresos a cualquier título. 


Artículo 11.- También están comprendidos en la obligación del artículo 
precedente los funcionarios y ciudadanos que se enumeran: 


A) Subsecretarios de Estado, Secretario y Prosecretario de la 
Presidencia de la República, Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación, 
Procurador del Estado en lo Contencioso Administrativo, Director y Subdirector 
de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, Director y Subdirector de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil, Miembros de la Junta Asesora en Materia Económico 
Financiera del Estado y Miembros de las Comisiones de las Unidades 
Reguladoras. 

B) Ministros de los Tribunales de Apelaciones, Jueces, Secretarios 
Letrados de la Suprema Corte de Justicia, Secretarios de los Tribunales de 
Apelaciones, Actuarios y Alguaciles del Poder Judicial, Fiscales Adscriptos, 
Fiscales Letrados y Fiscales Adjuntos, Fiscal Adjunto, Secretario Letrado y 
Secretario General de la Fiscalía General de la Nación, Procurador Adjunto del 
Estado en lo Contencioso Administrativo y Secretario Nacional de la Secretaría 
Nacional para la Lucha Contra el Lavado de Activos y Financiamiento del 
Terrorismo. 

C) Titulares de los cargos con jerarquía de Dirección General o Nacional 
e Inspección General de los Ministerios. 

D) Director General de Rentas, Subdirector General, Directores de 
División, Encargados de Departamento, Encargados de la Auditoría Interna y 
Asesorías y todos los funcionarios que cumplan tareas inspectivas de la 
Dirección General Impositiva del Ministerio de Economía y Finanzas. 

E) Embajadores de la República, Ministros del Servicio Exterior y 
personal diplomático que se desempeñe como Cónsul o Encargado de 
Negocios, con destino en el extranjero, y miembros de las delegaciones 
uruguayas en comisiones u organismos binacionales o multinacionales. 

F) Presidentes, Directores, Directores Generales o miembros de los 
órganos directivos de las Personas Públicas no Estatales, de empresas privadas 
pertenecientes mayoritariamente a organismos públicos y delegados estatales 
en las empresas de economía mixta. 

G) Miembros del Consejo Directivo del Servicio Oficial de Difusión, 
Radiotelevisión y Espectáculos y Director del Servicio Nacional de Televisión. 

H) Rector y Decanos de las Facultades de la Universidad de la 
República, miembros del Consejo Directivo Central y de los Consejos de 
Educación Primaria, de Educación Secundaria y de Educación Técnico - 
Profesional de la Administración Nacional de Educación Pública y de la 
Universidad Tecnológica. 

1) Interventores de instituciones y organismos públicos o privados 
intervenidos por el Poder Ejecutivo, Entes Autónomos, Servicios 
Descentralizados o Gobiernos Departamentales. 

J) Secretarios y Prosecretarios de las Cámaras de Senadores y de 
Representantes y de la Comisión Administrativa del Poder Legislativo y Director 
de Protocolo y Relaciones Públicas de la Comisión Administrativa del Poder 
Legislativo. 
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K) Directores, Directores Generales, Subgerentes Generales y Gerentes 
o funcionarios de rango equivalente cualquiera sea su denominación de los 
Entes Autónomos, Servicios Descentralizados y personas públicas no estatales. 

L) General del Ejército, Almirante y General del Aire, Generales, 
Contralmirantes y Brigadieres Generales de las Fuerzas Armadas en actividad, 
Jefes, Subjefes, Inspectores, Comisarios y Directores de Policía. 


M) Ediles titulares de las Juntas Departamentales y Ediles titulares de 
las Juntas Locales Autónomas. 

N) Directores de Proyectos, Gerentes, Jefes de Compras y ordenadores 
de gastos y de pagos de los organismos públicos cualquiera sea la denominación 
de su cargo. 

O) Los funcionarios que ocupen cargos políticos o de particular 
confianza, declarados tales a nivel nacional o departamental (inciso cuarto del 
artículo 60 e inciso segundo del artículo 62 de la Constitución de la República). 


P) Los funcionarios que realicen funciones inspectivas y los que efectúan 
tasación o avalúo de bienes, en ambos casos con las excepciones que por razón 
de escasa entidad la reglamentación establezca. 

Q) La totalidad de los funcionarios de la Dirección Nacional de Aduanas 
y los que prestan servicios en dicha repartición. 

R) La totalidad de los funcionarios de la Dirección General de Casinos y 
de los Casinos departamentales. 

S) Los funcionarios del Ministerio del Interior, no incluidos en los incisos 
anteriores y con las excepciones que por bajo nivel de riesgo establezca la 
reglamentación. 

T) Alcaldes y Concejales municipales y sus correspondientes suplentes. 

U) Las personas fisicas que ejerzan funciones o presten servicios 
personales del tipo de los indicados en los literales F), N) y P), en empresas 
privadas ya creadas o adquiridas por los organismos públicos y en las que se 
creen o adquieran en el futuro, así como en las creadas o adquiridas a su vez 
por las empresas privadas dependientes de aquellas y sus sucesivas, con sede 
en el territorio o fuera de él, cuando esas personas hayan sido designadas o 
propuestas por el Estado y este tenga participación en su capital. 


Fuente: Ley N* 19.797 de 13 de setembre de 2019, artículo 1. 


Artículo 11-BIS.- (Declaración jurada de candidatos).- Los candidatos a 
la Presidencia y Vicepresidencia de la República y a las Intendencias 
Departamentales proclamados por los organismos partidarios correspondientes 
deberán presentar una declaración jurada de sus bienes e ingresos, tal como se 
determina en el artículo 12 de la presente ley. 

La declaración deberá ser presentada hasta treinta días antes de 
efectuarse el acto electoral correspondiente. 

La JUTEP publicará las mismas, en los mismos términos indicados en el 
artículo 12 BIS. Asimismo, indicará en su página web quienes han incumplido 
con dicha obligación. 

La reglamentación determinará el monto de la multa a quienes no dieran 
cumplimiento con la obligación establecida en este artículo. 


Fuente: Ley N” 19.797 de 13 de setiembre de 2019 artículo 2. 
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Artículo 12.- (Del contenido de la declaración jurada).- La declaración 
jurada contendrá dos partes. Una primera parte detallada y reservada, y una 
segunda parte, denominada síntesis y abierta. 


12.1. La primera parte reservada contendrá los siguientes datos: 


A) Una relación precisa y circunstanciada de los bienes muebles e 
inmuebles propios del declarante, de su cónyuge o concubino, de la sociedad 
conyugal o de la sociedad concubinaria de bienes que integre y de las personas 
sometidas a su patria potestad, tutela o curatela. 


Se especificará el título de la última procedencia dominial de cada uno 
de los bienes, monto y lugar de depósitos de dinero y otros valores, en el país o 
en el exterior. 


B) La nómina de empresas, sociedades nacionales o extranjeras con o 
sin personería jurídica, a las que está vinculado el obligado, su cónyuge o 
concubino, a través de participación en su propiedad (total o parcial) o 
administración, tenga poder general o integre órganos directivos o asesores, 
aunque sea en carácter honorario. Deberá adjuntarse copia del último balance e 
indicar la participación social en las mismas. 


C) Las sociedades en que el obligado, su cónyuge o concubino perciba 
salario, intereses u honorarios. 


D) La relación de ingresos, rentas, sueldos y beneficios que perciba por 
cualquier concepto el obligado, su cónyuge o concubino y las personas 
sometidas a su patria potestad, tutela o curatela. 


E) Declaración jurada de implicancias prevista en el artículo 29 del 
Decreto N* 30/003, de 23 de enero de 2003, y la declaración prevista en el 
Decreto N* 380/018, de 12 de noviembre de 2018, reglamentaria del articulo 9? 
de la Ley N* 19.574, de 20 de diciembre de 2017, cuando corresponda. 


12.2. La segunda parte, abierta a la JUTEP, será una síntesis de la 
anterior y contendrá los datos identificatorios del funcionario, un resumen del 
promedio mensual de sus ingresos de los últimos doce meses, de los totales de 
su activo y pasivo patrimonial, incluyendo su cuota parte en la sociedad conyugal 
o concubinaria de bienes en su caso y la nómina de empresas a las que esté 
vinculado a través de participación en su propiedad (total o parcial) o 
administración, perciba salario, intereses, honorarios, tenga poder general o 
integre órganos directivos o asesores, aunque sea en carácter honorario. 


La información de ese formulario abierto estará disponible para los 
controles de evaluación y evolución que la JUTEP podrá realizar. 


A todos los efectos previstos en la presente ley, se entiende por 
concubina a las personas comprendidas en los artículos 1? y 2% de la Ley N* 
18.246, de 27 de diciembre de 2007, y por sociedad concubinaria de bienes a 
aquellas comprendidas en dicho artículo. 
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Fuente: Ley N* 19.797 de 13 de setiembre de 2019 articulo 3. 


Artículo 12 BIS.- (De la publicidad de las declaraciones).- Las 
declaraciones del Presidente, Vicepresidente de la República, Senadores, 
Representantes Nacionales, Ministros de Estado, Subsecretarios, Directores 
Generales de Secretaría, Ministros de la Suprema Corte de Justicia, de la Corte 
Electoral, del Tribunal de Cuentas y del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, Directores de Entes Autónomos y Servicios Descentralizados, 
Intendentes Departamentales, Secretarios Generales de las Intendencias 
Departamentales y Alcaldes, serán recibidas por la Junta de Transparencia y 
Ética Pública (JUTEP), en sus correspondientes sobres o a través de medios 
electrónicos. Posteriormente se procederá a su apertura, publicando todas las 
declaraciones en el sitio web de la JUTEP. 


En estas publicaciones se omitirán por razones de seguridad los datos 
identificatorios de los bienes, derechos y obligaciones incluidos en los mismos, 
los que se determinarán especificamente en la reglamentación respectiva. 


Las publicaciones se realizarán de acuerdo con lo establecido en la Ley 
N* 19.179, de 27 de diciembre de 2013, y en el artículo 82 de la Ley N” 19.355, 
de 19 de diciembre de 2015. 


Fuente: Ley N* 19.797 de 13 de setiembre de 2019 artículo 3. 


Artículo 13.- (De los plazos de presentación).- Para la presentación de 
las declaraciones juradas se dispondrá de un plazo de treinta días. Este plazo 
comenzará a computarse para las declaraciones juradas iniciales una vez 
cumplidos sesenta días corridos o alternados de ejercicio del cargo, desde la 
toma de posesión del mismo, instancia esta que se considerará como la fecha 
válida para la expresión patrimonial del declarante. 


Las declaraciones subsiguientes se formularán cada dos años contados 
a partir de la toma de posesión, siempre que el funcionario continuare en el 
ejercicio del cargo. Toda vez que cesare en el mismo, deberá presentar una 
declaración final dentro de los treinta días posteriores a la fecha de cese, 
tomándose esta como la fecha válida para la expresión patrimonial de los bienes 
e ingresos. 


Cuando el funcionario hubiera desempeñado un cargo o función y pasara 
a desempeñar otro dentro de los treinta días posteriores al cese y estuvieran 
ambos cargos o funciones comprendidos en la obligación de presentación de 
declaración jurada, no se requerirá declaración jurada final de cese, ni inicial del 
ingreso, mientras mantenga vigencia la declaración jurada anterior en los 
términos a que refiere el inciso precedente. 


Fuente: Ley N* 19.797 de 13 de setiembre de 2019 articulo 3. 


Artículo 14.- (Custodia y análisis de declaraciones juradas).- La Junta 
de Transparencia y Ética Pública (JUTEP): 
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A) Tendrá a su cargo la custodia de las declaraciones juradas que reciba 
en cumplimiento de la presente ley, tomando las medidas necesarias a fin de 
mantener la reserva de su contenido, cuando correspondiere, así como la de los 
datos personales del declarante. Conservará las declaraciones por un período 
de diez años, contados a partir del cese del funcionario en su último cargo 
obligado a declarar. Vencido el mismo, procederá a su destrucción, labrándose 
acta notarial de dicho acto, salvo que el interesado hubiera solicitado su 
devolución, en cuyo caso se le entregará. 


B) Confeccionará un registro y efectuará un análisis de evolución de 
activos, pasivos, ingresos y vínculos con empresas, informados por cada sujeto 
en la segunda parte de la declaración jurada, de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 12.2 de la presente ley. 


C) Abrirá, en cada año civil, hasta un 5% (cinco por ciento) de las 
declaraciones juradas de carácter reservado, con las garantías que disponga la 
reglamentación y mediante un procedimiento aleatorio y en función de un análisis 
de riesgo. 


Las declaraciones juradas serán examinadas por los técnicos 
pertinentes del organismo a los efectos de controlar su contenido y verificar que 
cumpla con los requerimientos legales y reglamentarios formales y sustanciales. 


Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, la JUTEP deberá 
adoptar una metodología de análisis de riesgo para determinar la estrategia de 
control de las declaraciones juradas. Esto se realizará mediante una evaluación 
de los riesgos a que se enfrenta el Estado y la sociedad por la actuación de los 
sujetos obligados por la presente ley. Se establecerá un conjunto de factores de 
riesgo y se realizará una clasificación ordenada de los mismos en función de la 
probabilidad de que ocurran, la gravedad o severidad del daño y la oportunidad 
de la prevención, detección y denuncia del eventual delito. 


En base a lo dispuesto en el inciso anterior, la JUTEP podrá establecer 
distintos tipos de controles a las distintas categorías de sujetos obligados. De la 
misma forma, en caso de aplicarse controles aleatorios podrá determinar 
distintos porcentajes de participación para las distintas categorias de sujetos 
obligados de acuerdo con esa metodología de identificación y evaluación de 
riesgos. 


Fuente: Ley N' 19.797 de 13 de setiembre de 2019 artículo 3. 
Artículo 15.- (Solicitud de apertura de las declaraciones).- La Junta de 
Transparencia y Ética Pública (JUTEP) tendrá a su cargo la custodia de las 
declaraciones juradas y solamente procederá a la apertura del sobre 
conteniendo la declaración jurada: 
A) A solicitud del propio interesado. 


B) Por resolución de la Justicia Penal. 
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C) Por resolución fundada de la JUTEP. 


La JUTEP necesitará unanimidad de integrantes para su apertura y 
determinará en cada caso la necesidad de comunicar dicha decisión a la Justicia 
Penal o al Ministerio Público. 


D) En el supuesto previsto en el literal C) del artículo 14 de la presente 
ley. 


Fuente: Ley N* 19.797 de 13 de setiembre de 2019 artículo 3. 


Artículo 16.- (Omisión de la presentación).- Cuando el funcionario 
obligado no presentare su declaración jurada en los plazos previstos por el 
artículo 13 de la presente ley, se le notificará dicha circunstancia a través de su 
organismo de origen. Transcurrido un plazo de quince días hábiles y verificado 
su incumplimiento injustificado ingresará en la calidad de omiso. 


La Junta de Transparencia y Ética Pública (JUTEP) comunicará la 
calidad de omiso al organismo en que reviste el funcionario, a efectos de la 
aplicación de las medidas disciplinarias pertinentes y de la retención prevista por 
el artículo 99 de la Ley N* 18.046, de 24 de octubre de 2006, o en su caso a los 
organismos de previsión social correspondientes. 


Los funcionarios obligados que no hayan presentado su declaración 
jurada al egresar de la función pública en el plazo correspondiente serán 
intimados en forma fehaciente por parte de la JUTEP para que lo hagan en el 
plazo de quince días. Si el intimado no cumpliere de forma injustificada con la 
presentación de la declaración en el plazo otorgado, no podrá ejercer 
nuevamente la función pública hasta tanto no presente la declaración omitida. 


Sin perjuicio de lo previsto en el inciso anterior, la omisión de la 
presentación de la declaración jurada al egreso será sancionada con una multa 
equivalente a 50 UR (cincuenta unidades reajustables). No obstante, el infractor 
tendrá el plazo perentorio de diez días corridos, contado desde el día siguiente 
a la notificación de la resolución de la multa, para presentar la declaración 
omitida. Si así lo hace, la multa se rebajará a la mitad. 


Las multas establecidas en el inciso anterior se aplicarán oportunamente 
sin perjuicio de lo establecido en el artículo 99 de la Ley N” 18.046, de 24 de 
octubre de 2006. 


En el caso de que sea candidato a cargos públicos electivos y no 
presente la declaración jurada será pasible de una multa de acuerdo con lo 
establecido en el inciso final del artículo 11 BIS de la presente ley. 


La JUTEP mantendrá actualizada la información en su página web de 
los nombres, documentos de identidad, cargo, organismo y repartición de los 
obligados omisos. 


Fuente: Ley N* 19.797 de 13 de setiembre de 2019 articulo 3. 


11 de abril de 2023 CÁMARA DE SENADORES 359-C.S. 


Artículo 17.- (Responsabilidad de los declarantes).- Sin perjuicio de la 
responsabilidad penal, se considerará falta grave a los deberes inherentes a la 
función pública en el caso de los funcionarios públicos y conducta pasible de 
multa en el caso de los candidatos previstos en el artículo 11 BIS de la presente 
ley: 


1) La no presentación de la declaración jurada al vencimiento de los 
plazos previstos en los artículos 11 BIS y 13 de la presente ley. 


2) La inclusión en la declaración jurada de ingresos, bienes y valores 
patrimoniales pertenecientes a terceros, inexistentes o superiores a los reales, 
el ocultamiento de ingresos o bienes que se hubieren incorporado al patrimonio, 
la expresión de un pasivo falso, la no inclusión de la cancelación de uno anterior 
en las declaraciones suscritas por el obligado y la no inclusión de cualquier 
relación económica o profesional con otras empresas. 


La JUTEP, de oficio o ante una denuncia fundada de que en alguna 
declaración puedan concurrir las circunstancias previstas en el numeral 2) del 
presente artículo, podrá iniciar la investigación del contenido de la declaración 
pasible de sospecha, con citación del involucrado, dando cuenta a la autoridad 
competente, en caso de entenderse conveniente. 


A tales efectos, el órgano de control dispondrá de las más amplias 
facultades de investigación y fiscalización, y especialmente podrá: 


A) Exigir a los sujetos denunciados la exhibición de todo tipo de 
documentos, y requerir su comparecencia ante la JUTEP para proporcionar 
información. La no comparecencia sin justificación a más de dos citaciones 
consecutivas aparejará la aplicación de una multa de 10 UR (diez unidades 
reajustables) a 500 UR (quinientas unidades reajustables). 


B) Requerir información de todas las dependencias del Estado y 
Personas Públicas no Estatales relacionadas a la investigación en curso. Dichos 
organismos deberán brindar toda la información solicitada en un plazo de 
sesenta días, prorrogables por única vez por sesenta días más. 


Fuente: Ley N* 19.797 de 13 de setiembre de 2019 artículo 3. 


Artículo 18.- Si durante el año electoral se formula una denuncia o se 
procede a la apertura del sobre por cualquiera de las causales indicadas en el 
artículo15 de la presente ley, referente a un funcionario que se postule a 
cualquier cargo electivo, el interesado podrá urgir a la Junta a que dicte la 
resolución con una anticipación de, por lo menos, treinta días al acto 
eleccionario. La Junta no recibirá denuncias dentro de los noventa días 
anteriores al acto eleccionario. 


Artículo 19.- (De las nóminas de los obligados).- Las entidades donde 
revisten los obligados por la presente ley tendrán el deber de comunicar a la 
Junta de Transparencia y Ética Pública (JUTEP) las nóminas de quienes 
revistiendo en su entidad se hallen comprendidos en los artículos 10 y 11 de esta 
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ley, así como los nombres, documento de identidad de sus titulares, cargo o 
función que ostentan, fecha de toma de posesión o cese, domicilio y localidad. 
Asimismo, deberán comunicar dentro de los treinta días de acaecidas las 
alteraciones que se produzcan en dichas nóminas. 


Atales efectos, los organismos deberán designar uno o más funcionarios 
responsables, que actuarán como enlace con la JUTEP, encargándose de la 
remisión de las nóminas de los funcionarios obligados, de sus altas y bajas y 
velando en sus respectivos ámbitos por el cumplimiento de dicha obligación, sin 
perjuicio de las responsabilidades personales de los obligados. Dichos 
funcionarios estarán habilitados además a recibir y presentar las declaraciones 
juradas de los obligados del organismo o repartición respectiva ante la JUTEP. 


En caso de duda de si un cargo o función está comprendido dentro de la 
obligación legal de presentar declaración de oficio o ante el requerimiento de la 
repartición o del funcionario involucrado, la JUTEP determinará al respecto, 
quedando habilitada a recibir aquellas declaraciones juradas de funcionarios no 
comprendidos en la obligación que voluntariamente estuvieren interesados en 
presentarias. 


A los efectos de dar cumplimiento a la presente disposición, facúltase a 
la JUTEP a solicitar a las entidades respectivas toda información adicional que 
crea del caso, acerca de las características, perfiles, condiciones y funciones de 
los obligados 


Fuente: Ley N” 19.797 de 13 de setiembre de 2019 artículo 3. 


CAPITULO VI 
ASPECTOS ADMINISTRATIVOS 


Artículo 20.- Los funcionarios públicos deberán observar estrictamente 
el principio de probidad, que implica una conducta funcional honesta en el 
desempeño de su cargo con preeminencia del interés público sobre cualquier 
otro. 


El interés público se expresa en la satisfacción de necesidades 
colectivas de manera regular y continua, en la buena fe en el ejercicio del poder, 
en la imparcialidad de las decisiones adoptadas, en el desempeño de las 
atribuciones y obligaciones funcionales, en la rectitud de su ejercicio y en la 
idónea administración de los recursos públicos. 


Artículo 21.- Los funcionarios públicos observarán los principios de 
respeto, imparcialidad, rectitud e idoneidad y evitarán toda conducta que importe 
un abuso, exceso o desviación de poder, y el uso indebido de su cargo o su 
intervención en asuntos que puedan beneficiarlos económicamente o beneficiar 
a personas relacionadas directamente con ellos. 
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Toda acción u omisión en contravención del presente artículo hará 
incurrir a sus autores en responsabilidad administrativa, civil o penal, en la forma 
prescripta por la Constitución de la República y las leyes. 


Artículo 22.- Son conductas contrarias a la probidad en la función 
pública: 


1) Negar información o documentación que haya sido solicitada en 
conformidad a la ley. 


2) Valerse del cargo para influir sobre una persona con el objeto de 
conseguir un beneficio directo o indirecto para sí o para un tercero. 


3) Tomar en préstamo o bajo cualquier otra forma dinero o bienes de 
la institución, salvo que la ley expresamente lo autorice. 


4) Intervenir en las decisiones que recaigan en asuntos en que haya 
participado como técnico. Los funcionarios deberán poner en conocimiento de 
su superior jerárquico su implicancia en dichos asuntos, para que éste adopte la 
resolución que corresponda. 


5) Usar en beneficio propio o de terceros información reservada o 
privilegiada de la que se tenga conocimiento en el ejercicio de su función. 


Artículo 23.- Los funcionarios públicos que cumplen funciones en las 
reparticiones encargadas de la adquisición de bienes y servicios deberán rotar 
periódicamente en la forma que establezca la respectiva reglamentación. 


La rotación se hará sin desmedro de la carrera administrativa. 


Artículo 24.- Las normas de la presente ley no obstarán a la aplicación 
de las leyes que afecten a los funcionarios de la Administración Pública, cuando 
éstas prescriban exigencias especiales o mayores a las que surgen de su texto. 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, las normas de la 
presente ley constituirán, además, criterios interpretativos del actuar de los 
órganos de la Administración Pública en las materias de su competencia. 


Artículo _25.- Créase una Comisión Honoraria de seis miembros 
integrada por un representante de la Junta, que la presidirá, un representante 
del Ministerio de Economía y Finanzas, un representante de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, un representante del Tribunal de Cuentas, un 
representante de la Oficina Nacional del Servicio Civil y un representante de la 
organización más representativa de los funcionarios públicos, con el cometido 
de elaborar propuestas de actualización y ordenamiento legislativo y 
administrativo en materia de transparencia en la contratación pública, así como 
respecto de los conflictos de intereses en la función pública. Esta Comisión 
tendrá un plazo de ciento ochenta días para expedirse. 
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Artículo 26.- Los Directores o Directores Generales de los Entes 
Autónomos y Servicios Descentralizados no podrán intervenir como directores, 
administradores o empleados en empresas que contratan obras o suministros en 
el Ente Autónomo o Servicio Descentralizado cuyo Directorio o Dirección 
General integren. 


Artículo 27.- El Ministerio de Educación y Cultura coordinará con los 
Entes de enseñanza la implementación de cursos de instrucción en los 
correspondientes niveles de la educación sobre los diferentes aspectos a que 
refiere la presente ley, debiendo poner énfasis en los derechos y deberes de los 
ciudadanos frente a la Administración y las responsabilidades de las autoridades 
y funcionarios públicos. 


Artículo 28.- Las entidades públicas tendrán programas de formación 
para el personal que ingrese, y uno de actualización cada tres años, los cuales 
contemplarán aspectos referentes a la moral administrativa, incompatibilidades, 
prohibiciones y conflictos de intereses en la función pública, además de los otros 
aspectos a los que refiere la presente ley. 


Será obligación de los funcionarios públicos la asistencia a estos cursos 
y el tiempo que insuman se imputará al horario del funcionario. 


Cométese a la Comisión y a la Oficina Nacional del Servicio Civil, la 
preparación de material didáctico que se pondrá al alcance de las diversas 
entidades públicas. 


CAPITULO Vil 
ÁMBITO INTERNACIONAL 


Artículo 29.- (Cohecho y soborno transnacionales).- El que para 
celebrar o facilitar un negocio de comercio exterior uruguayo ofrece u otorga en 
el pais o en el extranjero, siempre que concurran las circunstancias previstas en 
el numeral 5* del artículo 10 del Código Penal, a un funcionario público de otro 
Estado, dinero u otro provecho económico, por sí mismo o para otro, para sí 
mismo o para otro, será castigado con una pena de tres meses de prisión a tres 
años de penitenciaria. 


Artículo 29.- DEROGADO 
Fuente: Ley N* 17.835 de 23 de setiembre de 2004, artículo 22. 


TEXTO ORIGINAL.- (Blanqueo de dinero).- El que obstaculizare la 
identificación del origen, la investigación, la incautación o la 
confiscación del dinero u otros valores patrimoniales a sabiendas 
que provienen de alguno de los delitos establecidos en los artículos 


156, 158, 158 bis, 160, 161, 162, 163, 163 bis y 163 ter del Código 
Penal, o del delito establecido en el artículo 29 de la presente ley, 
será castigado con una pena de tres meses de prisión a seis años 
de penitenciaria. 
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Artículo 31.- El proceso de extradición por hechos previstos como delito 
en la presente ley se rige por las normas de los Tratados o Convenciones 
Internacionales ratificados por la República, que se encuentren en vigor. En 
ausencia de dichos instrumentos, se aplicarán las normas del Código Penal, del 
Código del Proceso Penal y las especiales previstas en los artículos siguientes. 


Artículo 32.- La extradición por hechos previstos en la presente ley no 
es procedente cuando la pena impuesta sea inferior a dos años de privación de 
libertad y la parte de la sentencia que aún resta por cumplir sea inferior a seis 
meses. Si se tratare de personas requeridas para ser juzgadas, cuando el 
mínimo de la pena que la ley extranjera prevé para el delito sea inferior a seis 
meses, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 54 del Código Penal. 


Artículo 33.- El hecho de que el dinero o provecho económico que 
resulte de alguno de los delitos establecidos en los artículos 156, 158, 158 bis, 
160, 161, 162, 163, 163 bis y 163 ter del Código Penal o del delito establecido 
en el artículo 29 de la presente ley, hubiese sido destinado a fines políticos o el 
hecho de que se alegue que ha sido cometido por motivaciones o con finalidad 
política, no basta por sí solo para considerar dicho acto como delito político. 


Artículo 34.- Las solicitudes de cooperación jurídica penal internacional 
provenientes de autoridades extranjeras para la investigación o enjuiciamiento 
de hechos previstos como delitos en la presente ley, que se refieran a asistencia 
jurídica de mero trámite, probatoria, cautelar o de inmovilización, confiscación o 
transferencia de bienes, se recibirán y darán curso por la Asesoría Autoridad 
Central de Cooperación Jurídica Internacional dependiente de la Dirección de 
Cooperación Jurídica Internacional y de Justicia del Ministerio de Educación y 
Cultura. Esta remitirá las respectivas solicitudes a las autoridades 
jurisdiccionales O administrativas nacionales competentes para su 
diligenciamiento. 


Los Jueces diligenciarán la solicitud de cooperación de acuerdo a leyes 
de la República. 


Salvo el caso de medidas de naturaleza cautelar o de inmovilización, 
confiscación o transferencia de bienes, la cooperación se prestará sin entrar a 
examinar si la conducta que motiva la investigación o el enjuiciamiento constituye 
o no un delito conforme al derecho nacional. 


Las solicitudes relativas a registro, levantamiento del secreto bancario, 
embargo, secuestro y entrega de cualquier objeto se someterán a la ley procesal 
y sustantiva de la República. 


Las solicitudes podrán ser rechazadas cuando afecten en forma grave el 
orden público, así como la seguridad u otros intereses esenciales de la 
República. 


El pedido de cooperación formulado por una autoridad extranjera importa 
el conocimiento y aceptación de los principios enunciados en este artículo. 
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Artículo _35.- Créase la Sección de Cooperación Jurídico Penal 
Internacional dentro de la Asesoría Autoridad Central de Cooperación Jurídica 
Internacional dependiente de la Dirección de Cooperación Jurídica Internacional 
y de Justicia del Ministerio de Educación y Cultura. 


Artículo 36.- Las solicitudes extranjeras del levantamiento del secreto 
bancario para la investigación o enjuiciamiento de hechos previstos como delito 
en la presente ley, se someterán a la ley procesa! y sustantiva de la República. 


Para que proceda el levantamiento del secreto bancario, debe tratarse, 
en cualquier caso, de delitos previstos en el derecho nacional y la solicitud 
deberá provenir de autoridades jurisdiccionales. 


El Estado requirente queda obligado a no utilizar las informaciones 
protegidas por el secreto bancario que recibe, para ningún fin ajeno al 
establecido en la solicitud. 


CAPITULO VII 
DISPOSICIONES FINALES 


Artículo 37.- Derógase el Decreto-Ley N” 14.900, de 31 de mayo de 
1979. 


Artículo _38.- (Disposición transitoria).- El Poder Ejecutivo deberá 
nombrar los integrantes de la Junta Asesora en Materia Económico Financiera 
del Estado dentro de los treinta días contados a partir de la promulgación de la 
presente ley. Dentro de los sesenta días contados a partir de la instalación de la 
Junta, ésta deberá proporcionar los instructivos o formularios que correspondan 
para la presentación de la declaración jurada. 


Los funcionarios públicos comprendidos en los artículos 10 y 11 de la 
presente ley deberán presentar las primeras declaraciones juradas en un plazo 
de treinta días, contados a partir de la fecha de la primera publicación de los 
instructivos del Diario Oficial, siempre que hayan cumplido sesenta días de 
ejercicio ininterrumpido del cargo. En caso contrario, el plazo de treinta días 
comenzará a computarse una vez cumplidos los sesenta días de ejercicio 
ininterrumpido del cargo. 


Ala fecha de la primera publicación de los instructivos en el Diario Oficial, 
la Junta deberá tener a disposición de los funcionarios públicos los formularios 
necesarios para la presentación de la declaración jurada. 
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Ley N” 19.272 
de 18 de setiembre de 2014 


Artículo 18.- La Junta Departamental tendrá sobre los Municipios los 
mismos controles que ejerce sobre la Intendencia. 

Será de aplicación lo dispuesto en el artículo 296 de la Constitución de 
la República. 
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Ley N* 19.446 
de 28 de octubre de 2016 


Artículo 1% - El beneficio de libertad provisional, condicional o anticipada 
no será de aplicación en caso de reiteración, reincidencia o habitualidad, 
indistintamente, en los siguientes delitos y bajo las circunstancias previstas a 
continuación: 

A) Violación (artículo 272 del Código Penal). 


B) Lesiones graves, únicamente cuando la lesión ponga en peligro la 
vida de la persona ofendida (numeral 1* del articulo 317 del Código Penal). 


C) Lesiones gravísimas (artículo 318 del Código Penal). 


D) Hurto, cuando concurran sus circunstancias agravantes (artículo 
341 del Código Penal). 


E) Rapiña (artículo 344 del Código Penal). 


F) Rapiña con privación de libertad. Copamiento (artículo 344 bis del 
Código Penal). 


G) Extorsión (artículo 345 del Código Penal). 
H) Secuestro (artículo 346 del Código Penal). 


1) Homicidio y sus agravantes (artículos 310, 311 y 312 del Código 
Penal). 


y) Los delitos previstos en el Decreto-Ley N* 14.294, de 31 de octubre 
de 1974, y sus modificativas. 


K) Los crímenes y delitos contenidos en la Ley N* 18,026, de 25 de 
setiembre de 2006, 
CAPÍTULO ll 
DE LAS PENAS ALTERNATIVAS A LA PRIVACIÓN DE LIBERTAD 


Artículo 2? - DEROGADO 
Fuente: Ley N? 19.889 de 9 de julio de 2020, artículo 32. 


TEXTO ORIGINAL.- El cumplimiento de las penas privativas de 
libertad podrá sustituirse por alguna de las siguientes penas: 


A) Libertad vigilada. 
B) Libertad vigilada intensiva. 
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Artículo 3” - DEROGADO 
Fuente: Ley N” 19.889 de 9 de julio de 2020, articulo 32. 


TEXTO ORIGINAL.- La libertad vigilada consiste en someter al 
penado a un régimen de libertad a prueba, tendiente a su 
reinserción social, a través de una intervención individualizada, 


bajo la vigilancia y orientación permanentes de la Oficina de 
Seguimiento de la Libertad Asistida, dependiente del Ministerio del 
Interior. 


Artículo 4? - DEROGADO 
Fuente: Ley N” 19.889 de 9 de julio de 2020, articulo 32. 


TEXTO ORIGINAL.- La libertad vigilada intensiva consiste en 
someter al penado al cumplimiento de un programa de actividades 
orientado a su reinserción social en el ámbito personal, comunitario 
y laboral a través de una intervención incividualizada y bajo la 
aplicación de ciertas condiciones especiales. La vigilancia y 
orientación permanentes de lo establecido en este artículo estará 
a cargo de la Oficina de Seguimiento de la Libertad Asistida. 


Artículo 5? - DEROGADO 
Fuente: Ley N* 19.889 de 9 de julio de 2020, artículo 32. 


TEXTO ORIGINAL.- La libertad vigilada podrá disponerse siempre 
que la pena privativa de libertad sea de prisión o no supere los tres 
años de penitenciaria. 


Artículo 6* - DEROGADO 


Fuente: Ley N” 19.889 de 9 de julio de 2020, artículo 32. 


TEXTO ORIGINAL.- La libertad vigilada intensiva podrá disponerse 
si la pena privativa de libertad fuere superior a tres años y menor a 
cinco años. 


Artículo 7”. - DEROGADO 
Fuente: Ley N* 19.889 de 9 de julio de 2020, artículo 32. 


TEXTO ORIGINAL.- No podrá disponerse la libertad vigilada ni la 


libertad vigilada intensiva en casos de reincidencia, reiteración o 
habitualidad. 


Artículo 8”.- DEROGADO 
Fuente: Ley N” 19.889 de 9 de julio de 2020, artículo 32. 
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TEXTO ORIGINAL.- Al imponer la pena de libertad vigilada o 
libertad vigilada intensiva, según correspondiere, el tribunal fijará 
el plazo de intervención que será igual al que correspondería 
cumplir si se aplicara efectivamente la pena que se sustituye. 


La Oficina de Seguimiento de la Libertad Asistida presentará en 
un plazo de cuarenta y cinco días, desde que se le notifica la 
sentencia condenatoria por el tribunal, el plan de intervención 
correspondiente. 


Dicho plan deberá ser individual, comprender la realización de 
actividades tendientes a la reinserción social y laboral del penado, 
indicando los objetivos perseguidos con las actividades 
programadas y los resultados esperados. 


Artículo 9*.- DEROGADO 
Fuente: Ley N* 19.889 de 9 de julio de 2020, articulo 32. 


TEXTO ORIGINAL.- Al decretar la pena sustitutiva de libertad 
vigllada o libertad vigilada intensiva, el tribunal impondrá al 
condenado, por lo menos, las siguientes condiciones: 


A) Residencia en un lugar determinado donde sea posible la 
supervisión por la Oficina de Seguimiento de la Libertad Asistida. 


B) Sujeción a la orientación y vigilancia permanentes de la 
referida Oficina. 


C) Ejercicio de una profesión, oficio, empleo, arte, industria y 
comercio bajo las modalidades que se determinen en el plan de 
intervención. 


D) Presentación una vez por semana en la Seccional Policial 
correspondiente al domicilio fijado conforme a lo dispuesto en el 
literal A) de este artículo. 


E) Si el penado presentara un consumo problemático de 
drogas o alcohol, se impondrá la obligación de asistir a programas 
de tratamiento de rehabilitación de dichas sustancias. 


Artículo 10.- DEROGADO 
Fuente: Ley N* 19.889 de 9 de julio de 2020, articulo 32, 
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TEXTO ORIGINAL.- Para el caso de la libertad vigilada intensiva, 
el tribunal dispondrá además, una o más de las siguientes 
medidas: 


A) Prohibición de acudir a determinados lugares. 


B) Prohibición de acercamiento a la víctima, a sus familiares u 
otras personas que determine el tribunal o mantener algún tipo de 
comunicación con ellas. 


C) Obligación de mantenerse en el domicilio o lugar que el 
tribunal determine por espacio de hasta ocho horas diarias 
continuas. 


D) Obligación de cumplir programas formativos laborales, 
culturales, de educación vial, sexual, de tratamiento de la violencia 
u otros similares. 


Artículo 11.- DEROGADO 


Fuente: Ley N* 19.889 de 9 de julio de 2020, artículo 32. 


TEXTO ORIGINAL.- El tribunal podrá disponer que la persona 
penada sometida al régimen de libertad vigilada o libertad vigilada 
intensiva deba portar un dispositivo de monitoreo electrónico. No 
obstante, será preceptiva la medida si se tratare de penado por 
violencia doméstica, violencia intrafamiliar o delitos sexuales. 


Sientendiere del caso podrá disponer que la víctima del delito porte 
dicho dispositivo, para cuya colocación requerirá su 
consentimiento, 


Artículo 12.- DEROGADO 


Fuente: Ley N” 19.889 de 9 de julio de 2020, articulo 32. 


TEXTO ORIGINAL.- En caso de incumplimiento de alguna de las 
medidas impuestas, el tribunal podrá, valorando las circunstancias 
del caso, intensificar las condiciones de la pena sustitutiva. 


De persistir los incumplimientos a las condiciones o medidas 
impuestas el tribunal, previo informe de la Oficina de Seguimiento 
de la Libertad Asistida, podrá revocar la libertad vigilada o vigilada 
intensiva, privando de la libertad al individuo por el saldo restante 
de la pena. 


La violación grave del régimen de libertad vigilada o libertad 
vigilada intensiva deberá dar lugar a su revocación inmediata, Se 
considerará violación grave la existencia de un procesamiento 
posterior. 
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CAPÍTULO Il 
DE LA APLICACIÓN DE LA LIBERTAD CONDICIONAL 


Artículo 13.- (Presupuestos).- 


13.1 La libertad condicional es un beneficio que se otorga a petición de 
parte o por medio de su letrado patrocinante, a los penados que se hallaren en 
libertad al quedar ejecutoriada la sentencia de condena, cuando teniendo en 
cuenta su conducta, personalidad, forma y condiciones de vida pueda formularse 
un pronóstico favorable de reinserción social. En tal caso, la pena se cumplirá en 
libertad en la forma y condiciones previstas por la ley. 


13.2 El penado podrá solicitar la libertad condicional en un plazo perentorio 
de diez días hábiles posteriores a que haya quedado ejecutoriada la sentencia 
de condena, suspendiéndose su reintegro a la cárcel hasta tanto se resuelva si 
se le otorga dicho beneficio, el que se tramitará de acuerdo con lo dispuesto en 
los artículos siguientes. 


13.3 El liberado condiciona! queda sujeto a vigilancia de la autoridad, en los 
términos dispuestos en el Código Penal, por el saldo de pena que resultare de la 
liquidación respectiva. 


Artículo 14.- (Trámite).- 


14.1 Aprobada la liquidación, el juez competente solicitará al Instituto 
Técnico Forense dentro del plazo de tres días la planilla de antecedentes 
judiciales del penado, actualizada a no más de sesenta días de su emisión. 


14.2 Si dicha planilla no registra que haya sido condenado por nuevo delito 
y el solicitante acreditare hallarse en condiciones de vida que permitan formular 
un pronóstico favorable de reinserción social, el juez, previa vista al Ministerio 
Público, podrá conceder la libertad condicional. Se liquidará el saldo de pena a 
cumplir, computando el tiempo de vigilancia que refiere el artículo 102 del Código 
Penal, a partir del momento en que el penado fue puesto en libertad. Si conforme 
a la liquidación efectuada la pena estuviese cumplida, el juez declarará 
extinguida la pena, efectuando las comunicaciones pertinentes. 


14.3 En caso de existir saldo de pena, el condenado quedará sujeto a 
vigilancia de la autoridad y a su término el juez solicitará nueva planilla de 
antecedentes al Instituto Técnico Forense. Si no hubiere sido condenado por la 
comisión de nuevo delito, previa vista al Ministerio Público, se declarará 
extinguida la pena efectuándose las comunicaciones pertinentes. 


14.4 No podrá otorgarse el beneficio de la libertad condicional si, agregada 
la respectiva planilla de antecedentes, resulta que el condenado fue procesado 
por la comisión de nuevo delito durante el lapso en que estuvo en libertad 
provisional. 


Artículo 15. (Impugnación).- La sentencia que resuelva el pedido de libertad 
condicional podrá ser impugnada mediante los recursos de reposición y 
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apelación. Solo tendrá efecto suspensivo el recurso de apelación interpuesto 
contra la sentencia que deniegue la libertad condicional. 


CAPÍTULO IV 
DE LA REITERACIÓN 


Artículo 16.- (Reiteración).- Se entiende por tal, el acto de cometer un 
nuevo delito en el pais o fuera de él, antes de obtener sentencia condenatoria 
por la comisión de un delito anterior, estando en uso del beneficio de cualquier 
régimen de libertad. 


Artículo _17.- (Limitaciones a la reiteración).- No existe reiteración entre 
delitos dolosos y culpables, entre delitos comunes y militares, entre delitos 
comunes y políticos, entre delitos y faltas. 


CAPÍTULO V 
DEL CUMPLIMIENTO DE LA PENA POR PARTE DEL EXTRANJERO 


Artículo 18.- A los efectos de los procesados o condenados extranjeros 
residentes o no residentes en nuestro país, se establecen además de las normas 
generales, las siguientes disposiciones especiales: 


18.1 En el caso de extranjeros no residentes, bastará la caución juratoria 
para el otorgamiento de la autorización para salir del país en forma definitiva, no 
siendo necesaria la presentación del inculpado a los efectos del cierre de la 
causa. 


18.2 La caución juratoria consistirá en la promesa del imputado de cumplir 
fielmente las condiciones impuestas por el juez y procederá cuando el procesado 
o penado sea un extranjero no residente. 


18.3 Podrá el excarcelado provisional, el liberado en forma condicional o 
anticipada, ser autorizado a salir del país, con conocimiento de causa y siempre 
que se cumplan los requisitos dispuestos por la ley procesal penal siempre que 
hayan constituido caución sea de carácter real, personal o juratoria. 


CAPÍTULO VI 
DISPOSICIÓN GENERAL 


Artículo 19.- Estas normas son de aplicación inmediata a su promulgación 
y continuarán en vigencia en todo aquello que sea concordante y 
complementario a lo dispuesto por la Ley Ley N* 19.293, de 19 de diciembre de 
2014 y sus modificativas. 
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Decreto N”* 30/003 
de 23 de enero de 2003 


VISTO: La conveniencia de compilar, ordenar y reglamentar las 
NORMAS DE CONDUCTA EN LA FUNCION PUBLICA. 


CONSIDERANDO: l) Que el sistema institucional vigente en el país que 
prevé la relación de los funcionarios con la Administración Pública establece un 
conjunto de normas que regulan los deberes, prohibiciones e incompatibilidades 
en el ejercicio de la función pública. 


11) Que el numeral 1 del artículo lll de la Convención Interamericana 
contra la Corrupción, celebrada en Caracas el 29 de marzo de 1996 y ratificada 
por la ley No. 17.008 de 25 de setiembre de 1998, establece la obligación de los 
Estados Parte de dicha Convención de disponer medidas, dentro de sus propios 
sistemas institucionales, destinadas a crear, mantener y fortalecer normas de 
conducta para el correcto, honorable y adecuado cumplimiento de las funciones 
públicas. Entre ellas, se exige aquellas tendientes a la prevención de conflictos 
de intereses, las de asegurar la preservación y el uso adecuado de los recursos 
y bienes asignados a los funcionarios públicos en el desempeño de sus 
funciones y la obligación de informar los actos de corrupción en la función pública 
de los que tuviere conocimiento por razón de sus funciones, de los que se 
cometieren en su repartición o cuyos efectos ella experimentare particularmente. 


111) Que, en cumplimiento de dicha obligación internacional, se ha dictado 
la ley No. 17.060 de 23 de diciembre de 1998, por la que se establece una 
normativa preventiva en materia de lucha contra la corrupción así como diversas 
modificaciones e innovaciones a las figuras penales en la materia previstas en el 
Código Penal. 


IV) Que, con la finalidad de asegurar la adecuada comprensión de las 
normas generales de conducta y responsabilidades que rigen la actuación de los 
funcionarios públicos, es conveniente poner a disposición de los funcionarios 
dicha normativa así como establecer procedimientos tendientes a elucidar las 
situaciones dudosas y asesorar a los interesados acerca de las conductas 
debidas. 


V) Que el uso indebido del poder público o de la función pública es la 
cuestión más debatida en el análisis de la prueba de las prácticas corruptas, por 
lo que es conveniente aclarar las situaciones más significativas que afecten el 
concepto de integridad funcional y de legitimidad estatal mediante regulaciones 
objetivas que describan las conductas debidas del "buen administrador público" 
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y los procedimientos preceptivos que ayuden a clarificar las cuestiones no 
expresamente contempladas. 


VI) Que las Normas de Conducta encuentran su fundamento primordial 
en el principio de que todas las entidades públicas sólo existen y pueden actuar 
para el cumplimiento de los fines de interés público que el ordenamiento jurídico 
dispone para cada una de ellas y sus agentes, principio de jerarquía 
constitucional en que se funda la figura de la "desviación de poder" 
explícitamente recogida en la Carta (art. 309). 


VII) Que el concepto genérico de "buen administrador" ha sido recogido 
por nuestra Constitución explícitamente en el art. 311 inciso 2” e, implícitamente, 
en los arts. 58 ,59, 60 inciso 1* y 181, num. 6*. 


VIII) Que, por todo ello, estas Normas de Conducta alcanzan a toda 
persona que desempeñe funciones en cualquier entidad regida por el Derecho 
Público, cualquiera sea su naturaleza jurídica. 


IX) Que las normas constitucionales que imponen deberes a las 
autoridades públicas, sin distinción, no dejarán de aplicarse por falta de la 
reglamentación respectiva, que será suplida recurriendo a los fundamentos de 
leyes análogas, a los principios generales de derecho y a las doctrinas 
generalmente admitidas (Constitución, art. 332), conforme con los cuales puede 
ejercerse legítimamente la potestad reglamentaria. 


X) Que es de competencia del Poder Ejecutivo reglamentar las leyes 
(Constitución, art. 168, numeral 4%); y que a esos efectos, la Junta Asesora en 
Materia Económico Financiera del Estado, en ejercicio de las atribuciones 
conferidas por el decreto 354/999 de 12 de noviembre de 1999, ha preparado un 
conjunto normativo, bajo la denominación de NORMAS DE CONDUCTA EN LA 
FUNCION PUBLICA, que ha puesto a consideración del Poder Ejecutivo. 


ATENTO: A lo dispuesto por las normas constitucionales, legales y 
reglamentarias citadas, 


EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA 
EN CONSEJO DE MINISTROS, 
DECRETA: 


TITULO | 
NORMAS DE CONDUCTA EN LA FUNCION PUBLICA 


Artículo 1.- Los funcionarios públicos regirán su actuación por las 
normas de conducta en la función pública que se explicitan en las disposiciones 
siguientes, sin perjuicio de todas las demás que surjan del ordenamiento jurídico. 


CAPITULO 1 
ALCANCE E INTERPRETACION 
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Artículo 2.- (Ámbito subjetivo de aplicación) Se entiende por 
funcionario público, a los efectos de lo dispuesto en estas Normas de Conducta 
en la Función Pública, toda persona que, cualquiera sea la forma de vinculación 
con la entidad respectiva, desempeñe función pública, a título oneroso o gratuito, 
permanente o temporario, de carácter legislativo, administrativo o judicial, en la 
Administración Central, en un Ente Autónomo, en un Servicio Descentralizado, 
en un Gobierno Departamental o en una persona pública no estatal (art. 2? de la 
ley 17.060 de 23 de diciembre de 1998 y art. 175 del Código Penal en la 
redacción dada por el art. 8? de la ley 17.060). 


Artículo 3.- (Ámbito orgánico de aplicación). Las presentes Normas de 
Conducta son aplicables a los 


funcionarios públicos de (art. 1? de la ley 17.060): 

A) Poder Legislativo, Poder Ejecutivo y Poder Judicial. 
B) Tribunal de Cuentas. 

C) Corte Electoral. 

D) Tribunal de lo Contencioso Administrativo, 

E) Gobiernos Departamentales. 

F) Entes Autónomos y Servicios Descentralizados. 


G) En general, todos los organismos, servicios o entidades estatales, 
así como las personas públicas no estatales. 


Artículo 4.- (Relación con las normas especiales). Estas Normas de 
Conducta se aplican a todos los funcionarios públicos comprendidos, sin 
perjuicio de aquellas normas dirigidas a determinado funcionario o grupo de 
funcionarios públicos que prescriban exigencias especiales o mayores que las 
estipuladas en este reglamento (inc. 1* del art. 24 de la ley 17.060). 


Las respectivas normas de conducta constituirán, además, criterios 
interpretativos del actuar debido de las entidades y sujetos comprendidos, en las 
materias de su competencia (inc. 2” del art. 24 de la ley 17.060). 


El dictado de los instructivos u órdenes de servicio relativos a las normas 
de conducta en cada organismo corresponde al órgano jerarca en el ámbito de 
su competencia. 


Artículo 5.- (Responsabilidades en su aplicación). Serán responsables 
de controlar la aplicación de estas Normas de Conducta los jerarcas respectivos 
de cada unidad o dependencia de los organismos públicos. 
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Dichos jerarcas deberán responder en un plazo de 30 días siguientes a 
toda consulta formulada por un funcionario público de su dependencia 
relacionada con la aplicación de las presentes Normas de Conducta. 


Artículo 6.- (Exoneración de responsabilidad administrativa). Quedará 
exento de responsabilidad administrativa por violación de normas reglamentarias 
el funcionario que de buena fe ajuste su conducta a las instrucciones particulares 
que disponga su jerarca, de oficio o por consulta escrita formulada por el 
funcionario interesado conforme con lo establecido en el artículo anterior que 
contenga todas las circunstancias relevantes de la cuestión planteada. No 
obstante, dicha exoneración de responsabilidad administrativa no será aplicable 
en los casos de configuración de un ilícito penal. 


Artículo 7.- (Divulgación necesaria y presunción de conocimiento). Es 
obligación de todo funcionario alcanzado por las presentes Normas de Conducta 
en la Función Pública conocer su texto y sus sucesivas modificaciones. Su 
ignorancia no sirve de excusa. 


El jerarca de la unidad o dependencia pública a la que pertenece el 
funcionario a quien se aplica la presente normativa, deberá en forma inmediata 
facilitarle un ejemplar de las Normas de Conducta en la Función Pública vigentes. 


CAPÍTULO 2 
PRINCIPIOS GENERALES 


Artículo 8.- (Preeminencia del interés funcional). La conducta funcional 
se desarrollará sobre la base fundamental de que el funcionario existe para la 
función y no la función para el funcionario (art, 59 de la Constitución de la 
República). 


Artículo 9.- (Interés Público). En el ejercicio de sus funciones, el 
funcionario público debe actuar en todo momento en consideración del interés 
público, conforme con las normas dictadas por los órganos competentes, de 
acuerdo con las reglas expresadas en la Constitución (art. 82 incisos 1? y 2” de 
la Carta Política). 


El interés público se expresa, entre otras manifestaciones, en la 
satisfacción de necesidades colectivas de manera regular y continua, en la 
buena fe en el ejercicio del poder, en la imparcialidad de las decisiones 
adoptadas, en el desempeño de las atribuciones y obligaciones funcionales, en 
la rectitud de su ejercicio y en la idónea administración de los recursos públicos 
(art. 20 de la ley 17.060). La satisfacción de necesidades colectivas debe ser 
compatible con la protección de los derechos individuales, los inherentes a la 
personalidad humana o los que se deriven de la forma republicana de gobierno 
(arts. 7” y 72 de la Constitución). 


Artículo 10.- (Concepto de corrupción) Se entiende que existe 
corrupción, entre otros casos, en el uso indebido del poder público o de la función 
pública, para obtener un provecho económico para sí o para otro, se haya 
consumado o no un daño al Estado (art. 3” de la ley 17.060). 
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Artículo 11.- (Probidad). El funcionario público debe observar una 
conducta honesta, recta e íntegra y desechar todo provecho o ventaja de 
cualquier naturaleza, obtenido por sí o por interpuesta persona, para sí o para 
terceros, en el desempeño de su función, con preeminencia del interés público 
sobre cualquier otro (arts. 20 y 21 de la ley 17.060). 


También debe evitar cualquier acción en el ejercicio de la función pública 
que exteriorice la apariencia de violar las Normas de Conducta en la Función 
Pública. 


Artículo _12.- (Conductas contrarias a la probidad). Son conductas 
contranas a la probidad en la función pública (art. 22 de la ley 17.060): 


A) Negar información o documentación que haya sido solicitada de 
conformidad de la ley. 


B) Valerse del cargo para influir sobre una persona con el objeto de 
conseguir un beneficio directo o indirecto para sí o para un tercero. 


C) Tomar en préstamo o bajo cualquier otra forma dinero o bienes de 
la institución, salvo que la ley expresamente lo autorice. 


D) Intervenir en las decisiones que recaigan en asuntos en que haya 
participado privadamente como técnico. Los funcionarios deberán poner en 
conocimiento de su superior jerárquico su implicancia en dichos asuntos y los 
antecedentes correspondientes para que éste adopte la resolución que 
corresponda. 


E) Usar en beneficio propio o de terceros información reservada o 
privilegiada de la que se tenga conocimiento en el ejercicio de la función. 


Artículo 13.- (Buena fe y lealtad). El funcionario público siempre debe 
actuar de buena fe y con lealtad en el desempeño de sus funciones. 


Artículo 14.- (Legalidad y obediencia). El funcionario público debe 
conocer y cumplir la Constitución, las leyes, los decretos y las resoluciones que 
regulan su actividad funcional así como cumplir las órdenes que le impartan sus 
superiores jerárquicos en el ámbito de su competencia, dentro de los límites de 
la obediencia debida. 


Artículo 15.- (Respeto ). El funcionario público debe respetar a los 
demás funcionarios y a las personas con quienes debe tratar en su desempeño 
funcional y evitar toda clase de desconsideración (art. 21 de la ley 17.060). 


Artículo 16.- (Imparcialidad). El funcionario público debe ejercer sus 
atribuciones con imparcialidad (art. 21 de la ley 17.060), lo que significa conferir 
igualdad de tratamiento en ¡igualdad de situaciones a los demás agentes de la 
Administración y a todas las personas a que refiera o se dirija su actividad 
pública. 
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Dicha imparcialidad comprende el deber de evitar cualquier tratamiento 
preferencial, discriminación o abuso del poder o de la autoridad hacia cualquier 
persona o grupo de personas con quienes su actividad pública se relacione ( art. 
8” de la Constitución y artículo 24 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos ratificada por el artículo 15 de la ley de la ley 15.737 de 8 de marzo de 
1985). 


Los funcionarios deberán excusarse de intervenir o podrán ser 
recusados cuando medie cualquier circunstancia que pueda afectar su 
imparcialidad, estando a lo que resuelva su jerarca. 


Artículo 17. (Implicancias). El funcionario público debe distinguir y 
separar radicalmente los intereses personales del interés público (arts. 21 y 22 
num, 4 de la ley 17.060). En tal virtud, debe adoptar todas las medidas a su 
alcance para prevenir o evitar todo conflicto o conjunción de esos intereses en el 
desempeño de sus funciones. 


Si considerare dudosa la existencia de conflicto entre el interés público 
y su interés personal, el funcionario deberá informar de ello al superior para que 
éste adopte la resolución que Corresponda (art. 22 num. 4 de la ley 17.060). Por 
razones de decoro o delicadeza el funcionario podrá solicitar a su superior que 
le excuse del caso, ateniéndose a lo que éste resuelva. 


Los funcionarios que integren un órgano colegiado podrán plantear la 
excusación o deberán informar de la implicancia al Cuerpo del que forman parte, 
a cuya resolución se estará. 


Artículo 18.- (Transparencia y publicidad). El funcionario público debe 
actuar con transparencia en el cumplimiento de su función. 


Los actos, documentos y demás elementos relativos a la función pública 
pueden ser divulgados libremente, salvo que por su naturaleza deban 
permanecer reservados o secretos o hayan sido declarados tales por ley o 
resolución fundada, en todo caso bajo la responsabilidad a que hubiere lugar por 
derecho (art. 7? de la ley 17.060 y 21 del decreto 354/999). 


Queda comprendido en lo dispuesto precedentemente el deber de 
garantizar a los particulares interesados que lo solicitaren el acceso a aquellas 
informaciones que resulten del empleo y aplicación de medios informáticos y 
telemáticos para el desarrollo de las actividades de las Administraciones públicas 
y el ejercicio de sus competencias (art. 694 de la ley 16.736 de 5 de enero de 
1996). 


Artículo 19.- (Eficacia y eficiencia). Los funcionarios públicos utilizarán 
medios idóneos para el logro del fin de interés público a su cargo, procurando 
alcanzar la máxima eficiencia en su actuación. 


Artículo 20.- (Eficiencia en la contratación). Los funcionarios públicos 
tienen la obligación de respetar estrictamente los procedimientos de contratación 
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aplicables en cada caso y de ajustar su actuación en la materia a los siguientes 


principios generales: 
A) Flexibilidad. 
B) Delegación. 


C) Ausencia de ritualismo. 
D) Materialidad frente al formalismo. 
E) Veracidad salvo prueba en contrario. 


F) Igualdad de los oferentes, concurrencia en todos los 
procedimientos competitivos para el llamado y la selección de ofertas y amplia 
publicidad de las adquisiciones de bienes y contrataciones de servicios (arts. 5” 
de la ley 17.060 y 11 literal H) del Decreto 354/999). 


Artículo 21.- (Motivación de la decisión). El funcionario debe motivar los 
actos administrativos que dicte, explicitando las razones de hecho y de derecho 
que lo fundamenten. No son admisibles fórmulas generales de fundamentación, 
sino que deberá hacerse una relación directa y concreta de los hechos del caso 
específico en resolución, exponiéndose además las razones que con referencia 
a él en particular justifican la decisión adoptada. 


Tratándose de actos discrecionales se requerirá la identificación clara de 
los motivos en que se funda la opción, en consideración al interés público. 


Artículo _22.- (Idoneidad y capacitación). La observación de una 
conducta idónea exige que el funcionario mantenga aptitud para el adecuado 
desempeño de las tareas públicas a su cargo (art. 21 de la ley 17.060). 


Será obligación de los funcionarios públicos capacitarse para actuar con 
pleno conocimiento de las materias sometidas a su consideración y, en 
particular, deberán asistir a los cursos de actualización referentes a la moral 
administrativa, incompatibilidades, prohibiciones y conflictos de intereses en la 
función pública según lo determinan las normas que rigen el servicio o lo 
dispongan las autoridades competentes (art. 28 de la ley 17.060). 


Artículo 23.- (Buena administración financiera). Todos los funcionarios 
públicos con funciones vinculadas a la gestión del patrimonio del Estado o de las 
personas públicas no estatales deberán ajustarse a las normas de 
administración financiera aplicables, a los objetivos y metas previstos, al principio 
de buena administración, en lo relativo al manejo de los dineros o valores 
públicos y a la custodia o administración de bienes de organismos públicos. Sus 
transgresiones constituyen faltas administrativas aun cuando no ocasionen 
perjuicios económicos (arts. 119 y siguientes del TOCAP). 


Artículo 24.- (Rotación de funcionarios en tareas financieras). Los 
funcionarios públicos que cumplen funciones en las reparticiones encargadas de 
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la adquisición de bienes y servicios deberán rotar periódicamente (art. 23 de la 
ley 17.060). 


Dicha rotación deberá hacerse efectiva cada treinta meses continuos en 
el desempeño de esa función, pudiendo el jerarca prorrogar el cometido, en 
casos excepcionales fundados en la necesidad del servicio o en la falta de 
recursos humanos en el organismo, siempre que el resultado de la evaluación 
de desempeño en el periodo no arroje observaciones a la gestión. 


CAPÍTULO 3 
PROHIBICIONES 


Artículo 25.- (Prohibición de contratar). Prohibese a los funcionarios 
públicos contratar con el organismo a que pertenecen y mantener vínculos por 
razones de dirección o dependencia con firmas, empresas o entidades que 
presenten ofertas para contratar con dicho organismo. No obstante, en este 
último caso, quedan exceptuados de la prohibición los funcionarios que no 
tengan intervención alguna en la dependencia pública en que actúan en el 
proceso de la contratación, siempre que informen por escrito y sin reticencias al 
respecto a su superior. 


Si al momento de ingresar a la función pública estuviere configurada o 
en condiciones de configurarse dicha situación, el funcionario deberá informar 
por escrito y sin reticencias al respecto. 


Esta prohibición se extiende a las contrataciones realizadas a solicitud 
de la Administración a que el funcionario pertenece por organismos 
internacionales o mediante la ejecución de proyectos por terceros. 


Prohíbese a los funcionarios públicos y a las Administraciones a que 
pertenecen celebrar o solicitar a terceros la celebración de contratos de servicios 
o de obra que tengan por objeto la realización por los mismos funcionarios de las 
tareas correspondientes a su relación funcional o tareas similares o a cumplirse 
dentro de su jornada de trabajo en el organismo respectivo . 


Artículo 26.- (Prohibición de intervenir por razones de parentesco). 
Prohibese a los funcionarios públicos con competencia para gastar intervenir 
cuando estén ligados con la parte que contrata con el organismo a que 
pertenecen por razones de parentesco hasta el cuarto grado de consanguinidad 
o tercero de afinidad o por matrimonio. 


Artículo _27.- (Prohibición de relaciones con actividad controlada). 
Prohibese a los funcionarios públicos con cometidos de dirección superior, 
inspectivos o de asesoramiento ser dependientes, asesores, auditores, 
consultores, socios o directores de las personas fisicas o jurídicas, públicas o 
privadas, que se encuentren sujetas al control de las oficinas de que aquéllos 
dependan. Les está prohibido asimismo percibir de di9has personas 
retribuciones, comisiones u honorarios de clase alguna. 
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La prohibición establecida en el inciso anterior se extiende a todas las 
contrataciones de servicios o de obra, realizadas a solicitud de la Administración 
controlante, por organismos internacionales o mediante la ejecución de 
proyectos por terceros. 


Artículo 28.- (Prohibición de relaciones con actividad vinculada). 
Prohíbese a los funcionarios públicos ejercer su función con relación a las 
actividades privadas a las que se encuentren vinculados. 


La prohibición establecida en este artículo se extiende a todas las 
contrataciones de servicios o de obra realizadas a solicitud de una 
Administración comprendida en el art. 2” de este Decreto, por organismos 
internacionales o mediante la ejecución de proyectos por terceros. 


Artículo _29.- (Declaración jurada de implicancias) Todos los 
funcionarios que, a la fecha de vigencia de este Decreto, se encuentren en las 
situaciones previstas por los artículos anteriores deberán presentar, en un plazo 
máximo de sesenta días siguientes a dicha vigencia, una declaración jurada 
donde establezcan qué clase de vinculación o actividades de las previstas en 
dichos artículos mantienen, individualizando las personas o empresas y el tipo 
de relacionamiento o intereses con ellas, estándose a lo que resuelva el jerarca 
correspondiente. 


Dicha declaración jurada deberá ser presentada, en forma abierta, ante 
el jerarca del servicio donde el funcionario se desempeña. 


Toda nueva situación de las previstas por los artículos anteriores deberá 
ser declarada en la misma forma establecida en el inciso anterior dentro de los 
sesenta días de configurada y quedará sujeta a lo que resuelva el jerarca 
respectivo. 


Articulo 30.- (Implicancias dudosas o supervinientes). Si al momento de 
ingresar a la función pública o durante su desempeño, resultare dudosa o 
estuviere cuestionada la configuración de alguna de las situaciones previstas en 
los arts. 24 a 28, el funcionario deberá informarlo de inmediato y en forma 
pormenorizada por escrito a su superior jerárquico, quien deberá resolver 
fundadamente al respecto y, en su caso, sobre la permanencia del funcionario 
en la oficina. 


Artículo _31.- (Prohibición de recibir regalos y otros beneficios). 
Prohibese a los funcionarios públicos solicitar o aceptar dinero, dádivas, 
beneficios, regalos, favores, promesas u otras ventajas, directa o indirectamente, 
para sí o para terceros, a fin de ejecutar, acelerar, retardar u omitir un acto de su 
empleo o contrario a sus deberes o por un acto ya cumplido. 


Prohíbese a los funcionarios públicos solicitar contribuciones de otros 
funcionarios para hacer regalos a sus superiores, realizar suscripciones o 
colectas de cualquier naturaleza o autorizar la retención de su sueldo o parte de 
él para cualquier agrupación partidaria o para cualquier persona o entidad, salvo 
autorización legal expresa. 
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Prohíbese asimismo solicitar o aceptar dichas ventajas destinadas al 
servicio a que pertenece, salvo que una norma expresa lo autorice y se deje 
constancia de ello por escrito. 


Se tendrá especialmente en cuenta en relación a las prohibiciones 
dispuestas en los incisos que anteceden, a los efectos que correspondan, que el 
regalo o beneficio provenga de una persona o entidad que: 


A) lleve a cabo actividades reguladas o fiscalizadas por el órgano o 
entidad en que el funcionario se desempeña; 


B) gestione o explote concesiones, autorizaciones, privilegios o 
franquicias otorgados por el órgano o entidad en que el funcionario se 
desempeña; 


C) sea contratista o proveedor de bienes o servicios a un organismo 
público o estuviere interviniendo en un procedimiento de selección; 


D) tenga intereses que pudieren verse significativa mente afectados 
por la decisión, acción, aceleración, retardo u omisión del organismo o entidad 
en el que el funcionario se desempeña. 


Artículo 32.- (Regalos o beneficios permitidos). Se entiende que no 
están incluidos en la prohibición establecida en el inciso primero del artículo 
anterior los siguientes casos: 


A) los reconocimientos protocolares recibidos de gobiernos, 
organismos internacionales o entidades sin fines de lucro, en las condiciones en 
que la ley o la costumbre admitan esos beneficios; 


B) los gastos de viaje y estadia recibidos de gobiernos, instituciones 
de enseñanza o entidades sin fines de lucro, para el dictado de conferencias, 
cursos o actividades académicas o culturales, o la participación en ellas, siempre 
que ello no resultare incompatible con las funciones o prohibido por normas 
especiales; y 


C) las atenciones de entidad razonable recibidas en oportunidad de 
las fiestas tradicionales en las condiciones que los usos y costumbres las 
admitan. 


.- (Prohibición de comunicaciones telefónicas y uso de 
teléfonos celulares)  Prohibese a los funcionarios públicos efectuar 
comunicaciones a larga distancia por medio de aparatos telefónicos con fines 
personales. 


El uso de los teléfonos celulares contratados por las oficinas públicas 
queda restringido de acuerdo con lo dispuesto en las disposiciones legales y 
reglamentarias vigentes. 
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Artículo 34.- (Prohibición de uso indebido de fondos). Prohíbese a los 
funcionarios públicos el manejo de fondos en forma distinta a la legalmente 
autorizada, siendo responsable de su pago cuando comprometa cualquier 
erogación sin estar autorizado para ello. 


El funcionario está obligado a rendir cuenta documentada y comprobable 
de la versión, utilización o gestión de los fondos recibidos. 


Artículo 35.- (Prohibición de revistar en la misma oficina por razones de 
parentesco). Prohibese la actuación dentro de la misma repartición u oficina del 
funcionario que se halle vinculado con su jerarca por lazos de parentesco dentro 
del segundo grado de consanguinidad o afinidad o por ser su cónyuge. 


Si ingresare a la oficina un funcionario que mantenga los vínculos 
mencionados en el inciso anterior, la autoridad competente dispondrá los 
traslados necesarios, sin que se perjudique la categoría de funcionario alguno. 


Queda ¡igualmente prohibida la permanencia dentro de la misma oficina 
o sección de funcionarios que entre sí reúnan alguno de los impedimentos 
establecidos en el inciso primero. 


Artículo 36.- (Prohibición de uso indebido de bienes públicos). Los 
funcionanos públicos deberán utilizar los bienes muebles e inmuebles 
pertenecientes al organismo público en que revistan o asignados a su uso o 
consumo exclusivamente para el funcionamiento de los servicios a su cargo. 


Está prohibido el uso de locomoción, combustible, repuestos y servicios 
de reparaciones de cargo de toda fuente de fondos públicos, por parte de 
cualquier funcionario público, fuera de lo estrictamente necesario para el 
cumplimiento de sus tareas. En ningún caso el ejercicio de una función pública 
podrá implicar la libre disponibilidad de un vehículo perteneciente a cualquier 
organismo o afectado a su uso, fuera de los requerimientos del servicio en 
sentido estricto, salvo las excepciones dispuestas legal y reglamentariamente. 
Los vehículos pertenecientes al organismo público o asignados a su uso deberán 
ser guiados por personal con licencia habilitante y no podrán ser aplicados para 
usos de indole particular, salvo los casos excepcionales debidamente 
justificados por la autoridad competente. 


Artículo 37.- (Prohibición de proselitismo de cualquier especie). Los 
funcionarios están al servicio de la Nación y no de una fracción política. En los 
lugares y horas de trabajo queda prohibida toda actividad ajena a la función, 
reputándose ilícita la dirigida a fines de proselitismo de cualquier especie. 


Los funcionarios mo podrán constituir agrupaciones con fines 
proselitistas, utilizando las denominaciones de reparticiones públicas o 
invocando el vínculo que la función determine entre sus integrantes ( art. 58 de 
la Constitución). 


TÍTULO Il 
NORMAS DE APLICACIÓN 


11 de abril de 2023 CÁMARA DE SENADORES 383-C.S. 


Artículo 38.- (Faltas disciplinarias). El incumplimiento de los deberes 
explicitados en este decreto y la violación de las prohibiciones contenidas en él 
constituirán faltas disciplinarias. 


Como tales, serán objeto de sanción proporcionada a su gravedad, 
previa sustanciación del procedimiento disciplinario respectivo, en el que se 
asegurará la garantía de defensa. Ello, sin perjuicio de la responsabilidad civil 
y/o penal prevista por la Constitución y por las leyes (inciso 2” del artículo 21 de 
la ley 17.060). 


Artículo 39.- (Potestad disciplinaria y jurisdicción penal). El 
sometimiento a la justicia penal de un funcionario público no obsta al necesario 
ejercicio de la competencia del organismo respectivo, independientemente de la 
judicial, para instruir los procedimientos internos y adoptar las decisiones que 
correspondan en virtud de las faltas disciplinarias que se comprobaren en la vía 
administrativa con arreglo a derecho. 


Artículo 40.- (Denuncia de irregularidades o de prácticas corruptas). 


Todo funcionario público está obligado a denunciar irregularidades o 
prácticas corruptas de que tuviere conocimiento por razón de sus funciones, de 
las que se cometieren en su repartición o cuyos efectos ella experimentare 
particularmente (art. 177 del Código Penal en la redacción dada por el art. 8? de 
la ley 17.060). Asimismo, deberá recibir y dar trámite a las denuncias que se le 
formularen al respecto. En uno y otro caso, las pondrá en conocimiento de sus 
superiores jerárquicos. 


Si se tratare de irregularidades que pudieren causar perjuicios 
económicos, el funcionario público está obligado a comunicarlo por escrito a su 
superior jerárquico y al Tribunal de Cuentas. 


Artículo 41.- (Denuncia de delitos). El jerarca a quien competa resolver 
sobre las investigaciones internas de las que resultare la posible configuración 
de un delito tiene el deber de disponer la inmediata denuncia policial o judicial 
preceptiva (177 del Código Penal en la redacción dada por el art. 8” de la ley 
17.060). 


Artículo _42.- (Denuncias contra determinados funcionarios). Las 
denuncias contra los funcionarios públicos obligados a presentar declaración 
jurada de bienes e ingresos (arts. 10 y 11 de la ley 17.060) por los delitos contra 
la Administración Pública (Título IV, excluyendo los Capitulos IV y V del Código 
Penal y arts. 8”, 9” y 30 de la ley 17.060) o contra la Economía y la Hacienda 
Pública (Título IX del 


Código Penal) deberán ser presentadas ante el órgano judicial 
competente o el Ministerio Público o la Policía Nacional u otras autoridades con 
funciones policiales, según corresponda conforme con el ordenamiento procesal 
al momento de su formulación (arts. 4% num. 3 de la ley 17.060 y 14 del decreto 
354/999). 
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Artículo 43.- (Régimen de protección de testigos y denunciantes). 


Cualquier persona o los funcionarios públicos que denunciaren de buena 
fe alguno de los delitos a que refiere este Decreto quedarán incluidos en el 
beneficio de protección de testigos establecido por la normativa legal vigente (art. 
36 de la ley 16.707 de 12 de julio de 1995, decreto 209/2000 de 25 de julio de 
2000 y art. Ill num. 8 de la Convención Interamericana contra la Corrupción de 
29 de marzo de 1996 ratificada por la ley 17.008). 


Artículo 44.- (Consultas). En el ejercicio de la potestad disciplinaria, los 
organismos cuyos funcionarios se encuentran alcanzados por este decreto 
podrán recabar la opinión de la Junta Asesora en Materia Económico Financiera 
del Estado, en cuyo caso, para apartarse del dictamen que ésta emita, deberá 
procederse en forma fundada. 


Los jerarcas de dependencias públicas, previo al dictado de las 
pertinentes decisiones administrativas, podrán dirigir directamente a la Junta 
Asesora en Materia Económico Financiera del Estado los pedidos de 
asesoramiento y aclaraciones relativos a la aplicación del presente decreto que 
estimen necesarios, adjuntando informe de la asesoría jurídica de su respectivo 
ámbito orgánico (arts. lll num. 9 de la Convención Interamericana contra la 
Corrupción, 4” de la ley 17.060 y 11 literal 1) del decreto 354/999). 


Artículo _45.- (Difusión). Cométese a la Junta Asesora en Materia 
Económico Financiera la difusión de este decreto conjuntamente con las 
disposiciones penales contenidas en la ley N” 17.060 y las demás que tipifican 
delitos cuyo sujeto activo sea un funcionario público, así como también las 
disposiciones legales y reglamentarias referidas a las declaraciones juradas de 
bienes e ingresos. 


Articulo 46.- (Vigencia). Este decreto entrará en vigencia a los sesenta 
días de su publicación en el Diario Oficial. 


Artículo 47.- Comuniquese, publiquese, etc. 
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SEÑORA PRESIDENTA.- En discusión. 


Tiene la palabra la miembro informante, señora sena- 
dora Bianchi. 


SEÑORA BIANCHI. Señora presidente: voy a seguir 
el criterio del colega Charles Carrera y voy a tratar de evi- 
tar leer todos los resultandos porque los tienen los señores 
senadores a disposición en sus bancas. 


Sí queremos aclarar algo que tiene que estar en conoci- 
miento del plenario porque nunca hay que olvidar que las 
comisiones son asesoras del Senado y, en consecuencia, 
vamos a explicar por qué se detuvo el tratamiento del jui- 
cio político al alcalde Alfredo Sánchez cuando le dimos 
vista. De paso digo que los diez días que hoy preocupaban 
por otra cosa, siempre son diez días en derecho adminis- 
trativo. No es un plazo corto, como en otros casos; ese es 
el plazo. Pueden ser días hábiles o corridos y en este caso 
son hábiles. 


En el momento en que le damos vista, cuando la per- 
sona es acusada por la junta, en este caso de Colonia —lo 
aclaramos porque después hay muchas confusiones: la que 
acusa en este caso es la junta por un tercio de votos; esto 
se hace para proteger a las minorías—, y esta eleva la acu- 
sación de juicio político al Senado —que es el tribunal de 
alzada y es el que tiene que decidir, que va a hacer jurídi- 
camente lo que corresponde con la persona acusada-—, se 
presenta un recurso de inconstitucionalidad. 


Debo aclarar desde el arranque que, jurídicamente, de 
acuerdo con el contenido de esta cámara y de cada senador 
que la integra, el juicio político no significa que siempre 
eso esté atado a una decisión penal. En estos dos casos 
que hoy vamos a tratar y sobre los que voy a informar, 
sí hay acusación penal, pero el juicio político puede no 
estar atado a eso, de acuerdo con la Constitución. Toda 
nuestra doctrina no tiene dos posiciones al respecto; eso 
va desde el primer Jiménez de Aréchaga hasta la doctrina 
más reciente. Me gustaría recordar al doctor Gabriel Va- 
lentín, que es una persona muy joven que está sentando 
precedentes en la doctrina y que nos está ilustrando. Es 
más, la propia Suprema Corte de Justicia lo consideró en 
su sentencia. 


Nosotros entendíamos que no estaba claro, señora pre- 
sidente, que los alcaldes fueran pasibles de juicio político, 
no por lo que muchas veces tuvimos que escuchar y leer 
—este no es el momento de discutirlo—, sino porque para 
nosotros la única que puede decir si algo es inconstitu- 
cional es la Suprema Corte de Justicia. En este caso, el 
propio alcalde Alfredo Sánchez interpuso un recurso de 
inconstitucionalidad ante la Suprema Corte de Justicia 
argumentando que, por ser alcalde, no estaba incluido en 
la ley de municipios y que, en consecuencia, no era pasi- 
ble de juicio político según el trámite que establecen los 
artículos correspondientes de la Constitución. Tuvimos 
que esperar el fallo de la Corte, que fue muy diligente. 
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De hecho, por conversaciones oficiales con su señora pre- 
sidente y con uno de sus miembros, sabemos que a ellos 
también les resultó muy complejo resolver el tema. Dis- 
cutieron mucho; incluso, hay una opinión discorde, pero 
eso no cambia la resolución porque obviamente siempre se 
resuelve por mayoría. Lo primero que resuelve la Suprema 
Corte de Justicia —que era lo que nosotros queríamos— es 
que los alcaldes estén incluidos en los cargos que son pasi- 
bles de juicio político. Quiere decir que, mientras la Corte 
mantenga esta integración —porque si cambia puede variar 
la opinión de la Corte y esa es gran parte de la riqueza de 
nuestro Poder Judicial—, esta es la posición: los alcaldes 
están incluidos en la ley aunque no se diga en forma ex- 
presa porque la ley fue anterior a la creación del cargo de 
alcalde. 


De verdad les recomiendo la lectura de la sentencia —no 
voy a aburrirlos, les doy mi palabra— porque realmente es 
enjundiosa. Ha habido un estudio de la Suprema Corte de 
Justicia que la enaltece —porque uno dice las cosas cuando 
no le gustan, pero también reconoce cuando se hacen muy 
bien— y una de las cosas fundamentales que vemos en esta 
larga sentencia es que está muy fundada en la doctrina 
porque siempre existe la confusión de si podemos destituir 
o separar del cargo y si podemos actuar si no hay sentencia 
penal y solamente hay un juicio político. Incluso, existe 
una confusión —no quiero agregársela a mis compañeros— 
y, a veces, se comete el error, incluso a texto expreso, de 
hablar de político-penal debido a cierta influencia que en 
algún momento tuvo el Uruguay de determinada doctrina 
del derecho anglosajón que no tiene nada que ver. 


De cualquier manera, además de recomendar la lectu- 
ra —porque nos abre la posibilidad de tener la tranquilidad 
de que estamos actuando acorde a derecho—, en estos dos 
casos existe condena penal. Vamos a tratar primero el caso 
del alcalde, aclarando que está incluido; no estamos ac- 
tuando inconstitucionalmente. 


En cuanto a los resultandos, voy a tratar de ser lo más 
breve posible. El señor Alfredo Sánchez fue condenado 
como autor penalmente responsable de un delito de aso- 
ciación para delinquir en reiteración real, con un delito 
continuado de fraude y un delito continuado de concusión, 
a la pena de tres años de penitenciaría, UR 200 de multa e 
inhabilitación especial por dos años para el ejercicio de la 
función pública. Todo lo anterior fue comunicado de legal 
forma a la Intendencia Municipal de Colonia por el Juzga- 
do Letrado de Rosario de 3.“ Turno, según Oficio 405/2021 
y la sentencia —que es lo que importa— n.* 46/2021, de fecha 
28 de setiembre. La junta comunicó al Senado, como dije, 
en legal forma se le dio vista, el señor Sánchez interpuso 
un recurso de inconstitucionalidad y la Corte, con fecha 16 
de marzo —debo hacer otro reconocimiento; agradecemos 
la celeridad a la Suprema Corte de Justicia porque a veces 
por problemas técnicos, obviamente, puede demorar mu- 
cho más; sin embargo, nos evitó muchos problemas—, por 
la sentencia n.* 210/2023 desestimó, por cuatro votos con- 
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formes y uno disidente, la acción de inconstitucionalidad 
interpuesta por el alcalde Alfredo Sánchez. 


Ahora bien, en el informe, que fue apoyado por una- 
nimidad, hacemos especial hincapié en que no solo esta- 
mos actuando con base en la condena penal. Ahí surgió 
una discusión que zanja la propia sentencia de la Suprema 
Corte de Justicia, que es que, si nos basamos en la conde- 
na penal, no sería necesario separarlo del cargo porque ya 
está separado al estar inhabilitado por dos años. A su vez, 
la Suprema Corte de Justicia nos ilustra con la doctrina ba- 
sada en los doctores Korzeniak y Valentín en el sentido de 
que nosotros —reitero—, más allá de lo que decida la justicia 
penal, tenemos la facultad —por hacer una evaluación po- 
lítica— de destituir a esta persona, lo que supera la inhabi- 
litación del cargo de la justicia penal porque, insisto, deja 
de ser alcalde por destitución del Senado. Es obvio que 
—a veces uno escucha comentarios y la gente no tiene por 
qué saberlo—, si esta persona en algún momento se vuelve 
a presentar a las elecciones y la gente lo vota, lo vota. No 
está de más la aclaración. 


La conclusión del informe es que, atento a lo dispuesto 
en los artículos 296, 93, 102 y 103 de la Constitución de la 
república y a lo expresado en el cuerpo de este informe, el 
Senado resuelve destituir al alcalde Alfredo lván Sánchez 
Balbuena, lo que fue votado por unanimidad. 


Si me permite, señora presidente, quiero hacer una 
aclaración porque por ahí y en la prensa circula que re- 
nunció. ¿Cuál es el problema? Que hasta que no llegue 
formalmente al Senado la comunicación de la Junta De- 
partamental de Colonia, nosotros no podemos considerar 
que renunció, ni en el caso de él ni en el de la otra persona 
cuya destitución vamos a votar. Esa comunicación todavía 
no llegó. 


Gracias, señora presidente. 


SEÑORA PRESIDENTA.- No sé si el Senado entiende 
pertinente que se dé lectura al proyecto de resolución. 


VARIOS SEÑORES SENADORES.- No es necesario, 
señora presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTA. En consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


CÁMARA DE SENADORES 


11 de abril de 2023 


(Se vota). 

23 en 24. Afirmativa. 

Queda aprobado el proyecto de resolución. 

SEÑOR MAHÍA.- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR MAHÍA.- Señora presidenta: simplemente 
quiero dejar constancia de que entendemos que es impor- 
tante que el Senado por unanimidad envíe a la sociedad 
un mensaje político claro en todo este tipo de casos de 
destituciones por juicio político que estamos planteando. 


El sistema político uruguayo como tal requiere este 
tipo de actitudes, más allá de los reclamos que pueda tener 
cada ciudadano —como se ha dado en este caso desde el 
punto de vista jurisdiccional y tiene derecho como tal-— y 
los pronunciamientos que haya tenido la Suprema Corte 
de Justicia que, como se ha dicho, ha sido muy contunden- 
te. Más allá de eso, el Senado tiene la potestad de llevar 
adelante esta acción desde el punto de vista de sus atribu- 
ciones constitucionales. Creo —insisto en este sentido— que 
el haber contado con la unanimidad de la comisión espe- 
cializada del Senado y la unanimidad de todos los par- 
tidos políticos con representación parlamentaria debería 
constituir un fuerte mensaje en cuanto a que determinadas 
conductas son condenadas por todos los partidos. 


En ese sentido y en este caso en particular, si bien hubo 
una extensión importante en el tiempo, la resolución que 
se está tomando nos incluye a todos y ese era el sentido de 
dejar la constancia con respecto al voto. 


Gracias, señora presidenta. 


29) EDIL PABLO SÁNCHEZ. JUICIO POLÍTICO 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en noveno término del orden del día: 
«Proyecto de resolución a fin de pronunciarse sobre la 
solicitud de juicio político, remitida por la Junta Depar- 
tamental de Colonia, al señor edil Pablo Sánchez. (Carp. 
n? 572/2021 - rep. n.* 621/2023)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.* 572/2021 - rep. n.? 621/2023 
CÁMARA DE SENADORES 


COMISIÓN DE 
CONSTITUCIÓN Y LEGISLACIÓN 


Proyecto de Resolución 
VISTO: 


La acusación deducida por la Junta Departamental de Colonia ante la 
Cámara de Senadores contra el señor Edil Pablo Daniel Sánchez Agustins 
resuelta por el referido órgano departamental en la Resolución de fecha 30 de 
setiembre de 2021, 


RESULTANDO: 


|.- Que por haber sido el nombrado condenado como autor penalmente 
responsable de un delito de “Asociación para delinquir en reiteración real, con 
un delito continuado de Fraude”, a la pena de dos (2) años de penitenciaria, 
cien unidades reajustables (100 UR) de multa e INHABILITACIÓN ESPECIAL 
(2) para el ejercicio de la función pública (subrayado nuestro). 
Todo lo anterior fue comunicado en legal forma a la Intendencia Municipal de 
Colonia por el Juzgado Letrado de Rosario de 3er. turno según oficio 405/2021 
(Sentencia Nro. 46/2021 de fecha 28 de setiembre de 2021). 


1I.- Que por la resolución aludida la Junta respectiva comunicó por Oficio 
número 2021/83/2/0483 la acusación ante la Cámara de Senadores al 
nombrado, por la comisión de delitos graves, para que le sea realizado Juicio 
Político de acuerdo con los artículos 296 y 93 de la Constitución de la 
República. 


lIl.- Que la Cámara de Senadores recibió formalmente la acusación 
relacionada, siendo cursada en tiempo y forma a la Comisión de Constitución y 
Legislación de éste Senado el 9 de noviembre de 2021, iniciándose así el 
Juicio Político de acuerdo a las disposiciones constitucionales. 


1V.- Que de acuerdo a lo que corresponde se le otorgó al señor Edil Pablo 
Daniel Sánchez Agustins vista de las actuaciones por el plazo de diez días 
hábiles a los efectos de poder articular defensa. 


V.- Que en fecha 20 de junio de 2022 el nombrado evacuó la vista 
conferida en la que manifiesta que promovió Acción de Nulidad ante el Juzgado 
Letrado de Florida de 4to. Turno por Indefensión. 


VI.- Que la Comisión de Constitución de este Cuerpo por mayoría, resolvió 
detener también el procedimiento de Juicio Político, para estar a las resultas de 
la acción interpuesta, ajustándonos a los principio de presunción de inocencia y 
derecho a articular defensa de los justiciables. 


CONSIDERANDO 


|.-Que con fecha 27 de marzo de 2023 el señor Juez Letrado de 3er. Turno 
de Rosario comunicó a la Comisión de Constitución y Legislación la Sentencia 
Interlocutoria número 570/2022 de fecha 10 de mayo de 2022 dictada por la 
Sede Letrada de Florida de 4to. Turno, por la que no se hizo lugar a la 
Demanda Incidental referida. 


11.- Que por Sentencia Interlocutoria de Segunda Instancia número 475 de 
2022 de 4 de agosto del mismo año, el Tribunal de Apelaciones en lo Penal de 
áto. Turno confirmó el fallo de Primera Instancia en su totalidad. En 
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consecuencia, la Comisión respectiva decidió continuar el procedimiento de 
Juicio Político en cuestión. 


11I.- Que la Suprema Corte de Justicia en ocasión de resolver la Acción de 
Inconstitucionalidad interpuesta por el señor Alfredo Sánchez, según Sentencia 
número 210 de 2023 del 16 de marzo del mismo año resuelve no solamente lo 
referido al nombrado y no aplicable al Edil Pablo Sánchez, sino que se extiende 
sobre el Juicio Político en general y en especial referido a las potestades de la 
Cámara de Senadores con profuso apoyo doctrinario y conclusiones propias de 
los actuales integrantes del Alto Cuerpo, en base a lo establecido en los 
artículos 93, 102 y 296 de la Constitución de la República. 


IV.- Que el día 21 de los corrientes la Comisión de Constitución y 
Legislación tomó conocimiento de la citada sentencia, por lo que por 
unanimidad decidió continuar los trámites de diversos Juicios Políticos 
pendientes y tomar resolución el día 28 también de los corrientes. Así se hizo y 
también por UNANIMIDAD se resolvió la destitución del Edil Pablo Sánchez, en 
base a las siguientes consideraciones de hecho y de Derecho. 


V.- Que a los solos efectos que nuestro asesoramiento quede claro para la 
Cámara de Senadores, el Alto Cuerpo en sus conclusiones se remite a la 
situación específica de quien interpuso la acción de Inconstitucionalidad, o sea 
el Alcalde Alfredo Sánchez. Esto es: es al igual que el Edil Pablo Sánchez, son 
personas YA CONDENADAS e INHABILITADAS por la justicia penal de 
acuerdo a lo relacionado en los Resultandos del presente Informe. En 
consecuencia, todo lo que luce en la Sentencia relacionada en lo que refiere a 
la “separación del cargo” es obvio que no se aplica a estos casos porque la 
justicia los inhabilitó por tres y dos años respectivamente. En consecuencia, no 
están en funciones; con la diferencia de no existir duda posible de la aplicación 
del Instituto de Juicio Político por ser Edil. 


VI.- Que debe quedar claro que los Senadores estamos investidos por 
sucesivas constituciones nacionales y por la vigente, de una facultad de tipo 
jurisdiccional sobre la conducta incluso de sus pares, de los Intendentes y de 
otros cargos departamentales y municipales. Abundando en nuestro derecho 
constitucional vigente, los artículos 93, 102, 103 y 296 de la Carta Magna, son 
pasibles también de responsabilidad político-penal el Presidente y 
Vicepresidente, Ministros de Estado, miembros de la Suprema Corte de 
Justicia, etc. 


VII.- Que la Sentencia de marras se fundamenta doctrinariamente en la 
opinión -entre otros- de los doctores Jorge Veiras y Lucia Fernández (“Juicio 
Político. Aspectos procesales”, publicado en "Procesos Constitucionales” FCU, 
2018): “(...) En otros términos, en el Juicio Político no se emite 
pronunciamiento político alguno sobre la responsabilidad penal del funcionario 
(que será materia de la justicia penal).” Y más adelante, los autores nombrados 
expresan: *(...) el Juicio Político constituye un proceso previo —y por tanto un 
presupuesto para el ejercicio de la acción penal- en el caso de los funcionarios 
mencionados en el artículo 93 de la Constitución. EN CAMBIO, EL JUICIO 
POLÍTICO PROMOVIDO contra el Intendente o contra los Miembros de las 
Juntas Departamentales no constituye un proceso previo a un proceso penal. 
*(...) A diferencia de lo previsto en el artículo 93 de la Constitución para los 
funcionarios allí mencionados, conforme al artículo 296 de la Canta, el Juicio 
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Político contra Intendentes y Ediles (y Alcaldes, según previene la norma 
impugnada) es potestativo (“podrán ser acusados”). Por este motivo, si bien 
desde el punto de vista funcional el Juicio Político constituye una garantía o 
prerrogativa para el buen ejercicio de tales funciones, al mismo tiempo se trata 
de una instancia que las Juntas Departamentales pueden promover para dirimir 
la RESPONSABILIDAD POLÍTICA (subrayado nuestro) de aquellos, con 
TOTAL PRESCINDENCIA DEL PROCESO PENAL (subrayado nuestro), en el 
que se dilucidará su eventual responsabilidad criminal”. 


VIl!.- Que la actual Presidente de la Corporación doctora Doris Morales 
para fundamentar su voto se basa en la opinión del doctor José Luis Korzeniak 
(Primer Curso de Derecho Público. Derecho Constitucional. FCU 2008) que 
consideramos totalmente adecuado al caso que nos ocupa: "En este sentido ha 
señalado Korzeniak que: “El Juicio Político es un procedimiento parlamentario 
no legislativo, en el cual se juzga la responsabilidad político-penal de 
determinados gobernantes, con el efecto de que, si se le encuentra culpable 

(subrayado nuestro), (...) 
en el Juicio Político el PARLAMENTO juzga la responsabilidad político-penal. 
Ese agregado (“POLÍTICO”) -subrayado nuestro- se justifica por dos razones: 
una, la más clara, porque los órganos que están juzgando los delitos son 
órganos políticos (...) y otra porque en algunos casos (y en algunas 
constituciones) los delitos que se juzgan deben necesariamente estar 
vinculados a la ACTIVIDAD POLÍTICA DEL GOBERNANTE ENJUICIADO" 
(subrayado nuestro). 


IX.- Que en la Sentencia de marras se consigna en forma inequívoca que: 
*(...) la Cámara de Senadores ejerce el rol de tribunal y cumple función 
jurisdiccional”. 


ATENTO a los dispuesto en los artículos 296, 93, 102 y 103 de la 
Constitución de la República y a lo expresado en el cuerpo de este Informe, el 
Senado 


RESUELVE: DESTITUIR al Edil Pablo Daniel Sánchez Agustins. 
Sala de la Comisión, veintiocho de marzo de dos mil veintitrés 


Graciela Bianchi 
Miembro informante 


Carlos Camy Charles Carrera 
Guillermo Domenech José Carlos Mahía 


Enrique Rubio Jorge Saravia 
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Junta Departamental de Colonia 


Colonia, 13 de octubre de 2021. 


Sra. Presidenta de la Cámara de Senadores 
Beatriz Argimón 
Montevideo. 
De nuestra consideración: 

Cúmplenos comunicar a Usted, que esta Junta 
Departamental, en sesión de fecha 30 de setiembre próximo pasado y en 
oportunidad de considerar los hechos ocurridos en la localidad de Florencio 
Sánchez, adoptó por 11 votos en 30 ediles presentes en Sala, la resolución 
que para su conocimiento y efectos pertinentes se transcribe a 
continuación: 


"VISTO: los graves hechos ocurridos en la localidad de Florencio Sánchez, 
puestos de manifiesto con la condena de nueve ciudadanos vecinos de 
nuestro departamento de Colonia, 

RESULTANDO: 

1. Que entre los condenados, figura el edil departamental 
perteneciente a la lista 904 904 del Partido Nacional, señor Pablo 
Sánchez. 

2. Que el fallo condenatorio confirma la acusación fiscal del señor 
Pablo Sánchez por los delitos de Asociación para delinquir en 
reiteración real con un delito continuado de fraude. 

3. Que entre los condenados, figura el Alcalde de la localidad de 
Florencio Sánchez electo por la lita 22-H del Partido Nacional, señor 
Alfredo Sánchez. 

4. Que el fallo condenatorio confirma la acusación fiscal del señor 
Alfredo Sánchez por los delitos de asociación para delinquir, en 
reiteración real con un delito continuado de fraude y un delito 
continuado de concusión. 

CONSIDERANDO: 

1. Que el condenado señor Pablo Sánchez es el edil perteneciente a la 
bancada del Partido Nacional, y ha sido hasta hace pocos días 
presidente de la comisión de Tránsito y Transporte de esta 
Corporación. 

2. Que el condenado señor Alfredo Sánchez ha sido Alcalde de 
Florencio Sánchez por el Partido Nacional, reelecto en la última 
elección departamental de 2020. 

3. El impacto de nivel nacional y el estado de alarma pública causados 
por estos hechos penosos para la institucionalidad del Gobierno 
Departamental de Colonia. 


11 de abril de 2023 
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CÁMARA DE SENADORES 


ATENTO: 
A lo establecido por el artículo 296 de la Constitución de la República y en 
el párrafo segundo del artículo 18 de la Ley N* 17.272, 
LA JUNTA DEPARTAMENTAL DE COLONIA, 

RESUELVE: 
ACUSAR ante la Cámara de Senadores al señor edil Pablo Sánchez, por la 
comisión de delitos graves, para que le sea realizado Juicio Político que 
resulte en la separación definitiva de su cargo. 
ACOMPAÑAR con la Sentencia judicial.” 


Sin otro particular, adjuntando copla de la 
Sentencia referida, hacemos propicia la oportunidad para saludarle 
atentamente, 
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Fiscalía General de la Nación 


SOLICITUD AL JUEZ 
Datos de la solicitud | 


Tipo de Solicitud: - Otros 

NUNC: 2018307759 Caso: 1 TUE: 2-59575/2018 
Solicitud; 1082952 ¿Es crimen organizado?: No 

Juzgado: Jdo, Ldo. De Rosario de 3*T 

Fecha para la que solicita: 28/09/2021 

Materia: Penal 2017 


a _-_ --=>A>> _____ __—_ _— _ —__—___ _____—_  _ >>> AO 


Reserva 


Tipo de reserva: Básica 


[Fundamento II) 


SRA. JUEZ LETRADO DE PRIMERA INSTANCIA DE 3” TURNO DE ROSARIO. 
La Sra. Fiscal Letrada Departamental de Rosario, Dra. Sandra Fleitas constituyendo domicilio en 
ltuzangó N.%409 de esta ciudad y electrónico en sippayiMnofficaciones poderjudicial.gub.uy, 
comparece en aplicación de lo dispuesto por el Art. 266 del CPP a tormalizar la investigación que se 
encuentra realizando en la causa identificada con los NUNC Nro. 2018307759 y 2021034181 


respecio de A.S.B., MA, G.T., MLSA., PSA. NBL., NMAL., LDLSM. y A.Z.O.R. 


FORMALIZACIÓN 
l. Hechos 


NUNC 2018307759 

Surge probado, que con fecha 8 de Diciembre del año 2018, en Seccional 17ma. de la 
Ciudad de Florencio Sánchez, XXXX. radicó denuncia, donde expresa que A.1.S.B., quien ocupa el 
cargo de Alcalde de esa Ciudad estaría entregando motos incautadas por parte de personal de 
Tránsito Municipal a personas que no efectúan el pago de las contravenciones aplicadas a dichos 
vehículos. 


Se comienza una investigación donde luego de realizar tareas de vigilancia y demás, se incauta 
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por parte de los Investigadores una moto marca WINNER GC 125, matrícula XXX XXX conducida por 
NF,, la cual efectuada la pericia correspondiente, se constata que la misma se corresponde a la 
que le fuera incautada por parte de Personal de Tránsito que cumple funciones en la Alcaldía de 
Florencio Sánchez, a la persona 8.V. 


Los investigadores interrogaron en Sede administrativa a quien le fue incautada la moto en 
cuestión, a FNF,, quien oxprosó que le compró dicho birrodado, a BV., hace unos cuatro 
meses, pagándole la suma de dos mil pesos urnguayos, no realizando ningún tipo de 
documentación por el negocio concretado. Es de destacar, que después de periciar dicho birrodado, 
el mismo quedó depositado en la Seccional 17ma. 


Teniendo presente las explicaciones dadas por F. se interrogó a BV. en dos 
oportunidades. En una de ellas manifestó que no sabia donde está la moto, porque nunca la 
recuperó. Pero en su declaración en sede administrativa, ofrecida en una segunda oportunidad, 
expresó que los Inspectores de Tránsito, en la Ciudad de Florencio Sánchez le habían retirado la 
moto, en la cual circulaba, marca WINNER modelo CG 125, quedando la misma en el predio de 
la referida Alcaldía de dicha Ciudad. Al ir a retirar, a dicha comuna, V. la mencionada moto, 
por carecer de documentación, por tener libreta vencida y no llevar casco, al momento que fue 
inspeccionado, no pudo retirar el birrodado ya que además se le aplicaba una multa da trece mil 
pesos Uruguayos, por lo que dicha moto quedó en el predio de la Alcaldía de Florencio Sánchez. 
Consultado si vendió dicho birrodado a F., admitió que la moto que le vendió a este 
úhimo, era de su propiedad y que la misma ta había recuperado, porque le fue entregada por 
AS., solicitándole a cambio que le consiguiera votos. Finalmente explicó que había cambiado su 
declaración en la segunda oportunidad, ya que en la primera, se encontraba amenazado por 
el Alcalde, quien le manifestó que sl decía lo sucedido, él lo denunciaría como que V. habla 
robado la moto del predio de la Alcaldía. 


En tal sentido y a solicitud de la Fiscalía, el Departamento de Tránsito de la Intendencia 
de Colonia informó que la moto WINNER GC125 matricula XXX XXX, que le había sido 
incautada a V., no se encontraba en la Alcaldía de Florencio SANCHEZ. Según expediente 
enviado por la Intendencia de Colonia, surge la correspondiente Acta de incautación, sin embargo 
no existe boleta de devolución de dicho birrodado a quien se le había incautado por la 
irregularidades en las que se encontraba circulando (Copla de Expediente Nro. 02-2019-268). 


Asimismo los investigadores aconsejaron a la Fiscalía la interceptación de los abonados nros. 
Nro. acoexonoo utilizado por la persona A.S.B., lo que fue autorizado por Justicia Letrada de 
Primera Instancia de Tercer Turno de la Ciudad de Rosario, donde del mismo surgen varias 
comunicaciones de importancia con el abonado Nro. oocivVVmox perteneciente a MLA., con el abonado 
Nro. dooc-xxxxxx utilizado por G.T., con el abonado »ooc-xxxxxx utilizado por M.LSA., con el abonado 
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Nro. cooevoox utilizado por P.S.A., con los abonados xxx-xxxxxx y xxxooouxx ulilizados por 
N.B.L., con los abonados xxx-x000X, OC0AX y do0EXIOR que figuran a nombre de 
N.M.A.L., pero que son utilizados por su esposo A.S., y sus hijos P.S. y M.L.S., en tanto 
que N. sé comunica a través del teléfono fijo de su domicilio abonado Nro. xxxxoux, con el 
abonado xxx-xxxxxx utilizado por 1.D.L.S.M., y con el abonado Nro, »ooxooxx utifzado por 
AZOR. 

Dal análisis de la información contenida en dichos abonados, surgen distintos 
diálogos mantenidos a travós de mensajeria, donde A.S. y M.A,, expresan claramente que 
con el fin de obtener votos para ser reelecto S. como Alcalde, les entregaban pasajes de 
transporte de ómnibus a nombres de funcionarios de dicha Alcaldia, combustible, 
materiales de construcción, entre otros, a particulares, entre ellos a AZ.B. y M.C.TS,, sin 
cumplir con las formaldades exigidas a tales efectos (formación de los expedientes 
administrativos correspondientes). Asimismo el testigo H.F. manifestó que acordó con ASS., 
que abriría una empresa monotributista del Mides, para que de esa manera fuera contratado por 
la Alcaldia de Florencio Sánchez, para hacer obras viales, En tal sentido, este último a 
requerimiento de S., dejaba el talonario de la empresa en la Alcaldia desconociendo el 
destino que AS. y MA, les daban posteriormente a las mismas. 


De un dialogo mantenido entre S. y M. surge claramente que era de conocimiento de 
ambos, y el uso, por parte de éstos de poderes apócrifos sin la autorización y el contralor 
correspondiente de la Corte Electoral. Dichos poderes figuraban como otorgados por el candidato 
a la Intendencia el Dr. M., a través de la Corte Electoral a distintos colaboradoras Políticos para 
poder ingresar en representación de su lema y cumplir funciones de contralor en las distintas 
mesas electorales donde se sufragaba para la elección del candidato a Intendente en el 
Departamento de Colonia. De los diálogos mantenidos entre ambos surgen que dichos poderes 
eran falsos en cuanto a su contenido ya que si bien existían poderes que habían sido autorizados 
por la Corte Electoral, éstos los duplicaban a fin de autorizar según su conveniencia a los 
colaboradores Políticos que irían a cada circuito el día de las elecciones Internas. Asimismo 
surge que uno de esos poderes falsos lo llevaba en su cartera M. Dichos poderes les permitían 
tener acceso a las distintas mesas electorales y de esa manera asegurarse y tener conocimiento 
de la cantidad de votantes que votaban al lema de M. y a quien lo acompañaba que era S. 


Es claro que $, y A. planificaban todas las actividades que podrían realizarse con dinero de 
la Alcaldía y siempre intentaban que parte de dicho dinero pudiera quedar en manos de los 
mismos para poder disfrutarlo en su provecho personal. A. cobraba la mayor cantidad de 
compensaciones que le eran permitidas, (sin embargo algunas de ellas no las podía recibir porque 
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no cumplían con la contraprestación que habilitaba a que las recibiera, (tales como compensación por 
trabajo insalubre, compensación por realización de horas extras, entre otras), incluso en algunas 
oportunidad cuando no concurra a trabajar y estaba haciendo uso de licencia médica. 
Asimismo, también se beneficiaba recibiendo materiales comprados a nombre de la Alcaldía, los 
que usaba en su propio beneficio (sin realizar a solicitud administrativa correspondiente) y 
utilizaba maquinaria y personal de dicha comuna para efectuar trabajos de reparación de 
construcción en su domicilio, 

Asimismo, de dichas intervenciones surge que S. y M,A,, a fin de poder cobrar más dinero 
por concepto de sueldo dentro de dicho Municipio, le iban a proponer a EMP.S. (Funcionaria 
Pública que desempeña funciones en dicha Alcaldía) que le pagarían más sueldo, conformado por 
distintas partidas, la cual debería de entregar parte del mismo a M. y recibiría por dicho tavor, un 
porcentaje de dichas compensaciones, eligiendo a dicha funcionaria para poder realizar dicha 
maniobra debido a que al criterio de ambos era media ignoranile en el tema. De distintos diálogos 
mantenidos entra los imputados S. y A. surge claramente que él expresa que en la Alcaldía el 
que mandaba era él, no M., y que el dinero sobre el que él disponía era del Estado, por lo que 
no tenía que ser objeto de preocupación la obtención del mismo. 


También de dichas interceptaciones se pudo determinar que en algunos casos la 
indagada AZ.O.R. (Funcionaria Púbita que cumple funciones en la Alcaldía de Florencio Sánchez), 
emitía distintas boletas por conceptos de pagos que hacía la Alcaldía a distintos particulares donde la 
misma inventaba el motivo del pago que efectuaba la comuna, el cual no se correspondía al destino 
que finalmente le daba el particular (caso de los pagos realizados a la testigo C.F). 

La Indagada M.L.S.A., según información obtenida a partir de las viglancias electrónicas, 
surge que la misma a requerimiento de su padre el imputado $., firmaba distinta documentación 
falsificando la firma de éste último, en documentos que se tramitaban dentro de la Alcaldía y que 
posteriormente eran enviados a la Intendencia Colonia (entre ellos Acta de contralor de la actividad 
cumplida en dicho Centro Comunal, cuando su padre figuraba como Alcalde en el ejercicio del periodo 
cuya información se solicitaba), ya que dicho documento tua enviado en el último día de plazo. Incluso 
entre ambos acuerdan tomar todos los recaudos respecto a que otros funcionarios de dicha Alcaldía 
no se encuentren presentes al momento de realizar dicha falsificación, 
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Asimismo, P.DSA, sogún interceptaciones telefónicas surgen conversaciones con 
su padre S. donde éste último le explica que es lo que debe de hacer para poder cobrar 
más dinero de los gastos que etectivamente su hijo tenía como Funcionario Público. También 
en acuerdo con $. llevaban materiales de construcción comprados por la comuna, los que eran 
trasladados por Funcionarios Públicos en vehículos de dicho centro Comunal, a inmuebles 
propledad de P,, los cuales eran usados en obras propias, por lo que dichos maleriales 
eran utilizados en su beneficio porsonal por parte de su hijo P., haciendo hincapié en que el mejor 
horario era bien temprano a las siete de la mañana por que habla poca gente. Asimismo debido 
a que los investigadores tomaron conocimiento de dicha maniobra, concurrieron al predio donde 
constataron que un particular con maquinaria contratada por la Intendencia vertía parte del balastro 
que había sido pago por la Alcaldía en un camino interno de uno de los inmuebles de P. (vigilancia 
Polictal efectuada el día 06 de Junio del 2019, siendo la hora 15:30). 


La esposa de S.A., NBL., de las vigilancias electrónicas electuadas surge que tenía 
conocimiento de la existencia y el uso de poderes falsos que utilizaban S. y M.A., para 
asegurarse tener acceso a los distintos circuitos electorales y tener conocimiento de la 
cantidad de votos que obtenían el lema que figuraba como candidato AS. Además la 
misma, al convivir con PS. sabía que el balastro con el cual se construía su casa era 
suministrado por la Alcaldía, lugar donde trabajaba su esposo y su suegro. Así como las canastas de 
alimentos que les eran entregadas por dicho centro comunal, sin cumplir con los requisitos 
administrativos, que se exigen a tales efectos, 
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N.A., esposa de $. es quien figura como titular de los abonados que eran utilizados por los 
distintos partícipes de la organización (de su esposo S., su hijo P. y su hija ML.S.), através de 
los cuales acordaban las maniobras a realizar para poder cbtener dinero o bienes muebles del 
Estado a fin de destinario a su provecho personal. Surge claramente que la indagada conocía 
que su esposo sacaba balastro de la Alcaldía y lo dejaba en la casa de su hijo P., aconsejándole 
en una oportunidad a su esposo que el resto lo usara para obras de la Localidad con el fin de no 
levantar sospechas. 


Según vigilancias electrónicas S. se comunica con el indagado 1.P.D,L.S., donde 
entre ambos acuerdan que para evitar la clausura del Boliche del “M.”, debían cerrar dicho 
local por dos o tres días y posteriormente volver a continuar con el negocio. Incluso muestran 
preocupación por lo que podría pasar si el expediente de la Clausura llegara al Encargado 
de la Dirección de Higiene G. quien a juicio de ambos es muy recto. Copla del 
expediente Nro. solicitado por esta titular de la acción penal a la Intendencia Municipal 
de Colonia. 


Asimismo con fecha 23 de Junio del presente año la Doctora A.G. en representación 
de la Intendencia de Colonia radicó denuncia contra el indagado DL.S., manifestando 
que el mismo había recibido dinero del contribuyente M.G, (la suma de 18,000 Pesos Uruguayos y 
500 Dólares Americanos), a fin de omitir poner en conocimiento de la comuna las irregularidades que 
a juicio del denunciado, se daban en el Local comercial que gira en el rubro de de cervecería "L.T.", 
silo en XXXX, ya que el mismo se desempeñaba como Inspector del Departamento de Higlene y 
Limpleza de la Ciudad de Florencio Sánchez. Estos hechos fueron denunciados en el NUNC Nro, 
202109418. Inicialmente los mismos fueron denunciados por el contribuyente G. en Sede 
administrativa (Intendencia de Colonia) quien además de imponer las sanciones administrativas 
correspondientes, radicó la denuncia en Sede Penal (expediente administrativo Nro. 01-2019-2934 1) 


que obra en carpeta investigativa. 
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Por su parte según vigilancias electrónicas surge que G.A.T.G., titular de una 
empresa tercerizada, en acuerdo con A.S. se encargaba de facturar en boletas de la Alcaldía 
obras que en definitiva no se llevaban a cabo, y si se realizaban en ningún caso 
se llamaba a  hcitación y el dinero correspondiente a dichas obras era repartido, entro 
ambos participes. 


Según surge de los testimonios de los testigos ocasionales, AF, D.E.G, LP., ML, era 
moneda corriente que el indagado AS. prometia a particulares a cambio de votos, cortarle el 
pasto a los vecinos de la zona, quienes se comprometían a votario, así como permitía que 
cortaran leña que se encontraban en predios de la Alcaldia con el mismo fin. Para ello 
utilizaba maquinaria, funcionarios públicos y combustible de dicho centro comunal, sin realizar los 
tramites administrativos correspondientes. 


De acuerdo a las evidencias que surgen hasta el momento en la carpeta de la Fiscalía existen 
a juicio de la suscrita elementos de convicción suficiente que permiten atribuir responsabilidad penal 
a AS.B,, MA,, G.T., MLSA,, PSA, N.BL., NMAL., 1D.LS.M. y AZ.O.R,, por lo que en la presente 
etapa se solicitará la formalización de los mismos conforme a lo dispuesto en el art. 266 del NCPP, en 
base a los hechos que han sido relatados. 
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Surge que los indagados conforman una asociación lícita para delinquir, adecuándose su 
conducta a lo dispuesto en los an, 150 del Código Penal. En tal sentido, cada uno de los indagados 
anteriormente identificados, asumen dentro de la estructura criminal un rol, y con su participación, 
es posible la concreción de los distintos delitos entre ellos, el delito de fraude, concusión, 
falsificación ideológica, cohecho calificado y encubrimiento. Delllos que atacan distintos bienes 
jurídicos tutelados penalmente tales como la fe pública, la seguridad pública, y la administración 
pública, la cual demuestra el disvalor de la conducta de los mismos. En este caso la gran mayoria 
de ellos, revisten la condición de Funcionarios Públicos según lo dispone el art. 175 de CP y 
abusando de los poderes inherentes a las funciones que cumplen dentro de la Alcaldía de 
Florencio Sánchez, obtenían distintos bienes pertenecientes al Estado, entre ellos canastas de 
alimentos, compensaciones especiales por tareas no desempeñadas, materiales de construcción 
que se compran para la Alcaldía, entre otros, los que los usufructuaba en su beneficio personal. 

Asimismo abusándose de los poderes inherentes a su cargo oblienen de particulares 
dinero por omitir tareas inherentes a su cargo, obtener votos para asegurar su reelección en el 
cargo, todo lo cual atenta contra el principio de probidad del Funcionario Público regulado en la 
Ley de anticorrupción Nro. 17.060, y Decreto 30-003. El elenco de delitos cometidos por los 
indagados configura una clara hipótesis de corrupción pública siendo el sujeto pasivo el Estado, la 
Sociedad en su conjunto. 
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Con fecha 27 de Septiembre del 2020 en horas de la mañana munidos de las correspondientes 

órdenes de detención y allanamiento autorizadas y otorgadas por la Sra. Directora del Proceso, los 

funcionarios policiales intervinientes efectuaron la detención de AS.B. ML.S.A. y NA. 

sita en Calle IO(X en la Cludad de Florencio Sánchez, M.A. sita en calle XXXX de la Ciudad 

de Florencio Sánchez, P.D.S.A. y N.L. sita en XXX de la Cludad de Florencio Sánchez, de G.T. 

ero la Ciudad de Juan Lacaze y de A.Z.O.R., domicliada en la Ciudad de Florencio 
hez. 

De dichos allanamientos —de las fincas de A.S., P.S., NL., NA. y M.A.- fueron localizados e 
incautados entre otros un revolver calibre 38, 15 cartuchos calibre 38, boletas varias de Barraca 
GZ,, de Transporte D., de Barraca E. becas de estudiantes varios, Barraca M. (presupuestos), 
anotaciones de apuntes sobre pasajes otorgados, sobres conteniendo pasajes en blanco a nombre de 
PF. y G.R., Celulares varios, Recibos de sueldo vaños a nombre de M.A. entre ellos figura, en el recibo 
de agosto del año 2019, una compensación de cobro por insalubre, cuando la misma cumple 
funciones como secretaria. Una notebock marca Acer, xoo00000, un sello a nombre de M.A,, con el 
numero de funcionario. Una libreta de recibos bajo el concepto de danza, del año 2017, firmada por 
AS. 


Con la colaboración del Contador JJ.B. —Director Interino del Departamento y Administración 
de la IMC- y mediante una inspección ocular autorizada, los investigadores incautaron, 
libretas de ordenes de compras directas, las cuales estaban en blanco, pero se encontraban 
firmadas por A.S,, M.S. y NL., entre otros biblioratos con facturas, ordenes de pago, boletas, y talonario 
de pasajes que no estaban identificados a quienes se los habian otorgado, etc. 
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Asimismo fueron incautados todos los celulares, que poseían los imputados, a lines de 
realizar la pericia correspondiente. 


interrogado en sede administrativa, el testigo A.G., manifestó que fue edil y consejal, 
periodo 2015 a 2020. Que en dichas oportunidades, a requerimiento del Alcalde A.S., firmó 
órdenes de compra, donde no se determinaba el destino que se le daría a las mismas, y que se 
las entregaba a la secretaria MA, y que le llamo la atención ya que las mismas estaban firmadas 
en blanco, y que pensó que podían no tener un destino legal, pero de esa manera era como se 
manejaba el Alcalde S. en su administración. Y afirmó que jamás llamó a ninguna 
licitación. Por su parte la testigo C.O. manifestó que ella presentó un proyecto cultural ante la 
Alcaldía. El mismo se documentó, y la Alcaldia se hacia cargo del 50 por ciento de lo que 
cobraba el profesor de danza. Yo cobraba el pago del monto para pagar a la profesora de 
danza, y según interceptación telefónica surge que dicha boleta fue efectuada, identificando 
el pago del servicio de pago de pasto. 


interrogado W.M., quien desde el febrero a octubre de 2020, cumplió funciones de Alcalde en 
la ciudad de Florencio Sánchez. El mismo manifestó que para entregar materiales para 
construcción, todo lo que fuera donaciones, debía de formarse un expediente, el cual debía 
ser aprobado por el Alcalde y los consejales. Que sabla porque todo el mundo lo decía que el 
Alcalde S., donaba distintos materiales de construcción sin cumplir con ningún requisito tormal y 
que los materiales los entregaba a cambio de que lo votaran. En el mismo sentido el 
testigo J.V., manifestó que fue consajal los seis primeros meses, del año 2015, advirtió que en 
ningún momento se hacían licitaciones públicas, que era común que AS. contrataba 
maquinaria que usaba la Alcaldía, pagando a los particulares, oportunidad en que se quedaba 
con parte del precio que pagaba. 


interrogado en sede administrativa los imputados en presencia de sus delensas, manifestaron 
que no tenían interés en declarar.- 


Teniendo en cuenta la totalidad de las evidencias colectadas en la presente 
investigación preliminar penal surge semiplena prueba de cargo de la existencia de un grupo 
criminal, que se ha creado con una finalidad ilícita, la comisión de distintos delitos tales como 
Fraude, Asociación para Delinquir, Cohecho Calificado, Falsificación ideológica por 
Funcionario Público, Encubrimiento, Concusión, entre otros ilícitos. 


Se ha podido constatar en la presente investigación preliminar penal de acuerdo a la 
evidencia obtenida, que los imputados desarrollan una actividad deúictiva desde larga data, 
donde cada uno de ellos, como miembros de dicha asociación, han concertado, planificado 
su acción criminal y han asumido distintos roles dentro de la organización, los que son 
necesarios para concretar y asegurar el quehacer delictivo de la organización, -que es la 
obtención de bienes muebles así como dinero que tiene una procedencia ilícita, ya que provienen 
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de la comisión de los delitos identificados anteriormente-, con el fin de poder ser disfrutado 
dichos bienes por los integrantes de la organización, logrando evadir su identificación, a fin de 
asegurar su impunidad, ante la Justicia, impidiendo ser criminalizados y penados, por lo que 
su conducta configura el delito de “Asociación para delinquir”, consagrado en el artículo 
150 del Código Penal.- 


Teniendo presente los hechos que se han relatado y que han sido puestos de manifiesto ante la 
Sede, surgen elementos de convicción suficientes para establecer que las conductas de A.S.B. 
como presunto autor penalmente responsable de un delito de ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR, 
EN REITERACIÓN REAL CON UN DELITO CONTINUADO DE FRAUDE Y UN DELITO 
CONTINUADO DE CONCUSIÓN, M.A. como presunta autora penalmente responsable de un 
delito de ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR, EN REITERACIÓN REAL CON UN DELITO 
CONTINUADO DE FRAUDE, G.T. como presunto autor penalmente responsable de un delito de 
ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR, EN REITERACIÓN REAL CON UN DELITO CONTINUADO DE 
FHAUDE, MAt,S.A. como presunta autora penalmente responsable de un delito de 
ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR EN REITERACIÓN REAL CON UN DELITO DE FALSIFICACIÓN 
IDEOLOGICA POR FUNCIONARIO PÚBLICO y UN DELITO CONTINUADO DE FRAUDE, P.S,A., 
como presunto autor penalmente responsable de un delito de ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR 
EN REITERACION REAL CON UN DELITO CONTINUADO DE FRAUDE, N.B.L., como presunta 
autora penalmente responsable de un delito de ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR EN 
REITERACIÓN REAL CON UN DELITO CONTINUADO DE FRAUDE, N,.M.A.L. como presunta 
autora penalmente responsable de un delito de ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR EN 
REITERACIÓN REAL CON UN DELITO ENCUBRIMIENTO, 1.D.L.S.M. como presunto autor 
ponalmonte responsable de un delito de ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR EN REITERACIÓN 
REAL CON DOS DELITOS DE COHECHOS CALIFICADO y A.Z.O.R, como presunta autora 
penalmente responsable - de un delito de ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR, adecuándose su 
conducta a los art. 18, 54, 58, 60, 64, 150, 156, 158, 160,175, 197 y 237 del Código Penal.- 
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11 - Evidencias 


Emerge de: 


1. Declaración de los indagados debidamente asistido de su defensora. 

2. Declaración de los denunciantes. 

3, Declaración de los testigos ocasionales. 

4. Declaraciones de Policías aprehensores: Oficial Ayte. B.I., Comisario S.V., Cabo EL., Agte, D.J., 
Sargento F.L. 

5: Acta de incautación, 

6. Órdenes de allanamiento y de detención. 

7. Transcripciones de vigilancias electrónicas dispuestas judicialmente, 

8. Relevamiento fílmico de las vigilancias efectuadas por el equipo de la Brigada de Narcólicos. 
9. Relevamiento y análisis de los celulares incautados. 

10, Demás resultancias de autos. 

11, Planillas de Antecedentes Judiciales de ITF de los indagados. 

12, Registros de cadena de custodia de evidencias físicas e indicios. 


IV) DERECHO 


Fundo el derecho en lo establecido en los artículos 18, 54, 58, 60, 150, 156, 158,160,175, 
197, 237 y 238 del Código Penal, Articulo 266 y siguientes del NCPP, Ley 17.060, Decreto 


30-003.- 


VI) PETITORIO.- 


POR TODO LO ANTERIORMENTE EXPUESTO, esta Fiscalía sollcita: 


1 -Se Decrete la formalización de la investigación contra, A.S.B. como presunto autor 
penalmente responsable de un delito de ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR, EN REITERACIÓN 
REAL CON UN DELITO CONTINUADO DE FRAUDE Y UN DELITO CONTINUADO DE 


403-C.S. 


404-C.S. CÁMARA DE SENADORES 11 de abril de 2023 


CONCUSIÓN, MA. como presunto autora penalmente responsable de un delito de 
ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR, EN  REITERACIÓN REAL CON UN DELITO 
CONTINUADO DE FRAUDE, GT. como presunto autor penalmente responsable de 
un delito de ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR, EN  REITERACIÓN REAL COM 
UN DELITO CONTINUADO DE FRAUDE, ML.S.A. como presunta autora penalmente 
responsable de un delito de ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR ENT REITERACIÓN REAL 
CON UN DELITO DE FALSIFICACIÓN IDEOLOGICA POR FUNCIONARIO PÚBLICO y 
DELITO CONTINUADO DE FRAUDE, P.S.A., como presunto autor panalmente 
responsable de un delito de ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR EN REITERACION REAL CON 
UN DELITO CONTINUADO DE FRAUDE NBL., como presunta autora penalmente 
responsable de un delito de ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR EN REITERACIÓN 
REAL CON UN DELITO CONTINUADO DE FRAUDE, NMAL. como presunta 
autora penalmente responsable de un delito de ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR, 
1DL.SM, como presunto autor penalmente responsable de un delito de 
ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR EN REITERACIÓN REAL CON DOS DELITOS DE 
COHECHOS CALIFICADO y AZOR. como presunta autora penalmente responsable 
de un dellto de ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR EN REITERACIÓN REAL CON 
UN DELITO DE FALSIFICACIÓN IDEOLOGICA POR FUNCIONARIO PÚBLICO, 
adecuándose su conducta alos art. 18, 54, 58, 60, 64, 150, 156, 158, 160, 175, 197 y 237 
del Código Penal.- sin perjuicio de ulterioridades. 
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-OTROSÍ DIGO PRIMERO: Solicito que se oficie a la Intendencia Municipal de Colonia a tin de poner 
en conocimiento ol inicio de presente proceso Penal por las eventuales responsabilidades 
administrativas que a los imputados que revistan la condición de Funcionaño Público. 


Fiscal firmante A SE 


Nombre: SANDRA ELIZABETH FLEITAS VILLARREAL 
Fiscalía: Fiscalías Departamentales de Rosario 
Turno: 1? TURNO 
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PODER JUDICIAL 


JUZGADO LDO. 
DE ROSARIO DE 3* T 
Sarandi s/n - Rosario 
Tel. 4552 3955/ 1907-6513 / 1907-6515 2* Turno / 


Rosario, 5 de Octubre de 2021 


Oficio N* 405/2021 


INTENDENCIA MUNICIPAL DE COLONIA 


PRESENTE: 


En autos caratulados "FISCALIA LETRADA DEPARTAMENTAL DE 
ROSARIO C/ ORTIZ REVETRIA, Anahi Zulina - UN DELITO DE ASOCIACION PARA 
DELINQUIR, TAGO GONZALEZ, Gustavo Alfredo - UN DELITO DE ASOCIACION 
PARA DELINQUIR, EN REITERACION REAL CON UN DELITO CONTINUADO DE 
FRAUDE, 
SANCHEZ BALBUENA, Alfredo Ivan - UN DELITO DE ASOCIACION PARA 
DELINQUIR, EN REITERACION REAL CON UN DELITO CONTINUADO DE FRAUDE Y 
UN DELITO CONTINUADO DE CONCUSION, SANCHEZ AGUSTINS, Pablo Daniel - 
UN DELITO DE ASOCIACION PARA DELINQUIR, EN REITERACION REAL CON UN 
DELITO CONTINUADO DE FRAUDE , 
AGUSTINS LAGOS, Nelly Maria - UN DELITO DE ASOCIACION PARA DELINQUIR, 
EN REITERACION REAL CON UN DELITO DE ENCUBRIMIENTO, 
LOPEZ, Nancy Beatriz - UN DELITO DE ASOCIACION PARA DELINQUIR, EN 
REITERACION REAL CON UN DELITO CONTINUADO DE FRAUDE, 
DE LOS SANTOS MANSILLA, Idorildo Pablo - UN DELITO DE ASOCIACION PARA 
DELINQUIR, EN REITERACION REAL CON DOS DELITOS DE COHECHOS 
CALIFICADO, 
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SANCHEZ AGUSTINS, Maria del Lujan - UN DELITO DE ASOCIACION PARA 
DELINQUIR, EN REITERACION REAL CON UN DELITO DE FALSIFICACION 
IDIOLOGICA POR FUNCIONARIO PUBLICO Y UN DELITO CONTINUADO DE 
FRAUDE, 

ANDRADA ALVAREZ, Moira Isabel - UN DELITO DE ASOCIACION PARA 
DELINQUIR, EN REITERACION REAL CON UN DELITO CONTINUADO DE FRAUDE" 
= JUE 2-59575/2018, tramitados en el Juzgado Letrado de Primera Instancia de Rosario 
de Tercer Turno, se libra el presente a efectos de COMUNICAR la SENTENCIA 
NUMERO 46/2021 de fecha 28/09/2021que se transcribe a continuacion: 


En la ciudad de Rosario, el 28 de setiembre de 2021, ante el Juzgado Letrado de 18deg; 
instancia de 34deg; turno, en la causa identificada con el JUE 2-59575/2018, tramitada 
contra los imputados 1) ALFREDO IVAN SÁNCHEZ BALBUENA ; 2) MOIRA ISABEL 
ANDRADA ÁLVAREZ 3) GUSTAVO ALFREDO TAGO GONZÁLEZ; 4) MARÍA DEL 
LUJÁN SÁNCHEZ AGUSTINS; 5) PABLO DANIEL SÁNCHEZ AGUSTINS; 6) NANCY 
BEATRIZ LÓPEZ; 7) NELLY MARÍA AGUSTINS LAGOS; 8) ANAHÍ ZULINA ORTIZ 
REVETRIA; 9) IDORILDO DE LOS SANTOS MANSILLA; asistidos los ocho primeros por 
la Defensa de particular confianza, Dr. Alejandro Rodríguez y el último por la Dra. 
Lourdes Lemos, Defensora Pública y representando al Ministerio Público las Dras. 
Sandra Fleitas y Claudia Amoedo. 


RESULTANDO: 


El Ministerio Público formuló acusación contra los imputados 1) Alfredo SANCHEZ 
BALBUENA por la autoría de un delito de ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR, UN DELITO 
CONTINUADO DE FRAUDE Y UN DELITO CONTINUADO DE CONCUSIÓN,; contra 2) 
Moira Isabel ANDRADA ÁLVAREZ por la autoría de un delito de ASOCIACIÓN PARA 
DELINQUIR y UN DELITO CONTINUADO DE FRAUDE; contra 3) Gustavo Alfredo TAGO 
GONZÁLEZ por la autoría de un delito de ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR y UN 
DELITO CONTINUADO DE FRAUDE; contra 4) María del Lujan SANCHEZ AGUSTINS 
por la autoría de un delito de ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR, UN DELITO DE 
FALSIFICACIÓN IDEOLOGICA POR FUNCIONARIO PÚBLICO y UN DELITO 
CONTINUADO DE FRAUDE; contra 5) Pablo Daniel SANCHEZ AGUSTINS, por la 
autoría de un delito de ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR y UN DELITO CONTINUADO 
DE FRAUDE; contra 6) Nancy Beatriz LOPEZ, por la autoría de un delito de 
ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR y UN DELITO CONTINUADO DE FRAUDE, contra 7) 
NELLY MARIA AGUSTINS LAGOS por la autoría de un delito de ASOCIACIÓN PARA 
DELINQUIR y UN DELITO ENCUBRIMIENTO, contra 8) IDORILDO DE LOS SANTOS 
MANSILLA por la autoría de un delito de ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR y DOS 


408-C.S. CÁMARA DE SENADORES 11 de abril de 2023 


DELITOS DE COHECHO CALIFICADO y contra 9) Anahí Zulina ORTIZ REVETRIA por la 
autoría de un delito de ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR. 


Los hechos que les han sido atribuidos son los siguientes: el 8 de Diciembre de 2018, el 
Sr. Roberto Carlos Fernández Silva radicó denuncia en Seccional Policial 17£deg; de 
Florencio Sánchez donde expresó que el imputado ALFREDO IVAN SANCHEZ 
BALBUENA, quien ocupa el cargo de Alcalde de esa Ciudad estaría entregando motos 
incautadas por parte de personal de Tránsito Municipal a personas que no efectúan el 
pago de las contravenciones aplicadas a dichos vehículos. 


A consecuencia de tal denuncia se inició una investigación donde, como resultado de 
tareas de vigilancia llevadas a cabo por personal policial, se incautó una moto marca 
WINNER GC 125 cc, matrícula KPA 662 la que era conducida por Facundo Nahuel 
Fernández Larrea; efectuada la pericia correspondiente al vehículo se constató que se 
correspondía a la que fuera incautada a Brian Villareal por parte de Personal de Tránsito 
de la Alcaldía de Florencio Sánchez. 


En sede administrativa fue interrogado Facundo Fernández Larrea en relación a la moto 
que le fue incautada y manifestó que compró el vehículo a Brian Villareal unos cuatro 
meses atrás abonando por la misma la suma de $ 2.000 (dos mil pesos uruguayos) sin 
documentar el negocio. Luego de efectuada la pericia, la moto quedó depositada en 
Seccional 174deg;. 


Se procedió a interrogar a Brian Nicol Villareal González, quien expresó que los 
Inspectores de Tránsito, en la Ciudad de Florencio Sanchez le habían retirado la moto 
marca WINNER modelo CG 125, quedando la misma en el predio de la referida Alcaldía 
de dicha Ciudad. Al concurrir Villareal a la Comuna a fin de retirar el vehículo, no pudo 
hacerlo por carecer de la documentación del mismo, tener la licencia de conducir vencida 
y no contar con casco protector a la vez que debía abonar la suma de trece mil pesos 
uruguayos por concepto de multa, por lo que la moto quedó en el predio de la Alcaldía de 
Florencio Sánchez. Consultado si vendió dicho birrodado a FERNANDEZ, admitió tal 
hecho, expresó que la misma era de su propiedad y que la recuperó por haberle sido 
entregada por SANCHEZ quien a cambio le solicitó que le consiguiera votos. Según 
expediente enviado por la Intendencia de Colonia, surge que dicha moto fue 
efectivamente fue incautada a Villareal por personal de Tránsito que cumplía funciones en 
la Ciudad de Florencio Sanchez. 


Posteriormente, a solicitud de Fiscalía, el Departamento de Tránsito de la Intendencia de 
Colonia informó que la moto marca WINNER GC 125 cc, matricula KPA662, que le había 
sido incautada a VILLARREAL, no se encontraba en la Alcaldía de Florencio SANCHEZ. 
Del expediente enviado por la Intendencia de Colonia surge la correspondiente acta de 
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incautación, sin embargo no existe boleta de devolución de dicho birrodado a quien le 
había sido incautado. 


Se solicitó en sede judicial se dispusiera la interceptación de las comunicaciones del 
abonado utilizado por el imputado Alfredo SANCHEZ BALBUENA; de tal medida 
surgieron varias comunicaciones de importancia con los números de abonado 
pertenecientes a los imputados Moira ANDRADA, Gustavo TAGO, María del Lujan 
SANCHEZ AGUSTINS, Pablo SANCHEZ AGUSTINS, Nancy Beatriz LOPEZ, y los 
abonados que figuran a nombre de la imputada NELLY MARIA AGUSTINS LAGOS, pero 
que son utilizados por su esposo Alfredo SANCHEZ, y sus hijos Pablo SANCHEZ y Maria 
del Luján SANCHEZ, en tanto que NELLY AGUSTINS se comunica a través del telefóno 
fijo de su domicilio con el abonado utilizado por ILDORILDO DE LOS SANTOS 
MANSILLA, y con el abonado utilizado por Anahí Zulina ORTIZ REVETRIA. 


Del análisis de dicha información surgen distintos diálogos mantenidos a través de 
mensajería, donde Alfredo SANCHEZ y Moira ANDRADA, expresan claramente que con 
el fin de obtener votos para ser reelecto SANCHEZ como Alcalde, les entregaban pasajes 
de transporte de ómnibus a nombre de funcionarios de la Alcaldía, combustible, 
materiales de construcción, entre otros, a particulares sin cumplir con las formalidades 
exigidas a tales efectos, esto es, la formación de los expedientes administrativos 
correspondientes. 


De un dialogo mantenido entre SANCHEZ y ANDRADA surge que ambos acordaron usar 
poderes apócrifos sin la autorización y el contralor correspondiente de la Corte Electoral. 
Dichos poderes figuraban como otorgados por el candidato a la Intendencia el Dr. 
MOREIRA, a través de la Corte Electoral a distintos colaboradores políticos para poder 
ingresar en representación de su lema y cumplir funciones de contralor en las distintas 
mesas electorales donde se sufragaba para la elección del candidato a Intendente en el 
Departamento de Colonia. De los diálogos mantenidos entre ambos surge que dichos 
poderes eran falsos en cuanto a su contenido ya que si bien existían poderes que habian 
sido autorizados por la Corte Electoral, éstos lo duplicaban a fin de autorizar según su 
conveniencia a los colaboradores políticos que irfan a cada circuito el día de las 
elecciones internas. Asimismo surge que uno de esos poderes falsos lo llevaba en su 
cartera Andrada. Dichos poderes les permitían tener acceso a las distintas mesas 
electorales y de esa manera asegurarse y tener conocimiento de la cantidad de votantes 
que votaban al lema de MOREIRA y a quien lo acompañaba que era SANCHEZ. 


SANCHEZ y ANDRADA planificaban todas las actividades que podrían realizarse con 
dinero de la Alcaldía y procuraban que parte del mismo quedara en sus manos para 
emplearlo en provecho personal. ANDRADA cobraba la mayor cantidad de 
compensaciones que le eran permitidas, sin embargo algunas de ellas no las podía recibir 
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porque no cumplían con la contraprestación que habilitaba a que las recibiera, tales como 
compensación por trabajo insalubre, compensación por realización de horas extras, entre 
otras. Asimismo también se beneficiaba recibiendo materiales comprados a nombre de la 
Alcaldía, los que usaba en su propio beneficio sin realizar la solicitud administrativa 
correspondiente a la vez que utilizaba maquinaria y personal de dicha comuna para 
efectuar trabajos de reparación de construcción en su domicilio. 


Asimismo, de dichas intervenciones surge que SANCHEZ y ANDRADA, a fin de poder 
cobrar más dinero por concepto de salario dentro del Municipio, hablan acordado 
proponerle a Estrella Marina POMIES SASTRE, funcionaria pública que desempeña 
funciones en dicha Alcaldía, que le pagarían mayor salario, conformado por distintas 
partidas y que debería entregar parte del mismo a Andrada recibiendo por dicho favor un 
porcentaje de tales compensaciones. 


Se pudo determinar además que en ciertas oportunidades, a solicitud de Sánchez la 
imputada Anahí Zulina ORTIZ REVETRIA, funcionaria púbica que cumple funciones en la 
Alcaldía de Florencio Sánchez, emitía distintas boletas por concepto de pagos que hacía 
la Alcaldía a distintos particulares donde la misma falsificaba el motivo del pago que 
efectuaba la comuna, el cual no se correspondía al destino que finalmente le daba el 
particular. 


En relación a la imputada María del Lujan SANCHEZ AGUSTINS, surge de las vigilancias 
electrónicas, que a requerimiento de su padre - el imputado Alfredo SANCHEZ - firmaba 
distinta documentación falsificando la firma de éste en documentos que se tramitaban 
dentro de la Alcaldía y que posteriormente eran enviados a la comuna de Colonia, entre 
ellos el Acta de contralor de la actividad cumplida en dicho Centro Comunal. 


Asimismo, surge de las interceptaciones telefónicas que Alfredo Sánchez le explica a su 
hijo, el también imputado Pablo Daniel SANCHEZ AGUSTINS, lo que debe hacer para 
cobrar más dinero de los gastos que efectivamente tenía como funcionario público. 
También en acuerdo con SANCHEZ llevaban materiales de construcción comprados por 
la comuna, los que eran trasladados por funcionarios públicos en vehículos de dicho 
centro Comunal, a inmuebles propiedad de Pablo Sánchez, y eran usados en obras 
propias y en su beneficio personal. En conocimiento de tal maniobra, los investigadores 
concurrieron al predio donde constataron que un particular con maquinaria contratada por 
la Intendencia vertía parte del balastro que había sido pago por la Alcaldía en un camino 
interno de uno de los inmuebles de Pablo Sánchez. 


Por su parte, y en referencia a la imputada Nancy Beatriz López - cónyuge de Pablo 
Sánchez Agustins - surgió de las vigilancias electrónicas que se hallaba en pleno 
conocimiento de la existencia y el uso de poderes falsos que utilizaban SANCHEZ y 
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ANDRADA, con la finalidad de asegurarse el acceso a los distintos circuitos electorales y 
tener conocimiento de la cantidad de votos que obtenía el lema en que figuraba como 
candidato SANCHEZ. Ademas, López tenía conocimiento de que el balastro con el cual 
se construía su casa era suministrado por la Alcadía, lugar donde trabajaban su esposo y 
su suegro, así como las canastas de alimentos que obtenían de beneficio de dicho centro 
comunal, sin cumplir con los requisitos que se exigen a tales efectos. 


La imputada Nelly AGUSTINS, esposa de Alfredo SANCHEZ, figura como titular de los 
abonados que eran empleados por los distintos participes de la organización (su esposo 
Alfredo SANCHEZ, su hijo Pablo y su hija María del Lujan), a través de los cuales 
acordaban las maniobras a realizar para poder obtener dinero o bienes muebles del 
Estado a fin de destinarlo a su provecho personal. La imputada Agustins se hallaba en 
conocimiento de que su esposo sacaba balastro de la Alcaldía y lo dejaba en la casa de 
su hijo Pablo, incluso le aconsejó en una oportunidad a su esposo que el resto lo usara 
para obras de la Localidad con el fin de no levantar sospechas del destino que se le daba 
al material de construcción. 


El imputado Sánchez se comunicaba además con el imputado DE LOS SANTOS, 
acordando en cierta oportunidad, que a fin de evitar la clausura del Boliche del 
"MASETA", debían cerrar el local por dos o tres días y posteriormente volver a continuar 
con el negocio. 


Asimismo el 23 de junio del año en curso, la Doctora Ana GUIGOU, en representación de 
la Intendencia de Colonia, radicó denuncia contra el imputado de los SANTOS, 
manifestando que el mismo había recibido dinero de un contribuyente, más 
concretamente la suma de 18.000 pesos uruguayos y 500 doláres americanos, a fin de 
omitir poner en conocimiento de la comuna de las irregularidades que a juicio del 
denunciado se daban en el Local comercial que gira en el rubro de cervecería 
denominado "LA TERTULIA”, sito en Ruta 12 entre Calle 25 de Agosto y Ruta Nro, 2, ya 
que el mismo se desempeñaba como Inspector del Departamento de Higiene y Limpieza 
de la Ciudad de Florencio Sanchez. Por estos hechos, la Intendencia de Colonia radicó 
denuncia penal. 


Por su parte, el imputado Gustavo Tago, titular de una empresa tercerizada, en acuerdo 
con Alfredo SANCHEZ se encargaba de facturar en boletas de la Alcaldía obras que en 
definitiva no se llevaban a cabo, y si se realizaban, era sin llamado previo a licitación y el 
dinero correspondiente a dichas obras era repartido entre ambos. 


A criterio de esta Sede se cumplen los requisitos previstos en los artículos 272 y 273 del 
CPP por cuanto la Fiscalía ha establecido que tiene un caso defendible, cuenta con 
evidencia la que fue detallada en audiencia y ha relatado hechos constitutivos de ilícitos 
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penales. 


Asimismo, en audiencia, los imputados manifestaron comprender y aceptar los hechos 
que se les atribuyen y su grado de participación en los mismos, señalando expresamente 
y previo asesoramiento de sus respectivas Defensas, que renuncian a su derecho a ir a 
juicio. 


Conforme fue manifestado, existe un acuerdo entre el Ministerio Público y la Defensa 
sobre la pena a imponerse y los imputados manifestaron expresamente su conformidad 
con el quantum de la misma. 


CONSIDERANDO: 
Calificación delictual. 


De acuerdo a los hechos reseñados y la evidencia señalada por el Ministerio Público, la 
conducta del imputado Alfredo SANCHEZ BALBUENA encuadra en las figuras penales 
tipificadas como un delito de ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR, UN DELITO 
CONTINUADO DE FRAUDE Y UN DELITO CONTINUADO DE CONCUSIÓN,; la 
conducta de la imputada Moira Isabel ANDRADA ÁLVAREZ encuadra en un delito de 
ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR y UN DELITO CONTINUADO DE FRAUDE; la 
conducta del imputado Gustavo Alfredo TAGO GONZÁLEZ se ajusta a las figuras 
penales de ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR y UN DELITO CONTINUADO DE'FRAUDE; 
la conduta de María del Lujan SANCHEZ AGUSTINS se adecua a un delito de 
ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR, UN DELITO DE FALSIFICACIÓN IDEOLOGICA POR 
FUNCIONARIO PÚBLICO y UN DELITO CONTINUADO DE FRAUDE; la conducta del 
imputado Pablo Daniel SANCHEZ AGUSTINS, encuadra en un delito de ASOCIACIÓN 
PARA DELINQUIR y UN DELITO CONTINUADO DE FRAUDE; la conducta de la 
imputada Nancy Beatriz LOPEZ, se ajusta a la figura penal de ASOCIACIÓN PARA 
DELINQUIR y UN DELITO CONTINUADO DE FRAUDE, la de la imputada NELLY MARIA 
AGUSTINS LAGOS se adecua a un delito de ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR y UN 
DELITO ENCUBRIMIENTO, la conducta de ILDORILDO DE LOS SANTOS MANSILLA 
encuadra en un delito de ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR y DOS DELITOS DE 
COHECHO CALIFICADO y la conducta de la imputada Anahí Zulina ORTIZ REVETRIA 
se adecua a la figura penal tipificada como un delito de ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR. 


En audiencia, los imputados, debidamente asistidos por sus respectivas Defensas, 
admitieron haber desarrollado las conductas que les fueron atribuidas. 


Por lo expuesto, deben responder como autores de los ilícitos imputados al haber 
ejecutado los actos consumativos del tipo penal que se les atribuye. 
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Circunstancias alteratorias de la pena. 


Como circunstancia atenuante de la responsabilidad de la totalidad de los imputados se 
computarán por vía analógica, la primariedad absoluta y la admisión de los hechos, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 46, numeral 13 del Código Penal. 


En relación a las circunstancias agravantes se computará, en virtud de lo dispuesto en el 
artículo 58 del Código Penal, la continuidad del delito de fraude respecto de los 
imputados Alfredo Sánchez, Moira Andrada, Gustavo Tago, María del Luján Sánchez, 
Pablo Sánchez y Nancy López. 


No se relevan agravantes respecto de Nelly Agustins, Idorildo de los Santos y Anahí 
Ortiz. 


Individualización de la pena. 


Se estima dentro de los límites legales el monto de la pena acordada por las partes, por 
lo que a ella se estará. 


En virtud de lo dispuesto en los artículos 402.1 y 16 del CPP y en consideración a la 
fecha en la que el hecho con apariencia delictiva llegó a conocimiento del Ministerio 
Público (año 2018), procede admitir la pena acordada y el cumplimiento de la misma en 
régimen de libertad vigilada en los casos en que así fue pactado por las partes. 


Por los fundamentos expuestos y en virtud de lo dispuesto en los artículos 272 y 273 del 
CPP, artículos 1, 3, 18, 46, 54, 58, 60, 64, 105, 106, 150, 156, 158, 160, 197 y 238 del 
Código Penal, y ley 19.446, ESTA SEDE FALLA: 


CONDÉNASE A ALFREDO IVÁN SÁNCHEZ BALBUENA COMO AUTOR 
PENALMENTE RESPONSABLE DE UN DELITO DE ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR 
EN REITERACIÓN REAL CON UN DELITO CONTINUADO DE FRAUDE Y UN DELITO 
CONTINUADO DE CONCUSIÓN A LA PENA DE TRES (3) AÑOS DE PENITENCIARÍA, 
DOSCIENTAS UNIDADES REAJUTABLES DE MULTA (200 UR) E INHABILITACIÓN 
ESPECIAL POR DOS (2) AÑOS PARA EL EJERCICIO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA. LA 
PENA DE PENITENCIARÍA SE CUMPLIRÁ DE LA SIGUIENTE FORMA: DOS (2) AÑOS 
DE PENITENCIARÍA DE CUMPLIMIENTO EFECTIVO Y LOS DOCE (12) MESES 
RESTANTES EN RÉGIMEN DE LIBERTAD VIGILADA Y BAJO LAS SIGUIENTES 
OBLIGACIONES: A) RESIDENCIA EN UN LUGAR DETERMINADO DONDE SEA 
POSIBLE LA SUPERVISIÓN POR LA OSLA, B) SUJECIÓN A LA ORIENTACIÓN Y 
VIGILANCIA DE LA REFERIDA OFICINA, C) PRESENTACIÓN UNA VEZ POR SEMANA 
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EN LA SECCIONAL POLICIAL CORRESPONDIENTE A SU DOMICILIO; SIENDO DE SU 
CARGO LOS GASTOS DE ALIMENTACIÓN, VESTIDO Y ALOJAMIENTO DURANTE LA 
CONDENA, SIN ESPECIAL CONDENA PROCESAL. 


CONDÉNASE A MOIRA ISABEL ANDRADA ÁLVAREZ COMO AUTORA 
PENALMENTE RESPONSABLE DE UN DELITO DE ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR 
EN REITERACIÓN REAL CON UN DELITO CONTINUADO DE FRAUDE A LA PENA DE 
DOS (2) AÑOS DE PENITENCIARÍA, CIEN UNIDADES REAJUTABLES DE MULTA (100 
UR) E INHABILITACIÓN ESPECIAL POR DOS (2) AÑOS PARA EL EJERCICIO DE LA 
FUNCIÓN PÚBLICA. LA PENA DE PENITENCIARÍA SE CUMPLIRÁ DE LA SIGUIENTE 
FORMA: DOCE (12) MESES DE PRISIÓN DE CUMPLIMIENTO EFECTIVO Y LOS 
DOCE (12) MESES RESTANTES EN RÉGIMEN DE LIBERTAD VIGILADA Y BAJO LAS 
SIGUIENTES OBLIGACIONES: A) RESIDENCIA EN UN LUGAR DETERMINADO 
DONDE SEA POSIBLE LA SUPERVISIÓN POR LA OSLA, B) SUJECIÓN A LA 
ORIENTACIÓN Y VIGILANCIA DE LA REFERIDA OFICINA, C) PRESENTACIÓN UNA 
VEZ POR SEMANA EN LA SECCIONAL POLICIAL CORRESPONDIENTE A SU 
DOMICILIO; SIENDO DESU CARGO LOS GASTOS DE ALIMENTACIÓN, VESTIDO Y 
ALOJAMIENTO DURANTE LA CONDENA, SIN ESPECIAL CONDENA PROCESAL. 


CONDÉNASE A GUSTAVO ALFREDO TAGO GONZÁLEZ COMO AUTOR 
PENALMENTE RESPONSABLE DE UN DELITO DE ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR 
EN REITERACIÓN REAL CON UN DELITO CONTINUADO DE FRAUDE A LA PENA DE 
DIECIOCHO (18) MESES DE PRISIÓN, CIEN UNIDADES REAJUTABLES DE MULTA 
(100 UR) E INHABILITACIÓN ESPECIAL POR DOS (2) AÑOS PARA EL EJERCICIO DE 
LA FUNCIÓN PÚBLICA. LA PENA DE PRISIÓN SE CUMPLIRÁ DE LA SIGUIENTE 
FORMA: SIETE (7) MESES DE PRISIÓN DE CUMPLIMIENTO EFECTIVO Y LOS ONCE 
(11) MESES RESTANTES EN RÉGIMEN DE LIBERTAD VIGILADA Y BAJO LAS 
SIGUIENTES OBLIGACIONES: A) RESIDENCIA EN UN LUGAR DETERMINADO 
DONDE SEA POSIBLE LA SUPERVISIÓN POR LA OSLA, B) SUJECIÓN A LA 
ORIENTACIÓN Y VIGILANCIA DE LA REFERIDA OFICINA, C) PRESENTACIÓN UNA 
VEZ POR SEMANA EN LA SECCIONAL POLICIAL CORRESPONDIENTE A SU 
DOMICILIO; SIENDO DE SU CARGO LOS GASTOS DE ALIMENTACIÓN, VESTIDO Y 
ALOJAMIENTO DURANTE LA CONDENA, SIN ESPECIAL CONDENA PROCESAL. 


CONDÉNASE A MARÍA DEL LUJÁN SÁNCEZ AGUSTINS COMO AUTORA 
PENALMENTE RESPONSABLE DE UN DELITO DE ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR 
EN REITERACIÓN REAL CON UN DELITO DE FALSIFICACIÓN IDEOLÓGICA POR 
FUNCIONARIO PÚBLICO Y UN DELITO CONTINUADO DE FRAUDE A LA PENA DE 
DOS (2) AÑOS Y OCHO (8) MESES DE PENITENCIARÍA, CIEN UNIDADES 
REAJUTABLES DE MULTA (100 UR) E INHABILITACIÓN ESPECIAL POR DOS (2) 
AÑOS PARA EL EJERCICIO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA. LA PENA DE PENITENCIARÍA 
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SE CUMPLIRÁ DE LA SIGUIENTE FORMA: DOCE (12) MESES DE PRISIÓN DE 
CUMPLIMIENTO EFECTIVO Y LOS VEINTE (20) MESES RESTANTES EN RÉGIMEN 
DE LIBERTAD VIGILADA Y BAJO LAS SIGUIENTES OBLIGACIONES: A) RESIDENCIA 
EN UN LUGAR DETERMINADO DONDE SEA POSIBLE LA SUPERVISIÓN POR LA 
OSLA, B) SUJECIÓN A LA ORIENTACIÓN Y VIGILANCIA DE LA REFERIDA OFICINA, 
C) PRESENTACIÓN UNA VEZ POR SEMANA EN LA SECCIONAL POLICIAL 
CORRESPONDIENTE A SU DOMICILIO; SIENDO DE SU CARGO LOS GASTOS DE 
ALIMENTACIÓN, VESTIDO Y ALOJAMIENTO DURANTE LA CONDENA, SIN 
ESPECIAL CONDENA PROCESAL. 


CONDÉNASE A PABLO DANIEL SÁNCHEZ AGUSTINS COMO AUTOR PENALMENTE 
RESPONSABLE DE UN DELITO DE ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR EN 
REITERACIÓN REAL CON UN DELITO CONTINUADO DE FRAUDE A LA PENA DE 
DOS (2) AÑOS DE PENITENCIARÍA, CIEN UNIDADES REAJUTABLES DE MULTA (100 
UR) E INHABILITACIÓN ESPECIAL POR DOS (2) AÑOS PARA EL EJERCICIO DE LA 
FUNCIÓN PÚBLICA. LA PENA DE PENITENCIARÍA SE CUMPLIRÁ DE LA SIGUIENTE 
FORMA: DOCE (12) MESES DE PRISIÓN DE CUMPLIMIENTO EFECTIVO Y LOS 
DOCE (12) MESES RESTANTES EN RÉGIMEN DE LIBERTAD VIGILADA Y BAJO LAS 
SIGUIENTES OBLIGACIONES: A) RESIDENCIA EN UN LUGAR DETERMINADO 
DONDE SEA POSIBLE LA SUPERVISIÓN POR LA OSLA, B) SUJECIÓN A LA 
ORIENTACIÓN Y VIGILANCIA DE LA REFERIDA OFICINA, C) PRESENTACIÓN UNA 
VEZ POR SEMANA EN LA SECCIONAL POLICIAL CORRESPONDIENTE A SU 
DOMICILIO; SIENDO DE SU CARGO LOS GASTOS DE ALIMENTACIÓN, VESTIDO Y 
ALOJAMIENTO DURANTE LA CONDENA, SIN ESPECIAL CONDENA PROCESAL. 


CONDÉNASE A NANCY BEATRIZ LÓPEZ COMO AUTORA PENALMENTE 
RESPONSABLE DE UN DELITO DE ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR EN 
REITERACIÓN REAL CON UN DELITO CONTINUADO DE FRAUDE A LA PENA DE 
DOS (2) AÑOS DE PENITENCIARÍA, CIEN UNIDADES REAJUTABLES DE MULTA (100 
UR) E INHABILITACIÓN ESPECIAL POR DOS (2) AÑOS PARA EL EJERCICIO DE LA 
FUNCIÓN PÚBLICA. LA PENA DE PENITENCIARÍA SE CUMPLIRÁ DE LA SIGUIENTE 
FORMA: SEIS (6) MESES DE CUMPLIMIENTO EFECTIVO Y LOS DICIOCHO (18) 
MESES RESTANTES EN RÉGIMEN DE LIBERTAD VIGILADA Y BAJO LAS 
SIGUIENTES OBLIGACIONES: Aj) RESIDENCIA EN UN LUGAR DETERMINADO 
DONDE SEA POSIBLE LA SUPERVISIÓN POR LA OSLA, B) SUJECIÓN A LA 
ORIENTACIÓN Y VIGILANCIA DE LA REFERIDA OFICINA, C) PRESENTACIÓN UNA 
VEZ POR SEMANA EN LA SECCIONAL POLICIAL CORRESPONDIENTE A SU 
DOMICILIO; SIENDO DE SU CARGO LOS GASTOS DE ALIMENTACIÓN, VESTIDO Y 
ALOJAMIENTO DURANTE LA CONDENA, SIN ESPECIAL CONDENA PROCESAL. 


CONDÉNASE A NELLY MARÍA AGUSTINS LAGOS COMO AUTORA PENALMENTE 
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RESPONSABLE DE UN DELITO DE ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR EN 
REITERACIÓN REAL CON UN DELITO DE ENCUBRIMIENTO A LA PENA DE OCHO 
(8) MESES DE PRISIÓN A CUMPLIR EN RÉGIMEN DE LIBERTAD VIGILADA Y BAJO 
LAS SIGUIENTES OBLIGACIONES: A) RESIDENCIA EN UN LUGAR DETERMINADO 
DONDE SEA POSIBLE LA SUPERVISIÓN POR LA OSLA, B) SUJECIÓN A LA 
ORIENTACIÓN Y VIGILANCIA DE LA REFERIDA OFICINA, C) PRESENTACIÓN UNA 
VEZ POR SEMANA EN LA SECCIONAL POLICIAL CORRESPONDIENTE A SU 
DOMICILIO, SIN ESPECIAL CONDENA PROCESAL. 


CONDÉNASE A IDORILDO PABLO DE LOS SANTOS MANSILLA COMO AUTOR 
PENALMENTE RESPONSABLE DE UN DELITO DE ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR 
EN REITERACIÓN REAL CON DOS DELITOS DE COHECHO CALIFICADO A LA PENA 
DE VEINTE (20) MESES DE PRISIÓN, CINCUENTA UNIDADES REAJUTABLES DE 
MULTA (50 UR) E INHABILITACIÓN ESPECIAL POR DOS (2) AÑOS PARA EL 
EJERCICIO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA. LA PENA DE PRISIÓN SE CUMPLIRÁ DE LA 
SIGUIENTE FORMA: OCHO (8) MESES DE PRISIÓN DE CUMPLIMIENTO EFECTIVO 
Y LOS DOCE (12) MESES RESTANTES EN RÉGIMEN DE LIBERTAD VIGILADA Y 
BAJO LAS SIGUIENTES OBLIGACIONES: A) RESIDENCIA EN UN LUGAR 
DETERMINADO DONDE SEA POSIBLE LA SUPERVISIÓN POR LA OSLA, B) 
SUJECIÓN A LA ORIENTACIÓN Y VIGILANCIA DE LA REFERIDA OFICINA, C) 
PRESENTACIÓN UNA VEZ POR SEMANA EN LA SECCIONAL POLICIAL 
CORRESPONDIENTE A SU DOMICILIO; SIENDO DE SU CARGO LOS GASTOS DE 
ALIMENTACIÓN, VESTIDO Y ALOJAMIENTO DURANTE LA CONDENA, SIN 
ESPECIAL CONDENA PROCESAL. 


CONDÉNASE A ANAHÍ ZULINA ORTIZ REVETRIA COMO AUTORA PENALMENTE 
RESPONSABLE DE UN DELITO DE ASOCIACIÓN PARA DELINQUIR A LA PENA DE 
SEIS (6) MESES DE PRISIÓN A CUMPLIR EN RÉGIMEN DE LIBERTAD VIGILADA Y 
BAJO LAS SIGUIENTES OBLIGACIONES: A) RESIDENCIA EN UN LUGAR 
DETERMINADO DONDE SEA POSIBLE LA SUPERVISIÓN POR LA OSLA, B) 
SUJECIÓN A LA ORIENTACIÓN Y VIGILANCIA DE LA REFERIDA OFICINA, C) 
PRESENTACIÓN UNA VEZ POR SEMANA EN LA SECCIONAL POLICIAL 
CORRESPONDIENTE A SU DOMICILIO; SIENDO DE SU CARGO LOS GASTOS DE 
ALIMENTACIÓN, VESTIDO Y ALOJAMIENTO DURANTE LA CONDENA, SIN 
ESPECIAL CONDENA PROCESAL. 


EFECTÚENSE LAS COMUNICACIONES CORRESPONDIENTES Y OFÍCIESE A OSLA. 
OFÍCIESE A LA DIRECCIÓN DE MIGRACIONES A EFECTOS DE COMUNICAR EL 


CIERRE DE FRONTERAS POR EL TÉRMINO DE LA PENA IMPUESTA RESPECTO DE 
LOS IMPUTADOS A CUMPLIR PENA EN RÉGIMEN DE LIBERTAD VIGILADA. 
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SI NO FUERE IMPUGNADA, CÚMPLASE, EXPÍDASE TESTIMONIO EN FUNCIÓN DE . 
DESGLOSE POR CADA UNO DE LOS IMPUTADOS, AGRÉGUESE LOS RECAUDOS 
CORRESPONDIENTES Y REMÍTASE PARA ANTE EL JUZGADO DE EJECUCIÓN DEL 
LUGAR DONDE DEBA CUMPLIR LA PENA IMPUESTA CADA UNO DE LOS 
IMPUTADOS, DE CONFORMIDAD CON LO DISPUESTO EN EL ARTÍCULO 289 DEL 
CPP, 


LIBRESE OFICIO A LA IMC A FIN DE COMUNICAR LA PRESENTE SENTENCIA 
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Intendencia de Colonia 


/Monia, octubre 8 de 2021 Exp.01/2021/4266 


Atento a lo que resulta de las presentes actuaciones, remitir a 
conocimiento de la Junta Departamental. 


MOREIRA REISCH 
STE DE COLONIA 
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Junta Departamental de Colonia 


Colonia, 13 de octubre de 2021. 
REPÁRTASE, dese cuenta y enterado archívese. 


, 44 
CLAUDIA MACIE IMONDO, 


Secretaria General. 
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Disposiciones citadas 


CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLCIA 


SECCION V 
DEL PODER LEGISLATIVO 


CAPITULO Il 


Artículo _93.- Compete a la Cámara de Representantes el derecho 
exclusivo de acusar ante la Cámara de Senadores a los miembros de ambas 
Cámaras, al Presidente y el Vicepresidente de la República, a los Ministros de 
Estado, a los miembros de la Suprema Corte de Justicia, del Tribunal de lo 
Contencioso-Administrativo, del Tribunal de Cuentas y de la Corte Electoral, por 
violación de la Constitución u otros delitos graves, después de haber conocido 
sobre ellos a petición de parte o de algunos de sus miembros y declarado haber 
lugar a la formación de causa. 


CAPITULO ll! 


Artículo 102.- A la Cámara de Senadores corresponde abrir juicio 
público a los acusados por la Cámara de Representantes o la Junta 
Departamental, en su caso, y pronunciar sentencia al solo efecto de separarlos 
de sus cargos, por dos tercios de votos del total de sus componentes. 


SECCION XVI 
DEL GOBIERNO Y DE LA ADMINISTRACION DE LOS DEPARTAMENTOS 


CAPITULO IX 


Artículo 296.- Los Intendentes y los miembros de la Junta 
Departamental podrán ser acusados ante la Cámara de Senadores por un tercio 
de votos del total de componentes de dicha Junta por los motivos previstos en el 
artículo 93. 

La Cámara de Senadores podrá separarlos de sus destinos por dos 
tercios de votos del total de sus componentes. 
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CÓDIGO PENAL 


LIBRO | 
PARTE GENERAL 


TITULO | 
DE LOS DELITOS 


CAPITULO | 
PRINCIPIOS GENERALES 


Artículo 1.- (Concepto del delito) Es delito toda acción u omisión 
expresamente prevista por la ley penal. 
Para que ésta se considere tal, debe contener una norma y una sanción. 


Artículo 3.- (Relación de causalidad) Nadie puede ser castigado por un 
hecho previsto por la ley como delito, si el daño o el peligro del cual depende la 
existencia del delito, no resulta ser la consecuencia de su acción o de su omisión. 
No impedir un resultado que se tiene la obligación de evitar, equivale a 
producirlo. 


CAPITULO ll! 
DE LA CULPABILIDAD 


Artículo 18.- (Régimen de la culpabilidad) Nadie puede ser castigado por 
un hecho que la ley prevé como delito, si no es intencional, ultraintencional o 
culposo, cometido además con conciencia y voluntad. 

El hecho se considera intencional, cuando el resultado se ajusta a la 
intención; ultraintencional cuando el resultado excede de la intención, siempre 
que tal resultado haya podido ser previsto; culpable, cuando con motivo de 
ejecutar un hecho, en sí mismo juridicamente indiferente, se deriva un resultado 
que, pudiendo ser previsto, no lo fue, por imprudencia, impericia, negligencia o 
violación de leyes o reglamentos. 

El resultado que no se quiso, pero que se previó, se considera intencional; 
el daño que se previó como imposible se considera culpable. 

En ningún caso podrá castigarse por un resultado antijurídico, distinto o 
más grave que el querido, que no haya podido ser previsto por el agente. 

Fuente: Ley N* 16.707, de 12 de julio de 1995, artículo 1. 


TITULO IV 
DEL CONCURSO DE DELITOS Y DELINCUENTES 


CAPITULO | 
DE LA REITERACION 


Artículo 54.- (Reiteración real) Al culpable de varios delitos, no excediendo 
el número de tres, cometidos en el país o fuera de él, se le aplicará la pena que 
corresponda por el delito mayor aumentada en razón del número y gravedad de 
los otros delitos, pero sin que el aumento pueda exceder de la mitad de la misma 
pena, salvo que tales delitos se hubieren ejecutado en el término de cinco años, 
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a partir del primero, en cuyo caso el aumento puede llegar a las dos terceras 
partes. 


Artículo 58.- (Delito continuado) Varias violaciones de la misma ley penal, 
cometidas en el mismo momento o en diversos momentos, en el mismo lugar o 
en lugares diferentes, contra la misma persona o contra distintas personas, como 
acciones ejecutivas de una misma resolución criminal, se considerarán como un 
solo delito continuado y la continuación se apreciará como una circunstancia 
agravante. 


CAPITULO Il 
DEL CONCURSO DE DELINCUENTES 


Artículo 60.- (Concepto del autor) Se consideran autores: 

1. Los que ejecutan los actos consumativos del delito. 

2. Los que determinan a personas no imputables o no punibles a cometer 
el delito. 


Artículo 64.- (Extensión de la responsabilidad cuando se requieren 
condiciones personales para la existencia del delito) Cuando para la existencia 
de un delito se requieran condiciones de orden personal, todos los que presten 
su concurso serán responsables del mismo, según la participación que hayan 
tenido en él, pero la ausencia de tales condiciones, se tendrá en cuenta por el 
Juez para rebajar o aumentar la pena de aquéllos en quienes no concurran. 


TITULO VII 
DE LOS EFECTOS CIVILES DEL DELITO 


CAPITULO | 
DE SU REGIMEN 


Artículo 105.- (Normas de la responsabilidad civil) La responsabilidad civil 
se rige por lo dispuesto en el Código Civil, Libro IV, Título |, Capítulo Il, Sección 
Il y apareja los siguientes efectos: 

a) Confiscación de los efectos del delito y de los instrumentos con que fue 
ejecutado, salvo que unos y otros pertenezcan a un tercero, extraño al hecho, o 
que se trate de delitos culpables o de faltas. 

b) Embargo preventivo de los bienes del procesado. 

c) Obligación de resarcir los daños y perjuicios causados. 

d) Condenación a los gastos del proceso. 

e) Obligación de indemnizar al Estado, los gastos de alimentación, vestido 
y alojamiento durante el proceso y la condena. 


Artículo 106.- (Pronunciamiento de la sentencia) De acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo precedente, toda sentencia que imponga una pena o una 
medida de seguridad, debe contener pronunciamiento expreso sobre los puntos 
(a), (d) y (e) del artículo mencionado. 

Quedan exonerados de la obligación impuesta por el inciso (e), los 
delincuentes con familia, que dispusieran de escasos bienes en concepto del 
Juez. 
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El embargo sólo será decretado a pedido de parte interesada, cuando el 
delito aparejase obligaciones restitutorias o reparatorias, en cuanto bastare para 
garantirlas. 

Fuente: Ley N* 16.162, de 18 de diciembre de 1990, artículo 2. 


LIBRO Il 
TITULO 111 
DELITOS CONTRA LA PAZ PÚBLICA 
CAPITULO | 


Artículo 150.- (Asociación para delinquir) Los que se asociaren para 
cometer uno o más delitos serán castigados, por el simple hecho de la 
asociación, con seis meses de prisión a cinco años de penitenciaria. 

El hecho será castigado con dieciocho meses de prisión a ocho años de 
penitenciaria si la asociación tuviere por objeto la ejecución de cualquiera de los 
delitos previstos en el artículo 1? de la Ley N* 8.080, de 27 de mayo de 1927; en 
los artículos 30 a 35 del Decreto Ley N* 14.294, de 31 de octubre de 1974, en el 
artículo 5? de la Ley N” 14.095, de 17 de noviembre de 1972, de cualquier 
actividad ilícita relacionada con el tráfico de órganos o tejidos (Ley N* 14.005, de 
17 de agosto de 1971); el contrabando o la adquisición, recepción u ocultamiento 
de dinero o de los efectos provenientes de un delito. 

Fuente: Ley N* 16.707, de 12 de julio de 19985, artículo 4. 


TITULO IV 
DELITOS CONTRA LA ADMINISTRACION PÚBLICA 


CAPITULO | 


Artículo 156.- (Concusión) El funcionario público que con abuso de su 
calidad de tal o del cargo que desempeña, compeliere o indujere a alguno a dar 
o prometer indebidamente a él o a un tercero, dinero u otro provecho cualquiera, 
será castigado con doce meses de prisión a seis años de penitenciaria, multa de 
50 UR (cincuenta unidades reajustables) a 10.000 UR (diez mil unidades 
reajustables) e inhabilitación de dos a seis años. 

Se aplica a este delito la atenuante del artículo 154. 

Fuente: Ley N* 17.060, de 23 de diciembre de 1998, articulo 8. 


Artículo 158.- (Cohecho calificado) El funcionario público que, por retardar 
u omitir un acto relativo a su cargo o por ejecutar un acto contrario a los deberes 
del mismo, recibe por sí mismo o por otro, para sí o para otro, dinero u otro 
provecho, o acepta su promesa, será castigado con doce meses de prisión a seis 
años de penitenciaria, inhabilitación especial de dos a seis años, y multa de 50 
UR (cincuenta unidades reajustables) a 10.000 UR (diez mil unidades 
reajustables). 

La pena será aumentada de un tercio a la mitad en los siguientes casos: 
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1. Si el hecho tuviere por efecto la concesión de un empleo público, 
estipendios, pensiones, honores o el favor o el daño de las partes litigantes en 
juicio civil o criminal. 

2. Si el hecho tuviere por efecto la celebración de un contrato en que 
estuviere interesada la repartición a la cual pertenece el funcionario o se realizare 
por medio de un uso abusivo de los procedimientos legales que deben aplicarse 
por la Administración Pública en materia de adquisición de bienes y servicios. 

Fuente: Ley N* 17.060, de 23 de diciembre de 1998, artículo 8. 


CAPITULO Il 
ABUSO DE AUTORIDAD Y VIOLACION DE LOS DEBERES INHERENTES A 
UNA FUNCION PUBLICA 


Artículo 160.- (Fraude) El funcionario público que, directamente o por 
interpuesta persona, procediendo con engaño en los actos o contratos en que 
deba intervenir por razón de su cargo, dañare a la Administración, en beneficio 
propio o ajeno, será castigado con doce meses de prisión a seis años de 
penitenciaria, inhabilitación especial de dos a seis años y multa de 50 UR 
(cincuenta unidades reajustables) a 15.000 UR (quince mil unidades 
reajustables). 

Fuente: Ley N* 17.060, de 23 de diciembre de 1298, articulo 8. 


TITULO IV 
DELITOS CONTRA LA ADMINISTRACION PÚBLICA 


CAPITULO VI 
DISPOSICIONES COMUNES A LOS CAPITULOS PRECEDENTES 


Artículo 175.- (Concepto de funcionario público) A los efectos de este 
Código, se reputan funcionarios a todos los que ejercen un cargo o desempeñan 
una función retribuida o gratuita, permanente o temporaria, de carácter 
legislativo, administrativo o judicial, en el Estado, en el Municipio o en cualquier 
ente público o persona pública no estatal. 

Fuente: Ley N* 17,060, de 23 de diciembre de 1998, artículo 8. 


CAPITULO V 


Artículo 197.- (Encubrimiento) El particular o funcionario que, después de 
haberse cometido un delito y sin concierto previo a su ejecución con los autores, 
coautores o cómplices, aunque éstos fueren inimputables, los ayudaren a 
asegurar el beneficio o el resultado del delito, a estorbar las investigaciones de 
las autoridades, a sustraerse a la persecución de la justicia o a eludir su castigo, 
así como el que suprimiere, ocultare o de cualquier manera alterare los indicios 
de un delito, los efectos que de él provinieren o los instrumentos con que se 
hubiere ejecutado, será castigado con pena de tres meses de prisión a diez años 
de penitenciaria. 

Fuente: Ley N* 16.707, de 12 de julio de1995, articulo 8. 


TITULO VIII 
DE LOS DELITOS CONTRA LA FE PÚBLICA 
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CAPITULO Il 
FALSIFICACION DOCUMENTARIA 


Artículo 237.- (Falsificación o alteración de un documento público, por un 
particular o por un funcionario, fuera del ejercicio de sus funciones) 

El particular o funcionario público que, fuera del ejercicio de sus funciones, 
hiciere un documento público falso o alterare un documento público verdadero, 
será castigado con dos a seis años de penitenciaria. 


Artículo 238.- (Falsificación ideológica por un funcionario público) El 
funcionario público que, en el ejercicio de sus funciones, diere fe de la ocurrencia 
de hechos imaginarios o de hechos reales, pero alterando las circunstancias o 
con omisión o modificación de las declaraciones prestadas con ese motivo o 
mediante supresión de tales declaraciones, será castigado con dos a ocho años 
de penitenciaria. 
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CÓDIGO DEL PROCESO PENAL 


LIBRO Il 
PROCESO DE CONOCIMIENTO 


TÍTULO | 
DEL PROCESO ORDINARIO EN MATERIA DE CRIMENES Y DELITOS 


CAPÍTULO | 
INDAGATORIA PRELIMINAR 


Artículo 266.- (Formalización de la investigación).- 


266.1 Cuando existan elementos objetivos suficientes que den cuenta de 
la comisión de un delito y de la identificación de sus presuntos responsables, el 
fiscal deberá formalizar la investigación solicitando al juez competente la 
convocatoria a audiencia de formalización. 


266.2 La solicitud se hará por escrito, salvo en el caso previsto en el artículo 
266.4 de este Código y deberá contener en forma clara y precisa: 


a) la individualización del imputado y de su defensor, si este hubiera sido 
designado durante la investigación preliminar; 


b) la relación circunstanciada de los hechos y la participación atribuida al 
imputado; 


c) las normas jurídicas aplicables al caso; 

d) los medios de prueba con que cuenta; 

e) las medidas cautelares que el fiscal entienda pertinentes; 

f) el petitorio; 

g) la firma del fiscal o de un representante autorizado por la Fiscalía. 

266.3 Presentada una solicitud de formalización de la investigación que no 
se ajuste a las disposiciones precedentes, el juez ordenará que se subsanen los 
defectos en el plazo que señale, bajo apercibimiento de tenerla por no 
presentada. 

266.4 Si el imputado se encontrare detenido por el hecho respecto del cual 
se decide formalizar la investigación, la solicitud de audiencia deberá formularse 
de inmediato a la detención, aun verbalmente y la audiencia deberá celebrarse 


dentro de las veinticuatro horas siguientes a dicha detención, de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 16 de la Constitución de la República. 
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266.5 Si el imputado se encontrare en libertad, recibida la solicitud de 
formalización, el juez convocará a las partes y a la víctima a audiencia, la que 
deberá celebrarse en un plazo no mayor a veinte días. 


266.6 En la audiencia de formalización se escuchará a las partes y a la 
víctima que hubiere comparecido. En dicha audiencia el juez resolverá: 


a) la legalidad de la detención si fuese el caso; 
b) la admisión de la solicitud fiscal de formalización de la investigación; 


c) el pedido de medidas cautelares que haya formulado el fiscal o la víctima 
de acuerdo con lo dispuesto en el literal e) del artículo 81.2 y en los artículos 216 
y siguientes de este Código; 


d) toda otra petición que realicen las partes. 


La solicitud de medidas cautelares se resolverá atendiendo a la carpeta de 
investigación llevada por el Ministerio Público y siempre que hubiere sido 
controlada por la defensa. 


Si el juez, a solicitud de la defensa, lo considerare imprescindible, podrá 
producirse prueba en la propia audiencia, aun cuando no estuviere contenida en 
la carpeta de investigaciones. La prueba a diligenciarse deberá ceñirse 
estrictamente a los requisitos para la adopción de la cautela. Tratándose de la 
prisión preventiva, los requisitos que deberán reunirse son los establecidos en el 
artículo 224 del presente Código. 


La formalización de la investigación aparejará la sujeción del imputado al 
proceso y dará comienzo al sumario (artículo 16 de la Constitución de la 
República). Cuando se produzca en causa en la que pueda recaer pena de 
penitenciaria, tendrá el efecto previsto en el artículo 80 de la Constitución de la 
República. 


266.7 Ampliación del objeto de la investigación. Si se atribuyeren nuevos 
hechos al imputado cuya investigación preparatoria ya fue formalizada, o se 
ampliara a nuevos imputados, se convocará a una nueva audiencia. 

Fuente: Ley N* 19.549, de 25 de octubre de 2017, artículo 24 


Artículo 267.- (Efectos de la solicitud de formalización de la investigación). 
La solicitud de formalización de la investigación suspenderá el curso de la 
prescripción de la acción penal. 


CAPÍTULO Il 
AUDIENCIAS 


Artículo 268.- (Audiencia de control de acusación). 


268.1 Vencido el plazo contemplado en el artículo 128 de este Código, el 
juez convocará a las partes y a la víctima, si hubiere comparecido a la audiencia 
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de formalización, a una audiencia de control de la acusación, dentro de los diez 
días siguientes. 


Como cuestión previa en la audiencia, la defensa podrá: 

a) objetar la acusación señalando defectos formales; 

b) oponer excepciones; 

c) instar el sobreseimiento; y 

d) proponer acuerdos. 

268.2 Resueltos los planteos en audiencia, cada parte enunciará la prueba 
ofrecida oportunamente y formulará las observaciones que considere pertinentes 
respecto de la prueba de la parte contraria. 

El juez velará por un genuino contradictorio sobre estos puntos y rechazará 
la prueba cuando esta resulte inadmisible, impertinente, sobreabundante, 
dilatoria o ilegal. 


268.3 Las partes podrán arribar a acuerdos probatorios, dando por 
acreditados determinados hechos, los que no podrán ser debatidos en juicio. 


El juez evitará discusiones que son propias del juicio oral y resolverá 
oralmente, de manera inmediata y fundada los planteos de las partes, basándose 
en las evidencias que presentaren las partes en audiencia. 


268.4 No podrá admitirse en juicio ninguna prueba a la que la contraparte 
no haya tenido acceso y posibilidad de control. A tales efectos el juez adoptará 
las medidas pertinentes para garantizar el control por las partes. 


268.5 La audiencia quedará registrada en soporte digital de audio o video 

y se labrará un acta sucinta donde constará la fecha, las partes intervinientes y 

las decisiones arribadas, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 139 de este 
Código. 

? Fuente: Ley N* 19.549, de 25 de octubre de 2017, artículo 25. 

Numeral 2) Fuente: Ley N* 19.889 de 9 de julio de 2020, artículo 37. 

Numeral 4) Fuente: Ley N* 19.889 de 9 de julio de 2020, artículo 38. 


Artículo 269.- (Proceso de conocimiento).- 


269.1 (Auto de apertura a juicio).- El auto de apertura a juicio oral 
contendrá: 


a) el órgano jurisdiccional competente para intervenir en el juicio oral; 
b) las partes intervinientes con sus respectivos domicilios; 


c) la acusación y la contestación admitidas; 
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d) los hechos que se dieron por acreditados en virtud de las convenciones 
probatorias arribadas; 


e) la prueba que hubiera sido admitida, asentando los datos necesarios 
para la presentación de la misma en juicio; 


f) los planteos efectuados y rechazados; y 


9) cuando el acusado soporte una medida cautelar, la indicación sobre su 
subsistencia y su duración. 


El auto de apertura a juicio es irrecurrible y deberá redactarse dentro de los 
tres días de concluida la audiencia, el que será remitido al juez respectivo. 


269.2 (Preparación del juicio oral).- En el plazo de cinco días de dictado el 
auto de apertura de juicio oral, se comunicará a las partes el juez que intervendrá 
en la audiencia y la fecha de su realización, la que deberá tener lugar no antes 
de diez días ni después de tres meses desde la notificación del auto referido. 


269.3 (Citación).- El juzgado procederá a la citación de los testigos, peritos, 


intérpretes y la víctima. 
Fuente: Ley N* 19,549, de 25 de octubre de 2017, artículo 26. 


Artículo 270.- (Apertura de juicio oral y audiencia).- 


270.1 La dirección de la audiencia le compete al juez, quien presidirá el 
juicio, hará las advertencias legales y moderará el debate. Tendrá poder de 
disciplina para velar por el orden y el respeto debido. 


270.2 El juicio se realizará con la presencia ininterrumpida del juez y de 
todas las partes. El imputado no podrá retirarse de la audiencia sin el permiso 
del juez. 


270.3 La audiencia de juicio oral se desarrollará en forma continua y deberá 
prolongarse en sesiones sucesivas hasta su finalización. El tribunal podrá 
suspender la audiencia por razones de absoluta necesidad y por el tiempo 
mínimo que resulte necesario, el que no podrá extenderse por más de diez días, 
salvo casos excepcionales y debidamente fundados. 


270.4 Constituido el tribunal el día y hora programada se declarará abierto 
el debate, advirtiendo al imputado sobre la importancia del acto, el significado de 
la audiencia y los derechos que le asisten. 


270.5 Inmediatamente se cederá la palabra al fiscal para que exponga sus 
alegatos de apertura. Luego se invitará a la defensa para que haga lo propio. 
Durante toda la duración del juicio, el imputado estará habilitado a realizar las 
declaraciones que considere pertinentes, siempre que el tribunal lo considere 
oportuno. Las partes podrán formularle preguntas, bajo las reglas del examen y 


contra examen. 
Fuente: Ley N* 19.549, de 25 de octubre de 2017, artículo 26. 
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Artículo 271.- (Producción de prueba, alegatos y sentencia).- 


271.1 Después de las presentaciones iniciales se recibirá la prueba ofrecida 
por las partes y la víctima si correspondiere. Comenzando por la prueba de la 
acusación, de la víctima en su caso y finalizando con la prueba de la defensa. 


La prueba deberá producirse en la audiencia de juicio, no resultando válida 
la incorporación como prueba de actuaciones realizadas durante la 
investigación, salvo las que se hayan cumplido con las reglas de prueba 
anticipada o que exista un acuerdo de partes. 


271.1 BIS (Prueba nueva).- A solicitud de alguna de las partes, el juez podrá 
ordenar la recepción de pruebas que no hubieren ofrecido oportunamente 
(artículos 127 y 128), cuando se justificare no haber sabido de su existencia 
hasta ese momento y cuya producción resulte indispensable o manifiestamente 
útil para la resolución del caso. 


271.1 TER (Prueba sobre prueba).- Si en ocasión de la producción de una 
prueba en el juicio oral surgiere una controversia relacionada exclusivamente 
con su veracidad, autenticidad o integridad, el juez podrá autorizar la 
presentación de nuevas pruebas destinadas a esclarecer esos puntos, aunque 
ellas no hubieren sido ofrecidas oportunamente (artículos 127 y 128) y siempre 
que no hubiere sido posible prever su necesidad. 


271.2 Antes de declarar, los testigos, peritos e intérpretes no podrán 
comunicarse entre sí, ni podrán observar o escuchar lo que ocurre en la 
audiencia. Los peritos podrán declarar consultando sus informes para explicar 
las operaciones periciales realizadas. Los testigos, peritos e imputados 
declararán bajo las reglas del examen directo y contra examen previstas en el 
presente Código. 


271.3 Las partes podrán objetar las preguntas inadmisibles. El tribunal 
tratará el planteo de inmediato, con mínima sustanciación si fuese necesario, 
evitando que las objeciones se utilicen para alterar la continuidad del testimonio. 


271.4 Cuando sea necesario para demostrar o superar contradicciones o 
fuere indispensable para ayudar a recordar al testigo o perito, se podrá leer la 
parte pertinente de una declaración sin tenerla incorporada como prueba. 


271.5 Los documentos, informes, objetos secuestrados, grabaciones y 
elementos de prueba audiovisual solo podrán ingresar al debate previa 
acreditación de la parte que lo propuso. 


271.6 Terminada la recepción de pruebas, el tribunal concederá 
sucesivamente la palabra al fiscal, al abogado de la víctima si hubiera 
comparecido y al defensor para que, en ese orden, expresen sus alegatos 
finales. Todas las partes tendrán derecho a réplica. 


Los alegatos serán orales, solo se admitirá la lectura de notas o citas. 
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Finalmente se preguntará al imputado si tiene algo más que manifestar y 
luego de ello, se declarará cerrado el debate. 


271.7 El tribunal deberá dictar la sentencia al término de la audiencia y en 
esa oportunidad expedir el fallo con sus fundamentos. 


Excepcionalmente, cuando la complejidad del asunto no permitiere 
pronunciar la decisión inmediatamente, el tribunal podrá prorrogar la audiencia 
por un plazo no mayor a quince días para dictar la sentencia con sus 
fundamentos. 


271.8 El tribunal podrá disponer, durante el plazo para dictar sentencia, 
diligencias para mejor proveer. 


Las partes podrán solicitar, a modo de contraprueba, diligencias 
complementarias de las dispuestas por el tribunal, el cual resolverá sin otro 
trámite y sin perjuicio del recurso de apelación diferida, si se violan las garantías 
del derecho de defensa. 


El tribunal de segunda instancia, si considera que mediante dicha prueba 
se ha alterado gravemente el principio de igualdad de las partes en el proceso, 
podrá disponer las medidas complementarias que entienda adecuadas para 
asegurar el respeto del derecho de defensa en juicio. 


Las diligencias para mejor proveer solo pueden tener como objeto hechos 
alegados y controvertidos por las partes. 


271.9 En todo caso, el tribunal no podrá dictar sentencia fuera del plazo 
previsto en el inciso 271.7, aun cuando no se haya diligenciado la prueba 
requerida para mejor proveer o la solicitada por las partes a título de 
complemento de aquella. 

Fuente: Ley N* 19.549, de 25 de octubre de 2017, artículo 26. 

Numeral 1 815) Fuente: Ley N* 19.889, de 9 de julio de 2020, artículo 39. 
Numeral 1 TER) Fuente: Ley N* 19.889, de 9 de julio de 2020, artículo 40, 
Numerales 8) y 9) Fuente: Ley N* 19.653, de 17 de agosto de 2018, artículo 14. 


TÍTULO I! 
DEL PROCESO ABREVIADO 


Artículo 272.- (Procedencia).- Se aplicará el proceso abreviado para el 
juzgamiento de hechos que constituyan delitos cuyo tipo básico esté castigado 
con una pena mínima no superior a cuatro años de penitenciaria o de una pena 
no privativa de libertad, cualquiera fuere la entidad de esta última. No se aplicará 
el proceso abreviado al homicidio con circunstancias agravantes especiales 
(artículo 311 del Código Penal), ni al homicidio con circunstancias agravantes 
muy especiales (artículo 312 del Código Penal). 

Será necesario que el imputado, en conocimiento de los hechos que se le 
atribuyen y de los antecedentes de la investigación, los acepte expresamente y 
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manifieste su conformidad con la aplicación de este proceso. La existencia de 
varios imputados no impedirá la aplicación de estas reglas a algunos de ellos. 
En ese caso, el acuerdo celebrado con un imputado no podrá ser utilizado 


como prueba en contra de los restantes. 
Fuente: Ley N* 19.889, de 9 de julio de 2020, artículo 27. 


Artículo _273.- (Procedimiento).- El proceso abreviado se regirá por lo 
establecido en el proceso ordinario, con las siguientes modificaciones: 


273.1 Desde la formalización y hasta el vencimiento del plazo para deducir 
acusación o solicitar sobreseimiento, el fiscal podrá acordar con el imputado la 
aplicación del proceso abreviado. 


2732 La aceptación de los hechos y de los antecedentes de la 
investigación por el imputado, será considerada por el Ministerio Público al 
momento de solicitar la pena, pudiendo disminuir la solicitud hasta en una tercera 
parte de aquella aplicable al caso concreto. 


273.3 El juez, en audiencia, verificará el cumplimiento de los requisitos del 
artículo 272 de este Código, así como que el imputado hubiere prestado su 
conformidad con conocimiento de sus derechos, libre y voluntariamente. Si 
entendiera que el acuerdo no cumple con los requisitos legales, declarará su 
inadmisibilidad. En este caso, la pena requerida en el proceso abreviado no será 
vinculante para el Ministerio Público y la aceptación de los hechos y de los 
antecedentes de la investigación por parte del imputado se tendrá por no 
formulada. 


273.4 En la misma audiencia, el juez dictará sentencia, luego de oír a la 
víctima si esta estuviera presente en la audiencia, la que, en caso de ser 
condenatoria, no podrá imponer una pena mayor a la solicitada por el Ministerio 
Público. 


273.5 En estos procesos, el imputado deberá cumplir de manera efectiva y 
en todos sus términos con el acuerdo alcanzado con la Fiscalia. 


273.6 La solicitud de la pena disminuida por parte del Ministerio Público, 
referida en el artículo 273.2, no podrá ser inferior al mínimo previsto por el delito 
correspondiente. 


273.7 En caso de que la víctima no hubiera estado presente en la audiencia 
en la que se dictó sentencia, esta será notificada del acuerdo alcanzado entre la 


Fiscalía y el imputado, en el plazo de diez días. 
Fuente: Ley N* 19.889, de 9 de julio de 2020, artículo 27. 


11 de abril de 2023 CÁMARA DE SENADORES 433-C.S. 


Ley N* 17.060 
de 23 de diciembre de 1998 


CAPITULO | 
AMBITO DE APLICACION Y DEFINICIONES 


Artículo 1.- La presente ley será aplicable a los funcionarios públicos de: 

A) Poder Legislativo, Poder Ejecutivo y Poder Judicial. 

B) Tribunal de Cuentas. 

C) Corte Electoral. 

D) Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 

E) Gobiernos Departamentales. 

F) Entes Autónomos y Servicios Descentralizados. 

G) En general, todos los organismos, servicios o entidades estatales, así 
como las personas públicas no estatales. 


Artículo 2.- A los efectos de la presente ley se entiende por funcionarios 
públicos, las personas a las que refiere el artículo 175 del Código Penal. 


Artículo 3.- A los efectos del Capítulo Il de la presente ley se entiende 
por corrupción el uso indebido del poder público o de la función pública, para 
obtener un provecho económico para sí o para otro, se haya consumado o no un 
daño al Estado. 


CAPITULO II 
JUNTA ASESORA 


Artículo _4.- Créase una Junta Asesora en Materia Económico 
Financiera del Estado, cuya actuación y cometidos serán los siguientes: 


1) Asesorará a nivel nacional en materia de los delitos previstos por la 
presente ley, contra la Administración Pública (Título IV, excluyendo los 
Capítulos IV y V, del Código Penal) y contra la economía y la hacienda pública 
(Título IX del Código Penal), que se imputen a alguno o algunos de los 
funcionarios públicos enumerados en los artículos 10 y 11 de la presente ley. 


Estará compuesta de tres miembros, quienes durarán cinco años en sus 
funciones a partir de su designación por el Presidente de la República, actuando 
con el Consejo de Ministros, con venia de la Cámara de Senadores otorgada 
siempre por tres quintos de votos del total de componentes, entre personas de 
reconocida experiencia y solvencia profesional y moral. 


El Presidente de la República, en acuerdo con el Consejo de Ministros, 
podrá destituir por resolución fundada a los miembros de la Junta con venia de 
la Cámara de Senadores otorgada por la misma mayoría exigida para su 
designación. Si la Cámara de Senadores no se expidiera en el término de 
sesenta días, el Poder Ejecutivo podrá hacer efectiva la destitución. 
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2) Tendrá como cometido exclusivo el asesoramiento a los órganos 
judiciales con competencia penal, emitiendo opinión dentro del marco de su 
materia, cuando la Justicia o el Ministerio Público lo dispongan. 


La actuación de la Junta en el cumplimiento de su cometido se regulará 
por lo establecido en la Sección V, Capitulo lll, Título VI, Libro | del Código 
General del Proceso, en lo aplicable. 


3) Las denuncias que se hicieren sobre comisión de delitos incluidos 
en el Capítulo |, serán presentadas ante el órgano judicial competente, o el 
Ministerio Público, los que podrán disponer que la Junta proceda a la obtención 
y sistematización de todas las pruebas documentales que de existir fueran 
necesarias para el esclarecimiento por el Juez de los hechos noticiados. 

4) La Junta dispondrá de sesenta días para el cumplimiento del 
cometido indicado en el apartado anterior, pudiendo solicitar al Juez, por una 
sola vez, la prórroga del plazo, la que será concedida siempre que exista mérito 
bastante para ello, por un máximo de treinta días. 


Vencido el plazo o la prórroga en su caso, la Junta remitirá al órgano que 
legalmente corresponda recepcionarla los antecedentes reunidos. Estos serán 
acompañados por un informe explicativo de la correlación de los mismos con los 
hechos denunciados. 


5) Para el cumplimiento de sus funciones la Junta tendrá los 
siguientes cometidos accesorios: 


A) Recabar, cuando lo considere conveniente, información sobre las 
condiciones de regularidad e imparcialidad con las cuales se preparan, 
formalizan y ejecutan los contratos públicos de bienes, obras y servicios. 


B) Recibir las declaraciones juradas de que tratan los artículos 10 y 
siguientes de la presente ley. 


C) Determinar, a requerimiento del interesado, si éste debe presentar 
la declaración jurada de bienes e ingresos a que refiere el Capítulo V de la 
presente ley. 


D) Proponer las modificaciones de normas sobre las materias de su 
competencia. 


E) Elaborar un informe anual que será elevado a los Poderes 
Ejecutivo, Legislativo y Judicial. 


6) Para el cumplimiento de los cometidos previstos en los Capitulos 
1Il y IV de la presente ley, la Junta podrá dirigirse por intermedio del órgano 
judicial interviniente o del representante del Ministerio Público, a cualquier 
repartición pública, a fin de solicitar los documentos y demás elementos 
necesarios para el esclarecimiento por el Juez de los hechos denunciados. 
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7) En la ejecución de sus funciones, la Junta contará con el 
asesoramiento jurídico permanente del Fiscal de Corte y Procurador General de 
la Nación, sobre aspectos formales y procedimentales (artículos 1* y 6* de la Ley 
Orgánica del Ministerio Público y Fiscal). 


8) La Junta constituye un Cuerpo con independencia técnica en el 
ejercicio de sus funciones. Informará mensualmente, por cualquier vía idónea, al 
Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación sobre las actividades 
desarrolladas en relación a los cometidos previstos en los numerales 29), 3%) y 
49) del presente artículo, así como también de toda resolución adoptada sobre 
impedimentos, excusas o recusaciones que, a juicio del Cuerpo, alguno de sus 
miembros pudiere tener respecto de los asuntos a consideración del mismo. Sin 
perjuicio de lo establecido en el numeral 7%) precedente, la Fiscalía de Corte y 
Procuraduría General de la Nación podrá suministrar a la Junta Asesora el apoyo 
administrativo y contable para el mejor cumplimiento de sus cometidos que ésta 
le solicitare. 


FUENTE: Numeral 8%): Ley N* 17.296 de 21 de febrero de 2001, artículo 334. 


CAPITULO lll 
CONTROL SOCIAL 


Artículo 5.- Los organismos públicos darán amplia publicidad a sus 
adquisiciones de bienes y contrataciones de servicios, de acuerdo a las pautas 
que fije el Poder Ejecutivo -o el órgano jerarca, en su caso- al reglamentar la 
presente ley. 


Artículo 6.- El Poder Ejecutivo, a propuesta de la Junta, llevará a cabo 
periódicamente campañas de difusión en materia de transparencia pública y 
responsabilidad de los funcionarios públicos, así como sobre los delitos contra la 
Administración Pública y los mecanismos de control ciudadano. 


Artículo 7.- Los actos, documentos y demás elementos relativos a la 
función pública pueden ser divulgados libremente, salvo que por su naturaleza 
deban permanecer reservados o secretos o hayan sido declarados tales por ley 
o resolución fundada. En todo caso, bajo la responsabilidad a que hubiese lugar 
por derecho. 


CAPITULO IV 
DISPOSICIONES PENALES 


Artículo 8.- Sustitúyense los siguientes artículos del Código Penal, los 
cuales quedarán redactados de la siguiente manera: 


"ARTICULO 68.- La pena de penitenciaria durará de dos a treinta años. 
La pena de prisión durará de tres a veinticuatro meses. La pena de inhabilitación 
absoluta o especial durará de dos a diez años. La pena de inhabilitación especial 
de determinada profesión académica, comercial o industrial, durará de dos a diez 
años. La pena de suspensión durará de seis meses a dos años. 
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La pena de multa será de 10 UR (diez unidades reajustables) a 15.000 
UR (quince mil unidades reajustables)". 


"ARTICULO 84. (Sustitución de la multa).- Si el sentenciado no tuviese 
bienes para satisfacer la multa sufrirá, por vía de sustitución y apremio, la pena 
de prisión, regulándose un día por cada 10 UR (diez unidades reajustables). 


El condenado podrá en cualquier tiempo pagar la multa, descontándose 
de ella la parte proporcional a la prisión cumplida. 


Esta disposición no se aplicará cuando la multa se acumule a una pena 
privativa de libertad, en cuyo caso se procederá por al vía de apremio si el 
sentenciado no la abonare en el plazo otorgado en la sentencia". 


"ARTICULO 156. (Concusión).- El funcionario público que con abuso de 
su calidad de tal o del cargo que desempeña, compeliere o indujere a alguno a 
dar o prometer indebidamente a él o a un tercero, dinero u otro provecho 
cualquiera, será castigado con doce meses de prisión a seis años de 
penitenciaria, multa de 50 UR (cincuenta unidades reajustables) a 10.000 UR 
(diez mil unidades reajustables) e inhabilitación de dos a seis años. 


Se aplica a este delito la atenuante del artículo 154", 


"ARTICULO 157. (Cohecho simple).- El funcionario público que, por 
ejecutar un acto de su empleo, recibe por sí mismo, o por un tercero, para sí 
mismo o para un tercero una retribución que no le fuera debida, o aceptare la 
promesa de ella, será castigado con una pena de tres meses de prisión a tres 
años de penitenciaria, con multa de 10 UR (diez unidades reajustables) a 5.000 
UR (cinco mil unidades reajustables) e inhabilitación especial de dos a cuatro 
años. 


La pena será reducida de la tercera parte a la mitad, cuando el 
funcionario público acepta la retribución, por una acto ya cumplido, relativo a sus 
funciones". 


“ARTICULO 158. (Cohecho calificado).- El funcionario público que, por 
retardar u omitir un acto relativo a sus cargo o por ejecutar un acto contrario a 
los deberes del mismo, recibe por sí mismo o por otro, para sí o para otro, dinero 
u otro provecho, o acepta su promesa, será castigado con doce meses de prisión 
a seis años de penitenciaria, inhabilitación especial de dos a seis años, y multa 
de 50 UR (cincuenta unidades reajustables) a 10.000 UR (diez mil unidades 
reajustables). 


La pena será aumentada de un tercio a la mitad en los siguientes casos: 
1) Si el hecho tuviere por efecto la concesión de un empleo público, 


estipendios, pensiones, honores o el favor o el daño de las partes litigantes en 
juicio civil o criminal. 


11 de abril de 2023 CÁMARA DE SENADORES 437-C.S. 


2) Si el hecho tuviere por efecto la celebración de un contrato en que 
estuviere interesada la repartición a la cual pertenece el funcionario o se realizare 
por medio de un uso abusivo de los procedimientos legales que deben aplicarse 
por la Administración Pública en materia de adquisición de bienes y servicios”. 


"ARTICULO 159. (Soborno).- El que indujere a un funcionario público a 
cometer cualquiera de los delitos previstos en los artículos 157 y 158 será 
castigado por el simple hecho de la instigación, con una pena de la mitad a las 
dos terceras partes de la pena principal establecida para los mismos. 


Se considerarán agravantes especiales: 


1) Que el inducido sea funcionario policial o encargado de la 
prevención, investigación o represión de actividades ilicitas, siempre que el delito 
fuere cometido a raíz o en ocasión del ejercicio de sus funciones, o en razón de 
su calidad de tal y que esta última circunstancia sea ostensible para el autor del 
delito. 


2) Que el inducido sea alguna de las personas comprendidas en los 
artículos 10 y 11 de la ley de prevención y lucha contra la corrupción”, 


"ARTICULO 160. (Fraude).- El funcionario público que, directamente o 
por interpuesta persona, procediendo con engaño en los actos o contratos en 
que deba intervenir por razón de su cargo, dañare a la Administración, en 
beneficio propio o ajeno, será castigado con doce meses de prisión a seis años 
de penitenciaria, inhabilitación especial de dos a seis años y multa de 50 UR 
(cincuenta unidades reajustables) a 15.000 UR (quince mil unidades 
reajustables)”. 


"ARTICULO 161. (Conjunción del interés personal y del público).- El 
funcionario público que, con o sin engaño, directamente o por interpuesta 
persona, se interesare con el fin de obtener un provecho indebido para sí o para 
un tercero en cualquier acto o contrato, en que deba intervenir por razón de su 
cargo, u omitiere denunciar o informar alguna circunstancia que lo vincule 
personalmente con el particular interesado en dicho o contrato, será castigado 
con pena de seis meses de prisión a tres años de penitenciaria, inhabilitación 
especial de dos a cuatro años y multa de 10 UR (diez unidades reajustables) a 
10.000 UR (diez mil unidades reajustables). 


Constituye circunstancia agravante especia! que el delito se cometa para 
obtener un provecho económico para sí o para un tercero”. 


"ARTICULO 162. (Abuso de funciones en casos no previstos 
especialmente por la ley).- El funcionario público que con abuso de su cargo, 
cometiere u ordenare cualquier acto arbitrario en perjuicio de la Administración 
o de los particulares, que no se hallare especialmente previsto en las 
disposiciones del Código o de las leyes especiales, será castigado con tres 
meses de prisión a tres años de penitenciaria, inhabilitación especial de dos a 
cuatro años y multa de 10 UR (diez unidades reajustables) a 3.000 UR (tres mil 
unidades reajustables)". 
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"ARTICULO 163. (Revelación de secretos).- El funcionario público que, 
con abuso de sus funciones, revelare hechos, publicare o difundiere 
documentos, por él conocidos o poseídos en razón de su empleo actual o 
anterior, que deben permanecer secretos, o facilitare su conocimiento, será 
castigado con suspensión de seis meses a dos años y multa de 10 UR (diez 
unidades reajustables) a 3.000 UR (tres mil unidades reajustables)". 


"ARTICULO 175. (Concepto de funcionario público).- A los efectos de 
este Código, se reputan funcionarios a todos los que ejercen un cargo o 
desempeñan una función retribuida o gratuita, permanente o temporaria, de 
carácter legislativo, administrativo o judicial, en el Estado, en el Municipio o en 
cualquier ente público o persona pública no estatal". 


“ARTICULO 177. (Omisión de los funcionarios en proceder a denunciar 
los delitos).- El Juez competente que, teniendo conocimiento de la ejecución de 
un delito, no interviniera o retardase su intervención, y el que no siendo 
competente, y el que no siendo competente, omitiere o retardare formular su 
denuncia, será castigado con la pena de tres meses a dieciocho meses de 
prisión. 


La misma pena se aplicará al funcionario policial que omitiera o retardare 
formular la denuncia de cualquier delito de que tuviere conocimiento por razón 
de sus funciones, y a los demás funcionarios, en las mismas circunstancias, de 
los delitos que se cometieren en su repartición o cuyos efectos la repartición 
experimentara particularmente. 


Se exceptúan de la regla los delitos que sólo pueden perseguirse 
mediante denuncia del particular ofendido. 


Constituye circunstancia agravante especial, respecto de los 
funcionarios públicos y en relación a los hechos que se cometieren en su 
repartición, el hecho de que se trate de los delitos previstos en los artículos 
153,155,156,157,158, 158 bis, 159, 160, 161, 162, 163 y 163 bis". 


"ARTICULO 179. (Calumnia y simulación de delito).- El que a sabiendas 
denuncia a la autoridad judicial o policial, o ante la Junta Asesora en Materia 
Económico Financiera del Estado o ante un funcionario público el cual tenga la 
obligación de dirigirse a tales autoridades, un delito que no se ha cometido, o 
que simule los indicios de un delito, en forma que proceda la iniciación de un 
procedimiento penal para su averiguación, será castigado con pena de tres 
meses de prisión a tres años de penitenciaria". 


Artículo 9.- Incorpóranse al Código Penal las siguientes disposiciones: 


"ARTICULO 158 bis. (Tráfico de influencias).- El que, invocando 
influencias reales o simuladas, solicita, recibe por sí mismo o por otro, para sí o 
para otro, provecho económico, o acepta su promesa, con el fin de influir 
decisivamente sobre un funcionario público para retardar u omitir un acto de su 
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cargo, o por ejecutar un acto contrario al mismo, será castigado con tres meses 
de prisión a cuatro años de penitenciaria. 


La pena será reducida de un tercio a la mitad cuando se acepta la 
retribución, con el fin de influir decisivamente, para que el funcionario público 
ejercite un acto inherente a su cargo. 


Se considerará agravante especial del delito la circunstancia de que el 
funcionario público, en relación al cual se invocan las influencias, fuere alguna 
de las personas comprendidas en los artículos 10 y 11 de la ley de prevención y 
lucha contra la corrupción”. 


"ARTICULO 163 bis. (Utilización indebida de información privilegiada).- 
El funcionario público que, con el fin de obtener un provecho económico para sí 
o para un tercero, haga uso indebido de la información o de datos de carácter 
reservado que haya conocido en razón o en ocasión de su empleo, será 
castigado con tres meses de prisión a cuatro años de penitenciaria, inhabilitación 
especial de dos a cuatro años y multa de 10 UR (diez unidades reajustables) a 
10.000 UR (diez mil unidades reajustables)". 


“ARTICULO 163 ter. (Circunstancias agravantes especiales).- artículos 
153, 155, 156, 157, 158, 158 bis, 160, 161, 162, 163 y 163 bis: 


1%) Que el sujeto activo fuera alguna de las personas comprendidas en 
los artículos 10 y 11 de la ley de prevención y lucha contra la corrupción. 


2”) Que el sujeto activo haya obtenido, como consecuencia de 
cualquiera de estos delitos, un enriquecimiento patrimonial". 


"ARTICULO 163 quater. (Confiscación).- Tratándose de los delitos de los 
artículos 153, 155, 156,157, 158, 158 bis, 160, 161, 162, 163 y 163 bis, el Juez 
también podrá confiscar los objetos o valores patrimoniales que sean resultado 
directo o indirecto del delito. 


El producto de la confiscación pertenecerá al Estado, a cuyo efecto, y 
salvo lo dispuesto en el apartado siguiente, el Juez de la causa lo pondrá a 
disposición del Poder Ejecutivo, el que le dará el destino especial que la ley 
establezca. De no haber previsión especial se procederá a su venta y se 
destinará el importe a Rentas Generales. 


Lo dispuesto en la presente disposición regirá sin perjuicio de los 
derechos de los terceros de buena fe". 


CAPITULO V 
DECLARACIÓN JURADA DE BIENES E INGRESOS DE LAS 
AUTORIDADES Y FUNCIONARIOS PUBLICOS 


Artículo 10.- El Presidente y el Vicepresidente de la República, los 
Ministros de Estado, los Ministros de la Suprema Corte de Justicia, del Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo, del Tribunal de Cuentas y de la Corte Electoral, 
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los Senadores, los Representantes Nacionales y los Intendentes Municipales 
deberán formular una declaración jurada de bienes e ingresos a cualquier título. 


Artículo 11.- También están comprendidos en la obligación del artículo 
precedente los funcionarios y ciudadanos que se enumeran: 


A) Subsecretarios de Estado, Secretario y Prosecretario de la 
Presidencia de la República, Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación, 
Procurador del Estado en lo Contencioso Administrativo, Director y Subdirector 
de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, Director y Subdirector de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil, Miembros de la Junta Asesora en Materia Económico 
Financiera del Estado y Miembros de las Comisiones de las Unidades 
Reguladoras. 

B) Ministros de los Tribunales de Apelaciones, Jueces, Secretarios 
Letrados de la Suprema Corte de Justicia, Secretarios de los Tribunales de 
Apelaciones, Actuarios y Alguaciles del Poder Judicial, Fiscales Adscriptos, 
Fiscales Letrados y Fiscales Adjuntos, Fiscal Adjunto, Secretario Letrado y 
Secretario General de la Fiscalía General de la Nación, Procurador Adjunto del 
Estado en lo Contencioso Administrativo y Secretario Nacional de la Secretaría 
Nacional para la Lucha Contra el Lavado de Activos y Financiamiento del 
Terrorismo. 

C) Titulares de los cargos con jerarquía de Dirección General o Nacional 
e Inspección General de los Ministerios. 

D) Director General de Rentas, Subdirector General, Directores de 
División, Encargados de Departamento, Encargados de la Auditoría Interna y 
Asesorías y todos los funcionarios que cumplan tareas inspectivas de la 
Dirección General Impositiva del Ministerio de Economía y Finanzas. 

E) Embajadores de la República, Ministros del Servicio Exterior y 
personal diplomático que se desempeñe como Cónsul o Encargado de 
Negocios, con destino en el extranjero, y miembros de las delegaciones 
uruguayas en comisiones u organismos binacionales o multinacionales. 

F) Presidentes, Directores, Directores Generales o miembros de los 
órganos directivos de las Personas Públicas no Estatales, de empresas privadas 
pertenecientes mayoritariamente a organismos públicos y delegados estatales 
en las empresas de economía mixta. 

G) Miembros del Consejo Directivo del Servicio Oficial de Difusión, 
Radiotelevisión y Espectáculos y Director del Servicio Nacional de Televisión. 

H) Rector y Decanos de las Facultades de la Universidad de la 
República, miembros del Consejo Directivo Central y de los Consejos de 
Educación Primaria, de Educación Secundaria y de Educación Técnico - 
Profesional de la Administración Nacional de Educación Pública y de la 
Universidad Tecnológica. 

1) Interventores de instituciones y organismos públicos o privados 
intervenidos por el Poder Ejecutivo, Entes Autónomos, Servicios 
Descentralizados o Gobiernos Departamentales. 

J) Secretarios y Prosecretarios de las Cámaras de Senadores y de 
Representantes y de la Comisión Administrativa del Poder Legislativo y Director 
de Protocolo y Relaciones Públicas de la Comisión Administrativa del Poder 
Legislativo. 
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K) Directores, Directores Generales, Subgerentes Generales y Gerentes 
o funcionarios de rango equivalente cualquiera sea su denominación de los 
Entes Autónomos, Servicios Descentralizados y personas públicas no estatales. 

L) General del Ejército, Almirante y General del Aire, Generales, 
Contralmirantes y Brigadieres Generales de las Fuerzas Armadas en actividad, 
Jefes, Subjefes, Inspectores, Comisarios y Directores de Policía. 


M) Ediles titulares de las Juntas Departamentales y Ediles titulares de 
las Juntas Locales Autónomas. 

N) Directores de Proyectos, Gerentes, Jefes de Compras y ordenadores 
de gastos y de pagos de los organismos públicos cualquiera sea la denominación 
de su cargo. 

O) Los funcionarios que ocupen cargos políticos o de particular 
confianza, declarados tales a nivel nacional o departamental (inciso cuarto del 
artículo 60 e inciso segundo del artículo 62 de la Constitución de la República). 


P) Los funcionarios que realicen funciones inspectivas y los que efectúan 
tasación o avalúo de bienes, en ambos casos con las excepciones que por razón 
de escasa entidad la reglamentación establezca. 

Q) La totalidad de los funcionarios de la Dirección Nacional de Aduanas 
y los que prestan servicios en dicha repartición. 

R) La totalidad de los funcionarios de la Dirección General de Casinos y 
de los Casinos departamentales. 

S) Los funcionarios del Ministerio del Interior, no incluidos en los incisos 
anteriores y con las excepciones que por bajo nivel de riesgo establezca la 
reglamentación. 

T) Alcaldes y Concejales municipales y sus correspondientes suplentes. 

U) Las personas fisicas que ejerzan funciones o presten servicios 
personales del tipo de los indicados en los literales F), N) y P), en empresas 
privadas ya creadas o adquiridas por los organismos públicos y en las que se 
creen o adquieran en el futuro, así como en las creadas o adquiridas a su vez 
por las empresas privadas dependientes de aquellas y sus sucesivas, con sede 
en el territorio o fuera de él, cuando esas personas hayan sido designadas o 
propuestas por el Estado y este tenga participación en su capital. 


Fuente: Ley N* 19.797 de 13 de setembre de 2019, artículo 1. 


Artículo 11-BIS.- (Declaración jurada de candidatos).- Los candidatos a 
la Presidencia y Vicepresidencia de la República y a las Intendencias 
Departamentales proclamados por los organismos partidarios correspondientes 
deberán presentar una declaración jurada de sus bienes e ingresos, tal como se 
determina en el artículo 12 de la presente ley. 

La declaración deberá ser presentada hasta treinta días antes de 
efectuarse el acto electoral correspondiente. 

La JUTEP publicará las mismas, en los mismos términos indicados en el 
artículo 12 BIS. Asimismo, indicará en su página web quienes han incumplido 
con dicha obligación. 

La reglamentación determinará el monto de la multa a quienes no dieran 
cumplimiento con la obligación establecida en este artículo. 


Fuente: Ley N” 19.797 de 13 de setiembre de 2019 artículo 2. 
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Artículo 12.- (Del contenido de la declaración jurada).- La declaración 
jurada contendrá dos partes. Una primera parte detallada y reservada, y una 
segunda parte, denominada síntesis y abierta. 


12.1. La primera parte reservada contendrá los siguientes datos: 


A) Una relación precisa y circunstanciada de los bienes muebles e 
inmuebles propios del declarante, de su cónyuge o concubino, de la sociedad 
conyugal o de la sociedad concubinaria de bienes que integre y de las personas 
sometidas a su patria potestad, tutela o curatela. 


Se especificará el título de la última procedencia dominial de cada uno 
de los bienes, monto y lugar de depósitos de dinero y otros valores, en el país o 
en el exterior. 


B) La nómina de empresas, sociedades nacionales o extranjeras con o 
sin personería jurídica, a las que está vinculado el obligado, su cónyuge o 
concubino, a través de participación en su propiedad (total o parcial) o 
administración, tenga poder general o integre órganos directivos o asesores, 
aunque sea en carácter honorario. Deberá adjuntarse copia del último balance e 
indicar la participación social en las mismas. 


C) Las sociedades en que el obligado, su cónyuge o concubino perciba 
salario, intereses u honorarios. 


D) La relación de ingresos, rentas, sueldos y beneficios que perciba por 
cualquier concepto el obligado, su cónyuge o concubino y las personas 
sometidas a su patria potestad, tutela o curatela. 


E) Declaración jurada de implicancias prevista en el artículo 29 del 
Decreto N* 30/003, de 23 de enero de 2003, y la declaración prevista en el 
Decreto N* 380/018, de 12 de noviembre de 2018, reglamentaria del articulo 9? 
de la Ley N* 19.574, de 20 de diciembre de 2017, cuando corresponda. 


12.2. La segunda parte, abierta a la JUTEP, será una síntesis de la 
anterior y contendrá los datos identificatorios del funcionario, un resumen del 
promedio mensual de sus ingresos de los últimos doce meses, de los totales de 
su activo y pasivo patrimonial, incluyendo su cuota parte en la sociedad conyugal 
o concubinaria de bienes en su caso y la nómina de empresas a las que esté 
vinculado a través de participación en su propiedad (total o parcial) o 
administración, perciba salario, intereses, honorarios, tenga poder general o 
integre órganos directivos o asesores, aunque sea en carácter honorario. 


La información de ese formulario abierto estará disponible para los 
controles de evaluación y evolución que la JUTEP podrá realizar. 


A todos los efectos previstos en la presente ley, se entiende por 
concubina a las personas comprendidas en los artículos 1? y 2% de la Ley N* 
18.246, de 27 de diciembre de 2007, y por sociedad concubinaria de bienes a 
aquellas comprendidas en dicho artículo. 
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Fuente: Ley N* 19.797 de 13 de setiembre de 2019 articulo 3. 


Artículo 12 BIS.- (De la publicidad de las declaraciones).- Las 
declaraciones del Presidente, Vicepresidente de la República, Senadores, 
Representantes Nacionales, Ministros de Estado, Subsecretarios, Directores 
Generales de Secretaría, Ministros de la Suprema Corte de Justicia, de la Corte 
Electoral, del Tribunal de Cuentas y del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, Directores de Entes Autónomos y Servicios Descentralizados, 
Intendentes Departamentales, Secretarios Generales de las Intendencias 
Departamentales y Alcaldes, serán recibidas por la Junta de Transparencia y 
Ética Pública (JUTEP), en sus correspondientes sobres o a través de medios 
electrónicos. Posteriormente se procederá a su apertura, publicando todas las 
declaraciones en el sitio web de la JUTEP. 


En estas publicaciones se omitirán por razones de seguridad los datos 
identificatorios de los bienes, derechos y obligaciones incluidos en los mismos, 
los que se determinarán especificamente en la reglamentación respectiva. 


Las publicaciones se realizarán de acuerdo con lo establecido en la Ley 
N* 19.179, de 27 de diciembre de 2013, y en el artículo 82 de la Ley N” 19.355, 
de 19 de diciembre de 2015. 


Fuente: Ley N* 19.797 de 13 de setiembre de 2019 artículo 3. 


Artículo 13.- (De los plazos de presentación).- Para la presentación de 
las declaraciones juradas se dispondrá de un plazo de treinta días. Este plazo 
comenzará a computarse para las declaraciones juradas iniciales una vez 
cumplidos sesenta días corridos o alternados de ejercicio del cargo, desde la 
toma de posesión del mismo, instancia esta que se considerará como la fecha 
válida para la expresión patrimonial del declarante. 


Las declaraciones subsiguientes se formularán cada dos años contados 
a partir de la toma de posesión, siempre que el funcionario continuare en el 
ejercicio del cargo. Toda vez que cesare en el mismo, deberá presentar una 
declaración final dentro de los treinta días posteriores a la fecha de cese, 
tomándose esta como la fecha válida para la expresión patrimonial de los bienes 
e ingresos. 


Cuando el funcionario hubiera desempeñado un cargo o función y pasara 
a desempeñar otro dentro de los treinta días posteriores al cese y estuvieran 
ambos cargos o funciones comprendidos en la obligación de presentación de 
declaración jurada, no se requerirá declaración jurada final de cese, ni inicial del 
ingreso, mientras mantenga vigencia la declaración jurada anterior en los 
términos a que refiere el inciso precedente. 


Fuente: Ley N* 19.797 de 13 de setiembre de 2019 articulo 3. 


Artículo 14.- (Custodia y análisis de declaraciones juradas).- La Junta 
de Transparencia y Ética Pública (JUTEP): 
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A) Tendrá a su cargo la custodia de las declaraciones juradas que reciba 
en cumplimiento de la presente ley, tomando las medidas necesarias a fin de 
mantener la reserva de su contenido, cuando correspondiere, así como la de los 
datos personales del declarante. Conservará las declaraciones por un período 
de diez años, contados a partir del cese del funcionario en su último cargo 
obligado a declarar. Vencido el mismo, procederá a su destrucción, labrándose 
acta notarial de dicho acto, salvo que el interesado hubiera solicitado su 
devolución, en cuyo caso se le entregará. 


B) Confeccionará un registro y efectuará un análisis de evolución de 
activos, pasivos, ingresos y vínculos con empresas, informados por cada sujeto 
en la segunda parte de la declaración jurada, de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 12.2 de la presente ley. 


C) Abrirá, en cada año civil, hasta un 5% (cinco por ciento) de las 
declaraciones juradas de carácter reservado, con las garantías que disponga la 
reglamentación y mediante un procedimiento aleatorio y en función de un análisis 
de riesgo. 


Las declaraciones juradas serán examinadas por los técnicos 
pertinentes del organismo a los efectos de controlar su contenido y verificar que 
cumpla con los requerimientos legales y reglamentarios formales y sustanciales. 


Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, la JUTEP deberá 
adoptar una metodología de análisis de riesgo para determinar la estrategia de 
control de las declaraciones juradas. Esto se realizará mediante una evaluación 
de los riesgos a que se enfrenta el Estado y la sociedad por la actuación de los 
sujetos obligados por la presente ley. Se establecerá un conjunto de factores de 
riesgo y se realizará una clasificación ordenada de los mismos en función de la 
probabilidad de que ocurran, la gravedad o severidad del daño y la oportunidad 
de la prevención, detección y denuncia del eventual delito. 


En base a lo dispuesto en el inciso anterior, la JUTEP podrá establecer 
distintos tipos de controles a las distintas categorías de sujetos obligados. De la 
misma forma, en caso de aplicarse controles aleatorios podrá determinar 
distintos porcentajes de participación para las distintas categorias de sujetos 
obligados de acuerdo con esa metodología de identificación y evaluación de 
riesgos. 


Fuente: Ley N' 19.797 de 13 de setiembre de 2019 artículo 3. 
Artículo 15.- (Solicitud de apertura de las declaraciones).- La Junta de 
Transparencia y Ética Pública (JUTEP) tendrá a su cargo la custodia de las 
declaraciones juradas y solamente procederá a la apertura del sobre 
conteniendo la declaración jurada: 
A) A solicitud del propio interesado. 


B) Por resolución de la Justicia Penal. 


11 de abril de 2023 CÁMARA DE SENADORES 445-C.S. 


C) Por resolución fundada de la JUTEP. 


La JUTEP necesitará unanimidad de integrantes para su apertura y 
determinará en cada caso la necesidad de comunicar dicha decisión a la Justicia 
Penal o al Ministerio Público. 


D) En el supuesto previsto en el literal C) del artículo 14 de la presente 
ley. 


Fuente: Ley N* 19.797 de 13 de setiembre de 2019 artículo 3. 


Artículo 16.- (Omisión de la presentación).- Cuando el funcionario 
obligado no presentare su declaración jurada en los plazos previstos por el 
artículo 13 de la presente ley, se le notificará dicha circunstancia a través de su 
organismo de origen. Transcurrido un plazo de quince días hábiles y verificado 
su incumplimiento injustificado ingresará en la calidad de omiso. 


La Junta de Transparencia y Ética Pública (JUTEP) comunicará la 
calidad de omiso al organismo en que reviste el funcionario, a efectos de la 
aplicación de las medidas disciplinarias pertinentes y de la retención prevista por 
el artículo 99 de la Ley N* 18.046, de 24 de octubre de 2006, o en su caso a los 
organismos de previsión social correspondientes. 


Los funcionarios obligados que no hayan presentado su declaración 
jurada al egresar de la función pública en el plazo correspondiente serán 
intimados en forma fehaciente por parte de la JUTEP para que lo hagan en el 
plazo de quince días. Si el intimado no cumpliere de forma injustificada con la 
presentación de la declaración en el plazo otorgado, no podrá ejercer 
nuevamente la función pública hasta tanto no presente la declaración omitida. 


Sin perjuicio de lo previsto en el inciso anterior, la omisión de la 
presentación de la declaración jurada al egreso será sancionada con una multa 
equivalente a 50 UR (cincuenta unidades reajustables). No obstante, el infractor 
tendrá el plazo perentorio de diez días corridos, contado desde el día siguiente 
a la notificación de la resolución de la multa, para presentar la declaración 
omitida. Si así lo hace, la multa se rebajará a la mitad. 


Las multas establecidas en el inciso anterior se aplicarán oportunamente 
sin perjuicio de lo establecido en el artículo 99 de la Ley N” 18.046, de 24 de 
octubre de 2006. 


En el caso de que sea candidato a cargos públicos electivos y no 
presente la declaración jurada será pasible de una multa de acuerdo con lo 
establecido en el inciso final del artículo 11 BIS de la presente ley. 


La JUTEP mantendrá actualizada la información en su página web de 
los nombres, documentos de identidad, cargo, organismo y repartición de los 
obligados omisos. 


Fuente: Ley N* 19.797 de 13 de setiembre de 2019 articulo 3. 
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Artículo 17.- (Responsabilidad de los declarantes).- Sin perjuicio de la 
responsabilidad penal, se considerará falta grave a los deberes inherentes a la 
función pública en el caso de los funcionarios públicos y conducta pasible de 
multa en el caso de los candidatos previstos en el artículo 11 BIS de la presente 
ley: 


1) La no presentación de la declaración jurada al vencimiento de los 
plazos previstos en los artículos 11 BIS y 13 de la presente ley. 


2) La inclusión en la declaración jurada de ingresos, bienes y valores 
patrimoniales pertenecientes a terceros, inexistentes o superiores a los reales, 
el ocultamiento de ingresos o bienes que se hubieren incorporado al patrimonio, 
la expresión de un pasivo falso, la no inclusión de la cancelación de uno anterior 
en las declaraciones suscritas por el obligado y la no inclusión de cualquier 
relación económica o profesional con otras empresas. 


La JUTEP, de oficio o ante una denuncia fundada de que en alguna 
declaración puedan concurrir las circunstancias previstas en el numeral 2) del 
presente artículo, podrá iniciar la investigación del contenido de la declaración 
pasible de sospecha, con citación del involucrado, dando cuenta a la autoridad 
competente, en caso de entenderse conveniente. 


A tales efectos, el órgano de control dispondrá de las más amplias 
facultades de investigación y fiscalización, y especialmente podrá: 


A) Exigir a los sujetos denunciados la exhibición de todo tipo de 
documentos, y requerir su comparecencia ante la JUTEP para proporcionar 
información. La no comparecencia sin justificación a más de dos citaciones 
consecutivas aparejará la aplicación de una multa de 10 UR (diez unidades 
reajustables) a 500 UR (quinientas unidades reajustables). 


B) Requerir información de todas las dependencias del Estado y 
Personas Públicas no Estatales relacionadas a la investigación en curso. Dichos 
organismos deberán brindar toda la información solicitada en un plazo de 
sesenta días, prorrogables por única vez por sesenta días más. 


Fuente: Ley N* 19.797 de 13 de setiembre de 2019 artículo 3. 


Artículo 18.- Si durante el año electoral se formula una denuncia o se 
procede a la apertura del sobre por cualquiera de las causales indicadas en el 
artículo15 de la presente ley, referente a un funcionario que se postule a 
cualquier cargo electivo, el interesado podrá urgir a la Junta a que dicte la 
resolución con una anticipación de, por lo menos, treinta días al acto 
eleccionario. La Junta no recibirá denuncias dentro de los noventa días 
anteriores al acto eleccionario. 


Artículo 19.- (De las nóminas de los obligados).- Las entidades donde 
revisten los obligados por la presente ley tendrán el deber de comunicar a la 
Junta de Transparencia y Ética Pública (JUTEP) las nóminas de quienes 
revistiendo en su entidad se hallen comprendidos en los artículos 10 y 11 de esta 
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ley, así como los nombres, documento de identidad de sus titulares, cargo o 
función que ostentan, fecha de toma de posesión o cese, domicilio y localidad. 
Asimismo, deberán comunicar dentro de los treinta días de acaecidas las 
alteraciones que se produzcan en dichas nóminas. 


Atales efectos, los organismos deberán designar uno o más funcionarios 
responsables, que actuarán como enlace con la JUTEP, encargándose de la 
remisión de las nóminas de los funcionarios obligados, de sus altas y bajas y 
velando en sus respectivos ámbitos por el cumplimiento de dicha obligación, sin 
perjuicio de las responsabilidades personales de los obligados. Dichos 
funcionarios estarán habilitados además a recibir y presentar las declaraciones 
juradas de los obligados del organismo o repartición respectiva ante la JUTEP. 


En caso de duda de si un cargo o función está comprendido dentro de la 
obligación legal de presentar declaración de oficio o ante el requerimiento de la 
repartición o del funcionario involucrado, la JUTEP determinará al respecto, 
quedando habilitada a recibir aquellas declaraciones juradas de funcionarios no 
comprendidos en la obligación que voluntariamente estuvieren interesados en 
presentarias. 


A los efectos de dar cumplimiento a la presente disposición, facúltase a 
la JUTEP a solicitar a las entidades respectivas toda información adicional que 
crea del caso, acerca de las características, perfiles, condiciones y funciones de 
los obligados 


Fuente: Ley N” 19.797 de 13 de setiembre de 2019 artículo 3. 


CAPITULO VI 
ASPECTOS ADMINISTRATIVOS 


Artículo 20.- Los funcionarios públicos deberán observar estrictamente 
el principio de probidad, que implica una conducta funcional honesta en el 
desempeño de su cargo con preeminencia del interés público sobre cualquier 
otro. 


El interés público se expresa en la satisfacción de necesidades 
colectivas de manera regular y continua, en la buena fe en el ejercicio del poder, 
en la imparcialidad de las decisiones adoptadas, en el desempeño de las 
atribuciones y obligaciones funcionales, en la rectitud de su ejercicio y en la 
idónea administración de los recursos públicos. 


Artículo 21.- Los funcionarios públicos observarán los principios de 
respeto, imparcialidad, rectitud e idoneidad y evitarán toda conducta que importe 
un abuso, exceso o desviación de poder, y el uso indebido de su cargo o su 
intervención en asuntos que puedan beneficiarlos económicamente o beneficiar 
a personas relacionadas directamente con ellos. 
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Toda acción u omisión en contravención del presente artículo hará 
incurrir a sus autores en responsabilidad administrativa, civil o penal, en la forma 
prescripta por la Constitución de la República y las leyes. 


Artículo 22.- Son conductas contrarias a la probidad en la función 
pública: 


1) Negar información o documentación que haya sido solicitada en 
conformidad a la ley. 


2) Valerse del cargo para influir sobre una persona con el objeto de 
conseguir un beneficio directo o indirecto para sí o para un tercero. 


3) Tomar en préstamo o bajo cualquier otra forma dinero o bienes de 
la institución, salvo que la ley expresamente lo autorice. 


4) Intervenir en las decisiones que recaigan en asuntos en que haya 
participado como técnico. Los funcionarios deberán poner en conocimiento de 
su superior jerárquico su implicancia en dichos asuntos, para que éste adopte la 
resolución que corresponda. 


5) Usar en beneficio propio o de terceros información reservada o 
privilegiada de la que se tenga conocimiento en el ejercicio de su función. 


Artículo 23.- Los funcionarios públicos que cumplen funciones en las 
reparticiones encargadas de la adquisición de bienes y servicios deberán rotar 
periódicamente en la forma que establezca la respectiva reglamentación. 


La rotación se hará sin desmedro de la carrera administrativa. 


Artículo 24.- Las normas de la presente ley no obstarán a la aplicación 
de las leyes que afecten a los funcionarios de la Administración Pública, cuando 
éstas prescriban exigencias especiales o mayores a las que surgen de su texto. 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, las normas de la 
presente ley constituirán, además, criterios interpretativos del actuar de los 
órganos de la Administración Pública en las materias de su competencia. 


Artículo _25.- Créase una Comisión Honoraria de seis miembros 
integrada por un representante de la Junta, que la presidirá, un representante 
del Ministerio de Economía y Finanzas, un representante de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, un representante del Tribunal de Cuentas, un 
representante de la Oficina Nacional del Servicio Civil y un representante de la 
organización más representativa de los funcionarios públicos, con el cometido 
de elaborar propuestas de actualización y ordenamiento legislativo y 
administrativo en materia de transparencia en la contratación pública, así como 
respecto de los conflictos de intereses en la función pública. Esta Comisión 
tendrá un plazo de ciento ochenta días para expedirse. 
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Artículo 26.- Los Directores o Directores Generales de los Entes 
Autónomos y Servicios Descentralizados no podrán intervenir como directores, 
administradores o empleados en empresas que contratan obras o suministros en 
el Ente Autónomo o Servicio Descentralizado cuyo Directorio o Dirección 
General integren. 


Artículo 27.- El Ministerio de Educación y Cultura coordinará con los 
Entes de enseñanza la implementación de cursos de instrucción en los 
correspondientes niveles de la educación sobre los diferentes aspectos a que 
refiere la presente ley, debiendo poner énfasis en los derechos y deberes de los 
ciudadanos frente a la Administración y las responsabilidades de las autoridades 
y funcionarios públicos. 


Artículo 28.- Las entidades públicas tendrán programas de formación 
para el personal que ingrese, y uno de actualización cada tres años, los cuales 
contemplarán aspectos referentes a la moral administrativa, incompatibilidades, 
prohibiciones y conflictos de intereses en la función pública, además de los otros 
aspectos a los que refiere la presente ley. 


Será obligación de los funcionarios públicos la asistencia a estos cursos 
y el tiempo que insuman se imputará al horario del funcionario. 


Cométese a la Comisión y a la Oficina Nacional del Servicio Civil, la 
preparación de material didáctico que se pondrá al alcance de las diversas 
entidades públicas. 


CAPITULO Vil 
ÁMBITO INTERNACIONAL 


Artículo 29.- (Cohecho y soborno transnacionales).- El que para 
celebrar o facilitar un negocio de comercio exterior uruguayo ofrece u otorga en 
el pais o en el extranjero, siempre que concurran las circunstancias previstas en 
el numeral 5* del artículo 10 del Código Penal, a un funcionario público de otro 
Estado, dinero u otro provecho económico, por sí mismo o para otro, para sí 
mismo o para otro, será castigado con una pena de tres meses de prisión a tres 
años de penitenciaria. 


Artículo 29.- DEROGADO 
Fuente: Ley N* 17.835 de 23 de setiembre de 2004, artículo 22. 


TEXTO ORIGINAL.- (Blanqueo de dinero).- El que obstaculizare la 
identificación del origen, la investigación, la incautación o la 
confiscación del dinero u otros valores patrimoniales a sabiendas 
que provienen de alguno de los delitos establecidos en los artículos 


156, 158, 158 bis, 160, 161, 162, 163, 163 bis y 163 ter del Código 
Penal, o del delito establecido en el artículo 29 de la presente ley, 
será castigado con una pena de tres meses de prisión a seis años 
de penitenciaria. 
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Artículo 31.- El proceso de extradición por hechos previstos como delito 
en la presente ley se rige por las normas de los Tratados o Convenciones 
Internacionales ratificados por la República, que se encuentren en vigor. En 
ausencia de dichos instrumentos, se aplicarán las normas del Código Penal, del 
Código del Proceso Penal y las especiales previstas en los artículos siguientes. 


Artículo 32.- La extradición por hechos previstos en la presente ley no 
es procedente cuando la pena impuesta sea inferior a dos años de privación de 
libertad y la parte de la sentencia que aún resta por cumplir sea inferior a seis 
meses. Si se tratare de personas requeridas para ser juzgadas, cuando el 
mínimo de la pena que la ley extranjera prevé para el delito sea inferior a seis 
meses, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 54 del Código Penal. 


Artículo 33.- El hecho de que el dinero o provecho económico que 
resulte de alguno de los delitos establecidos en los artículos 156, 158, 158 bis, 
160, 161, 162, 163, 163 bis y 163 ter del Código Penal o del delito establecido 
en el artículo 29 de la presente ley, hubiese sido destinado a fines políticos o el 
hecho de que se alegue que ha sido cometido por motivaciones o con finalidad 
política, no basta por sí solo para considerar dicho acto como delito político. 


Artículo 34.- Las solicitudes de cooperación jurídica penal internacional 
provenientes de autoridades extranjeras para la investigación o enjuiciamiento 
de hechos previstos como delitos en la presente ley, que se refieran a asistencia 
jurídica de mero trámite, probatoria, cautelar o de inmovilización, confiscación o 
transferencia de bienes, se recibirán y darán curso por la Asesoría Autoridad 
Central de Cooperación Jurídica Internacional dependiente de la Dirección de 
Cooperación Jurídica Internacional y de Justicia del Ministerio de Educación y 
Cultura. Esta remitirá las respectivas solicitudes a las autoridades 
jurisdiccionales O administrativas nacionales competentes para su 
diligenciamiento. 


Los Jueces diligenciarán la solicitud de cooperación de acuerdo a leyes 
de la República. 


Salvo el caso de medidas de naturaleza cautelar o de inmovilización, 
confiscación o transferencia de bienes, la cooperación se prestará sin entrar a 
examinar si la conducta que motiva la investigación o el enjuiciamiento constituye 
o no un delito conforme al derecho nacional. 


Las solicitudes relativas a registro, levantamiento del secreto bancario, 
embargo, secuestro y entrega de cualquier objeto se someterán a la ley procesal 
y sustantiva de la República. 


Las solicitudes podrán ser rechazadas cuando afecten en forma grave el 
orden público, así como la seguridad u otros intereses esenciales de la 
República. 


El pedido de cooperación formulado por una autoridad extranjera importa 
el conocimiento y aceptación de los principios enunciados en este artículo. 
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Artículo _35.- Créase la Sección de Cooperación Jurídico Penal 
Internacional dentro de la Asesoría Autoridad Central de Cooperación Jurídica 
Internacional dependiente de la Dirección de Cooperación Jurídica Internacional 
y de Justicia del Ministerio de Educación y Cultura. 


Artículo 36.- Las solicitudes extranjeras del levantamiento del secreto 
bancario para la investigación o enjuiciamiento de hechos previstos como delito 
en la presente ley, se someterán a la ley procesa! y sustantiva de la República. 


Para que proceda el levantamiento del secreto bancario, debe tratarse, 
en cualquier caso, de delitos previstos en el derecho nacional y la solicitud 
deberá provenir de autoridades jurisdiccionales. 


El Estado requirente queda obligado a no utilizar las informaciones 
protegidas por el secreto bancario que recibe, para ningún fin ajeno al 
establecido en la solicitud. 


CAPITULO VII 
DISPOSICIONES FINALES 


Artículo 37.- Derógase el Decreto-Ley N” 14.900, de 31 de mayo de 
1979. 


Artículo _38.- (Disposición transitoria).- El Poder Ejecutivo deberá 
nombrar los integrantes de la Junta Asesora en Materia Económico Financiera 
del Estado dentro de los treinta días contados a partir de la promulgación de la 
presente ley. Dentro de los sesenta días contados a partir de la instalación de la 
Junta, ésta deberá proporcionar los instructivos o formularios que correspondan 
para la presentación de la declaración jurada. 


Los funcionarios públicos comprendidos en los artículos 10 y 11 de la 
presente ley deberán presentar las primeras declaraciones juradas en un plazo 
de treinta días, contados a partir de la fecha de la primera publicación de los 
instructivos del Diario Oficial, siempre que hayan cumplido sesenta días de 
ejercicio ininterrumpido del cargo. En caso contrario, el plazo de treinta días 
comenzará a computarse una vez cumplidos los sesenta días de ejercicio 
ininterrumpido del cargo. 


Ala fecha de la primera publicación de los instructivos en el Diario Oficial, 
la Junta deberá tener a disposición de los funcionarios públicos los formularios 
necesarios para la presentación de la declaración jurada. 
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Ley N” 19.272 
de 18 de setiembre de 2014 


Artículo 18.- La Junta Departamental tendrá sobre los Municipios los 
mismos controles que ejerce sobre la Intendencia. 

Será de aplicación lo dispuesto en el artículo 296 de la Constitución de 
la República. 
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Ley N* 19.446 
de 28 de octubre de 2016 


Artículo 1% - El beneficio de libertad provisional, condicional o anticipada 
no será de aplicación en caso de reiteración, reincidencia o habitualidad, 
indistintamente, en los siguientes delitos y bajo las circunstancias previstas a 
continuación: 

A) Violación (artículo 272 del Código Penal). 


B) Lesiones graves, únicamente cuando la lesión ponga en peligro la 
vida de la persona ofendida (numeral 1* del articulo 317 del Código Penal). 


C) Lesiones gravísimas (artículo 318 del Código Penal). 


D) Hurto, cuando concurran sus circunstancias agravantes (artículo 
341 del Código Penal). 


E) Rapiña (artículo 344 del Código Penal). 


F) Rapiña con privación de libertad. Copamiento (artículo 344 bis del 
Código Penal). 


G) Extorsión (artículo 345 del Código Penal). 
H) Secuestro (artículo 346 del Código Penal). 


1) Homicidio y sus agravantes (artículos 310, 311 y 312 del Código 
Penal). 


y) Los delitos previstos en el Decreto-Ley N* 14.294, de 31 de octubre 
de 1974, y sus modificativas. 


K) Los crímenes y delitos contenidos en la Ley N* 18,026, de 25 de 
setiembre de 2006, 
CAPÍTULO ll 
DE LAS PENAS ALTERNATIVAS A LA PRIVACIÓN DE LIBERTAD 


Artículo 2? - DEROGADO 
Fuente: Ley N? 19.889 de 9 de julio de 2020, artículo 32. 


TEXTO ORIGINAL.- El cumplimiento de las penas privativas de 
libertad podrá sustituirse por alguna de las siguientes penas: 


A) Libertad vigilada. 
B) Libertad vigilada intensiva. 
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Artículo 3”.- DEROGADO 
Fuente: Ley N* 19.889 de 9 de julio de 2020, artículo 32. 


TEXTO ORIGINAL.- La libertad vigilada consiste en someter al 
penado a un régimen de libertad a prueba, tendiente a su 
reinserción social, a través de una intervención individualizada, 


bajo la vigllancia y orientación permanentes de la Oficina de 
Seguimiento de la Libertad Asistida, dependiente del Ministerio del 
Interior. 


Artículo 4*.- DEROGADO 
Fuente: Ley N* 19.889 de 9 de julio de 2020, artículo 32. 


TEXTO ORIGINAL.- La libertad vigilada intensiva consiste en 
someter al penado al cumplimiento de un programa de actividades 
orientado a su reinserción social en el ámbito personal, comunitario 
y laboral a través de una intervención individualizada y bajo la 
aplicación de ciertas condiciones especiales. La vigilancia y 
orientación permanentes de lo establecido en este artículo estará 
a cargo de la Oficina de Seguimiento de la Libertad Asistida. 


Artículo 5% - DEROGADO 
Fuente: Ley N* 19.889 de 9 de julio de 2020, artículo 32. 


TEXTO ORIGINAL.- La libertad vigilada podrá disponerse siempre 
que la pena privativa de libertad sea de prisión o no supere los tres 
años de penitenciaria. 


Artículo 6*.- DEROGADO 


Fuente: Ley N* 19.889 de 9 de julio de 2020, articulo 32, 


TEXTO ORIGINAL.- La libertad vigilada intensiva podrá disponerse 
si la pena privativa de libertad fuere superior a tres años y menor a 
cinco años. 


Artículo 7” - DEROGADO 


Fuente: Ley N* 19. 889 de 9 de julio de 2020, artículo 32. 


TEXTO ORIGINAL.- No podrá disponerse la libertad vigilada ni la 
libertad vigilada intensiva en casos de reincidencia, reiteración o 


habitualidad. 


Artículo 8”.- DEROGADO 
Fuente: Ley N* 19.889 de 9 de julio de 2020, articulo 32. 
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TEXTO ORIGINAL.- Al imponer la pena de libertad vigilada o 
libertad vigilada intensiva, según correspondiere, el tribunal fijará 
el plazo de intervención que será igual al que correspondería 
cumplir si se aplicara efectivamente la pena que se sustituye. 


La Oficina de Seguimiento de la Libertad Asistida presentará en 
un plazo de cuarenta y cinco días, desde que se le notifica la 
sentencia condenatoria por el tribunal, el plan de intervención 
correspondiente. 


Dicho plan deberá ser individual, comprender la realización de 
actividades tendientes a la reinserción social y laboral del penado, 
indicando los objetivos perseguidos con las actividades 
programadas y los resultados esperados. 


Artículo 9” - DEROGADO 
Fuente: Ley N” 19.889 de 9 de julio de 2020, artículo 32. 


TEXTO ORIGINAL.- Al decretar la pena sustitutiva de libertad 
vigilada o libertad vigilada intensiva, el tribunal impondrá al 
condenado, por lo menos, las siguientes condiciones: 


A) Residencia en un lugar determinado donde sea posible la 
supervisión por la Oficina de Seguimiento de la Libertad Asistida. 


B) Sujeción a la orientación y vigilancia permanentes de la 
referida Oficina. 


C) Ejercicio de una profesión, oficio, empleo, arte, industria y 
comercio bajo las modalidades que se determinen en el plan de 
intervención. 


D) Presentación una vez por semana en la Seccional Policial 
correspondiente al domicilio fijado conforme a lo dispuesto en el 
literal A) de este artículo. 


E) Si el penado presentara un consumo problemático de 
drogas o alcohol, se impondrá la obligación de asistir a programas 
de tratamiento de rehabilitación de dichas sustancias. 


Artículo 10.- DEROGADO 
Fuente: Ley N* 19.889 de 9 de julio de 2020, artículo 32. 
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TEXTO ORIGINAL.- Para el caso de la libertad vigilada intensiva, 
el tribunal dispondrá además, una o más de las siguientes 
medidas: 


A) Prohibición de acudir a determinados lugares. 


B) Prohibición de acercamiento a la victima, a sus familiares u 
otras personas que determine el tribunal o mantener algún tipo de 
comunicación con elias. 


C) Obligación de mantenerse en el domicilio o lugar que el 
tribunal determine por espacio de hasta ocho horas diarias 
continuas. 


D) Obligación de cumplir programas formativos laborales, 
culturales, de educación vial, sexual, de tratamiento de la violencia 
u otros similares. 


Artículo 11.- DEROGADO 
Fuente: Ley N* 19.889 de 9 de Jullo de 2020, artículo 32. 


TEXTO ORIGINAL.- El tribunal podrá disponer que la persona 
penada sometida al régimen de libertad vigilada o libertad vigilada 
intensiva deba portar un dispositivo de monitoreo electrónico. No 
obstante, será preceptiva la medida si se tratare de penado por 
violencia doméstica, violencia intrafamiliar o delitos sexuales. 


Sientendiere del caso podrá disponer que la víctima del delito porte 
dicho dispositivo, para cuya colocación requerirá su 
consentimiento, 


Artículo 12.- DEROGADO 
Fuente: Ley N* 19.889 de 9 de julio de 2020, artículo 32. 


TEXTO ORIGINAL.- En caso de incumplimiento de alguna de las 
medidas impuestas, el tribunal podrá, valorando las circunstancias 
del caso, intensificar las condiciones de la pena sustitutiva. 


De persistir los incumplimientos a las condiciones o medidas 
impuestas el tribunal, previo informe de la Oficina de Seguimiento 
de la Libertad Asistida, podrá revocar la libertad vigilada o vigilada 
intensiva, privando de la libertad al individuo por el saldo restante 
de la pena. 


La violación grave del régimen de libertad vigilada o libertad 
vigilada intensiva deberá dar lugar a su revocación inmediata. Se 
considerará violación grave la existencia de un procesamiento 
posterior, 
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CAPÍTULO Il 
DE LA APLICACIÓN DE LA LIBERTAD CONDICIONAL 


Artículo 13.- (Presupuestos).- 


13.1 La libertad condicional es un beneficio que se otorga a petición de 
parte o por medio de su letrado patrocinante, a los penados que se hallaren en 
libertad al quedar ejecutoriada la sentencia de condena, cuando teniendo en 
cuenta su conducta, personalidad, forma y condiciones de vida pueda formularse 
un pronóstico favorable de reinserción social. En tal caso, la pena se cumplirá en 
libertad en la forma y condiciones previstas por la ley. 


13.2 El penado podrá solicitar la libertad condicional en un plazo perentorio 
de diez días hábiles posteriores a que haya quedado ejecutoriada la sentencia 
de condena, suspendiéndose su reintegro a la cárcel hasta tanto se resuelva si 
se le otorga dicho beneficio, el que se tramitará de acuerdo con lo dispuesto en 
los artículos siguientes. 


13.3 El liberado condiciona! queda sujeto a vigilancia de la autoridad, en los 
términos dispuestos en el Código Penal, por el saldo de pena que resultare de la 
liquidación respectiva. 


Artículo 14.- (Trámite).- 


14.1 Aprobada la liquidación, el juez competente solicitará al Instituto 
Técnico Forense dentro del plazo de tres días la planilla de antecedentes 
judiciales del penado, actualizada a no más de sesenta días de su emisión. 


14.2 Si dicha planilla no registra que haya sido condenado por nuevo delito 
y el solicitante acreditare hallarse en condiciones de vida que permitan formular 
un pronóstico favorable de reinserción social, el juez, previa vista al Ministerio 
Público, podrá conceder la libertad condicional. Se liquidará el saldo de pena a 
cumplir, computando el tiempo de vigilancia que refiere el artículo 102 del Código 
Penal, a partir del momento en que el penado fue puesto en libertad. Si conforme 
a la liquidación efectuada la pena estuviese cumplida, el juez declarará 
extinguida la pena, efectuando las comunicaciones pertinentes. 


14.3 En caso de existir saldo de pena, el condenado quedará sujeto a 
vigilancia de la autoridad y a su término el juez solicitará nueva planilla de 
antecedentes al Instituto Técnico Forense. Si no hubiere sido condenado por la 
comisión de nuevo delito, previa vista al Ministerio Público, se declarará 
extinguida la pena efectuándose las comunicaciones pertinentes. 


14.4 No podrá otorgarse el beneficio de la libertad condicional si, agregada 
la respectiva planilla de antecedentes, resulta que el condenado fue procesado 
por la comisión de nuevo delito durante el lapso en que estuvo en libertad 
provisional. 


Artículo 15. (Impugnación).- La sentencia que resuelva el pedido de libertad 
condicional podrá ser impugnada mediante los recursos de reposición y 
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apelación. Solo tendrá efecto suspensivo el recurso de apelación interpuesto 
contra la sentencia que deniegue la libertad condicional. 


CAPÍTULO IV 
DE LA REITERACIÓN 


Artículo 16.- (Reiteración).- Se entiende por tal, el acto de cometer un 
nuevo delito en el pais o fuera de él, antes de obtener sentencia condenatoria 
por la comisión de un delito anterior, estando en uso del beneficio de cualquier 
régimen de libertad. 


Artículo _17.- (Limitaciones a la reiteración).- No existe reiteración entre 
delitos dolosos y culpables, entre delitos comunes y militares, entre delitos 
comunes y políticos, entre delitos y faltas. 


CAPÍTULO V 
DEL CUMPLIMIENTO DE LA PENA POR PARTE DEL EXTRANJERO 


Artículo 18.- A los efectos de los procesados o condenados extranjeros 
residentes o no residentes en nuestro país, se establecen además de las normas 
generales, las siguientes disposiciones especiales: 


18.1 En el caso de extranjeros no residentes, bastará la caución juratoria 
para el otorgamiento de la autorización para salir del país en forma definitiva, no 
siendo necesaria la presentación del inculpado a los efectos del cierre de la 
causa. 


18.2 La caución juratoria consistirá en la promesa del imputado de cumplir 
fielmente las condiciones impuestas por el juez y procederá cuando el procesado 
o penado sea un extranjero no residente. 


18.3 Podrá el excarcelado provisional, el liberado en forma condicional o 
anticipada, ser autorizado a salir del país, con conocimiento de causa y siempre 
que se cumplan los requisitos dispuestos por la ley procesal penal siempre que 
hayan constituido caución sea de carácter real, personal o juratoria. 


CAPÍTULO VI 
DISPOSICIÓN GENERAL 


Artículo 19.- Estas normas son de aplicación inmediata a su promulgación 
y continuarán en vigencia en todo aquello que sea concordante y 
complementario a lo dispuesto por la Ley Ley N* 19.293, de 19 de diciembre de 
2014 y sus modificativas. 


11 de abril de 2023 CÁMARA DE SENADORES 459-C.S. 


Decreto N* 30/003 
de 23 de enero de 2003 


VISTO: La conveniencia de compilar, ordenar y reglamentar las 
NORMAS DE CONDUCTA EN LA FUNCION PUBLICA. 


CONSIDERANDO: I) Que el sistema institucional vigente en el país que 
prevé la relación de los funcionarios con la Administración Pública establece un 
conjunto de normas que regulan los deberes, prohibiciones e incompatibilidades 
en el ejercicio de la función pública. 


11) Que el numeral 1 del artículo Ill de la Convención Interamericana 
contra la Corrupción, celebrada en Caracas el 29 de marzo de 1996 y ratificada 
por la ley No. 17.008 de 25 de setiembre de 1998, establece la obligación de los 
Estados Parte de dicha Convención de disponer medidas, dentro de sus propios 
sistemas institucionales, destinadas a crear, mantener y fortalecer normas de 
conducta para el correcto, honorable y adecuado cumplimiento de las funciones 
públicas. Entre ellas, se exige aquellas tendientes a la prevención de conflictos 
de intereses, las de asegurar la preservación y el uso adecuado de los recursos 
y bienes asignados a los funcionarios públicos en el desempeño de sus 
funciones y la obligación de informar los actos de corrupción en la función pública 
de los que tuviere conocimiento por razón de sus funciones, de los que se 
cometieren en su repartición o cuyos efectos ella experimentare particularmente. 


111) Que, en cumplimiento de dicha obligación internacional, se ha dictado 
la ley No. 17.060 de 23 de diciembre de 1998, por la que se establece una 
normativa preventiva en materia de lucha contra la corrupción así como diversas 
modificaciones e innovaciones a las figuras penales en la materia previstas en el 
Código Penal. 


IV) Que, con la finalidad de asegurar la adecuada comprensión de las 
normas generales de conducta y responsabilidades que rigen la actuación de los 
funcionarios públicos, es conveniente poner a disposición de los funcionarios 
dicha normativa así como establecer procedimientos tendientes a elucidar las 
situaciones dudosas y asesorar a los interesados acerca de las conductas 
debidas. 


V) Que el uso indebido del poder público o de la función pública es la 
cuestión más debatida en el análisis de la prueba de las prácticas corruptas, por 
lo que es conveniente aclarar las situaciones más significativas que afecten el 
concepto de integridad funcional y de legitimidad estatal mediante regulaciones 
objetivas que describan las conductas debidas del "buen administrador público" 
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y los procedimientos preceptivos que ayuden a clarificar las cuestiones no 
expresamente contempladas. 


VI) Que las Normas de Conducta encuentran su fundamento primordial 
en el principio de que todas las entidades públicas sólo existen y pueden actuar 
para el cumplimiento de los fines de interés público que el ordenamiento jurídico 
dispone para cada una de ellas y sus agentes, principio de jerarquía 
constitucional en que se funda la figura de la "desviación de poder" 
explícitamente recogida en la Carta (art. 309). 


VII) Que el concepto genérico de "buen administrador" ha sido recogido 
por nuestra Constitución explícitamente en el art. 311 inciso 2* e, implícitamente, 
en los arts. 58 ,59, 60 inciso 1* y 181, num. 6*. 


VIII) Que, por todo ello, estas Normas de Conducta alcanzan a toda 
persona que desempeñe funciones en cualquier entidad regida por el Derecho 
Público, cualquiera sea su naturaleza jurídica. 


IX) Que las normas constitucionales que imponen deberes a las 
autoridades públicas, sin distinción, no dejarán de aplicarse por falta de la 
reglamentación respectiva, que será suplida recurriendo a los fundamentos de 
leyes análogas, a los principios generales de derecho y a las doctrinas 
generalmente admitidas (Constitución, art. 332), conforme con los cuales puede 
ejercerse legítimamente la potestad reglamentaria. 


X) Que es de competencia del Poder Ejecutivo reglamentar las leyes 
(Constitución, art. 168, numeral 4%); y que a esos efectos, la Junta Asesora en 
Materia Económico Financiera del Estado, en ejercicio de las atribuciones 
conferidas por el decreto 354/999 de 12 de noviembre de 1999, ha preparado un 
conjunto normativo, bajo la denominación de NORMAS DE CONDUCTA EN LA 
FUNCION PUBLICA, que ha puesto a consideración del Poder Ejecutivo. 


ATENTO: A lo dispuesto por las normas constitucionales, legales y 
reglamentarias citadas, 


EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA 
EN CONSEJO DE MINISTROS, 
DECRETA: 


TITULO | 
NORMAS DE CONDUCTA EN LA FUNCION PUBLICA 


Artículo 1.- Los funcionarios públicos regirán su actuación por las 
normas de conducta en la función pública que se explicitan en las disposiciones 
siguientes, sin perjuicio de todas las demás que surjan del ordenamiento jurídico. 


CAPITULO 1 
ALCANCE E INTERPRETACION 
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Artículo 2.- (Ámbito subjetivo de aplicación) Se entiende por 
funcionario público, a los efectos de lo dispuesto en estas Normas de Conducta 
en la Función Pública, toda persona que, cualquiera sea la forma de vinculación 
con la entidad respectiva, desempeñe función pública, a título oneroso o gratuito, 
permanente o temporario, de carácter legislativo, administrativo o judicial, en la 
Administración Central, en un Ente Autónomo, en un Servicio Descentralizado, 
en un Gobierno Departamental o en una persona pública no estatal (art. 2? de la 
ley 17.060 de 23 de diciembre de 1998 y art. 175 del Código Penal en la 
redacción dada por el art. 8? de la ley 17.060). 


Artículo 3.- (Ámbito orgánico de aplicación). Las presentes Normas de 
Conducta son aplicables a los 


funcionarios públicos de (art. 1? de la ley 17.060): 

A) Poder Legislativo, Poder Ejecutivo y Poder Judicial. 
B) Tribunal de Cuentas. 

C) Corte Electoral. 

D) Tribunal de lo Contencioso Administrativo, 

E) Gobiernos Departamentales. 

F) Entes Autónomos y Servicios Descentralizados. 


G) En general, todos los organismos, servicios o entidades estatales, 
así como las personas públicas no estatales. 


Artículo 4.- (Relación con las normas especiales). Estas Normas de 
Conducta se aplican a todos los funcionarios públicos comprendidos, sin 
perjuicio de aquellas normas dirigidas a determinado funcionario o grupo de 
funcionarios públicos que prescriban exigencias especiales o mayores que las 
estipuladas en este reglamento (inc. 1* del art. 24 de la ley 17.060). 


Las respectivas normas de conducta constituirán, además, criterios 
interpretativos del actuar debido de las entidades y sujetos comprendidos, en las 
materias de su competencia (inc. 2” del art. 24 de la ley 17.060). 


El dictado de los instructivos u órdenes de servicio relativos a las normas 
de conducta en cada organismo corresponde al órgano jerarca en el ámbito de 
su competencia. 


Artículo 5.- (Responsabilidades en su aplicación). Serán responsables 
de controlar la aplicación de estas Normas de Conducta los jerarcas respectivos 
de cada unidad o dependencia de los organismos públicos. 
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Dichos jerarcas deberán responder en un plazo de 30 días siguientes a 
toda consulta formulada por un funcionario público de su dependencia 
relacionada con la aplicación de las presentes Normas de Conducta. 


Artículo 6.- (Exoneración de responsabilidad administrativa). Quedará 
exento de responsabilidad administrativa por violación de normas reglamentarias 
el funcionario que de buena fe ajuste su conducta a las instrucciones particulares 
que disponga su jerarca, de oficio o por consulta escrita formulada por el 
funcionario interesado conforme con lo establecido en el artículo anterior que 
contenga todas las circunstancias relevantes de la cuestión planteada. No 
obstante, dicha exoneración de responsabilidad administrativa no será aplicable 
en los casos de configuración de un ilícito penal. 


Artículo 7.- (Divulgación necesaria y presunción de conocimiento). Es 
obligación de todo funcionario alcanzado por las presentes Normas de Conducta 
en la Función Pública conocer su texto y sus sucesivas modificaciones. Su 
ignorancia no sirve de excusa. 


El jerarca de la unidad o dependencia pública a la que pertenece el 
funcionario a quien se aplica la presente normativa, deberá en forma inmediata 
facilitarle un ejemplar de las Normas de Conducta en la Función Pública vigentes. 


CAPÍTULO 2 
PRINCIPIOS GENERALES 


Artículo 8.- (Preeminencia del interés funcional). La conducta funcional 
se desarrollará sobre la base fundamental de que el funcionario existe para la 
función y no la función para el funcionario (art, 59 de la Constitución de la 
República). 


Artículo 9.- (Interés Público). En el ejercicio de sus funciones, el 
funcionario público debe actuar en todo momento en consideración del interés 
público, conforme con las normas dictadas por los órganos competentes, de 
acuerdo con las reglas expresadas en la Constitución (art. 82 incisos 1? y 2” de 
la Carta Política). 


El interés público se expresa, entre otras manifestaciones, en la 
satisfacción de necesidades colectivas de manera regular y continua, en la 
buena fe en el ejercicio del poder, en la imparcialidad de las decisiones 
adoptadas, en el desempeño de las atribuciones y obligaciones funcionales, en 
la rectitud de su ejercicio y en la idónea administración de los recursos públicos 
(art. 20 de la ley 17.060). La satisfacción de necesidades colectivas debe ser 
compatible con la protección de los derechos individuales, los inherentes a la 
personalidad humana o los que se deriven de la forma republicana de gobierno 
(arts. 7” y 72 de la Constitución). 


Artículo 10.- (Concepto de corrupción) Se entiende que existe 
corrupción, entre otros casos, en el uso indebido del poder público o de la función 
pública, para obtener un provecho económico para sí o para otro, se haya 
consumado o no un daño al Estado (art. 3” de la ley 17.060). 
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Artículo 11.- (Probidad). El funcionario público debe observar una 
conducta honesta, recta e íntegra y desechar todo provecho o ventaja de 
cualquier naturaleza, obtenido por sí o por interpuesta persona, para sí o para 
terceros, en el desempeño de su función, con preeminencia del interés público 
sobre cualquier otro (arts. 20 y 21 de la ley 17.060). 


También debe evitar cualquier acción en el ejercicio de la función pública 
que exteriorice la apariencia de violar las Normas de Conducta en la Función 
Pública. 


Artículo _12.- (Conductas contrarias a la probidad). Son conductas 
contranas a la probidad en la función pública (art. 22 de la ley 17.060): 


A) Negar información o documentación que haya sido solicitada de 
conformidad de la ley. 


B) Valerse del cargo para influir sobre una persona con el objeto de 
conseguir un beneficio directo o indirecto para sí o para un tercero. 


C) Tomar en préstamo o bajo cualquier otra forma dinero o bienes de 
la institución, salvo que la ley expresamente lo autorice. 


D) Intervenir en las decisiones que recaigan en asuntos en que haya 
participado privadamente como técnico. Los funcionarios deberán poner en 
conocimiento de su superior jerárquico su implicancia en dichos asuntos y los 
antecedentes correspondientes para que éste adopte la resolución que 
corresponda. 


E) Usar en beneficio propio o de terceros información reservada o 
privilegiada de la que se tenga conocimiento en el ejercicio de la función. 


Artículo 13.- (Buena fe y lealtad). El funcionario público siempre debe 
actuar de buena fe y con lealtad en el desempeño de sus funciones. 


Artículo 14.- (Legalidad y obediencia). El funcionario público debe 
conocer y cumplir la Constitución, las leyes, los decretos y las resoluciones que 
regulan su actividad funcional así como cumplir las órdenes que le impartan sus 
superiores jerárquicos en el ámbito de su competencia, dentro de los límites de 
la obediencia debida. 


Artículo 15.- (Respeto ). El funcionario público debe respetar a los 
demás funcionarios y a las personas con quienes debe tratar en su desempeño 
funcional y evitar toda clase de desconsideración (art. 21 de la ley 17.060). 


Artículo 16.- (Imparcialidad). El funcionario público debe ejercer sus 
atribuciones con imparcialidad (art. 21 de la ley 17.060), lo que significa conferir 
igualdad de tratamiento en ¡igualdad de situaciones a los demás agentes de la 
Administración y a todas las personas a que refiera o se dirija su actividad 
pública. 
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Dicha imparcialidad comprende el deber de evitar cualquier tratamiento 
preferencial, discriminación o abuso del poder o de la autoridad hacia cualquier 
persona o grupo de personas con quienes su actividad pública se relacione ( art. 
8” de la Constitución y artículo 24 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos ratificada por el artículo 15 de la ley de la ley 15.737 de 8 de marzo de 
1985). 


Los funcionarios deberán excusarse de intervenir o podrán ser 
recusados cuando medie cualquier circunstancia que pueda afectar su 
imparcialidad, estando a lo que resuelva su jerarca. 


Artículo 17. (Implicancias). El funcionario público debe distinguir y 
separar radicalmente los intereses personales del interés público (arts. 21 y 22 
num, 4 de la ley 17.060). En tal virtud, debe adoptar todas las medidas a su 
alcance para prevenir o evitar todo conflicto o conjunción de esos intereses en el 
desempeño de sus funciones. 


Si considerare dudosa la existencia de conflicto entre el interés público 
y su interés personal, el funcionario deberá informar de ello al superior para que 
éste adopte la resolución que Corresponda (art. 22 num. 4 de la ley 17.060). Por 
razones de decoro o delicadeza el funcionario podrá solicitar a su superior que 
le excuse del caso, ateniéndose a lo que éste resuelva. 


Los funcionarios que integren un órgano colegiado podrán plantear la 
excusación o deberán informar de la implicancia al Cuerpo del que forman parte, 
a cuya resolución se estará. 


Artículo 18.- (Transparencia y publicidad). El funcionario público debe 
actuar con transparencia en el cumplimiento de su función. 


Los actos, documentos y demás elementos relativos a la función pública 
pueden ser divulgados libremente, salvo que por su naturaleza deban 
permanecer reservados o secretos o hayan sido declarados tales por ley o 
resolución fundada, en todo caso bajo la responsabilidad a que hubiere lugar por 
derecho (art. 7? de la ley 17.060 y 21 del decreto 354/999). 


Queda comprendido en lo dispuesto precedentemente el deber de 
garantizar a los particulares interesados que lo solicitaren el acceso a aquellas 
informaciones que resulten del empleo y aplicación de medios informáticos y 
telemáticos para el desarrollo de las actividades de las Administraciones públicas 
y el ejercicio de sus competencias (art. 694 de la ley 16.736 de 5 de enero de 
1996). 


Artículo 19.- (Eficacia y eficiencia). Los funcionarios públicos utilizarán 
medios idóneos para el logro del fin de interés público a su cargo, procurando 
alcanzar la máxima eficiencia en su actuación. 


Artículo 20.- (Eficiencia en la contratación). Los funcionarios públicos 
tienen la obligación de respetar estrictamente los procedimientos de contratación 
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aplicables en cada caso y de ajustar su actuación en la materia a los siguientes 


principios generales: 
A) Flexibilidad. 
B) Delegación. 


C) Ausencia de ritualismo. 
D) Materialidad frente al formalismo. 
E) Veracidad salvo prueba en contrario. 


F) Igualdad de los oferentes, concurrencia en todos los 
procedimientos competitivos para el llamado y la selección de ofertas y amplia 
publicidad de las adquisiciones de bienes y contrataciones de servicios (arts. 5” 
de la ley 17.060 y 11 literal H) del Decreto 354/999). 


Artículo 21.- (Motivación de la decisión). El funcionario debe motivar los 
actos administrativos que dicte, explicitando las razones de hecho y de derecho 
que lo fundamenten. No son admisibles fórmulas generales de fundamentación, 
sino que deberá hacerse una relación directa y concreta de los hechos del caso 
específico en resolución, exponiéndose además las razones que con referencia 
a él en particular justifican la decisión adoptada. 


Tratándose de actos discrecionales se requerirá la identificación clara de 
los motivos en que se funda la opción, en consideración al interés público. 


Artículo _22.- (Idoneidad y capacitación). La observación de una 
conducta idónea exige que el funcionario mantenga aptitud para el adecuado 
desempeño de las tareas públicas a su cargo (art. 21 de la ley 17.060). 


Será obligación de los funcionarios públicos capacitarse para actuar con 
pleno conocimiento de las materias sometidas a su consideración y, en 
particular, deberán asistir a los cursos de actualización referentes a la moral 
administrativa, incompatibilidades, prohibiciones y conflictos de intereses en la 
función pública según lo determinan las normas que rigen el servicio o lo 
dispongan las autoridades competentes (art. 28 de la ley 17.060). 


Artículo 23.- (Buena administración financiera). Todos los funcionarios 
públicos con funciones vinculadas a la gestión del patrimonio del Estado o de las 
personas públicas no estatales deberán ajustarse a las normas de 
administración financiera aplicables, a los objetivos y metas previstos, al principio 
de buena administración, en lo relativo al manejo de los dineros o valores 
públicos y a la custodia o administración de bienes de organismos públicos. Sus 
transgresiones constituyen faltas administrativas aun cuando no ocasionen 
perjuicios económicos (arts. 119 y siguientes del TOCAP). 


Artículo 24.- (Rotación de funcionarios en tareas financieras). Los 
funcionarios públicos que cumplen funciones en las reparticiones encargadas de 
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la adquisición de bienes y servicios deberán rotar periódicamente (art. 23 de la 
ley 17.060). 


Dicha rotación deberá hacerse efectiva cada treinta meses continuos en 
el desempeño de esa función, pudiendo el jerarca prorrogar el cometido, en 
casos excepcionales fundados en la necesidad del servicio o en la falta de 
recursos humanos en el organismo, siempre que el resultado de la evaluación 
de desempeño en el periodo no arroje observaciones a la gestión. 


CAPÍTULO 3 
PROHIBICIONES 


Artículo 25.- (Prohibición de contratar). Prohibese a los funcionarios 
públicos contratar con el organismo a que pertenecen y mantener vínculos por 
razones de dirección o dependencia con firmas, empresas o entidades que 
presenten ofertas para contratar con dicho organismo. No obstante, en este 
último caso, quedan exceptuados de la prohibición los funcionarios que no 
tengan intervención alguna en la dependencia pública en que actúan en el 
proceso de la contratación, siempre que informen por escrito y sin reticencias al 
respecto a su superior. 


Si al momento de ingresar a la función pública estuviere configurada o 
en condiciones de configurarse dicha situación, el funcionario deberá informar 
por escrito y sin reticencias al respecto. 


Esta prohibición se extiende a las contrataciones realizadas a solicitud 
de la Administración a que el funcionario pertenece por organismos 
internacionales o mediante la ejecución de proyectos por terceros. 


Prohíbese a los funcionarios públicos y a las Administraciones a que 
pertenecen celebrar o solicitar a terceros la celebración de contratos de servicios 
o de obra que tengan por objeto la realización por los mismos funcionarios de las 
tareas correspondientes a su relación funcional o tareas similares o a cumplirse 
dentro de su jornada de trabajo en el organismo respectivo . 


Artículo 26.- (Prohibición de intervenir por razones de parentesco). 
Prohibese a los funcionarios públicos con competencia para gastar intervenir 
cuando estén ligados con la parte que contrata con el organismo a que 
pertenecen por razones de parentesco hasta el cuarto grado de consanguinidad 
o tercero de afinidad o por matrimonio. 


Artículo _27.- (Prohibición de relaciones con actividad controlada). 
Prohibese a los funcionarios públicos con cometidos de dirección superior, 
inspectivos o de asesoramiento ser dependientes, asesores, auditores, 
consultores, socios o directores de las personas fisicas o jurídicas, públicas o 
privadas, que se encuentren sujetas al control de las oficinas de que aquéllos 
dependan. Les está prohibido asimismo percibir de di9has personas 
retribuciones, comisiones u honorarios de clase alguna. 
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La prohibición establecida en el inciso anterior se extiende a todas las 
contrataciones de servicios o de obra, realizadas a solicitud de la Administración 
controlante, por organismos internacionales o mediante la ejecución de 
proyectos por terceros. 


Artículo 28.- (Prohibición de relaciones con actividad vinculada). 
Prohíbese a los funcionarios públicos ejercer su función con relación a las 
actividades privadas a las que se encuentren vinculados. 


La prohibición establecida en este artículo se extiende a todas las 
contrataciones de servicios o de obra realizadas a solicitud de una 
Administración comprendida en el art. 2” de este Decreto, por organismos 
internacionales o mediante la ejecución de proyectos por terceros. 


Artículo _29.- (Declaración jurada de implicancias) Todos los 
funcionarios que, a la fecha de vigencia de este Decreto, se encuentren en las 
situaciones previstas por los artículos anteriores deberán presentar, en un plazo 
máximo de sesenta días siguientes a dicha vigencia, una declaración jurada 
donde establezcan qué clase de vinculación o actividades de las previstas en 
dichos artículos mantienen, individualizando las personas o empresas y el tipo 
de relacionamiento o intereses con ellas, estándose a lo que resuelva el jerarca 
correspondiente. 


Dicha declaración jurada deberá ser presentada, en forma abierta, ante 
el jerarca del servicio donde el funcionario se desempeña. 


Toda nueva situación de las previstas por los artículos anteriores deberá 
ser declarada en la misma forma establecida en el inciso anterior dentro de los 
sesenta días de configurada y quedará sujeta a lo que resuelva el jerarca 
respectivo. 


Articulo 30.- (Implicancias dudosas o supervinientes). Si al momento de 
ingresar a la función pública o durante su desempeño, resultare dudosa o 
estuviere cuestionada la configuración de alguna de las situaciones previstas en 
los arts. 24 a 28, el funcionario deberá informarlo de inmediato y en forma 
pormenorizada por escrito a su superior jerárquico, quien deberá resolver 
fundadamente al respecto y, en su caso, sobre la permanencia del funcionario 
en la oficina. 


Artículo _31.- (Prohibición de recibir regalos y otros beneficios). 
Prohibese a los funcionarios públicos solicitar o aceptar dinero, dádivas, 
beneficios, regalos, favores, promesas u otras ventajas, directa o indirectamente, 
para sí o para terceros, a fin de ejecutar, acelerar, retardar u omitir un acto de su 
empleo o contrario a sus deberes o por un acto ya cumplido. 


Prohíbese a los funcionarios públicos solicitar contribuciones de otros 
funcionarios para hacer regalos a sus superiores, realizar suscripciones o 
colectas de cualquier naturaleza o autorizar la retención de su sueldo o parte de 
él para cualquier agrupación partidaria o para cualquier persona o entidad, salvo 
autorización legal expresa. 
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Prohíbese asimismo solicitar o aceptar dichas ventajas destinadas al 
servicio a que pertenece, salvo que una norma expresa lo autorice y se deje 
constancia de ello por escrito. 


Se tendrá especialmente en cuenta en relación a las prohibiciones 
dispuestas en los incisos que anteceden, a los efectos que correspondan, que el 
regalo o beneficio provenga de una persona o entidad que: 


A) lleve a cabo actividades reguladas o fiscalizadas por el órgano o 
entidad en que el funcionario se desempeña; 


B) gestione o explote concesiones, autorizaciones, privilegios o 
franquicias otorgados por el órgano o entidad en que el funcionario se 
desempeña; 


C) sea contratista o proveedor de bienes o servicios a un organismo 
público o estuviere interviniendo en un procedimiento de selección; 


D) tenga intereses que pudieren verse significativa mente afectados 
por la decisión, acción, aceleración, retardo u omisión del organismo o entidad 
en el que el funcionario se desempeña. 


Artículo 32.- (Regalos o beneficios permitidos). Se entiende que no 
están incluidos en la prohibición establecida en el inciso primero del artículo 
anterior los siguientes casos: 


A) los reconocimientos protocolares recibidos de gobiernos, 
organismos internacionales o entidades sin fines de lucro, en las condiciones en 
que la ley o la costumbre admitan esos beneficios; 


B) los gastos de viaje y estadia recibidos de gobiernos, instituciones 
de enseñanza o entidades sin fines de lucro, para el dictado de conferencias, 
cursos o actividades académicas o culturales, o la participación en ellas, siempre 
que ello no resultare incompatible con las funciones o prohibido por normas 
especiales; y 


C) las atenciones de entidad razonable recibidas en oportunidad de 
las fiestas tradicionales en las condiciones que los usos y costumbres las 
admitan. 


.- (Prohibición de comunicaciones telefónicas y uso de 
teléfonos celulares)  Prohibese a los funcionarios públicos efectuar 
comunicaciones a larga distancia por medio de aparatos telefónicos con fines 
personales. 


El uso de los teléfonos celulares contratados por las oficinas públicas 
queda restringido de acuerdo con lo dispuesto en las disposiciones legales y 
reglamentarias vigentes. 
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Artículo 34.- (Prohibición de uso indebido de fondos). Prohíbese a los 
funcionarios públicos el manejo de fondos en forma distinta a la legalmente 
autorizada, siendo responsable de su pago cuando comprometa cualquier 
erogación sin estar autorizado para ello. 


El funcionario está obligado a rendir cuenta documentada y comprobable 
de la versión, utilización o gestión de los fondos recibidos. 


Artículo 35.- (Prohibición de revistar en la misma oficina por razones de 
parentesco). Prohibese la actuación dentro de la misma repartición u oficina del 
funcionario que se halle vinculado con su jerarca por lazos de parentesco dentro 
del segundo grado de consanguinidad o afinidad o por ser su cónyuge. 


Si ingresare a la oficina un funcionario que mantenga los vínculos 
mencionados en el inciso anterior, la autoridad competente dispondrá los 
traslados necesarios, sin que se perjudique la categoría de funcionario alguno. 


Queda ¡igualmente prohibida la permanencia dentro de la misma oficina 
o sección de funcionarios que entre sí reúnan alguno de los impedimentos 
establecidos en el inciso primero. 


Artículo 36.- (Prohibición de uso indebido de bienes públicos). Los 
funcionanos públicos deberán utilizar los bienes muebles e inmuebles 
pertenecientes al organismo público en que revistan o asignados a su uso o 
consumo exclusivamente para el funcionamiento de los servicios a su cargo. 


Está prohibido el uso de locomoción, combustible, repuestos y servicios 
de reparaciones de cargo de toda fuente de fondos públicos, por parte de 
cualquier funcionario público, fuera de lo estrictamente necesario para el 
cumplimiento de sus tareas. En ningún caso el ejercicio de una función pública 
podrá implicar la libre disponibilidad de un vehículo perteneciente a cualquier 
organismo o afectado a su uso, fuera de los requerimientos del servicio en 
sentido estricto, salvo las excepciones dispuestas legal y reglamentariamente. 
Los vehículos pertenecientes al organismo público o asignados a su uso deberán 
ser guiados por personal con licencia habilitante y no podrán ser aplicados para 
usos de indole particular, salvo los casos excepcionales debidamente 
justificados por la autoridad competente. 


Artículo 37.- (Prohibición de proselitismo de cualquier especie). Los 
funcionarios están al servicio de la Nación y no de una fracción política. En los 
lugares y horas de trabajo queda prohibida toda actividad ajena a la función, 
reputándose ilícita la dirigida a fines de proselitismo de cualquier especie. 


Los funcionarios mo podrán constituir agrupaciones con fines 
proselitistas, utilizando las denominaciones de reparticiones públicas o 
invocando el vínculo que la función determine entre sus integrantes ( art. 58 de 
la Constitución). 


TÍTULO Il 
NORMAS DE APLICACIÓN 
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Artículo 38.- (Faltas disciplinarias). El incumplimiento de los deberes 
explicitados en este decreto y la violación de las prohibiciones contenidas en él 
constituirán faltas disciplinarias. 


Como tales, serán objeto de sanción proporcionada a su gravedad, 
previa sustanciación del procedimiento disciplinario respectivo, en el que se 
asegurará la garantía de defensa. Ello, sin perjuicio de la responsabilidad civil 
y/o penal prevista por la Constitución y por las leyes (inciso 2” del artículo 21 de 
la ley 17.060). 


Artículo 39.- (Potestad disciplinaria y jurisdicción penal). El 
sometimiento a la justicia penal de un funcionario público no obsta al necesario 
ejercicio de la competencia del organismo respectivo, independientemente de la 
judicial, para instruir los procedimientos internos y adoptar las decisiones que 
correspondan en virtud de las faltas disciplinarias que se comprobaren en la vía 
administrativa con arreglo a derecho. 


Artículo 40.- (Denuncia de irregularidades o de prácticas corruptas). 


Todo funcionario público está obligado a denunciar irregularidades o 
prácticas corruptas de que tuviere conocimiento por razón de sus funciones, de 
las que se cometieren en su repartición o cuyos efectos ella experimentare 
particularmente (art. 177 del Código Penal en la redacción dada por el art. 8? de 
la ley 17.060). Asimismo, deberá recibir y dar trámite a las denuncias que se le 
formularen al respecto. En uno y otro caso, las pondrá en conocimiento de sus 
superiores jerárquicos. 


Si se tratare de irregularidades que pudieren causar perjuicios 
económicos, el funcionario público está obligado a comunicarlo por escrito a su 
superior jerárquico y al Tribunal de Cuentas. 


Artículo 41.- (Denuncia de delitos). El jerarca a quien competa resolver 
sobre las investigaciones internas de las que resultare la posible configuración 
de un delito tiene el deber de disponer la inmediata denuncia policial o judicial 
preceptiva (177 del Código Penal en la redacción dada por el art. 8” de la ley 
17.060). 


Artículo _42.- (Denuncias contra determinados funcionarios). Las 
denuncias contra los funcionarios públicos obligados a presentar declaración 
jurada de bienes e ingresos (arts. 10 y 11 de la ley 17.060) por los delitos contra 
la Administración Pública (Título IV, excluyendo los Capitulos IV y V del Código 
Penal y arts. 8”, 9” y 30 de la ley 17.060) o contra la Economía y la Hacienda 
Pública (Título IX del 


Código Penal) deberán ser presentadas ante el órgano judicial 
competente o el Ministerio Público o la Policía Nacional u otras autoridades con 
funciones policiales, según corresponda conforme con el ordenamiento procesal 
al momento de su formulación (arts. 4% num. 3 de la ley 17.060 y 14 del decreto 
354/999). 
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Artículo 43.- (Régimen de protección de testigos y denunciantes). 


Cualquier persona o los funcionarios públicos que denunciaren de buena 
fe alguno de los delitos a que refiere este Decreto quedarán incluidos en el 
beneficio de protección de testigos establecido por la normativa legal vigente (art. 
36 de la ley 16.707 de 12 de julio de 1995, decreto 209/2000 de 25 de julio de 
2000 y art. Ill num. 8 de la Convención Interamericana contra la Corrupción de 
29 de marzo de 1996 ratificada por la ley 17.008). 


Artículo 44.- (Consultas). En el ejercicio de la potestad disciplinaria, los 
organismos cuyos funcionarios se encuentran alcanzados por este decreto 
podrán recabar la opinión de la Junta Asesora en Materia Económico Financiera 
del Estado, en cuyo caso, para apartarse del dictamen que ésta emita, deberá 
procederse en forma fundada. 


Los jerarcas de dependencias públicas, previo al dictado de las 
pertinentes decisiones administrativas, podrán dirigir directamente a la Junta 
Asesora en Materia Económico Financiera del Estado los pedidos de 
asesoramiento y aclaraciones relativos a la aplicación del presente decreto que 
estimen necesarios, adjuntando informe de la asesoría jurídica de su respectivo 
ámbito orgánico (arts. lll num. 9 de la Convención Interamericana contra la 
Corrupción, 4” de la ley 17.060 y 11 literal 1) del decreto 354/999). 


Artículo _45.- (Difusión). Cométese a la Junta Asesora en Materia 
Económico Financiera la difusión de este decreto conjuntamente con las 
disposiciones penales contenidas en la ley N” 17.060 y las demás que tipifican 
delitos cuyo sujeto activo sea un funcionario público, así como también las 
disposiciones legales y reglamentarias referidas a las declaraciones juradas de 
bienes e ingresos. 


Articulo 46.- (Vigencia). Este decreto entrará en vigencia a los sesenta 
días de su publicación en el Diario Oficial. 


Artículo 47.- Comuniquese, publiquese, etc. 
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SEÑORA PRESIDENTA.-- En discusión. 


Tiene la palabra la miembro informante, señora sena- 
dora Bianchi. 


SEÑORA BIANCHI.- Señora presidente: en este caso 
nunca tuvimos dudas constitucionales con respecto a que 
los ediles estaban incluidos. También en este caso —valga 
la repetición, aunque no correspondería— no se interpuso 
recurso de inconstitucionalidad. El señor Pablo Sánchez 
atacó por acción de nulidad la resolución por la cual acep- 
tó un acuerdo abreviado según el Código del Proceso Pe- 
nal. En primera instancia, no se le dio la razón, apeló y, en 
segunda instancia, tampoco. O sea que, también en este 
caso, si bien no tiene la misma fuerza jurídica que una 
sentencia de la Corte, quedó firme la sentencia por la cual 
fue condenado por asociación para delinquir en reitera- 
ción real con un delito continuado de fraude a la pena de 
dos años de penitenciaría, UR 100 de multa e inhabilita- 
ción especial por dos años para el ejercicio de la función 
pública. 


No voy a repetir cosas que ya dije. La junta, por 
la mayoría exigida por la Constitución, por oficio 
n 2021/83/2/0483, elevó a la Cámara de Senadores la 
acusación. Se dio vista al señor Pablo Sánchez y, al darle 
vista, dio noticia de que la sentencia penal no estaba firme, 
lo cual no nos hacía cambiar la situación, pero ya que es- 
tábamos esperando la sentencia del alcalde —sobre lo que 
sí teníamos dudas constitucionales—, se guardó el tema, 
no en un cajón sino a la espera de lo más importante, que 
era el resultado de la sentencia de la Corte con respecto a 
los alcaldes. 


En ese proceso llegó también —como corresponde-— la 
notificación del Tribunal de Apelaciones, que no dio lugar 
a la acción de nulidad. Con fecha 20 de junio el nombrado 
evacuó la vista. 


El 27 de marzo de 2023 el señor juez letrado de 3.“ 
turno de Rosario comunicó a la Comisión de Constitución 
y Legislación la sentencia interlocutoria n.? 570/2022, de 
fecha 10 de mayo, dictada por la sede letrada de Florida 
de 4.” turno, por la que no se hizo lugar a la demanda in- 
cidental referida. 


Luego, por sentencia interlocutoria en segunda instan- 
cia n? 475/2022, de 4 de agosto, el Tribunal de Apelacio- 
nes en lo Penal de 4.” Turno confirmó el fallo de primera 
instancia en su totalidad. 


Lo otro que dije —que puede ser aplicable también en 
este caso; lo dejamos consignado— es que tenemos las po- 
testades aunque no hubiera sentencia penal, por lo que nos 
habilita la Constitución. 


Antes de leer la resolución, que es el fin del informe, 
quiero aclarar que también en este caso la renuncia no lle- 
gó en forma correcta. La Junta Departamental de Colonia 
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tiene que comunicarnos que aceptó la renuncia. Así que 
si viene y el Senado hoy acompaña la posición de vuestra 
comisión, se debería proceder como indica la resolución: 


«ATENTO a lo dispuesto en los artículos 296, 93, 102 
y 103 de la Constitución de la República y a lo expresado 
en el cuerpo de este Informe, el Senado 


RESUELVE: DESTITUIR al Edil Pablo Daniel Sán- 
chez Agustins». 


Gracias, señora presidente. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Pido la palabra para una 
cuestión de orden. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- La bancada del Partido Na- 
cional solicita un cuarto intermedio de cinco minutos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar. 

(Se vota). 

-18 en 20. Afirmativa. 

El Senado pasa a cuarto intermedio por cinco minutos. 

(Así se hace. Son las 14:45). 

(Vueltos a sala). 

—Habiendo número, continúa la sesión. 

(Son las 14:51). 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el pro- 
yecto de resolución respecto al juicio político al señor edil 
Pablo Sánchez. 

(Se vota). 

21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Queda aprobado y se comunicará a la Junta Departa- 


mental de Colonia. 


30) SOLICITUD DE VENIA DEL PODER 
EJECUTIVO PARA DESTITUIR DE 
SU CARGO A UN FUNCIONARIO 


SEÑORA PRESIDENTA.- Corresponde que el Sena- 
do pase a sesión secreta para considerar el asunto que figu- 


ra en décimo término del orden del día. 


(Así se hace. Son las 14:52). 
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(En sesión pública). 

—Habiendo número, se reanuda la sesión. 
(Son las 14:58). 

—Dese cuenta de lo actuado en sesión secreta. 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
El Senado, en sesión secreta, resolvió otorgar la venia para 
destituir de su cargo a un funcionario del Instituto Nacio- 
nal de Rehabilitación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se realizarán las comuni- 
caciones pertinentes. 


31) SUSPENSIÓN DE LA SESIÓN 
ORDINARIA DEL DÍA 12 DE ABRIL 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase una moción llegada 
a la Mesa. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
«Mocionamos para que se deje sin efecto la sesión ordi- 
naria de la Cámara de Senadores del día miércoles 12 de 
abril del corriente». (Firman los señores coordinadores 
Lozano, Coutinho, Bianchi y Della Ventura). 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar la moción 
presentada. 


(Se vota). 


21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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32) POSTERGACIÓN DE LOS 
NUMERALES PRIMERO Y UNDÉCIMO 
DEL ORDEN DEL DÍA 


SEÑORA PRESIDENTA.- Correspondería pasar a 
considerar el asunto que figura en undécimo término del 
orden del día. 


SEÑORA BIANCHI.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA BIANCHI.- Señora presidente: solicito que 
este asunto quede en el orden del día, pero que hoy no 
se trate. 


SEÑORA PRESIDENTA. Se va a votar lo solicitado. 
(Se vota). 
20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se mantendría en el orden del día de la próxima sesión. 


33) LEVANTAMIENTO DE LA SESIÓN 


SEÑORA PRESIDENTA.- No habiendo más asuntos, 
se levanta la sesión. 


(Así se hace, a las 14:39, presidiendo la señora 
Argimón y estando presentes los señores senadores 
Álvarez, Barrera, Bianchi, Caggiani, Carrera, Da Silva, 
Della Ventura, Domenech, Gandini, Kechichian, Lazo, 
Lozano, Mahía, Manini Ríos, Nane, Niffouri, Nunes, 
Piñeyro, Rodríguez y Saravia). 
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